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Acuerdo  nombrando  Conjueces  para  el  año  de  mil  ochocientos 

setenta. 

En  la  Ciudad  de  Buenos  Aires,  á  ocho  de  Enero  de  mil  ocho- 
cientos setenta,  reunidos  en  su  Sala  de  Audiencias  los  señores 
Presidente  y  Vocales  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional 
abajo  firmados,  con  el  objeto  de  nombrar  conjueces,  para  el 
corriente  año,  en  cumplimiento  del  artículo  veinte  y  tres  de  la 
ley  de  procedimientos,  acordaron  nombrar  á  los  señores  Dres : 
Don  Lorenzo  Torras,  José  Roque  Pérez,  Miguel  Esteves  Sa- 
gui,  Luis  Saens  Peña,  Federico  Pinedo,  Rufino  de  Elizalde, 
Manuel  María  Escalada,  Victor  Martines,  Daniel  María  Cazón, 
Eduardo  Carranza,  Eduardo  Costa,  Carlos  Tejedor,  Juan 
Agustin  García,  José  Antonio  Ocantos,  Vicente  J.  Quesada', 
Octavio  Garrigos,  Sabiniano  Kier,  Exequiel  Pereyra,  Bernar- 
do de  Yrigoyen,  Eduardo  Basavilbaso,  Juan  Manuel  Terreros, 
Manuel  Quintana,  Amancio  Pardo,  Ceferino  Araujo  y  Mamiel 
Obarrio.  Todo  lo  cual  dispusieron  y  mandaron,  ordenando 
se  registrase  en  el  libro  correspondiente  y  que  se  publicase. 
Frmándolo  ante  mí. — 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
M.  DEL  Carril. — Francisco  Delgado. 
—José  Barros  Pazos.— Benito  Car- 
rasco. 

'  Ante  mi  : 

iV.  Rojo 

Srcr«Urio. 


VI 

A'uerdo  referente  al  fallecimiento  del  Presidente  de  la  Svprema 
Carte^  Dr.  D,  Francisco  de  las  Carreras. 

En  la  Gudad  de  Buenos  Aires  á  yeinte  v  nueve  de  Abril 
de  mil  ochocientos  setenta,  reunidos  en  su  Sala  de  Audiencia 
los  señores  Vocales  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacio- 
nal, Doctor  Don  Salvador  María  del  Carril,  Doctor  Don  Fran- 
cisco Delgado,  Doctor  Don  José  Barros  Pazos  y  Doctor  Don 
Benito  Carrasco,  dijeron :  —  Que  habiendo  llegado  á  noticia 
de  la  Suprema  Corte  el  fallecimiento  del  Señor  Presidente 
Doctor  Don  Francisco  de  las  Carreras,  v  debiendo  honrar  la 
memoria  de  tan  recto  y  digno  majistrado,  que  servicios  tan 
importantes  ha  prestado  á  la  República  en  .la  administración 
de  la  Justicia  Nacional,  acordaron :  que  se  diese  noticia 
oficial  por  medio  del  Ministerio  del  ramo  al  Señor  Presi- 
dente de  la  República  de  este  lamentable  acontecimiento  para 
que  el  Poder  Ejecutivo  tuviese  á  bien  tomar  las  medidas 
que  creyese  convenientes  para  honrar  la  memoria  de  tan 
digno  Majistrado ;  que  la  Suprema  Corte  en  cuerpo  asistiese 
en  dos  coches  enlutados  á  la  inhumación  del  cadáver  de  su 
Presidente,  y  que  se  invitase  para  este  acto  al  Señor  Pro- 
curador Jeneral,  los  Jueces  de  esta  Sección  y  Procurador 
Fiscal ;  que  se  pasase  una  carta  de  pésame  á  la  familia  des- 
consolada del  Doctor  de  las  Carreras,  significándole  el  pro- 
fundo sentímíento  que  ocasiona  á  los  miembros  de  la  Su- 
prema Corte  la  muerte  de  su  ilustrado  Presidente,  y  final- 
mente que  se  procurasen  los  medios  de  obtener  su  retrato 
para  ser  colocado  en  la  Sala  de  Acuerdos  del  Tribunal. — 
Todo  lo  cnal  dispusieron  y  mandaron  ordenando  se  registrase 
en  el  libro  correspondiente,  firmándolo  ante  mí. — 

Salvador  M.  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.— 
Bet^ito  Carrasco. 

Ante  mi 

iV.  Rojo 

S«cr«Kwlo. 
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CAUSA  TLCWJLl. 


El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Santa  Fé  contra  varios 
comerciantes  del  Rosario  por  cobro  de  derechos  aduaneros. 

Sumario. — l^'  La  clasificación  de  Someno^  aplicada  al  azú- 
car, no  pertenece  al  idioma  español,  ni  ha  sido  adoptada  por 
la  tarifa  de  derechos  de  las  Aduanas  Nacionales. 

2^  En  caso  de  duda  respecto  á  la  clasificación  de  un  ar- 
tículo ya  estraido  de  la  Aduana,  debe  darse  crédito  á  la 
que  se  ha  hecho  con  vista  del  articulo  por  los  peritos  nom- 
brados por  el  Fisco. 
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Caso. --El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Santa  Fé 
se  presentó  al  Juzgado  Nacional,  diciendo  que  varios  comer- 
ciantes del  Rosario  eran  deudores  al  Fisco  por  la  cantidad 
de  2,544  ^  80  cts  fuertes  por  diferencias  ó  deficiencias  en 
el  cobro  de  derechos  de  importación  de  varias  partidas  de 
azúcar  Someno  clasificada  erróneamente  por  h  Aduana,  por 
lo  que,  invocando  el  art.  449  de  las  Ordenanzas,  deman- 
daba á  los  deudores  para  que  fuesen  condenados  al  pago 
con  los  intereses  desde  el  dia  que  se  les  notificaron  los  re- 
paros. Acompañó  los  documentos  justificativos  de  la  primera 
clasificación  del  azúcar  Someno  como  terciada^  1  ^  500, 
de  aforo,  y  de  los  reparos  hechos  por  la  Contaduría  en  que  la 
clasifica  como  blanca  ó  quebrada  aforada  1    ^   875. 

Ledesma  hermanos  por  si  y  por  los  otros  demandados  con- 
testó que  el  Procurador  Fiscal  no  podía  invocar  el  art. 
449  de  las  ordenanzas  porque  ¿I  se  referia  á  errores  de 
cálculo  y  la  demanda  era   por  error  en  la   clasificación. 

Que  la  calificación  de  los  azúcares  del  Brasil  no  son  mas 
que  dos,  blanca  ó  quebrada  j  terciada,  asignando  á  la  pri- 
mera un  aforo  mayor  que  á  la  segunda. — Que  el  azúcar 
conocida  con  el  nombre  de  someno  puede  indistintamente 
pertenecer  á  una  ú  otra  calificación,  según  se  incline  al 
blanco  ó  el  terciado,  necesitándose  por  tanto,  para  clasifi- 
carla, la  inspección  del  Vista,  ya  que  la  declaración  de 
someno    equivale  á  ignorar  la  calidad. 

Que  habiendo  sido  esta  azúcar  calificada  por  las  vivStas  en 
el  momento  de  despacharla,  y  sido  introducida  en  plaza  y 
consumida  después,  ya  no  era  posible  volver  sobre  la  cali- 
ficación, ni  averiguar  cual  aforo   le  correspondía. 

Pidió  se  rechasare   la  demanda  con    costos. 
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Fallo    del  Jueae  de  Seeeion. 


Rosario,   17    de    Marzo  de  1869. 

Y  vistos  :  Considerando  : — 1^  Que  la  demanda  de  f.  se 
reduce  á  reclamar  de  los  comerciantes  demandados,  apoyán- 
dose en  el  art.  449  de  las  Ordenanzas  de  Aduana  vigentes, 
la  cantidad  de  2,544  pesos,  ochenta  centavos  fuertes,  en  que 
el  Fisco  ha  sido  perjudicado  por  errores  cometidos  en  la 
clasificación  de  varias  partidas  de  azúcares  del  Brasil,  in- 
troducidas por  esta  Aduana,  según  la  planilla  n®  72,  de 
los  reparos  de  la  Contaduría  General,  adjunta : — %^  Que  los 
artículos  445  y  449  de  dichas  ordenanzas,  que  acuerdan  al 
Administrador  de  Aduana  derecho  para  reclamar  dentro  de  tres 
ó  cinco  años  el  perjuicio  recibido  á  causa  de  liquidaciones 
erróneas^  solo  se  refieren  á  errores  padecidos  en  las  cifras 
de  cálculo,  y  no  á  las  cometidas  en  la  clasificación  y  aforo 
de  las  merca<lerías,  como  lo  demuestra  sin  la  menor  duda, 
la  obvia  observación  de  que  en  sentido  contrario,  habría  que 
verificar  una  nueva  liquidación  de  los  efectos  estraidos  de 
la  Aduana  y  ya  consumidos  en  el  largo  transcurso  de  tres 
á  cinco  años ;  lo  cual  es  racionalmente  inadmisible. — 3^*  Que 
esta  inteligencia  se  halla  también  confirmada  en  el  espreso 
contenido  del  modelo  n'*  il  que  el  art.  450  de  las  mismas 
ordenanzas  pone,  como  formulario  del  procedimiento  adua- 
nero en  la  materia ;  donde  se  vé  que  el  fundamento  de  la 
nueva  liquidación  practicada  para  el  reclamo,  solo  consiste 
en  error  de  guarismos,  poniendo  la  suma  de  320  $  fts.  en  lu- 
gar de  230,  erradamente  asentada  en  la  primera  liquidación, 
sin  alterar  en  nada  la  clasificación  y  el  atoro. — ¥  Que  aun- 
que, así  no  fuese  es  un  hecho  constatado  plenamente  en  au- 
tos por  los  documentos  presentados,  que  los  azúcares  brasi- 
leros, á  que  se  refiere  la  demanda,  después  de  clasificadas 
y  aforadas,  han  sido  estraidas  de  la  Aduana  y  entregadas  á 
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Ms  daeSos  ó  lejítimos  represeotaotes  para  el  consumo; 
en  COJO  caso  es  efídente  qoe  no  tiene  aplicación  alguna  el 
art.  449,  que  sirre  de  fondamento  á  la  demanda  prediada, 
porqoe  seipin  la  terminante  disposición  del  artículo  cuatro- 
cientos cincuenta  j  tres  de  dichas  ordenanzas,  ni  la  Aduana, 
ni  el  comerciante,  pueden  reclamar  contra  la  clasificación  de 
los  géneros^  después  de  salir  estos  de  la  Aduana ;  debiendo 
satisfacer  al  Fisco  los  empleados  que  hayan  intervenido  en 
la  clasificación,  las  cantidades  que  por  culpa  suya  haya  de- 
jado de  percibir — 5*  Que  en  virtud  de  tan  claras  y  termi- 
nantes disposiciones  la  demanda  no  tiene  razón  de  ser  por 
su  manifiesta  ialta  de  justicia. — Por  estas  consideraciones  y 
demás  que  en  hecho  y  derecho  se  han  tenido  présenles, 
fallo  definitivamente :  que  debo  absolver  y  absuelvo  de  la 
demanda  mencionada,  con  especial  condenación  en  costos 
al  demandante,  dejando  al  Fisco  su  derecho  á  salvo  para 
que  reclame  de  los  empleados  interventores  la  indemniza- 
ción correspondiente.  Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Avelina   Ferreyra. 

De  esta  sentencia  apeló  el  Procurador  Fiscal  y  el  recur- 
so se  otorgó  libremente. 

El  señor  Procurador  General  al  espresar  agravios  dijo  que 
el  Juez  no  habia  apreciado  debidamente  la  cuestión  que  ver- 
sa en  esta  causa,  que  es  una  sencilla  cuestión  de  hechos^  y 
no  los  habia  conocido  porque  no  habia  abierto  el  término 
de   prueba. 

Qoe  los  vistas  de  Aduana  del  Rosario  habian  .aforado  equi- 
vocadamente el  azúcar  Someno  como  terciada  á  i,50  es., 
cuando  debieron  aforarla  á  1 ,875  milésimos  que  correspondia 
á  la  azúcar  quebrada. 

Que  la  Contaduría  hizo  los  reparos  debidos  y  los  justi- 
ficó, remitiendo  al  Administrador  del  Rosario  un  espe- 
diente en  que  había  un  informe  del  Administrador  General^ 
en  que  constaba  que  esos  azúcares  habian  sido  despachados 
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de  aquí  como  quebrados,  y  una  decisión  del  Tribunal  de 
Vistas  en  que  se  declaraba  que  el  azúcar  Someno  se  recibe 
en  el  comercio  y  se  afora  en  la  Aduana  como  quebrado. 

Que  la  cuestión  no,  era  de  hacer  una  nueva  calificación  de 
los  efectos  despachados,  sino  de  saber  si  la  palabra  Someno 
equivale  d  no  á  la  azúcar  quebrada,  establecida  en  la  tarifa; 
que  si  el  azúcar  ha  sido  manifestado  como  quebrada »  debe 
repararse  el  error  que  se  ha  cometido,  no  en  la  clasificación 
sino  en  el  aforo,  porque  así  lo  prescribe  el  art.  449  de  las 
Ordenanzas. 

Pidió  se  revocara  la  sentencia^  condenando  á  los  demanda- 
dos al  pago  de  la  cantidad  que  debian,  abriendo  previamente 
un  término  de  prueba,  en  que  demostraría  que  el  azúcar  So- 
meno era  quebrada. 

En  rebeldía  de  los  apelados,  se  puso  la  causa  á  prueba 
sobre  el  punto  espresado  por  el   Sr.  Procurador  Jeneral. 

Presentó  cuatro  testigos,  comerciantes  en  el  ramo  de  azú- 
car: D.  Alejo  Arocena^  D.  Ricardo  O'Schee,  D.  A.  Echega- 
ray  y  D.  Antonio  Franqui. 

Arocena  dijo  que  el  azúcar  Someno  era  de  clase  quebrada. 
O'Schee,  que  era  quebrada,  Echegaray,  que  generalmente  era 
quebrada ;  pero  que  cuando  venia  húmeda  y  oscura  era  ter* 
ciada.  Franqui  dijo  que  Someno  era  una  palabra  esencial- 
mente brasilera  que  aquí  se  traducía  por  quebrada;  pero  que 
habia  un  terciado  claro  que  se  acercaba  y  solia  confundirse 
con  el  quebrado. 

El  Administrador  de  Aduana  informó  que  el  Tribunal  de 
Vistas  aforaba  el  azúcar  Someno  como  quebrada ;  é  hizo  no- 
tar que  en  el  año  de  i868  y  69  solo  una  vez  se  habia  hecho 
manifestación  en  la  Aduana  de  Buenos  Aires  de  una  partida 
de  200  barricas  como  Someno  en  el  manifiesto  general,  y 
en  el  parcial  se  habia  pedido  como  quebrada,  habiendo  sido 
aforada  como  tal  para  el  pago  de  los  derechos. 
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WmUm  de  te    Suprema  Certe 


Buenos  Aires,  Setiembre  i^  de  ^869. 

Vistos,  y  considerando: — Primero^  Que  la  clasificación  de  so- 
metió aplicada  al  azúcar,  no  pertenece  al  idioma  español, 
ni  ha  sido  adoptada  por  la  tarifa  de  derechos  de  las  Adua- 
nas Nacionales,  ni  por  consiguiente  la  usan  estas  en  sus  aforos: 
Segundo^  Que  en  el  presente  caso  tampoco  se  ha  empleado 
esta  clasificación  por  la  Aduana  del  Rosario,  que  espresa  en 
el  aforo  que  la  azúcar  se  ha  considerado  terciada :  Tercero^ 
Que  es  á  esta  clasificación  á  la  que  debe  darse  crédito; 
pues  se  hace  con  vista  del  artículo  y  por  peritos  nombrados 
por  el  Fisco,  y  porque  «egun  los  testimonios  de  Don  Antonio 
Echegaray  y  Don  Antonio  Franqui,  testigos  presentados  por 
el  Procurador  General,  la  azúcar  someno  no  siempre  es 
blanca  ó  quebrada,  sino  que  alguua  vez  es  terciada,  lo  que 
impediría  en  todo  caso  que  se  dé  por  probado  el  error  de 
los  empleados  de  la  Aduana  del  Rosario;  por  estos  y  por 
sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja  setenta  y 
una  satisfechas  los  costos  y   repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras— Salvador  Ma- 
ría DEL  Carril  —  Francisco  Delgado  — 
José   Barros  Pazos — Benito  Carrasco. 
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CAUSA    XGVIII. 


El  Capitán  de  la   barca  inglesa  €Sunny  South^  contra  Lé- 
xica y  Lamis^  sobre  información  ^ad  perpetúame. 


Sumario.  —'I»  Antes  de  entablarse  la  demanda  puede  pe- 
dirse se  reciba  la  información  ad  perpetuam  de  testigos  pró- 
ximos á  ausentarse. 

2^  El  art.  95  de  la  ley  de  procedimiento,  se  refiere  á  las 
pruebas  que  hayan  de  rendirse  fuera  de  la  República. 


Caso. --El  Capitán  de  la  barca  inglesa  «Sunny  South»  fle- 
tada á  los  Sres.  Lezica  y  Lanus  pidió  el  reconocimiento  y 
avalúo  de  una  avería  que  la  barca  había  sufrido  estando  en 
servicio  de  aquellos. 

Se  ordenó  y  practicó  el  reconocimiento  y  avalúo. 

En  seguida  el  apoderado  del  Capitán  espusó  que  deseaba 
hacer  constar  que  el  daño  habia  sido  causado  navegando  el 
buque  bajo  las  órdenes  de  los  Sres.  Lezica  y  Lanus,  de  dia 
claro,  y  sin  accidente  de  mar,  y  como  algunos  testigos  pre- 
senciales se  hallaban  próximos  á  partir,  pidió  se  les  hiciera 
declarar  al  tenor  del  interrogatorio  que  acompañaba. 

Se  accedió,  y  alegándose  por  aquel  que  los  testigos  habian 
salido  para  el  Rosario,  pidió  se.  libra  exhorto  al  Juez  de 
aquella  Sección  para  recibir  las  declaraciones. 
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Falto  del   Jíuez  üeccionai. 


Buenos  Aires,  Julio  27  de  1869. 

Atentas  las  causales  alegadas  líbrese  el  exhorto  con   cita* 
cion  contrario. 

Zavaleta- 


Lezica  y  Lanus  pidieron  revocatoria  y  apelaron  in  subsidium^ 
diciendo  que  no  se  podían  interrogar  testigos  antes  de  enta- 
blar demanda^  y  que  si  se  trataba  de  una  información  ad 
perpetuam  esta  no  podía  tener  mas  amplitud  que  la  prueba 
testimonial,  y  por  consiguiente  no  podía  admitirse  la  soli- 
citada por  el  Capitán,  porque  no  se  había  cumplido  con  lo 
proscripto  por  el  art.  95  de  la  Ley  de  Procedimiento  respecto 
del  examen  de  testigos  fuera  de  la  Provincia. 

El  Juez  de  Sección  por  auto  de  29  de  Julio  no  hizo  lu. 
gar  á  la  revocatoria  por  no  ser  aplicable  al  presente  caso 
el  art.  95  de  la  Ley  de  procedímento,  que  se  re6ere  á  las 
pruebas  que  hayan  de  rendirse  fuera  de  la  República,  y  por- 
que había  derecho  para  pedir  antes  de  entablarse  la  demanda 
que  se  reciba  información  ad  perpetuam  de  testigos  próxi- 
mos á  ausentarse  del  país,  con  arreglo  al  inc.  1  del  art.  55 
de  la  ley  citada,  y  concedió  la  apelación. 


Fa11«  de  la   Suiprema  Certe. 


Buenos  Aires,  Setiembre  4  de  1869. 
Vistos :  por  los  fundamentos  del  auto  de  foja  veinte  y  uno 
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THelta  (1)  se  conGrma  con  costas  el  apelado  de  foja  diez  y 
nueve  vuelta  (2)  y  satisfechas  y  repuestos  los  sellos  devuél- 
vanse. 

Francisco  dec  Carreras.— Salvador  M. 
Carril.  —  Francisco  Delgado. —  José 
B.  Pazos. — Benito  Carrasco. 


CAUSA    JLCWIL. 


D.    Anselmo  Rojo  contra  D.   Fernando  Correa  sobre  perjui- 
cios en  causa  criminal  por    delito  de    r^elion. 


Sum/irio. — 1^  El  que  ha  sido  justamente  absuelto  de  toda 
culpa  y  cargo,  no  puede  ser  responsable  de  los  perjuicios 
que  solo  son  consecuencia  del  delito  de  que  se  le  absuelve. 

^  No  resultando  mérito  alguno  del  sumario  contra  el  de- 
mandado, y  pidiéndose  en  consecuencia  el  sobreseimiento  por 
el  Ministerio  Fiscal,  no  se  puede  demandar  la  indemnización 


(1)  Auto  de  29  de  Julio  de  1869. 

(2)  Auto  de  27  del  mismo. 
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de  perjuicios  causados  por  el  mismo  delito,  sin  tener  mayo- 
res pruebas  para  demostrar  la  culpabilidad  del  demandado. 
3^  El  no  haberlas  presentado  coloca  al  querellante  en  el 
caso  de  la  L.  8,  tít.  22,  P.  3.  y  debe  este  ser  condenado 
en  las  costas. 


Caso.—E]  Juez  del  crimen  de  San  Juan  levantó  un  su- 
mario que  después  pasó  al  de  Sección^  contra  D.  Fernando 
Correa,  imputado  de  haber  servido  la  iiebelion  de  las  Pro- 
vincias de  Cuyo  contra  el  Gobierno   Nacional. 

Concluido  el  sumario,  D.  Anselmo  Rojo  interpuso  que- 
rella contra  Correa  y  pidió  fuera  condenado  á  indemnizarle 
los  perjuicios  que  con  ocasión  de  la  rebelión  le  habia  in- 
ferido por  haberle  hecho  sacar  de  su  finca  toda  la  hacienda 
vacuna  y  caballar,  y  consumir  los  pastos  de  la  misma. 

El  Procurador  Fiscal  no  encontró  mérito  para  acusar  á 
Correa,  y  se  mandó  por  el  juez  el  sobreseimiento  en  la  causa 
criminal,   confiriendo    traslado  de  la  querella  civil  de  Rojo. 

Correa  negó  el  hecho  del  robo  de  las  haciendas,  y  las 
demás  que  constituían  la  querella. 

La  demanda,  contestación  y  resultado  de  las  pruebas  que 
se  produjeron  se  detallan  en  el  siguiente 


Falto  del  ^ues  Seccional. 


San  Juan,  Abril  30  de  1869. 

Vista  esta  causa  criminal  y  civil  seguida  á  instancia  de 
Don  Anselmo  M.  Rojo  contra  D.  Fernando  Correa  por  in- 
demnización de  perjuicios,  como  responsable  del  delito  de 
rebelión  y  de  la  sustracción  de  una  hacienda  de  propiedad 
del  querellante  Rojo  en  el  tiempo  de  la  dominación  de  los 


« 
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rebeldes  que  invacjicron  esta  Provincia  el  5  de  Enero  del  año 
i867^  resultando  de  los  autos  lo  siguiente : 

Acusado  Correa  por  haber  servido  á  los  rebeldes  en  el  ca- 
rácter de  Comandante  de  Caucete,  se  formó  causa  contra  ¿I, 
y  concluido  el  sumario,  no  encontrando  el  Fiscal  mérito 
para  proceder  contra  el  procesado  por  cuanto  constaba  de  él, 
que  en  vez  de  servir  á  la  rebelión,  habia  prestado  varios 
servicios  al  departamento  salvándolo  de  las  depredaciones  con- 
tinuas de  los  rebeldes,  siendo  este  el  único  fin  que  lo  ba- 
bia  llevado  á  aceptar  el  empleo  de  Comandante  conferido  por 
aquellos ;  y  por  consejo,  solicitud  é  instancias  de  los  mismos 
vecinos,  pidió  el  sobreseimiento  de  su  causa  sin  cargo  al- 
guno y  el  Juzgado  asi  lo  decretó— limitando  el  sobreseimiento 
en  cuanto  á  la  acción  criminal,  con  la  reserva  de  conti- 
nuarla si  en  el  curso  del  juicio  por  la  civil  deducida  por 
el  querellante  Rojo  habia  mérito  para  ello— continuando  el 
juicio  en  el  sentido  espresado,  y  demandando  este  el  pago 
de  1,662  ^  fls.  procedentes  del  valor  de  52  vacas  gordas^ 
20  bueyes  y  novillos^  y  demás  que  contiene  la  cuenta  de  f. 
25,  susiraiflos  por  los  rebeldes  de  his  tincas  de  su  propie- 
dad— sostiene  que  Correa  como  Comandante  de  los  rebeldes, 
es  responsable  con  ellos  de  los  daños  causados,  agregando, 
que  tomada  la  hacienda  por  partidas  armadas  fué  conducida 
al  cuartel  del  Comandante  Correa,  y  este  dispuso  espresa- 
mente  que  la  hacienda  del  querellante  fuera  remitida  para 
el  consumo  de  la  fuerza  á  las  órdenes  del  Jefe  de  la  rebe- 
lión Juan  de  Dios  Videla. 

Correa  por  su  parte  negando  los  hechos  dice :  Que  no 
fué  Comandante  de  Caucóte  en  el  tiempo  en  que  Yidela  se 
hallaba  en  la  Provincia,  pues  lo  era  Don  Guillermo  Sar- 
miento, con  quien  se  puso  de  acuerdo  para  intervenir  en 
este  carácter,  á  fin  de  salvar  en  lo  posible  las  continuas 
*  sustracciones  de  hacienda  ordenadas  por  aquel  cabecilla;  que 
aceptó  el  empleo  de  Comandante  conferido  por  el  Gobierno 
rebelde  de  José  B.  Molina,  con  el  mismo  fin  ya  espresado, 
no  habiendo  tenido  lugar  durante  este  tiempo  ninguna 
!•  vui  2 
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exsacion  oi  acto  alguno  de  Violencia  en  el  dislrito. — Qoe  Rojo 
no  ba  tenido  las  haciendas  qoe  reclama  en  su  finca  de 
Cancele  en  el  tiempo  que  dice  le  fué  tomada,  por  haberla 
estraida  para  Gbile  antes,  dejando  en  ella  tres  ó  cuatro  ani- 
males grandes  y  algunos  terneros  que  no  han  pasado  del  nú- 
mero de  30. 

£1  mérito  del  sumario  y  las  pruebas  producidas  por  las 
partes,  es  favorable  al  procesado,  porque  estando  acreditados 
cumplidamente  los  hechos  alegados  y  espresados  en  el  par* 
rafo  anterior,  no  hay  prueba  alguna  en  contrario  que  pueda 
destruirla. — Correa  en  clase  de  simple  particular,  intervino 
con  el  Comandante  Sarmiento  al  solo  objeto  de  hacer  valer 
su  influencia  ante  los  rebeldes  para  salvar  las  bacieudas  de 
los  vecinos  de  Caucete. — Los  testigos  del  querellante  dicen 
que  Correa  fué  Comandante  de  los  rebeldes,  sin  determinar 
fechas,  y  por  lo  mismo  no  bastan  sus  declaraciones  á  des- 
virtuar las  del  reo,  que  en  su  número  y  condición  hacen 
mejor  prueba  en  sentido  jurídico. — De  todo  ello  se  desprende 
que  Correa  no  es  responsable  del  delito  de  rebelión  por 
cuanto  no  hay  en  el  proceso  un  solo  acto  que  manifieste 
el  propósito  por  su  parle  de  ayudar,  fomentar  ó  mantener 
la  rebelión  que   entonces  .dominaba   en   la   Provincia. 

No  siendo  pues  responsable  como  partícipe  del  delito  que 
ocasionó  perjuicios  al  querellante,  es  necesario  buscar  un 
acto  propio  de  Correa  que  haya  servido  á  producir  ó  causar 
aquellos  perjuicios,  este  hecho  lo  determina  el  actor,  espre- 
sando que  Correa  dio  la  orden  espresa  de  llevar  la  hacienda 
tomada  á  Rojo  por  partidas  del  ejército  rebelde,  al  campa- 
mento de' estos  para.su  consumo,  en  momentos  en  que  dis- 
ponía el  aparto  de  las  haciendas  tomadas  á  estos  vecinos, 
para  devolverlas  á  sus  dueños,  ó  darles  el  mismo  destino. 
— Este  hecho  negado  por  el  reo  no  está  suficientemente  acre- 
ditado por  el  actor  en  los  autos. — Kl  testigo  Amarfil  á  f..2l  vuel- 
ta, es  el  único  que  afirma  este  hecho  y  como  singular  no 
hace  prueba  en  juicio  á  lo  que  se  agrega  que  constando  de 
los  mismos  autos  que  Correa  ejercía  su  influencia  antes  los 
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rebeldes  para  salvar  las  haciendas  de  los  vecinos  sin  dislin- 
eion  de  persona,  es  hasta  cierto  punto  inverosímil  el  dicho 
de  aquel  testigo,  no  habiéndose  alegado  ni  conUando  que  bu-' 
biera  entre  Correa  y  Rojo  antecedente  alguno  de  enemistad 
(i  desacuerdo. 

Establecidos  así  los  hechos  que  surjen  del  mérito  de  los 
autos,  y  no  estando  legítimamente  acreditada  la  intención  del  , 
querellante  en  cuanto  á  la  cantidad,  porque  si  bien  hay  tes- 
tigos que  afirman  respecto  del  número  y  clase  de  ia  hacienda 
sustraida  y  que  motiva  el  presente  reclamo,  consta  así  mis* 
mo  que  en  la  finca  de  Rojo  en  Caucete  no  exisiian  en  el 
tiempo  del  secuestro  mas  de  treinta  animales^  la  mayor  parte 
Umeros^  siendo  por  lo  mismo  inverosimil  el  dicho  de  aquellos 
que  dicen  vieron  cuando  se  arreaba  para  el  aparto,  por  cuanto 
de  esa  finca  solamente  no  podia  sustraerse  la  cantidad  de 
hacienda  que  se  reclama,  debe  el  Juez  en  conformidad  á 
las  leyes  del  caso  absolver  al  reo  del  juicio  criminal  y  de 
la  instancia  en  cuanto  á  la  acción  civil.--Por  estas  consi- 
deraciones y  otras  que  se  omiten. 

Fallo  definitivamente  juzgando,  y  declaro  : — Que  el  proce* 
sado  D.  Fernando  Correa  no  es  responsable  del  delito  de 
rebelión  en  la  presenta  causa,  y  !o  absuelvo  de  toda  culpa 
y  cargo  crimÍDal — y  en  cuanto  á  la  acción  civil  deducida 
por  D.  Anselmo  M.  Rojo^  absuelvo  al  mismo  reo  de  la  ins- 
tancia, y  mientras  el  actor  no  mejore  de  prueba.  Hágase 
saber  original,  debiendo  cada  parte  pagar  sus  costas. 

Natanael  Morcillo. 

D.  Anselmo  Rojo  apeló  y  le  fué  concedido  el  recarso  li« 
bremente. 

Ante  la  Suprema  Corte  alegó  que  estaba  probado  qoe  du- 
rante la  rebelión  Correa  fué  Comandante  del  departamento 
donde  estaban  sus  fincas. 

Que  en  ese  tiempo  y  bajo  la  aotorídad  de  Correa,  el  ape- 
lante sofnó  los  perjoidos  especificados  en  la  demanda. 
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Que  por  consiguiente  Correa  era  responsable  de   ellos. 

Que  aJemás  la  sentencia  apelada  era  nula,  porque  no  se 
puede  absolver  de  la  instancia  en  causa  civil. 

Correa  se  adhirió  á  la  apelación,  y  pidió  ser  absuelto  de  la 
demanda,  y  que  se  condenara  en  costas  al  actor. 

Dijo  que  en  causas  civiles  e)  demandado  debe  ser  con- 
denado ó  absuelto  de  la  demanda. 

Que  debia  condenarse  á  Rojo  en  las  costas,  porque  des* 
pues  del  desistimiento  del  Fiscal  y  sobreseimiento  del  Juez, 
habia  debido  probar  concluyentcmente  la  complicidad  de 
Correa  en  la  rebelión,  en  cuyo  delito  fundaba  la  acción,  y 
no  lo  babia  hecho. 

Que  los  hechos  repetidos  por  Rojo  no  eran  ciertos,  ni  se 
hablan  probado. 

Conrerido  traslado,  contestó  Rojo  que  tan  lejos  habia  es- 
tado el  Jurz  de  Sección  de  cousid^rarle  como  itMnerario  li- 
gante, que  creyó  que  no  debia  absolver  á  Correa  de  la  de- 
manda. 

Que  además  Correa  debia  ser  condenado,  y  esta  probaba 
la  justicia  de  su  demanda. 


Fallo  de    la   Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Setiembre  4  de  1869. 

Vistos:  por  sus  fundamentos;  y  considerando  además  que 
las  partes  están  conformes  en  que  no  debe  tener  lugar  la 
absolución  de  la  instancia  en  la  demanda  promovida  civil- 
mente por  Don  Anselmo  Rojo  contra  Don  Fernando  Correa, 
pidiendo  el  primero  que  este  sea  condenado  á  las  indemniza- 
ciones que  demanda,  y  el  segundo  que  debe  absolvérsele  de- 
finitivamente con  espresa  condenación  en  costas  al  actor; 
que  de  las  pruebas  producidas  en  autos  como  lo  demuestra 
la  sentencia  apelada,  no  resulta  mérito  bastante  para  decía- 
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rar  que  el  procesado  haya  cometido  el  delito  de  rebelión,  ni 
que  baya  cooperado  á  ella,  ni  cometido  violencias  contra  los 
vecinos  del  Departamento  de  Caucete,  habiendo  por  el  con- 
trario tratado  de  proteger  y  protegido  efectivamento  á  las  per- 
sonas y  propiedades  de  los  desórdenes  consiguientes  á  la  re- 
belión triunfante  en  toda  la  Provincia* de  San  Juan;  que  no 
habiéndose  probado  plenamente  el  delito  debe  ser  absuelto 
de  toda  culpa  y  cargo  el  acusado  con  arreglo  á  la  Ley  primera, 
título  catorce,  partida  tercera  y  artículo  trece  de  la  Ley  Nacional 
de  procedimiento;  que  siendo  justa  la  absolución  completa  no 
puede  hacerse  cargo  al  acusado  por  indemnizaciones  que  solo 
son  la  consecuencia  del  delito  de  que  se  le  absuelve  :  — Consi- 
derando en  cuanto  á  las  costas,  que  después  del  sumario,  de  la 
petición  del  Fiscal  y  auto  de  foja  treinta  tres,  el  demandante 
no  ha  podido  fundar  su  demanda  en  los  mismos  hechos  de 
que  hasta  entonces  se  habia  tratado,  sin  tener  mayores  prue- 
bas que  aducir  para  demostrar  que  á  pesar  do  loque  deponían 
los  testigos,  Don  Fernando  Correa  era  reo  de  rebelión,  y  le 
habia  causado  los  daños  cuya  indemnización  pide  ;  que  el  no 
haber  probado  como  le  correspondía  el  fundamento  de  su 
demanda  después  de  los  antecedentes  mencionados  y  de  que 
tenia  conocimiento,  lo  pone  en  el  caso  de  que  se  le  con- 
dene en  las  costas  del  juicio  con  arreglo  á  la  Ley  ocho,  título 
veinte  y  dos^  partida  tercera :  — Se  confirma  la  sentencia  de  foja 
ciento  treinta  tres  con  declaración  que  la  absolución  de  la  ins- 
tancia en  la  acción  civil  debe  entenderse  de  la  demanda,  y  que 
las  costas  de  todo  el  juicio  civil  deben  pagarse  por  el  deman- 
dante, y  satisfechas  la  de  esta  instancia  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

Francisco  de  las  Gírreras.— Salvador 
M.  DEL  Carril.  —  Francisco  Delgado. 
—  José  Barros  Pazos. — Benito  Car- 
rasco. 
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•     CAUSA  €. 


D.  Marcos  L.  Casta  contra  Maiti  y  Piera  sobre  pago  ejecutivo 

de  fletes. 


Sumario. — l^  Es  inhábil  contra  el  ejecutado  el  título  que 
obliga  á   otro  5  no   á  él. 

2°  El  conociraienlo  firmaJo  «por»  otra  persona,  y  deter- 
minando que  la  carga  es  de  cuenta  y  riesgo  de  esta,  in- 
dica que  los  Armantes  procedieron  por  mandato  de  la  misma. 

3°  El  mandatario  queda  personalmente  obligado  solo  cuan- 
do contrata  á  nombre  propio. 

4®  Una  carta  que  no  constituye  el  contrato  de  fletamento 
y  que  es  anterior  al  conociiniento,  no  desvirtúa  lo  que  re- 
sulta de  este. 


Caso.  —  D.  Marcos  Costa,  patrón  del  patacho  nacional  «Pre- 
sidente »  presentó  un  conocimiento  de  160  toneladas  ingle- 
sas de  carbón  de  piedra  entregadas  para  llevar  á  Corrientes, 
Humaitá,  Palmas  y  Asunción  por  Matti  y  Piera,  por  cuenta 
y  riesgo  de  D.  Juan  Manuel  Perdriel,  firmado  el  conocrmien- 
lo   €Por  D.  Juan  M.  Perdriel^  Matti  y  Piera  aj entes,  t^ 

Al  dorso  del  conocimiento  habia  el  recibo  en  ausencia  por 
133  toneladas,  1,837  lib.    firmado   por  <i  Domingo  Perdriel  r^ 

Reconocida  la  firma  d'5  Matti  y  Piera,  Costa  entabló  contra 
estos  juicio  ejecutivo  por  el  pago  de   fletes. 
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Hecha  la  citación  de  remate,  Matti  j  Piera  opusieron  la 
escepcion  de  inhabilidad  del  título,  diciendo  que  el  docu- 
mento que  fundaba  la  ejecución  obligaba  á  Perdriel,  y  no 
á  ellos. 

Costa  contestó  que  Matti  y  Piera  habian  contratado  direc- 
tamente con  él,  como    principales  obligados. 

Se  abrió  á  prueba  la  escepcion,  y  la  única  que  se  pre-^ 
sentó  fué  la  siguiente  carta. 

f  Al  pesador  á  bordo  de  la  barca  italiana  »  c  Emilio  Car- 
rab'mo.  » 

<  Sírvase  entregar  al  portador  patacho  c  Presidente »  todo 
c  el  carbón  que  pueda  recioir,  tomando  recibo  por  el  mismo. 
c  Buenos  Aires,  Diciembre  i5  de  i868. » 

A.  Matti   y  Piera. 


Falto  del  Jíuea  f(cccio«al. 


Buenos  Aires,  Julio  28  de  i  868. 

Y  visto  el  juicio  ejecutivo  seguido  por  D.  Marcos  Costa, 
capitán  del  patacho  nacional  c  Presidente  i  contra  los  Seño- 
res A.   Matti  y  Piera  por  cobro  de  fletes. 

Y  considerando. — 1"*  Que  los  ejecutados  han  opuesto  la 
escepcion  de  inhabilidad  de  titulo,  fundándose  en  que  no 
son  ellos  los  obligados  sino  D.  Ji;an  Manuel  Perdriel,  por 
cuya  cuenta  y  riesgo  remitieron  los  efectos,  cuyo  flete  se  cobra. 

2"*  Que  en  el  conocimiento  exhibido  Matti  y  Piera  han 
firmado  por  el  espresado  D.  Juan  Manuel  Perdriel,  y  de- 
terminando que  la  carga  es  por  cuenta  y  riesgo  de  este. 

3<>  Que  al  aceptar  el  capitán  el  conocimiento  en  esta  for- 
ma reconoció  implícitamente  como  cargador  á  Perdriel  y  no 
á  Matti  y  Piera,  y  por  consecuencias  que  estos  procedian  en 
virtud  de  mandato  de  aquel. 

A^  Que  el  mandatano  solo    queda  personalmente  obligado. 
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cuando  contrata  á  nombre  propio,  como  claramente  se  dedu- 
ce de  los  artículos  3Í4  y  337  del  Código  de  Comercio. 

5^  Que  la  caria  de  foja  diez  y  nueve  reconocida  por  Matti 
y  Piersi  no  destruye  las  conclusiones  espuestas  en  los  pre- 
cedentes considerandos: 

i^  Porque  aunque  no  espresao  en  ella  que  cargaban  por 
cuenta  de«Perdriel,  dicha  carta  no  constituye  el  contrato 
de  fletamento  ( art.  i, 184  á  1 J88  del  Código  de  Comercio. )  y 

2o  Porque  siendo  el  conocimiento  de  fecha  posterior,  las 
indicaciones  de  este  no  conformes  con  la  carta,  importarían 
una  modificación  en  el  contrato,  aun  en  el  caso  de  que  se 
diera  á  la 'carta  tal  carácter. 

Por  estos  fundamentos;  fallo  declarando  no  haber  lugar  á 
la  ejecución   con  costas  al  ejecutante,  repónganse  los  sellos. 

Manuel  Zavaleía. 
Apelado  este   auto  fué  confirmado  por  el  siguiente 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Setiembre  7  de  1869. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la 
sentencia  apelada  de  foja  veinte  y  cinco,  y  satisfechas  y  re- 
puestos los  sellos,   devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
M.  DEL  Carril. — Francisco  Delgado. 
—Jóse  Barros  Pazos.— Benito  Car- 
rasco. 
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CAUSA  €1. 


Valenzuela  hermanos  contra  D.   Aguatin  Flores  por 

cobro  de  pesos. 


Sumario. —  i^  El  recurso  de  rescisión  solo  tiene  logar 
en   el  procedimiento   en  rebeldía. 

^  Las  uotíficaciones  hechas  en  el  domicilio  constituido 
por  )a  parte,  son  válidas. 

3""  Es  prohibida  la  restitución  del  término   probatorio. 


Caso.' -Lo$  hermanos  Valenzuela,  demandaron  á  D.  Agus- 
tín Flores  por  cobro   de  pesos. 

Contestada  la  demanda,  se  abrió  la  causa  á  prueba. 

El  auto  de  prueba  se  notificó  á  Flores  por  cédula  en  el 
domicilio   constituido  en  casa  del  Dr.  Hoyano. 

Llamados  autos  para  sentencia,  sin  que  se  hubiese  pro- 
ducido prueba  alguna,  Flores  alegando  haberse  hallado  gra- 
vemente enfermo  y  no  haber  tenido  noticia  de  la  notificación 
hecha  en  la  casa  del  Dr.  Moyano,  pidió  se  rescindiesen  las 
providencias  judiciales,  restituyéndose  la  causa  al  estado  del 
auto  de   prueba. 

Sustanciado  el  reclamo  se  dictó  el 
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Fallo  del  Jíuez  Seccional. 


San  Juan,  Junio  17  de  1869. 

Vistos  y  considerando: — 1^  Que  la  rescisión  que  se  solicita 
solo  tiene  lugar  en  el  procedimiento  en  rebeldía,  como  es- 
presamente  lo  determina  el  art.  194  de  la  ley,  invocada 
por  la  parte  de  Flores.  —  2^  Que  constando  de  autos  que 
las  notificaciones  del  actuario  hechas  en  la  casa  donde  este 
constituyó  su  domicilio  legal,  han  sido  pracúcadas  con  ar- 
reglo á  la  ley,  y  como  válidas,  surten  los  efectos  legales  del 
caso.  —  3^  Que  el  art.  101  de  la  misma  ley  de  procedimientos 
invocado,  prohibe  de  una  manera  absoluta  la  restitución  del 
lapso  del  término  probatorio.  —  Por  estas  consideraciones  y 
otras  que  se  omiten.  —  Fallo  no  haciendo  lugar  á  lo  soli- 
citado por  D,   Agustin  Flores  en  su  escrito  de  fojas  diez  y 

nueve,  con    costas.  —  Hágase  saber   y  repónganse  los  sellos. 

• 

Naíanael  Morcillo. 
Apelado  ol  auto  fué  confirmado   por  el    siguiente 


Fallo  de  la    Suprema   Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  7  de  1869. 

Vistos;  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  veinte  y  cinco ;  y  satisfechas  y  repues- 
tos los  sellos  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
M*  DEL  Carril.— Francisco  Delgado. 
— íosÉ  Barros  Pazos.— Benito  Car- 
rasco. 
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CAUSA  CU. 


'  D.  Antonio   Hvggens   capitán   de  la   barca    belga    « Bravo  f 
contra    Woodgate  hnos.y  sobre  fletes  y  estudias. 


Sumario,  —  1°  No  designándose  en  la  póliza  de  flcla- 
menlo  e)  tiempo  en  que  debe  empezar  la  carga^  este  corre 
desde  el  día  en  que  el  capitán  avisa  que  está  pronto  á  reci- 
birla. 

2^  La  cláusula  « recibirá  el  buque  con  toda  la  convenien- 
te brevedad  una  completa  carga  > ,  no  modifica  la  regla  an- 
terior. 

30  Esas  palabras  no  espresan  un  plazo  para  poner  el  bu- 
que en  disposición  de  cargar,  sino  la  dificultad  de  señalarlo. 

i^  Para  fundar  en  ellas  una  reclamación  de  perjuicios 
contra  el  capitán,  es  necesario  probar  la  culpabilidad  del  mis- 
mo en  la  demora  para  pasar  el  aviso. 

5*  El  haber  los  fletadores  anotado  al  dorso  de  la  póliza 
la  fecha  en  que  empezaba  y  concluia  el  tiempo  de  la  carga 
prueba  que  el  capitán  ha  cumplido  con  las  obligaciones  re- 
lativas á  ella. 

Qp  Del  cumplimiento  de  la  obligación  no  puede  resultar 
responsabilidad  para  el  obligado. 

7^  La  esclusion  de  los  domingos  del  plazo  señalado  para 
la  carga  no  debe  tomarse  por  regla  para  el  cómputo  de  las 
estadías. 
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8^  Este  comprende  todos^  los  perjuicios  que  los  armado- 
res sufren  por  culpa  de  los  cargadores. 

9^^  En  ellos  deben  computarse,  los  días  de  fiesta  hábiles 
para  navegar,  y  que  el  buque  ha  perdido  en  el  puerto  por 
no  haber  recibido  la  carga  en  el  tiempo  señalado. 

iO^  Estipulada  la  indemnización  por  las  estadías  sin  li- 
mitar el  tiempo  que  estas  deben  durar,  no  se  puede  cobrar 
mayor  suma  por  razón  de  sobre-estadías. 

il^'  Se  llaman  sobreestadías  los  dias  de  demora  que  ex- 
ceden el  término  fijado  á  las  estadías. 

i2<>  La  condenación  en  costas  solo  se  impone  á  quien 
litiga  sin  ningún  derecho. 

IS*'  Debiéndose  pagar  los  dias  de  demora,  cada  dia  ven- 
cido, se  incurre  en  mora  no  pagándolos. 

14^  La  mora  hace  correrlos  intereses  desde  el  dia  de  la 
demanda. 


Caso.  —  El  capitán  de  la  barca  belga  Bravo^  D.  Antonio 
Huggens  demando  á  Woodgate  hnos.  sobre  cumplimiento  de 
un   contrato  de  fletamento. 

En  dicho  contrato  se  hallaba  la  cláusula,  que  va  á  tras- 
cribirse : 

c  Se  conceden  45  dias  corridos^  esceptuando  los  domingos 
c  para  cargar,  debiendo  empezar  el  dia  después  que  el  ca- 
c  pitan  dé  aviso  por  inscrito  que  su  buque  está  descargado  y 
c  pronto  para  recibir  carga,  y  si  el  buque  (uese  detenido 
c  por  mas  tiempo,  la  demora  será  pagada  á  razón  de  5  lib. 
c  por  cada  dia  de  demora  ulterior.  » 

Al  dorso  de  la  póliza  existían  estas  dos  notas: 

c  Los  dias  para  la  carga  empiezan  el  21  de  Enero.  » 

Woodgate  hnos. 

c  Los  dias  para  la  carga  han  vencido  el  15  de  Mayo.  » 

Woodgate  hnos. 
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El  tenor  de  la  demanda  y  contestación  se  baila  eapecifi* 
cado  en  el  siguiente: 


Falto  del  Sumu  0eeci«nAl« 


Buenos  Aires»  Julio  24  de  1869. 

Vista  la  demanda  interpuesta  por  D.  Eugenio  Mirey  en 
representación  de  D.  Antonio  Huggens  contra  los  SS.  Wood- 
gate  bnos.  por  cobro  de  estadías  resulta — Que  D.  Antonio  * 
Huggens  y  los  SS.  Woodgate  bnos.  celebraron  la  contrata 
de  detamento  de  f.  i*,  (cuya  traducción  corre  á  f*  17  y  18) 
para  conducjr  un  cargamento  á  los  puertos  de  Inglaterra  6 
algún  otro  del  continente  Europeo,  acordándose  para  la  car- 
ga 45  dias^  sin  contar  los  domingos,  debiendo  empezar 
á  correr  desde  el  siguiente  dia  del  en  que  el  Capitán  avi- 
sare por  escrito  bailarse  descargado  el  buque,  y  en  caso  de 
ser  detenido  mas  tiempo  de  aquel,  la  demora  sería  paga-» 
da  á  razón  de  cinco  libras  esterlinas  por  cada  dia.  Al  pié 
de  la  póliza  hay  dos  notas  puestas  por  los  fletadores,  en  la 
primera  de  los  cuales  declaran  cuando  empiezan  las  esla-» 
dias,  y  en  la  s^unda  determinan  el  día  en  que  espiran. 

Partiendo  de  esta  base,  y  de  que,  á  pesar  de  haberse  ven- 
cido el  plazo  designado  para  la  cai^a  sin  estar  completa 
esta,  se  babian  negado  los  fletadores  á  abonar  setenta  y  seis 
dias  de  demora,  á  lo  coal  se  agrega  que  do  se  tenia  se- 
guridad de  la  fecba  en  que  el  buque  tenia  toda  su  carga, 
el  fletante  entabbba  demanda  contra  los  fleladorse,  pidiendo 
l*se  les  obligara  ai  pago  inmediato  de  los  66diasde  estadías 
vettcidot. 

2*  Se  determiae  por  el  Jabado  caando  has  empezado  i 
correr  los  sobre-esiadías  y  lo  qne  se  lia  de  pagar  por  cada 
día  de  estos. 
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3^  Se  asigne  á  los  fletadores  un  término  corto  para  que 
el  Capitán  pueda  emprendejr  viaje,  teniendo  ó  nó  toda  la 
carga  á  bordo  y  pagando  el  flete  por  entero. 

Los  fletadores  se  oponeki  á  la  demanda  por  las  siguientes  ra- 
zones: 1^  por  no  haber  el  Capitán  cumplido  por  su  parte 
la  obligación  que  contrajo  en  12  de  Diciembre  último  de 
venir  de  Montevideo  á  la  posible  brevedad  para  cargar,  vi- 
niendo un  mes  después,  cuando  la  carga  con  que  contaba 
no  estaba  yá.  2^  Porque  con  la  demora  el  Capitán  les 
infirió  perjuicios  de  consideración  obligándolos  á  tomar  fletes 
á  precios  mas  elevados,  y  estos  perjuicios  le  deben  ser 
indemnizados.  3^  Porque  el  buque  no  estaba  descargado  el  2i 
de  Enero,  pues  la  nota  puesta  á  su  dorso  lo  fué  en  virtud  de  un 
falso  aviso  del  Capitán,  en  cuya  buena  fé  confiaban.  4> 
Porque  aun,  suponiendo  exacto  el  numero  de  estadías  ven* 
cidas,  la  costumbre  es  pagarlas  no  separadamente,  sino  al 
íin,  liquidándolas  con  la  cuenta  de  comisión  que  adeuda  el 
Capitán,  y  considerando: 

lo  ijue  cuando  no  está  designado  en  la  póliza  de  fletamcnto 
el  tiempo  en  que  debe  empezar  la  carga,  es  entendido  que 
corre  desde  el  dia  en  que  el  Capitán  avisa  que  está  pronto  á 
recibir    los    efectos,    (art''   1214  del    Código  de  Comercio.) 

.  2°  Que  en  el  presente  caso  no  se  ha  determinado  el 
dia  en  que  debia  empezar  la  carga,  esto  es,  un  dia  fijo  y 
señalado  de  antemano,  y  por  consecuencia  aun  en  el  si- 
lencio absoluto  de  la  póliza  sobre  tal  objeto,  debería  el  pla- 
jeo correr  desde  el  dia  en  que  el  Capitán  avisase  estar  sa 
buque  listo  para  cargar,  y  con  mucha  mayor  razon^  puesto 
que  en  la  póliza  ^  estipuló  que  el  plazo  para  la  carga  de* 
bia  empezar  el  dia  después  al  que  el  Capitán  avisase  estar 
su  boque  pronto  para  cargar.     (Traducción  de  f.  3  y  18.) 

3^  Que  las  palabras  recibirá  (el  buque)  en  este  puerto 
con  toda  la  convenietUe  brevedad  una  completa  carga  de  sebo 
no  pueden^  por  su  vaguedad^  destruir  lo  establecido  en  el 
precedente  considerando,  y  menos  tratándose  de    un  buque , 
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que,  segan  los  demandados,  estaba  cargado^  pues  la  opera- 
ción de  descargar  demanda  tiempo. 

4^  Que  cualquiera  que  sea  la  importancia  que  se  dé  á 
las  palabras  citadas  en  el  precedente  considerando,  ella  de« 
saparece  ante  el  hecho  de  haber  los  fletadores  anotado  al 
dorso  de  la  póliza  la  fecha  en  que  empezaba  y  coocluia  el 
tiempo  señalado  para  la  carga,  lo  cual  es  una  prueba  de 
que,  según  los  fletadores,  había  el  Capitán  cumplido  las 
obligaciones  á  que  lo  ligaba  el  contrato. 

5^  Que  por  consecuencia  el  Capitán  no  ha  podido  infe- 
rir á  los  fletadores  perjuicios  que  deba  indemnizarles,  por 
cuanto  del  cumplimiento  de  la  obligación  no  puede  resultar 
responsabilidad  para  el   obligado. 

6^  Que  tampoco  es  admisible  la  escepcion  opuesta  por 
los  fletadores  de  no  estar  el  buque  descargado  el  veinte  de 
Enero  último,  no  solo  porque  la  anotación  puesta  por  ellos 
es  una  prueba  de  lo  contrario,  sino  por  cuanto  bien  podía 
el  buque  conservar  parte  de  du  carga  sin  que  la  existencia 
de  esta  fuera  un  obstáculo  para  que  los  fletadores  cargaran 
sus  efectos,  pues  en  caso  de  no  ser  recibidos  á  bordo  ten- 
drían acción  para  reclamar  daños  y  perjuicios. 

7^  Que  por  consecuencia,  el  único  punto  á  resolver  es 
determinar  el  número  de  días  que,  fuera  del  plazo  acordado 
para  la  carga,  han  invertido  los  fletadores  en  dicha  opera- 
ción y  la  cantidad  que  deban  ab(mar,  punto  que,  según  se 
desprende  de  los  precedentes  considerandos  está  resuelto  cla- 
ramente por  la  póliza  de  fletamento  y  anotaciones  referidas, 
pues  á  la  vez  que  estas  determinan  el  día  en  que  espiró  el 
plazo  para  la  carga^  aquella  señala  el  precio  que  debe  pa* 
garse  por  cada  día  de  demora  y  la  manera  de  computarlas 
esto  es,  excluyendo  solo  los  domingos. 

8^  Que  con  arreglo  á  la  póliza  los  dias  de  demora  deben 
pagarse  separadamente,  eslo  es,  cada  día  vencido,  y  por  con- 
secuencia los  fletadores  han  incurrido  en  mora  en  el  cum- 
plimiento de  dicha  obligación,  mora  que  hace  correr  ipso 
jure  los  intereses  dosde  el  dia  de  la  demanda   (Art^^.  707.) 
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Por  estos  fundamenlos,  fallo,  declarando:  que  el  plazo 
para  cargar  espiró  el  día  15  de  Marzo,  y  condeno  en  con- 
secuencia á  los  SS.  Woodgate  hnos.  á  pagar  al  Capitán  D. 
Antonio  floggens,  previa  liquidación  y  dentro  del  término  de 
diez  dias,  los  dias  corridos  desde  la  espresada  fecha  hasta  ¿I 
en  que  terminó  la  carga,  al  precio  designado  en  la  póliza,  y 
sin  computarse  los  domingos  con  los  intereses  de  Banco 
desde  la  demanda.  —  Repónganse  los  sellos. 

Manuel  Zavaleta. 

El  capitán  apeló  pidiendo  se  computasen  en  las  estadías 
los  domingos;  se  fijase  para  las  sobreestadías  una  cantidad 
mas  elevada,  determinando  'cuando  empezaron;  y  se  con- 
denase en  costas  á  los.  demandados. 

Estos  se  adhirieron  á  la  apelación,  pidiendo  se  impusiera 
al  capitán  una  compensación  por  perjuicios  inreridos  á  cau- 
sa de  no  haber  tenido  listo  el  buque  con  la  conveniente  bre- 
vedada  según  se  habia  estipulado. 

Concedida  la  apelación,  se  dictó  el  siguiente : 


Fall«  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Setiembre  7  de  1869. 

Vistos,  y  considerando :  Primero^  que  la  esclusion  de  los  do- 
mingos que  se  haré  en  la  póliza  de  fletamento  del  plazo  señalado 
para  la  carga,  no  debe  tomarse  por  regla  para  el  computo  de 
las  estadías,  que  comprende  todos  los  perjuicios  que  los 
armadores  han  sufrido  por  culpa  de  los  cargadores,  y  en  es- 
tos no  pueden  dejar  de  incluirse  los  dias  de  fiestas  hábiles  para 
navegar,  y  que  el  buque  ha  perdido  en  el  puerto,  causando 
gastos,  por  no  haber  recibido  la  carga  en  el  tiempo  prefijado : 
SegundOy  pero  que,  habiéndose  estipulado  en  el  présen- 
le caso  la  indemnización  que  debe  pagarse  por  las  estadías 
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sin  limitar  el  tiempo  que  han  de  durar  estas,  es  temeraria 
la  pretensión  de  cobrar  mayor  suma  por  razón  de  sobreestadias, 
que  no  pueden  tener  iugar^  pues  se  dá  esta  denominación 
á  los  dias  de  demora  que  exceden  el  término  Ajado  á  las  es* 
tadías,  y  es  evidentemente  inaplicable  la  disposición  que  se  in- 
voca del  articuló  mil  doscientos  quince  del  Código  de  Comer- 
cio: Tercero^  que  esta  petición  incluida  en  la  demanda,  ha  justi- 
ficado en  parte  la  oposición  de  los  cargadores  á  las  pretensio- 
nes del  capitán  y  los  exonera  de  la  condenación  en  las  costas, 
que  solo  se  impone  al  que  litigue  sin  ningún  derecho. 

Considerando  respecto  de  la  adhesión  al  recurso,  que  las 
palabras  de  la  póliza:  el  buque  recibirá  en  este  puerto  con  ¿i 
conveniente  brevedad  una  integra  y  completa  carga,  no  espre- 
san un  plazo  para  poner  el  buque  en  disposición  de  cargar, 
sino  mas  bien  la  dificultad  de  señalarlo  por  inconvenientes 
conocidos  de  los  contratantes;  y  que  para  fundar  en  esa  cláu- 
sula una  reclamación  de  perjuicios,  era  menester  que  se  hu 
hieran  alegado  hechos  del  capitán  que  arguyesen  negligencia 
ó  culpabilidad  en  la  demora  para  pasar  el  aviso  á  los  carga- 
dores; lo  que  no  se  ha  hecho;  y  lo  que  tampoco  puede  ad- 
mitirse, como  verosímil,  en  presencia  de  las  anotaciones  pues- 
tas por  los  mismos  cargadores  en  la  póliza  para  designar  los 
dias  en  que  empezó  á  correr  el  plazo  de  la  carga,  y  aquel  en 
que  terminó,  para  contarse  las  estadías;  por  estos  funda- 
mentos, y  por  los  del  auto  apelado  de  foja  diez  y  nueve  vuel- 
ta, se  confirma  este,  con  declaración  de  que,  los  domingos 
deben  incluirse  en  el  cómputo  de  los  dias  de  estadías  que  de- 
ben abonarse  al  capitán  Huggens;  y  satisfechas  las  costas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras — Salvador  Ma- 
ría DEL  Carril  —  Francisco  Delgado  — 
José  Barros  Pazos— Benito  Carrasco. 


T.  vm. 
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CAUSA    CUl 


D.  Nicolás  Sacom  contra  D.  Vicente  Solari  por  cobro  de 

pasajes. 


Sutnario.-^U  El  contrato  de  trasporte  de  personas  en  un 
buque  es  mercantil,  y  su  jusliGcacion  debe  hacerse  con 
arreglo  al  Código  de  Comercio. 

3¡P  Siendo  de  mayor  cuantía  un  contrato  de  esta  naturaleza 
no  puede  ser  justificado  por  solo  U  prueba  testimonial. 

3o  Aunque  la  confesión  no  está  enumerada  entre  las 
pruebas  admisibles  en  contratos  de  comercio,  sin  embargo 
ella  tiene  tanto  valor  como  la  mas  priviligiada. 

4^  Interrumpiéndose  el  viaje  por  causa  de  fuerza  mayor  el 
pasajero  de  un  buque  solo  debe  el  precio  correspondiente 
á  la  distancia  recorrida. 

5o  La  enfermedad  es  causa  de  fuerza  mayor. 

&>  El  demandante  debe  ser  condenado  en  costas,  cuando 
el  demandado  es  condenado  á  pagar  menor  cantidad  de  la 
que  ofrecía  antes  de  la  demanda. 

7o  Si  el  demandado  no  consigna  lo  que  reconoce  deber, 
debe  ser  (iondenado  á  pagar  intereses. 


'     Caso.^E\  Procurador  Lamas  por  D.  Nicolás  SaconCí  ge- 
entre  de  la  barca  italiana  f  Josefa  de  Lima»,  demaudóuante  el 
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Juez  Federal  de  Buenos  Aires  á  D.    Vicente  Solari  la  can- 
tidad de  728  j$f  faenes  por  pasajes  en  los  términos  siguientes: 

Pasaje  de  la  Señora  y  dos  hijo&y ^  fls.  i20 

Id.  de  la  familia  Canales c      320 

Id.  de  la      id.  Selasco  y  Cávazzo....     c      288 

Y  pidió  fuese  condenado  al  pago  con  los  intereses  á  estilo 
de  Banco  y  las  costas  del  juicio.  . 

El  Procurador  Frugoni  por  Solari  pidió  se  rechazara  la 
demanda,  con  costas. 

i^'  Porque  no  estaba  acompañada  de  recaudo  alguno  que 
forme  siquiera  un  principio  de  prueba  por  escrito,  y  ser 
esta  necesaria  en  juicio  de  mayor  cuantía.  —  2»  Porque  el 
contrato  no  se  habia  celebrad*)  libremente,  pues  siendo  las 
personas  de  cuyo  pasaje  se  trataba,  de  los  prisioneros  en  el 
Paraguay  se  les  babia  obligado  á  embarcarse  violentamente. 
—  3o  Porque  el  viaje  no  babia  empezado  para  el  buque  en 
Buenos  Aires  sino  en  Montevideo,  en  donde  recibió  la  visita 
oflcial,  en  cuyo  acto  los  pasajeros  fueron  obligados  á  de- 
sembarcar por  encontrarse  enfermos,  lo  que  constituyó  una 
fuerza  mayor  que  rescindió  el  contrato. 

Recibida  la  causa  á  prueba  y  producidas  las  que  se  men-> 
clonan  en  la  sentencia  se  dictó  este 


Fallo  del  Jíuem  de  ••••1^. 


Buenos  Aires,  Hayo  22  de  4869. 

Y  vistos;  considerando:  —  i^  Que  es  un  derecho  de  cada 
parte  el  pedir,  después  de  contestada  la  demanda  y  antes 
de  verse  el  pleito  en  definitiva,  que  su  adversario  responda 
conjuramento  al  punto  litigioso. -^  (Art.  108  de  la  ley 
de  procedimientos.^ 

2®  Que  por  consecuencia  la  petición  deducida  por  la  par- 
te de  Solari  i  f.  16  como  hecha  durante  el  término  de  pm^-* 
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ba,  está  ajustada  á  los  términos  del  artículo  precedente  citado 
pues  no  puede  sostenerse  que  por  el  hecho  de  haberse  ausen- 
tado Sacone  sin  conocimiento  de  Solari,  debiera  este  solicitar 
la  concesión  del  término  ultramarino  para  absolución  de 
posiciones. 

3<*  Que  aunque  de  los  precedentes  considerandos  se  des- 
prende que  Solari  tendría  derecho  para  exigir  que  Sacone 
absolviera  las  posiciones  presentadas^  pues  de  lo  contrario 
estaría  en  el  arbitrio  de  una  'de  las  partes  al  despojar  á  la 
otra  de  este  medio  de  justificación;  sin  embargo  habiendo 
la  parte  de  Solari  alegado  sobre  el  foqdo*  del  negocio,  sin 
hacer  el  menor  mérito  ni  indicación  de  las  posiciones  pen- 
dientes, y  estando  llamados  autos  para  definitiva  debe  con* 
siderarse  que  Solari  ha  renunciado  implícitamente  á  este 
medio  de  prueba,  encontrando  por  su  parte  justificado  su 
derecho  por  otros  medios  probatorios;  y  por  consiguiente 
no  hay  una  razón  para  exigir  la  absolución  de  las  posi- 
ciones en  el  presente  caso:  no  ha  lugar  á  lo  pedido  en 
esta  parte  por  Solari.  —  Y  considerando  respecto  al  fondo 
del    negocio: 

Que  la  demanda  interpuesta  por  Sacone  (D.  Nicolás) 
contra  D.  Vicente  Solari  versa  sobre  el  cobro  de  la  cuenta 
de  f.  58,  procedente  de  pasajes  de  varios  individuos  en 
la  barca  Italiana  «Josefa  de  Lima»  en  su  último  viaje  á 
Genova^  respecto  de  la  cual  el  demandado  Solari  ha  opuesto 
las  siguientes  escepciones.  —  i^  No  haberse  acompañado 
recaudo  alguno  que  forme  siquiera  un  principio  de  prueba 
por  escrito,  y  ser  esta  necesaria  en  juicios  de  mayor  cuan- 
tía. —  2^  No  haberse  celebrado  libremente  el  contrato,  pues 
siendo  las  personas  de  cuyo  pasaje  se  trata  de  los  pri- 
sioneros en  el  Paraguay,  se  les  obligó  á  embarcarse  en  la 
c Josefa  de  Lima». — S^  No  haber  empezado  el  viaje  y  haber 
sobrevenido  fuerza  mayor  que  impidió  hacerlo,  quedando 
por  consecuencia  rescindido  el  contrato,  sin  derecho  á  in- 
demnización, con  arreglo  al  artículo  1,275  del  Código  de 
Comercio. 
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Recibida  fa  causa  á  prueba  á  fin  de  constatar  doude  empe- 
zaba el  viaje,  si  en  este  puerto  ó  en  Montevideo,  y  si  era 
verdad  que  se  obligó  á  )as  personas,  de  cuyos  pasajes  se  trata 
á  desembarcar  en  Montevideo,  las  partes  han  producido  la 
que  corre  de  f.  26  á  42,  á  f.  46  y  á  f.  58  y  59  y  consi- 
derando: . 

^^  Que  de  la  misma  esposicion  que  hace  el  demanda- 
do resulta  que.  celebró  libremente  el  contrato  sin  interven- 
ción de  fuerza  ni  violencia  alguna,  por  cuanto  dicho  con- 
trato  fué  celebrado  en  esta  ciudad,  fuera  de  toda  presión 
ejercida  por  el  Gobierno  del  Paraguay,  y  porque  de  su  misma 
exposición  resulta  que  el  compromiso  contraído  por  los 
agentes  del  Rey  de  Italia  se  limitaba  á  no  dejar  desembar- 
carlos en  territorio  de  los  aliados,  á  lo  que  se  agrega  que 
el  demandaAKé  no  se  limitó  á  contratar  su  pasaje  ó  el  de 
su  familia,  sino  que  estando  arreglado  en  el  Consulado  Ita- 
liano el  pasaje  de  proa  de  las  familias  Cavazzo  y  Selasco, 
compuesta  de  13  personas,  Solarí  pidió  y  obtuvo  que  fue- 
ran pasajeros  de  cámara,  comprometiéndose  á  abonar  la  di- 
ferencia de  pasaje,  lo  cual  pruf^ba  la  perfecta  libertad  que 
tuvo  en  el  contrato,  y  la  falta  de  toda  fuerza  ó  violencia 
bastante  para  rescindirlo. 

^  Que  de  la  misma  cuenta  presentada  por  la  parte  de 
Sacone  se  deduce  que  este  celebró  tres  contratos  de  tras- 
porte de  pasajeros  con  Solari,  el  primero  referente  á  la 
Señora  del  último  y  dos  hijos,  por  la  cantidad  de  120  j$f  fuertes; 
el  segundo  para  el  pasaje  de  la  familia  de  D^  María  Solarí  de 
Canali  por  la  suma  de  320  pesos,  y  el  tercero  relativo  al 
pasaje  de  las  familias  de  Cavazzo  y  Selasco,  compuestas  de 
13  personas,  é  importante  288  pesos,  siendo  el  primero  de 
menor  cuantía  y  los  dos  últimos  de   mayor   cuantía. 

39  Que  está  reconocido  por  ambas  partes,  de  acuerdo 
por  otra  parte  con  los  arts.  1,  inciso  &»,  y  1272  á  1279,  que 
los  contratos  que  han  dado  margen  á  este  juicio  son  co- 
merciales, de  lo  que  implícitamente  se  deduce  que  bu  jus- 
tificación debe  hacerse  con  arreglo  al  Código  de  Comercio. 
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4''  Que  los  contratos  /comerciales  puedeo  justificarse  por  tos 
medios  de  prueba  determinados  por  ei  art.  192  del  Código, 
con  la  reserva  establecida  para  la  prueba  de  testigos  por  el 
artículo  siguiente,  según  el  cual  no  es  admisible  salvo  los 
casos  espresamente  declarados,  sino  en  los  contratos  cuyo 
valor  no  esceda  de  200  pesos  fuertes,  ó  en  los  que  exista 
principio    de  prueba  por  escrito. 

5o  Que  en  el  caso  en  litigio  como  se  ha  demostrado 
anteriormente,  hay  dos  contratos,  cuyo  valor  escede  de  200 
pesos  fls.,  que  no  tienen  una  prueba  ni  ua  principio  de  prue- 
ba por  escrito,  pues  no  se  ha  presentado  documento  público 
ni  privado  emanado  de  parte  interesada  en  esta  cuestión, 
ni  puede  darse  tal  importancia  al  informe  del  Consulado 
Italiano  que  no  intervino*  en  el   contrato. 

6^  Que  la  ley  comercial  no  ha  hecho  escepcion  alguna 
respecto  á  las  pruebas  que  pueden  admitirse  en  el  contrato 
de  trasporte  de  personas,  á  cuya  clase  pertenecen  los  ce- 
lebrados entre  Sacone  y  Solari,  y  por  consecuencia  estos 
se  hallan  comprendidos  en  el  principio  general  que  limita 
los   medios   de  justificación  en  los   contratos  mercantiles. 

7«  Que  por  consecuencia  no  siendo  admisible  la  prueba 
de  testigos  en  este  caso,  no  quedan  otros  medios  de  justi- 
ficación que  los  5  primeros  determinados  por  el  art.  192  del 
Código   de  Comercio. 

S^  Que  los  autos  no  suministran  dichos  justificativos,  pues 
solo  se  encuentran  en  ellos  declaraciones  de  testigos,  y  el* 
informe  del  Consulado  Italiano,  á  quien  solo  le  consta  que 
las  persona»  espresadas  en  la  cuenta,  cuyo  importe  se  recla- 
ma, estuvieron  embarcadas  en  la  cJosefa  de  Lima»  y  fueron 
desembarcadas  en  Montevideo. 

9^  Que  aunque  la  prueba  testimonial  no  es  admisible 
para  justificar  la  [existencia  del  contrato  de  trasporte  de 
personas,  sin  embargo  no  puede  decirse  otro  tanto  respecto 
de  la  prueba  por  confesión,  á  pesar  de  no  estar  compren- 
dida en  las  enumeradas  en  el  art.  192,  porque  á  mas  de 
ser  un  modo  de  prueba  de  derecho   común,  y   de  los  mas 
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incontestables,  sería  colocarse  en  oposición  con  las  nece- 
sidades mejor  establecidas,  rehusar  á  las  obligaciones  co 
inerciales  rápidamente  concebidas  y  ejecutadas^  medios  de 
prueba  que,  como  dice  Masse,  se  acuerdan  á  las  obligacio- 
nes civiles,  cuya  formación  se  tiene  tiempo  sobrado  para 
constatar  tanto  mas  que  cuanto  que  el  Código  admite  espre- 
sámente  este  medio  de  prueba  en  varios  casos. 

10.  Que  consta  el  contrato  en  este  caso,  por  la  propia 
confesión  del  demandado,  como  consta  igualmente  que  los 
individuos  de  cuyo  trasporte  se  trata  fueron  embarcados  en 
este  puerto  en  la  «Josefa  de  Lima»  y  desembarcados  en  Mon- 
tevideo, sin  que  hasta  ahora  hayan  renumerado  ó  pagado 
el  servicio  que  recibieron  —  y  seria  injusto  que  el  que  ha 
estipulado  cierto  precio  por  un  servicio,  ^o  satisfaga  aquel 
habiendo  aprovechado  el   servicio. 

il.  Que  habiendo  sido  el  viaje  contratado  hasta  Genova 
á  comenzar  en  este  puerto,  como  lo  prueba  el  informe  del 
Consulado  Italiano  á  f .  35  y  59,  y  los  de  la  Capitanía  del 
Puerto  y  Administración  de  Rentas  Nacionales  á*f.  21,  40 
y  41,  de  los  que  resulta  que  el  viaje  comenzó  en  este 
puerto  con  destino  á  Genova,  y  constando  en  autos  que 
el  vi  Jije  fué  interrumpido  en  Montevideo,  la  cuestión  á  re- 
solver es,  si  el  viaje  no  continuó  por  falta  de  voluntad 
de  los  pasajeros,  obligándose  con  arreglo  al  art.  1274 
por  dicho  acto  al  pago  por  entero  del  precio  del  pasaje,  ó 
si  la  interrupción  tuvo  lugar  por  causa  de  fuerza  mayor, 
debiendo  en  tal  caso  pagarse,  con  arreglo  al  art.  1278  del 
Código,  el  precio  correspondiente  á  la  parte  de  viaje  efectuado. 

12.  Que  según  los  citados  informes  del  Consulado  Ita- 
liano, las  personas  de  cuyo  pasaje  se  trata  y  que  interrum- 
pieron su  viaje  en  Montevideo,  no  pudieron  continuarlo  por 
imposibilidad  proveniente  de  haber  sido  reconocidas  enrer- 
mas  por  la  visita  médica,  que  debió  recibir  la  « Josefa  de 
Lima »  como  todos  los  bupues  que  conducen  pasajeros, 
siendo  en  consecuencia  desembarcados  de  acuerdo  con  el 
reglamento  sanitario  vigente  en   casos  de  igual  naturaleza. 
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13.  Que  la  causa  que  impidió  contiuuar  el  viaje  debe 
clasificarse  coitio  proveniente  de  fuerza  mayor,  porque  cual- 
quiera que  fuese  la  voluntad  de  los  pasajeros,  ella  oo  pue- 
de influir  en  su  desembarco,  tanto  menos  cuanto  que  los 
ajentes  italianos  manifestaron  su  voluntad  de  cumplir  el 
compromiso  contraído  con  el  Gobierno    del  Paraguay. 

14.  Que  la  disposición  del  art.  1275  aplicable  á  este  caso, 
y  en  virtud  de  la  cual  debia  abonarse  el  precio  corres- 
pondiente á  la  parte  efectuada  es  decisiva  en  la  cuestión,  por- 
que no  habiéndose  efectuado  el  viaje  sino  basta  Montevideo 
solo  debe  abonarse  por  precio  del  pasaje  el  que  corres- 
ponde en  proporción  á  la  distancia  recorrida  comparada 
con  la  que  debia   recorrer. 

15.  Que  por  consecuencia^  y  atento  lo  que  el  deman- 
dante espone  eri  su  escrito  de  demanda  de  haber  Solari  ofre- 
cido pagar  la  mitad  del  precio  de  los  pasajes,  la  que  es 
mayor  de  la  que  corresponde  según  lo  establecido  en  los 
precedentes  considerandos,  Sacone  no  ha  tenido  motivo  para 
promover  el   presente  juicio. 

16.  Finalmente,  que  Solari  ha  retenido  la  parte  del  pre- 
cio del  pasaje,  sin  haber  hecho  la  oblación  de  él,  como 
era  de  su  deber.  ^ 

Por  estos  fundamentos,  fallo  —  condenando  á  D.  Vicente 
Solari  al  pago  del  precio  correspondiente  á  la  parte  del 
viaje  hecho  ( á  Montevideo )  el  que  será  liquidado,  y  al  de 
los  intereses  todo  dentro  del  término  de  10  dias  de  apro- 
bada la  liquidación;  condenándose  al  demandante  en  las 
costas  del  juicio.  Repónganse  los   sellos. 

Manuel  Zavaleta. 

Apelada  esta  sentencia  por  el  Procurador  Lamas,  fué 
confirmada  por  este 


DE    JUSTICIA  NACIONAL.  41 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Setiembre  9  de  1869 

Vistos:  por  los  fundamentos  relativos  á  la  parte  apelada, 
se  conñrma  con  costas,  el  auto  de  foja  sesenta  y  dos  vuelta, 
y  satisfechas  aquellas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — 
Sai^yador  M.  Carril.  — José 
B.  Pazos. — Benito  Carrasco. 


CAUSA    CIV. 


Don  Pedro  Funes  con  D.  José  Cándido  Gómez  sobre  videmni- 

zadon.  —  Incidente  sobre  prueba. 


Sumario. — Durante  el  término  extraordinario,  no  puede 
producirse  prueba  en  el  Municipio  del  Juzgado,  si  el  térmi- 
no ordinario  ha  vencido. 
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Caso.  —  En  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  Federal  de 
Buenos  Aires^  por  D.  Pedro  Funes  contra  D.  José  Cándido 
Gómez  sobre  indemnización  de  perjuicios,  estando  la  cansa 
en  estado  de  prueba^  y  habiéndose  concedido  el  término  es- 
traordinario,  el  Procurador  Frugoni  por  Gómez  presentó  un 
interrogatorio  para  que  á  su  tenor  fuese  examinado  un  tes- 
tigo residente  en  la  Ciudad. 

El  Juzgado  ordenó  que  el  actuario  certificase  si  el  téroiino 
ordinario  habia  cencido,  y  con  el  certificado  afirmativo  se 
dictó  este: 


FaUo  del  Jues  de  Seceion. 


Buenos  Aires»  Julio  3  de  1869. 

Atento  el  precedente  certificado^  no  ha  lugar  con  costas  á 
lo  perdido. 

Zavakta. 

Habiendo  apelado  Frugoni  recayó  el  siguiente : 


FaUo  de  la  Suprema  Caerle. 


Buenos  Aires,  Setiembre  9  de  1869. 

Vistos:  por  su  fundamento,  y  de  conformidad  con  el  artí- 
culo setenta  y  dos  de  la  ley  de  procedimientos,  se  confirma, 
con  costas,  el  auto  apelado  de  foja  cuatro  cientos  ochenta  y 
una  vuelta ;  y  satisfechas  aquellas,  y  repuestos  los  sellos*  de- 
vuélvanse. 

FRANaSGO  DE  LAS  CARRERAS.— -SALVA- 
DOR M.  DEL  Carril.  — José  Barros 
Pazos.— Benito  Carrasco. 
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CAUSA    CW. 


Don  Manuel  Cevallos  contra  D.  Augusto  Milberg,  por  co- 
bro de  fletes. 


Sumario.  —  La  falta  de  personería  en  el  demandado,  no  es 
nna  excepción  delatoria  que  pueda  oponerse  en  el  proce- 
dimiento nacional. 


Caso.  —  Don  Manuel  Cevallos,  propietario  del  bergantin 
Rio  Negro  demandiS  ante  el  Juez  de  la  Sección  de  Buenos 
Aires  á  Don  Augusto  Milberg  la  suma  de  1911  ^  fts.^  im- 
porte del  flete  de  un  cargamento  de  carbón  enviado  por  es- 
te á  la  Asunción  del  Paraguay  á  la  consignación  de  D.  Faus- 
tino Guiñazú,  quien,  según  el  conocimiento '  debía  abonar  el 
flete;  pero  que  se  negó  á  hacerlo,  diciendo  que  la  carga  se 
habia  entregado  incompleta. 

Corrido  traslado,  el  Procurador  Frugoni  por  Milberg  pro- 
movió artículo  de  previo  pronunciamiento,  diciendo  que, 
él  no  tenía  personería  para  ser  demandado  desde  que  el 
demandante  habia  firmado  los  conocimientos  consignándose 
en  ellos  que  el  consignatario  le  pagaría  el  flete,  previa  entre- 
ga de  la  carga ;  y  que    no  presentándose  un  ejemplar  del 
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conocimiento  originaU  porque  seria  ana  prueba  contra  el 
demandante,  no  debía  aceptarse  la  demanda  segan  el  art^'. 
1211  del  Código  de  Comercio. 

Cevallos  al  contestar^  aconipañó  un  ejemplar  del  conoci- 
miento. 

Fallo  del  Suem  de  Sección. 

Buenos  Aires,  Junio  21  de  1869. 

Vistos:  Considerando  —  1^  Que  la  falta  de  personería  en 
el  demandado,  no  está  comprendida  en  las  escepciones  de- 
terminadas por  los  artículos  73  y  74  de  la  ley  de  procedi- 
mientos, únicas  admisibles  antes  de  contestar  la  demanda*  2^ 
Que  en  el  presente  caso  se  ba  acompañado  uno  de  los  ejem- 
plares del  conocimiento  original,  y  por  consecuencia  no  es 
aplicable  la  prescripción  del  art^.  1211  del  Código  de  Co- 
mercio. 

No  ba  lugar  con  costas  á  la  escepcion  deducida,  por  la 

parte  de    Milberg,  é  intímesele  conteste  derechamente  á  la 

demanda. 

Zavaleta. 

Apelado  este  auto,  fué  confirmado  por  el 

Folio  de  la  Supremo  €oric. 

Buenos  Aires,  Setiembre  11  de  1869. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  veinte  y  siete  vuelta  y  satisfechas,  de- 
vuélvanse reponiéndose  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Fran- 
cisco Delgado.— José  B.  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 
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CAUSA    CTl. 


Don  Bernardo  Iturraspe  contra  Dotí  PonciaiU)  Monláldo^ 

sobre  propiedad  de  un  campo. 


Sumario.  — i^  La  ley  21,  Tít.  29,  Part.  3*  espresamente 
se  opone  á  ia  prescripción  ultra  títulum,  sin  buena  fé,  á 
efeeto  de  poderse  ejert:er  la  acción  reivindicaloria,  cuando  se 
ba  perdido  la  posesión  de  treinta  ó  mas  años,  sin  dolo^  frau- 
de  ó  Tiolencia  del  actual  ocupante  á  título  ds  dueño* 

2^  Siendo  la  buena  fé  una  condición  necesaria  para  ad- 
quirir  la  propiedad  por  prescripción,  ella  debe  ser  probada 
por  el  que  pretende  pertenecerle. 

S^  Esta  prueba  se  hace  mas  indispensable  cuando  los  tí- 
tulos en  que  se  apoya  la  demanda  arrojan  indicios  de  una 
usurpación  que  vicie  la  posesión  en  su   origen. 

4p  El  ait<*.  17  de  la  Constitución  Nacional  no  prohibe  dic- 
tar una  ley  señalando  un  término  á  la  prescripción  de  las 
acciones ;  pero  sí  despojar  por  una  ley  de  la  propiedad  adqui- 
rida en  virtud  de  otra  ley  anterior. 

&>  La  ley  de  Santa  Fé  de  31  de  Diciembre  de  1862  que 
declara  nulas  las  ventas  de  tierras  hechas  por  el  Gobierno, 
aprobadas  por  la  de  22  de  Octubre  de  1858,  es  contraria  á 
la  CoDsütncioD  NacionaL 
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Caso. — Don  Bernardo  Itarraspe«  vecino  de  Buenos  Aires, 
demandó  ante  el  Juez  Federal  de  Santa  Fé,  á  Don  Ponciano 
Monialdo  vecino  de  aquella  Provincia,  diciendo  que  era  úni- 
co y  esclusivo  dueño  de  un  campo^  ubicado  en  el  Departamen- 
to de  San  Gerónimo^  compuesto  de  una  legua  de  /rente  y 
legua  y  media  de  fondo.  —  Que  este  terreno  lo  hubo  por  com- 
pra que  hizo  en  1864,  á  Don  Manuel  E.  Gaccia  representan- 
te de  Don  José  Redruello  y  de  Doña  María  Josefa  Marcos  de 
Mendoza,  quienes  lo  habian  poseido  desde  1781  con  un  estable- 
cimiento de  estancia. — Que  á  causa  de  las  guerras  civiles  los 
descendientes  de  Redruello  y  de  Doña  Josefa,  habian  teni- 
do que  abandonar  el  establecimiento,  permaneciendo  el  cam- 
po sin  ocupante,  hasta  que  Monialdo  lo  denunció  al  Gobier- 
no de  Santa  Fé  como  de  propiedad  pública,  y  propuso  su  com- 
pra que  realizó  en  el  año  de  1858,  encontrándose  actual- 
mente en  su  posesión. 

Que  fundado  én  estos  antecedentes,  y  en  las  escrituras  que 
acompaña,  demandaba  á  Montaldo,  pidiendo  se  declarase  ser 
de  su  propiedad  esclusiva  el  campo  mencionado,  se  le  restitu- 
yera la  posesión,  y  se  condenara  en  costos,  daños  y  peijuicios 
al  demandado. 

Por  escusacion  de  los  jueces  de  Santa  Fé  y  Entre-Rios, 
conoció  de  la  causa  el  de  Buenos  Aires. 

La  discusión  de  la  causa  y  las  pruebas  que  se  adujeron  se 
detallan  en  el  siguiente  : 


FiUlo  del  Jíu^  de  Seccioiii 


Buenos  Aires,  Mayo  12  de  1869. 

Vistos :  el  presente  juicio  seguido  por  D.  Bernardo  Iturraspe 
vecino  de  esta  Provincia  contra  Don  Ponciano  Montaldo  ve- 
cino de  la  de  Santa  Fé^  sobre  propiedad  de  unos  terrenos  si- 
tuados en  la  última  provincia  y  del  que  conoce  este  Juzgarlo 
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por  escasacion  del  Juez  Seccional  de  dicha  provincia  y  del 
de  la  de  Entre-Rios,  resulla  lo  siguiente: — Don  Bernardo  Itur- 
raspe  se  presentó  con  los  títulos  corrientes  de  foja  una  á 
ochenta  y  nueve  esponiendo  que  de  dichos  títulos  contaba 
ser  dueño  de  un  campo  de  pastoreo  ubicado  eif  el  Departa- 
mento de  San  Gerónimo  (Provincia  de  Santa  Fé)  á  inmedia- 
ciones del  pueblo  de  este  nombre  y  sobre  el  Rio  de  Colasti- 
né,  y  componiéndose  su  área  de  una  legua  de  frente  al  Este  y 
legua  y  media  de  fondo  al  Oeste,  el  que  le  pertenecía  en 
virtud  de  compra  que  de  él  hizo  á  los  descendientes  de  Don 
Juan  José  Redruello  y  de  D*.  Josefa  Marcos  de  Mendoza,  qnie- 
ues  lo  poseyeron  con  un  establecimiento  de  consideración 
desde  antes  del  aiio  de  1781  hasta  que  las  guerras  civiles 
obligaron  á  sus  descendientes  á  abandonar  completamente  lo  que 
sus  padres  habian  fundado,  permaneciendo  el  terreno  deso- 
cupado desde  dicha  época  hasta  que  en  1838  fué  denunciado 
por  Montaldo,  como  propiedad  del  Fisco  al  Gobierno  de  San- 
ta Fé,  el  que  vendió  á  dicho  Montaldo  5416  y  tres  cuartos 
varas  de  frente  por  legua  y  media  de  fondo  pertenecientes  á 
dichos  campos,  venta  á  la  que  debe  Montaldo  so  actual  po- 
sesión ;  y  que  en  consecuencia,  ejerciendo  las  acciones  que  le 
competen  como  propietario  del  terreno  poseido  por  Montal- 
do, pedia  se  le  pusiese  en  posesión  de  él^  con  reserva  de  sus 
acciones  contra  los  demás  detentadores,  y  que  se  condenase 
á  la  vez  á  Montaldo  al  pago  de  las  costas,  costos,  danos  y 
perjuicios  que  se  le  ocasionaren. 

Montaldo  contestando  la  demanda  pide  su  rechazo  fundán- 
dose en  que  los  títulos  de  propiedad  que  se  habian  exhibido 
no  eran  bastante  para  acreditar  el  derecho  sobre  la  legua  de 
campo  por  legua  y  media  de  fondo  que  se '  pretendía ;  pues 
solo  se  encontraba  un  título  imperfecto  de  la  venta  de  seis 
cuerdas  de  tierra  que  los  herederos  del  moreno  Pedro  de 
Vera  vendieron  á  uno  de  los  antecesores  de  los  Redruellos, 
(D.  Juan  José)  él  que  prevalido  de  que  se  hallaba  un  terreno 
vacante  por  muerte  intestada  de  Don  Juan  de  Salinas,  hizo  con 
dicho  título  medir  60  cuerdas  en  vez  de  las  6  que  le  daba, 
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no  perteneciéndole  por  coasecuencia  la  propiedad  de  dicbo 
terreno;  á  lo  cual  se  agregaba  que  aun  en  el  caso  de  que 
se  tratara  de  terrenos  que  en  realidad  hubieran  pertenecido 
á  Redruello,  el  comprador  Iturraspe  no  tendría  derecho  para 
reclamarlos,  porque  por  ley  de  la  Legislatura  de  Santa  Fé 
solo  se  concede  el  plazo  de  ocho  meses  para  la  devolución 
de  las  tierras  de  propiedad  privada  que,  por  equivocación,  se 
hubiesen  enagenado  como  públicas. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  la  parte  de  Iturraspe  ha  pro- 
ducido lo  que  corre  de  f.  212  á  238  inclusive* 

De  dicha  prueba  y  de  los  documentos  corrientes  en  autos 
consta  lo  siguiente : 

1^    Que  D.  Esteban  Marcos  de  Mendoza  antecesor  de  los 

« 

Redruellos  compró  en  15  de  Noviembre  de  1753  á  los  here- 
deros de  Pedro  de  Vera  seis  cuerdas  de  tiptrra  en  el  paso  de 
Coronda  á  la  parte  Sud  del  Arroyo  Colastiné,  de  cuyo  terre- 
no se  le  dio  posesión  judicial  en  Diciembre  del  mismo  año 
(f.  1^  á  cinco  del  espediente.) 

2^  Que  en  el  mes  de  Diciembre  del  ano  1781,  Don  Juan 
José  Redruello  se  presentó  ante  el  Teniente  Gobernador  de 
Santa  Fé  manifestando  poseer  una  estancia  en  Coronda  de 
una  legua  de  frente  al  Este  por  legua  y  media  de  fondo,  y 
que  habiendo  desaparecido  sus  mojones  en  el  trascurso  del 
tiempo,  pedia  fuese  medido  y  amojonado  arrancando  del  ar<» 
royo  Colastiné  por  ser  el  mas  fijo  lindero  según  los  documen- 
tos; y  el  teniente  Gobernador  accediendo  á  dicha  solicitud, 
comisionó  al  escribano  D.  Juan  Antonio  Duque  para  dicha 
operación,  arrancándola  del  mas  fijo  lindero  que  citan  los 
documentos  de  Redruello  y  con  citación    de  linderos. 

3^  Que  dicha  operación  se  practicó  en  el  mes  de  Ene- 
ro de  1782,  sin  que  se  hiciera  en  ella  la  menor  mención  ni 
indicacien  de  los  títulos  que  acordaran  á  Redruello  el  dere- 
cho de  propiedad  sobre  una  estancia  de  una  legua  de  frente 
por  una  y  media  de  fondo,  pues  que  aunque  hace  mención  de 
dos  documentos  de  compra  por  Don  Esteban  Marcos  de  Men- 
doza, cuyos  derechos  representaba  Redruello,  solo  se  refiere 
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á  tos  dichos  documentos  para  delermioar  el  lindero,  del  que 
debia  arrancar  la  mensura,  y  en  coanio  á  la  área  medida  pa- 
ra Redruello,  se  reflere  simpiomenle  á  uu  poder  otorgado  por 
los  herederos  de  Don  Pedro  de  Vera  vendedores. 

iP  Que  se  dio  posesión  de  la  área  medida  á  Redruello  con 
la  «ola  oposición  de  D^.  Rosa  Lavai^tida  que  reclamaba  haber- 
se incluido  275  varas,  que  le  perienecian,  pero  cuyos  títulos 
en  debida  forma  no  exhibió.  * 

5^^  Que  D.  Juan  José  Redruello  y  sus  sucesores  continua- 
ron en  posesión  del  terreno  basta  después  del  año  1820,  des- 
de cuya  fecha  estuvo  despoblado,  ú  ocupado  por  personas 
que  no  tenian  derecho,  hasta  que  en  1858  fué  propuesto  en 
compra  al  Gobernador  de  Santa  Fé  por  Montaldo,  su  actual 
poseedor.  —  Declaración  de  los  testigos,  corrientes  desde  f. 
221  á  238. 

Y  considerando:  —  i^  Que  los  Redruello  no  presentan  tí- 
tulo alguno  en  virtud  del  rual  se  les  hubiese  trasmitido  la 
propiedad  de  los  terrenos,  objeto  de  este  litis,  cuando  el  es- 
cribano Duque  los  midió  y  puso  en  posesión  de  ellos  al  ante- 
cesor de  aquellos,  Don  Juan  José  Redruello,  pues  los  do- 
cumentos acompañados  solo  se  referían  uno  á  compra  de 
seis  cuerdas  de  tierras  ó  sean  600  varas  por  D.  Esteban  Mar- 
cos Mendoza  causante  de  los  Redruello,  á  los  herederos  de 
Pedro  de. Vera  y  de  Sabastiana  su  mujer,  siendo  de  notarse 
que  dicho  titulo  ni  aun  espresa  la  ubicación  del  terreno,  y 
menos  aun  cual  fuese  el  fondo  del  esprenado  terreno. 

^  Que  de  las  diligencias  de  la  mensura  practicada  en  1781 
no  consta  que  Redruello  presentase  títulos  que  le  dieran  dere- 
cho de  propiedad  sobre  la  área  que  se  le  midió  y  de  la  que  se 
le  puso  en  posesión ;  pues  toda  la  referencia  á  su  estension  es 
tomada  de  dos  poderes  otorgados  por  los  herederos  de  Pedro 
de  Vera,  referencia  que  por  otra  parte  es  bien  vaga,  pues  no 
espresan  que  dichos  poderes  determinaran  la  propiedad  de 
Redruello,  todo  lo  que  hace  presumir  que  el  último  no  tenia 
títulos  de  propiedad,  pues  de  lo  contrario  no  es  presumible, 
que  no  los  exhibiera  en  el  auto  que  mandó  practicar  la  tnen- 
T.  vm  i 
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sura,  ni  que  exhibiéndolos,  no  hiciera  mérito,  ni  siquiera  men*- 
sion  de  ellos  el  escribano  Duque  en  la  diligencia  que  estendid 
acerca  de  dicha  operación,  que  debia  arrancar  del  mas  fijo  lin- 
dero que  señalaban  los  documentos  de  Redruello,  según  el 
mismo  citado  auto. 

3^  Que  aunque  las  operaciones  de  mensura  y  de  misión  en 
posesión  fueron  aprobadas  (f.  28  vuelta)  esla  aprobación  no 
constituye  un  título  traslativo  del  dominio  por  las  siguientes 
razones:  —  1^  Porque  la  aprobación  se  acordó  sin  perjuicio  de 
quien  mejor  derecho  tuviera  á  la  área  medida.  2^  Porque  la 
aprobación  siempre  se  entiende  y  debe  entenderse  que  surte 
todos  sus  efectos  en  tanto  cuanto  las  operaciones  aprobadas 
estén  conformes  con  los  títulos  de  propiedad,  y  no  importen 
la  cesión  de  tierra  de  propiedad  pública  ó  privada  que  indebi- 
damente se  midieren. 

Que  la  posesión  por  40  años  mas  ó  menos  de  terreno  dis- 
putado no  continuando  actualmente,  tampoco  constituye  un  tí- 
tulo de  propiedad,  desde  que  la  cosa  está  como  en  el  presen- 
te caso,  poseída  por  tercera  persona  á  titulo  de  dominio,  por 
cuanto  la  ley  21,  tít.  29,  Part^.  3^  solo  acuerda  al  poseedor 
por  el  tiempo  de  30  años  y  mes  el  derecho  de  conservar  la 
cosa  poseída  aun  cuando  le  fuese  reclamada  por  el  Señor  de 
ella,  lo  cual  no  es  el  caso  presente  en  que  Montaldo  fué  el 
poseedor  del  terreno  que  reclama  Iturraspe. 

Que  la  misma  citada  ley  niega, al  poseedor  por  mas  de  30 
años  y  que  hubiese  perdido  la  tenencia  de  la  cosa  derecho  pa- 
ra demandarla  en  juicio  á  aquel  á  quien  la  fallase^  salvo  el 
caso  en  que  lo  tuviese  furíada  ó  forzada  6  robada  á  el  mis-- 
mo,  ó  hubiese  recibido  del  en  manera  de  empréstame  ó  de  lo^ 
guero^  y  por  consecuencia  poseído  actualmente  por  Montaldo 
el  terreno  en  cuestión  y  no  por  hurto  etc.  ni  en  virtud  de 
haberla  forzado^  ni  Redruello  ni  Iturraspe,  tienen  derecho 
para  demandársela  en  juicio. 

Que  aun  suponiendo  que  la  familia  Redruello  hubiera  teni- 
do legitimo  dominio  en  los  campos  reclamados  por  Iturraspe, 
su  derecho'para  reivindicarlos  ha  caducado  coa  arreglo  al  art^. 
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2^  de  la  ley  sancionada  por  la  Lejislatara  de  Santa  Fé  en  22 
de  Octubre  de  1858— el  que  determína^que  las  tierras  de  pro- 
piedad privada  que  hubiesen  sido  enagenadas  por  el  Gobierno 
de  dicha  provincia  serán  devueltas  á  sus  legítimos  dueños^  y 
al  comprador  lo  que  haya  pagado  por  ellas,  si  aquellos  se  pre- 
sentasen á  reclamarles  dentro  del  perentorio  término  de  8 
meses  desde  el  día  de  la  venta  ó  aquel  en  que  principia  á  re- 
gir dicha  ley  según  los  casos,  pasado  el  cual  solo  tienen  de- 
recho  á  que  se  les  abone  el  importe  de  la  suma  en  que  hayan 
sido  vendidas,  y  es  constante  que  Iturraspe  y  sus  causantes  han 
dejado  vencer  con  gran  exceso  dicho  término,  colocándose  en 
la  condición  de  los  que  solo  podrian  reclamar  el  precio  de 
venta. 

Por  estos  fundamentos  y  dejando  á  Iturraspe  su  derecho  á 
salvo  para  reclamar  del  Gobierno  de  Santa  Fé  si  asi  le  convi- 
niera, fallo:  —  absolviendo  á  D.  Ponsiano  Montaldo  de  la  de- 
manda interpuesta  por  D.  Bernardo  Iturraspe,  sin  especial 
condenación  en  costas^  debiendo  reponerse  los  sellos. 

Manuel  Zuvaleta. 

Esta  sentencia  fué  apelada  por  la  parte  de  Iturraspe^  y  con 
la  espresíon  de  agravios  y  contestación  se  dictó  el 


Fallo  de    la   Suprenm  Corte. 


Buenos  Aires,  Setiembre  16  de  1869. 

Vistos  y  considerando:  primero^  que  la  ley  veinte  y  uno,  tí- 
tulo veinte  y  nueve,  partida  tercera  espresamente  se  opone  á  la 
prescripción  ullra-tílvlum,  sin  buena  fé,  á  efecto  de  poderse 
ejercer  la  acción  reivindicatoría,  cuando  se  ha  perdido  la  po- 
sesión de  treinta  ó  mas  años,  sin  dolo,  fraude  ó  violencia  del 
actual  ocupante  á  titulo  de  dueño;  y  que  siendo  la  buena  fé 
una  condición  necesaria  para  adquirir  la  propiedad  por  pres- 
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crípcioD,  ella  debe  ser  probada  por  el  que  pretende  periene- 
ccrle:  segundo,  que  esta  prueba  que  no  se  ha  producido  en  el 
presente  caso,  se  hace  mas  indispensable,  por  cuanto  los  títu- 
los en  que  se  apoya  la  acción  de  la  demanda  arrojan  indicios 
de  una  usurpación,  que  ha  viciado  la  posesión  en  su  orijen, 
como  lo  demuestra  el  examen  que  ha  hecho  el  Juez  de  Sec- 
ción de  los  testimonios  que  corren  de  tojas  una  á  ochenta, 
á  cuyas  observaciones  deben  agregarse  los  indicios  mas  vehe- 
mentes aun,  á  que  dan  fundamento  las  inexactitudes  y  contra- 
dicciones que  resultan  de  las  referencias  que  hacen  el  Agri- 
mensor Duque,  y  la  viuda  de  Don  Juan  Jos^  Redruello,  para 
lejitimar  la  propiedad  que  se  atribuía  esta  de  una  legua  y  me- 
dia de  campo  en  el  Departamento  de  Coronda,  diciendo  el  pri- 
mero :  que  la  deducé  de  unos  poderes  que  le  presentaron  de 
los  herederos  del  pardo  Pedro  Vera,  quien  consta  que  no  tu- 
vo sino  doce  cuerdas  que  le  donó  el  Maestre  de  Campo  Don 
Antonia  Vera  y  Muxica,  de  las  cuales  seis  aparecen  vendidas 
al  padre  de  la  Señora  viuda ;  y  esta,  á  toja  treinta,  cuando  pi- 
dió el  desalojo  de  varios  pobladores,  afirmando  que  toda  esa 
área  le  pertenecía  por  compra  que  su  padre  hizo  á  Doña  Ma- 
ría Romero,  de  lo  cual  sin  embargo  solo  pudo  exhibir  una 
escritura  por  dos  cuerdas,  que  dijo  no  estaban  incluidas  en 
el  campo  que  poseía,  sin  que  hubiera  presentado  el  título  re- 
ferente á  este,  no  obstante  la  obligación  en  que  se  constituyó 
de  fundar  su  derecho,  contra  la  oposición  de  los  pobladores 
sostenida  con  títulos,  y  que  negaban  la  existencia  de  los  que 
ella  invocaba :  tercero,  que  el  artículo  diez  y  siete  de  la  Cons- 
titución Nacional  no  prohibe  señalar  un  término  á  la  prescrip- 
ción de  las  acciones;  pero  sí  despojar  por  una  ley  de  la  pro- 
piedad adquirida  en  virtud  de  otro  ley  anterior,  que  es  lo  que 
se  pretendió  por  la  de  treinta  y  uno  de  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  dos  que  cita  el  apelante,  y  que  declara  nu- 
las las  ventas  hechas  por  el  Gobierno  de  Santa  Fé,  y  que  fue- 
ron aprobadas  por  la  ley  de  veinte  y  dos  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  cincuenta  y  ocho ;  por  estos  y  sus  fundamentos, 
se  confirma,  con  costas,  el  auto  apelado  de  foja  doscientos 
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ciocueiila  y  uno,  y  saiisfechas  las  costas  y  repuestos  los  se- 
llos, devuélvanse. 

Fbakcisco  de  las  Garberas. — ^Salvador 
M^  DEL  Carril.— FRANasco  Delgado. 
— José  Barros  Pazos. — Benito  Car- 
rasco. 


CAUSA  evii 


Los  herederos  de  Don  Juan   Francisco  Tarragona  contra   la 
Provincia  de  Santa  Fé,  por  cobro  de  pesos. 


Sumario,  —  1^  No  puede  pretenderse  se  declare  deudora 
á  una  provincia,  por  empréstito  hecho  para  la  gueri^  de  la 
Independencia^  cuando  el  demandante,  habiendo  ocurrido  pri- 
mero al  Gobierno  de  esa  Provincia,  pidiendo  se  reconociese 
legítimo  el  cobro  deducido,  y  exigiendo  el  pago,  no  solo  se 
conformó  con  una  resolución  en  que  se  declaró  que  la  deu- 
da era  á  cargo  de  la  Nación,  sino  que  en  esta  virtud  se  pre- 
sentó á  los  poderes  nacionales  pidiendo  el  abono. 

^^  Si  el  demandante  cree  que  es  la  Nación  la  deudora  y 
no  la  Provincia^  no  puede  pretender  que  esta  sea  condenada 
al  pago. 
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Caso.  —  Don  Manuel  Victoriea,  en  representación  de  los  he- 
rederos de  Don  Juan  Francisco  Tarragona,  se  presentó  anle 
la  Suprema  Corte  esponiendo: 

Que  según  se  acredita  por  los  documentos  que  acompaña, 
la  provincia  de  Santa  Fé  debe  á  sus  poderdantes  la  suma  de 
f  700  $  plata  que  en  calidad  de  préstamo  entregó  á  la  Teso- 
rería de  aquella  provincia  el  padre  de  sus  representados  D. 
Juan  Francisco  Tarragona. 

Que  deducida  la  reclamación  ante  el  Gobierno  de  Santa 
Fé,  espidió  el  decreto  consignado  á  foja  4  por  el  que  se  re- 
conoció como  deuda  de  la  provincia  los  1700  ^  espresádos  en 
el  documento  de  foja  1 ;  pero  declarando  que  su  abono  cor- 
respondía al  Tesoro  Nacional  según  lo  dispuesto  en  el  esta- 
tuto de  hacienda  y  crédito  del  ano  de  1854. 

Que  presentados  mas  tarde  ante  el  Gobierno  Nacional,  tan- 
to el  Poder  E.  como  el  Congreso^  resolvieron  mandando  á 
los  interesados  ocurrir  donde  corresponda. 

Que  el  informe  de  la  comisión  clasificadora,  la  providencia 
de  <( ocurra  donde  correspondáis  puesta  una  vez  por  el  P. 
E.  y  dos  por  el  Congreso,  y  el  reconocimiento  esplícito  de 
la  deuda  contenido  en  el  decreto  de  í.  3,  son  otras  tantas 
pruebas  de  que  la  provincia  es  la  obligada  á  satisfacer  la 
deuda  reconocida  por  ella. 

Que  en  esta  virtud  demandaba  á  la  provincia  de  Santa  Fé 
por  la  suma  de  1700  ^ 

Corrido  traslado,  el  Dr.  D.  Delfín  Huergo  por  la  provincia 
de  Santa  Fé  lo  evacuó  diciendo :  que  no  correspondiendo  á 
la  provincia  de  Santa  Fé  la  obligación  de  efectuar  el  pago  de. 
la  cantidad  demandada,  pedia  se  rechazara  la  demanda,  orde- 
nando que  los  interesados  ocurrieren  donde  corresponda. 

Que  según  el  asiento  de  los  libros  de  la  Tesorería  de  San- 
ta Fé,  aparece  que  se  exijió  en  29  de  Noviembre  de  1816  á 
D.  Juan  Francisco  Tarragona  un  empréstito  forzoso,  á  cuen- 
ta del  cual  entregó  1700  ^  plata. 

Que  la  fecha  en  que  fué  exijido  el  empréstito  indica  cla- 
ramente el  oríjen  de  la  obligación,  puesto  que  en  esa  época  él 
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Congreso  de  Tucuman  acababa  de  proclamar  la  independencia  de 
la  República. 

Que  las  provincias  del  antiguo  virreinato,  sin  rentas  propias 
para  atender  á  las  necesidades  de  la  Guerra  en  que  estaban 
empeñadas^  acudian  á  medidas  estraordinarias  para  creai*se 
recursos,  como  h  confiscación  de  los  bienes  de  los  españo- 
les unas  veces^  y  otras  á  los  empréstitos  forzosos  sobre  ios 
patriotas. 

Que  la  deuda  que  reclama  la  familia  Tarragona  es  de  ese 
oríjen,  y  asi  lo  ha  reconocido  ella  en  las  diversas  peticiones 
que  ha  diri/tdo  al  Gobierno  Nacional  y  al  Congreso. 

Que  el  Gobierno  de  Santa  Fé  se  apresuró  á  reconocerla 
haciendo  justicia  al  mérito  de  la  reclamación  por  decreto  de 
14  de  Febrero  de  1865;  pero  declinando  la  responsabilidad 
del  pago,  que  debía  ser  hecho  por  el  Tesoro  Nacional  con  ar- 
reglo al  título  13  del  Estatuto  de  hacienda  y  crédito  sancio- 
nado en  9  de  Diciembre  de  1853  por  el  Congreso  Constituyente. 

Que  en  Setiembre  7  de  1816,  el  Director  Supremo  Gene- 
ral Puirredon  espidió  un  decreto  creando  una  comisión  de 
hacienda  encargada  por  el  artículo  2^  de  proponer  los  me- 
dios mas  eficaces  para  amortizar  el  crédito  público. 

Que  por  la  ley  del  Congreso  de  15  de  Febrero  de  1826  se 
mandó  consolidar  la  deuda  anterior  al  1^  de  Febrero  de  1820, 
procedente  de  suplementos  ó  servicios  á  objetos  Nacionales, 
y  que  el  Congreso  Constituyente  de  1853  la  reconoció  igual- 
mente en  el  título  13  del  estatuto  de  hacienda  y  crédito. 

Que  el  Congreso  actual,  prestando  su  aprobación  al  trata- 
do celebrado  con  España  ha  reconocido  la  justicia  de  las 
deudas  del  oríjen  de  esta,  siendo  de  lamentar  únicamente 
que  al  mismo  tiempo  que  reconocía  y  pagaba  las  reclamacio- 
nes estranjeras,  no  reconociese  y  pagase  las  reclamaciones 
arjentinas,  procurando  compensar  los  sacrificios  de  sus  pro- 
pios hijos. 

Concluye  diciendo  que  el  Gobierno  de  Santa  Fé  no  puede 
ser  obligado  al  pago  de  esa  deuda:  i^  porque  la  propia  con- 
fesión de  los  demandantes  prueba  que  ese  dinero  fué  exíjído 


\  ' 
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para  objeto  de  carácter  nacionaU   y  ^  jorque   las    diversas 
leyes  sancionadas  por  los  Congresos  Arjontinos  han  reconocí 
do  como  obligación  nacional  el  pago  de   las   deudas   de  ese 
orijen. 


Fallo  de  la  Sii|ircina  Corte. 


Buenos  Aires,  Setiembre  i  6  de  1869. 

Vista  la  presente  causa  promovida  por  los  herederos  de 
Don  Juan  Francisco  Tarragona,  representados  por  Don  Manuel 
Victorica^  contra  la  Provincia  de  Santa  Fé,  representada  por 
el  Doctor  Don  DelQn  B.  Huergo,  por  cobro  de  pesos:  resul- 
tando que  los  demandantes  fundan  su  acción  en  el  docu- 
mento de  foja  primera  que  es  un  certificado  espedido  en  San- 
ta Fé  á  veinte  y  nueve  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  diez 
y  seis,  por  el  que  aparece  que  en  lo9  libros  de  la  Contadu- 
ría consta  que  Tarragona  en  aquella  época  entregó  la  canti- 
dad de  mil  setecientos  pesos  á  cuenta  de  dos  mil  que  se  le 
habian  exijido:  que  este  documento  habia  sido  comprobado 
y  por  lo  tanto  reconocida  su  legitimidad  por  el  Gobierno  de 
dicha  Provincia  en  mil  ochocientos  sesenta  y  cinco,  declaran- 
do al  mismo  tiempo  que  correspondia  el  pago  de  esa  deuda 
al  Gobierno  Nacional :  que  habiéndose  presentado  á  este,  se 
resolvió  que  ocurriese  donde  corresponde,  habiendo  entonces 
dirigfdose  por  dos  veces  al  Congreso  con  el  mismo  resulta- 
do :  que  desde  que  el  Gobierno  Nacional  y  el  Congreso  de- 
cian  no  corresponderle,  quien  debia  pagar  era  la  Provincia 
de  Santa  Fé  en  cuyas  arcas  habia  entrado  el  dinero  de  su 
causante  y  por  lo  tanto  la  demandaban  para  que  fuese  conde- 
nada al  pago :  corrido  traslado  lo  evacuó  la  Provincia  de- 
mandada representada  por  el  Doctor  Huergo,  alegando  que 
atenta  la  época  en  que  so  hizo  la  entrega  del  dinero  que  se 
reclama  la  Provincia  no  tenia  personalidad  propia,  ni  sus 
rentas,  ni  sus  recursos  eran  de  la  localidad   sino  de  la  Repú- 


DB  JUSTICIA  NACIONAL.  57 

blica,  para  el  sosten  de  cuya  Independencia  se  exigían  em- 
préstitos como  el  que  se  demanda:  que  los  mismos  interesa- 
dos lo  han  reconocido  ocurriendo  á  la  Nación  y  sosteniendo 
en  sus  escritos  que  esta  es  la  que  debe  hacer  el  abono :  que 
por  diversas  leyes  del  Congreso  se  ba  declarado  deuda  Na- 
cional la  contraída  para  sostener  la  guerra  de  la  Indepen- 
dencia, habiéndose  reconocido  como  tal,  también  la  ^contrai- 
da  con  el  mismo  6n  con  los  ciudadanos  Españoles,  por  el 
tratado  celebrado  con  la  España.  —  Y  considerando:  que 
habiendo  los  demandantes  ocurrido  primero  al  Gobierno 
de  la  Provincia  de  Santa  Fé,  pidiendo  que  se  reconocie- 
se legítimo  el  cobro  que  deducen,  y  al  mismo  tiempo  exijien- 
do  el  pago,  no  solo  se  conformaron  con  la  providencia  de 
foja  tres  vuelta  sino  que  en  virtud  de  ella  pidieron  al  Gobierr 
no  Nacional  su  abono,  sosteniendo  que  este  es  el  verdadero 
deudor:  que  si  los  demandantes  creen,  como  resulta  de  au* 
tos,  que  la  Nación  les  es  deudora  y  no  la  Provincia,  mal  pue- 
den pretender  que  á  esta  se  condene  al  pago :  que  es 
tanto  mas  aplicable  esta  doctrina  al  presente  caso,  cuanto 
que  la  citada  resolución  del  Gobierno  de  Santa  Fe  se  funda 
en  el  Estatuto  de  Hacienda  y  Crédito  de  diez  y  siete  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  cincuenta  y  tres,  por  lo  que  se 
dispone  en  el  titulo  trece  que  trata  dé  la  c deuda  interior», 
pues  que  el  consentimiento  de  los  demandantes  importa  evi- 
dentemente reconocer  la  justa  aplicación  de  esta  ley,  por  con- 
siguiente es  pedir  contra  lo  que  consideran  justo,  el  enla- 
biar la  presente  demanda:  por  estos  fundamentos  se  absuel- 
ve de  ella  á  la  Provincia  de  Santa  Fé,  quedando  el  derecho 
á  salvo  de  los  demandantes  para  que  deduzcan  las  acciones 
que  creyeren  tener  contra  y  ante  quien  corresponda,  debiendo 
cada  parte  pagar  sus  costas,  y  repónganse  los  sellos. 

Francisco  DE  las  Garreiias. —  Francis- 
co Delgado.  —  José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 
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eAusji  cviii. 


D.  Eugenio  Bustos  contra  D,  Claudio   Manterola    y  D.    Ga- 
briel Fornes^  por  cobro  ejecutivo  de  pesos. 


Sumario. — 1^  La  jurisdicción  no  se  estíende  fuera  del  pro 
pío  lerriiorio. 


Caso, — En  los  aulos  ejecutivos  seguidos  por  D.  Eugenio 
Buslos  contra  D.  Claudio  Manterola  y  D.  Gabriel  Fornes  por 
cobro  de  10,8^0  0  oro,  el  primero,  alegando  que  los  bienes 
embargados  no  eran  suficientes,  pidió  se  mejorase  el  embar- 
go contra  la  persona  y  bienes  de  Manterola,  y  se  despachara 
carta  rogativa  á  los  Tribunales  de  Chile,  donde  se  encontra- 
ba Manterola^  para  ejecutar  el  mandamiento. 


Fallo  del  Juez  de  lieeeioii. 


Buenos  Aires,  Abril  29  de  1869. 

Siendo  la  pretensión  del  ejecutante  que  el  Juzgado  mande 
ampliar  fuera  del  territorio  argentino  una  disposición  judicial^ 
no  gozando  nuestras  leyes  el  beneficio  estraterritorial  y  siendo 


DE  JUSTICIA  NACIONAL.  59 

la  diligencia  que  se  solicita  un  procedimiento  meramente  judi- 
cial,  propio  del  país  á  cuyos  juzgados  se  ocurre :  no  ha  lugar. 

Palma. 
•  Apelado  el  auto  en  relación  se  confirmó  por  el   siguiente : 


Fallo  de  la    Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  18  de  1869. 

Vistos :  siendo  como  ya  se  ha  resuelto  en  un  caso  análogo, 
un  principio  de  derecho  internacional  que  la  jurisdicción  no 
se  estíeude  fuera  del  propio  territorio :  ultra  territorinm  jus 
dicenti  impune  non  paretur^  se  confirma,  con  cosías,  el  auto 
apelado  de  foja  dos  vuelta ;  y  satisfechas  aquellas  y  repues- 
tos los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Sal- 
vador M.  DEL  Carril. — Francisco 
Delgado.— José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 
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CA1J0A   CñTk, 


El  Baiwo  Italiano  contra  D.  Francisco  Arteaga^  sobre 

prestación  de  garantía. 


Sumario.  —Importando  ia  petición  del  demandante  una 
seguridad  que  la  favorece,  y  no  oponiéndose  por  el  deman- 
dado objeciones  que  releven  un  derecho  desconocido,  ó 
un  perjuicio  cualquiera,  dehe  hacerse  lugar  á  la  demanda. 


Caso.  —  Por  documento  de  4  de  Agosto  de  1864  Don 
Leopoldo  Arteaga  reconoció  deber  al  Banco  Italiano  la  suma 
de  51,948  ^  50  es.  fuertes,  y  1.028,750  g  m/c  con  sus 
intereses,  conviniendo  en  entregar  como  prenda  acciones  de 
la  compañía  Arteaga  de  iluminación  á  gas  del  Rosario  por 
el  importe  nominal  de  ellas  hasta  la  suma  de  100,000  pesos 
fuertes,  y  comprometiéndose  á  llenar  las  formalidades  nece- 
sarias para  dejar  al  Banco  en  aptitud  de  disponer  de  dichas 
acciones. 

Al  dorso  del  citado  documento  se  hizo  la  liquidación  de 
toda  la  deuda  en  pesos  fuertes,  resultando  la  suma  de  91 ,000 
pesos  fuertes,  por  los  que  se  obligó  D.  Leopoldo  Arteaga  á 
entregar  un  vale  de  10,000  ^  fts.  á  la  vista,  otro  de  20,000 
pesos  al  30  de  Octubre  de  1868,  otro  de  31,000  ^  al  30  de 
Noviembre,  y  otro  de  30,000  j^  al  30  de  Diciembre  de  1868, 
quedando  vigente  lo   convenido  respecto   de  la  garantía. 
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Al  final  del  documento  se  paso  la  siguiente  declaración. 

<  Yo  el  abajo  firmado,  actual  propietario  de  la  Usina  del 
«  Gas  del  Rosario  me  obligo  á  garantir  al  Banco  Italiano  el 
c  cumplimiento  de  los  compromisos  conlraiJos  por  mi  hcr- 
c  mano  D.  Leopoldo  Arteaga  en  el  docu:nento    anterior. 

Rosario,  Noviembre  26  de  1868.  p 

Francisco  Arteaga, 

£1  representante  tlel  Banco  Italiano  en  virtud  del  citado 
documento  demandó  á  D.  Francisco  Arteaga  para  que  dentro 
de  3^  dia  prestara  la  garantía  ofrecida. 

Después  de  entablada  la  demanda,  el  representante  de  la 
Comisión  fiscal  de  Bancos  encargada  por  el  Gobierno  de  la 
República  Oriental  del  Urugua}  de  la  liquiilacion  del  Banco, 
se  presentó  á  proseguirla,  haciendo  presente  que  la  empresa 
de  iluminaciones  á  gas  se  dehia  constituir  de  500  acciones 
de  i, 000  $  fts.  cada  una,  de  las  que  180 estaban  ya  empeñadas 
y  las  demás  debian  depositarse  en  el  Banco  Mauá;  y  pidió 
se  notificara  á  Mauá  y  compañía  reservase  á  su  tiempo  iOO 
acciones  á  la  orden  del  Juzgado,  para  entregarlas  al  Banco 
Italiano  en  pago  de  las  obligaciones  indicadas. 

Conferido  traslado,  contestó  D.  Francisco  Arteaga  que  él 
no  era  sino  el  garante  de  las  obligaciones  de  D.  Leopoldo 
Arteaga  respecto  de  la  entrega  de  las  iOO  acciones. 

Que  su  obligación  no  podia  hacerse  efectiva  sino  en  el 
caso, de  que  aquel  no  cumpliera  con  la  suya,  y  para  eso, 
era  necesario  ezijirle  previamente  la  entrega  de  las  mencio- 
nadas acciones. 

Que  esa  misma  obligación  llevaba  la  obligación  implícita 
de  la  previa  formación  de  la  compañía  del  gas  y  emisión  de 
las  acciones. 

Que  no  habiendo  estas  tenido  lugar,  no  se  podia  exijir 
el  cumplimiento  al  principal  obligado,  y  mucho  menos  al 
fiador. 

Que   por  lo  tanto  debia  rechazarse  con  costas   la  demanda. 
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Se  llamó  á  las   partes  á  juicio    verbal   y  verificado  este 
se  dició  el  siguiente 


FaUo  del  Jíuez  Seccional. 


Rosario,  Julio  16  de  1869. 

Autos  y  vistos;  oidas  las  partes  en  el  juicio  verbal  que 
consta  del  acta  que  precede,  y  resultando  de  lo  en  él  es-* 
puesto:  —  I"*  Que  la  peticioi^  del  demandante  se  reduce  á  que 
el  Sr.  Arteaga  cumpliendo  la  obligacían  que  reconoce  de  en- 
tregar las  cien  acciones  de  la  compañía  del  gas  del  Ro- 
sario asi  que  se  organize,  los  deposite  en  el  Banco  Mauá 
á  disposición  der  acreedor  que  lo  es  el  Banco  Italiano ; — 
2<>  Que  á  esta  petición  del  demandante  no  ha  opuesto  el 
demandado  objeciones*  que  releven  un  derecho  desconocido 
ó  un  perjuicio  cualquiera,  mientras  que  importa  al  de- 
mandante una  seguridad  que  le  favorece  y  el  derecho  de 
hacer  recibir  á  su  nombre  ó  depositar  en  poder  de  uo 
Banco  ó  persona  cualquiera,  los  valores  que  en  garantía 
le  deben  ser  entregados.  —  Por  tanto  deposítense  en  el 
Banco  Mauá  las  cien  acciones  referidas,  tan  luego  que 
se  organice  la  compañía  de  gas  del  Rosario,  quedando 
allí  á  disposición  de  la  Comisión  Fiscal  encargada  de  la 
liquidaciondel    Banco   Italiano. 

Zuviria. 
Apelada   la   sentencia  fué   confirmada  por  el   siguiente 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  21   de  1869. 

Vistos :    por  sus    fundamentos^   se  confirma,   con  costas, 
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el    auto   apelada   de   foja  treinta   y   caatro  vuelta,    y  satis- 
fechas  aquellas,    y   repuestos  los    sellos,    devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.— Salvador 
M.  del  Carril. — Francisco  Delgado. 
—José  Barros  Pazos.— Benito  Car- 
rasco. 


CAUSA  CUl. 


D.  Tiburcio   Venegas  contra  D.  Ignacio  Estrella  y  otros^  por 
infracción   de  la  ley  nacional  de  elecciones. 


Sumario.  —  Siendo    falso  el    fundamento   del   recurso  de 
apelación,  debe   confirmarse   la   sentencia  apelada. 


Caso.  —  D.  Tiburcio  Venogas  acusó  ante  el  juez  de  la 
sección  de  Mendoza  el  ciudadano  D.  Hilario  Segovia  como 
presidente  de  la  mesa  de  elecciones  de  San  Rafael,  y  á 
los  escrutadores  D.  Jacinto  Estrella,  D.  Inés  Arana,  D.  José 
Rodríguez  y  D.  Francisco  Ceballos  por  haber  firmado  el 
acta   de   la   mesa    escrutadora   en   la   elección   de   uo  Di- 
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putado  al  Congreso  Nacional  el  5  de  Julio  de  1868,  es- 
poniendo  que  en  ese  dia  no  hubo  elección,  que  la  mesa 
escrutadora  no  tuvo  el  registro  cívico  á  la  vista;  que  de 
los  que  aparecen  sufragantes  algunos  habian  muerto, 
otros  eran  estrangeros,  y  oíros  no  eran  vecinos  de  San  Ra- 
fael, y  que  el  escrutinio  fué  entregado  á  la  legislatura  dos 
meses  después  del  5  de  Julio;  y  pidió  que  se  impusiera  á 
los  acusados  la  pena  establecida  por  el  art.  34  de  la  ley 
nacional   penal  de  14  de  Setiembre  de  1863. 

El  juez  de  sección  levantó  un  sumario  sobre  los  hechos 
espucstos,  ordenó  la  prisión  de  los  acusados,  de  los  que 
fué  capturado  solo  D.  Ignacio  Estrella;  tomó  á  este  con- 
fesión con  cargos,  y  después  de  haberle  citado^  para  infor- 
mar verbalmente,  pronunció  el  siguiente 


Fallo  áéi  Jíuez  Sccelonal 


Mendoza,  Mayo  19  de  1869. 

Vistos:  Resulta  de  este  sumario  que  el  ciudadano  arjentino 
D.  Tiburcio  Venegas  acosa  al  ex-subdelcgado  Hilario  Segovia 
como  presidente  de  la  mesa  de  San  Rafael,  y  escrutadores, 
Jacinto  Estrella,  Inés  Arana,  José  Rodríguez  y  Francisco 
Gevallos  por  aparecer  firmando  el  acta  de  la  mesa  prima- 
ria y  escrutadora  de  la  elección  de  un  Diputado  al  Congreso 
Nacional  el  5  de  Julio  de  1868.  ^  1^  Porque  en  este  dia 
no  hubo  elección^  que  de  consiguiente  son  fraguados  los 
71  votos  que  aparece  tener  por  las  listas  que  corren,  desde 
t.  3^  á  6^  inclusive  á  favor  de  D.  Francisco  Calle.  -^2^  Que 
si  efectiva  fuese  esa  elección,  la  mesa  escrutadora  no  tuvo 
á  la  vista  el  Registro  Cívico  Nacional  para  hacer  las  ve- 
rificaciones á  que  haya  lugar,  según  lo  previene  el  art.  30 
de  la  ley  de  elecciones,  —  3"*  Que  del  escrutinio  agregado 
á  este  sumario  aparecen  sufragantes  que  han  muerto  antes 
del  dia  de  la   elección,  otros   qne  á  esa  fecha  no   residían 
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en  San  Rafael;  y  cuarto,  que  á  los  meses  después  del  5 
de  Julio  recién  se  ha  eotregado  al  Sr.  Presidente  de  la 
Honorable  Cámara  Lejislativa  el  escruliño  por  manos  de 
D.  Felipe  Calle,  cuyo  retardo,  es  bastante  signiQcativo. 
Concluye  el  querellante  con  que  se  castigue  á  los  deman- 
dados con  arreglo  al  art.  Si  de  la  ley  Nacional  de  i 4  de 
Setiembre  de  1863,  breve  y  sumariamente  como  lo  manda  el 
art«  56  de  la  ley  de  elecciones  nacionales  de  7  de  Noviem- 
bre de  1863.  » 

Considerando: — i^  Que  la  facultad  de  correjir  y  aun 
castigar  las  infracciones  sobre  elecciones  nacionales  cor- 
responde á  los  jueces  de  sección,  pudiendo  cualquier  ciudada- 
no denunciarlas  y  requerir  en  represión,  art.  55  y  56 
de  la  ley  de  7  de  Noviembre  de  1863,  y  34  de  14  de 
Setiembre   id. 

2^  Que  contra  la  afirmación  de  haber  habido  elección 
el  5  Julio  de  1868  á  cau^a  de  la  convocatoria  del  30 
de  Mayo  del  mismo  año,  militan  las  pruebas  siguientes : 
—  1°  Las  declaraciones  del  Teniente  Coronel  D.  Amaro 
Catalán  y  Mayor  D.  Carlos  E.  Villanueva.  El  primero  dice: 
que  no  ha  sabido  que  debian  hacerse  elecciones  el  5  de 
Julio,  ni  que  se  hayan  practicado.  El  segundo,  que  no 
ha  tenido  conocimiento  de  tal  elección,  aunque  no  se  alejó 
del  centro  de  la  Villa  el  referido  dia  5  del  Julio;  —  2<* 
Las  declaraciones  de  los  testigos  Cruz  Aguilera,  D.  Isaac 
Infante,  Tránsito  Serna,  Antonio  Pizarro  y  Juan  Gualberto 
Serna  que  aparecen  como  sufragantes  en  los  escrutinios 
el  5  de  Julio,  cuando  no  han  votado  ó  han  estado  dis- 
tantes ó   ausentes  de   San  Rafael. 

3o  Que  si  bien  es  cierto  que  el  artículo  sesenta  de  la  ley 
de  elecciones  permite,  cque  donde  fuese  imposible  esta- 
blecer el  Registro  Cívico  la  caliíicacion  se  hará  por  la 
mesa  escrutadora  en  el  acto  de  la  elección,  esta  escepcion 
á  la  regla  general  no  se  ha  alegado,  puesto  que  el  acusa- 
do Jacinto  Estrella,  sostiene  que  se  ha  tenido  á  la  vista 
el  Registro,  lo  cual  es  falso,  porque  según  el  acta  de 
T.  vm  5 
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íoja  i7  hasta  el  año  de  i866  no  había  Registro  en  San 
Rafael,  hecho  que  se  comprueba  mas  por  la  nota  de  Hi- 
lario Segovia  como  sub-delegado  que  corre  á  f.  11,  donde 
dice  lacónicamente  sin  fecha  que  no  puede  dar  copia  de 
los  registros  del  64,  65,  66  y  67,  porque  el  archivo  de  la 
sub-delegacion  habia  sido  quemado  totalmente  sin  espresar 
cuando  como  era  preciso  que  lo  hiciera  para  poder  colé- 
jir,  si  ia  quema  era  anterior  ó  posterior  á  la  elección  del 
5   de   Julio  susodicha. 

4o  Que  está  visto,  que  hasta  Agosto  del  66  no  ha 
habido  Registro  Cívico  en  San  Rafael,  en  67  menos  por- 
que si   hubiera  existido   se   hubiese   mandado    copia   de  él 

á  este  juzgado,    como  lo  dispone  el  art de    la  ley  de  5 

de  Octubre  de  1866. 

&^  Que  en  igual  caso  se  encuentca  el  del  año  1868 
por  la  razón  antedicha  y  que  abriéndose  este  en  Octubre, 
la  elección  de  Julio  se  hizo  antes. 

6o  Que  por  el  acta  de  f.  18,  y  declaraciones  de  tres 
testigos  que  ratifican  aquella,  juramentados  posteriormente  á 
esta  á  la  presencia  judicial,  consta    que  el    escrutinio  de 

f.  4  vuelta,  á  f. contiene  votos  de  estrangeros,   de  al* 

gunos  que  son  muertos  ó  que  habian  mudado  de  domi- 
cilio de  San  Rafael  á  otro  distrito  electoral  con  mucha 
anticipación  al  5  de  Julio  de  1868,  lo  que  prueba  falsifi- 
cación, en  una  palabra  que  no  hubo  elección  verdadera,  ni 
que  se  ha  tenido  á  la  vista  el  Rejistro  Cívico,  ni  menos 
calificidose  á  los  sufragantes  con  arreglo  al  caso  escepcio* 
nal  que  preveo  el  art.  68,  porque  si  asi  hubiera  sido,  no 
se  contarían  en  el  escrutinio,  votos  falsos  como  los  hay 
tantos  en   el  escrutinio^  y 

1^  Considerando  por  último^  que  con  estas  infraccio- 
nes se  han  violado  los  art.  13,  24  y  30,  de  la  ley  de  elec- 
ciones. 

Por  cuanto  no  han  sido  aprendidos  los  acusados,  Hilario 
Segovia,  Inés  Arana,  José  Rodríguez  y  Francisco  Ceballos, 
suspéndase  contra  estos  la  causa  hasta  que  sean  conducid 
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dos  á  la  cárcel  ó  se  constitayan  volantariamente  en  ella 
con  arreglo  al  art.  360  de  la  ley  de  procedimientos.  —  Con 
relación  á  Jacinto  Estrella,  presente,  condeno  á  este  á  un 
año  de  prisión  en  la  cárcel  pública  6  en  su  defecto,  á  300 
pesos  faertes  aplicables  al  fisco  Nacional,  de  conformidad 
con  el  art.  34,  lít.  6  de  la  le;  penal  de  14  de  Setiembre 
de  1863  y  costas  de  la  causa.  Repónganse. 

Juan  Palma. 

m 

Estrella  apeló  é  interpuso  recurso  de  nulidad  de  esta  sen- 
tencia alegando  que  no  se  habia  oído  su  defensa  con  infrac- 
ción de  la  constitución   que  la  declara  inviolable. 

Concedido  el  recurso  en  relación  se  dictó  el  siguiente 


Fallo  de  1»  Suprema  Copie 


Buenos  Aires,  Setiembre  21  de  1869 

Vistos,'  y  considerando  que  el  apelante  ha  sido  citado 
para  informar  verbalmente,  y  que  por  consiguiente  es  falso 
el  fundamento  del  recurso,  se  confirma,  con  costas,  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  cincuenta  y  cuatro,  y  devuélvanse. 

f  Francisco  de  las  Carreras. — 

Salvador  M.  Carril.— Frah- 
I  CISCO  Delgado.  —  José   B. 

Pazos. — Benfto  Carrasco. 
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CAUSA   CJLl. 


Alvarez  y  Risso^  y  D.  Domingo  Mascirí^  contra  las  Compariias 
f  Garantios  >  j/  «  Lembranca  »  y  ¿a  ^Arjentina^  de  Seguros 
Marítimos^  sobre  abandono  del  vapor  «  Yi.  > 


Sumario.  —  I"*  El  capitán  y  los  consignatarios  de  un  buque, 
que  por  orden  del  propietario  y  declarando  los  seguros 
existentes,  hacen  su  abandono  por  cuenta  de  quien  corres- 
ponda, nt>  están  obligados  á  acompañar  las  pólizas  de  los 
seguros,  y  por  la  falta  de  estas  no  pueden  ser  considera- 
dos como  litigantes   temerarios. 

2<>  La  presentación  de  las  pólizas  es  necesaria  para  cobrar 
el  valor  del  seguro. 


Caso.  —  Incendiádose  en  13  de  Setiembre  de  1869  el 
vapor  oriental  c  Yi »,  y  practicada  la  pericia  sobre  el  es-» 
tado  del  buque,  causas  del  siniestro  etc.,  con  citación  de  la 
Compañía  Arjentina  de  Seguros  Marítimos  y  de  un  defensor 
nombrado  á  las  compañías  Brasileras  <  Garantía  >  c  Feliz  Lem- 
branca >  que  lo  babian  asegurado,  el  capitán  D.  Domingo 
Hascio  y  los  consignatarios  del  vapor^  Alvarez  y  Risso^  in- 
vocando órdenes  de  los  propietarios,  y  declarando  los  seguros 
que  se  babian  celebrado  sobre  el  buque,  según  instrucciones 
d¿  aquellos,   hicieron   abandono  del  buque  por  cuenta    de 
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los  aseguradores  y  de  quien  correspondía  con  arreglo  al 
art.  1394  y  siguiente  del  Cód.  de  C,  y  pidiendo  se  admitiese 
el  abandono  para  ocurrir  á  los  aseguradores. 

El  Gerente  de  la  Compañía  Arjentina  formó  articulo,  pi- 
diendo se  detallasen  los  seguros  del  c  Yi  >  y  exhibiesen  las 
pólizas,   para  saber  la  época   é  importancia  de   aquellos. 

Dijo  que  sin  eso  no  se  satisfacía  el  objeto  del  art.  409 
del  Cód.  de  C.  ni  él  de  la  póliza  de  la  Compañía  Arjentina. 

Que  la  simple  cuenta  del  asegurado  no  podia  admitirse 
sin  póliza  con  arreglo  al  art.  1392  del  Cód.  de  C, ;  y  que 
siendo  la  de  la  Compañía  Arjentina  al  portador  era  nece- 
sario acompañarla  para  justificar  la  personería. 

El  defensor  de  las  Compañías  Brasileras  contestó  que  era 
inadmisible  el  abandono  porque  no  se  babia  cumplido  con 
lo  dispuesto  por  el  art.  1407  del  Código  de  Comercio,  por- 
que no  se  babian  exhibido  las  pólizas,  y  porque  sin  ellas 
no  se  sabia  si  los   demandantes  eran  los  asegurados. 

Contestaron  los  demandantes  al  Gerente  de  la  Compañía 
Arjentina  que  no  babian  deducido  acción  alguna  contra  la 
Compañía,  en  cuyo  caso  podia  entenderse  el  artículo  en  tras- 
lado ;  sino  que  se  habían  limitado  á  hacer  el  abandono  por 
cuenta  de  quien  corresponde,  para  deducir  después  las  accio- 
nes correspondientes. 

En  esto  se  presentó  el  Gerente  del  Banco  de  Londres 
con  la  póliza  de  seguro  de  la  Compañía  Argentina  por  35,000 
pesos  ftes,  sobre  el  vapor  c  Yi  »  trasferida  á  favor  del  banco 
por  el  Presidente  de  la  Compañía  Sad-Americana  de.  nave- 
gación á  vapor^  y  pidió  el  pago  de  la  suma  asegurada. 

Se  convino  en  el  depósito  de  la  suma  en  lugar  del  pago 
bago  la  fianza  prescripta  por  el  art.  1393  del  Cód.  de  C-,  y 
Se  dio  traslado  de   la  demanda. 

La  Compañía  Arjentina  espuso  que  antes  de  contestar,  se 
debia  resolver  la  cuestión  sobre  el  abandono. 
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Fallo  del  Jíues  Seccional. 


Buenos  Aires,  Agosto  16  de  1869. 

Y  vistos:  no  pudieodo  el  capitán  y  consignatario  del 
vapor  c  Yi  >  hacer  el  abandono  de  este,  derecho  que  solo 
pertenece  al  asegurado,  según  el  art.  1409  del  Código  de 
Comercio,  y  que  debe  ejercitarse  en  la  forma  determina- 
da por  dicho  artículo. 

Por  estos  fundamentos  y  á  los  efectos  espresados  en  el 
final  del  artículo  citado  mil  cuatro  cientos  nueve,  se  decla- 
ra nulo  el  abandono  hecho  por  el  capitán  y  consignatarios 
del  vapor  t  Yi  >  á  quienes  se  condena  en  las  costas  del 
artículo  promovido;  é  intímese  á  la  Compañía  Arjentina  eva*> 
cue  dentro  del  término  de  la  ley,  el  traslado  ^que  se  le 
corrió  de  la  demanda  entablada  por  el  Banco  de  Londres  y 
Rio  de  la  Plata. 

Zavaleta. 

El  capitán  Mascio  y  Alvarez  y  Risso  apelaron  de  la  sen* 
tencia  en  la  parte  en  que  fueran  condenados  en  costas, 
diciendo  que  hablan  cumplido  con  un  deber  haciendo  el 
abandono  del  buque  en  estado  de  inavegabilidad;  y  que  en 
cuanto  á  lo  principal  habiendo  hecho  suyo  el  pleito  los 
tenedores  de  la  póliza,  á  ellos  correspondía  apelar  ó  no. 

Concedida  la  apelación  en  relación,  se  dictó  el  siguiente 


Fallo  de  la  Suprema  CorScí 


Buenos  Aires,  Setiembre  21  de  1869. 

Vistos,  y  considerando  :  —  Primero.  Que,  según  resulta  del 
desediente  agregado,  el  capitán  y  los  consignatarios  del  va- 
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por  €  Yi  >,  invocando  órdenes  de  los  propietarios,  y  declarando 
con  arreglo  á  instrucciones  de  los  mismos,  los  seguros  que 
se  hablan  celebrado  sobre  el  buque,  |híc¡eren  su  abandono 
por  cuenta  de  quien  correspondiera.  —  Seguiido.  Que  no 
se  les  ha  negado  la  autorización  con  que  procedieron,  ni 
la  exactitud  de  sus  declaraciones.  —  Tercero.  Que  por  el 
articulo  mil  cuatro  cientos  nueve  del  Código  de  Comercio, 
no  Cbtaban  obligados  á*mas,  mientras  no  dedujeran  la  acción 
para  cobrar  el  valor  del  buque,  que  es  el  caso  del  articulo 
mil  tres  cientos  noventa  y  dos.  — '  Cuarto.  Que,  por  consi- 
guiente, el  capitán  y  los  consignatarios  por  ei  abandono 
del  €  Yi  >  en  los  términos  en  que  lo  hicieron,  no  han  in- 
currido en  la  pena  del  litigante  temerario;  por  estos  fun* 
damentos,  se  les  absuelve  de  la  condenación  en  costas,  re- 
vocándose en  esta  parte  el  auto  apelado  de  foja  diez  y  seis 
vuelta ;  y  satisfechas  las  costas  de  la  presente  instancia  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
M^  DEL  Carril.— Francisco  Delgado. 
— José  Barros  Pazos.— Benito  Car- 
rasgo. 
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CAUSA   CJLIl. 


D.  Genaro  Martínez  contra  D.  Luis  P.  Razetto^  por  co- 
bro de  pesos. 


Sumario. — 1»  El  encargo  de  cobrar  un  documento,  y  en- 
tregar su  valor  á  quien  hace  el  encargo,  si  se  recibe  aquel,  es 
un  verdadero  mandato. 

^  El  mandatario  debe  cumplir  las  órdenes  del  mandan- 
te, é  indemnizarle  los  perjuicios  que  le  cause  desviándose  de 
-«lias. 

S^  El  aviso  que  el  mandante  dé  al  deudor  del  documento 
de  haber  ordenado  al  encargado  de  recobrarlo  por  no  haber 
sido  pagado  con  arreglo  á  sus  instrucciones  y  en  la  forma  de- 
bida, no  importa  la  renuncia  de  sus  acciones  contra  el  man- 
datario que  no  las  cumplió. 


Ca^o.— En  1^  de  Octubre  de  1868  D.  Genaro  Martínez  ar- 
gentino^ entregó  á  D.  Luis  P.  Razetto,  estrangero,  vecino  del 
Rosario,  un  documento  contra  el  Gobierno  del  Brasil  por  la 
suma  de  2,657  ^  Fts.  30  <cs.  pagadero  en  Montevideo,  obligán- 
dose Razetto  á  abonarla  á  Martínez  en  cuanto  tuviese  aviso  del 
pago  allí  efectuado,  menos  600  ^  Fts.  que  le  habia  adelantado. 

Martínez  demandó  á  Razetto  para  que  le  entregase  el  saldo 
de  dicho  documento  pagado  ya  en  Montevideo,  cuyo  saldo  era 
de  300  ^  Fts.  mas  ó  menos  con  sus  intereses  y  costas. 
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Conferido  traslado  Razetto  acompañó  nnos  recibos  de  Mar- 
tínez por  848  ^  B.  42  es.,  y  1,048  ^  F.  67  es.,  con  una  car- 
ta de  D.  Agustín  Givils  de  Montevideo,  comunicando  haber  co- 
brado él  documento  de  500,000  reis  contra  los  brasileros,  que 
á  razón  de  9,408  reis  por  <£  importó  la  suma  de  2,497  ^  87 
es.  m/c.  oriental. 

Acompañó  una  cuenta  cargando  á  Martinez  2,315  ^  F.  17 
es.  recibidos,  y  abonándole  2,208  ^  F.  11  es.  producto  de 
la  suma  indicada  por  Civils  con  la  depreciación  de  15  p.^o^  y 
resultando  contra  Martínez  un  saldo  de  107  ^  F.  06  es.,  le 
contrademandó  por  el  pago  de  este  saldo,  con  los  intereses  y 
costas. 

Replicó  Martínez  que  por  el  recibo  de  !<>  de  Octubre  (f.  6), 
el  documento  entregado  era  de  2,657  ^  F.  17  es. ;  que  por 
la  cuenta  de  Razetto  este  le  habia  dado  solamente  2,315  ^ 
F.  17  es.;  y  que  por  consiguiente  Razetto  le  era  deudor  del 
saldo  de  342  j^  F.  13  es.  con  los  intereses. 

Que  Razetto  se  obligó  á  pagar  oro,  y  no  el  papel  de  Monte- 
video que  desmerecía  de  un  15  p.  Vo;  que  además  Martinez 
le  aclvirtíó  que  de  ninguna  manera  debia  recibir  en  pago  del 
documento  el  papel  de  curso  forzoso;  que  Razetto  aceptó  la 
advertencia  y  dio  orden  á  su  comisionado  en  Montevideo  de 
devolver  el  documento  en  el  caso  de  quererlo  pagar  con  pa- 
pel moneda. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba. 

Las  pruebas  que  produjo  Martínez  fueron  un  certificado  de 
tos  Sres.  Marciano  Molina  y  Ca.  de  haber  recibido  una  letra 
contra  la  proveeduría  brasilera  de  Montevideo,  siendo  su  rea- 
lización á  9,408  reis  por  £ ;  y  una  carta  de  Razetto  á  Givils, 
cuyo  tenor  es  el  siguiente  : 

€  Incluso  remitímos  á  U.  un  documento  de  500,000  reis  á  15 
días  contra  la  proveeduría  brasilera  &.  El  girante  Sr.  Mar- 
tinez encarga  de  cobrar  las  £  á  razón  de  9,408  reis,  lo  que 
daría  2,657  j(f  F.  26  es.  Si  acaso  hay  alguna  diferencia,  ten- 
ga U.  á  bien  avisarnos  en  el  acto  para  dar  las  disposiciones  ne- 
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cesarías^  á  menos  que  no  se  trate  de  alguna  cantidad  insigni- 
ficante. 
El  demandado  produjo  las  pruebas  siguientes: 
Una  carta  de  la  razón  Da  Silva  y  Ca.  de  la  cual  hacia  par^ 
te  Martinez,  dirigida  en  6  de  Octubre  de  1868  á  la  Comisión 
pagadora  del  Brasil  en  Montevideo,  diciendo  que  habian  sabi- 
do que  la  letra  de  quinientos  mil  reis  girada  á  'Martínez  había 
sido  pagada  en  papel  moneda ;  que  no  podían  aceptar  ese  pa- 
go, y  procedían  á  ordenar  al  cobrador  que  recojiese  el  do- 
cumento, devolviendo  lo  que  habia  recibido. 

Unas  posiciones  absueltas  por  Martínez,  reconociendo  los 
recibos  presentados  por  Razetto^  y  declarando  que  la  letra 
en  cuestíon  fué  endosada  por  venta  y  no  por  comisión  de 
cobranza. 


Fallo  del  Jíues  de  Seeeien. 


Rosario,  Julio  22  de  1869. 

Y  vistos,  Considerando: — 1<>  Que  de  los  autos  y  pruebas 
producidas  resulta  la  obligación  contraída  por  Don  Luis  P. 
Razetto  y  Ca.  de  abonar  á  Don  Genaro  Martínez  el  valor  de 
un  documento  que  él  recibió  contra  el  Gobierno  Brasilero/ 
pagadero  en  Montevideo,  y  representando  un  valor  de  dos  mil 
seis  cientos  cincuenta  y  siete  pesos  treinta  centavos.  —  Docu- 
mento def.  6. — 2^  Que  esa  obligación,  asi  como  la  manera 
de  hacer  el  cobro  del  documento,  están  perfectamente  escla- 
recidas en  la  carta  no  negada  de  foja  SU,  en  que  Don  Luis 
P.  Razetto  y  Ca.  se  constituye  en  mandatario  de  Martínez,  pues 
dice  le  encarga  este  cobrar  las  libras  esterlinas  á. razón  de  9,408 
rs.,loque  daría  en  oro,  el  valor  integro  del  documento;  agre- 
gando que  si  hay  una  diferencia^  se  le  avise  en  el  acto  para 
dar  las  disposiciones  necesarias : — 3<>  Que  la  falta  de  cum- 
plimiento á  esta  orden  y  deprecio  del  documento  en  su  co- 
bro, si  bien  puede  dar  acción  á  Razetto  contra  su  encargado. 
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DO  puede  exhonerar  á  aquel  de  lá  obligación  contraída  con 
Martínez,  ni  modificar  esencialmente  su  sentido.  —  Por  tanto  y 
siendo  aplicable  al  caso,  las  disposiciones  de  los  art".  303  y 
320  del  Código  de  Comercio  —  fallo  declarando  obligado  i  D. 
Luis  P.  Razetto  y  Ca.  al  pago,  previa  liquidación,  del  valor 
íntegro  en  metálico,  del  documento  cobrado,  debiendo  dedu* 
cir  de  él,  las  cantidades  entregadas  sobre  su  valor;  con  cos- 
tos al  demandado  —  y  hágase  saber,  reponiéndose  los  sellos. 

José  M,  Zuviria. 

Rezetto  apeló  y  se  le  concedió  el  recurso  libremente. 

Ante  la  Suprema  Corte,  espresando  agravios,  dijo  que  babia 
sido  considerado  como  comprador  del  documento,  y  como  co- 
misionado para  su  cobranza. 

Que  estas  cualidades  eran  contradictorias,  pero  que  en  los 
dos  casos,  no  estaba  obligado  á  pagar  la  diferencia  del  de- 
mérito del  papel  moneda. 

Que  en  el  caso  de  ser  comprador,  el  vendedor  le  babia  ven- 
dido por  2,657  $  F.  30  es.,  un  documento  que  valia  2,208 
^  F.,  y  estaba  obligado  á  sanear  la  cosa  vendida,  porque  los 
daños  en  las  cosas  que  se  cuentan  corresponden  al  vendedor, 
y  porque  esta  responde  del  \\fi\o  oculto  de  la  cosa,  siéndolo 
él  de  que  la  cobranza  que  se  espresaba  deberse  pagar  en  oro 
pudiese  ser  pagada  en  papel — art.  542  y  545  del  Cód.  de  C. 

Que  en  efecto  por  la  carta  de  6  de  Agosto,  Martínez  acep- 
tó la  obligación  de  reclamar  la  diferencia  del  precio,  exho- 
nerando  asi  al  comprador  del  quebranto. 

Que  en  el  caso  de  ser  comisionado  para  la  cobranza,  la 
carta  He  Razetto  no  probaba  que  este  había  asumido  la  obli* 
gacion  de  cobrar  en  oro  y  no  en  papel. 

Que  en  todo  caso  por  esa  carta  sq  encargaba  de  cobrar  ^ 
razón  de  9408  reís  por  £,  lo  que  daba  un  total  de  2604  ^ 
F.  16  es.,  y  no  de  2657  jjf  F. 

Que  Martínez  se  reservó  reclamar  la  diferencia  contra  el 
Gobierno  Brasilero,  y  deduciendo  su  acción  contra  este,  la 


76         FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

resnoció  eontra  Razetlo,  reconociendo  que  había  cumplido 
el  mandato ;  y  privándole  de  la  facultad  de  reclamar  la  cita- 
da diferencia. 

Cootesti^  Hartinez  que  ¿1  no  había  entablado  la  acción  de 
venta,  ni  de  mandato,  sino  que  pidió  el  cumplimiento  de  la 
obligación  de  1^  de  Setiembre,  (f.  6.) 

Que  considerada  la  cuestión  como  venta  ó  mandato,  la  sen- 
tencia era  justa. 

Que  el  Tendedor  no  debe  sanear  sino  en  caso  de  eviccion 
ó  de  no  haber  tenido  derecho  para  enagenar. 

Que  no  había  vendido  una  cosa  de  las  que  se  cuentan,  si- 
no un  papel  de  comercio  que  trasmite  la  acción  de  exigir 
dinero. 

Que  no  había  vicio  en  la  cosa,  y  no  era  tal  él  de  haber  si- 
do pagada  en  papel  la  letra,  porque  se  lé  previno  de  no 
aceptarlo. 

Que  la  carta  de  6  de  Agosto  fué  anterior  al  documento  de 
f.  6,  y  aun  siendo  posterior,  no  importaba  una  rescisión  de 
la  venta,  porque  el  acreedor  tiene  derecho  de  practicar  los 
actos  conservatorios  de  su  crédito,  y  porque  ese  acto  sería 
una  gestión  de  negocios  que  no  perjudicaba  á  Razetto  y  deja- 
ba subsistentes  sus  obligaciones. 

Que  considerada  la  cuestioq  como  mandato,  la  carta  de 
Razetto*  á  Givils  demostraba  que  aquel  fue  de  recibir  en  oro 
la  cantidad  de  2657  ^  F.  30  es.,  y  el  hecho  probaba  que  no 
se  había  cumplido. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Setiembre  23  de  1869. 

Vistos^  y  considerando :  primero^  Que  la  cláusula  del  docu- 
mento de  foja  seis,  por  la  cual  Razetto  y  Compañía  se  obli- 
gan á  pagar  en  el  Rosario  á  Don  Genaro  Martínez  los  dos 
mil  seiscientos  cincuenta  y  siete  pesos  fuertes  y  treinta  centa- 
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vos^  si  los  recibiesen  en  Montevideo  de  la  Comisión  brasile- 
ra, lejos  de  oponerse  á  que  se  califique  de  mandato,  el  con- 
trato celebrado  para  el  cobro  de  la  letra,  demuestra  la  exac- 
titud de  esa  denominación;  pues  aquella  obligación  es  una 
condición  esencial,  en  este  caso,  del  verdadero  mandato :  s^ 
gundo^  Que  la  carta  de  foja  treinta  y  dos,  escrita  por  Razetto  y 
Compañía  á  su  comisionado  en  Montevideo,  esplica  claramen- 
te que  Martínez  le  habia  ordenado  cobrar  en  oro  el  importe 
de  la  letra,  y  no  recibir  motíeda  de  banco ;  por  cuya  razón 
se  previene  á  Civils  que  si  los  jirados  pretendiesen  pagar  en 
esta  forma^  diese  aiisó;  lo  que  importa  mandarle  suspender 
la  cobranza :  tercero^  Que  la  cana  de  foja  veinte  y  nueve,  reco- 
nocida por  Martinez,  confirma  este  concepto;  pues  no  se 
puede  presumir  que  se  conformase  con  recibir  en  una  moneda 
considerablemente  depreciada,  la  misma  suma  que  se  le  habia 
prometido  pagar  en  oro:  cuarto, Que  el  aviso,  que  dá,  en  esa 
carta,  á  la  comisión  brasilera,  de  haber  ordenado  al  encarga- 
do de  cobrar  la  letra,  que  reclame  la  diferencia  entre  el  pa- 
pel y  el  oro,  ó  devuelva  lo  recibido  y  pida  la  letra,  no  prue- 
ba que  renunciaba  á  la  acción  contra  e!  mandatari'o,  si  esto 
no  se  obtenía,  por  no  haber  cumplido  sus  órdenes,  sino  mas 
bien  que  lo  consideraba  obligado  á  reparar  el  daño  que  ha- 
bia causado  desviándose  de  ellas;  por  estos,  y  por  sus  fun- 
damentos, se  confirma,  con  costas,  el  auto  apelado  de  foja 
cincuenta  y  tres  vuelta,  debiendo  reformarse  en  la  liquidación 
el  error  de  cálculo,  si  lo  hubiere,  en  la  reducción  de  la  mo- 
neda brasilera  á  pesos  fuertes,  como  lo  afirman  los  apelantes, 
devolviéndose,  satisfechas  que  sean  las  costas,  y  repuestos  los 
sellos. 

Francisco  de  las  Carreras — Salvador  Ha- 
rU  del  Carril  —  Francisco  Delgado  — 
José  Barros  Pazos — ^BENrro  Carrasco. 


«••M 
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CAV9A  mili. 


Criminal^  contra  el  presbítero  D.  Máximo  Garramuño; 
*  por  delito  de  rebelión  y  sedición. 


Sumario. — i^  El  haber  levantado  espontáneamente  ima 
suscripción  y  ofrecido  su  importe  al  Gefe  de  los  rebeldes  im- 
porta el  delito  de  complicidad  en  la  rebelión. 

2^  El  haber  inducido  al  gobierno  rebelde  á  resistir  el  reco- 
nocimiento de)  vicario  capitular  nombrado  por  la  autoridad 
legitima  es  un  acto  de  sedición. 

3^  La  poca  entidad  del  auxilio  prestado  á  los  rebeldes,  y 
la  falta  de  circunstancias  agravantes,  autorizan  á  imponer  el 
minimun  de  la  pena  establecida  por  la  ley. 


Caso. — El  presbítero  D.  Máximo  Garramuño  fué  procesado 
por  delito  de  sedición  y  rebelión  contra  el  Gobierno  Nacional» 

La  acusación,  la  defensa  y  las  pruebas  están  detalladas  en 
el  siguiente 


Fallo  del  Jíues  8eccioiiAl. 


San  Juan,  Hayo  21  de  1869. 
Vista  la  presente  causa  criminal  seguida  contra  el  Présbite- 
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ro  D.  Máximo  Garramuño  por  delito  de  rebelión  con  lo  es- 
puesto por  el  Fiscal,  alegado  y  probado  por  el  reo,  y  consi- 
derando que  del  mérito  de  estos  autos  resulta:  —  1^  Que 
el  procesado  en  su  carácter  de  Vicario  Capitular,  y  después 
de  la  invasión  y  dominio  de,  los  rebeldes  en  esta  Provincia 
desde  el  5  de  Enero  del  año  67,  reunió  al  clero  de  esta  Pro- 
vincia para  levantar  una  suscricion  voluntaria,  reuniendo  la 
suma  de  84  pesos,  y  que  espontáneamente  remitió  al  Jefe  re- 
belde Don  Juan  de  Dios  Videlá  para  sostener  la  rebelión,  según ^ 
consta  de  la  nota  impresa  f.  1^  reconocida  y  confesada  por  el 
reo. — ^  Que  habiendo  recibido  el  reo  aviso  o6cial  trans- 
mitido por  el  Ministerio  Nacional  de  Culto  del  nombramiento 
de  Vicario  hecho  en  la  persona  del  Presbítero  Don  Riserio 
Molina  por  el  Arzobispo  de  Buenos  Aires,  Garramuño  se  di- 
rigió al  titulado  Gobernador  de  los  rebeldes  José  Bernardo  Mo- 
lina, induciéndolo  á  que  desconociese  el  nombramiento  y  es- 
torbase su  recepción,  en  nota  de  fecha  6  de  Marzo,  que  corre 
á  t  10,  también  reconocida,  dando  lugar  al  decreto  espedido 
por  dicho  Gobierno  de  fecha  12,  del  mismo,  desconociendo  so 
autoridad  é  impidiendo  su  recepción  los  que  corren  á  f.  7.  — 
3^  Que  el  procesado  á  solicitud  del  mismo  Gobierno  rebelde 
de  Molina,  espidió  la  orden  de  allanamiento  del  Convento  de 
Santo  Domingo,  que  corre  á  f .  5  con  el  fin  de  rejistrar  y  sa** 
car  del  convento  los  individuos  que  se  hallaban  asilados  con 
motivo  de  la  dominación  de  los  redeldes — allanamiento  que 
según  la  prueba  producida  por  el  defensor  del  reo  no  llegó 
á  efectuarse,  por  causas  que  se  ignora,  no  consta  de  autos 
que  estos  fuesen  dependientes  de  la  voluntad  del  procesado. 

El  Fiscal  por  estos  hechos  que  constan  del  proceso,  acosa 
al  presbítero  Garraipuño  como  reo  del  delito  de  rebelión,  é 
invocando  el  art^.  15  de  la  ley  penal  de  14  de  Setiembre  del 
63  pide  la  pena  de  10  años  de  estrañamiento  y  una  multa  de 
SjOOO  ^  F.  por  haber  inducido  y  determinado  á  los  rebeldes 
á  sostener  la  rebelión. 

El  defensor  contesta,  que  la  derogación  voluntaria  que  pi- 
dió al  clero  y  remitió  al  rebelde  Videla  foé  con  el  objeta  d^ 
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librarse  de  los  vejámenes  y  violenciats  á  que  estabaa  espues* 
tos  en  caso  contrario;  —  esta  escusa  es  infundada,  pues  los 
términos  de  la  nota  de  f.  6  demuestran  claramente  que  el  ac- 
to del  procesado  fué  espontáneo  y  aun  oficioso,  sin  que  cons- 
te haya  precedido  ningún  hecho  que  lo  obligase  á  ello  —  de  lo 
que  se  deduce  que  si  bien  el  reo  no  es  responsable  del  delito 
de  rebelión  como  autor  ó  partícipe,  lo  es  como  cómplice^  que 
ayuda,  proteje  ó  ausilía  al  culpable  principal^  y  aun  que  el 
acto  de  Garramuño  no  figura  espresamente  entre  los  delitos 
enumerados  por  la  ley  penal  citada,  es  responsable  como  to- 
do cómplice  con  arreglo  á  dicha  lej  que  no  puede  preveer  to- 
dos los  casos  de  complicidad  —  los  que  se  gradúan  en  cuan- 
to la  pena  según  las  circunstancias  del  caso^  lo  exiguo  de  la 
cantidad  facilitada  á  los  rebeldes  por  el  reo  hace  que  su  com- 
plicidad sea  leve,  y  la  pena  menor  que  la  de  la  ley  á  arbi- 
trio del  Juez. 

En  cuanto  al  «egundo  punto^  ó  el  desconocimiento  de  la 
autoridad  del  presbítero  Molina;  el  procesado  no  cometió  el 
delito  de  rebelión  que  equivocadamente  le  atribuye  el  Fiscal 
sino  el  de  c  sedición  »,  determinado  con  claridad  en  el  inc.  2^, 
art^.  20  de  la  ley  penal  citada.  —  £1  Gobierno  Nacional  en  uso 
del  derecho  de  Patronato  que  ejerce  en  la  República,  apro- 
bó el  nombramiento  de  vicario  hecho  por  el  Arzobispo  en  la 
persona  del  Presbítero  Riserio  Molina,  y  ordenó  ponerlo  en 
posesión  de  su  cargo;  esta  disposición  administrativa  ha  sido 
interrumpida  y  estorbada  por  el  Gobierno  rebelde  con  su  de- 
creto de  12  de  Marzo^  y  su  subsiguiente  orden  de  destierro  in- 
timada al  nombrado. — A  su  vez  Garramuño,  dirigiendo  al  Go- 
bernador Molina  la  nota  de  f.  10  y  las  demás  que  figuran  en 
autos  reconocidas  por  él^  lo  indujo  y  determinó  á  proceder  co- 
mo hizo  incurriendo  por  lo  tanto  en  las  penas  que  señala  el 
art.  20  de  la  misma  ley,  con  la  circunstancia  de  estar  Garramu- 
ño constituido  en  autoridad  que  debia  reputarse  legítima^  desde 
que  en  su  carácter  de  Vicario  provisorio  se  le  comunicaba  ofi- 
cialmente el  nuevo  nombramiento. 

El  tercer  punto,  es  decir,  el  allanamiento  del  Templo  de 
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Santo  Domingo,  con  violación  de  las  inmunidades  inherentes 
á  la  Iglesia,  es  un  delito  de  sacrilegio,  determinado  por  la 
ley  iO,  tít.  i8y  part.  í^  y  su  juzgamianlo  corresponde  á  los 
Tribunales  eclesiásticos,  conforme  lo  establece  la  misma  ley  y 
muy  especialmente  la  58,  tít.  6,  part.  i*.  —  Además,  el  sacri- 
legio solo  ha  tenido  un  principio  de  ejecución  por  cuanto  no 
llegó  á  consumarse,  y  la  pena  en  este  caso  debe  ser  menor 
que  la  de  la  ley.  De  lo  espuesto  se  deduce  que  el  procesado, 
cometiendo  varios  delitos  con  ocasión  del  de  rebelión  de  que 
se  hizo  cómplice^  debe  aplicársele  la  pena  mayor  de  estos  de 
conformidad  á  lo  dispuesto  por  el  art^.  iS  de  la  citada  ante- 
riormente. 

Por  cuyas  consideraciones  y  otras  que  se  omiten — fallo  de- 
finitivamente juzgando  y  declaro :  que  el  procesado  presbítero 
Máximo  Garramuño,  es  responsable  como  cómplice  en  el  de- 
lito de  rebelión,  y  como  autor  principal  del  de  sedición,  y  de 
conformidad  con  los  artículos  citados  de  la  ley  penal  de  i4  de 
Setiembre  del  63^  lo  condenó  á  la  pena  de  6  años  de  destierro 
y  una  multa  de  2fl00  jff  F.  en  favor  del  Tesoro  Nacional,  con 
las  responsabilidades  civiles  inherentes,  y  cargo  de  costas.  — 
Hágase  saber  original  y  repónganse  los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 

.  Garramuño  apeló  y  se  le  concedió  el  recurso  libremente. 

Ante  la  Suprema  Corte,  espresando  agravios,  su  defensor 
dijo  que  la  sentencia  era  nula,  porque  no  habia  sido  notifica- 
do del  auto  en  que  se  le  prevenía  asistiera  al  informe  in  voce. 

Que  era  injusta  por  ser  Garramuño  inocente  de  los  hechos 
imputados. 

Que  en  efecto  la  oblación  de  84  ^  B.  fué  hecha  para  evitar 
las  violencias  de  los  rebeldes  contra  el  clero  y  las  personas 
refugiadas  en  la  iglesia  Catedral  á  las  que  aquellos  querían 
imponer  contribuciones  forzosas. 

Que  no  se  le  habia  imputado  delito  alguno  durante  la  re- 
belión. 

T.  vm  6 
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Que  eo  la  nota  dirigida  al  Gobernador  Molina,  Garramuño 
aunque  daba  algunas  razones  para  no  reconocer  al  Vicario 
D.  Riserio  Molina,  se  habia  limitado  á  decir  que  sí  el  Go- 
bierno se  decidía  á  reconocerlo,  se  lo  avisara  para  retirarse. 

Que  habia  becbo  esto,  porque  no  sabia  si  el  Vicario  Moli- 
na babria  mantenido  en  el  asilo  á  los  refugiados. 

Que  por  consiguiente  no  desconoció  la  autoridad  de  este, 
ni  menos  resistió  su  libre  ejercicio  con  las  armas,  por  lo  que 
no  se  podría  decir  que  habia  cometido  el  delito  de  sedición. 

El  Sr.  Procurador  General  contestó  que  el  presbítero  Gar- 
ramuño era  el  Vicario  General  del  último  obispo  de  Cuyo ; 
que  cuando  falleció  este,  su  deber  era  dar  parte  al  patrono, 
y  proceder  con  su  acuerdo  á  la  reunión  de  los  curas  para  ele- 
gir al  Vicario  Capitular  en  sede  vacante. 

Que  lejos  de  eso,  sin  dar  aviso  y  sin  autorización  de  nadie, 
se  tituló  Vicario  Capitular  del  Obispado,  introduciendo  la  anar- 
quía en  la  diócesis,  porque  el  clero  de  San  Luis^  y  parte  del 
de  Mendoza  y  San  Juan  le  negaron  obediencia. 

Que  en  esta  situación  le  encontró  la  rebelión,  y  en  los  re- 
beldes vio  aquel  un  apoyo  para  afirmar  la  autoridad  usurpada. 

Que  de  eso  pro  venia  el  auxilio  de  dinero  para  ganarse  su 
voluntad,  como  la  gauó^  removiendo  y  noínbrando  curas  á  su 
sola  insinuación,  y  allanando  el  convento  de  Santo  Domingo 
para  que  sacaran  de  allí  á  las  personas  asiladas. 

Que  se  bahía  mostrado  tan  complaciente  al  Gobierno  rebel- 
de, que  este  cedió  á  su  reclamo  desconociendo  la  autoridad 
del  Vicario  Molina,  y  cometiendo  este  delito  de  sedición. 

Que  otra  prueba  del  favor  de  los  rebeldes  era  que  estos  le 
ofrecieron  la  fuerza  para  hacerse  obedecer  de  los  clérigos  que 
desconocían  su  autoridad  cuyo  auxilio  pidió  él  en  la  nota  de  f.  11. 

Que  en  vista  de  estos  antecedentes  era  indudable  que  la 
oblación  de  dinero  fué  espontánea  y  le  constituyó  cómplice  en 
la  rebelión ;  y  que  la  incitación  á  desconocer  al  Vicario  Mo- 
lina fué  para  servir  á  su  propia  ambición. 

Que  respecto  de  la  nulidad,  de  los  autos  constaba  qae   el 
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escribano  dejó  al  defensor  un  cedulón  conforme  á  la  ley  pa- 
ra citarlo  para  el  informe  in  voce,  siendo  por  consiguiente  fal- 
sa la  alegación  relativa  del  apelante. 
Pidió  la  confirmación  de  la  sentencia  apelada. 

FaUo  de  la    Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  25  de  1869. 

Vistos :  de  conformidad  con  lo  espuesto  por  el  Señor  Pro- 
curador General^  y  los  fundamentos  concordantes  de  la  sen- 
tencia apelada ;  pero  considerando  en  cuanto  á  la  pena,  que 
la  complicidad  en  la  rebelión  de  que  resulta  convicto  el  pro- 
cesado es  por  el  auxilio  de  dinero  prestado  á  los  rebeldes 
por  una  suscripción  del  Clero  de  San  Juan  que  apenas  ascen- 
dió á  ochenta  y  cuatro  pesos  bolivianos :  que  el  acto  de  se- 
dición á  que  indujo  al  Gefe  rebelde  de  la  Provincia,  es  el  ha- 
ber resistido  el  reconocimiento  del  Vicario  Capitular  nombra- 
do por  la  autoridad  legítima :  que  tanto  uno  como  otro  delito 
no  aparece  revestido  de  circunstancias  agravantes,  ni  consta 
de  autos  que  el  acusado  se  haya  hecho  reo  de  crímenes  parti- 
culares durante  la  rebelión^  ó  con  ocasión  de  ella,  para  que 
pueda  aplicársele  el  artículo  diez  y  ocho  de  la  Ley  penal,  an- 
tes por  el  contrario  la  poca  importancia  de  su  complicidad  lo 
coloca  en  el  caso  de  imponerle  el  mínimun  de  la  pena  que 
establece  al  articulo  veinte  y  uno  de  la  Ley  citada :  por  estos 
fundamentos,  se  confirma  la  sentencia  de  foja  sesenta,  en 
cuanto  impone  la  pena  de  seis  años  de  destierro,  indemniza- 
ciones á  que  hubiere  lugar  y  costas,  revocándose  en  lo  de- 
mas^  y  devuélvase,  previo  oficio  al  Poder  Ejecutivo. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
M.  DEL  Carril. — Francisco  Delgado. 
—José  Barros  Pazos.— Benito  Car- 
rasco. 
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CAUSA    c%jní, 


D.   Claudio  Manterola^  cantr    D.  Eugenio  Bustos,  sobre 

autos  ejecutivos. 


Sumario.  —  1»  Resultando  intempestiva  una  ejecución  debe 
alzarse   el   embargo. 

2^  No  existiendo  justa  causa  no  se  puede  ordenar  la  me- 
jora de  una  garantía  aceptada  por  las   partes. 


Caso.  —  En  el  juicio  ejecutivo  seguido  contra  D.  Gabriel 
Fornes  como  fiador  de  D.  Claudio  Manterola  á  favor  de 
D.  Eugenio  Bustos  se  declaró  por  fallo  de  la  Suprema  Corte 
de  20  de  Setiembre  de  1866  que  antes  de  ejecutar  al  fia- 
dor, se  hiciera  escusion  contra  los  bienes  del  deudor. 

Notificada  esta  resolución  á  las  partes,  D.  Claudio  Man- 
tarola  pidió  se  declarase  no  haber  lugar  á  la  ejecución,  por- 
que esta  se  habia  ordenado  sin  perjnii^io  de  lo  que  la  Su- 
prema Corte  resolviese  respecto  de  la  providencia  de  f.  38; 
y,  habiéndose  esta  revocado,  debia  revocarse  también  la 
ejecución. 

Sustanciada  esta  petición  solicitándose  por  Bustos  la  me- 
jora de   la  fianza,  se   dictó  el  siguiente 


DE     JUSTICIA  NACIONAL.  85 


Fallo  del  Juez  Heccional. 

Mendoza,  Noviembre  8  de  1866. 

Vistos:  estando  resuelto  por  el  superior,  según  sentencia 
de  6  de  Setiembre  último,  que  la  cuestión  es  ordinaria  y 
que  se  intime  á  las  partes  el  nombramiento  de  peritos  li- 
quidadores, por  lo  cual  se  viene  en  cuenta  que  la  ejecu- 
ción mandada  trabar  es  intempestiva. 

Teniendo  presente,  que  el  fiador  Fornes  ha  sido  aceptado 
por  Bustos  y  que  mientras  que  no  se  pruebe  que  este  ha 
desmerecido  en  su  crédito  mercantil  ó  disminuido  sus  intere- 
ses y  esa  responsabilidad  que  tiene  al  tiempo  de  ser  acep- 
tado por  fiador  de  Manterola  no  se  puede  ni  debe  por 
solo  el  dicho  de  una   parte  decretar  la  mejora  de  garantía. 

En  consonancia  á   lo  resuelto  por  disposición  superior  ya 

dicha.  Alzase  el  embargo  á  que  se  refiere  el  escrito   de  foja 

con  costas  al  ejecutante  no  haciéndose  lugar  por  ahora 

á  la  mejora  de  fianza  que  se  pide    por  esta   última  parte. 

Repónganse. 

Palma. 

Apelado  este  auto  fué  confirmado  por  el  siguiente 

Fallo  de  la  Huprem»  Corte. 

Buenos  Aires ,  Setiembre  28  de  1869. 

Vistos,  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  ochenta  y  seis  y  satisfechas  aquellas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Sal- 
vador M.  DEL  Carril. — Francisco 
Delgado.— José  Barros  Pazos. — 
BexNito  Carrasco. 
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CAV9A  CILV. 


D.  Claudio  Manterola  contra  D.  Eugenio  Bultos,  sobre 

ejecución  de  sentencias. 


Sumario.  —  La  demanda  contra  sentencias  pasadas  en  an- 
torídad  de  cosa  juzgada  es  inadmisible. 


Caso. — D.  Claudio  Manterola  en  los  autos  seguidos  con  D. 
Eugenio  Bustos  resueltos  por  los  iallos  de  la  Suprema  Corte 
do  8  de  Febrero  de  1866 ;  y  de  21  de  Noviembre  de'  |868, 
pidió  que  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  este  último  fallo  y  por 
el  art.  278  de  la  ley  de  procedimientos,  se  declarase  que  no 
estaba  obligado  á  indemnizar  á  Bustos  los  daños  y  perjuicios 
por  falta  de  protesta  de  los  dos  pagarés  á  que  iué  condena- 
do por  la  Suprema  Corte,  y  se  condenase  al  mismo  Bustos 
á  pagar  la  suma  que  en  via  ejecutiva  le  había  demandado  con 
costas  y  resarcimiento  de  perjuicios. 

Dijo  que  la  Suprema  Coite  le  habia  condenado  á  indemni- 
zar los  citados  perjuicios,  pero  habia  ordenado  al  mismo  tiem- 
po que  Bustos  compensase  esa  indemnización  con  la  cesión  á 
Manterola  de  todas  sus  acciones  contra  los  principales  deudo- 
res de  los  pagarés  perjudicados. 

Que  esas  acciones  estaban  prescriptas,  por  haber  sido  de- 
clarados en  quiebra  los  deudores,  y  no  haber  Bustos  presen- 
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tado  los  pagarés  al  Concurso ;  y  no  pudiendo  Bastos  ceder- 
los á  Manterola,  por  la  citada  razón,  quedaba  extinguida  su 
acción  para  el  pago  de  los  perjuicios. 

Conrerido  traslado,  contestó  Bustos  que  la  responsabilidad 
de  Manterola  estaba  declarada  por  los  fallos  de  8  de.  Febrero 
de  1866,  21  Novienibre  de  1868  y  28  del  mismo  mes. 

Que  el  sentido  del  fallo  de  8  de  Febrero  era  que  Mantero- 
la pagase  á  Bustos  los  pagarés,  cargando  aquel  con  estos  en 
el  estado  en  que  se  hallaban. 

Que  la  prescripción  de  los  pagarés  y  la  quiebra  de  los  deu- 
dores no  afectaban  la  responsabilidad  de  Bustos. 

Y  que  la  demanda  no  podia  ser  admitida  por  ser  contra  la 
cosa  juzgada. 


Fallo  del  Juez  Seeeional. 


Mendoza,  Julio  3  de  1869. 

Vistos:  el  Procurador  Giraldez  por  Don  Claudio  Manterola 
pone  demanda  á  Don  Eugenio  Bustos  y  dice :  <  Que  á  vista 
€  de  la  sentencia  suprema  de  veinte  y  uno  de  Noviembre  del 
«  año  pasado  que  en  copia  testimoniada  acompaña,  tiene  su 
t  derecho  espedito  para  promover  el  juicio  ordinario  confor- 

<  me  lo  permite  también  al  art.  278^  de  la  ley  de  procedi- 
«  mientos.    Que  por  consiguiente,  el  Juzgado  se  ha  de  servir 

<  declarar,  que  su  representado  no  está  obligado  á  indemni- 
c  zar  á  Bustos  los  perjuicios  por  falta  de  protesto  á  que  (ué 
«  condenado  aquel  por  el  Superior  en  grado.  —  Que  en  su 
c  consecuencia;  pide  que  Don  Eugenio  Bustos  pague  á  Man- 
«  terola  la  suma  que  en  via  ejecutiva  le  demandó  con  costas 
«  y  resarcimiento  de  perjuicios  por  el  uso  indebido  del  dere- 

<  que  se  le  acordó  para  pedir  el  perjuicio  por  taita  de  pro- 
€  testo.  )> 

El  argumento  en  que  se  funda  la  demanda  es  este:  Que 
si  es  verdad,  que  la  Corte  condena  á  Manterola  á  indemnizar 
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la  pérdida  de  la  accioü  en  garantía  contra  Don  Ladislao 
Mendoza,  no  lo  es  menos  que  también  ella  ha  mandado  á  Bus- 
tos compensar  esa  indemnización  haciendo  cesión  á  Mantero- 
la  de  todas  sus  acciones  contra  los  principales  deudores  de 
los  pagarées  perjudicados.  —  Que  no  teniendo  Bustos  dichas 
acciones  disponibles^  no  podia  pedir  que  Manterola  llenase  su 
deber,  desde  que  el,  no  podia  tampoco  llenar  el  suyo.  Que 
habiéndose  perjudicado  en  poder  de  Bustos  los  pagarées  por 
dolo  ó  fraude,  corresponde  á  él  exigir  el  reembolso  contra  los 
otorgantes  que  lo  son  Don  Zacarias  Antonio  Yansi  y  D.  Mar- 
cos Antonio  Rufino,  lo  cual  no  hará,  por  estar  prescriptos 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  569  del  Código  de  Comer- 
cio Español  vigente  cuando  se  estendieron  dichos  pagarées, 
sin  que  Bustos,  actual  tenedor  de  ellos,  al  exhibirlos  en  juicio 
baya  manifestado  documento  que  interrumpa  la  prescripción 
ó  de  que  hayan  sido  renovados,  cuyas  faltas  reducen  á  nuli- 
dad los  pagarées  perjudicados. 

Que  aun  hay  mas :  Yansi  y  Rufino  fueron  declarados  en 
quiebra  por  el  Tribunal  de  Comercio  de  San  Juan,  el  prime- 
ro el  dia  28  de  Mayo  de  1859  y  el  segundo  el  23  de  Setiem- 
bre del  mismo  año^  sin  que  Bustos  se  haya  presentado  en  és- 
tos juicios  universales,  siendo  el  tenedor  de  los  pagarées  di- 
chos. Que  por  consecuencia  de  esta  quiebra,  Rufino  mu- 
rió fallido  como  lo  está  Yansi,  que  de  consiguiente,  está  es- 
tinguida  la  acción  personal  que  Bustos  tiene  para  exigir  el 
reembolso  de  los  pagarées  á  Manterola,  no  restándole  mas 
que  ocurrir  al  concurso  de  Yansi  y  Rufino  por  el  pago  de 
aquellos. 

Si  esto  no  basta,  alega  la  otra  circunstancia,  que  Bustos  no 
ha  cumplido  con  su  obligación  de  ceder  sus  acciones  á  Man- 
terola, cosa  que  ahora  no  es  admisible  por  haberse  también 
prescripto  la  via  ejecutiva. 

RespiLesta. 

Contesta  el  demandado :  1^  que  la  responsabilidad  de  Man- 
terola es  caso  resuelto  por  definitiva  de  8  de  Febrero    de 
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año  66  que  corre  de  f .  6  á  8,  como  también,  por  la  de  21 
de  Noviembre  de  1868  que  obra  en  autos  ejecutivos  por  los 
cuales  Manterola,  es  deudor  de  los  pagarées  perjudicados. 

2<^  Que  dicha  responsabilidad  está  ratiflcada  en  el  juicio 
por  daños  y  perjuicios  en  que  fué  vencido  Manterola,  cuyo 
fallo  fué  confirmado  por  la  Corte  Suprema  en  28  de  Noviem- 
bre del  año  pasado  que  se  ha  mandado  ya  cumplir  ¿cómo 
pretende  que  se  abra  el  sello  de  la  cosa  juzgada  y  se  discuta 
un  punto  definido  por  varias  ejecutorias? 

3<^  En  los  juicios  ejecutivos  solo  se  pueden  alegar  excepciones 
discutibles  en  juicio  ordinario,  cuando  aquellos  hayan  tenido 
lugar  después  de  las  fechas  de  las  sentencias  pasadas  en  auto- 
ridad de  cosa  juzgada,  pues  de  otra  manera  los  juicios  serian 
interminables  y  las  decisiones  ejecutorías  no  tendrían  signifl- 
cacion  alguna.  Se  funda  esta  doctrina  en  el  art.  29(5  de  la 
ley  de  procedimientos. 

Que  habiendo  Bustos  excepcionado  compensación  basada  en 
la  ejecutoria  que  condena  á  Manterola  al  pago  del  valor  de 
los  pagarées,  sobre  este  punto  no  puede  abrírse  nueva  cues- 
tión, porque  hay  cosa  juzgada  en  via  ordinaria  pasando  de  es- 
ta al  ejecutivo  que  ha  afirmado  mas  la  responsabilidad  de 
Manterola. 

í^  Que  el  aif^nmento  contra  el  íallo  supremo  de  8  de  Fe- 
brero es  estraño  y  violento,  desde  que  no  es  otro  sn  sentido, 
que  Mantel  ola  pague  á  Bastos  los  pagaréeü  cargando  aquel  con 
ellos  en  el  estado  en  que  se  eoeaeotren  sin  garantía  de  partid 
de  este  último,  la  responsabilidad  del  primero  es  una  pena 
que  la  ley  impone  á  la  omisión  de  on  deber  que  hizo  difícil 
el  cobro  de  los  sosodicbos  pagarées. 

Es  no  delirio  pues  suponer  que  los  pagarées  se  han  peija- 
dicado  en  poder  de  Bustos.  Este  no  líeoe  mas  obiigaeíoo  qoe 
cederlos  tales  como  están,  sin  qse  baya  dolo  de  so  partü*, 
etc.  ele. 

^  Q«e  el  deíaaodaiile  parte  de  no  prioeipio  Cliso,  eaal 
es,  colocarse  en  Isgar  de  Yansi  y  Bofioo,  ab^ar  preseripciofi, 
V  aleada,  hechos  que  no  es  del  caso   tratar,  oí  qoe  ale<lao 
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la  responsabilidad  del  demandado  de  que  la  culpa  de  Man  te- 
rola  le  hizo  cargar  con  todos  los  eventualidades  desfavorables 
que  viene  anticipando  como  los  pagarées  contienen  la  cláusu- 
la que  si  no  abonan  al  plazo  estipulado  se  desvengará  el  mis- 
mo interés  en  lo  sucesivo,  esta  circunstancia  como  la  otra  de 
haberse  entregado  á  cuenta  una  suma,  hace  impertinente  la 
prescripción. 

6^  No  siendo  incumbencia  del  demandado  averiguar  la 
buena  ó  mala  condición  de  las  acciones  que  se  dicen  impo- 
sibles de  reembolso,  este  perjuicio  lo  paga  Manterola  por  su 
descuido  y  ser  este  un  hecho  juzgado  sin  que  se  objete  con 
razón  el  no  traspaso  de  aquellas  hasta  hoy,  á  favor  de  Man- 
terola por  cuanto  este  no  ha  pagado  todavía  los  pagarées,  no 
obstante  haber  manifestado  que  está  dispuesto  á  formalizar  la 
cesión. 

7<>  Concluye  oponiendo  á  la  demanda  la  excepción  de  cosa 
juzgada  quedando  toda  la  cuestión  reducida  á  un  punto  de 
derecho.  El  Juez  la  considera  así^  en  esta  virtud  llama  au- 
tos para  sentencia. 

Consentido  este  decreto,  el  demandante  introduce  la  arti- 
culación siguiente: 

Que  en  la  audiencia  para  informar  encostrados  el  demanda- 
do se  negó  á  que  se  estendiese  por  acta  en  la  cual  constase, 
que  este  hafoia  reconocido  en  dicha  audiencia :  que  era  ver- 
dad que  Bustos  no  habia  exigido  judicialmente  el  reembolso 
de  los  pagarées  á  sus  otorgantes,  que  Yansi  y  *Rufino  fueron 
declarados  en  quiebra,  habiendo  fallecido  después  el  segundo. 
Que  Bustos  tampoco  se  habia  presentado  en  este  concurso, 
que  de  consiguiente  el  demandado  habia  faltado  á  su  deber 
no  negando  ni  afirmando  tales  hechos  en  su  contestación  á 
la  demanda.  Que  era  pues  del  caso  recibir  la  causa  á  prue- 
ba. O  por  lo  menos  correr  un  traslado  de  la  contestación 
al  demandante,  á  virtud  de  haber  el  demandado  opuesto  re- 
convención. 

Responde  este:  Que  estando  consentido  el  decreto  que  Ha- 
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ma  autos  para  sentencia,  con  mas,  informado  los  defensores, 
no  restaba  mas  que  fallar.  Niega  haber  deducido  reconven- 
ción, sino  la  perentoria  de  cosa  juzgada. 

El  Juez  no  hace  lugar  á  esta  articulación  y  entonces  el  de- 
mandante introduce  el  escrito  de  f.  36  por  via  de  instrucción 
que  se  ha  tenido  también  presente.' 

Considerando :  —  1^  Que  es  un  hecho  auténtico  que  consta 
de  autos  y  que  está  reconocido  por  ambas  partes,  que  D. 
Claudio  Manterola  debe  pagar  á  D.  Eugenio  Bustos  el  impor- 
te de  los  pagarées  perjudicados  admitidos  ya  en  compen- 
sación por  sentencia  suprema  de  21  de  Noviembre  de  1868 
(foja  9  de  este  espediente)  también  lo  es,  que  el  segundo 
debe  ceder  al  primero,  todas  sus  acciones  contra  los  princi- 
pales deudores,  según  resolución  (idem)  de  8  de  Febrero  de 
1866  (foja  6  idem);— 2^  Que  estas  acciones  en  manera  al- 
guna se  han  perjudicado  en  poder  de  Bustos,  desde  que  este 
no  tiene  la  culpa  que  Manterola  resista  hasta  lo  presente  el 
pago  previo  de  los  pagarées,  circunstancia  indispensable  para 
proceder  á  la  cesión  de  acciones; — 3^  Que  esta  resistencia  se 
hace  constatar  por  el  escrito  de  demanda  de  f.  12  en  contra- 
posición de  tres  sentencias  de  la  Suprema  Corte,  que  son  las 
dos  indicadas  mas  arriba  y  la  otra  de  28  de  Noviembre  del 
año  pasado  que  se  rejistra  en  el  espediente  sobre  daños  y  per- 
juicios que  tengo  á  la  vist^,  con  mas,  que  el  11  de  Junio  de 
este  año,  el  juzgado  ha  pronunciado  sentencia  de  trance  y 
remate  en  la  ejecución  promovida  por  Bustos  contra  el  fia- 
dor de  Manterola,  por  consecuencia  de  los  mismos  pagarées 
y  otros  cargos  resultantes  de  la  resolución  de  28  de  Noviem- 
bre ya  citada;  —  4^  Que  no  corresponde  al  demandante  tomar 
una  representación  oficiosa  ó  comedida  en  favor  de  los  olor- 
gantes  de  los  pagarées  por  ser  sus  derechos  encontrados,  no 
tener  comisión  para  ello,  menos  representación  legal  y  que 
aquellos,  en  vez  de  considerar  perjudicadas  dichas  acciones 
tal  vez  las  tenga  por  buenas;  — 5^  Que  los  4  años  á  que  se 
refieren  los  arts.  537  y  569  del  Código  de  Comercio  (que  es- 
tá acorde  en  este  particular  con  el  Código  Argentino  vigente 
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actualmente)  han  sido  interrumpidos  constantemente,  como 
se  deja  ver:  l^',  por  el  juicio  que  promovió  D.  Eugenio  Bus- 
tos por  intermedio  de  Galarraga  contra  D.  Ladislao  Mendoza 
ante  el  consulado  de  Buenos  Aires,  que  fué  fallado  en  prime- 
ra instancia  el  3  de  Diciembre  de  1860  y  confirmado  su  fa- 
llo por  la  Cámara  de  Justicia  de  idem  el  8  de  Majo  de 
1861,  declarando  perjudicados  los  susodichos  pagarées;  2<>, 
por  el  juicio  ordinario  iniciado  por  Bustos  el  1^  de  Abril  de 
1864,  donde  se  encuentran  los  originales  perjudicados  y  las 
dos  resoluciones  citadas  de  los  Tribunales  de  Justicia  de  la 
Provincia  de  Buenos  Aires,  y  3^,  por  otros  varios  espedientes 
que  se  han  ido  sucediendo  unos  en  pos  de  otros,  figurando 
en  todos  ellos  los  mencionados  pagarées. 

6^  Considerando,  que  el  vencimiento  de  estos  fué  el  31 
de  Marzo  de  1868^  que  al  poco  tiempo  no  mas  se  dio  princi- 
pio al  primer  juicio  en  Buenos  Aires  y  que  concluido  este,  no 
ha  cesado  la  guerra  de  papeles  que  hasta  ahora  continúa  con 
furor,  razón  por  la  cual,  tiene  aplicación  en  este  caso  el  ar- 
ticulo 582  del  Código  Español  correlativo  de  otro  igual  del 
Argentino,  que  dice :  La  prescripción  se  interrumpe  por  la 
demanda  ó  por  cualquiera  interpelación  judicial  etc.  etc.  — 7<>, 
Que  aun  suponiendo  las  acciones  perjudicadas,  este  es  un  da- 
ño que  lo  recibe  Manterola  por  su  culpa  y  que  se  lo  debe 
imputar  á  sí  mismo,  por  cuanto  su  antagonista  Bustos  no  ha- 
ce daño  á  él  usando  de  un  derecho  legítimo,  cual  es,  no  ce- 
der las  acciones  mientras  no  so  le  pague,  leyes  14  y  22,  tít. 
34,  part.  7»,  Ordenanza  de  Bilbao,  tit.  14,  art.  4°,  29  y  30, 
titulo  12  idem,  artículo  890  del  Código  Argentino. — 8^,  Que 
si  el  cuadrienio  legal  para  prescribir  las  acciones  que  nacen 
de  letras  ó  pagarées  está  interrumpido,  en  el  mismo  estado 
se  encuentra  la  acción  ejecutiva  para  poder  Manterola  dirigir 
sus  acciones  contra  los  primitivos  deudores;  que  de  consi- 
guiente, no  siendo  aquellos  de  Bustos,  sino  de  un  comisio- 
nista perjudicado,  mal  habria  hecho  aquel  si  hubiese  ocupado 
el  lugar  de  este  en  el  concurso  de  Yansi  y  Rufino,  sino  pre- 
via autorización  del  dueño  de  ellas. 
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Por  estos  fandamentos  y  otros  que  se  han  tenido  presente 
en  hecho  y  derecho. 

Declaro  no  tener  lugar  la  demanda  interpuesta  por  el  apo- 
derado de  D.  Claudio  Manterola  contra  D.  Eugenio  Bustos, 
porque  la  repulsa  la  excepción  perentoria  de  cosa  juzgada  que 
se  reputa  verdad  (ley  3%  tít.  34,  part.  7»);  ser  falso  que  es- 
tan  perdidas  las  acciones  por  prescripción  y  que  aun  cuando 
lo  estén,  en  nada  se  afecta  la  responsabilidad  del  demandado. 
Con  costas  á  su  contrario.    Repóngase. 

Juan  Palma. 

Guiraldez  apeló  de  esta  sentencia  en  relación ;  concedido  el 
recurso,  se  dictó  el  siguiente :  < 


FaUo  de  la  Huprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Setiembre  28  de  1869. 

Vistos :  Demostrándose  en  los  fundamentos  del  auto  apelado 
de  foja  cuarenta  y  dos  que  la  demanda  de  Don  Ciríaco  Giral- 
dez  es  contra  sentencias  pasadas  en  autoridad  de  cosa  juzga- 
da y  por  lo  tanto  irrevocables,  se  confirma  dicho  auto  con 
costas,  y  satisfechas  estas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
M^  DEL  Carril.— Francisco  Delgado. 
— José  Barros  Pazos. — Benito  Car- 
rasco. 


*—* 
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CAUSA  C%\E. 


La  Compañía   t  Rio  de  la  Plata  j  propietaria  del  vapor 

€  Guaraní »    contra  D.  Carlos    Watson  capitán  de  la   barca 

Inglesa  «  Tiwers  QfMontrieU  sobre  averías  y  nulidad 

de  un  laudo. 


Sumario. — l^'  Los  jueces  pueden  y  deben  fijaren  lodo 
juicio  las  indemnizaciones  que  se  deben  á   las  partes. 

^"^  Los  arbitros  nombrados  para  un  juicio  de  averias  pueden 
fijar  la  indemnización  de  perjuicios,  y  comprender  en  ella 
los  provenientes  de  un  embargo  trabado  bajo  la  responsa- 
bilidad de  una  de  las  partes. 

3<>  Estos  perjuicios  son  á  cargo  de  quien  lo  pidió  y  obtuvo 
bajo   su  responsabilidad. 

4^  La  publicidad  de  las  pruebas  en  juicio  arbitrial  no  es 
una  forma  sustancial  cuya  falta  importe  un  vicio  de  nulidad. 

5^  Un  decreto  prorogando  el  término  de  pruebas  dictado 
por  las  dos  primeras  arbitros  sin  la  concurrencia  del  ter- 
cero, citado  ya  para  laudar,  es  válido,  y  no  vicia  el  laudo. 

6^  La  taha  de  autorización  del  laudo  por  el  escribano 
no  constituye  un  vicio   de  nulidad   insanable. 

7^  El  escribano  interviene  en  los  juicios  para  hacer  saber 
á  los  litigantes  los  autos  pronunciados  por  los  jueces^  dando 
fé  que  estos  son  los  que    los   han  pronunciado. 

8^  Cuando  consta  y  no  se  pone  en  duda  que   los  que 
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dictaron  el  laudo  son  los  mismos  arbitros  nombrados  por 
las  partes,  no  es  necesaria  la  intervención  del  escribano 
para  dar  fé  de  ello. 

9^   Es  en  este  sentido  que  la  ley  exije  la  legalización  del 
escribano  para   despachar   la  ejecución    de  un  laudo. 
.   IQp   En  ninguna  ley   se  determina  como   causa  de  nuli- 
dad del  laudo  la  falta  de  autorización  del  escribano. 

ll^'  Muchos  menos  pueden  serlo  en  las  causas  que  cor- 
responden á  los  Tribunales  federales,  donde  se  ha  suprimi- 
do la  autenticación  de  las  providencias  judiciales  por  el 
escribano;  y  en  el  caso  de  haber  sido  presentado  él  laudo 
al  juez,  y  héchose  saber  á   las  partes  por  su  orden. 

12^  Las  cuestiones  provenientes  de  choque  y  abordajes 
deben  ser  resueltas  por  arbitros,  y  de  su  laudo  no  puede 
haber  apelación  para  ante  los  jueces  ordinarios. 

13^  Si  la  hubiese,  serian  estos^  y  no  los  arbitros,  quienes 
los  resolverían    en  definitiva. 


Caso.  —  Sucedido  un  choque  entre  el  vapor  t  Guarani  >  y 
la  barca  Inglesa  t  Tiyvers  ofMontriel»,  el  representante  de 
la  compañía  de  navegación  á  vapor  t  Rio  de  la  Plata »  pro- 
pietario del  primero,  pidió  que  con  arreglo  al  art.  1429 
del   Código   de  Comercio,  se  procediese  á  la  decisión  arbitral. 

Se  celebró  un  acta  ante  el  Juzgado  de  Sección  de  Buenos 
Aires,  á  la  cual  se  dio  fuerza  de  compromiso,  nombrándose 
los  arbitros  para  decidir  la  cuestión   suscitada. 

Mandado  por  los  .  dos  primeros  arbitros  que  las  parles 
espusieran  lo  que  creyesen  corresponder  á  su  derecho,  el 
representante  de  la  compañía  pidió  se  condenase  á  la  barca 
Inglesa  á  resarcir  los  daños  sufridos  por  el  c  Guarani »,  por 
ser   aquella    la  culpable  del  choque. 

El  representante  de  esta  pidió  se  condenase  á  la  com- 
pañía á  la  indemnización  de  perjuicios  y  al  pago  de  costas. 

Después  de  estas  peticiones  los  arbitros  ordenaron  se 
presentasen  las  pruebas;  en  seguida  mandaron  se  agregasen 
las  presentadas  y  señalaron  el  12  de  Marzo  de  1869  para 
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el  juicio  final  de  la  causa,  citando  al  tercero  por  estar 
en    discordia. 

El  representante  de  la  compañía  reclamó  de  este  auto 
diciendo  que  no  habia  sido  señalado  término  para  presen- 
tar pruebas,  ni  se  le  habían  comunicado  las  de  la  parte 
contraria. 

El  16  de  Marzo  los  dos  primeros  arbitros  concedieron  por 
equidad  4  dias  para  presentar  pruebas,  ordenando  se  reser- 
vase las  producidas  por  el  capitán  de    la  barca  Inglesa. 

Este  decreto  fué  notificado  al  apoderado  de  la  compañía 
en  18  de  Mayo,  negándose  á  firmar  la  notificación. 

En  seguida  se  dictó  el 


liaudo. 


Buenos  Aires,  Marzo  29  de  1869. 

Reunidos  los  arbitrios  nombrados,  y  no  pudiendo  conve- 
nir sobre  todos  los  puntos,  llamamos  al  tercer  arbitro  en 
discordia  después  de  lo  cual  los  firmantes  han  laudado  como 
sigue : 

Que,  visto  que  el   vapor  tiene    toda  la  culpa   como  fleta- 
mentó  comprabado^  por  el  testimonio  y  el  croquis  á  f. 
del  espediente,  cuyo   testimonio    no   obstante  los  repetidos, 
términos  concedidos  al  demandante  para  rebatirlo,  no  ha  pre- 
sentado  absolutamente  pruebas  algunas  á  su  favor. 

Y  vistos  también  la  conducta  ilegal  del  demandante  en 
haber  embargado  la  barca  c  Tiwers »  después  de  cargada  y 
pronta  para  emprender  su  viaje  en  positiva  contradicción  del 
art.  1030  del  Código  de  Comercio,  condenamos  al  dicho 
demandante  al  pago  de  todas  las  costas  de  este  pleito, 
como  también  á  pagar  la  cuenta  de  los  gastos  etc.,  de  re- 
paración de  las  averias  presentadas  por  el  capitán  Watson 
de  la  barca  c  Tiwers  >  y  certificado  por  el  Cónsul  Inglés  en 
Boston,  E.  U.^  agregando  también  á  dichos  pagos  la  cantío 
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dad  de  400  patacones  por  dia  por  la  demora  de  trece  días 
de  dicha  barca  por  causa  de  dicho  embargo  ilegal,  y  el 
interés  á  razón  de  1  0/0  por  mes  á  favor  del  cargador,  por 
el  mismo  término  de  13  dias,  pues  que  no  ha  computado 
mayor  perjuicio. 

Agregúense  al  espediente  en  su  orden  todos  los  documen- 
tos y  repónganse  los  sellos. 

Eduardo  Hopkim. — Enrique  Sinclair, 

En  discordia  acompañando  sus  consideraciones. 

L.  Sardi. 

Este  laudo  no  fué  autorizado  por  el  escribano  de  sección 
y  fué  presentado  por  los  arbitros  al  juez,  quien  mandó  hacerlo 
saber  á  las  partes. 

El  representante  de  la  compañía  interpuso  contra  el  laudo 
el   recurso  de  nulidad   y  apelación. 

Las  razones  en  que  fundó  el  recurso,  así  como  las  que 
opuso  el  representante  del  capitán  Watson  para  defender  el 
laudo  están  espuestas  detalladamente  en  el  siguiente 

fmllo  del  Jues  (^eceloiuil. 

Buenos  Aires,  Julio  14  de  1809. 

En  los  autos  seguidos  entre  D.  Antonio  Dodero,  en  re- 
presentación de  la  compañía  á  vapor  «  Rio  de  la  Plata  »  y 
D.  Carlos  Watson,  capitán  de  la  barca  Inglesa  «  Tiwers  of 
Montriel  »  sobre  averías  causadas  por  un  choque  entre  dicha 
barca  y  el  vapor  «Guaraní  j,  visto  el  recurso  de  nulidad  y 
apelación  deducida  por  la  compañía  t  Rio  de  la  Plata  »  contra 
el  laudo  pronunciado  por  los  peritos  arbitradores  que  se  nom- 
braron para  determinar  cuál  de  dichos  buques,  fué  causante 
de  los  daños  sufridos,  resulu  : 

T.  vm.  "^ 
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El  recurso  de  nulidad  es  fundado  por  Do^ero  en  las  si- 
guientes razones : 

1^  Haber  los  arbitros  Tallado  ultra  pelüa  condenando  á 
la  que  no  habia  pedido  la  parte  coniraria,  y  no  era  del 
arbitraje.  « 

9^  Haber  los  arbitros  negado  á  la  compañía  término  de 
prueba  arrebatándole  asi  el  derecho  de  defensa,  y  juzgándola 
sin  ser  oida,  contra  la  prescripción  espresa  de  la  consti- 
tución de  la  República. 

S^  Habérsele  ocultado  por  mandato  de  los  arbitros  la 
prueba  contraría,  rendida  fuera  de  todo  término. 

i^  ffaberse  pronunciado  el  auto  de  f.  89  prescindiendo 
del  tercero,  y  esto  después  de  haberse  manifestado  en  dis- 
cordia, y  de  citar  á  aquel. 

4^  No  estar  el  laudo  autorizado  por  el  actuario,  porque 
aunque  la  autorización  está  escrita  no  está  firmada  por  aquel,  y 

6<^  Por  haberse  pronunciado  el  laudo  sin  haberse  cum- 
plido el  auto  de  f.  89,  sin  que  le  fuese  notificado,  pues 
no  estaba  en  estado  de  notificársele,  faltándole,  la  firma  del 
actuario  que  parecía  autorizarlo,  y  porque  los  arbitros  no 
podian  pronunciar  sentencia  definitiva  estando  pendiente  to- 
davía notificaciones  de  providencias  anteriores. 

El  recurso  de  apelación  lo  funda  en  la  evidente  injus- 
ticia con  que  se  condena  á  la  compañía  <r  Rio  de  la  Plata  > 
á  pagar  perjuicios  que  está  probado  no  se  sufrieron,  por 
cuanto  la.  Retención  de  la  barca  c  Tiwers  of  Montriel  >  en  el 
Rosario  (ordenada  con  fecha  38  de  Julio)  no  le  inferid 
perjuicios  porque  no  habia  acabado  de  cargar,  y  asi  que 
el  capitán  estuvo  listo  para  emprender  viaje  y  ofrecida  fian- 
za para  hacerlo,  se  le  admitió,  de  suerte  que  el  perjuicio 
consistía  en  haber  prestado  una  fianza.  * 

A  esto  ha  contestado  el  representante  del  capitán  de  la 
barca  Inglesa  <  Tiwers  of  Montriel  p  examinando  los  seis 
puntos  en  que  se  pretende  establecer  por  el  contrario  la 
nulidad  del   laudo. 

1^  Que  no  es  exacto  que  los   arbitros  i^ndenaron  á  la 
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compañía  á  lo  que  uo  había  pedido  su  parte,  pues  se  ha- 
bía pedido  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  y  la 
sentencia  no  había  hecho  sind  lijar  la  manera  como  debía 
pagarse    dicha  indemnización. 

2<>  Que  es  falso  que  se  haya  negado  á  la  compañía  el 
término  de  prueba,  arrebatándole  el  derecho  de  defensa, 
juzgándola  sin  ser  oida,  pues  á  T  63  y  65  consta  que  se 
le  acordaron  20  días  para  preparar  su  defensa,  y  para  pre- 
sentar las  pruebas  que  creyese  necesarias  y  que  á  mas  de 
dicho  término  se  le  acordaron  8  días  mas  (f.  82  y  89),  para 
que  se  agregaran   las  pruebas  que  tuvieran  las  partes. 

S^  Que  no  siendo  los  arbitros  jueces  de  'derecho,  sino  ami- 
gables componedores  han  podido  prescindir  de  las  simples 
formalidades  del  procedimiento,  como  ser  la  falta  de  publi- 
cidad de  la  prueba  y  la  omisión  de  la  traducción  de  do- 
cumentos, tanto  mas  cuanto  que  las  partes  no  iban  á  alegar 
sobre  su  mérito,  del  que  solo  debían  juzgar  los  arbitros. 

4^  No  ser  atendible  el  cuarto  argumento  en  que  se  funda 
la  nulidad,  porque  el  tercero  solo  debía  ser  nombrado  para 
el  caso  de  discordia^  y  que  no  habiéndose  pronunciado  la 
discordia  sino  en  la  sentencia  definitiva,  solo  en  este  acto 
debió  intervenir,  como    intervino  en  efecto. 

&^  Que  la  falta  de  autorización  del  laudo,  proviniendo 
probablemente  de  un  olvido,  y  no  siendo  imputable  ni  á  su 
parte  ni  á  los  arbitros,  no  puede  anular  el  laudo,  tanto 
mas  cuanto  que  no  importa  la  firma  del  actuario  sino  la 
constancia  de  que  el  laudo  ha  sido  pronunciado  por  los 
arbitros,  y  que  estos  declaian  que  esa  es  en  efecto  su  sen- 
tencia. 

Qo  Que  el  argumento  es  falso,  pues  Dodero  fué  notifi^ 
cado    del  laudo  de  í.  89. 

Y  considerando :  —  1^  Que  no  consta  de  autos,  que  los 
arbitros  hayan  fallado  ultra  petiía^  al  condenar  á  la  com- 
pañía €  Rio  de  la  Plata  3,  al  pago  de  las  averias  causadas 
á  la  barca  cTiwers»  condenándola  al  de  los  perjuicios  su- 
fridos por  la  demi^ra,  intereses  y  costas,  por  cuanto  en   la 
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memoria  de  f.  70  á  73  se  pidió  que  se  condenase  á  dicha 
compañía  á  la  indemnización  de  perjuicios  y  al  pago  de 
costos;  y  la  indemnización  puede  y  debe  fijarse  por  los 
jueces  con  arreglo  al  art.  15  de  la  ley  de  procedimientos, 
ylos  arbitros  al  fijarla  han  podido  comprender  en  ella  los 
perjuicios  provenientes  de  1^  demora  ocasionada  á  la  barca 
en  virtud  del  embargo  decretado  á  f.  7  á  solicitud  y  bajo 
la  responsabilidad  de  la  compañía  del  c  Rio  de  la  Plata  »,  ya 
sea  determinando  una  cantidad  en  globo,  ya  una  indemni- 
zación por  cada  dia  de  demora  y  los  intereses  de  dicha 
suma  desde  que  cesó  el  embargo,  pues  la  ley  no  les  res- 
tringe la  facultad  de  hacerlo  en  esta  forma,  siendo  estas 
consideraciones  tanto  mas  atendibles,  cuanto  que  se  trata 
de  un  juicio  arbitral  en  que  debían  los  arbitros  resolver 
sin  sugetarse  á  las  formalidades  de  los  juicios,  sabida  y  co- 
nocida la  verdad,  según  su  leal  saber  y  entender. 

2o  Que  aunque  ni  la  escritura  de  compromiso,  ni  la  ley 
comercial  autorizan  espresamente  á  los  peritos  arbitradores 
para  resolver  sobre  los  perjuicios  que  los  compromitentes 
sufriesen,  no  tratándose  en  este  caso  de  perjuicios  prove- 
nientes del  abordaje,  ó  sea  de  la  necesidad  de  esclarecer 
quien  fué  la  causa  del  él,  sino  proveniente  directamente  de 
un  embargo  pedido  por  la  parte  de  la  compañía  c  Rio  de 
la  Plata  >  si  tal  medida  decretada  en  provecho  esclusivo*  de 
la  compañía  resulta  injustificada,  es  natural  que  los  per- 
juicios que  ocasionó  sean  á  cargo  de  aquel  que  la  requirió 
pues  de  lo  contrario  desaparecería  toda  responsabilidad  por 
actos  propios,  causando  perjuicios  lejitimos  á  tercero,  cuando 
es  un  principio  general  que  aquel  que  causa  un  daño  debe 
repararlo.  Regla  18^  tit.  34^  part.  7*.  Fadum  cuique  suum^ 
non  adversario  nocet.  L,  155,  ff.  de  Reg.  juris.   in,   6, 

3«  Que  á  f.  63  2f  65,  consta  que  se  acordaron  á  la 
compañía  c  Rio  de  la  Plata  »  20  dias  para  preparar  su 
defensa  y  preparar  las  pruebas  que  convinieren  á  sus  úe-^ 
rechos,  y  á  f.  82  ;  89  consta  que  se  le  acordaron  además 
ocho  dias  para   agregar    las  pruebas  producidas,   y  es  por 
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eonsecdencia  falso  que  se  le  haya  negado  término  para 
probar,  y  roas  falso  aun  que  se  le  arrebatase  el  derecho 
de  defensa,  á  lodo  lo  cual  se  agrega  que  la  compañía  no 
se  quejó  ni  ante  los  arbitros,  ni  ante  este  juzgado  de  que 
se  le  coartase  la   defensa  y  prueba. 

4p  Que  no  es   exacto  que  las  priíebas  rendidas  por  el  ca- 
pitán Watson  hayan  sido  producidas   fuera  del  término,  pues 
consta   que  fueron  rendidas  antes  del  16  de  Marzo,   según  el 
auto  de  f.  89  en  el  que  se  prorogaba  por  cuatro  dias  mas  el 
término  de  prueba  á  solicitud  del  representante  de  la  compa* 
nía  «  Rio  de  la  Plata  >   ( escrito  de  f.  88 ) ;  y  aunque  es   ver- 
dad que  por  el  mismo  auto  se  mandó  reservar  dichas  pruebas, 
consta  por  una  parte  del  mismo  auto  que  la  compañía  se  im- 
puso de  ellas,    y  por  la  otra  estando  en  las  atribuciones  de 
los  arbitros   fallar    sin    necesidad  de  que    preceda    alegato 
acerca  de  su  mérito,  su  ocultación  no  vicia  el  procedimiento, 
como  se  deduce  de  la  ley   10,  tít.    17,  libro  iP^  por  no  fal- 
tarse á  una  formalidad  sustancial,  y  porque  los  arbitros   han 
podido  por  sí  mismos  estimar  el  mérito  de  la  prueba,    aun 
tratándose  de  documentos  en  idioma  estrangero,  que  pueden 
conocer,   y  en  caso  de    no  conocerlo,  han  podido  y  debido 
recurrir  á  un  tercero   que  les    mereciese  confianza,  pues  no 
puede  presumirse  que    procedieran  sin  conocimiento  del  con- 
tenido de  dichos  documentos,  siendo  de  notar   que    el  re- 
presentante de  la  compañía    <  Rio  de  la  Plata  >  no  reclamó 
del  auto  que  mandó  reservar  la  prueba,    sin   que  valga   la 
razón  que  alega  para  no  haberlo  hecho,  pues  no  es  de  creerse 
que  negándose  á  firmar  la  notificación  por  la  falta  de  lega- 
lización del  escribano,  este  no    llenase    este    requisito,  ha- 
ciendo desaparecer  dicho  obstáculo. 

5'  Que  el  cuarto  argumento  en  que  se  funda  la  nulidad 
no  tiene  importancia  alguna  legal  porque  de  autos  con3ta, 
que  el  auto  de  f.  89  fué  pronunciado  de  común  acuerdo 
entre  los  arbitro^  Hopkins  y  Sinclair,  y  por  consecuencia  pu- 
dieron prescin<lir  del  tercero  que  con  arreglo  á  ;Ia  escritura 
de  compromiso  solo  debia  entrar  á  formar  tribunal  en  caso 
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de  discordia  sin  qae  sea  un  obstáculo  el  auto  por  el  que  se 
ordenaba  la  citación  del  tercero,  pues  si  desapareció  la  dis- 
cordia^ no  era  necesario  la  presencia  de  aquel,  que  solo 
la  discordia  podía  motivar. 

6°  Que  aunque  es  verdad  que  el  laudo  no  ha  sido  au- 
torizado por  el  actuario  en  virtud  de  no  haberle  sido  en- 
tregado personalmente  por  los  arbitros,  dicha  omisión  no 
constituye  un  vicio  de  nulidad  insanable  por  las  siguientes 
razones. 

1^  Porque  el  actuario  no  ejerce  jurisdicción,  sino  que 
es  el  funcionario  que  interviene  para  hacer  saber  directa- 
mente á  los  litigantes  los  autos  pronunciados  por  los  jueces 
dando  fé  ,de  que  estos  y  no  otros  son  quienes  los  han 
pronunciado. 

^  Porque  en  el  presente  caso  no  se  pone  en  duda  que 
son  precisamente  los  mismos  arbitros  nombrados  por  las  par- 
tes los  que  han  acordado  y  firmado  el  laudo  de  que  se 
recurre,  y  las  notas  de  t en  que  dan  cuenta  de  ha- 
ber llenado  su  cometido,  así  como  las  manifestaciones 
posteriores  de  los  arbitros,  prueban  concluyentcmente,  que 
es  verdad  que  fallaron  el  negocio  que  les  estaba  sometido 
en  los  términos  que  aparecen  del  laudo  atacado,  y  habiendo 
esta  evi<lencia,  seria  violar  la  fé  de  los  contratos,  no  so- 
meterse^ porque  no  es  sino  un  contrato  de  compromiso  en 
virtud  del  cual  se  obligaron  á  estar  por  lo  que  aquellos 
determinasen. 

3^  Porque  la  ley  no  pronuncia  la  nulidad  de  los  laudos 
en  que  falte  la  legalización  del  escribano,  limitándose  la  ley 
cuarta,  tít.  21,  lib.  4»  R.  á  mandar  que  luego  q)ie  la  sm* 
tencia  fuese  dada  se  ejecute  libremente^  presentándose  el  com- 
promiso  y  sentencia  signada  del  escribano  público^  lo  cual 
importa  exijir  la  legalización  solo  como  un  requisito  para 
despachar  la  ejecución,  y  la  razón  para  e&ijirla  es  clara,  por- 
que tratándose  de  personas  que  ejercen  jurisdicción  por 
voluntad  de  las  partes,  antes  de  ejecutarse  la  sentencia  es 
indispensable  que  haya  la   constancia   auténtica    de   que   es 
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«Da  verdadera  sentencia  la  que  se  manda  ejecutar,  esto  es, 
de  que  los  partes  constituyeron  determinados  jueces  y  de  que 
emana  de  estos  la  sentencia,  que  es  de  lo  que  da  té  el 
escribano. 

4^  Porque  las  leyes  han  determinado  los  casos  en  que 
las  sentencias  son  nulas,  y  si  bien  la  ley  34,  tít.  4% 
partida  3*,  declara  nulo  el  juicio  de  los  avenidores,  cuando 
ha  sido  dado  sobre  negocio  no  sugeto  á  compromiso^  ó  con- 
tra ley,  naturaleza  y  buenas  costumbres  ó  por  engaño^  fal- 
sas pruebas  ó  soborno,  y  la  cuarta,  tít.  26,  partida  3^,  declara 
nula  la  sentencia  á  que  no  concurran  todos  los  jueces,  ó 
qus  fuese  dada  después  de  haber  espirado  su  poder  etc.,  ni 
en  dichas  leyes,  ni  en  las  demás  que  se  ocupan  de  este 
punto,  se  determina  como  causa  de  nulidad  la  falta  de 
autorización  del  escribano^  y  lójicaroente  debemos  concluir 
que  dicha  autorización  no  es  un  riquisito  tal,  que  su  omi- 
sión anule  la  sentencia,  menos  si  se  considera  que  las 
leyes  tienden  á  restringuir  este  recurso^  á  fin  de  poner  fin 
á  los  pleitos. 

7^  Que  por  consecuencia  no  adolece  de  vicio  que  legal- 
mente  la  destruya,  y  por  tanto  debe  estarse  á  lo  que  ella 
resuelve. 

Y  considerando  respecto  de  la  apelación  deducida,  que 
aunque  por  regla  general  puede  deducirse  este  recurso,  no 
precediendo  la  renuncia  de  recursos  como  se  deduce  de  la 
ley  R.  su  admisión  en  el  presente  caso  seria  contraria  a 
art.  1429  del  Código  de  Comercio^  el  que  dispone  que  las 
cuestiones  provenientes  de  choques  y  abordajes  deben  de 
cidirse  por  peritos  arbitradores,  y  versando  Ja  apelación  sobre 
el  fondo  del  negocio  y  conociendo  de  ella  los  jueces  or- 
dinarios, resultaría  que  estos  y  no  peritos  arbitradores  serian 
los  que  en  definitiva  resolviesen,  lo  cual  es  contrario  al 
art.  1429  citado. 

Por  estos  fundamentos,  fallo :  no  haciendo  lugar  á  los 
recursos  deducidos  por  el  representante  de  la  compañía 
f  Riode  la  Plata  »   sin  especial    condenación    en   costas,  y 
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CAUSA   C3LVII. 


ü,  Augusto  Tühring  coiitra  D.  Ángel  Texo^  sobre  fletes, 


Sumario.  —  1^  La  ley  no  impone  ai  fletante  la  obligación 
de  tener  su  buque  listo  para  recibir  carga  inmediatamente, 
después  de  firmado  el  contrato  de  fletaroento,  ó  dentro  de  un 
breve  término,  no  existiendo  estipulación  espresa  al  res- 
pecto. 

2<)  Mucho  mas  cuando  de  las  pruebas  resulta  que  en  la  in- 
tención de  los  contratantes  no  entraba  la  de  señalar  muy  po- 
cos dias  para  poner  el  buque  á  la  carga ;  y  que  no  exístia 
práctica  especial  en  contrario. 

30  No  designándose  en  la  póliza  el  tiempo  en  que  deba 
empezar  la  carga,  se  entiende  que  este  corre  desde  el  dia  en 
que  el  capitán  avisa  que  está  pronto  á  recibirla. 

4*^  La  declaración  de  quedar  nulo  el  contrato  de  fletamen- 
to  vigente  hecha  por  el  fletador,  importa  la  renuncia  al  con- 
trato. 

b^  En  ese  caso  el  fletador  debe  pagar  la  mitad  del  flete, 
y  gratificación. 

ñ^  En  los  viajes  de  ida  y  vuelta^  cuando  el  fletador  renun- 
cia al  contrato  debe  solo  pagar  la  mitad  del  flete  de  ida. 

1^  El  importe  de  dicha  mitad  debe  pagarse  al  renunciarse 
al  contrato,  y  la  tardanza  en  el  cumplimiento  de  esta  obliga- 
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cion  impone  la  de  pagar  los  iotereses  desde  el  dia  de  la  de- 
manda. 

S^  Habiéndose  demandado  mayor  cantidad  de  la  que  se 
admite  por  la  sentencia,  no  hay  temeridad  en  la  resistencia 
del  demandado,  y  este  no  es  responsable  de  las  costas  del 
juicio. 


Caso. — En  7  de  Enero  de  1869,  D.  Ángel  Texo  con  inter- 
vención de  los  corredores  Despaux  y  Deandreis  celebró  un 
contrato  de  fletamento  con  D.  Augusto  Tühring  capitán  del 
bergantín  alemán  Minister  Windh4)r$t  para  los  ríos  Paraná  y 
Paraguay. 

El  capitán  se  obligó  á  cargar  pasto,  800  fardos  mas  ó 
menos,  y  á  recibir  á  bordo  la  carga  cuando  le  fuera  posible. 

Texo  se  obligó  á  pagar  á  1  ^  25  es.  fuertes  por  cada  fardo 
por  mes,  hasta  que  el  buque  regresara  á  Buenos  Aires 
y  quedara  sin  carga,  pagadero  el  flete  al  contado  y  cada 
mes. 

En  5  de  Febrero  un  representante  de  Texo  dirigió  á  los 
Sres.  Despaux  y  Deandreis  una  carta  de  este  tenor.  «  No  ha- 
biendo estado  pronto  á  cargar  cuando  era  convenido  el  ber- 
gantín Minister  Windhorst  queda  nulo  por  mí  parte  el  contra- 
to de  fletamento  firmado  el  20  de  Enero  último. » 

Los  Sres.  Despaux  y  Deandreis  recibieron  el  6  de  Febrero 
aviso  del  Capitán  Tühring,  que  estaba  listo  para  tomar  carga. 

En  10  de  Febrero  el  Capitán  Túhring  demandó  á  D.  Ángel 
Texo  para  4ue  con  arreglo  al  art.  1215  del  Cód.  de  C.  se  de- 
clarase rescindido  el  contrato  de  fletamento,  y  obligado  Texo 
á  pagar  el  falso  flete,  estadías  y  sobreestadías,  contándose  el 
flete  y  demás  desde  el  dia  del  aviso,  y  siendo  2,080  ^  F.  el 
falso  flete  por  ser  de  4  meses  el  término  medio  de  on  viaje 
de  ida  y  vuelta  al  Paraná  y  Paraguay. 

Texo  reconoció  la  carta  de  5  de  Febrero,  y  conferido  tras- 
lado contestó  que  en  el  contrato  no  se  determinó  el  dia  en 
que  el  capitán  estaba  obligado  á  recibir  la  carga,  y  que  en  au- 


♦ 
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sencía  de  esta  determinación,  debía  estarse  á  ta  práctica,  que 
en  los  trasportes  de  pasto,  era  de  recibirla  inmediatamente 
después  de  firmado  el  contrato. 

Que  por  eso  fué  el  capitán  que  incurrió  en  mora,  y  se  ha- 
cia inaplicable  el  art.  1215  invocado,  habiendo  sido  justa  por 
su  parte  la  denuncia  del  contrato. 

En  el  alegato  agregó  que  aunque  hubiera  sido  injusta  esta, 
no  podia  el  capitán  pedir  la  suma  de  2,080  ^  F.,  pues,  aún 
aceptando  la  base  de  4  meses  para  el  viaje  de  ida  y  vuelta,  la 
mitad  del  fletamentó  de  ida  era  de  1,000  ^  F.,  que  era  lo  que 
correspondía  á  800  fardos  á  10  reales  F.  en  un  mes,  porque 
el  falso  flete  en  los  fletamenios  por  ida  y  vuelta  es  la  mitad 
del  de  ida  con  arreglo  al  art.  1,218  del  Cód.  de  C. 

Que  además  la  base  de  4  meses  no  era  cierta,  porque  pa- 
ra los  buques  remolcados,  como  debia  serlo  él  de  Tiihring, 
el  término  del  viaje  de  ¡da  y  vuelta  era  de  treinta  dias. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba  sobre  cual  era  la  práctica  de  es- 
te  puerto  acerca  de  la  época  en  que  deben  estar  listos  para 
recibir  carga  los  buques  fletados  para  los  ríos  y  especialmen- 
te ))üra  conducir  pasto,  cuando  no  se  designa  dia  en  la  póliza. 

Se  produjeron  pruebas,  cuyo  resultado  se  espone  en  el  si- 
guiente : 


Falto  del  JTuez  Secetonal. 


Buenos  Aires,  Julio  21  de  1869. 

Vista  la  demanda  entablada  por  D.  Augusto  Tühring,  Capi- 
tán del  Bergantín  Alemán  Minüter  Windharat^  contra  D.  Án- 
gel Texo,  sobre  un  contrato  de  fletamentó,  resulta  lo  si- 
guiente : 

El  Capitán  Túhríng  acompañando  la  contrata  de  fletamentó 
corriente  á  f.  1^  espone  que  según  dicho  documento  en  7  de 
Enero  del  corriente  año    celebró  un  contrato   con   D.   Ángel 
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Texo  por  intennedio  de  los  corredores  Despaux  y  Deandreis 
por  el  cual  se  obligaba  á  conducir  ocho  cientos  fardos  de  pas- 
to mas  ó  menos  con  destino  á  los  Rios  Paraná  y  Paraguay; 
obligándose  el  fletador  á  pagarle  un  peso  veinte  y  cinco  cen- 
tavos fuertes  por  cada  fardo  y  un  peso  fuerte  por  cada  to- 
nelada de  carbón,  todo  por  mes,  debiendo  ponerse  á  la 
carga  cuando  le  fuese  posible  y  abonái*sele  el  flete  basta  que 
el  buque  regresara  á  Buenos  Aires  y  quedara  sin  carga ;  que 
comunicó  á  Tcxo  que  su  buque  estaba  listo  para  cargar,  ne- 
gándose el  fletador  á  mandar  cargar  como  lo  acreditaba  la  car- 
ta adjunta,  en  la  que  fundándose  en  que  el  bu^ue  no  habia 
estado  pronto  para  cargar  en  la  época  convenida,  declaraba 
por  su  parte  nulo  el  contrato,  faltando  á  su  compromiso,  pues 
el  contrato  no  determinaba  plazo  para  ponerse  á  la  carga ;  y 
que  en  consecuencia  apoyándose  eu  el  art.  1,215  del  Código 
de  Comercio  pedia  la  rescisión  del  contrato  y  el  pago  del  fal- 
so flete,  estadías  y  sobreestadías,  contándose  el  flete  desde  el 
dia  en  que  dio  el  aviso  de  que  estaba  listo  para  cargar.  El 
demandado  pide  el  rechazo  de  la  demanda  por  las  siguientes 
razones : 

i^  Ser  falso  lo  afirmado  por  el  Capitán,  de  que  el  plazo 
en  que  debia  pronerse  á  la  carga  es  cuanto  le  fuese  posibl(\ 
pues  estas  palabras  del  art.  ^^  del  contrato  de  fletamento  se 
refieren  á  la  carga  que  se  recibiera  por  cada  dia  hábil. 

2^  Que  aunque  la  póliza  no  determina  el  dia  en  que  el 
buque  debia  estar  á  la  disposición  del  fletador,  á  falta  de  di- 
cha designación  debe  estarse  á  la  práctica  corrienle  en  esta 
plaza,  la  que  para  los  buques  fletados  para  los  rios  y  espe- 
cialmente para  conducir  pastos,  es  que  deben  estar  listos  in- 
mediatamente, como  lo  prueban  las  carta  que  aconipanala 
de  los  corredores  Marítimos  D.  Octavio  Rossi,  Benn  y  C^.  y 
Despaux  y  Deandreis ;  y  que  el  fundamento  de  esta  práctica  es 
que  el  negocio  de  pastos  no  admite' espera  por  la  naturaleza 
de  él,  y  que  por  consecuencia  ser  debe  embarcado  inmediata-* 
mente. 

3^    Porque  el  Capitán  solo  dio  aviso  el  8  de  Febrero,  esto 
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es^  el  día  simiente  de  aquel  en  que  el  fletador  convencido  de 
la  inutilidad  de  sus  esfuerzos  para  conseguir  el  buque,  habia 

dirijido  la  carta  de  f. en  que  dá  por  nulo  el  contrato  por 

su  parte;,  resolución  que  ha  podido  adoptar  con  arreglo  á  la 
costumbre  á  que  se  ha  referido,  pues  no  pudiendo  esperar  tan- 
to tiempo,  se  vio  obligado  á  embarcar  el  pasto  en  otro  buque. 

4^  Porque  no  habiendo  por  consecuencia  incurrido  en  mo- 
ra el  fletador,  sino  el  fletante,  es  inaplicable  el  art.  1,215  del 
Código  de  Comercio. 

Y  considerando:  —  1^  Que  está  reconocido  por  ambas  par- 
tes el  contrato  de  fletamento,  cuyo  testimonio  corre  á  f.  1^: 
— ^  Que  el  contrato  de  fletamento  impone  obligaciones  que 
están  espresamente  determinadas  por  el  Código  de  Comercio, 
y  cuyo  cumplimiento  es  de  rigurosa  justicia:  —  3^  Que  el 
Código  no  impone  al  fletante  la  obligación  de  tener  su  buque 
listo  para  recibir  carga  inmediatamente  después  de  firmado  el 
contrato,  ó  dentro  de  un  breve  término,  cuando  esto  no  ha 
sido  objeto  de  una  estipulación  especial  entre  las  partes  —  4^ 
Que  en  el  presente  caso  nada  se  estipuló  á  cerca  del  dia  en 
que  el  buque  debia  estar  listo  para  cargar,  pues  tal  estipula- 
ción no  resulta  del  contrato  de  fletamento  que  se  ha  exhibi- 
do, ni  de  la  prueba  rendida  consta  tampoco  que  verdadera- 
mente se  hubiese  hecho  tal  estipulación,  ni  que  ella  entrara 
en  la  mente  de  los  contratantes,  tanto  mas  cuanto  que  de  las 
declaraciones  de  los  corredores  interventores  Despaux  y  Dean- 
dreis  (fojas  79  á  81*3  85  4^6)  de  la  del  dependiente  de  es- 
tos D  Alberto  ScharfTénort  (f.  88),  y  del  Capitán  D.  Felipe 
Triders  (f.  83),  consta  q.ue  Texo  celebró  el  contrato  sabien- 
do que  el  buque  tenia  parte  de  su  cargamento  á  bordo,  sin 
que  exigiera  su  descarga  dentro  de  cierto  plazo,  á  todo  lo  cual 
se  agret^a  que  diez  ó  doce  dias  después  de  firmado  el  contra- 
to, solicita  del  corredor  interventor  (declaración  de  f.  79  á 
81  citada  y  absolución  de  posiciones  á  f.  96),  que  se  viese 
con  los  dueños  de  la  carga  para  que  la  desembarcasen,  lo  cual 
es  una  prueba  de  que  Texo  consideraba  subsistente  el  contra- 
to á  pesar  de  los  dias  trascurridos  y  de  los  que  transcurrí- 
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rían  en  la  descarga,  en  coya  operación  se  invertiría  algunos 
dias  tratándose  de  500  á  600  fanegas  ( confesión  de  f.  96 ) 
podiendo  aumentarse  estos,  según  el  estado  del  tiempo,  y 
no  hay  rason  para  que  considerándose  vigente  durante  20 
ó  mas  dias  no  deba  estar  vigente  á  los  30  dias  después 
de  firmado  el  contrato,  muy  especialmente  en  el  presente 
caso  que  Texo  solo  dio  por  rescindido  el  contrato  después 
del  aviso  que    le  dio  el    corredor  de    estar   descargado  el 

buque  (declaración  de   f.  ) 

50  Que  aparte  de  estos  hechos,  que  según  el  inciso  4^  del 
art.  296  del  Código  de  Comercio,  son  la  mejor  esplicacion 
de  que  en  la  intención  de  las  partes  contratantes  no  entraba 
la  de  señalar  muy  pocos  dias  para  poner  el  buque  á  la 
carga,  no  hay  constancia  en  autos  de  que  exista  una  práctica 
especial  respecto  á  los  fletameutos  para  conducir  pastos, 
pues  aunque  es  verdad  que  D.  Francisco  de  Andreis  ( foja 
115  á  117)  D.  Luis  de  Soubiron,  f.  118,  D.  Alvaro  Newton, 
f.  119  y  120,  D.  Jorje  Gowland,  f.  121  á  122,  D.  Octavio 
Rossi,  f.  123,  D.  Francisco  Cbicstoffels,  f.  125  y  D.  Her- 
minio Areco,  f.  148  y  149,  declaran :  que  cuando  no  se  ha 
estipulado  el  dia  en  que  el  buque  debe  estar  listo,  es  en- 
tendido en  la  práctica  que  debe  estarlo  dentro  de  breves 
dias,  á  mas  de  haber  cierta  vaguedad  en  las  declaraciones 
de  Rossi,  por  cuanto  á  f •  99  vuelta  dice,  que  aunque  no 
hay  una  costumbre  en  plaza  sobre  los  fletamentos  se  ha  hecho 
en  estos  para  el  Paraguy  una  rtuina^  de  que  los  buques 
deben  estar  listos  para  cargar  en  los  8  dias  después  de  fle- 
tados^   f dichas  declaraciones    están    contradichas   por 

los  de  D.  Juan  P.  Boyd,  D.  Alfredo  de  Rosignol,  D.  Fe- 
derico Woodgate,  D.  Alberto  Scharffenort  f.  77  á  79  y  86 
á  88^  y  por  la  Cámara  Sindical  de  la  Bolsa  de  Comercio 
f.  93,  según  las  cuales  cuando  no  está  fijado  un  término 
en  la  póliza  de  fletamento,  es  entendido  que  principia  á 
correr  desde  el  dia  siguiente  al  que  el  capitán  avise  estar 
listo  su  buquCf  sepa  ó  nó  el  fletador  que  el  buque  tiene 
carga  á  bordo  (f.  93),   lo  cual  es   una  prueba  de  que  la 
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práctica  alegada  p<nr  Texo  no  es  oniforme,  y  qne  por  cod- 
secnencia  no  debe  estarse  á  ella  sino  á  lo  resuelto  por 
ponto  general  en  el  art.  12f  4  del  Código  de  Comercio,  el 
qne  determina  que  no  designándose  en  la  póliza  el  tiempo 
en  que  debe  empezar  la  carga,  se  entiende  que  corre 
desde  el  dia  en  que  el  capitán  avisa  que  está  pronto  á  re«- 
cibir  los  efectos,  siendo  esta  prescripción  tanto  mas  apli- 
cable, cuanto  que  solo  en  el  silencio  de  la  ley  debe  el 
juez  buscar  los  elementos  de  decisión  en  la  costumbre,  y  que 
ésta  nunca  puede  prevalecer  contra  disposición  formal  y 
espresa  de  aquella.  —  Reglas   IX  y  X,    Código  de  Comercio. 

Que  por  consecuencia  el  contrato  estaba  vigente  el  dia 
5  de  Febrero  último^  y  no  pudo  Texo  declararlo  nulo,  como 

lo  hizo  por  la  carta  de  f. ,    declaración  que  solo  puede 

estimarse  como  una  renuncia  al  contrato  en  los  términos 
espresados  en  el  art.  1218  del  Código  de  Comercio  que 
impone  al  fletador  para  dicho  caso  la  obligación  de  pagar 
la  mitad  del  flete  y  gratificación.  — Que  dados  los  principios 
sentado  en  los  precedentes  considerandos,  y  la  renuncia 
de  Texo  al  contrato  de  fletamento  con  la  obligación  pres* 
cripta  por  el  art.  i218  citado,  la  cuestión  á  resolver  en  el 
presente  caso,  en  que  se  trata  de  un  fletamento  al  mes, 
es  fijar  cual  sea  la  mitad  del  flete. 

Que  el  demandante  afirma  en  su  escrito  de  demanda,  sin 
ser  contradicho  por  Texo,  que  el  término  medio  de  un  viaje 
de  ida  y  vuelta  al  Paraná  y  Paraguy  es  de  cuatro  meses, 
y  por  consecuencia  de  esta  base  no  contradicha  debe  par* 
tirse  para  señalar  la  parte  de  flete  que  debe  abonar  el  fletador. 

Que  en  ios  viajes  de  ida  y  vuelta,  cuando  el  fletador  re- 
nuncia al  contrato  debe^  con  arreglo  al  art.  1218  citado, 
pagarse  solo  la  mitad  del  flete  de  ida,  disposición  que  al 
presente  caso  es  aplicable,  por  cuanto  el  contrato  era  para 
ir  de  este  puerto  á  los  Rios  Paraná  y  Paraguay,  y  debiera 
durar  hasta  el    regreso  del  buque  al  puerto  de  partida. 

Que  durante  el  viaje  redondo  de  cuatro  meses,  dos  de  estos 
debían  invertirse  en  el  de  ida,  y  por  consecuencia  debiendo 
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abonarse  lá  mitad  del  flete  correspondíante  á  este  viaje, 
debe  el  fletador  Texo  abonar  el  flete  de  un  mes. 

Que  según  la  póliza  de  fletamento,  el  buque  debia  con- 
ducirse ocho  cientos  fardos  de  pasto  mas  ó  menos,  debien- 
do el  fletador  abonar  un  peso  veinte  y  cinco  centavos  fuertes 
al   mes  por  cada  fardo. 

Que  el  fletador  cumplia  con  cargar  ocbo  cientos  fardos 
de  pasto,  y  por  consecuencia,  dicha  cantidad  es  la  que 
debe  tomarse  en  cuenta  para  fijar  lo  que  Texo  debe  abonar 
en    este  caso. 

Que  el  flete  mensual  de  ocho  cientos  fardos  de  partos  im- 
porta según  el  contrato  la  cantidad  de  mil  pesos  fuertes^ 
calculado  á  un  peso  veinte  y  cinco   centavos  por  cada  fardo. 

Que  Texo  ha  debido  abonar  dicha  cantidad  al  renunciar 
al  contrato,  y  ha  incurrido  en  mora  no  haciendo  su  ablación 
ai  ser  judicialmente  interpretado^  y  esta  tardanza  en  el  cum- 
plimiento de  la  obligación  le  impone  con  arreglo  al  artículo 
707  del  Código  de  Comercio,  la  de  pagar  los  intereses  desde 
el  dia  de  la  demanda,  debiendo  dichos  intereses  según  el 
art.  713  ajustarse  á  los  que  cobran  los  bancos  públicos. 

Que  no  siendo  condenado  el  demandado  á  pagar  la  can- 
tidad de  dos  mM  ochenta  fuertes,  estadías  y  sobreestadfas, 
pedida  en  la  demanda,  sino  al  de  la  cantidad  de  mil  pesos 
que  no  alcanza  á  la  mitad  de  aquella,  ha  tenido  hasta  cierto 
punto  razón  para  resistir  las  pretensiones  del  [demandante, 
y  por  consecuencia  no  hay  lugar  para  imponerle  la  conde- 
nación en  cosías. 

Por  estos  fundamentos :  fallo,  condenando  á  D.  Ángel 
Texo  á  pagar  al  capitán  D.  Augusto  Tühring,  dentro  del 
término  de  diez  dias,  la  cantidad  de  mil  pesos  fuertes,  con 
sus  intereses  á  estilo  de  banco,  á  contar  desde  el  dia  de 
la  demanda,  y  sin  especial  condenación  en  costas.  Debien- 
do reponerse  los  sellos. 

Mamiel  Z aválela. 
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'  Se  apeló  de  esta  sentencia  por  las  dos  partes;  espresan- 
do  Túbring  que  apelaba  porque  Texo  no  había  sido  conde-* 
nado   en  costas. 

Concedida  la  apelación  en  relación,  la  parte  de  Texo  hizo 
presente  en  la  visia  de  la  cansa  que  no  habla  convenido, 
como  se  suponía  en  la  sentencia  apelada,  en  que  él  viaje 
de  ida  y  vuelta  durara  cuatro  meses,  porque  resultaba  qu6 
el  buque  debia  ser  remolcado  por  un  vapor,  y  en  este  caso 
el  viaje  era  de  mucha  menor  duración,  la  Suprema  Corte 
proveyó   lo  siguiente  : 

Buenos  Aires,  Setiembre  18  de  1869. 

Vistos ;  para  mejor  proveer  iníorme  la  Capitanía  del  Puerto 
sobre  el  tiempo  que  ordinariamente  emplea  en  un  viaje 
de  ida  y  vuelta  al  Paraguay  un  buque  cargado  de  pasto  y 
remolcado  por  vapor. 

Carreras. 

La  Capitanía  del  Puerto  informó  que  eso  dependía  de  la 
clase    del    vapor  que  lo    remolcase. 

Que  respecto  de  los  remolcadores  c  Villeta,  »  <  Emilia, # 
c  Cerro,  >  y  <  General  Mitre,  i  el  término  medio  era  de 
20  días  eú  circunstancias  normales ;  y  que  los  demás  vapores 
no  tenían  término  exacto. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Setiembre  28  de  1869. 

Vistos  nuevamente,  por  sus  fundamentos  y  considerando 
además  que  la  parte  de  Texo  no  ha  consentido  en  que  el 
viaje  redondo  de  este  puerto  al  Paraguay  sea  de  cuatro 
meses  como  pretende  el  demandante,  pues  que  á  foja  ciento 
setenta  y   dos    ha   rechazado    esa  pretensión  designando  el 

T.   VIII  8 


114  FALLOS  DE    LA  SUPRliMA    CORTE 

érmiqo  de  treinta  dias  á  dicho  viaje  por  lo8  boques  re- 
molcados: que  según  resulta  del  informe  de  la  Capitanía 
del  Puerto  el  tiempo  que  comunmente  se  emplea  se  apro- 
xima mucho  mas  al  que  designa  el  demandado ;  se  confirma 
la  sentencia  apelada  de  foja  ciento  setenta  y  seis  con  de- 
claración qne  la  base  para  calcular  el  viaje  redondo  debe 
ser  de  treinta  dias  y  por  consiguiente  dos  cientos  cincuenta 
pesos  la  cantidad,  que  como  mitad  del  flete  de  ida  debe 
pagar  el  demandado,  y  satisfchas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Sal- 
vador M.  del  Carril. — Francisco 
Delgado.— José   IUrros   Pazos. — 

Bemto  Cauraíííco. 


rü^'iii 


D.  Eugenio  Bustos^  contra  D,    Claudio  Manlrrola   por  cobro 

ejecniivo  de  pesos. 


Sumario,  —  !<>  Establecidos  por  la  cosa  juzgada  cargos  por 
sumas  determinadas,  que  deban  formar  las    bases  de  una  li- 
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quidacion  futura,   aquellas  sumas  pueden  cobrarse  ejecutiva- 
mente sin  aguardar  la  liquidación. 

^  La  escepcion  de   inhabilidad  del  título    fundado  en   la 
falta  de  liquidación  no  es  admisible  en   el  caso. 


Caso.  —  D.  Eugenio  Bustos,  fundándose  en  una  sentencia 
de  28  de  Julio  de  1868  conOrmada  por  el  fallo  de  la  Su- 
prema Corte  de  28  de  Noviembre  de  1868  entabló  contra 
D.  Claudi(i  Manterola  y  su  fiador  D.  Gabriel  Fornes  deman- 
da ejecutiva  por  la  suma  de  10661  ^  oro  moneda  chilena 
y  sus  intereses  desde  1^  de  Julio  de  1864. 

Se  dictó   auto   de  solvendo   contra  Fornes. 

D.  Ciríaco  Guiraldes  pidió  reposición  de  ese  auto  y  apeló 
insubsidium,  diciendo  que  la  sentencia  de  28  de  Julio  habia 
hablado  solo  de  los  cargos  que  debian  figurar  en  el  juicio 
pericial  que  debía  seguirse  por  la  via  ordinaria,  y  no  habia 
mandado  pagar  la  suma  que  so  cobraba. 

Contestó  Bustos  que  las  sentencias  que  fundaban  la  eje- 
cución si  no  contcnian  la  orden  de  pago^  fijaban  las  can- 
tidades que  debian  pagarse,  y  la  fecha  de  los  intereses ;  y  que 
entre  aquellos  figuraban  los  pagarés  perjudicados  que  cons- 
tituían la  suma  de  10000  fi  oto,  cuyo  importe  eraexigible 
desde  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  21  de  Noviembre  de 
1868  que  ordenó  I á  inde^nhatfion  de  los  perjuicios  por  el 
no  protesto  de  los  naismos.        * 

£1  juez  por  auto  dé  5  de  Febrero  de  1869  no  hizo  lugar 
á  la   reposición^  ni  á  ]a ''apelación. 

Igual  demanda  entabló  Busto  por  la  suma  de  4839  pesos 
82  i  es.  bolivianos  resultante  de  cargos  admitidos  por  el  fallo 
de  28   de   Noviembre  de  1868. 

Dicha  •  demanda  fué  acumulada  á  la  primera,  después  de 
haberse  negado  la  reposición  y  apelación  del  auto  de  solvendo. 

Concluido  un  incidente  de  recusación  por  fallo  de  la  Su- 
prema Corte  de  29  de  Abril  de  1869,  se  amplió  la  deman- 
da ejecutiva  por  otras  sumas  mandadas  pagar  por  el  fallo  de 
28  de  Noviembre  de    1868. 
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Se  despachó  el  auto  de  solvendo^  el  mandamienlo,  y  se 
hizo  la   citación  de    remate. 

Guiraldes  por  Manterola  opuso  la  escepcion  de  inhabili- 
dad del  título  por  no  ser  líquidas  las  cantidades  ejecutadas. 

Se  abrió  á  prueba  la  escepcion,  y  como  pruebras  se  man- 
daron agregar  en  copia  varias  sentencias  del  Juzgado  de  Sec- 
ción y  Fallos  de  la  Suprema  Corte. 


Fallo  del  Jites  Seccional.  * 

Mendoza,  Junio  il  de  1869. 

«I 

Vistos :  —  La  escepcion  opuesta  de  la  inhabilidad  del  título 
con  que  ejecuta  D.  Eugenio  Bustos,  se  funda  en  que  al 
final  de  la  sentencia  de  28  de  Julio  de  1868,  f.  66,  con- 
firmada por  la  de  ^  de  Noviembre  del  mismo  año,  f.  14, 
manda  « que  la  liquidación  aprobada  del  perito  Borreda, 
se  reforme  con  arreglo  á  las  declaraciones  que  contiene 
dicha  sentencia »  que  mientras  esto  no  se  haga  en  juicio 
ordinario^  no  hay  título  liquido  suficiente  y  hábil  para  eje- 
cutar, etc.  etc. 

Considerando :  —  1^  Que  la  sentencia  de  la  Suprema  Corte 
fecha  6  de  Setiembre  de  1866«  f.  77,  deja  la  liquidación  de 
daños  y  perjuicios;  ó  la  cuestión  de  averiguar,  cual  es  m 
monto,  ó  en  cuanto  debe  6itimar»e,  eo  juicio  ordinario ;  y 
este  se  ha  tramitado  y  conclaido  ya  como  se  acredita  por  la 
sentencia  de  Julio  dicha  confirmada  por  la  de  Noviembre  idem. 
—  2^  Que  si  bien  es  cierto,  que  estas  dos  liltimas  sentencias 
mandan  que  la  liquidación  se  reforme  por  el  perito  Barreda 
con  arreglo  á  sus  declaraciones,  dichas  sentencias  no  dicen, 
que  la  reforma  se  sugete  á  tela  de  juicio  ordinario.  —  3^  Que 
las  declaraciones  de  la  sentencia  de  Julio  fijan  las  bases  de 
la  liquidación  iolura  por  cuanto  espresan  la  cantidad  de  cada 
partida  de  cargo,  su  fecha  é  intereses,  que  deben  abonarse, 
quedando  entonces  reducida  la  reforma  á  una  operación   muy 
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sencilla  de  sumar  y  multiplicar.  —  A^  Que  desde  luego  está 
cerrado  el  juicio  ordinario  y  es  fuera  de  duda  que  la  refor- 
ma puede  y  debe  hacerse  según  lo  dice  el  considerando  tercero 
de  la  sentencia  de  5  de  Febrero  del  presente  año,  f.  14  <  co- 
mo  la  de  cualquier  deuda  que  gana  interés  i ;  alia  en  el  mo- 
mento final  de  verificarse  el  pago.  —  5<^  Que  los  cargos  reco- 
nocidos de  abono  á  la  parte  de  Bustos  por  la  sentencia  de  Ju- 
lio, unos  son  liquidados  y  los  otros  fáciles  de  liquidarse,  como 
ya  lo  tiene  declarado  el  Juzgado  por  su  auto  de  30  de  Abril 
de  este  año,  f.  40. 

Por  estos  fundamentos  y  otros  que  se  han  tenido  presentes 
en  hecho  y  derecho,  declaro:  que  la  escepcion  opuesta  no 
tiene  lugar,  con  costas,  por  tanto,  'pronuncio  sentencia  de 
trance  y  remate. 

Mando  que  la  ejecución  siga  adelante  por  todos  sus  trámi- 
tes de  derecho  hasta  hacer  pago  al  acreedor  de  capital,  inte- 
reses y  costas,  pues  así  lo  tengo  mandado  por  mi  auto  de  sol- 
vendo,  sin  perjuicio  del  derecho  que  tiene  el  ejecutado  para 
implorar  el  auxilio  que  le  confieren  los  arts.  278  y  279  de  la 

ley  de  procedimientos.  Repónganse. 

Juan  Palma. 

Apelada  esta  sentencia  fué  confirmada  por  el  siguiente 

Falto  de  to    Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  28  de  1869. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  ochenta,  y  satisfechas  aquellas  y  repues- 
tos los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
M.  DEL  Carril. — Francisco  Delgado. 
—José  Barros  Pazos.— Benfto  Car- 
rasco. 
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VAMJMA    C'X.IX 


Ü.  fermin  Correas  contra  D,  Eugenio  Bustos  sobre  ¡nterdicto 

recuperatorio  de  la  posesión. 


Sumario — No  justiíioáadose  la  cleciiva  posesión  de  efecto- 
embargados,  y  re&uUaado  por  el  conirario  que  el  tíiulo  ¡nvos 
cado  es  un  artificio  fraguado  para  desfraudar  los  derechos 
de  un  tercero,  no  debe  hacerse  lugar  á  un  interdicto  po- 
sesorio. 


Caso  —  D.  Fermin  Correa  espuso  ante  el  Juzgado  Federa, 
de  Mendoza  que  habia  comprado  á  D.  Gabriel  Fornes,  y  estaba 
poseyendo,  las  mercaderías  existentes  en  su  casa  de  negocio — 
Que  el  Oñcial  de  Justicia  del  Juzgado  acompañado  del  Escri- 
bano se  habia  presentad(^  á  embargar  los  efectos,  coa  un 
mandamiento  dictado  en  ejecución  contra  Fornes  —  Que  le 
habia  hecho  presente  que  los  efectos  no  eran  ya  del  ejecu- 
tado y  se  habia  negado  á  entregarlos ;  pero  que  el  oficial 
de  Justicia,  haciemlo  uso  de  la  fuerza,  lo  habia  despojado  de 
su  propiedad.  — Quo  por  tanto  entablaba  el  interdicto  de 
recobrar  la  posesión. 

Acompañó  á  la  demanda  una  euenta  pasada  por  Fornes  i 
doñea  por  ol  valor  de  las  mercaderías^  con  el  recibo  al  pié 
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por  la  suma  de  2030  ^  6  V2  <^s-    y  ^^^  '^  kd\^  enmendada, 
Abril  2  de  1869. 

Convocados  á  juicio  verbal  el  ejecutante  D.  Eujenio  Bus- 
tos contestó  que  Correa  no  había  poseído  los  efectos  que 
estaban  todavía  en  casa  del  ejecutado,  —  que  la  cuenta  pre- 
sentada era  falsa  y  nula  por  tener  la  fecba  enmendada  y 
haber  estado  notificado  Fornes  desde  antes  de  la  fecha  de  la 
cuenta  de  no  poder  vender  las  mercaderías  sin  haber  pagado 
antes  lo  que  se  le  cobraba. 


Fallo  del  Juex  de  Seeeion. 


Mendoza,  Mayo  21  de  1869. 

Autos  y  Vistos:  La  querella  de  despojo  contra  el  Oficial 
de  Justicia  por  la  parjte  de  Bustos  que  ha  aceptado  su  res* 
ponsabilidad  á  juicio  del  Juzgado  es  inaceptable. 

i^  Porque  la  factura  de  f.  1  es  un  título  nulo  por  la  raspa- 
dura de  la  fecha  tan  visible  á  la  simple  vista  de  cualquiera 
que' observe  la  enmienda  de  la  fecha. 

2<>  Que  el  articulo  195  del  Código  de  Comercio  es  termi- 
nante á  este  respecto  >  por  mas  que  se  diga,  que  él  se  refiere 
á  contratos  mercantiles  y  no  á  simples  cuentas  que  contienen 
la  sola  firma  del  vendedor. 

S^  Que  justamente  el  contrato  que  contiene  dicha  factura 
es  esencialmente  mercantil  de  compra-venta  de  efectos  que 
se  rigen  por  el  Código  de  Comercio,  contribuyendo  á  hacerlo 
mas  sospechoso  la  falta  de  firma  del  supuesto  comprador, 
puesto  que  es  un  contrato  consensual  en  que  han  debido 
intervenir  las  firmas  de  los  dos  contratantes. 

4<>  Que  el  30  de  Enero  de  1869  se  notificó  de  pago  á  D. 
Gabriel  Fornes  (véase  el  cuaderno  con  que  se  acompaña  el 
certificado  de  f.  33  vta.)  y  á  mas  en  este  mismo  cuaderno  cons- 
ta la  protesta   de   Bustos  que  fué   admitida   por  decreto  de 
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l^'  de  Marzo  de  este  año,  notificada  á  Fornes  el  2  dei  mis- 
mo mes  y  año. 

b^  Que  tanto  la  intimación  como  Ja  protesta  son  con  fe- 
cha anterior  á  la  supuesta  de  factura  que  es  el  2  de  Abril 
del  corriente  año.  —  Sexto^  que  las  circunstancias  espuesias 
y  la  otra  de  a  que  los  efectos  á  la  fecha  del  embargo  se  en- 
contraron en  la  misma  casa  de  Fornes,  dan  luz  suficiente 
para  orientar  al  Juez  acerca  del  fin  que  se  ha  propuesto  D. 
Gabriel  Fornes  y  D.  Fermin  Correa,  con  la  invención  de 
un  contrato  falso  á  todas  luces,  cuando  el  Código  de  Co- 
mercio recomienda  la  buena  fé  entre  comerciantes.  —  Séptimo 
que  la  ley  de  partida  7^,  tít.  15,  parte  5^  es  concluyente  á 
este  respecto,  sin  necesidad  de  invocar  la  del  estilo  por  ser 
dudosa  la  vigencia  de  este  último  Código,  y  Octavo  que  desde 
que  el  fiador  Fornes  fué  intimado  de  pago  y  denunciado  su 
trato  por  clandestino,  sus  bienes  deben  reputarse  litigio- 
sos, y  su  venta  ó  traspaso  sin  ningún  efecto  en  derecho, 
debiendo  tornar  al  que  los  enagenó :  leyes  trece,  quince,  diez 
y  seis,  título  séptimo,  partida  tercera,  por  estos  fundamentos 
y  otros  que  se  escusan  por  abundar  aquellos,  fallo,  que  el  inter- 
dicto deducido  á  f.  14  no  tiene  lugar,  que  por  lo  tanto,  el  pro- 
ceder del  oficial  de  Justicia  es  arreglado  á  derecho ;  en  su 
consecuencia,  queda  firme  el  embargo  trabado  el  dia  15  de 
Abril  del  corriente  año  —  Con  costas  á  D.  Fermin  Correa  y 
D.  Gabriel  Fornes  de  mancomún,  repóngase. 

Juan  Palma, 
Habiendo  apelado  Correa  se  dictó  este  : 


Fallo  de  la  Suprema  Corle, 


Buenos  Aires,  Setiembre  30  de  1869. 

Visto  y  considerando  que  -Don  Fermin  Correa  no  ha  justifi- 
cado la  efectiva  posesión  que  alega  de  los  efectos  embargados. 


DE  JUSTiCU  NACIONAL.  121 

resiillando  por  el  contrarío  que  la  venta  que  dice  ie  hizo  de 
ellos  Don  Gabríel  Fonies  es  un  artiQcio  fraguado  por  ambos 
para  defraudar  los  derechos  del  ejecutante^  se  confirma,  coa 
costas,  el  auto  apelado  de  foja  treinta  y  cuatro,  y  satisfechas 
aquellas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse» 

Francisco  de    las  Caureras. — José 
B.  Pazos.  —  Benito  Carrasco. 

i 


CAVBA    CXJL. 


D.  Juan  J.  Coelho  contra  D.  Teófilo  Silvestre^  sobre  daños  y 

perjuicios. 


Sumario.  —  i^  Un  documento  no  acompañado  á  la  demanda 
no  puede  admitirse  después    si  pudo  acompañarse  á  aquella. 

2o  No  resultando  del  espediente  que  él  que  perdió  la  cues- 
tión fué  litigante  temerario,  no    debe  condenársele  en  costas. 


Caso  —  D.Juan  José  Coelho  demandó  áD.  Teófilo    Silvestre 
por  daños  y  perjuicios  sufridos  á  consecuencia  de  haber  ven- 
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(lido  á  este  cinco  buques  por  la  suma  de  830000  ^  m/c,  y 
después  de  haber  convenido  en  lodo,  haberse  aquel  rehusado 
á  firmar  una  escritura  de  traspaso  estendida  ya  en  el  pro- 
tocolo del  escribano  de  Marina. 

Silvestre  contestó  que  no  habia  habido  ningún  convenio 
de  venta,  como  resultaba  de  no  presentarse  documento  al- 
guno que  emanase  del  demandado. 

Que  en  este  caso  no  podia  admitirse  la  prueba  testimonial. 
I  Que  aun  supuesta  la  existencia  del  contrato  habría  él  que- 
dado rescindido  por  haber  el  vendedor  seguido  trabajando 
con  los  buques,  haberlos  arrendado^  asegurado,  etc.  etc. 


Fallo  del  Juez  Seeelonai. 


Buenos  Aires,  Agosto  21  de  1869. 

Y  vistos :  En  los  autos  seguidos  por  D.  Juan  José  Coelho, 
contra  D.  Teólílo  Silvestre,  |)or  cobro  de  daños  y  perjuicios 
provenientes  déla  falta  de  un  contrato  de  .compra  de  buques; 
resultando : 

Coelho  funda  su  demanda  en  haber  vendido  á  Silvestre  los 
pailebots  «  Ricardo^ »  «  Lolita,  9  c  Niña  Anita  »  y  cEduardito  > 
y  queche  cLisarda, :»  por  la  cantidad  de  850,000  ps.  m/c, 
contrato  que  no  cumplió  por  su  parte  Silvestre,  negándose  á 
firmar  la  escritura  que  solicitó  Coelho,  de  acuerdo  con  Sil- 
vestre, y  que  fue  estendida  en  el  registro  de  escribanía  de 
Marina,  lo  que  le  ha  originado  perjuicios,  pues  no  solo  se 
han  depreciado  *  los  buqués  un  25  por  ciento,  sino  que  el 
contrato  celebrado  con  Silvestre  le  impidió  venderlos  á  otro 
comprador  que  se  presentó ;  daños  y  perjuicios  que  estima 
en  250,000  pesos,  y  que  deben  serle  indemnizados  por  Sil- 
vestre, según  los  arts.  218  y  222  del  Código  de  Comercio. 

El  demandado  opone  las  siguientes  escepeiones : 

1'  No  haber  habido  tal  contrato,  lo  que  prueba  el   hecho 
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de  DO  haberse  presenlado  documento  alguno  público  ó  pri- 
vado que  emane  del  adversario,  siendo  así  que  atenta  la  im- 
portancia del  contrato  que  se  dice  haber  existido,  así  como 
la  de  una  reclamación  por  daños  y  perjuicios,  no  puede  ad- 
mitirse la  prueba  testimonial  sino  cuando  hay  principio  de 
prueba  por  escrito.  (Art.  193  del  Código  de  Comercio.) 

2^  Que  aun  admitida  la  existencia  del  contrato,  el  quedó 
rescindido  en  virtud  de  los  actos  posteriores  del  vendedor, 
quien  lejos  de  entregar  los  buques,  siguió  trabajando  por  su 
cuenta  con  ellos,  los  arrendó,  aseguró,  etc.  etc. 

Y  considerando :  i^  Que  negada  la  existencia  del  contrata 
de  compra-venta  de  los  buques  espresados  en  la  demanda,  no 
existen  otros  medios  de  justificación  que  los  determinados 
por  el  art.  192  del  Código  de  Comercio,  con  la  reserva  que 
respecto  de  la  prueba  testimonial  establece  el  artículo  si- 
guiente 19S. 

2<^  Que  de  la  esposicion  de  los  hechos  que  contiene  el 
escrito  de  demanda,  resulta  que  la  única  prueba  que  existe 
para  acreditar  Ja  verdad  jes  el  testimonio  del  escribano  de 
Marina  que,  á  mas  de  no  ser  admisible,  como  no  lo  seria 
el  de  cualquier  otra  persona,  por  tratarse  de  un  negocio  cuyo 
valor  escede  de  doscientos  pesos  inertes,  en  ningún  caso  ten^ 
dría  la  importancia  de  una  prueba  completa. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  absolviendo  de  la  demanda 
entablada  'por  D.  J.  J.  Coelho  á  D.  Teófilo  Silvestre,  sin  es- 
pecial condenación  en  costas.  — -  Repónganse  los  sellos. 

Manuel  ZavaleUi. 

Silvestre  apeló  por  no  haber  sido  condenado  en  costas 
Coelho. 

Se  concedió  la  apelación  en  relación. 

En  el  dia  de  la  vista,  Coelho  se  adhirió  á  la  apelación 
informando  in  voce^  y  acompañó  otro  documento,  pidiendo  se 
accediese  á  su  demanda,  revocándose  la  sentencia  apelada. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Octubre  2  de  1869. 

Vistos :  No  habiéndose  presentado  el  documento  á  que  se 
refiere  la  nota  anterior,  con  las  solemnidades  prescritas  en 
el  articulo  doscientos  diez  y  nueve  de  la  Ley  de  Procedimien- 
tos, y  constando  de  la  esposicion  hecha  por  la  parte  de  Coelho 
al  adherirse  al  recurso  al  tiempo  de  la  vista  de  la  causa, 
que  pudo  liaberlo  acompañado  á  la  demanda,  devuélvasele,  y 
que  del  espediente  no  resulta  que  el  demandante  sea  litigante 
temerario  para  que  el  demandado  tenga  derecho  á  pedir  la 
condenación  en  costas ;  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja 
catorce,  y  satisfechas  las  de  esta  instancia,  devuélvanse,  re- 
poniéndose los  sellos. 

Francisco  de  las  'Carreras — Salvador  Ma- 
ría DEL  Carril  —  Francisco  Delgado  — 
José  Barros  Pazos — Benito  Carrasco. 


*—* 
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CAUSA  CILJLM, 


D.  Custodio  Dos  Santos  Martínez^  contra  el  vapor  c  Zenovia  i 

sobre  pago  preferente  de  swldos. 


Sumario.  — 1^  Los  buques  estrangeros  de  comercio  Davegan 
sujetos  á  las  leyes  de  la  Nación  que  los  ha  enrolado  en  su 
marina,  tanto  respecto  de  su  régimen  interno,  como  de  las 
condiciones  de  que  depende  el  carácter  que  les  imprime 
su  matricula. 

9p  [E\  capitán  y  tripulantes  de  los  buques  de  comercio 
Norte-AmerícanoSf  deben  ser  ciudadanos  de  la  República  de 
Estados  Unidos  y,  siendo  de  color,  nacidos  en  su  territorio. 

3^  Existiendo  esta  ley,  el  propietario  de  un  bui]ue  Norte- 
americano no  puede  nombrar  como  capitán  del  mismo  á  un 
ciudadano  de  otra  nación. 

4^  Este  no  puede  tener  por  sus  sueldos  el  privilegio  que 
sobre  el  precio  del  buque  establece  el  art.  1,021  del  Código 
de   Comercio. 

5*^  Los  privilegios  admiten  solo  una  aplicación  literal  y 
restrictiva. 


Caso.  —  D.  Custodio  Dos  Santos  Martinez^  capitán  del  vapor 
Norte-americano  c  Zenovia  i ,  puesto  á  bordo  del   mismo  por 
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Casa  y  C^  compradores  de  dicho  vapor  y  espulsado  de  ¿I 
por  órdeD  del  CódsuI  de  E.  U.,  se  presentó  cobrando  sus 
sueldos  y  los  de  la  tripulación,  y  pidió  que  con  la  preferen- 
cia de  la  ley  se  le  mandasen  pagar  sobre  lo  producido  por  la 
venta  del  mencionado  buque. 

Se  opusieron  á  su  demanda  el  capitán  Freemau^  los  Señores 
Folmar  y  C".  dueños  del  precio  del  buque,  y  D.  Ambrosio 
P.  Lezica  comprador  del  vapor. 


Fallo  del  Juex  de  SeeHoa. 


Buenos  Aires,  Abril  ^0  de  1869. 

Y  vistos :  considerando  que  no  se  niega  por  Folmar  y  cotn- 
pañía  ni  demás  interesados  el  hecho  de  que  D.  Custodio  Dos 
Santos  Martinez  ha  prestado  servicios  á  bordo  del  vapor 
« Zenovia  »  y  que  fué  colocado  en  él  por  ios  Señores]  Casa  y 
compañía  compradores  de  dicho  vapor. — Que  dichos  servi- 
cios deben  ser  retribuidos.  —  Que  por  regla  general  los 
servicios  prestados  á  bordo  de  un  buque,  sea  en  el  interés 
directo  de  este  ó  de  la  carga,  gozan  de  privilegio  para  el  pago 
de  salarios  sobre  el  mismo  buque. — Que  no  se  desconoció 
á  Casa  y  C^  el  derecho  de  nombrar  capitán  del  vapor  c  Zenovia  » 
á  la  persona  que  mejor  le  pareciese  como  lo  prueba  el  hecho 
de  haber  Martinez  estado  á  bordo  de  dicho  buque,  lo  que 
no  se  esplica  si  este  dependia  de  Folmar  y  C^,  con  quien 
no  habia  mediado  convenio  de  parte  de  aquel.  —  Que  por 
otra  parte  mal  pueden  Folmar  y  C^  negar  á  Casa  y  C^  el 
derecho  de  nombrar  el  capitán  del  vapor,  puesto  que  se 
presentaron  demandándoles  el  pago  del  saldo  del  precio,  lo 
cual  probaria  que  el  vapor  corría  por  la  cuenta  esclusiva 
de  los  compradores. 

Que  el  capitán  Martinez  no  tiene  personería  para  cobrar 
los  sueldos  de  la  tripulación. 
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Por  estos  fuudamenlos  se  declara  que  D.  Custodio  Dos 
Santos  Marlinez  tieue  derecho  á  ser  pagado  de  sus  sueldos 
con  el  producto  de  la  venta  del  vapor,  y  previa  liquidación 
de  su  crédito,  líbrese  oficio  al  Banco  para  su  abono.  Re- 
pónganse  el  sello. 

Manuel  ZavaleUt. 

Folmar  y  C«,  y  el  capitán  Frecman  apelaron  y  se  les  con-. 

cedió  el  recurso  libremente. 
Ante  la  Suprema  Corte  dijeron  que   Martínez  por  no  ser 

ciudadano  Norte-americano  no  podia  ser  capitán  del  c  Zenovia  > 

que  llevaba  bandera  de  los  £.  U. 

Que  por  consiguiente  los  sueldos  que  babia  ganado  al 
servicio  de  los  Señores  Casa  y  C^  que  lo  babian  puesto  á 
bordo  del  buque  no  podían  tener  el  privilegio  concedido  por 
el  art.  1182  del  Código  de  Comercio. 

Se  contestó  que  Casa  y  C^  babian  podido  nombrar  al  ca- 
pitán del  vapor  por  haber  sido  dueños  del  mismo,-  como  lo 
habia  declarado  la  Suprema  Corte. 

Que  así  lo  establecen  nuestras  leyes,  que  son  las  que 
deben  aplicar  los  Tribunales  arjentinos,  y  no  las  Norte-americanas 
cuya  existencia  además  Mío  estaba  probada. 


Fallo  d«  la  l^upreMia  Varié. 


Buenos    Aires,  Octubre  2  de  1869. 

Vistos  y  considerando. — Primero:  Que  consta  que  el  vapor 
«Zenovia»  pertenecía  á  la  marina  de  los  Estados-Unidos, 
cuando  lo  poseían  E.  H.  Folmar  y  compañía  sin  devolver  al 
Consulado  de  aquella  República  el  certificado  de  su  regísíro^ 
conservando  el  vapor  la  misma  bandera,  y  por  consiguiente 
la  misma  Hacionalidad.  — Segundo,  Que  es  un  principio  acep- 
tado .por  lodos   los  Gobiernos  que  reciben    on   sus   puertos 
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buques  cstrángeros  de  comercio,  que  estos  navegan  bajo  la 
protección  y  sugetos  á  las  leyes  <le  la  Nación  que  los  ha 
enrolado  en  su  marina,  tanto  respecto  de  su  régimen  interno 
como  de  las  condiciones  de  que  depende  el  carácter  que  les 
imprime  su  matrícula.  —  Tercero.  Que  por  el  acta  de  navega- 
ción de  mil  ochocientos  trece,  rejistrada  en  las  publicacio- 
nes oficiales  de  los  Estados-Unidos,  y  citada  como  vigentes 
por  sus  jurisconsultos,  el  capitán  y  demás  individuos  que 
componen  la  tripulación  de  los  boques  mercantes,  deben  ser 
ciudadanos  de  la  República  y,  siendo  de  color,  nacidos  en  su 
territorio.  —  Cuarto.  Que  existiendo  esta  ley.  Casa  y  compañía 
no  han  podido  nombrar  válidamente  capitán  del  c  Zenovia  > 
al  ciudadano  Brasilero  Don  Custodio  Santos  Martínez,  ni 
colocarlo  con  otro  empleo  en  la  tripulación  del  buque. — Quinto. 
Que  por  consiguiente  cualesquiera  que  sean  los  servicios  que 
haya  prestado  á  bordo  del  vapor,  no  puede  pretender,  fundado 
en  ellos,  el  privilegio  que  por  el  artículo  mil  veinte  y  uno 
del  Código  de  Comercio,  se  otorga  á  los  capitanes  y  á  los 
marineros  por  sus  áueldos;  y  el  juez  de  sección  reconocién- 
doles este  derecho  ha  dado  al  privilegÍQ  una  intervención 
contraria  á  su  naturaleza,  que  solo  admite  una  aplicación 
literal    y  restrictiva. 

Por  estos  fundamentos  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja 
setenta  y  ocho  vuelta  y  se  declara  que  el  demandante  Don 
Custodio  Santos  Martinez  no  tiene  derecho  á  ser  pagado  con 
el  precio  del  vapor  c Zenovia»  de  los  sueldos  que  le  asig- 
naron Casa  y  compañía  cuando  lo  nombraron  para  tomar 
su  mando  en  calidad  de  capitán,  devuélvanse  satisfechas  que 
sean  las  costas  y  repuestos  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Sal- 
tador M^  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.  — 
Benito  Carrasco. 
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CAUSA  C^XII. 


Criminal^  contra  Nicanor  Acebedo^  por  complicidad  en  la 

rebelión  y  hurlo. 


Sumario.  —  Probando  un  acusado  por  delito  de  rebelión  la 
escusa  de  fuerza^  debe  ser  absuelto  de  culpa  y  cargo. 


.  Caso.  —  Nicanor  Acebedo  fué  acusado  por  el  Procurador 
Fiscal  de  Mendoza  ante  el  Juez  Federal,  del  delito  de  rebe- 
lión agravado  con  el  de  hurlo»  fundándose  en  los  hechos  si- 
guientes : 

1^  Haber  servido  de  ayudante  del  caudillo  rebelde  Manuel 
Arias,  encontrándose  en  los  combates  contra  las  fuerzas  na* 
cionales,  de  Lujan,  Rinconada  y  San  Ignacio. 

^^  Haber  robado  por  orden  del  caudillo  Viñas  varios  ani- 
males, caballos  y  vacas  de  algunos  vecinos,  rompiendo  las 
puertas  del  potrero  en  que  estaban. 

Pidió  contra  él  invocando  las  leyes  19,  tít.  16,  part.  7*,  y  6, 
tit.  14,  lib.  12,  Nov»  Rec,  y  el  art.  18  de  la  ley  penal  na- 
.  cionai,  la  pena  ordinaria  de  muerte. 

El  defensor  contestó  que  no  era  reo  del  delito  de  rebelión, 
porque  si  había  servido  en  las  filas  rebeldes,  había  sido  vio- 
lentado por  la  fuerza;  que  hizo  todo  lo   posible  para  escusar 

T.  vm  9 
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SU  servicios,  hasta  el  ponto  de  finjirse  enfermo  y  preparar 
un  viaje  á  Chile ;  pero  que  no  pudo  realizar  sus  deseos  por 
la  gran  vigilancia  que  tenian  los  jefes  montoneros,  quienes  lo 
habian  tenido  preso  á  causa  de  sus  tentativas  de  fuga. 

Que  si  tomó  algunos  animales  fué  cumpliendo  órdenes  que 
nadie  podia  evitar  ni  eludir  sin  peligro  de  la  vida ;  y  que  aun 
así  mismo,  lejos  de  llenar  esas  órdenes  con  la  dureza  que 
se  le  recomendaba,  lo  hacia  favoreciendo  en  lo  posible  á  las 
víctimas  que  se  le  señalaba. 

Pidió  be  absolviese  á  Guevara  de  culpa  y  cargo  y  se  le 
pusiese  en  libertad. 

Puesta  la  causa  á  prueba,  y  producida  por  el  defensor  lo 
conducente  á  probar  sus  escepciones,  se  dictó  es^te 


Fallo  del  Juez  de  Sección. 


Mendoza,  Abril  20  de  1869. 

Vistos:  De  este  proceso  resulta  que  Nicanor  Acevedo,  • 
mendocino,  casado,  mayor  de  edad,  está  convicto  y  confeso  de 
haberse  hallado  en  las  tres  batallas  que  dio  la  rebelión  de  Cuyo 
contra  las  fuerzas  nacionales  en  Lujan,  Rinconada  y  San  Ig- 
nacio. En  los  dos  primeros  encuentros  desempeñó  el  rol  de 
ayudante  áe\  caudillo  Arias,  y  en  el  tercero  de  alférez  del 
batallón  de  Mendoza  de  guardias  Nacionales. 

El  acusado  confiesa  además,  que  ejecutando  órdenes  de  sus 
jefes,  salió  con  una  partida  de  tres  hombres  de  infantería 
encabalgada  á  tomar  reses  y  caballos  para  auxilio  de  la  tropa 
en  rebelión,  que  al  efecto  se  trajeron  siete  novillos  perte- 
necientes á  D.  Federico  Apleví,  que  después  su  padre  pagó  á 
este  estando  ya  encausado  el  hijo.  Que  de  un  potrero  que 
ha  resultado  después  ser  de  D.  Ambrosio  Yidela,  se  sacó 
cuatro  vacas,  sin  saber  quien  fuera  su  dueño,  pero  que  mas 
tarde  se  ha  venido  en  cuenta,  que  tres  eran  de  D.  Saturnino 
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González  y  la  otra  de  Jesús  Peña.  Que  de  las  cuatro 
vacas  solo  llegaron  al  campamento  tres>  pues  la  otra  se  la 
comieron  en  el  camino  los  mismos  que  formaban  su  partida, 
en  un  descuido  que  tuvo  conversando  con  D.  Sinforiano  Pon- 
ce.  Que  á  la  finca  de  D.  Cirilo  Toran  fué  también  en  co- 
misión, que  habiendo  pedido  auxilio  de  vacunos  y  caballos, 
le  contestaron  c  que  no  los  había,  que  si  gustaba  llevara  ove« 
jas.  No  aceptando  esta  especie,  luego  se  retiró  de  allí. 

Que  fué  también  á  la  finca  de  Doña  Carmen  Campos  de 
Fernandez,  encontrando  á  esta  arenguiando  con  un  oficial 
que  no  recuerda  su  nombre,  por  cuanto  la  partida  que  lle- 
vaba dicho  oficial  había  forzado  la  puerta  de  un  potrero  de 
la  susodicha  señora  Doña  Carmen  y  sacádose  unos  cuantos 
caballos,  de  los  cuales,  uno  hizo  entregar  por  el  camino  de 
D.  José  Guiñazú. 

Interrogada  la  señora  Campos  contesta :  que  ella  no  co- 
noció al  oficial,  pero  que  le  dijeron  que  era  Acevedo ;  que 
cinco,  caballos  eran  los  que  le  estrajeron  de  su  potrero.  — 
Considerando :  I*'  Que  Nicanor  Acevedo  habiendo  ejercido  un 
mando  subalterno  en  la  revolución  de  Cuyo,  es  reo  de  re- 
belión y  sedición,  por  cuanto  no  solo  hizo  armas,  ayudó  y 
cooperó  á  las  derrotas  de  Lujan,  contra  las  autoridades  cons- 
tituidas, sino  que  también  marchó  á  San  Juan  y  San  Luis, 
consumando  su  alzamiento  con  el  acto  sedicioso  de  prestarse 
á  hacer  frente  á  las  armas  de  la  nación  en  la  Rinconada  y  San 
Ignacio. — 2o  Que  durante  la  dominación  de  la  rebelión  en  Men- 
doza, consta  por  confesión  propia,  que  obedeciendo  órdenes 
inconstitucionales,  encabezó  una  partida  en  cuyo  asocio  se  robó 
cuatro  vacas  y  cinco  novillos,  y  que  han  venido  á  quedar  reduci- 
dos á  siete  de  D.  Federico  Aplevi,  que  al  fin  fueron  pagos  por  el 
padre  de  Acevedo,  lo  cual,  si  bien  exonera  al  reo  de  la 
acción  civil  que  hubiere  tenido  el  dueño  de  los  novillos  con- 
tra aquel  para  repetir  por  ellos,  esto  no  exime  al  acusado  de 
su  responsabilidad  criminal  por  la  sustracción  violenta  de  los 
novillos  sin  la  voluntad  de  sus  dueños. —  3^  Que  no  es  verosimil 
que  el  oficial  que  invadió  el  potrero  de  la  señora  Campos  de 
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Fernandez  fuese  otro  que  él,  desde  que  no  cita  el  nombre  de 
ese  otro  que  arengaba  con  la  espresada  señora,  y  que  auu 
cuando  fuese  cierta  su  escusa,  ella  de  nada  le  aprovecha,  una 
vez  que  vio  su  partida  confundida  con  la  del  otro  oficial  que 
fracturando  una  puerta  á  mano  armada,  no  fué  capaz  de 
contener  su  jente  y  escarmentar  la  otra,  viendo  que  se  atacaba 
la  propiedad  de  una  señora  desvalida,  á  la  cual  se  encontró 
en  el  dober  de  auxiliar,  ya  fuese  como  vecino  ó  militar*  que 
á  la  sazón  tenia  al  cinto  una  espada  y  tropa  armada  á  quien 
consintió  que  robase,  en  vez  de  haberla  utilizado  en  repri- 
mir un  crimen  que  efectivamente  lo  compromete. —  4^  Que 
si  ias  circunstancias  antecedentes  son  agravantes,  es  preciso 
no  desconocer  que  concurren  también  otras  atenuantes,  como 
ser,  V.  g.,  que  el  ladrón  titulado  político  no  se  debe  con- 
fundir con  el  ordinario,  porque  este  por  regla  general  va 
dispuesto  á  todo  esceso^  destruyendo  todo  aquello  que  se 
opone  á  su  paso,  regularmente  á  mansalva.  Que  en  tiempo 
de  un  trastorno  ó  revolución,  no  es  tanto  lo  difícil  conocer 
uno  sus  obligaciones  como  practicarlas ;  y  tercero,  que  la  prueba 
testimonial  que  ha  rendido  el  acusado,  aunque  no  es  completa 
con  relación  al  punto  que  se  propone  justiflcar,  suministra 
no  obstante  alguna  luz,  es  decir,  que  hizo  algo  por  esca- 
parse de  las  filas  de  la  revolución. —  5o  Que  aunque  en 
Mendoza,  Acevedo  autorizó  ó  ejecutó  depredaciones,  en  San 
Juan  parece  que  su  conducta  ha  sido  ejemplar,  como  lo  dicen 
así  los  señores  D.  Wenceslao  Bates,  D.  Fortunato  Cortinez, 
D.  Juan  Segundo  Videla,  D.  José  D.  Lazaga,  D.  Vicente  Ro* 
driguez  y  D.  Justo  Castro,  en  sus  siete  cartas  que  corren 
en  este  proceso  debidamente  legalizadas. — 6^  Que  ellas  han 
sido  dirigidas  por  Acevedo  desde  su  prisión  á  sujetos  for- 
males de  San  Juan,  que  han  padecido  con  ocasión  de  la  te- 
volucion^  ya  en  sus  personas  ó  intereses,  razón  por  la  cual 
dichas  cartas  no  arrojan  duda  que  su  contenido  es  cierto,  y 
no  arrancado  por  sujestion  súplica  ó  empeño. —  Y  7<>  Que  el 
espíritu  de  todas  ellas  está  conforme  en  que  el  reo  ha  sido 
para  los  certificantes  un  ángel  tutelar ^  pues  no  solo  impedia 
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el  saqueo  de  sus  casas,  sino  que  también  hacia  respetar- estas 
por  tropa  armada  de  la  misma  declarada  en  sedición. 

Resultando,  por  último,  que  el  reo  se  ha  fugado  con  au- 
xilio de  sus  mismos  guardianes :  lo  declaro  absuelto  de  esta 
falta,  porque  no  hay  cosa  mas  natural  en  el  mundo  que  el 
hombre  se  procure  su  libertad. — Conformándome  con  la  dis- 
posición de  los  artículos  16  y  22  de  la  ley  nacional  de  14 
de  Setiembre  de  1863,  condeno  á  Nicanor  Acevedo  á  tres 
años  de  destierro  en  la  República  Oriental,  con  descuento 
del  tiempo  de  prisión  que  ha  sufrido,  con  mas  la  obligación 
de  satisfacer  las  vacas  robadas  en  el  potrero  de  D.  Ambrosio 
Videla,  los  cinco  caballos  en  casa  de  Doña  Carmen  Campos 
de   Fernandez,  y  costas  de  esta  causa. 

Juan  Palma. 

Habiendo  apelado  el  defensor,  la  sentencia  fué  revocada 
por  el 


Fallo  de  la  Suprema  Corte< 


Buenos  Aires,  Octubre  5  de  1869. 

Vistos :  Resultando  qne  los  cargos  que  se  hacen  al  proce- 
sado y  por  los  que  se  le  condena,  son  :  Primero.  Complici- 
dad en  la  rebelión  por  haber  servido  en  clase  de  oficial  con 
los  rebeldes  y  haberse  hallado  en  los  encuentros  que  estos 
sostuvieron  con  las  fuerzas  legales,  y  segundo^  haber  estraido 
ganados  de  propiedad  particular  cumpliendo  órdenes  de  los 
que  lo  capitaneaban  para  auxilio  de  la  fuerza  en  armas  contra 
las  autoridades  constituidas;  y  considerando:  Primero.  Que 
Nicanor  Acevedo  se  ha  esousado  en  su  declaración  foja  dos 
vuelta,  confesión  de  foja  trece,  y  en  sus  escritos,  que  él  solo 
sirvió  violentado  por  la  fuerza,  que  se  hizo  enfermo  para 
evitar  compromisos,  y  aun  trató  de  fugar  del   poder  de  los 
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rebeldes,  preparando  un  viaje  á  Chile;  pero  que  no  pudo  rea- 
lizar sus  deseos  y  se  encontró  en  la  necesidad  de  someterse 
al  poder  de  los  que  disponían  de  la  vida  y  propiedad  de  los 
ciudadanos,  sin  obstáculo  alguno ;  que  si  tomó  algunos  ani- 
males á  particulares  fué  cumpliendo  órdenes  que  no  podía 
evitar^  y  que  lejos  de  llenarlas  con  la  dureza  que  se  le  re- 
comendaba, lo  hacia  favoreciendo  en  lo  posible  á  las  victimas 
de  la  depredación  que  se  ejecutaba  en  todas  las  parles  en 
que  dominaban  los  rebeldes.  —  Segundo.  Que  estas  escepcio- 
nes  las  ha  probado  plenamente,  no  solo  con  las  cartas  reco- 
nocidas debidamente  en  juicio  á  que  se  refiere  el  juez  de 
sección^  sino  por  las  declaraciones  de  Doña  Mercedes  Pescara, 
á  foja  treinta  y  tres  vuelta,  Don  Cirilo  González  á  foja  treinta  y 
cuatro,  Don  José  Luis  Real,  á  foja  treinta  y  cinco,  que  afirman 
de  ciencia  propia  al  absolver  la  segunda  pregunta  del  interro- 
gatorio de  foja  treinta  y  dos,  que  Acebedo  se  desertó  de  las  filas 
en  que  había  sido  enrolado  por  fuerza,  ocultándose  en  su  casa; 
habiéndolo  oido  decir  Don  Félix  Malebran  y  Don  José  Ber- 
nardino  Escobar;  por  las  de  los  mismos  á  la  tercera  pregunta, 
que  trató  de  irse  á  Chile  por  no  servir  la  rebelión^  y  que 
estuvo  preso  en  el  campamento  por  haber  tentado  escaparse 
de  las  filas  rebeldes,  al  absolver  los  mismos  testigos  las  de- 
más preguntas  del  citado  interrogatorio.  Tercero,  Que  del 
proceso  no  resulta  que  se  le  hubiera  acusado  por  haber  de 
motu  propio  y  para  su  provecho  robado  cosa  alguna,  para 
que  pueda  considerársele  comprendido  en  lo  dispuesto  en  el 
artículo  diez  y  ocho  de  la  ley  penal ,  pues  que  no  es  un  delito 
común  el  tomar  animales  para  la  rebelión  por  órdenes  de  los 
jefes  de  ella,  sino  una  consecuencia  de  su  complicidad  en 
este  delito,  la  que  se  castiga ,  según  lo  disponen  los  artículos 
quince,  diez  y  seis  y  diez  y  siete,  responsabilizando  al  que 
dio  la  orden  de  tomar  la  propiedad  agena,  ó  al  que  la  toma 
por  sí  por  el  delito  particular  que  comete  con  ocasión  de  la 
rebelión.  —  Cuarto.  Que  si  la  exacción  de  ganado  fué  solo 
una  consecuencia  necesaria  del  servicio  que  prestaba  á  la 
rebelión,  y  si  lo  hacia  forzado  y  cediendo  á  la  violencia  irre- 
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sistible  de  las  armas^  no  puede  hacérsele  cargo  por  un  delito 
del  que  no  le  resultaba  ningún  provecho,  tanto  mas  cuauto 
que  aparece  de  autos  que  al  ejecutar  dichas  exacciones  hacia 
lo  posible  por  protejer  la  propiedad  de  los  vecinos.  -^  Por 
estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 
setenta  y  una^  y  se  absuelve  á  Nicanor  Acevedo  de  toda  culpa 
y  cargo,  devolviéndose  la  causa  para  que  sea  puesto  en  com- 
pleta libertad. 

Francisco  de  las  Carreras. — ^José 
Barros  Pazos.  —  Benito  Car- 
rasco. 


CAUSA   ClLlLIll 


El  capitán  ísiewald ,  contra  D.   Eduardo  Madero^  por 

cobro  de  fletes. 


Sumario.  —  1°  El  capitán  responde  de  los  daños  que  sufra 
la  carga^  á  no  ser  que  provenga  de  vicio  propio  de  la  cosa, 
fuerza  mayor  ó  culpa  del  cargador. 

2^  Admitido  el  hecho  de  que,  en  un  cargamento  de  pasto, 
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se  recibieron  á  bordo  algunos  fardos  mojados,  debe  admi- 
tirse también  que  se  averiaron  por  vicio  propio,  y  mucho 
mas  si  se  embarcaron  en  verano. 

3^  Recibiendo  el  cargador  los  conocimientos  con  la  ano- 
tación de  haberse  embarcado  algunos  fardos  mojados,  sin  de- 
terminar número,  queda  obligado  á  reconocer  como  prove-^ 
nientes  de  vicio  propio  las  averias  que  resulten  posteriormente, 
sobre  toJo  no  alcanzando  el  número  de  fardos  averiados  á 
un  siete  por  ciento  de  la  carga. 


Caso. — D.Guillermo  Paats  y  C^,  en  representación  del 
capitán  Niewaid  del  bergantin  holandés  c  Kaapstad  Packet,  > 
se  presentó  al  juzgado  de  sección  en  Buenos  Aires  espo- 
niendo, que  D.  Eduardo  Madero  fletó  el  mencionado  buque 
para  conducir  al  puerto  de  Itapirú  un  cargamento  de  maiz  y 
pasto  seco. 

Que  en  el  contrato  se  estipuló  que  Madero  abonaría  al 
capitán  el  flete  mensual  de  490  pesos  tuertes,  pagaderos  cada 
dos  meses,  y  además  una  gratificación  mensual  de  20  pesos, 
debiendo  empezar  á  contarse  los  fletes  desde  el  23  de  Enero 
del  año  1868  hasta  el  dia  del  regreso  del  buque. 

Que  el  capitán  cumplió  sus  obligaciones,  regresando  el  16 
de  Abril^  sin  haber  podido  conseguir  de  Madero  el  abono  de 
lo  que  le  adeudaba,  por  fletes,  que  eran  657  ps.  íls.  66  cts., 
deducido  lo  que  tenia  recibido  á  cuenta. 

Fundado  en  los  artículos  1187,  1249  y  1250  del  Código 
de  Comercio,  y  en  el  249  de  la  ley  de  procedimientos,  de- 
mandó á  Madero  por  la  suma  mencionada,  sus  intereses, 
costos  v  costas  de  la  cobranza. 

Corrido  traslado,  D.  Eduardo  Madero  pidió  se  rechazara  la 
demanda  con  espresa  condenación  en  costas. 

Que  solo  no  ha  abonado  al  capitán  Niewaid  el  importe  de 
los  fardos  que  según  el  conocimiento  presentado  por  los  mis* 
roos  demandantes,  aquel  arrojó  al  agua  por  podridos. 
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Que  el  valor  de  esos  fardos  es  de  613  ps..  36  cts.,  los  que 
se  niega  á  pagar,  porque  los  fletes  están  especialmente  afectos 
al  pago  de  los  daños  causados  en  la  carga,  por  mal  arruma- 
je,  falta  en   la  estiva  ó  abandono. 

£1  juzgado,  puso  la  causa  á  prueba,  debiendo  versar  la  de 
testigos  sobre  los  siguientes  hechos : 

1<^  Si  los  24  fardos  de  alfalfa,  á  que  se  refiere  la  cuenta 
presentada  por  el  demandado,  estaban  podridos,  ó  si  fueron 
arrojados  al  agua  con  consentimiento  del  capitán. 

2^  Si  el  daño  ha  sido  causado  por  mal  arrumaje^  falta  de 
estiva^  ó  por  mala  calidad  de  los  objetos  averiados. 

3^  Cuál  era  el  precio  de  la  alfalfa  en  la  época  de  la  en- 
trega. 

Con  la  prueba  producida  por  el  demandante,  se  dictó  este 


Fallo  del  Jues  Seceioiuil. 


Buenos  Aires,  Agosto  11  de  1869^ 

Vistos  estos  autos  seguidos  entre  D.  Teodoro  Niewaid,  ca- 
pitán del  bergantín  holandés  c  Kaapstad  Packet  >  y  D.  Eduardo 
Madero,  por  cobro  de  cantidad  de  pesos  procedeutes  de  un 
contrato  de  fletamento,  resulta  : 

Que  el  capitán  demanda  á  D.  Eduardo  Madero  por  cobro 
de  la  cantidad  de  617  ps.  fls.  66  cts.,  como  saldo  de  la 
cuenta  de  f.  87,  procedente  del  flete  de  fardos  de  pasto  y 
bolsas  de  maiz  conducidos  á  Ilapirú  en  el  bergantín  holandés 
f  Kaapstad  Packet, »  acompañando  como  antecedentes  de  la 
demanda  la  póliza  de  fletamento  corriente  á  f .  2  y  el  cono- 
cimiento de  la  carga  que  se  encuentra  á  f,  88. 

El  conocimiento  Armado  por  el  capitán  tiene  al  margen  el 
recibo  espedido  por  el  consignatario  de  la  carga,  en  'el  cual 
se  espresa  que  fueron  arrojados  al  agua  28  fardos  alfalfa  por 
estar  podridos,  y  una  nota  en  idioma  holandés  en  la  que  se 
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declara  que  alf^unas  bolsas  de  maiz  fueron  recibidas  averiadas 
y  algunos  fardos  de  pasto  mojados. 

El  demandante  deduce  del  precio  total  del  flet^  el  que  cor- 
responde á  los  28  fardos  arrojados  al  agua^  y  respecto  de 
estos  sostiene  que  ha  caducado  por  parte  de  Madero  el  de- 
recho á  cobrar  su  importe  por  haberlos  arrojado  sin  conoci- 
miento del  capitán,  pues  este  solo  tuvo  noticia  de  que  el 
consignatariu  habia  mandado  arrojar  doce  fardos,  no  ha- 
biendo formulado  su  protesta  contra  los  términos  del  recibo 
por  estar  escrito  en  un  idioma  que  no  conocia;  agregando 
que  el  consignatario  faltó  á  la  prescripción  del  art.  1246  del 
Código  de  Comercio,  no  haciendo  constatar  por  el  correspon- 
diente reconocimiento  la  avería. 

El  demandado  pide  el  rechazo  de  la  demanda,  fundándose 
en  que  como  lo  ha  manifestado  anteriormente,  lo  único  que 
no  abonó  al  fletante  ha  sido  el  importe  de  los  28  fardos  que, 
según  el  mismo  conocimiento  presentado  por  el  demandante, 
fueron  arrojados  al  agua  por  podridos^  cuyo  valor  ha  debido 
ser  descontado  del  flete,  por  estar  este  afecto  al  pago  de  los 
daños  causados  á  la  carga  por  mal  arrumaje  á  falta  de  estiva 
ó  abandono,  como  lo  disponen  varios  articules  del  Código, 
y  lo  ha  reconocido  el  Juzgado  en  el  auto  de  f.  99,  que  tiene 
hoy  la  fuerza  de  cosa  Juzgada. 

Y  considerando  : 

1^  Que  aunque  do  se  tiene  la  prueba  directa  de  haber 
el  demandante  entregado  28  fardos  de  pasto  podridos,  puesto 
que  fueron  arrojados  al  agua,  sin  que  haya  constancia  de  un 
reconocimiento  previo^  ni  de  que  fueran  arrojados  en  pre- 
sencia ó  con  consentimiento  del  capitán,  sin  embargo,  el  recibo 
de  la  carga  eus  que  tal  circunstancia  se  espresa  es  una  prueba 
indirecta,  pero  bastante  de  la  verdad  del  hecho,  pues  no  «s 
de  concebirse  que  el  capitán  aceptase  semejante  recibo  sin 
consignar  por  su  parte  la  falsedad  del  hecho,  ni  aun  pro- 
testarla á  su  llegada  á  este  puerto,  si  es  que  puede  admitirse 
la  esplicacion  dada  por  el  capitán  de  que  su  silencio  provenia 
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de  no  conocer  el  idioma  del  pais  en  que  se  hallaba  estén*- 
dido  el  recibo. 

2<^  Que  con  arreglo  al  art.  1067  del  Código  de  Comercio, 
el  capitán  responde  de  los  daños  que  sufra  la  carga,  á  no 
ser  que  provengan  de  vicio  propio  de  la  cosa,  fuerza  mayor 
ó  culpa  del  cargador. 

3<^'  Que  aunque  no  está  justíGcado  en  autos  que  el  daño 
en  su  totalidad;  6  sea  en  los  28  fardos,  haya  sido  producido 
por  vicio  propio  de  la  cosa,  y  tanto  menos  cuanto  que  no 
se  ha  acreditado  que  él  no  ha  podido  provenir  del  arrumaje, 
estiva  ó  negligencia  del  capitán  ó  tripulación,  está  justificado 
sin  embargo  que  algunos  fardos  de  pasto  fueron  recibidos  moja- 
dos como  lo  demuestran  las  siguientes  consideraciones: 

1^  Contener  el  conocimiento  una  nota  en  idioma  holan- 
dés en  la  que  el  capitán  declara  haberse  recibido  algunos 
fardos  mojados,  sin  que  el  fletador  al  contestar  á  la  demanda 
negase  que  dicha  nota  hubiese  sido  puesta  en  el  momento  de 
espedir  los  conocimientos,  y  su  silencio  sobre  este  punto 
puede  estimarse  como  la  confesión  de  que  la  nota  fué  puesta 
al  firmar  los  conocimientos,  y  que  por  consecuencia,  el  hecho 
declarado  en  aquella  es  de  una  rigurosa  exactitud.  (Art.  86 
de  la  ley  de  procedimientos). — 2^  No  haber  el  cargador 
exhibido  el  conocimiento  que  se  entregó  al  recibir  la  carga, 
cuando  su  deber  era  otorgar  el  recibo  de  la  misma  en  el 
ejemplar  que  obra  en  su  poder,  y  cuando  al  objeto  de  la 
exhibición  era  el  de  confrontarlo  con  el  que  se  encuentra  en 
autos,  á  lo  que  se  agrega  que  el  demandado  mismo  se  com- 
prometió (f.  152)  á  presentarlo,  señalándosele  un  plazo  en 
que  debia  verificarlo,  y  la  no  exhibición  de  dicho  documento, 
sin  que  por  otra  parte  se  alegase  pérdida  ó  estravio  de  él, 
ni  deduce  la  presunción  de  que  por  tanto  se  faltó  á  este 
deber,  por  cuauto  de  su  cumplimiento  resultaría  probado  el 
hecho  que  el  demandante  intentaba  justificar. 

4p  Que  admitido  el  hecho  que  algunos  fardos  estaban  mo- 
jados en  el  momento  de  embarcarlos,  debe  admitirse  también 
que  se  deterioraron  ó  pudrieron  por  vicio  propio  de  la  cosa. 
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tanto  mas  cuanto  que  el  artículo  por  su  naturaleza  es  suscep- 
tible de  corromperse,  especialmente  en  los  meses  de  verano, 
en  cuya  estación  fueron  embarcados  y  conducidos  al  Paraguay 
los  fardos  de  que  se  trata. 

5^  Que  el  hecho  de  aceptar  el  cargador  los  conocimientos 
con  la  nota  de  haberse  recibido  algunos  fardos  mojados,  sin 
determinar  su  número,  le  impone  la  responsabilidad  de  reco- 
nocer como  prevenientes  de  vicio  propio  las  averías  que  re- 
sultasen posteriormente,  tanto  mas  cuanto  que  el  número  de 
los  que  han  resultado  averiados  no  alcanza  á  un  siete  por 
ciento  de  la  cantidad  total,  y  que  estando  mojados  algunos 
fardos,  estos  han  podido  producir  la  avería  de  otros  inme- 
diatos ;  á  todo  lo  cual  se  agrega,  que  en  la  misma  nota  alu- 
dida se  encuentran  las  palabras  libre  de  averías^  cuyo  sentido 
no  puede  ser  otro  que  el  eximirse  el  capitán  de  responder  de 
toda  averia,  al  menos  mientras  no  se  probase  directamente 
que  habia  sido  ocasionada  por  éL 

6^  Que  la  escepcion  de  cosa  juzgada  opuesta  por  el  de- 
mandado, y  fundada  en  el  auto  de  f.  99,  no  está  justificada, 
por  cuanto  dicho  auto  se  limita  á  declarar  que  el  título  pre- 
sentado no  era  bastante  para  proceder  por  la  via  ejecutiva, 
pero  sin  cerrar  la  puerta  al  juicio  ordinario;  y  porque  aunque 
en  los  considerandos  de  dicho  auto  se  establece  que  el  ca- 
pitán no  cumplió  su  obligación,  no  se  tomó  en  consideración 
la  nota  contenida  en  el  conocimiento,  y  se  partió  de  la 
base  de  que  la  carga  fué  recibida  en  buena  condición  en  su 
totalidad,  contra   lo  espresado  en  dicha  nota. 

Por  estos  fundamentos^  fallo,  condenando  á  D.  Eduardo 
Madero  á  que  dé  y  pague  dentro  de  diez  dias  al  capitán 
Niewaid  la  cantidad  demandada  con  sus  intereses  4^sde  la 
demanda  y  sin  especial  condenación  de  costas. — Repónganse 
los  sellos. 

Manuel  Zavaleta. 

Habiendo  apelado  D.  Eduardo  Madero,  en  la  segunda  ins- 
tancia presentó  los  recibos  parciales  del  buque,  en  los  que 
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se  dice  que  se  recibieron  dos  fardos  mojados  y  dos  podridos. 


Fallo  de  la  Suprema  Corto. 


Buenos  Aires,  Octubre  7  de  1869. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos,  confirmados  en  su  parte  prin- 
cipal con  los  recibos  presentados  por  el  mismo  apelante,  se 
confirma  con  costas  el  auto  apelado  de  foja  ciento  noventa  y 
uno;  y  satisfechas  aquellas  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
yanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Sal- 
DOR  M.  Carril.— Francisco  Delga* 
DO.  —  José  Barros  Pazos. — Benito 
Carrasco. 
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CAUSA  CJLlUir. 


Criminalj  contra  Francisco  Nieva  y  Luis  SantibañeZy  por 

rebelión. 


Sumario,  —  1°  Es  reo  del  delito  de  rebelión  el  que  se 
alza  públicamente  y  en  abierta  hostilidad  contra  el  Gobierno 
Nacional,  para  deponer  al  Presidente  de  la  República. 

2^  El  hecho  de  seducir  tropas  para  engrosar  las  filas  re- 
beldes hace  que  su  autor  sea  reputado  promotor  de  la  re- 
belión. 

3^  La  pena  de  los  promotores  es  diez  años  de  presidio 
y  una  multa  de  dos  á  seis  mil  pesos  fuertes,  cuando  ha  ha- 
bido combate  con  las  fuerzas  fieles  al  Gobierno. 

i^  Los  reos  del  delito  de  rebelión  son  responsables  de  los 
daños  y  perjuicios  que  hubiesen  ocasionado  con  motivo  de 
ella. 

.  50  No  es  un  delito  servir  en  las  fuerzas  rebeldes  obligado 
por  la  fuerza  y  el  terror. 


Caso.-'Sum  Francisco  Nieva  y  Luis  Santibañez  fueron 
acusados  ante  el  juez  federal  de  Catamarca  del  delito  de  re- 
belión, y  el  primero  además  del  de  hurto  durante  ella. 
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La  acusación,  la  defensa  y  las  pruebas  se  detallan  en  el 
siguiente 


Fallo  del  Jues  de  Sección. 


Catamarca,  Hayo  24  de  1869. 

Visla  esta  causa  criminal  seguida  por  el  Procurador  fiscal, 
contra  Juan  Francisco  Nieva  y  Luis  Santibañez,  naturales  de 
esta  provincia  y  vecinos  de  la  sección  departamental  de  Po- 
man ;  por  haberse  alzado  públicamente  y  en  abierta  hostilidad 
.contra  el  Gobierno  Nacional,  para  deponer  al  Presidente^  di- 
solver el  Congreso  y  cambiar  la  actualidad  de  la  nación ,  con 
motivo  de  igual  alzamiento  encabezado  por  el  caudillo  Felipe 
Várela,  de  la   que  resultan  los  siguientes  hechos : 

En  el  mes  de  Enero  del  anteaño  pasado,  empezó  á  propa- 
garse en  dicha  sección  la  voz  del  levantamiento  de  Cuyo, 
que  se  decia  promovido  por  el  general  Urquiza ;  y  algunos 
dias  después  recibió  Nieva  varias  comunicaciones  oficiales  de 
Severo  Chumbita,  titulado  coronel,  instándolo  á  levantarse  por 
orden  y  á  nombre  del  cabecilla  Felipe  Yarela,  remitiéndole 
como  comprobante  una  proclama  de  este  impresa  en  hoja 
suelta,  y  adjuntándole  al  mismo  tiempo  idénticas  comunica- 
ciones para  Nicolás  Agüero,  vecino  de  c  Pucarilla, :»  con  el 
especial  encargo  de  buscar  su  contacto  é  instarlo  á  produ- 
cir igual  movimiento  en  el  departamento  de  Piedra  Blanca;  á 
todo  lo  que  difirió  Nieve^  poniendo  por  condición  que  habian 
de  pelear  á  las  divisiones  movilizadas  en  servicio  de  la  Na- 
ción al  mando  del  coronel  D.  Meliton  Córdoba  y  comandante 
D.  LuTS  Quiroga,  situadas  entonces,  aquella  en  Andalgalá  y 
esta  en  Belén.  (Declaración  indagatoria  de  fojas  39  á  55  en 
su  respuesta  á  la  pregunta  cuarta,  f  41. — Confesión  con  cargos 
de  ís.  «2  á  91,  en  id.  del  3«  al  10«;  f.  83  á  85;— Declara- 
ciones de  los  testigos  D.  José  Manuel  Castellanos,  D.  Tomás 
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M.  Santa-Ana,  D.  Benito  López  y  D.  Felipe  Figaeroa,  á  fojas 
153,  156,  161  y  163,  en  sus  respectivas  respuestas  á  la  7^  y 
8^  pregunta  del  interrogatorio  de  f.  149  á  151. — Id.  de  D. 
Anselmo  Arguera,  D.  Santiago  Wild,  D.  Francisco  Avellane- 
da y  D.  Mardoqueo  Molina,  á  ts.  173,  174,  181  y  184,  con- 
fesado á  la  pregunta  30  del  interrogatorio  de  fs.  167  á  170. 

Lo  que  aceptado  por  Chumbita  le  órdend  efectuase  el  le- 
vantamiento y  se  marchase  con  la  división  que  pudiese  reu- 
nir, á  incorporársele  en  Hicbigasta,  llevándole  además  auxilios 
de  armas,  cabalgaduras,  reses,  de  todo  articulo  de  guerra; 
pafa  cuyo  efecto  le  mandó  una  partida  de  diez  y  ocho  hom-  I 

bres  bien  armados  y  capitaneados  por  Pedro  Gómez. —  (In- 
dagatoria citada.  Castellanos  y  Figueroa  á  la  2^  id   id.) 

Con  tal  motivo,  el  proc«!sado  Nieva  se  ocupó  desde  luego 
en  procurar  la  seducción  de  la  pequeña  fuerza  de  caballería 
(como  de  30  hombres)  y  apoderarse  de  las  reses  y  caballos, 
como  en  número  de  150^  que  por  orden  de  dicho  Quiroga 
y  á  nombre  del  coronel  Córdoba,  tenia  reunidos  en  la  villa 
de  Poman,  su  comandante  departamental  D.  Justo  Segura, 
por  las  divisiones  de  aquellos.  A  cuyo  efecto  entró  en  con- 
ferencias secretas  con  el  instructor  y  el  capitán  de  dicha 
fuerza,  Ventura  y  Francisco  Nieva,  y  habiendo  quedado  de 
acuerdo  en  efectuar  la  sublevación  de  dicha  compañía,  con- 
vinieron en  que  aquel  iría  á  la  puerta  del  cuartel  y  daría  el 
grito  de  vivas  á  Várela,  Chumbita,  los  federales  etc.,  y 
mueras  á  Córdova,  Quiroga,  los  salvajes  etc.,  debiendo  in- 
continenti ser  segundado  por  Francisco ;  Que  á  la  vez  mar* 
charla  Ventura,  en  el  mismo  día  para  Dn.  Gil,  á  producir 
igual  movimiento  en  otra  guarnición  como  de  40  hombres 
á  50,  al  mando  de  D.  Vicente  Izaroque ;  y  que  de  allí  pa- 
saría á  c Golpes»  á  ponerse  de  acuerdo  con  su  hermano 
capitán  Alberto  Nieva,  para  que  todos  se  le  incorporasen  en 
la  villa  de  Poman  con  los  equipos  y  demás  elementos  de 
guerra  de  que  pudiesen  disponer,  como  lo  efectuaron  en  la 
mañana  del  20  de  Febrero  del  anteaño  pasado,  obteniendo 
el  resultado  que  se  hablan  propuesto,  é  incontinenti  se  pro* 
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clamd  á  la  iropa,  leyéndole  la  de  Várela,  y  ascgnrándjole  entre 
otilas,  cosas  el  derrocamleolo  dql  Gobierno  NaqioBaU  j  que  la 
situación  ya  les^  pertenecía.  —  (Declaración,  del  sumario  de 
fs.  8  y  16  á  22,  á  la  2^  pregunU  del  de  f.  27  á  34,  á  la  2% 
3^  y  4»  id.,  ralificadab  á  fs.  13,  y  143  á  148. ) 

Al  siguiente  dia  21  por  la  tarde,  se  reunieron  en  consejo 
los  antedichos  cabecillas  y  el  citado  Gómez  en  la  ca$a  habi- 
tación del  procesado  Nieva,  con  q1  objeto  de  acordar  la  or- 
ganización de  las  fuerzas  bajo  el  mando.de  va  ¡solo.coman- 
daate,  y  no  habiendo  podido  avenirse,  lo  tomó  este,  en  tinioa 
con.  Francisco,  como  capitán,  Julián  Diaz,  teniente,  David 
Andrada,  subteniente  y  Fructuoso  Pedrazo,  ayudante;  apo- 
derándose á  la  vez  de  los  elementos  bélicos  que  se  trajeron 
de  San  Gil,  como  también  de  todo  lo  que  tonia  S^ura, 
retirándose  desagradados  para  a  Golpes  »  Ventura  y  Alberto, 
quienes  formaron  una  montonera  separada  é  independiente 
de  aquella,  y  con  la  que  se  incorporaron  poco  después  i 
Cbuwbita.  —  ( Iniormaciones  citadas  á  la  5^  y  6^  pregunta  — 
Indagatoria  y  confesión  también  citadas  de  f.  42  y  43,  87  y 
88,  cargos  13,  16  y  17. 

Acto  continuo  de  esta  asonada,  el  citado  reo  hizo  tomar 
presos  al  comandante  Segura,  á  su  ayudante  D.  Tibnrcio 
Orellana,  al  ciudadano  D.  Samuel  Noblega,  á  D.  Tobías  Es- 
peche, á  D.  José  Manuel  Segura,  á  D.  Telmo  Espinosa  y 
al  receptor  de  rentas  provinciales  de  aquel  departamento, 
D.  Francisco  Salas,  é  impuso  contribuciones  forzosas,  á  No- 
Mega  de  40  pesos,  á  Salas  de  20  á  30,  que  tenia  recolectado 
de  los  impuestos  departamentales;  á  Espeche  40,  y  á  dona 
Juana  Sinforosa,  10.  Tomó  á  título  de  auxilios,  con  íueraa 
armada,  de  12  á  15  caballos  y  como  30  reses  á  varios  ve- 
cinos, y  de  la  estancia  de  los  Zspeches  de  5  á  6 ;  é  incor- 
poró .violentamente  á  la  división  á  Noblega  y  á  D.  Eiiseo 
Campos,  con  el  título  de  teniente,  habiendo  aquel  conseguido 
su  libertad  mendiante  la  contribución  antes  mencionada,  y 
desertádoseles  esle  en  la  espedicioíi  de  los  c  Sauces  ^  á  c  Bar* 
gas*  <^(  Según  lo  acreditan,  Segura  á  f.  10,  en  su  jresfAi^sta 
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á  la  2^  pregunta,  el  reo  Nieva  á  la  4^  y  5^  de  so  declaración 
indagatoria,  f.  44  y  45,  y  al  cargo  20  de  sa  confeaion,  f.  89 
vaelta  y  90.  Castellanos,  López  y  Figueroa  á'  f.  153,  162  y 
164,  contestando  á  la  3^  y  5^  pregnntas.) 

El  22  del  mismo  Febrero,  emprendió  la  marcha  á  Machi* 
gasta,  buscando  la  incorporación  de  Chumbita,  que  se  efectuó 
dos  dias  después,  ó  sea  el  quinto  del  citado  levantamiento, 
en  el  lugar  de  los  c  Sauces,  >  á  donde  este  habia  arribado  y 
reunídose  á  las  fuerzas  de  ciudadanos  chilenos,  al  mando  de 
Estanislao  Medina.  Inmediatamente  Nieves  fué  invitado  á  tomar 
parte,  como  la  tomó,  en  un  consejo  militar,  que  lo  formaron 
los  cabecillas  Medina,  Chumbita,  Demetrio  López  y  Froilan 
Juárez  ( finados) ,  N.  Aguiar,  N.  Fuentes  y  N.  Giménez ;  y 
prevaleciendo  la  opinión  del  procesado  Nieva  de  que  se  lie* 
vase  el  ataque  á  la  división  movilizada  en  servicio  nacional, 
que  se  hallaba  en  Belén  al  mando  del  comandante  Córdoba ; 
dispusieron,  á  instancia  de  Medina ,  que  Nieva  se  pusiese 
desde  luego  en  marcha  hacia  «Guandacol,»  en  busca  del 
cabecilla  \arela;  para  que  le  comunicase  el  resultado  de 
dicho  consejo  y  recabase  su  aprobación,  con  cuyo  motivo. 
Nieva  entregó  su  gente  y  demás  elementos  que  llevaba  á 
Chumbita,  y  salió  de  chasque  acompañado  con  Julián  Díaz 
y  Pedro  Gómez.  Mas,  como  no  encontrase  á  Várela  en  Guan- 
dacol,  prosiguió  su  camino  buscándole  á  la  villa  de  Jachal, 
donde  lo  encontró  y  dióle  la  comunicación  de  que  era  por- 
tador, comunicando  á  la  vez  y  recibiendo  las  noticias  y  demás 
pormenores  relativos  á  los  triunfos  y  progreso  de  las  fuerzas 
reaccionarias  contra  las  de  la  Nación.  —  ( Indagatoria,  confe- 
sión y  pruebas  del  plenario  antes  citadas. ) 

Pocos  dias  después  recibieron  en  Jachal  el  parte  de  Medina, 
relativo  á  su  triunfo  en  la  plaza  Tinogasta,  sobre  las  fuerzas 
del  coronel  Córdoba,  la  muerte  de  este,  la  prisión  y  entrega 
del  comandante  D.  Luis  Quiroga,  tomado  en  su  derrota  por 
D.  Francisco  Magarzo  en  la  c  Aguada  de  Londres, »  y  remi- 
tido á  Tinogasta  á  disposición  de  Medina.  Con  cuyo  motivo 
Várela  dispuso  su  marcha  sobre  estas  provincias  del  Norte, 
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al  siguiente  dia  de  recibir  dicho  parle,  espidiendo  desde  luego 
al  procesado  el  nombramiento  de  comandante  de  un  escua- 
drón de  caballería,  pero  poco  después  lo  envió  de  c  Guanda- 
col »  á  los  c  Sauces »  con  el  encargo  de  invitar  á  los  demás 
reaccionarios  á  que  se  reunieran  y  lo  esperasen  en  este  punto, 
como  en  efecto  se  verificó,  formando  un  total  como  de  cinco 
mil  6  mas  hombres.  —  ( Indagatorias  y  confesión  citadas.) 

Así  organizados,  emprendieron  la  marcha  con  dirección  á 
la  ciudad  de  la  Rioja,  con  el  propósito  de  batir  al  ejército 
nacional  al  mando  del  general  Tabeada,  en  coya  espedicion 
dicho  reo  no  obtuvo  colocación,  por  haber  la  gente  que  este 
debia  mandar  preferido  para  su  jefe  á  Ventura  Nieva,  motivo 
por  el  que  entre  otros  concurrió  á  c Vargas»  como  mero 
espectador  sin  que  aparezca  haber  recibido  mas  comisión  que 
la  de  llevar  á  Chumbita  un  parte  ú  orden  verbal  de  Vareta, 
momentos  antes  de  entrar  en  batalla. — (Indagatoria  citada  y 
declaraciones  de  Figueroa  á  la  3^  pregunta. ) 

Con  motivo  de  la  derrota  que  sufrieron  las  fuerzas  rebeldes, 
el  reo  Juan  Francisco  contramarcbó  á  cMazan,»  donde  se  reunió 
con  Chumbita  y  los  Nievas,  y  tuvieron  una  conferencia  sobre 
to  ocurrido  y  la  actitud  que  debian  asumir;  mas  como  no 
arribasen  á  un  resultado  decisivo,  volvieron  á  separarse,  pero 
al  entrar  dicho  reo  á  la  villa  de  Poman,  la  encontró  ocupada 
con  fuerzas  al  mando  de  Ventura,  Francisco  y  Alberto  Nieva, 
á  quienes  presentó  un  oficio,  cierto  ó  fingido,  por  el  que 
se  le  ordenaba  buscase  la  incorporación  de  Medina  en  los 
c  Sauces,  >  con  cuyo  motivo  tomó  el  comando  en  jefe  de 
las  fuerzas,  las  mismas  -que  muy  luego  volvieron  á  disper- 
sarse por  la  aproximación  de  la, división  Tncumana,  al  mando 
del  ex-ministro  D.  José  Haría  del  Campo;  huyendo  el  proce- 
sado en  compañía  de  Pedraza  y  Santibañez  con  dirección 
al  c  Valle  Hermoso, »  y  permaneciendo,  tanto  allí  como  en 
Copacabana  por  algún  tiempo,  hasta  la  época  en  que  Várela 
hacia  su  retirada  para  Antofogaata,  á  donde  también  se  mar- 
chó aquel,  al  lado  de  la  familia  de  D.  Severo  Blanco,  hasta 
que  por  fin  regresó  á  Tinogasta  y  se  presentó  al  general 
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Navarro,  como  á  fines  del  citado  año,  con  cuyo  motivo 
volvió  á  la  villa  de  Poman  y  se  reunió  á  su  familia. — (In- 
dagatoria y  confesión  citadas  á  f.  47  vuelta  y  48,  f.  89  vuelta 
y  90. — Declaraciones  de  Castellanos  á  la  2"  pregunta  y  López 
á  la  4^,  también  citada. 

Con  respecto  al  reo  Santibañez,  solo  hay  digno  de  mencio- 
narse, que  cuando,  según  queda  dicho,  Chumbiía  se  hallaba 
acampado  en  «  Mazan,  >  aquel  bajó  á  la  villa  de  Poman  con 
el  objeto  de  vender  una  carga  de  quesos;  pero  tan  luego  de 
entrar  á  la  plaza  fué  rodeado  por  una  partida  de  Francisco 
Nieva,  estropeado  y  reducido  á  prisión  como  sospechoso. 
Pero  pasados  muy  pocos  dias  lo  incorporaron  á  dichas  fuerzas 
y  lo  enviaron  como  baqueano  de  una  partida  destinada  á 
bajar  hacienda  de  las  estancias  inmediatas,  y  tan  luego  de 
regresar  lo  hicieron  marchar  á  c  Mazan,  »  donde  lo  entregaron 
con  el  reste  de  la  gente  á  Chumbita,  quien  también  lo  des- 
tinó al  principio  para  servir  de  guia  á  las  partidas  de  llevar 
la  hacienda  de  las  estancias  de  Poman,  colocándolo  después 
de  soldado  de  infantería.  ^ 

Por  estas  circunstancias,  vino  á  formar  parte  de  la  van- 
guardia de  las  fuerzas  reaccionarías  del  caudillo  Várela;  con- 
currió á  «  Bargas :»  y  fué  después  agregado  nuevamente  á  sus 
filas,  marchando  con  ellos  en  su  retirada  á  territorio  boli- 
viano, sin  que  por  lo  demás  haya  podido  averiguarse,  si  en 
esta  ocasión  fué  violentado,  como  ló  había  sido  antes,  ni  aun 
si  durante  tales  épocas,  tuvo  ó  no  los  medios  de  evadirse. — 
(Indagatoria  y  confesión  de  f.  56  á  62  y  f.  91  á  94.  —  De- 
claraciones de  los  testigos  Castellanos  y  López  en  sus  res- 
puestas á  la  10^  pregunta  del  citado  interrogatorio  de  f.  149 
á  151.  —  Id.  de  D.  José  Manuel  Segura,  D.  Nicolás  Arias  y 
de  D.  Mateo  Ogas  de  f.  202  *á  203,  204  á  205  vuelta,  y  206 
á  208,  en  sus  respuestas  á  las  preguntas  18,  19  y  20  del 
interrogatorío  de  f.  i98  á  201.) 

¥  considerando,  con  respecto  á  Juan  Francisco  Nieva; — 
lo  Que  este  es  reo  del  crimen  de  rebelión  definido  por  el 
art.  14  de  la  ley  penal  de  14  de  Setiembre  de  1863,  puesto 
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que^  según  queda  dicho,  se  alzó  púhlicQmmte  y  en  abierta 
hostilidad  contra  el  Gobierno  Nacional,  para  los  objetos  de- 
signados en  los  inc.  2°  y  4^  del  cita«Jo  artículo.— 2<^ Que  sin 
embargo  de  haber  encabezado  el  levantamiento  de  Poman,  no 
procedió  como  promotor  y  caudillo  principal  de  la  rebelión, 
pues  que  desde  el  principio  marchó  subordinado  y  como 
agente  de  Chumbita,  y  antes  de  trascurrir'  una  semana,  ya 
quedó  privado  aun  del  mando  de  la  división  con  que  se  alzó 
y  reducido  al  rol  .de  un  simple  emisario  y  subalterno  de  los  cita- 
dos caudillos  principales.  Sin  embargo,  por  el  hecho  de  haber 
seducido  las  tropas  de  los  comandantes  Segura  é  Irazoque^  y 
de  haber  tenido  efecto  la  rebelión^  Nieva  debe  ser  reputado 
como  promovedor,  según  la  terminante  disposición  de  los  ar- 
tículos 27  y  28,  y  como  tal^  comprendido  en  la  del  art.  i5 
de  la  citada  ley.  —  3^  Que  la  pena  impuesta  contra  e^os  por 
el  citado'  arl.  15,  es  la  de  estrañamiento  por  diez  años  y  á 
mas  una  viiUta  de  dos  á  seis  mil  pesos  fuertes^  cuando, 
como  sucedió  en  la  villa  de  Tinogasta,  hubiese  habido  com- 
bate entre  ios  rebeldes  \  la  fuerza  (iel  al  Gobierno,  ó  sí  se 
hubiesen  causado  estragos  que  hayan  puesto  en  peligro  la  vida^ 
la  propiedad  ó  la  libertad  de  las  perdonas ;  como  en  efecto 
se  causaron^  tanto  en  aquel  departamento  como  en  el  de 
Poman,  si  bien  es  cierto  que  el  reo  Nieva  no  tuvo  una  par- 
ticipación directa  en  t.iles  hechos,  salvo  los  casos  ya  enu- 
merados. —  ¥  Que  á  mas  de  talos  puntos,  la  misma  ley  en 
su  art.  91  constituye  responsables  á  sus  perpetradores ^  de  los 
daños  y  perjuicios  que  hubieran  ocasionado,  obligándolos  ade- 
más á  la  restitución  de  lo  adquirido  ilejitimamente^  en  todos 
aquellos  casos  en  que  tales  reparaciones  pudieran  tener 
lugar. 

Considerando,  con  respecto  al  reo  Luis  Santibañez:  — 
1"  Que,  según  <]ueda  dicho,  este  fué  tomado,  estropeado  é 
incorporado  violentamente  á  las  fuerzas  rebeldes,  habiéndole 
ocupado  en  el  principio  de  baqueano  en  las  partidas  que 
desde  <  MazaA »  fueron  desprendidas,  para  hacer  arreos  de 
hacienda  de  las  estancias  de  Poman ,  y  después  incorporado 
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á  las  ínfaQterias  de  Cbambita. — 2^  Qae  por  las  escepciones 
j  demás  fundamentos  legales  que  alega  el  padrino  defensor 
de  los  reos  en  sa  escrito  de  defensa  de  f.  114  y  i 27  voelta, 
Sanlibañez  no  puede  ser  responsabilizado  de  la  participación 
que  ha  tomado  en  la  rebelión,  ni  de  los  demás  hecbos  que 
ha  ejecutado  bajo  la  presión  de  la  fuerza  y  el  terror ;  como 
también  lo  reconoce  el  Procurador  Fiscal ,  quien  en  vista  de 
las  probanzas  producidas  sobre  el  particular,  ha  venido  últir 
mámente  en  solicitar  la  absolución  de  aquel,  según  lo  com- 
prueba la  última  diligencia  corriente  á  f.  223  de  este  pro- 
ceso. 

.  Por  lo  tanto,  y  teniendo  además  en  consideración  la  buena 
conducta  anterior  de  los  reos,  las  constantes  persecuciones 
de  que  el  primero  babia  sido  víctima,  muy  principalmente 
por  parte  del  finado  coronel  Córdoba  y  la  moderación  que 
guardó  con  la  generalidad  del  vecindario  de  Poman,  durante 
su  corta  permanencia  á  la  cabeza  de  las  fuerzas  rebeldes, 
fallo,  en  definitiva  condenando  al  reo  Juan  Francisco  Nieva  á 
sufrir  la  pena  de  estrañamiento  por  diez  años  y  además,  á 
pagar  una  multa  de  dos  mil  pesos  fuertes,  que  es  el  minimum 
de  los  designados  por  el  art.  15  de  la  ley  penal  ya  citada, 
como  asimismo  á  la  indemnización  de  las  reses  y  caballos 
que  tomó  por  via  de  auxilio  de  la  estancia  de  los  Especbes  y 
de  otros  vecinos ;  y  finalmente,  á  la  devolución  de  las  contri- 
buciones forzosas  que  impuso  á  los  antecitados  vecinos,  con 
especial  condenación  de  costas :  absolviéndose  de  toda  culpa 
y  cargo  al  procesado  Luis  Santibañez,  de  conformidad  á  lo 
solicitado  por  el  Procurador  General. —  Hágase  saber,  comuni- 
qúese por  oficio  al  Poder  Ejecutivo  Nacional  y  líbrese  el 
correspondiente  mandamiento  para  la  soltura  de  Santibañez. 

Joaquin  Quiroga. 
Apelada  esta   sentencia  fué    confirmada,  por  el   siguiente 
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WmSím  dto  to   Wwi^remam  Vwim. 


Buenos  Aires.  Octubre  7  de  1869. 

Vistos:  Por  sqs  fundamentos  y  los  concordantes  de  la 
precedente  vista  del  Señor  Procurador  General,  se  confirma  la 
sentencia  apelada  de  foja  doscientas  veintitrés,  y  previo  el 
oficio  correspondiente  al  Poder  Ejecutivo,  devuélvase. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  José 
B.  Pazos. —  Benito  Carrasco. 
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CAUSA  CTLILIÍ 


D.  Benjamín  Sánchez  y  C^,  contra  la   Testamentaria  Mallea 
y  D.  Nicolás  Sotomayor^  sobre  depósito. 


Sumario,  —  i^  Consentido  un  auto  ordenando  se  saque 
de  poder  de  uno  un  depósito  de  dinero,  debe  llevarse  á 
efecto ;  mucho  mas  si  hay  razón  para  temer  dificultades  con- 
tinuando et    depósito    asi. 

2^  No  es  razón,  para  dejar  sin  efecto  dicho  auto^  la  de 
no  poderse  depositar  el  dinero  con  seguridad  donde  el  juez 
ordenó,  existiendo  otras  casas  donde  hacerlo. 


Caso.  — En  los  autos  seguidos  por  la  Testamentaría  de  Don 
Alejo  Tristan  Mallea,  contra  D.  Nicolás  Sotomayor  por  cobro 
de  pesos,  en  los  que,  mandado  depositar  el  saldo  de  18,173 
pesos  boliv.  hasta  la  conclusión  de  la  tercería,  el  rematador 
Tavanera  habia  solicitado  conservarlo  en  su  poder,  D.  Pastor 
Ovalle  por  Benjamin  Sánchez  y  C^.  pidió  que  Tavauera  entre- 
gase dentro  de  tercer  dia  ese  saldo,  y  se  depositase  en  la 
casa  de  D.  Daniel  González  y  C^.  / 

Alegó  que  las  cuentas  entre  la  Testamentaría  Mallea  y  Don 
Exequiel  Tavanera  no  estaban  bien  entendidas,  y  podían  sus- 
citarse cuestiones  sobre  el  depósito ;  que  por  el  fal  lo  de  la 
Suprema  Corle  de  24  de  Enero  de  i 867  se  habia  declarado 
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la  acción  de  Sánchez  y  C^  á  ese  depósito ;  y  que  por  con- 
siguiente tenia  el  derecho  de  velar  sobre  su  seguridad,  y  pre- 
sentar la  petición  mencionada. 

El  juez  ordenó  que  la  consignación  se  hiciese  en  las  arcas 
fiscales^  si  las  partes  no  convinieren  en  lo  contrario. 

Este  auto  quedó  ejecutoriado. 

En  seguida  Tavanera  pidió  se  le  eximiese  de  la  obligación 
que  le  imponia  aquel  decreto,  el  administrador  de  Rentas 
manifestó  que  no  se  podia  guardar  en  la  aduana  un  depósito 
de  i 8,000  pesos  bol. 

Se  llamó  á  tas  partes  á  juicio  verbal,  y  estas  convinieron 
en  que    con  lo  espuesto  por   ellas,   se  dictara  resolución. 


Fallió  del  Jíiiex  Seccloiml. 


Mendoza,  Junio  !<>  de  i  869. 

]tfedíante  la  facultad  que   mé  han  concedido  los  firmantes 
del  apta  que  antecede. 


I : 


WwMo. 


Considerando:  —  I»  Que  el  depósito  de  que  se  trata  es 
judicial,    desde  luego  está   á  la  orden    del   juez. 

^  íQue  ganando  intereses  ha  perdido  ya  su ;  carácter  ver- 
dadero, y  se  ha  constikiido  en  capital  redituable  afecta  á 
los  resultados  del   juicio    porque  se  constituyó. 

3^  Que  aun  que  tiene  razón  D.  Pastor  Ovalle  para  quejarse, 
que  el  depósito 'líayíi 'pasádíTiJ  sú  C6dlrap2rrte  por  la  cir- 
cunstancia  que  indica^  también  debe  tener  presente,  que  el 
temor  que  abriga,  desaparece  en  el  acto  que,  ganando  in- 
terés el  capital  dicho,  si  ía  testamentaría  Mallea  no  se  aflijo 
por  e^onf^luir  el  jisynto,  tien^  el  poderoso  motor  que  ^s  el 
acreefl^r :  Xf vanera  para  que  marche  et  asunto,  i  fin  de  li- 
brf^fse.  .algfUQ  día  de  ese  a^ujjon  que  se  llaifia  rédito,  y  qpe 
por    una  razón  muy    concluyente  es  natural    colejir  que  la 
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lestamentaría  Mallea  también  lo  tenga,  poes  no  se  pnede  es- 
plicar  de  otra  manera  ¿qué  razón  haya  para  qae  Tavanera 
pague  interés,   ;  no  la  de  Mallea  á  favor  de  este  último  ? 

40  Que  mirada  la  cuestión  bajo  este  aspecto,  «1  argumento 
de  Ovalle  deja  de  ser  fundado,  desde  que,  siendo  el  depósito 
litigioso  tanto  puede  ser  de  uno  como  de  otro  colitigante, 
compensándose  la  ventaja  de  la  posesión  del  capital  con  la 
utilidad  que  este  produce  para  quien  hubiere  de  corresponder. 

Y  5^  Que  no  habiendo  conformidad  de  partes  en  que  el 
depósito  vaya  al  banco  González^  habiendo  contestado  el 
Administrador  de  Rentas  Nacionales  por  su  nota  de  ayer 
que  corre  en  autos,  que  no  hay  seguridad  para  guardar 
dicho  capital  en  su  caja. 

Siendo'  por  otra  parte  deber  del  juez  hacer  que  el  de- 
pósito no  se  estravie,  creyéndolo  seguro  donde  está  actual- 
mente con  la  garantía  que  ahora  se  exije  por  esta  resolución ; 
Resuelvo :  Que  el  depósito  continúe  en  poder  del  Dr.  Don 
Exequiel  tavanera  ganando  el  interés  estipulado  del  uno  por 
ciento  mensual  con  cargo  de  otorgar  la  correspondiente 
escritura  garantida  con  hipoteca  de  un  fundo  raiz  á  satis- 
facción del  juez  y  de  las  partes  interesadas,  debiendo  gozar 
de  un  plazo  prudente  para  su  ratrega  cuando  se  le  pida  por 
la  razón  de  no  estar  disponible,  una  vez  que  gana  interés. 

Palma. 

Apelada  por  Ovalle  esta  sentencia  fué  revocada  por  el 
siguiente 


l^lto  Ae  la  Si^ran»  Vmwim 


Buenos   Aires,  Octubre  7  de  1869. 

Vistos,  y  considerando :  —  Primero.  Que  el  auto  de  foja 
dos  por  el  cual  se  mandó  sacar  del  poder  de  Don  Eiequiel 
Tavanera  los   diez  y  ocho  mil  pesos  que  deben  responder 
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^oredentadas  por  Doq  Pastor  Ovalle,  y  sus 

^0  y  quedó  por  coDsigoiente  ejecutoriado: 

^^  '*!  razón  para  que  ae  le  deje  sia  efectOi 

ositar  con  seguridad  en  la  teso- 

^  o  colocarse  en  una  casa  de  co- 

,,      %         ^1'  .anta  su  devolución,  cuando  le  fuere 

^V|,    '  ^  ^ae  Tavanera  ba  justificado  el  temor 

f,  ^revee  O  valle  encontrará  en  él,  si  el  pleito 

"*  ^vor  de  su  parte,  tomando  sin  correspon- 

* ',  a   de  la  contraria,  y  declarando  que  le  ha 

.  de   toda  la   suma,  y  que  el  depósito  en  sus 

jl  presente  nominal ;    por  estos  fundamentos  se 

.  auto  apelado  de  foja    diez  vuelta,  y    trasládese  la 

je  diez  y  ocho  mil    pesos  con  los  intereses  vencidos 

a  el  dia  de  la  entrega  á  un  banco  público,  si  lo  hubiese,  ó 

.  una  casa  de  comercio  ó  persona  de  responsabilidad,  eiijién- 

dose  las  garantías  que  se  bailase  ser  suficientes  para  asegurar 

el  cobro ;   y  satisfechas  las  costas  y   repuestos  los  sellos, 

devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras — Salvador  Ma^^ 
RÍA  DEL  Carril  —  Francisco  Delgado  — 
José  Barros  Pazos — Benito  Carrasco. 


*—^ 
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CíIlUSA    C1LTL\1 


D.  Francisco  D.   Oro  Sifoa^  contra  D.   Jelon  Martínez,  sobre 

cobro   de  impuestos. 


Sumario.  —  1^  £1  pleito  entre  un  arjenlino  y  un  estran- 
gero  corresponde  en  1^  instancia  al  juzgado  de  sección,  aunque 
pudiera  su  rüsolucion  afectar  á  una  Provincia  por  la  eviccion. 

^  Es  necesario  que  esia  figure  .como  parte  ^n  los  autos 
para  establecer  en  el  caso  la  jurisdicción  originaria  de  la 
Suprema  Corle. 


Caso.  —  D.  Francisco  Domingo  Oro  Sifon  rematador  de  los 
ramos  fiscales  de  San  Juan  por  el  año  de  1869,  demandó 
ante  los  Tribunales  Nacionales  á  D.  Jclon  Martínez  represen- 
tante del  proveedor  de  las  fuerzas  Nacionales  cobrándole  el 
derecho  fiscal  de  carnes  muertas  y  corrales  por  las  reses 
carneadas  y  que  se   carnearen  durante    el  año. 

Espnso  que  Martínez  sostenía  no  deber  pagar  ese  derecho 
porque  vendia  las  reses  á  la  Nación  para  el  sosten  de  sus 
tropas ;  pero  que  aquel  era  un  simple  contratista  que  vendia 
la  carne  al  Estado  por  un  precio,  y  este  no  le  eximia  de 
pagar  los  derechos  que  pagaban  los  demás  vendedores  del 
-articulo. 
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Martínez  opuso  escepciones  de  falla  de  personería  y  de 
iocompelencia  que  fueron  rechazados. 

Ocurrió  al  juez  de  sección,  quien  avocó  á  sí  la  ca;usa  por 
tener  origen  en  actos  adminisirativos  del  Gobierno  Nacional. 

Conferido  traslado  de  la  demanda,  Martinez  suscitó  un 
artículo  por  falta  de  personería  é  incompetencia. 

Dijo  que  cuando  el  actor  ocurrió  á  los  Tribunales^  el 
demandado  reclamó  al  Gobierno  do  la  Provincia,  y  este  no 
le  reconoció  autorización  para  demandar  á  la  proveeduría  con 
una  acción  fiscal  que  pertenecia  solo  al  Gobierno. 

Que  si  la  tuviere.  Oro  representaría  al  Gobierno^  y  enton^ 
ees  la  cuestión  seria  de  competencia  originaria  de  la  ¡Supre- 
ma Corte. 

Que  igualmente  lo  era,  considerando  que  la  proveeduría  era 
una  rama  de  la  administración  Nacional,  siendo  así  la  cues- 
tión entre  una   Provincia  y  la  Nación. 

Ora  contestó  que  él  ejercitaba  derechos  propios  y  no  de 
la  Provincia,  á  la  que  habia  comprado  la  recaudación  de 
los  derechos  fiscales  por  el  año  de  1869 ;  y  que  la  demanda 
no  se  habia  interpuesto"  contra  la  Nación,  sino  contra  el 
proveedor  que  vendia  carnes  á  las  fuerzas  nacionales,  y  que 
debia  los  derechos  fiscales  correspondientes. 


l^aUo  del  Jíumm  úm  fleceloii. 


San  Juan,  Julio  13  de  1869. 

Vistos  y  considerando :  —  1^  Que  el  presente  juicio  versa  sobre 
obligaciones  entre  particulares: — 2<>  Que  el  Estado  ó  Provin- 
cia de  San  Juan,  aun  en  el  caso  en  que  pudiera  afectarle  la 
decisión  judicial  del  presente  ausunto  por  razón  de  la  eviccion, 
que  no  consta  del  contrato  que  corre  en  copia,  no  figura 
en  los  autos  como  paríe^  circunstancia  necesaria  é  indispen- 
sable para  establecer  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema 
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Corte,  acordada  por  la  ConatitucioQ,  según  se  dedace  de  su 
testo  y  espíritu,  y  se  confirma  con  la  doctrina  fijada  por  la 
Corte  Suprema  de  los  Estados-Unidos  en  casos  análagos 
( Kent  pajina  208,  en  la  causa  de  Asbow  con  el  Banco  de 
los  Estados-Unidos)  en  la  que  se  declara  que  un  pleito  en- 
tablado  contra  individuos  por  algún  caso  cualquieray  no  era 
pleito  contra  un  Estado  en  el  sentido  de  la  Constitución. — 
3<>  Que  la  parte  de  Martinez,  al  reclamar  la  jurisdicción  fe- 
deral ante  el  Juez  de  Letras  de  la  Proyincia  que  empezó  á 
conocer  en  este  juicio,  y  al  pedirla  del  Juzgado  Nacional 
ba  reconocido  implícitamente  su  jurisdicción  que  boy  supone 
orijinaria  de  la  Suprema  Corte. 

Forestas  consideraciones  :  fallo  y  declaro  que  este  juzgado 
es  competente  para  conocer  en  este  juicio,  con  costas. 
Hágase  saber  original,  debiendo  la  parte  de  Martinez  evacuar 
el  traslado  de  la  demanda  pendiente^  y  repónganse  los  sellos. 

Natariael  Morcillo. 
Apelada  esta  sentencia  fué  confirmada  por  el  siguiente 


Falto  ém  Ui  l^mania  Cmwim 


Buenos  Aires,  Octubre  12  de  1869. 

Vistos,  por  sus  fundamentos^  se  confirma  con  costas,  el 
auto  apekido  de  foja  cuarenta  y  seis,  y  satisfechas  aquellas  y 
repuestos  los  sellos»  devuélvanse. 

Frangisgo  de  las  Carreras.— Salvador 
M.  DEL  Carril. — Francisco  Delgado. 
— José  Barros  Pazos.— Benito  Car- 
rasco. 
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CAUSA  c%xwn, 


D.  Julio  Doazan,   Cónsul  de  Francia^  contra  D.  l^edro  Duché 

sobre  recurso  de   queja. 


Sumario.  —  £1  auto  librando  d  mandamiento  de  embargo 
en  el  procedimiento  ejecutivo  no  es  apelable. 


Caso. — D.  Pedro  Duché  demandó  á  D.  Julio  Doazan,  Cón- 
sul de  Francia,  cobrándole  como  Presidente  de  la  Asociación 
c  Orpbéon  Franjáis  »  los  alquileres  del  local  ocupado  por  ella 
y  una  cuenta  por  muebles. 

El  Cónsul  de  Francia^  como  representante  de  la  asociación, 
fué  condenado  al  pago  por  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  22 
de  Julio  de  i869. 

Liquidado  el  haber  de  Duché,  este  demandó  su  pago  eje- 
cutivo, y  se  dictó  por  el  Juzgado  el  auto  de  solvendo  contra 
D.  Julio  Doazan, 

Se  opuso  este,  alegando  que  habia  cesado  de  ser  Cónsul 
dé  Francia,  y  por  consiguiente  de  ser  Presidente  honorario 
de  la  Asociación  c  Orpbéon  Francia  »  en  cuyo  carácter  habia 
sido  condenado ;  y  que  la  ejecución  debia  ser  dirigida  contra 
el  nuevo  Cónsul,  que  per  ser  tal  era  también  representante 
de  la  Asociación. 


IBO  fallos.de  la  supi^ma  corte 


Fallo  del  Jíues  Seccional. 


Buenos  Aires,  Agosto  23  de  1869. 

Habiendo  sido  condwa4(»  .D»  Julio  Poazan,  como  repre* 
sentanle  del  <c  Orphéon  Franjáis,  >  y  no  pudíendo  declinar 
por  su  propia  y  esclusiva  voluntad  la  responsabilidad 
que  le  compele,  líbrese  mandamiento  en  forma  contra  los 
bienes  de  D.  Julio  Doazan,  debiendo  este  llevarse  á  efecto 
en  lj  cantidad  que  los  bienes  embargados  ya  ao  fueran  su<^ 
iicientes  para  cubrir  la  deada  que  se  reclama,  con  costas  á 
la  parte  de  Doazan. 

Andréi  Ug arriza. 

Doazan  apeló,  y  no  se  hizo  lugar  á  la  apelación  con  arre- 
glo al  art.  300  de  la  ley  de  procedimientos,  por  no  espre- 
sarse en  la  misma  ley  que  sea  apelable  el  auto  que  manda 
librar  la  ejecución. 

Doazan  interpuso  el  recurso  directo,  y  con  el  informe  del 
Juez  de  Sección,  se  dictó  el  siguiente 

FaUo  de  la.  ISuprcma    Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  12  de  1869. 

Vistos:  No  siendo  apelable  el  auto  que  ba  motivado  la 
presente  queja,  según  el  articulo  trescientos  de  la  ley  de 
procedimientos,  no  ha  lugar  á  ella,  y  pagadas  las  costas  y 
repuestos  lo  sellos  por  el  recurrente,  remítanse  estas  actua^ 
ciones  al  Juez  informante  pars^  que  las  agregue  á  la  causa. 

Francisco  de  las  Carreras^  —  Sal- 
DOR  M.  Carril. — Francisco  Dblga^ 
DO.  —  José  Barros  Pazos. — Benito 

CABAASeO. 


¥—m 
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CAUSA    CULULTllI. 


D.  Eugenio  Bi^tos^  contra  D.  Claudio  Manlerola^  sobre 

condenación  de  costas. 


Sumario.  —  Cuando  en  la  instancia  de  apelación  se  pro- 
nuncia  la  condenación  en  costas,  sin  espresarse  que  esta  se 
estiende  á  las  de  1^  instancia,  se  entiende  aquella  con  re- 
lación á  las  del  recurso  únicamente. 


Caso. — En  los  autos  seguidos  entre  D.  Eugenio  Bustos  y 
D.  Claudio  Manterola,  fué  condenado  este  á  pagar  las  costas 
por  tres  cuartas  partes,  siéndolo  Bustos  por  la  otra  cuarta. 

La  sentencia  condenatoria  dictada  por  el  Juez  de  Sección 
en  28  de  Julio  de  1868,  fué  apelada  y  confirmada  con  costas 
por  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  28  de  NoYÍerobre  de  1868. 

Basado  sobre  esta  condenación  en  costas  en  2«  instancia, 
Bustos  sostuvo  que  Manterola  debia  pagar  todas  las  costas 
de  la  1^  instancia  también. 

En  un  juicio  verbal  se  convino  por  la  partes  que  se  resol- 
viera  el  punto  por  el  Juez,  y  se  dictó  este 

!•  vui  11 
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Fallo  del  Jíuez  de  Sereion. 


Mendoza,  Julio  17  de  1869. 

En  conformidad  á  lo  convenido  en  comparendo  del  15 
del   corriente : 

Declaro  que  las  costas  causadas  en  el  espediente  106  se 
entienden  comunes  basta  la  resolución  de  primero  de  Junio 
de  1866  f.  53  inclusive.  —  De  aquí  bástala  Suprema  de  6  de 
Setiembre  del  mismo  año  f.  82  vuelta  el  pago  de  costas 
corresponde  á  la  parte  apelada  por  haber  sido  vencida  en  el 
recurso. 

Para  adelante^  el  pago  de  costos  es  esclusivo  de  D.  Claudio 
Manterola,  porque  si  bien  es  verdad  que  la  sentencia  de 
28  de  Julio  de  1868  f.  54  y  vuelta  determina  que  las  costas 
ban  de  ser  pagadas  en  la  proporción  de  tres  cuartas  partes 
que  deberá  satisfacer  D.  Claudio  Manterolayla  otraD.  Eugenio 
Bustos  también  lo  es»  que  la  Suprema  de  28  de  Noviembre 
f.  217  confirma  con  costas ;  y  ante  esta  espresíon  general  no 
bay  que  dudar  que  el  superior  ba  modificado  la  del  inferior 
en  cuanto  á  costas,  una  vez  que  usó  de  un  término  tan  ge- 
neral, porque  si  fueran  las  del  recurso  solamente^  babria  dicho 
entonces  con  costas  del  recurso  y  se  devuelven. 

El  empeño  en  que  D.  Eugenio  Bustos  está  en  que  ésta 
declaración  se  estienda  á  otros  espedientes  que  tienen  rela- 
ción con  el  número  106;  digo  que  no  me  ocupo  de  ellos, 
porque  quiero  y  debo  evitar  confusiones  y  á  este  fin  ^me 
pronuncio  sobre  el  cuaderno  que  ha  motivado  esta  declara- 
ción, y  si  surge  otra  duda,  propóngase  en  forma  y  se  salvará. 
Repóngase. 

Palma. 

Manterola  apeló,  y  concedida  la  apelación  en  relación, 
la  sentencia  anterior  fué  revocada  por  el   siguiente. 
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Fallo  de  1»  ISuprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Octubre  12  de  1869. 

Vistos  y  considerando  que  cuando  en  la  apelación  se  pro- 
nuncia la  condenación  en  costas^  se  hace  referencia  á  las 
del  recurso  únicamente,  si  no  se  espresa  que  ella  se  estiende 
á  las  de  la  precedente  instancia,  se  revoca  el  auto  de  íoja 
doce  vuelta  en  la  parte  apelada,  y  entiéndase  el  de  veinte  y 
ocho  de  Noviembre,  foja  doscientos  diez  y  siete,  que  cita  el 
juez  de  sección  en  el  sentido  de  la  anterior  declaración,  de- 
volviéndose satisfechas  que  sean  las  costas  y  repuestos  los 
sellos. 

Francisco  de  las  Carreras. — Sal- 
vador M.  DEL  Carril. — Francisco 
Delgado.— José  IUrros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 


*^o^* 
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CAUSA  cnuLn. 


El  Procurador  fiscal,  contra  el  Dr.  D.  Manuel  Quintana, 

sobre  recursos  de    recision. 


Sumario. —  1^  No  jastiíicándose  causa  bastante^  no  se  ad- 
mite el  recurso  de  recisiou. 

2®  La  Suprema  Corte  no  puede  fallar  sobre  capítulos  que 
no  se  hayan  propuesto  á  la  decisión  del  inferior,  sin  que  los 
nuevamente  aducidos  se  hallen  comprendidos  en  las  escep- 
cioues  establecidas  por  el  art.  224  de  la  ley  de  proce- 
dimientos. 


Caso.  ^El  Procurador  flscal  de  la  sección  del  Rosario 
demandó  al  Dr.  D.  Manuel  Quintana  para  la  espropiacion  de 
un  campo  de  su  propiedad  comprendido  en  la  zona  cedida 
por  la  Nación  á  la  Empresa  del  Ferro  Carril  central  arjentino. 

El  Dr.  Quintana  fué  citado  por  exhorto  el  26  de  Noviem- 
bre de  1868. 

En  3  de  Marzo  de  1869  se  acusó  rebeldía  al  Dr.  Quintana 
por  no  haber  comparecido,  y  hecha  la  tasación  se  dictó  la 
siguiente 
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Sentencia. 


Rosario,  Mayo  12  de  1869. 

Autos  y  YÍstos :  de  coaformülad  con  lo  informado  por  los 
peritos  nombrados  por  las  partes;  y  considerando  :  —  !<>  Qae 
el  campo  á  espropiarse  en  este  caso,  por  su  calidad  y  demás 
circunstancias  peculiares,  puede  reputarse  idéntico  á  los  cam- 
pos adyacentes  en  la  zona  de  tierra  que  se  estiende  á  la 
margen  derecha  del    Carcarañá. 

2^  Que  el  precio  asigoado  á  estos  ha  sido  determinado  en 
la  escala  de  7  á  9  mil  pesos  bolivianos  según  las  circunstan- 
cias que  hacían  mas  ó  menos  estimable  un  campo  sobre*  otro. 

3^  Que  los  peritos  al  ponerse  de  acuerdo  para  fijar  en  este 
caso  el  precio  de  9  mil  pesos,  han  tenido  en  consideración 
que  la  zona  del  ferro-carril,  toma  la  mayor  parte  de  la 
aguada,  quedando  el  resto  de  figura  irregular:  —  Por  tanto; 
asígnase  como  precio  defioitivo  el  de  9  mil  pesos  bolivianos 
pop- cada  legua  cuadrada  del  terreno  sujeto  á  espropia- 
cion  en  el  presente  caso,  quedando  el  propietario  á  recibir 
dicho  precio  por  toda  indemnización :  debiéndose  tener  pre- 
sente que  todos  los  edificios  y  terreóos  cultivados,  que  se 
hallen  comprendidos  en  el  campo  espropiado,  deben  ser  com- 
prados á  sus  dueños  y  á  justa  tasación,  por  la  compañía, 
conforme  al  art.  14  del  contrato  de  19  de  Marzo  de  1863^ 
aprobado  por  el  Congreso  el  2  de  Mayo  del  mismo  año  ;  siendo 
las  costas  del  juicio  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  18 
de  la  ley  de  espropiacion.  Hágase  saber. 

José  M.  Zuviria, 

Se  despachó  exhorto  para  la  notificación  de  la  sentencia 
anterior  al  Dr.  Quintana,  y  se  publicd  en  los  periódicos  del 
Rosario. 
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En  el  Ínterin  el  Dr.  Qointana  se  [habia  presentado  ante 
el  juez  de  sección  de  Buenos  Aires,  pidiendo  se  obligasip 
al  Procurador  fiscal  á  demandar  la  espropiacion  ant'e  el  juz- 
gado de   esta  sección  por  ser   él  vecino   de  Buenos  Aires. 

Esta  petición  fué  desechada  por  fallo  de  la  Suprema  Corte 
de  6  de  Marzo  de  1869. 

En  31  de  Mayo  de  1869  el  Dr.  D.  Pedro  Rueda  apo- 
derado del  Dr.  Quintana  con  las  actuaciones  obradas  en  Buenos 
Aii^es,  pidió  al  juez  de  sección  del  Rosario  que  con  arreglo 
al  art.  194  de  la  ley  de  procedimientos,  se  repusiera  el  juicio 
al    estado  de  la  íecba  de  las   actuaciones  citadas. 

A  petición  del  Procurador  fiscal  se  notific(^  la  sentencia  al 
Dr.  Rueda,  y  se  agregó  el  exhorto,  en  el  cual  el  Dr.  Qin- 
tana  en  1^  de  Julio  de  1869  espuso  que  no  admitía  la 
notificación  de  la  sentencia,  porque  en  el  Rosario  existia 
su  representante  el    Dr.  Rueda. 

Sustanciado  el  recurso  interpuesto  en  31  de  Mayo,  se 
dictó  el  siguiente 

Fallo  del  Jíues  Seccional. 

Rosario,  Agosto  19  de  1869. 

Y  vistos;  con  lo  espuesto  por  el  Procurador  fiscal  de 
esta  sección,  y  no  habiéndose  justificado  las  causales  que 
para  la  demanda  de  recision  establece  el  art.  194  de  la  ley 
Nacional  de  procedimientos,  no  ha  lugar  á  lo  que  se  solicita. 

Zuviria. 

En  24  de  Agosto  el  Dr.  Rueda  pidió  se  despachase  el 
recurso  de  apelación  que  habia  interpuesto  al  notificársele  la 
sentencia  de  12  de  Mayo^  y  apeló  al  mismo  tiempo  del  auto 
anterior. 

El  juez  mandó  informar  al  escribano,  y  este  informó  que 
no  tenia  conocimiento  de  que  se  hubiera  interpuesto  tal 
recurso. 
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Con  este  informe  el  juez  concedió  la  apelación  en  relación 
del  auto  de  19  de  Agosto,  no  haciendo  lugar  á  lo  demás  de 
la  peticibn  de  24  del  mismo. 

Fallo  de  1»  Suprema  C^rte. 

Buenos  Aires,  Octubre  12  de  1869. 

Vistos:  resultando  que  por  el  escrito  de  foja  cuarenta  y 
seis  presentado  por  el  apoderado  del  Doctor  Don  Manuel 
Qintana,  al  juez  de  sección  del  Rosario,  no  se  deduce  otro 
recurso  que  el  de  rescisión  que  acuerda  el  artículo  ciento 
noventa  y  cuatro  de  la  ley  de  procedimientos,  y  consideran- 
do que  no  se  ha  justificado  causa  bastante,  por  cuanto  no 
se  ha  podido  ocurrir  al  juez  de  sección  de  Buenos  Aires 
contra  la  disposición  de  la  ley  de  13  de  Setiembre  de  1866 
que  determina  la  competencia  del  juez  donde  se  encuentra 
la  propiedad  que  deba  espropiarse,  habiéndose  además  ocurri- 
do después  de  vencido  con  exceso  el  término  del  empla- 
zamiento, como  aparece  por  la  fecha  de  la  notificación  de 
foja  cuatro  y  la  del  escrito  de  foja  catorce  .  —  Considerando 
también  en  cuanto  á  lo  alegado  al  tiempo  de  la  vista,  que 
según  lo  dispone  el  artículo  doscientos  veinte  y  cuatro  de 
la  citada  ley  de  procedimientos,  la  Suprema  Corte  no  puede 
fallar  sobre  capítulos  que  no  se  hubiera  propuesto  á  la  deci- 
sión del  inferior,  sin  que  se  hallen  los  nuevamente  aducidos 
comprendidos  en  las  excepciones  que  en  él  se  establecen, 
ni  aun  consta  que  se  hubiere  apelado  ni  dicho  de  nulidad 
de  la  sentencia  de  foja  diez,  se  confirma  el  auto  apelado  de 
foja  cincuenta  y  tres  vuelta,  y  satisfechas  las  costas,  devuélvanse 
reponiéndose  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras.  — Sal- 
vador M»  DEL  Carril. — FRANasco 
Delgado.— José  Barros  Pazos. — 
^ENrro  Carrasco. 
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CAV9A  CmiLllL. 


D,  Pablo  y  D.  Alberto  Labastie^  contra   D.  Manuel  Agnilar  y 
Sevilla^  por  cobro  de  pesos. — Incidente  sobre  competencia. 


Sumario.  —El  juez  competente  para  conocer  deia  demanda 
lo  es  también  de  la  reconvención,  aunque  esta  no  pueda 
ser  entablada  ante  él  como    acción   principal. 


Caso.  —  El  Procurador  D.  Manuel  Mallo,  por  D.  Pablo  y 
D.  Alberto  Labjstie,  vecinos  de  Buenos  Aires  demandó  ante 
el  Juez  de  Comercio  de  Corrientes  á  D.  Manuel  Aguilar  y 
Sevilla,  la  cantidad  de  316  pesos  4  3/8  rs.  ;  suma  líquida 
percibida  por  este  en  representación  de  aquellos  del  deposi- 
tario judicial  del  concurso  de   D.  Alfonso  Arsechea. 

El  Tribunal  de  Comercio  se  declaró  incompetente  para 
conocer  de  la  causa  por  raz<»n  de  la  vecindad  de  las  partes. 

Ejecutoriado  este  auto,  Mallo  reprodujo  su  demanda  ante 
el  juez  de  sección. 

Corrido  traslado,  Aguilar  y  Sevilla  contrademandó  á  los 
Labastie  por  la  suma  de  347  pes^s  5  rs.  por  gastos  hechos 
en  el  pleito  con  el  concurso,    honorarios  de   abogado  etc. 
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Sustanciada  la  causa   hasta    el   estado   de    sentencia    se 
dictó  este 


niUo  del  Jívcm  flecctonal. 


Corrientes,  Mayo  4   de   1869. 

\istos  y  considerando: — i^  Qne  el  juicio  promovido  por 
D.  Manuel  Mallo^  apoderado  de  los  Señores  Labastie,  contra 
D.  Manuel  A.  y  Sevilla,  versa  sobre  rendición  de  cuentas  de 
un  mandato  judicial  que  este  ejerció  ó  desempeñó  en  nombre 
de  los  mismos  Señores  Labastie  ante  los  Tribunales  de  Pro- 
vincia. 

^  Que  el  juicio  de  rendición  de  cuentas  de  un  mandato 
judicial  compete  á  los  Tribunales,  ante  quienes  se  ha  ejer- 
cido, por  ser  complementario  del  juicio  principal  que  ha 
motivado  la  entrega  de  las  cosas  de  que  debe  rendir  cuenta  el 
apoderado,  en  la  que  debe  figurar  naturalmente  los  honorarios 
que   le  corresponden,  así  como  los  gastos  hechos  por  él. 

3!^  Que  la  Corte  Suprema  tiene  decidido  en  el  fallo 
192  que  las  cuestiones  sobre  costas  corresponden  al  juz- 
gado donde  se  siguió  el  pleito  que  las  motivó. — Por  eslos 
fundamentos,  y  de  acuerdo  con  el  art.  i<»,  tít.  l^,  de 
la  ley  Nacional  de  procedimientos,  se  declara^  que  este 
juzgado  es  incompetente  para  entender  en  esta  causa;  en  su  • 
consecuencia  ocurran  los  interesados  donde  corresponde.  Há- 
gase saber  y  repónganse  los  sellos. 

Carlas  Luna. 

Notificado  Mallo  apeló,  fundado  en  qne  la  causa  estaba 
radicada  en  la  jurisdicción  nacional  de  conformidad  de  partes 
y  en  que  el  juez  de'  la  demanda  era  siempre  el  competente 
en  la  reconvención  según  la  ley  32,  tít.  2^,  part.  3^. 
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FaUo  de  1»  Suprema   C^rte. 


Buenos  Aires,  Octubre  14  de  1869. 

Vistos^  y  considerando  que  es  una  regla  dé  procedimentos, 
consignada  eñ  la  ley  treinta  y  dos,  título  segundo,  partida 
tercera,  que  el  juez  competente  para  conocer  de  la  demanda, 
lo  es  también  de  la  reconvención,  aunque  esta  no  pueda 
ser  entablada  ante  él'  como  acción  principal,  por  este  fun- 
famento,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  sesenta  y  uno, 
y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  al 
juez  de  sección  para  que  reasumiendo  su  jurisdicción  pro- 
ceda en  la  causa,  y  resuelva  lo  que  corresponda  por  derecho. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor M.  Carril.— Francisco  Delga* 
DO.  —  José  Barros  Pazos. — Benito 
Carrasco. 


^••■1 
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CAUSA  CILJLILW, 


Shaws  hermanos^  contra  Powel  y  C*  por  cobro  de  fletes. 


Sumario. — 1^  El  Código  de  Comercio  solo  exige  que  un 
ejemplar  del  conocimiento  original  se  acompañe  con  la  de- 
manda entre  capitán  y  cargador  para  que  ella  se  admita  en 
juicio,  no  siendo  indispensable  que  el  ejemplar  contenga  todos 
los  requisitos  que  dan  al  conocimiento  fuerza  plenamente 
probatoria. 

i^  En  este  caso  el  conocimiento  vale  solo  como  principio 
de  prueba  por  escrito  que  autoriza  la  admisión  de  la  tes- 
timonial. 

S""  Confesándose  en  juicio  la  verdad  de  un  conocimiento 
disconforme  con  las  prescripciones  legales,  él  hace  plena 
prueba. 

4^  Para  el  abono  de  los  intereses  en  juicio  se  toma  por 
norma  lo  que  cobra  el  Banco  de  la  Provincia  en  sus  descuentos. 


Caso,  —  Los  Señores  Shaws,  consignatarios  del  buque 
€  Florance  Barclay  i^  demandaron  á  Powel  y  C^  la  suma 
de  744  pesos  50  es.  fuertes  con  intereses  importe  del  Hete 
de  mercaderías  conducidas  para  ellos,  y  recibidas  en  tierra 
según  el  conocimiento. 
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Powel  y  C^  contestaron  que  pocos  días  después  de  la 
llegada  del  buque,  dirijieron  una  caria  pl  capitán  para  que 
detuviera  á  bordo  50  canastas  de  losa  :  que  también  mandó 
una  copia  á  bordo  por  intermedio  de  los  descargadores 
Rodríguez  é  hijos :  que  además  de  esto  un  dependiente  se 
vio  con  el  capitán  quien  prometió  tener  á  bordo  los  ca-  * 
nastos  reservados.  —  Que  mas  tarde,  mandaron  al  capitán 
una  segunda  carta,  y  entonces  supieron  que  tres  de  los 
canastos  mandados  reservar  habian  sido  bajados  á  tierra,  pero 
que  los  46  restantes  prometia  el   piloto  retenerlos  á  bordo. 

Que  en  esta  inteligencia,  habian  vendido  á  bordo  para  ser 
trasladado  al  Rosario  el  cargamento,  pero  que  el  capitán  por 
olvido  ó  descuido  de  la  gente  de  su  dependencia,  mandó  una 
parte  á  tierra,  faltando  á  lo  convenido  y  comprometiéndolos 
con  los  compradores  del  cargamento  vendido  de   trasbordo. 

Que  por  esto  tué  necesario  hacer  conducir  de  nuevo  al 
buque  los  canastos  que  habian  venido  á  tierra,  y  pagar  á 
Rodríguez  y  C^  una  cuenta  de  1458  ^  m/c  que  acompaña. 

Que  siendo  estos  gastos,  un  perjuicio  ocasionado  por  el 
capitán  por  su  culpa  ó  negligencia,  está  en  el  deber  de 
rebajarlos  del  precio  del  flete,  el  que  con  esta  rebaja  no  tiene 
inconveniente  en  abonar. 

El  juzgado  recibió  la  causa  á  prueba,  debiendo  la  de 
testigos  versar  sobre  si  el  capitán  se  comprometió  á  retener 
á  bordo  para  ser  trasbordados  á  otro  buque  los  50  canas- 
tos losa,  consignados  á  los  Señores  Eduardo  M.  Poveel  y  C^. 

Con  la  prueba  producida  por  las  partes  se  dictó  este 

Fallo  del  Jíues  de  Seeeion . 

Buenos  Aires,  Julio   26  de  1869. 

Y  vistos :  en  la  demanda  entablada  por  los  Señores  Shav^s 
hermanos,  contra  D.  Eduardo  Powel  por  cobro  de  cantidad 
de  pesos  procedentes  de  un  contrato  de  fletamento,   resulta. 
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Qoe  los  primeros  demandan  á  D.  Eduardo  Powell  por 
cobro  de  744  pesos  50  es.  fuertes  que  dicen,  deberles  por 
la  conducción  de  las  mercaderías  espresadas  en  el  conocimien- 
to de  f.  1^,  á  lo  que  ha  contestado  el  demandado  está 
dispuesto  á  abonar  dicha  suma,  siempre  que  de  ella  se  deduzca 
la  de  1458  pesos  moneda  corriente^  suma  á  que  ascendia  la 
descarga  y  carga  de  33  canastos  de  loza  que  el  capitán  se 
habia  comprometido  á  conservar  á  bordo  para  ser  trasbor- 
dados, pues  estaban  vendidas  de  trasbordo;  compromiso  á 
que  faltó  el  capitán  mandando  los  canastos  á  tierra  hacien- 
do necesario  el  volverlos  á  la  barca,  importando  los  costos 
de  dichas  operaciones  la  cantidad  espresada  en  las  cuentas 
de  f.  17,  las  que  tuvieron  que  abonar  á  los  lancheros,  que 
debe  serles  cubierto  por  el  capitán  que  indebidamente  ocasionó 
esos  gastos. 

Y  considerando: — I""  Que  los  consignatarios  no  han 
presentado  el  conocimiento  de  la  carga  en  la  forma  esta- 
blecida por  el  art.  1 J94  del  Código  de  Comercio^  sin  cuyo 
requisito  no  puede  compelerse  al  fletador  ó  cargador  al 
cumplimiento  de  sus  obligaciones  como  espresamente  se  co- 
lije del  art.  1,211  del  mismo  Código  —  convirtiéndose  por 
consecuencia  en  obligaciones  meramente  naturales. 

2^  Que  la  ejecución  de  las  obligaciones  naturales  depen- 
den esclusivamente  de  la  probidad  y  buena  voluntad  del 
obligado. 

30  Que  el  fletador  solo  está  dispuesto  á  cumplirlo  con  la 
deducción  espresada  al  contestar  la  demanda. 

40  Que  por  otra  parte,  las  pruebas  producidas  por  el  fle- 
tador arrojan  cuando  menos  la  presunción  vehementísima  de 
que  es  verdad  que  el  capitán  se  comprometió  á  conservar 
4  bordo  los  canastos  de  loza,  en  cuyo  caso  nada  seria  mas 
justo  que  el  que  indemnizase  los  gastos  que  indebidamente 
ocasionó. 

Por  estos  fundamentos  fallo  declarando,  que  D.  Eduardo 
Powell  solo  está  obligado  á  pagar  la  cuenta  presentada  por 
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los  demandantes   con  la   deducción  de  1,458  pesos  moneda 
corriente}  Debiendo  reponerse  los  sellos. 

Manuel  Zaváleta. 

Sbaws  hermanos  apelaron  y  el  auto  del  juez  fué  revocado 
por  el   siguiente 


Fallo  de  la  Suprema  C^rte. 


Buenos  Aires,  16  de  Octubre  de  1869. 

Vistos  y  considerando :  —  Primero.  Que  por  el  articulo  mil 
doscientos  once  del  Código  de  Comercio  solo  se  exijo,  que 
un  ejemplar  del  conocimiento  orijinal  se  acompañe  con  la 
(jlemanda  entre  capitán  y  cargadores  para  que  ella  se  admita 
en  juicio.  —  Segundo.  Que  no  espresándose  que  ese  ejemplar 
ha  de  contener  todos  los  requisitos  que  dan  al  conocimiento 
fuerza  plenamente  probatoria,  debe  entenderse,  no  que  la 
demanda  acompañada  de  un  conocimiento  desconforme  con 
las  disposiciones  del  artículo  mil  ciento  setenta  y  cuatro,  deba 
rechazarse,  sino  que,  en  este  caso,  valdrá  como  principio  de 
prueba  por  escrito,  y  autorizará  la  admisión  de  la  prueba  tes- 
timonial, con  arreglo  al  artículo  ciento  setenta  y  tres  del  mismo 
Código.— Tercero.  Que  habiendo  los  demandados  confesado  ca- 
tegóricamente la  verdad  de  los  conocimientos  presentados  á  foja 
una  y  tres  han  completado  la  prueba  de  la  acción  de  la  demanda, 
y  el  juicio  ha  rolado  sobre  la  reconvención  por  daños  y  perjuicios 
procedentes  de  los  cincuenta  canastos  de  loza  que,  dicen,  fue- 
ron desembarcados  en  contravención  del  compromiso  con- 
traído por  el  capitán  con  ellos.  —  Cuarto.  Que  el  fundamento 
de  esta  reconvención  «o  resulta  probado ;  porque  los  testigos 
Micholson  y  Cunming,  son  inhábiles  como  lo  reconocen  los 
demandados,  y  de  las  declaraciones   de    los  otros  testigos, 
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se  deduce  solamente,  que  por  tres  veces  se  fueron  á  buscar 
los  canastos  al  buque  para  trasbordarlos,  y  que  el  capitán 
no  los  entregó  por  no  estar  á  mano^  sin  que  conste  que  el 
sabia  si  quiera  que  se  le  pedian  para  trasbordarlos,  y  no  para 
conducirlos  á  tierra  como  el  resto  de  la  carga ;  por  estos 
fundamentos,  so  revoca  el  auto  apelado  de  foja  cincuenta 
y  cuatro,  y  se  declara :  que  Don  Eduardo  Poweii  y  compañía 
están  obligados  á  pagar,  sin  deducción,  la  cuenta  de  fletes 
que  se  les  cobra,  con  los  intereses  desde  el  dia  de  la  demanda 
tomándose  por  norma  para  la  regulación  de  estos,  la  que 
observa  el  Banco  de  la  Provincia  en  sus  descuentos :  devuél- 
vanse^ satisfechas  que  sean  las  costas  y  repuestos  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras — Salvador  Ha- 
rU  del  Carril  —  Francisco  Delgado  — 
José  Barros  Pazos — Benito  Carrasco. 
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CAUSA  VyLlLlLU 


Ferrer  y  C*,  contra  Bemberg,  Hayniendahl  y  C*,  sobre  estadios. 


Sumario,  —  lo  Los  cargadores  deben  asegurarse  de  que  el 
buque  puede  recibir  la   carga. 

2"»  Las  consecuencias  de  su  omisión  al  respecto  les  son 
imputables. 

30  Pasados  tres  dias  de  estar  una  lancha  al  costado  de 
un   buque^  empiezan  á  correr  las  estadías. 

40  Para  eso  no  es  indispensable  protestarlas. 

50  No  puede  presumirse  de  la  falta  de  protesta  el  que  el 
damnificado  haya  renunciado  el  derecho  á  ser  indemnizado 
de  las  estadías. 

6^  El  silencio  del  demandado  sobre  un  hecho  mencionado 
en  la  demanda^  puede  estimarse  como  confesión  de  su  verdad, 
mucho  mas  si  otras  circunstancias  la  hacen  presumir. 


Caso.  —  Ferrer  ;  C^  lancheros,  propietarios  del  pailebot 
c  Jorge  j  demandaron  á  Bemberg,  Hajynendahl  y  G^  por  cobro 
de  13,200  pesos  moneda  corriente  procedentes  de  estadías. 

Espusieron  que  habian  conducido  en  dicho  pailebol,  para 
entregar  á  la  fragata  francesa  f  Minerva  »  123  pipas  de  sebo 
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por  cuenta  de  los  demandados,  y  que  el  pailebot  había  sido 
demorado  al  costado  del  buque  16  dias  para  la  entrega  de  la 
carga  por  no  estar  lista  la  c  Minerva». 

Que  no  debiéndose  invertir  en  la  operación  mas  de  tres 
dias,  los  cargadores  eran  responsables  de  la  demora,  y  debian 
abonarles  1 ,000  pesos  por  cada  dia,  con  mas  120  pesos  mo^ 
neda  corriente  por  una  ballenera  mandada  al  canal  por 
su  cuenta^  y  80  pesos  por  la  protesta  hecha  ante  el  escri-^ 
bjino  de  marina. 

Bemberg,  Haymendahl  y  C^  contestaron,  acompañando  una 
coDtraprotesta,  que  la  demora  provino  de  los  lancheros,  que 
hacian  el  doble  negocio  de  la  entrega  del  sebo,  y  de  la 
descarga  de  la  c  Minerva  »  ;  y  que  aunque  las  estadías  em^ 
piezan  á  correr  tres  dias  después  de  atracado  un  buque  al 
otro,  debe  para  esto  hacerse  la  protesta  vencido  aquel  tér- 
mino, lo  que  no  se  habia  hecho  por  los  actores,  quienes 
protestaron  en  14  de  Enero  en  lugar  de  hacerlo  en  9  del 
mismo,    como  se  debia. 

Se  habrió  la  causa  á  prueba,  y  rendidas  las  que  se  exi' 
minan  en  la  resolución  definitiva,  se  dictó  el 


iPalio  del  Jíiiez  Secrional. 


Buenos  Aires,   Agosto  27  de  1869. 

Vista  la  demanda  entablada  por  los  Señores  Ferrer  y  C^  con-^ 
tra  los  Señores  Bemberg,  Haymendahl  y  C^  por  cobro  de  la 
cuenta  de  f.  6,  procedente  de  estadías,  resulta : 

La  demanda  se  funda  en  que  Ferrer  y  C^  condujeron  en 
el  pailebot  < Jorge»  de  su  propiedad,  pam  entregar  á  ta 
Tragata  francesa  <  Minerva »  125  pipas  de  ¿ebo  pertenecien*- 
tes  á  la  casa  de  Bemberg,  Haymendahl  y  C^,  y  que  hábiendd 
dicho  pailebot  sido  demorado  al  costado  del  buqué  durante 
T.   vm.  12 
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iO  (lias  para  la  entrega  de  la  carga,  en  virtud  de  oo  estar 
listo  el  €  Minerva  »  para  recibirla,  cuando  en  dicha  operación 
uo  se  invierte  sino  el  espacio  de  tres  dias,  los  cargadores 
eran  responsables  de  dicha  demora,  y  debian  abonarles  por 
los  13  dias  de  estadías,  la  cantidad  de  13,200  pesos  moneda 
corriente  espresada  en  la  cuenta  de  f.  6«  agregando  que  ha- 
bían formulado  su  protesta  ante  la  escribanía  de  marina  por 
la  referida  'demora. 

Los  demandados^  acompañando  la  contraprotasta  corriente 
de  f.  8  á  10,  piden  el  rechazo  de  la  demanda,  apoyándose 
en  las  siguientes   consideraciones  : 

r  Provenir  la  demora  no  de  su  culpa  sino  de  la  de  los 
lancheros  Ferrer  y  C^,  que  hacían  un  doble  negocio  el  de 
la   eRtrega    del  sebo  y  el  de    la  descarga    del   «Minerva». 

^^  Que  aunque  las  estadías  empiezan  á  correr  3  dias  después 
de  atracado  un  buque  al  otro  debe  para  esto  hacerse  la  cor- 
respondiente protesta,  vencido  aquel  término  y  que  solo  pro- 
testaron el  día  14  de  Enero,  en  vez  de  hacerlo  el  dia  9, 
porque  les  convenía  el  doble  negocio  que  estaban    realizando. 

Y  considerando:  —  1°  Que  no  está  probado  en  autos  que  los 
Señores  Ferrer  y  C^  hicieran  un  doble  negocio  pues  si  bien  lo  está 
que  el  pailebot  « Jorge »  á  la  vez  que  entregaba  carga  al 
« Minerva  s^  recibió  una  cantidad  de  bordalesas  de  vino  de 
las  que  componían  la  carga  del  último  buque  nombrado, 
consta  sin  embargo  por  la  declaración  del  consignatario  de 
este,  f .  40  á  42,  testimonio  que  no  puede  acusarse  de  sos- 
pechoso, y  pi7r  la  de  los  testigos  D.  Nicolás  Nocetti,  f.  38 
á  40,  encargado  de  la  descarga  del  «Minerva»,  D.  Arnold 
Duckwitz  y  otros  mas  que  no  precedió  contrato  alguno  para 
la  descarga,  y  que  al  contrario  (declaración  de  Nocetti,  y 
otro),  solo  se  tuvo  en  \ista  facilitar  la  entrega,  de  las  125 
pipas  de  sebo ;  á  lo  cual  se  agrega  que  esta  doble  opera- 
ción ha  podido  hacerse  en  el  plazo  de  3  dias  como  lo  acre- 
ditan las  deposiciones  de  varios  testigos  á  haber  estado  el 
« Minerva »  listo  para  la  carga  de  todo  lo  cual  se  colije  que 
la  demora  ha  provenido  de  hechos  estraños  n  los  propietarios 
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del  pailebot    c  Jorge  ji>  ó  sea  de  no  haber  estado  pronto  para 
la  carga  el    «Minerva». 

^'^  Que  era  de  la  esclnsiva  incumbencia  de  los  cargadore» 
el  asegurarse  de  que  el  buque  fletado  podia  recibir  carga  y 
por  lo  tanto  á  sí  mismo  deben  imputarse  las  cansecuencias 
de  su  omisión^  y  deben  indemnizar  á  los  terceros  los  per^ 
juicios  que  de  tai  omisión  resultasen. 

30  Que  consta  por  la  propia  confesión  de  los  devnanda- 
dos  que  pasados  3  días  de  estar  una  lancha  al  costado  del 
buque,  empiezan  á  correr  ios  estadías,  que  es  en  lo  qué 
propiamente  consisten  ios  daños  inferidos. 

4^  Que  para  que  empiezen  á  correr  las  estadías  no  es 
indispensable  el  que  se  protesten,  pues  el  Código  no  deier^ 
mina  tal  prescripción,  ni  ella  pdede  ser  necesaria,  puesto 
qne  si  hubiesen  sido  causadas  por  ta  parte  que  las  cobra  no 
serian  de  lejítimo  cobro,  y  si  fueran  causadas  por  et  buque 
que  debia  recibir  la  carga,  este  estarla  obligado  á  indemni- 
zarlas, toda  vez  que  hubiese  dado  aviso  de  estar  listo  para 
cargar  (art.  i, 222  del  Código  de  Comercio);  siendo  tanto 
roas  admisible  esta  conclusión  cuanto  que  siendo  las  estadías 
un  daño  causado,  no  puede  ni  debe  presumirse  de  la  falta 
de  protesta,  el  que  el  damnificado  renunciase  al  derecho  que 
tiene  á  ser  indemnizado. 

5»  Que  por  otra  parte  los  demandados  no  han  exhibido 
ni  acreditado  recibir  orden  para  remitir  carga,  y  a(  contrarío 
según  los  consignatarios  en  la  declaración  citada,  no  se  les 
dio  orden,  puesto  que  el  buque  oo  estaba  listo,  á'  todo 
lo  cual  se  agrega  que  D.  Benito  Lando,  declara  que  éi  per-¡> 
sonalmente  estuvo  4  ó  6  dias  antes  de  la  protesta  á  ími^ 
nifestar  á  los  demandados  que  el  €  Minerva »  no  recibió  la 
carga  del  «  Jorge  »,  á  lo  cual  se  agrega  que  según  el  patrón 
del  pailebot  «  Jorge »,  el  dia  7  de  Enero  estuvo  en  casa  de 
Bemberg  y  C*  con  los  Señores  Ferrer  y  C*,  quedándose  el 
primero  á  fuera,  todo  lo  cual  hace  presumir  que  aquellos 
tuvieron  conocimiento  dias  antes  de  hacerse  la  protesta  de 
la  negativa  del  capitán  de   la  «  Minerva  »  á   recibir  el  sebo,* 
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y  lo  esencial  en  este  caso  para  evitar  perjuicios  á  los  dueños 
del  «Jorge»,  era  que  los  cargadores  tuvieron  conocimiento 
del   hecho,  y  dispusieron  en    consecuencia  de  la  carga. 

6^  Que  por  consecuencia  lo  único  que  queda  á  determi-* 
nar  es  la  cantidad  que  deba  pagarse  por  las  estadías,  y  sobre 
este  punto  no  puede  haber  cuestión,  puesto  que  la  cuenta 
presentada  no  ha  sido  objetada  en  cuanto  á  su  monto :  y 
el  silencio  sobre  este  hecho  puede  estimarse  como  confesión 
de  su  exactitud  ( art.  86  de  la  ley  de  procedimientos ),  tanto 
mas  cuanto  que  atendida  la  capacidad  del  c  Jorge »  y  las 
cantidades  que  generalmente  se  cobran,  no  pueda  consi- 
derarse exagerada  dicha  cuenta. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  :  condenando  á  los  Señores 
Bemberg,  Haymendahl  y  6^  á  pagar  á  Ferrer  y  C^  dentro  de 
los  10  días  de  la  notiCcacion,  el  importe  de  la  cuenta  de  f.  6 
con  sus  intereses  á  estilo  de  banco  á  contar  desde  la  de- 
manda, y  las   costas  del   juicio.  Repónganse  los  sellos. 

Manuel  Zavaleta, 
Apelada  esta  sentencia  fué  confirmada  por  el  siguiente 


Fallo  de  la    Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Octubre  19]  de  1869. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  noventa  y  una ;  y  satisfechas  las  de  esta 
iastancia  y  repuestos  los  sellos^  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.— Salvador 
M.  del  Carril. — Francisco  Delgado. 
—José  Barros  Pazos.— Benffo  Car- 
rasco. 
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CAUSA  esL^miií. 


El  Cónsul  de  Bolivia,  contra  Uriburu  y  C*  sobre  reivindicación 

de  efectos  y  embargo. 


Sumario. — l^  La  persona  que  litiga  derechos  que  no  son 
propios  debe  acompañar  á  la  demanda  los  documentos 
que  acrediten  su  personalidad. 

^  La  doctrina  Norte-americana  de  que  los  Cónsules  pue- 
den ejercer  la  personería  en  juicio  de  sus  compatriotas  ausen* 
tes^  es  contraria  á  la  seguida  sobre  este  punto  por  las  demás 
naciones. 

3^  No  tiene  por  consiguiente  la  importancia  de  un  prin- 
cipio  internacional 

A9  La  intervención  de  los  Cónsules  estrangeros  en  las  su- 
cesiones intestadas  de  sus  nacionales,  se  [limita  á  poner  los 
sellos  á  los  bienes  muebles  y  papeles  del  finado  y  al  nom- 
bramiento de  albacea  dativo,  cuando  los  herederos  son  es- 
trangeros y  están    ausentes. 

5^  Esta  jurisprudencia  escluye  toda  personería  judicial  en 
los  Cónsules,  y  es  contraria  á  la  doctrina   Norte-americana. 

6^  Tratándose  de  la  actual  restitución  de  la  propiedad 
reclamada,  se  exije  á  los  Cónsules,  aun  por  la  doctrina  Norte- 
americana, un  mandato  especial. 

7*  El  principio  de  no  tener  los  Cónsules  la  personería  de 
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SUS  compaliiolas  se  corrobora  por  el  art.  31  del  Reglamento 
para  los  Cónsules  Arjenlinos  de  6  de  Noviembre  de  1862. 
8^  Aunque  los  Cónsules  estrangeros  puedan  solicitar  de 
los  Tribunales  medidas  conservatorias  de  los  bienes  de  sus 
conciudadanos,  que  hubieren  quedado  sin  administración,  esta 
facultad  no  se  estiende  hasta  pedir  el  embargo  de  bienes 
que  se  hallan  en  poder  de  terceros  por  título  declarado 
váliilo   por  una  autoridad    estrangera. 


Caso,  —  El  Cónsul  de  Solivia  se  presentó  ame  el  juzgado 
de  sección  de  Buenos  Aires  esponiendo  que  los  Señores 
Uriburu  y  C^  se  habiau  hecho  adjudicar  en  la  Asunción  del 
Paraguay  700  á  800  bultos  de  tabaco  pertenecientes  á  los 
ciudadanos  bolivianos  Benigno  Gutiérrez,  Tristan  y  Lisandro 
Baca  asesinados  por  Solano  López,  j  los  habian  traido  en 
todo  ó  parte  á  los  depósitos  de  la  aduana  de  Buenos  Aires. 

Pidió  que  sin  perjuicio  del  traslado  de  la  demanda  que 
entablaba  para  la  restitución,  se  detuviera  el  despacho  del 
tabaco  en  la  aduana,  ó  se  ordenara  la  prestación  de  una 
fianza  para  el  resultado  del  juicio. 

El  juez  proveyó: 

Buenos  Aires,  Setiembre  ^  de  i  869. 

No  ejerciendo  los  Cónsules  la  personería  judicial  de  los 
individuos  de  su  nacionalidad,  no  ha  lugar    á  lo  pedido. 

Zavalela. 

£1  Cónsul  pidió  revocatoria  del  auto,  y  apeló  tu  sübsidiiim. 
Dijo  que  por  el  derecho  internacional  los  Cónsules  tienen 

la  personería  que  se  niega.  Bello,  cap.  7. 
Que  los  Cónsules  adoptan  y  promueven  ante  los  tribunales 

las  medidas  conducentes  para    asegurar    Iqs  bienes  de  sus 
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compatriotas  que  fallecen  intestados  }  asegurar  los  efectos  de 
los  náufragos. 

Que  estos  principios  están  reconocidos  por  la  República 
Arjentina  en. sus  tratados  con  Chile,  Prusia,  etc. 

Que  el  Gobierno  de  Bolivia  conformándose  con  estos  prin- 
cipios, entre  las  instruciones  dadas  á  lo  Cónsules,  pone  la 
de  representar  á  los  bolivianos  ausentes  en  lo  tocante  á  sus 
propiedades  y  conservación  de  ellas,  nombrándoles  perso- 
neros  y   defensores  ante  las  autoridades  respectivas. 

Que  iguales  son  las  instrucciones  espedidas  para  los  Cónsules 
Arjentinos  en  6  de  Noviembre  de  1862. 

Que  á  todo  esto  debia  agregarse  la  especialidad  del  caso 
por  tratarse  de  bienes  pertenecientes  á  personas  asesinadas, 
que  estaban  en  un  punto  en  que  se  habian  cometido  todo 
género  de  abusos,  y  que  ahora  se  hallaban  bajo  la  jurisdic- 
ción de  los  Tribunales  Arjentinos^  pudiéndose  considerarlos 
como  cosas  de  verdaderos  náufragos. 


Fallo  del  Jíues  Sleccloiial. 


Buenos  Aires,  Setiembre  9  de  18G9. 

• 

Considerando: — 1^  Que  la  persona  que  litiga  derechos  que 
no  son  propios  debe  acompañar  con  su  primer  escrito  los 
documentos  que  acredite  su  personalidad,  sin  lo  cual  no 
debe  darse  curso  á  sus  pretensiones  —  ari.  4^  de  la  ley  de 
procedimientos  Nacionales.  —  2^  Que  D.  Adolto  Carranza  solo 
invoca  como  un  titulo  que  legitima  su  personería  su  calidad 
de  Cónsul  de  Bolivia,  á  cuya  Nación  pertenecen  los  indi- 
viduos cuyos  derechos  reclama,  fundándose  en  que  los  Tri- 
bunales Nacionales,  según  el  art.  21  de  la  ley  de  jurisdicción 
de  los  mismos  proceden  aplicando  los  principios  del  derecho 
de  gentes  los  cuales,  dice,  conceden  á  los  Cónsules  la  per- 
sonería de  sus  compatriotas  ausentes,    citando  en    apoyo    de 
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esta  doctrina  las  síguieDies  palabras  de  Bello  —  c  Uo  Cónsul 
según  ía  doctrina  reconocida  por  los  Estados-Unidos  de  América* 
es  en    virtud  de  su  oficio  apoderado  nato  de  sus  compatriotas 
ausentes  que  no  sean    representados  de  otro  modo,  pudiendo 
en  consecuencia  parecer  en  juicio  por  ellos,  sin  que  se  le 
exija  mandato   especial,  si    no  es  para  la   actual  restüucúni 
de  la  propiedad  reclamada.  >  —  3^^  Que  las  palabras  anterior^ 
mente  transcriptas  no  espresan  sino  la    doctrina  Norte-ame- 
ricana, como  espresamente  resulta  de  su  tenor,  doctrina  que 
es   contraria  á  la  seguida  por  la   generalidad  de  las  Nacio- 
nes, y  que    no  puede  por  consiguiente  tener  la   importancia 
de   un    principio  internacional.  —   4^  Que   nuestra   legisla- 
ción es  mas  bien  contraría  á    la   doctrina  Norte-americana, 
como   se  deduce   de   la  ley  de  30  de  Setiembre  de  i 865, 
según  la    cual  la    intervención    de  los  Cónsules  estrangeros 
en    las  sucesiones  intestadas  de   sus  nacionales,   cuando  los 
herederos  fuesen  estrangeros  y  .  estuviese  ausentes,  se   limita 
á   sellar  los    bienes  muebles  y   papeles  del    tinado,    haci- 
endo  saber   á   la  autoridad    local,    y  al  nombramiento   de 
albaceas    dativos^  lo  cnal  escluye    toda   personería  judicial, 
y  especialmente   cuando,    como    en    el   presente    caso,  no 
se   trata    de    herederos  ausentes  de    ciudadanos   bolivianos 
fallecidos  en  este  país  sino  en    otra  República. — 5^  Que   por 
otra    parte    la    gestión    del    Cónsul    de    Bolivia    tiene   por 
objeto  demandar  la  entrega  de  700  á  800  bolsas  de  tabaco 
y  por   consecuencia^  según  la  doctrina  americana^    se  exigiría 
mandato  especial  por  tratarse  de  la  actual   restitución  de  la 
propiedad  reclamada. 

Por  estos  fundamentos  no  ha  lugar  á  la  revocatoria  inter- 
puesta, y  se  concede  en  relación  la  apelación  interpuesta  para 
ante  la  Suprema  Corte  de  Justicia  á  la  que  se  elevarán  los 
fufos  en  la  forma  de  estilo,  repóngase    el  sello. 

7m  va  lela. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corie. 


Buenos  Aires,  Octubre  19  de  1869. 

Vistos  y  considerando :  —  Primero.  Que  la  doctrina  que,  como 
mas  conforme  á  nuestra  jurisprudencia  internacional,  adopta 
el  juez  de  sección,  se  halla  corroborada  por  el  artículo  treinta 
y  uno  del  reglamento  para  los  Cónsules  de  la  República, 
promulgado  el  seis  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  dos,  en  el  cual  se  les  prohibe  espresamente  presentarse 
á  litigar  en  la  causa  de  un  particular,  limitándose  si  el  in- 
dividuo se  hallare  ausente,  á  suministrar  á  los  jueces  los 
datos  que  poseyese  y  le  fueren  pedidos. — Segundo.  Que 
aun  cuando  de  la  ley  que  cita  el  mismo  juez  se  puede  de- 
ducir la  facultad  de  los  Cónsules  estrangeros,  residentes  en 
la  República,  para  solicitar  de  los  Tribunales  medidas  conser- 
vatorias de  los  bienes  de  sus  conciudadanos  ausentes,  que 
por  otra  causa  que  la  muerte  intestada  de  sus  anteriores 
dueños,  hubiesen  quedado  sin  administrador,  esta  facultad 
no  puedo  estenderse  hasta  pedir  el  embargo  de  bienes  que 
se  hallan  en  poder  de  terceros,  en  virtud  de  un  título 
declarado  válido  por  una  autoridad  estrangera,  y  que  se^pre* 
tende  someter  á  nueva  discusión  judicial ;  por  estos  y  por 
sus  fundamentos,  se  confirma  eiftuto  apelado  de  foja  ocho 
y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse, 
entregándole  á  la  parte  el  documento  presentado  al  tiempo 
de  la  vista. 

Francisco  de  las  Caureras.  —  Salva- 
dor M.  DEL  Carril.  —  Francisco 
Delgado. — José  B.  Pazos.— Benito 
Carrasco. 
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CAUSA  CULXXIV. 


El  Fiscal  General  de  la  Provincia    de  Corrientes^ 
contra  D.  Sinforoso  Cáceres^  sobre  daños  y  perjuicios  procedentes 

del  delito  de  traición  á  la  patria. 


Sumario.  —  l^  Las  acciones  civiles  que  nacen  de  los  delitos 
corresponden  á  los  perjudicados  contra  ios  autores  de  aquellos. 

^  Pueden  ser  ejercidas^  aunque  la  causa  criminal  se 
suspenda  por  la  ausencia  del    reo. 

S^'  En  ese  caso,  el  juicio  en  que  se  trata  de  las  presta- 
ciones civiles,  debe  comprender  la  existencia  del  hecho 
imputado  y  la  culpabilidad  del  demandado,  para  absolverse 
ó  condenarle,  aunque  la  acción  civil  se  deduzca  separa- 
damente. 

4p  Solo  la  justicia  que  es  competente  para  conocer  del 
delito,  lo  es   para  conocer  de  las  prestaciones  civiles. 

S<>  Corresponde  á  los  jueces  de  sección  el  conocimiento 
y  castigo  de  los  crímenes  que  ofendan  la  soberanía  y  se- 
guridad de  la  nación,  siendo  el  mas  grave  el  de  traición  á 
la   patria. 

6<>  Para  que  la  Suprema  Corte  ejerza  jurisdicción  originaria 
en  los  casos  en  que  una  Provincia  es  parte  contra  un 
particular^  se  requiere  que  este  sea  estrangero,  ó  vecino  de 
otra  Provincia. 
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Caso,  —  El  Fiscal  general  de  la  Provincia  de  Corrientes  pidid 
al  juez  de  esa  sección  la  coniinoacioD  de  la  causa  iniciada 
contra  D.  Sinforoso  Cáceres  por  traición  á  la  patria,  y  sus- 
pendida por  contumacia  del  reo,  por  lo  que  se  referia  á 
la  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  fundándose  en  los 
artículos  91  de  la  ley  Nacional  penal,  371  de  la  ley  de  pro- 
cedimientos  y  en  las  LL.  16,  tít.  26,  P.  2,  y  2»  tít.  15, 
lib.  8,  R.    C. 


Fallo  del  Juez  9eeeional 


Corrientes,  Mayo   22  de  1869, 

Vistos  el  escrito  del  Procurador  Fiscal  de  la  Provincia, 
pidiendo  en  nombre  de  este  se  Heve  adelante  el  juicio  pen- 
diente ante  este  juzgado,  contra  el  prófugo  Sinforoso  Cáceres 
por  delito  de  traición  á  la  patria,  para  deducir  en  tiempo 
oportuno  la  acción  correspondiente  de  daños  y  perjuicios^ 
originados  á  la  Provincia,  que  representa,  por  el  dicho  Cá- 
ceres como  miembro  de  la  junta  gubernativa  creada  con 
motivo  de  la  invasión  Paraguaya  á  esta  Provincia.  En  un 
oirosí,  solicita  á  fin  de  garantir  las  resultas  del  juicio  que 
trata  de  entablar,  se  ordene  el  embargo  á  disposición  de 
este  juzgado  de  la  cantidad  de  46,225  pesos  50  céntimos 
del  espresado  Cáceres,  existente  en  poder  de  los  Señores 
Lanus  hermanos  de  Buenos  Aires,  los  que  ya  fueron  em- 
bargados por  disposición  del  Gobierno  de  esta  Provincia ;  y 
considerando  :  —  1^  Que  las  Provincias  no  tienen  personería 
para  intervenir  como  partes  en  los  juicios  criminales  que 
se  siguen  en  los  juzgados  seccionales  por  delitos  contra  la 
Macion,  puesto  que  esta  tiene  un  Procurador  Fiscal  encar- 
gado jie  solicitar  el  castigo  de  los  delincuentes  en  las  causas 
que  caen  bajo  la  jurisdicción  Nacional.  —  Se  declara  al  Señor 
Fiscal  de  la  Provincia  sin  personería  legal  para  pedir  la  pro- 
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secucion  del  criminal  referido. —  Con  relación  al  otrosí,  co  n- 
siderando :  —  1^  Que  si  bien  es  cierto,  que  el  juicio  para 
ia  reparación  civil  de  daños  y  perjuicios  puede  seguirse 
juntamente  con  el  criminal,  de  modo  que  al  imponerse  la 
pena  al  reo  se  le  condene  así  mismo  á  la  indemnización 
civil,  también  lo  es,  que  puede  iniciarse  por  demanda  del 
perjudicado  con  entera  independencia  del  juicio  criminal,  y 
aunque  este  no  se  hubiese  iniciado  ó  no  pudiese  terminarse 
por  ausencia  del  reo^  pues  el  objeto  y  naturaleza  de  am- 
bos es  diferente.  —  Escriche,  palabra  juicio  criminal,  n^^  3^ 
Proyecto  de  Código  civil  de  la  Nación,  del  Dr  Velez —  Lib  2^, 
sec.  2»,  tít.  8»,  cap.  6°,  art».  36,  37  y  38  y  su  nota  res- 
pectiva art.  371  ley  de  proc;  —  V,  que  según  el  art.  101 
de  la  Constitución  Nacional  y  la  decisión  de  la  Corte  Suprema 
en  el  caso  de  Domingo  Mendoza  hermano,  con  la  Provincia 
de  San  Luis,  la  Corte  Suprema  tiene  jurisdicción  origina- 
ria y  esclusiva  en  todos  los  casos  en  que  un  Estado  es  parte 
es  decir :  que  la  jurisdicción  orijinaria  y  de  apelación  se  regla 
por  el  carácter  de  las  personas  y  no  por  la  naturaleza  de 
la  causa,  y  por  lo  tanto .  es  á  ella  á  quien  corresponde 
decidir  originariamente,  si  este  caso  entra  en  la  jurisdicción 
Nacional,  y  en  su  caso  fallar  sobre  la  justicia  ó  injnsti« 
cia  de  los  reclamos  hechos  por  esta  Provincia,  cuya  de- 
cisión, cualquiera  que  sea,  no  puede  influir  en  el  juicio 
criminal  que   se  siga  para  la  imposición   de    la  pena. 

Por  estos  fundamentos  y  otros  que  se  omiten,  se  declara 
que  este  juzgado  es  incompetente  para  entender  en  esta  causa. 
Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Carlos  Linuí, 

El  Fiscal  de  la  Provincia  apeló  diciendo  quo  por  el  artículo 
252  de  la  ley  de  procedimientos  el  sumario  de  las  causas 
criminales  se  instruye  del  mismo  modo  que  ante  los  Tri* 
bunales  de  Provincia,  ó  sea,  por  acusación,  denuncia  etc.  etc. 

Qnc    es   después  del  sumario  que   por  el  art.    354,  debe 


DE  JUSTICIA  NACIONAL.  189 

interveDir  el  Fiscal  Nacional,  quien  puede  ó  no  intervenir» 
cuando  hay  acusador  particular. 

Que  el  art.  371  autoriza  la  prosecución  del  proceso  por  las 
prestaciones  civiles. 

Que  la  Provincia  tenia  que  reclamar  indemnizaciones  de 
Cáceres  y  podia  pedir  la   prosecución  del    proceso. 

Que  las  prestaciones  civiles  son  un  incidente  del  proceso 
criminal^  y  en  ese  caso,  aunque  una  Provincia  venga  á 
ser  parte,  el  incidente  debe  juzgarse  por  el  juez  que  conoce 
en  lo  principaL 

Que  la  Suprema  Corte  no  podria  conocer  de  la  causa  sobre 
daños  y  perjuicios,  sin  conocer  déla  culpabilidad  ó  no  del  pro* 
cesado,  y  esta  no  puede  ser  conocida  por  la  Suprema  Corte 
sino  por  via  de  apelación,  porque  son  de  competencia  de 
los  juzgados'de  sección  las  causas  criminales  en  la  i^  instancia, 
de  la  clase  de  la  promovida  contra  Cáceres. 

Concedida  la  apelación,  se  dictó  el 


Fallo  de  la  Snpreina  Corte. 


Buenos  Aire»,  Octubre  21  de  4869. 

Vistos  y  considerando :  —  Primero.  Que  la  acción  que  in- 
tenta el  Fiscal  General  de  la  Provincia  de  Comentes  contra 
el  ausente  Sinforoso  Cáceres,  es  la  civil  por  daños  y  perjui- 
cios procedentes  del  delito  de  traición,  y  restitución  de  las 
cantidades  de  dinero  que  extrajo  del  tesoro  de  la  Provin- 
cia, cuando  se  incorporó  á  las  fuerzas  invasoras  del  Gobierno 
del  Paraguay.  —  Segundo.  Que  las  acciones  civiles  que  nacen 
de  los  delitos  contra  sus  autores,  corresponden  á  los  peiju^ 
dicados ;  y  pueden  ejercerlas,  aun  cuando  la  causa  criminal  se 
suspenda  por  la  ausencia  del  reo,  según  el  artículo  trescientos 
setenta  y  uno  de  la  ley  de  procedimientos.  -^  Tercero.  Que  siendo 
las  prestaciones  civiles  una  consecuencia  del  delito,  el  juicio  en 
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que  se  trate  de  ellas^  debe  comprender  la  existencia  del  hecho 
imputado,  y  la  culpabilidad  del  demandado  para  absolverlo  ó 
condenarlo,  aunque  la  acción  civil  se  deduzca  separadamente. 
—  Ciuirto,  Que  por  consiguiente,  solo  la  justicia  que  es  com- 
petente para  declarar  la  culpabilidad  del  demandado,  lo  es 
para  condenarlo  á  la  restitución  ó  reparación  á  que  dé  lugar 
el  delito.  —  Quinto.  Que,  según  el  artículo  tercero,  inciso 
tercero,  de  la  ley  sobre  competencia  de  los  Tribunales  de 
la  Nación,  corresponde  á  los  jueces  de  sección  el  cono* 
cimiento  y  castigo  de  los  crímenes  que  ofendan  la  soberanía 
y  seguridad  de  la  República,  siendo  el  mas  grave  de  todos 
los  comprendidos  en  esta  clasificación,  el  de  traición  á  la 
patria,  de  que  se  trata  en  el  título  primero  de  la  ley  penal 
del  Congreso,  —  Sesto.  Que  por  el  articulo  cien  de  la  Cons- 
titución Nacional,  para  que  la  Suprema  Corte  ejerta  juris- 
dicción orijinaria  en  los  casos  en  que  una  Provincia  es  parte 
contra  un  particular,  se  requiere  que  este  sea  estrangero  ó 
vecino  de  otra  Provincia,  y  el  demandado  Sinforoso  Cáceres 
no  lo  es  en  su  calidad  de  vecino  de  Corrientes,  cuando  se 
dice  que  cometió  el  delito  de  traición;  por  estos  íunda* 
mentes,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  diez,  y  satisfechas 
las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  al  juez  de  sec- 
ción para  que,  reasumiendo  la  jurisdicción  de  que  se  ha  des- 
prendido, conozca  de  la  demanda  y  determine  lo  que  corres- 
ponda por  derecho. 

Fraticisco  de  las  Carreras  —  Sal- 
vador M.  DEL  Carril.  — Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos. — 
BENrro  Carrasco. 
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• 


CAUSA    C%%JL¥. 


D.  Rafael  Gallino^  contra  Lanus  hermanos^  por  cobro  de  una 

letra  de  cambio. 


Sumario.  —  1°  El  arl.  23  de  la  ley  de  justicia  nacional 
de  i6  de  Octubre  de  1862,  ha  sido  modificado  por  el  14  de  la 
de  14  de  Setiembre  de  1863,  sobre  jurisdicción  y  competen- 
cía  de  los  Tribunales  Nacionales,  que  es  correctiva  de  aquella. 

2^  El  baso  de  una  ej^ecucion  en  que  una  Provincia  pueda 
deducir  tercería  escluyente^  no  está  comprendido  en  ninguno 
de  los  del  art.  14  de  la  ley  de  1863. 


Caso.  — El  Procurador  Valle  en  representación  de  D.  Rafael 
Gallino  demandó  ejecutivamente  ante  el  juez  de  Comercio 
de  Buenos  Aires  á  los  señores  Lanus  hermanos  el  pago 
de  una  letra  de  cambio,  valor  de  46,225  pesos  4  rs.  fuertes 
la  cual  habia  sido  jirada  desde  la  Asunción  por  D.  Anacarsis 
Lanus  á  la  orden  de  Sinforoso  Cáceres,  quien  á  su  vez  la 
endosó  al  ejecutante. 

Corrido  traslado  sin  perjuicio,  los  demandados  declinaron 
la  jurisdicción  del  Juez  de  Comercio  fundados  en  que  la 
cantidad  reclamada  pertenecía  al  Gobierno  de  Corrientes  por 
haber  sido  de  Sinforoso  Cáceres,  declarado  traidor  á  la  patria 
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y  responsable  por  iajentes  sumas  del  Tesoro  Provincial  de 
que  habia  dispuesto  cuando  la  invasión  paraguaya  lo  puso 
de  jefe  de  la  Provincia,  de  manera  que  los  fondos  si  están 
en  stt  poder  es  solo  como  un  depósito  á  la  orden  del 
Gobierno  de  Corrientes. 

Que  si  el  Juzgado  de  Comercio  pudiese  tener  jurisdicción 
en  un  asunto  en  que  una  Provincia  es  una  de  las  partes, 
por  cuya  razón  el  asunto  corresponden  á  Ja  Corte  Suprema 
en  primera  instancia,  opondría  ademas  la  excepción  de  no 
parte   por   la  suya. 

.  D.  Juan  José  Méndez,  apoderado  general  de  la  Provincia 
de  Corrientes  se  adhirió  á  la  solicitud  de  Lanus  hermanos 
y  pidieron  que,  declarándose  incompetente  el  Juez  de  Co- 
mercio, ordenara  al  demandante  ocurrir  á  la  Corte  Suprema. 

Gallino  contestó  que  la  Provincia  de  Corrientes  no  era 
parte  en  el  juicio  iniciado,  pues  no  figuraba  ni  como  actor 
ni  como  demandado,  no  habiendo  tampoco  intervenido  en 
la    letra. 

Que  si  la  Provincia  se  pretendia  dueña  de  los  fondos, 
debia  entablar  su  acción  en  juicio  separado  de  tercería,  sin 
suspender  ni  inmiscuirse  en  el  ejecutivo. 


Fallo  del  Jiieae  de  Comerelo. 


Buenos  Aires,  Mayo  4  de  1869. 

Y  vistos:  aun  cuando  la  propiedad  de  la  letra  de  f.  1^  no  ha 
dejado  de  pertenecer  á  Cáceres,  pues  que  el  endoso  hecho 
á  Gallino  no  se  le  ha  trasmitido  seguu  así  lo  determina  el 
art.  805  del  Código  de  Comercio,  y  aun  cuando  la  provin- 
cia de  Corrientes  tenga  derechos  que  ejercitar  sobre  los  bienes 
de  aquel,  en  el  presente  caso  no  podrían  deducirse  si  no 
formalizando  la  correspondiente  tercería  como  justamente  lo 
sostiene  Gallino.  —  La    Provincia  <le  Corrientes  no  figura  en 
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manera  alguna  en  la  letra  qae  se  cobra ;  de  este  título  no 
surjen  las  acciones  que  se  indica  á  su  favor ;  no  es  entonces 
parte  en  el  juicio  principal  sobre  la  letra  de  cambio,  f.  1',  y 
no  siéndolo,  no  tiene  razón  de  ser  la  asociación  de  sn  re-^ 
presentante  para  la  declinatoria  interpuesta  por  Lanns  her* 
manos.  —  Esta  escepcion  deducida  por  los  demandados,  tiene 
por  base  la  circunstancia  de  ser  parte  ea  el  juicio  la  Provin- 
cia de  Corrientes :  mas  en  virtud  de  lo  espuesto  desaparece 
el  fundamento  en  que  se  apoya,  y  por  lo  tanto,  fallo :  No 
haciendo  lugar  á  la  declinatoria  de  jurisdicción.  —  Devuélvase 
el  poder  acompañado,  y  traíganse  nuevamente  los  autos  al 
despacho  para  proveer  sobre  lo  principal. 

Tomás  Isla. 

El  apoderado  de  la  Provincia  de  Corrientes  y  Lanusí  her- 
manos apelaron  de  este  auto  que  fué  confirmado  por  el 


WwMm  del  Superior  TrlIiiiiMl  de  JíuetlelA. 


Señores :  Fontj  González,  Dominguez,  Langenheiny  Eguia. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto   apelado   de  f.  15  y  satisfechas,  devuélvanse. 

Lanus  hermanos  y  el  apoderado  de  la  Provincia  apelaron 
para  ante  la  Suprema  Corte,  invocando  el  art.  23  de  la  ley 
de  16  de  Octubre  de  1862. 


Falle  de  1»  Supram»  Certe 


Buenos  Aires,  Octubre  23  de  1869. 

Vistos :  considerando  que  el  articulo  veinte  y  tres  de  la  ley 
Nacional  de  diez  y  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta 
T.  vm.  *3 
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y  dos,  ha  sido  modificado  por  el  catorce  de  la  de  catorce  de 
Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres  que  es  correctiva 
de  aquella:  que  el  presente  caso  no  se  encuentra  comprendido 
en  ninguno  de  los  incisos  de  este,  estando  por  otra  parte 
establecido  el  modo  de  deducirse  y  resolverse  las  competencias, 
en  la  ley  de  procedimientos  dictada  por  el  Congreso,  devuélvase 
la  causa  con  oficio  al  Superior  Tribunal  de  Justicia  de  la 
Provincia,  satisfechas  que  sean  las  costas  por  el  apelante, 
reponiéndose  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor M.  DEL  Carril.  —  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos.  — 
Benito  Carrasco. 
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CAUSA  C%X%.\M, 


D.  José,  C.  Paz  por  D.  Exequiel  N.  Paz^  guiándose  de 
procedimientos  del  Juzgado  Federal  de  Santa  Fé. 


Sumario.  — l^^a  provocacioa  al  daelo  y  las  amenazas  á 
los  magistrados  con  ocasión  de  sus  funciones^  son  crímenes 
previstos  }   penados  por  la   ley  nacional  de  1863, 

^  La  pena  pnede  ser,  según  la  gravedad  del  caso  cor* 
poral  y  pecuniaria  conjuntamente. 

3^  La  prisión  del  acusado  no  es  ajena  de  estos  juicios 
para  asegurar  la  ejecución  de  la  sentencia. 

4fi  Esta  medida  es  indispensable  para  la  defensa  de  la  per- 
sona y  del  honor  del  juez,  cuando  ha  sido  amenazado  públi- 
camente. 

5^  El  juez  injuriado  puede,  cnando  el  caso  no  es  de  aquellos 
que,  por  su  levedad  y  circunstancias  en  qne  se  comete, 
debe  reprimir  por  si  mismo,  levantar  el  sumario,  ordenar  la 
prisión  y  remitir  el  conocimiento  de  la  causa  á  otro  que 
sea  competente. 

Qo  La  ley  sobre  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales 
concede  1  estos  la  facultad  de  corregir  por  sí  mismos  los 
desacatos  qne  se  cometan  en  los  alegatos  y  audiencias. 


Caso.  —  D.  José  C.  Paz  en  representación  de  su  hermano 
D.  Exeqniel  espuso  ante  la  Suprema  Corte,  que  considerando 


196        FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

SU  hermano  injasta  una  sentencia  dictada  por  el  Juez  Federal 
de  Santa  Fé  en  un  pleito  en  que  era  parte,  habia  hecho 
una  publicación  en  que  el  juez  se  habia  considerado  agravia- 
do.— Que  el  Procurador  Fiscal,  procediendo  bajo  la  influencia 
del  juez  ofendido,  habia  pedido  ante  el  mismo  su  prisión, 
y  el  juez  olvidando  sus  deberes,  con  violación  del  art.  6^  de 
la  ley  de  procedimientos  la  habia  decretado,  declarándose 
en  seguida  inhibido  para  conocer  á  causa  de  su  resentimiento. 

Que  el  procedimiento  del  juez  es  nulo,  no  habiendo  podido 
ordenar  la  prisión  por  no  ser  juez  en  la  causa,  según  él 
mismo  lo  declarara  en  el  auto  de  inhibición,  v  en  otro  en 
que  se  niega  á  permitir  la  escarcelacion  bajo  fianza. 

Que  independiente  de  esto,  el  juez  no  tenia  jurisdicción  en 
el  caso,  porque  se  trataba  de  artículos  publicados  en  la 
prensa  periódica ;  y  cualquiera  que  fuese  la  gravedad  de  la 
injuria  que  ellos  contuvieran,  no  podian  ser  llevados  á  la 
Justicia  Nacional,  según  el  art.  32  de  la  Constitución. 

Que  siendo  nulo  é  injusto  el  proceder  del  juez  de  sección 
por  carecer  de  jurisdicción  en  la  causa  la  Justicia  Nacional, 
y  ser  además  el  juez  parte  en  ella,  pedia  se  ordenase  la 
libertad  de  su  hermano  previa  la  fianza  correspondiente^  si 
la  Suprema  Corte  lo  creia  necesario. 

Pedido  informe  al  juez  de  sección,  este  contestó  que  en 
un  pleito  seguido  por  D.  Salvador  Carbó,  contra  D.  Exequiel 
N.  Paz  en  que  habia  dictado  sentencia  definitiva,  en  uno 
de  los  considerandos  habia  puesto  estas  palabras  €  momentos 
difíciles  para  la  casa  >  ( de  Paz ) . 

Que  notificado  Paz  de  esta  sentencia,  se  habia  presentado 
en  su  domicilio  D.  Fermin  Laprade  diciéndoie  á  nombre  de 
Paz  que  si  no  retractaba  tales  palabras  de  la  sentencia, 
suscribiendo  una  carta  escrita  que  llevaba  al  efecto,  lo  pro- 
vocaba á  duelo  á  nombre  de  Paz. — Que  habia  contestado 
que  no  retractaría  una  sola  palabra,  y  que  no  comprendia 
que  se  propusiera  á  un  juez  retractación  de  sus  autos, 
teniendo  espedito  el  camino  legal  para  que  la  Suprema  Corte 
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Jos  revocase  si  eran  injustos  6  nulos,  y  que  en  cuanto  al 
desafío,  no  podía  aceptarlo  por  el  motivo  que  se  invocaba. 

Que  en  la  noche  de  ese  dia,  en  un  baile  y  ante  una  nu- 
merosa concurrencia,  Paz  decia  con  enfurecimiento  que  en 
el  lugar  mas  sagrado  que  lo  encontrase^  descargaría  su  látigo 
sobre  su  cabeza,  acompañando  esta  amenaza  de  todo  género 
de   improperios. 

Que  al  dia  siguiente,  en  el  diario  «La  Capital»,  Paz 
habia  publicado  bajo  su  firma  un  comunicado  en  que  repetía 
su  amenaza,  acompañada  de  las  palabras  que  le  babian  pa- 
recido mas  hirientes  é  injuriantes. 

Que  en  vista  de -esto,  el  Procurador  Fiscal  de  la  sección, 
invocando  el  art.  30  de  la  ley  penal  nacional,  habia  pedido 
«e  organizase  ud  sumario  contra  Paz,  y  su  prisión,  y  la  apli- 
cación de  la  pena  que  señala  el  art.  32,  habiendo  el  juz- 
gado ordenado  la  prisión  después  de  constatado  el  delito  y 
la  persona  del  ddlincuente,  declarándose  en  seguida  impedido 
y  ordenando  pasase  el  proceso  al  juez  mas  inmediato. 

Que  después  de  pronunciado  el  auto  de  inhibición  se  ha- 
bía presentado  una  solicitud  de  escarcelacion  bajo  fianza,  á  la 
que  no  habia  hecho  lugar  porque^ya  no  era  el  juez  del  proceso. 

El  juez  acompañó  un  número  del  diario  que  contenia  el 
comunicado,  y  con  estos  antecedentes,    se  dictó  este 

FaUo  de  1»  Suprema  Corte. 

Buenos    Aires,  Octubre  23  de  1869. 

Visto  el  presente  recurso  de  Don  José  C.  Paz,  á  nombre 
de  su  hermano,  Don  Exequiel  Paz,  quejándose  de  los  pro- 
cedimientos seguidos  contra  este,  á  instancia  del  Procurador 
Fiscal^  por  el  juez  de  sección  del  Rosario,  levantando  una 
información  sumaria  y  decretando  la  prisión  de  su  represen- 
tado ;  á  cuyos  procedimientos  se  objetan  los  vicios  siguientes: 
—  Primero.  Que  la  acusación  fiscal  se  fundó  en  un  artículo 
impreso  que   contenia    injurias  dirijidas  al   mismo  juez;  y 


,• 
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que,  según  una  prescripción  de  la  constitución  general, 
las  autoridades  nacionales  no  pueden  ejercer  jurisdicción  en 
los^asos  de  abusos  de  la  libertad  de  imprenta ;  — Y  Segundo. 
Que  las  injurias  se  inferían  á  la  persona  del  juez,  |y  que 
las  leyes  le  prohibei^  conocer  en  causa  en  que  se  trata  de 
su  propio  interés :  —  y  considerando :  Primero.  Que  de  los 
informes  remitidos  por  el  juez  de  sección,  resulta,  que  la 
acusación  fiscal  no  tuvo  por  objeto  el  castigo  de  las  ofen- 
sas que  Pai  le  hacia  en  el  artículo  impreso  que  corre  á 
foja  ocho,  sino  la  provocación  al  duelo  de  que  fué  conductor 
Don  Fermin  Laprade,  y  las  gravísimas  amenazas  á  la  digní- 
dad  y  á  la  seguridad  personal  del  juez^  de  que  se  hace 
relación  en  dicho  impreso,  intentándose  por  este  medio  violen- 
tarlo á  firmar  la  retractación,  escrita  por  Paz,  de  una  de- 
claración que  hizo  el  juez  para  fund^ar  la  resolución  de  un 
pleito  en  que  aquel  era  parte.  —  Segmido.  Que  la  provocación 
al  duelo,  y  las  amenazas  á  los  Magistrados  con  ocasión  de 
sus  funciones,  son  crímenes  previstos  y  penados  por  los 
artículos  treinta  y  treinta  y  dos  de  la  ley  de  catorce  de  Se- 
tiembre de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  y  pudiendo,  según 
la  'gravedad  del  caso,  imponerse  por  ellos  pena  corporal  y 
pecuniaria  conjuntamente,  la  prisión  del  acusado  no  es  ajena 
de  estos  juicios  para  asegurar  la  ejecución  de  la  sentencia. 
—  Tercero.  Que,  en  el  presente  caso,  esta  medida  se  hacia 
indispensable  para  la  defensa  de  la  persona  y  del  honor  del 
juez  de  sección,  atendidas  las  amenazas  que  contiene  el 
citado  impreso,  y  muy  particularmente  la  que  se  espresa 
con  las  siguientes  palabras  :  un  latigazo  en  ese  rostro  hipócrita 
y  hermafrodita  vá  á  ser  la  iniciativa  de  nuestra  nuevas  reía- 
lociones.  —  Cuarto.  Que  no  existe  otro  juzgado  en  la  Provincia 
de  Santa  Fé  con  jurisdicción  competente  para  dictar  pro- 
videncias que  protejiesen  al  juez  de  sección  contra  esos 
violentos  propósitos,  que  ponían  en  peligro  su  seguridad,  y 
la  libertad  que  necesita  para  desempeñar  sus  funciones. — 
Quinto.  Que  es  doctrina  atestiguada  por  Gutiérrez  en  su  prác- 
tica criminal,  y  sobtenida  por  Villanova  y  otros  jurisconsultos. 
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que  el  juez  injuriado  puede,  cuando  el  desacato  no  es  de 
aquellos  que,  por  su  levedad,  y  circunstancias  en  que  se 
comete,  debe  reprimir  por  si  mismo,  levantar  el  sumario, 
ordenar  la  prisión,  y  remitir  el  conocimiento  de  la  causa  á 
otro  que  sea  competente. — Sesto.  Que  el  articulo  diez  y 
nueve  de  la  ley  sobre  competencia  de  los  Tribunales  de  la 
Nación,  concede  á  estos  la  facultad  de  correjir  por  ií  mis- 
mos los  desacatos  que  se  cometen  en  los  alegatos  y  audien- 
cias, conformándose  en  esta  parte  con  esa  doctrina,  y  aun 
cuando  ni  en  esta  ley,  ni  en  ninguna  otra  de  las  que  ha 
dictado  el  Congreso  Nacional  se  ba^a  reglado  el  procedimiento 
para  los  casos  de  injurias  y  amenazas  graves  con  las  circuns- 
tancias de  las  que  han  dado  lugar  á  la  acusación  contra 
Paz,  de  aquella  disposición,  del  principio  en  que  ella  se 
funda,  de  que  toda  autoridad  debe  tener  poder  para  defen- 
derse contra  la  violencia,  y  de  la  remisión  á  las  leyes  pre- 
existentes, y,  por  consiguiente,  á  la  jurisprudencia  que  las 
complementa,  que  se  hace  en  el  artículo  trescientos  setenta 
y  cuatro  de  la  ley  de  procedimientos,  se  deduce  rectamente, 
que  el  juez  de  sección  del  Rosario,  organizando  el  su- 
mario contra  Paz,  ordenando  su  prisión,  y  remitiendo  el 
conocimiento  de  la  causa  al  mas  inmediato  del  Paraná,  no 
ha  ultrapasado  su  jurisdicción ;  por  estos  fundamentos,  no 
se  hace  lugar  á  la  declaración  de  nulidad  que  se  pide  en 
el  escritQ  de  queja  ni  á  la  revocación  del  auto  de  prisión, 
y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  remítase  este 
espediente  al  juzgado  de  sección  del  Rosario  para  que  lo 
agregue  á    sus  antecedentes. 

Francisco  de  las  Carreras. — Sal- 
vador M.  DEL  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
Beaito  Carrasco. 
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CAUSA   c&mvii. 


D.  José  Canale^  contra  D.  Martin  Alzaga^  sobre  cobro  de 

honorarios. 


Sumario.  —  1^  Las  tachas  contra  los  testigos  deben  pro- 
ponerse y  probarse  dentro  del  término  probatorio. 

2^  No  pueden  por  consiguiente  aceptarse  las  propuestas 
en  el  último  dia  de  dicho  término. 


Cdso,  —  D.  José  Gánale  demandó  á  D.  Martin  Alzaga  por 
honorarios  de  arquitecto. 

Contestada  la  demanda,  se  abrió  la  causa  á  prueba  por 
treinta  días   que  vencían  el  13  de  Setiembre. 

Durante  el  término,  se  examinaron  algunos  testigos,  y 
Gánale  hizo  presente  que  no  se  había  podido  tomar  declara- 
ción á  todos  sus  testigos  por  enrermedad  del  juez. 

Este  proveyó  t téngase  presentéis. 

El  13  de  Setiembre  Gánale  presentó  escrito  tachando  en 
lo  principal  á  cuatro  de  los  testigos  de  Alzaga,  y  pidiendo 
en  otrosí  se  señalara  dia  para  la  declaración  de  sus  demás 
testigos  en  mérito  de  las  causas  señaladas  en  su  último  escrito. 
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Wtíüm  del  JFues  Seccional. 


Buenos  Aires,  Setieipbre  43  de  4869. 

En  lo  principal,  debiendo  las  partes  proponer  y  probar  acer- 
ca del  testimonio  dentro  del  término  de  prueba  las  tachas 
conducentes  á  disminuir  la  fuerza  de  sus  declaraciones  ( art.  124 
de  la  ley  de  procedimientos),  y  venciendo  hoy  el  término 
de  prueba,  circunstancia  que  impide  el  que  puedan  acreditarse 
dentro  de  él  las  tachas  propuestas,  no  á  lugar  á  lo  pedido. — 
Al  otrosí,  no  constando  que  esta  parte  no  hubiese  podido 
presentar  oportunamente  sus  testigos  á  causa  de  la  enferme- 
dad del  juez  infrascrito,  por  cuanto  este  ha  asistido  á  su 
despacho  durante  los  cinco  dias  de  la  semana  última  y  ha 
tomado  declaración  á  todos  los  testigos  que  esta  parte  pre- 
sentó, y  ha  podido  dentro  de  dichos  dias  y  aun  el  de  la  fecha 
examinar  todos  los  testigos  presentados  por  Gánale,  si  hubieren 
comparecido  al  juzgado,  no   ha  lugar  á  lo  pedido. 

Zaváleta. 
Apelada  esta  sentencia,  fué  confirmada  por  el 

S*fm9  de  \m  Suprema  C^rte. 

Buenos  Aires,  Octubre  26  de  1869. 

9 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  ochenta  y  seis;  y  satisfechas  y  repuestos 
los   sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras,  -t-  Salva- 
dor M.  Carril. — Francisco  Delga* 
DO.  —  José  Barros  Pazos. — Benito 
Carrasco. 
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CAUSA  CULUllVlII. 


La  Compañía  Sudamericana  de  Navegación  á  vapor  ^ 
contra  D.  Augusto  de  la  Riestra  y    Compañía^  sobre  nulidad 

de  un  laudo. 


Sumario.  —  1^  El  demandado  que  sin  ser  poseedor  de  la 
cosa  demandada  responde  en  joicio  qae  la  tiene,  debe  pe- 
char al  demandante  que  prueba  que  la  cosa  es  suya,  el  valor 
de  la  misma. 

2°  Por  analogía  de  razón,  los  demandados  que  aceptan  el 
juicio  declarando  ser  dueños  de  un  vapor  responsable  al  pago 
de  averias,  deben  responder  del   resultado  del  juicio. 

S^  Mucho  mas  si  habiendo  antes  negado  y  después  acep- 
tado su  personería,  separaron  con  su  intervención  al  capitán 
del  vaporeo-dueño  á  la  vez  del  mismo,  tratando  de  presen- 
tarle en  seguida  como  testigo  en  la  causa. 

4<>  El  recurso  de  nulidad  de  un  laudo,  fundado  en  la  ile- 
galidad de  sus  ptopios  actos,  ejecutados  con  la  intención  de 
favorecer  á  otro,  y  no  por  error,  debe  reputarse  temerario, 
y  hace  responsables  á*los  recurrentes  de  todas  las  costas 
del  juicio. 

Caso, — La  Compañía  Sud-americana  de  navegación  á  vapor, 
propietaria  del  vapor  cParaná»,  demandó  por  choque  y  averias 
al  propietario  del  vapor  c  Gelly  y  Obes  >  designando  como 
tal,  á  D.  Augusto  de  la  Riestra. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL.  203 

Llamadas  las  partes  á  juicio  verbal,  D.  Eugenio  Hirey  apo- 
derado de  la  Compañía,  espuso  que  los  propietarios  del  «Gelly 
y  Obes  >  eran  D.  Augusto  de  la  Riostra  y  Compañía. 

Citados  estos  dijeron  que  el  propietario  era  D.  Augusto 
de  la  Riestra. 

Mirey  pidió  entonces  que  se  llamase  al  capitán  del  boque. 

Fué  citado  D.  Francisco  Ardois,  y  este  espuso  que  el 
verdadero  capitán,  y  co-participe  del  buque  era  D.  Luis  Neves. 

Se  citó  á  este,  y  con  él  tuvo  lugar  el  juicio  verbal,  en 
que  se  nombraron  arbitros  con  arreglo  al  art.  1 ,429  del  Código 
de  Comercio. 

En  el  mismo  juicio  verbal,  Neves  contrademandó  á  la  Com- 
pañía por  averias,  y  la  contrademanda  también  fué  sometida 
á  los  arbitros. 

Los  arbitros  procedieron,  notificándose  al  principio  sus 
providencias  á   Neves. 

En  seguida  se  presentó  un  escrito  fundando  la  contra- 
demanda  ante  los  arbitros  firmado  así  <  por  Augusto  de  la 
Riestra  y  Compañía^  Alvaro  F.  Newton  >. 

Con  posterioridad  á  dicho  escrito  se  notificó  á  Neves  el 
auto  de  prueba;  en  seguida, todos  los  escritos  y  notifica- 
ciones fueron  firmadas  por  Alvaro  F.  Newton  por  Augusto 
de  la  Riestra  y    Compañía. 

Durante  la  prueba  algunas  declaraciones  fueron  presencia- 
das por  D.  Francisco  Ardois  firmándose  c  por  Augusto  de 
la  Riestra  y  Compañíu  > . 

Los  arbitros  laudaron  condenando  al  vapor  <  Gelly  y  Obes » 
á  pagar  4,142  pesos  fuertes  08  cs.^  las  costas  y  honorarios 
con  esclusion  de  las  de  los  arbitros. 

Riestra  y  Compañía  se  negaron  á  firmar  la  notificación  del 
laudo,  diciendo  que  no  eran  parte,  porque  el  dueño  del  vapor 
era  D.  Augusto  de  la  Riestra,  según  la  escritura  de  propie- 
dad   que  acompañaron. 

En  seguida  entablaron  recurso  ^e  nulidad,  diciendo  que 
no  habían  sido  ellos,  sino  el  capitán  Neves  quien  habia 
nombrado  los  arbitros,  no   pndiendo  su  intervención   pos- 
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tenor  imponerles  responsabilidad  alguna,  porqne  no  eran 
dueños  del  vapor. 

Mirey  se  opnso  al  recorso:  —  1^  Porqne  habían  sido 
lennneidos  todos  los  recursos. — 2°  Porque  la  demanda  foé  en- 
tablada contra  Aognsto  de  la  Riestra  y  Compañía,  y  si  después 
citaron  al  capitán  Neves,  por  decir  aquellos  que  no  eran 
dueños  del  vapor,  esto  se  habia  hecho  sin  perjuicio  de  con- 
tinuar el  reclamo  contra  ellos ;  que  los  mismos  se  presenta- 
ron ante  los  arbitros,  como  dueños,  aceptando  la  demanda 
y  fundando  la  contrademanda,  é  intemnieron  en  el  juicio 
aceptando  la  responsabilidad  del  choque  y  averias  demandadas. 

Resultando  de  la  escritura  de  propiedad  que  el  vapor  fué 
vendido  á  D.  Augusto  de  la  Riestra  en  8  de  Febrero  de 
1868,  el  juez  ordené  se  certificara  si  después  de  esa  fecha, 
se  habia  vendido  el  vapor. 

Con  el  certificado  negativo  se  dictó  el  siguiente 


S*»lto  del  JFues  Seecl^nal. 


Buenos  Aires,  Agosto  28  de  1869. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  por  los  Señores  Augusto  de 
la  Riestra  y  C^  con  D.  Guillermo  Matti,  diciendo  de  nulidad 
del  laudo  pronunciado  por  los  arbitros  nombrados  para  de- 
cidir cual  de  los  vapores,  esto  es,  el  <  Paraná  >  ó  el  c  Ge- 
neral Gelly  >  fué  la  causa  del  choque  que  tuvo  lugar  entre 
dichos  vapores  el  dia  4  de  Hayo  del  año  próximo  pasado  y 
resultando,  que :  ~  1^  Demandados  por  D.  Guillermo  Matti. 
Gerente  de  la  Compañía  á  vapor  Sud-amerícana,  los  Señores 
Augusto  de  la  Riestra  y  C^  como  propietarios  del  vapor  <  Ge- 
neral Gelly  y  Obes>  para  que  indemnizara  los  daños  y  perjuicios 
sufridos  con  motivo  del  choque  espresado,  por  el  vapor  «Pa- 
raná», los  demandados  negaron  ser  propietarios  del  vapor 
<  Gelly  y  Obes »  como  resulta  de  la  diligencia  de  f.  80  vuelta. 
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2°  Que  entablada  la  demanda,  en  virtud  de  la  negativa 
anterior,  contra  el  buqne  mismo  representado  por  su  capitán 
(escrito  de  f.  10),  la  cuestión  fué  sometida  á  la  decisión 
de  arbitros  arbitradores  nombrados  por  la  parte  de  Matti  y 
por  el  capitán  del  «Geli;  y  Obes»  D.  Luis  -Meves^  según 
consta  de  la  acta  de  f.  19  y  20. 

3^  Que,  pasados  los  autos  á  los  arbitros  arbitradores  nom- 
brados, acordaron  estos  á  las  partes  por  el  auto  de  f.  22  un 
plazo  dentro  del  cual  debian  las  partes  hacer  la  exposición 
de  los  hechos  ocurridos,  auto  que  notificado  al  capitán  Neves 
fué  sin  embargo  cumplido  por  los  Señores  Augusto  de  la 
Riestra  y  C^,  quienes  á  f.  32  diciéndose  dueños  del  vapor 
c  General  Gelly  y  Obes  » ,  vienen  contrademandando  á  Matti 
y  C^  para  que  sean  condenados  al  pago  de  los  perjuicios 
sufridos  por  el  espresado  vapor  en  su  choque  con  el  «Paraná  » 

4^  Que  los  peritos  arbitradores,  continuando  los  procedi- 
mientos, recibieron  la  causa  á  prueba,  y  que  los  Señores 
Augusto  de  la  Riestra  y  C^,  á  pesar  de  no  serles  notificado 
el  espresado  auto  ( de  f.  39  vuelta  y  40 )  pues  solo  se  notificó 
al  capitán  Neves,  se  presentaron  no  obstante  como  dueños 
del  vapor  (escrito  de  f.  41),  pidiendo  se  les  admitiera  prueba 
de  testigos,  la  que  fué  admitida,  y  producida  por  Riestra  y 
C^,  quienes  asistieron  á  la  declaración  de  testigos,  é  inter- 
vinieron en  todo  el  procedimiento  hasta  pronunciarse  senten- 
cia, quedando  separado  de  toda  intervención  el  capitán  Meves, 
quien  fué  presentado  como  testigo  por  la  parte  de  los  Señores 
Augusto  de  la  Riestra  y  C^. 

5^^  Que  los  arbitros,  previa  citación  de  los  Señores  Augusto 
de  la  Riestra  y  C^,  procedieron  á  pronunciar  el  laudo  de 
f.  94  condenando  á  los  propietarios  del  vapor  <  Gelly  y  Obes  i 
á  pagar  á  los  del  <  Paraná »  la  cantidad  de  4,142  pesos  8 
centavos  fuertes,  y  á  las  costas  del  juicio. 

6^  Que  después  de  notificado  Augusto  de  la  Riestra  y 
Compañía  el  referido  laudo,  dichos  Señores  por  su  escrito 
de  f.  102  vienen  á  manifestar  que  el  laudo  no  les  concierne 
por  no  ser  ellos,  sino  D.  Augusto  de  la  Riestra,  propietario 
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del  vapor  c  General  Gelly  y  Obes>,  ni  ser  ellos  8íd((  el 
capitán  de  este  vapor  que  faizo  el  nombramiento  de  arbitros,  y 
que  aunque  posteriormente  intervinieron  en  el  juieio  induci- 
dos por  el  deseo  de  hacer  bien  á  D.  Augusto  de  la  Riostra 
ausente,  esta  intervención  no  puede  conferir  derecho  alguno, 
ni  imponefles  responsabilidad  de  ningún  género,  y  partiendo 
de  estos  hechos  vienen  por  el  escrito  de  f.  124  deduciendo 
el  recurso  de  nulidad  contra  el  laudo. 

La  parte  de  Matti  se  opone  al  recurso  deducido,  aduciendo 
los  siguientes  fundamentos : 

i^  Haber  las  partes  renunciado  á  todo  recurso  y  remedio 
legal   en  el  acta  de  compromiso  corriente  á  f.  19. 

2°  Que  aunque  los  Señores  Augusto  de  la  Riestra  y  Com- 
pañía no  fueron  los  que  firmaron  la  acta  de  compromiso, 
la  demanda  fué  entablada  contrsT  ellos,  y  que  sí  en  virtud 
de  haber  manifestado  no  ser  propietarios  del  vapor  c  General 
Gelly  y  Obes»,  pidieron  los  demandantes  que  fuese  citado 
el  capitán  del  vapor  para  que  concurriera^  como  concurrió 
en  efecto  al  acto  del  nombramiento  de  arbitros,  jueces  for- 
zosos en  el  asunto,  dicha  petición  fué  deducida  sin  perjuicio 
de  dedutír  ó  continuar  el  reclamo  contra  D.  Augusto  de  la 
Riestra  y  C^,  quienes,  inmediatamente  de  pasar  los  autos 
á  los  arbitros,  se  presentaron  ante  estos  en  su  carácter  de  dueños 
del  vapor  aceptando  como  propia  la  demanda,  y  fundando  su 
contrademanda,  é  intervinieron  en  el  juicio  hasta  su  ter- 
minación, con  lo  cual  asumieron  la  responsabilidad  personal 
del   choque   de   los  vapores^ 

Pedido  informe  á  la  escribanía  de  marina  á  fin  de  cons- 
tatar si  el  vapor  « General  Gelly  y  Obes  j>  ha  sido  objeto  de 
venta  desde  el  dia  8  de  Febrero  de  1868,  resulta  que  dicho 
vapor  no  ha  sido  enagenado,  desde  la  fecha  espresada,  en  la 
que,  según  la  escritura  de  f.  100  á  101  fué  vendido  á 
D.  Augusto   de  la   Riestra. 

Y  considerando: — 1^  Que  los  Señores  Augusto  de  la  Riestra 
y  C^  no  solo  han  sido  demandados  por  D.  Guillermo  Matti 
por  las  averias  causadas  al  vapor  <  Paraná  >^  sino  que  dichos 
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Señores,  después  de  negar  su  personería,  aceptaron  y  siguie- 
ron el  juicio,  como  resulta  de  ios  antecedentes  anteriormente 
espuestos,  separando  por  dicha  intervención  al  capitán,  del 
vapor  que^  en  ausencia  de  los  armadores  ó  propietarios  es 
el  representante  legal,  y^que  en  el  presente  caso  revestía 
además  el  carácter  de  condominio  del  buque,  comb  se  mani- 
festó en  el  acta  de  f.   18. 

^  Que  admitido  el  hecho  de  no  ser  Augusto  de  la  Riestra 
y^C^  los  propietarios  del  vapor  « Gelly  y  Obes»,  es  sin 
embargo  evidente  que  por  su  intervención  impidieron  el  que 
el  juicio  continuase  con  quien  era  parte  legítima  en  el  juicio 
como  lo  era  el  capitán  y  copartícipe  en  el  buque. 

3^  Que  á  lo.  espuesto  en  los  precedentes  considerandos  se 
agrega  que  los  Señores  Augusto  de  la  Riestra  y  C^  han 
procedido,  como  es  de  presumirse,  de  acuerdo  con  el  capitán 
del  vapor,  pues  de  lo  contrario  difícil  es  de  concebir  como 
han  podido  presentar  dentro  del  término  consignado  el  es- 
crito de  f.  32  fundando  su  contra-demanda,  ni  producirla 
prueba  que  les  convenia,  á  todo  lo  cual  sa  agrega  que  tra- 
taron de  presentar  como  testigos  al  1»  y  2»  capitanes  del 
vapor,  lo  cual  induce  á  presumir  que  su  intervención  en  el 
juicio  tuvo  por  objeto  aprovechar  el  testimonio  de  los  capitanes 
y  que  D.  Augusto  de  la  Riestra,  propietario  del  vapor  c  Gelly 
y  Obes»,  es  el  único  socio  cuyo  nombre  está  incluido  en 
la  razón  social  Augusto  de  la  Riesira  y  C^,  lo  coal  arguye 
otra  presunción,  á  saber,  que  en  este  juicio  se  ha  procedido 
con  conocimiento  de  él. 

4fi  Que  según  la  ley  2,  tít.  3<>,  part.  3^,  el  demandado  que 
sin  ser  poseedor  de  la  cosa  demandada,  respondiese  en  juicio 
que  la  tenia,  y  el  demandante  creyendo  esto  llevase  el  juicio 
adelante  y  probase  que  la  cosa  que  demandase  era  suya,  tenudo 
seria  entonces  el  demandado^  de  pechar  tanto  al  demandador^ 
cuanto  jurase  qiie  valia  aquello  de  que  el  venciera. 

50  Que  en  el  presente  caso,  como  queda  demostrado,  los 
Señores  Augusto  de  la  Riestra  y  C^  fueron  demandados,  y 
aceptaron  el  juicio  declarando  ser  dueños  del   vapor   c  Ge- 
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neral  Gelly  y  Obes»,  y  que  por  aaologfa  de  razón  deben 
los  Señores  Riestra  y  C^  ser  responsables  al  resultado  del 
juicio,  tanto  mas  cuanto  que,  habiendo  Matti  deducido  su 
acción  contra  aquellos  por  el  hecho  de  aceptar  la  deman- 
da, ha  debido  creer  que  eran  efectivamente  los  propietarios 
6  poseedojres  del  referido  vapor,  ^  que  de  declararlos  ir- 
responsables, tratándose  de  socios  del  propietario  del  vapor, 
seria  abrir  puerta  al  fraude,  obligando  al  demandante  á  seguir 
dos  juicios. 

&>  Que  por  otra  parte,  el  capitán  ha  intervenido  hasta  la 
recepción  á  prueba,  y  siendo  su  personería  intachable,  el 
laudo  no  puede  adolecer  de  vicio  alguno  de  nulidad,  aunque 
no  fué  citado  para  sentencia;  porque  tratándose  de  un  juicio 
arbitral  pueden  los  jueces  arbitradores  librar'  las  contiendas 
que  ovieren  entre  si^  en  cualquier  manera  qtie  ellos  tuvieran  por 
bien^  aunque  no  hubiera  demanda  ni  contestación  y  prescin- 
dieren de  las  formalidades  que  los  otros  jueces  deben  ob- 
servar, como  terminantemente  lo  establece  la  ley  23,  título 
4»,  par.  3^.  -^  Por  estos  fundamentos  fallo,  no  haciendo 
lugar  al  recurso  de  nulidad  deducido  por  los  Señores  Augusto 
de  la  Riestra  y  C^,  sin  especial  condenación  en  costas. 
Repónganse  los  sellos. 

Manuel  Zavaleta. 
Apelada  esta  sentencia  fué  confirmada  por  este 


Falla  úe   la  Suprema  Vmwim, 


Buenos  Aires,  Octubre  26  de  1869. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  y  resultando  ademas,  que 
los  apelantes  fundaron  su  recurso  de  nulidad  contra  el  laudo 
en  la  ilegalidad  de  sus  propios  actos,  ejecutados,  no  por 
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error  aaó  coo  la  iotencion  de  favorecer  á  su  hermano,  Dod 
Augosto  de  la  Riestra ;  lo  que  importa  confesar  que  han 
procedido  en  esie  asunto  con  temeridad,  se  confirma  el  auto 
apelado  de  Foja  ciento  setenta  y  nueve,  y  con  arreglo  á  la 
ley  ocbo,  título  veinte  y  dos,  partida  tercera,  se  les  condena 
en  todas  las  costas  del  jtaicio,  devolviéndose,  satisfechas  qne 
sean  las  de  esta  instancia  y  repuestos  los  sellos. 

Fraiscisco  de  las  Garberas. — Sal- 
vador M»  DEL  Carril.— Francisco 
Delgado.—José  Barros  Pazos.— 
Benito  Carrasco. 


CACHA   CSLXXIX. 


Benitez  é  K^o,  conlra  D.  Roberto  Lange,  sobre  pruebas. 


Sxmario.  —  i"  No  es  hábil  para  producir    prueba  dentro 
del  Hunicipio   ua  término  acordado,  para   que  se 
fuera  de  ¿I. 

2^  Un  nuevo  térmíao  de   prueba  puede   abrirse 
formidad  de  partes. 
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FAlla  úéí  Jíues  Seceianal 


Buenos  Aires,  Setiembre  3  de  1869. 

V  vistos :  considerando :  —  1^  Que  el  art.  92  de  la  ley  de 
procedimientos  comprende  entre  los  términos,  ordinarios  de 
pruebas  tanto  el  que  se  concede  para  producir  la  prueba 
dentro  del   Municipio,  como  fuera  de  él,  siendo  dentro  del 

territorio  de  la  República. — 2°  Que  el  escrito  de  f. en 

que  se  pide  término  para  producir  prueba  en  Gualeguaycbú 
ha  sido  presentado  dentro  del  término  de  los  15  dias  porque 
se  abrió  á  prueba  la  causa,  y  en  virtud  de   él  se    concedió 

la  próroga  de  8  dias  mas  por  el  auto  de  f — Y  3^  Que 

el  escrito  de  í ha  sido  presentado  dentro  de  esta  próroga 

de  8  dias,  que  hacia  parte  del  término  ordinario  de  prueba, 
no  ha  lugar  á  lo  que  solicita  la  parte  de  Lange. 

Ugarriza . 

Lange  apeló  y  no  se  hizo  lugar  al  recurso  en  virtud  de 
lo  proscripto  en  el  art.  206  de  la  ley  de  procedimientos. 

Recurrió  entonces  de  hecho  ante  la  Suprema  Corte,  y  con 
el  informe  correspondiente  del  juez  de  sección  se  dictó  el 
siguiente 


FaUa  de 'la  Suprema  CarCe. 


Buenos  Aires,  Octubre  26  ¡de  i  8^9. 

Vistos  y  considerando:  — Primero.  Que  aunque  no  es  exacto 
el  fundamento  del  auto  apelado,  pues  no  es  hábil  para  pro* 
ducir  prueba  dentro  de  este  Municipio  un  término  acordado 
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precisameDte  para  que  se  produzca  fuera  de  él^  en  Guale- 
guaycfaú;  sin  embargo  el  auto  en  que  se  concedió  la  segunda 
próroga  del  primer  término,  estando  ya  vencido,  fué  consen- 
tido por  el  apelante,  y  aprovechada  la  próroga  para  instar 
por  la  recepción,  de  la  manera  que  juzgó  mas  conveniente  á 
su  derecho,  áet  la  prueba  que  ofreció  el  dia  siete  de  Agosto, 
y  que  no  podia  dilíjenciarse  en  tiempo  hábil,  no  oponiéndose 
al  examen  de  los  testigos  de  su  contrario  hasta  el  veinte 
y  cinco  del  mismo  mes,  es  decir,  doce  dias  después  que  se 
le  notiflcó  el  auto  de  próroga.  — Segundo.  Que  si  un  nuevo 
término  de  prueba  no  ha  podido  abrirse  contra  la  voluntad 
de  uno  de  los  litigantes,  no  hay  ley  que  se  oponga  á  que 
esto  se  haga  válidamente  de  conformidad  de  partes.  —  Tercero. 
Pero  que  siendo  el  término  ordinario  para  producir  prueba 
dentro  del  Municipio,  según  el  artículo  noventa  y  dos  de  la 
ley  de  procedimientos,  el  de  treinta  dias,  no  debe  entenderse 
concedido  en  el  presente  caso  uno  mayor  contándose  los  dias 
sin  roas  deducción  que  los  inhábiles,  desde  el  veinte  y  uno 
de  Julio  en  que  se  notificó  el  auto  de  prueba;  por  éstos 
fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado  de  tres  de  Setiembre 
con  la  declaración  que  se  hace  en  el  tercer  considerando,  y 
reservándose  el  juicio  sobre  la  validez  respectiva  de  las  di- 
ligencias de  prueba  para  la  sentencia  definitiva.  Apercíbese  al 
escribano  que  ha  actuado  en  primera  instancia  por  haber 
omitido  la  foliatura  de  los  autos;  y  satisfechas  las  costas 
y   repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras  —  Sal- 
vador M.  DEL  Carril.  —  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 
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CAUSA  cnuL. 


bred,  contra  la  C(nnpañia  de  Nav^ 
€  Rio  de  la  Plata  >  sobre  averias. 


Sumario.  —  1°  Los  daños]  causados  sin  derecho  deben  in- 
demnizarse. 

íp  El  responsable  de  ellos  es  quien  por  sus  actos  da  lugar 
al  hecho  que  los  ocasiona. 

3^  Los  buques  y  sus  dueños  son  responsables  de  los  daños 
causados  por  culpa  del  capitán  ó  de  la  tripulación. 

4^  Un  daño  ocasionado  á  consecuencia  de  la  volcadura  de 
un  carro,  causada  ésta  por  culpa  del  patrón  de  una  chata^ 
debe  ser  indemnizado  por  el  dueño  de  esta. 


Caso.  —  D.  Jacinto  Cabred  demandó  á  la  Compañía  de  Na- 
vegación á  vapor  cRio  de  la  Plata»  por  averías  de  efectos 
volcados  con  un  carro  mientras  eran  conducidos  á  la  chata 
N.  4  de  la  propiedad  de  la  Compañía  para  ser  trasborda- 
dos al  vapor  c  Taraguí  >  con  destino  á  Corrientes. 

Dijo  que  la  volcadura  fué  debida  á  haber  el  patrón  de  la 
chata  arrancado  un  palo  perteneciente  al  paylebot  c  Namancia  > 
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náufrago,  cuyo  palo  servia  de  baliza;  y  que  la  Compañía 
era  responsable  del  daño  con  arreglo  al  art.  1,070  del  Código 
de  Comercio^ 

Conferido  traslado,  la  Compañia  contestó  que  los  dueños 
de  buques  son  responsables  por  solo  los  actos  del  capitán 
que  se  relacionan  con  el  buque  ó  viaje,  según  el  art.  1,037 ; 
y  que  el  palo  derribado  no  era  una  baliza  puesta  para  se- 
ñalar un  escollo,  sino  el  escollo  mismo. 

Que  el  carrero  fué  advertido  ^del  peligro,  y  despreció  la 
advertencia. 

Que  las  averías  no  habian  sucedido  en  el  buque,  y  no 
era  aplicable  lo  dispuesto  para  las  averias  marítimas. 

Que  el  responsable  de  los  daños  en  el  acarreo  terrestre  es 
el  acarreador,  y  contra  él  debia  Cabred  haber  diríjido  su 
demanda. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba,  y  producida  la  que  se  re- 
lacione en  la  sentencia  definitiva  se   dictó   el 


FaUo  del  Jíuex  ftecelanal. 


Buenos  Aires,  Setiembre  21  de  1869. 

Vistos  estos  autos  seguidos  entre  D.  Jacinto  Cabred  y  la 
Compañia  de  Navegación  á  vapor  denominada  c  Rio  de  la 
Plata  >  por  cobro  de  importe  de  averias  sufridas  por  merca- 
derías de  propiedad  del  primero,  volcadas  con  un  carro  en 
este  puerto,  resulta  la  siguiente  : 

l^'  Que  Cabred  demanda  á  la  Compañía  citando  en  su  apoyo 
los  siguientes  fundamentos :  -^  1^  Que  los  efectos  volcados 
eran  conducidos  á  la  chata  número  4  de  la  propiedad  de 
la  Compañía  c  Rio  de  la  Plata  >  para  ser  trasbordados  con 
destino  á  Corrientes  al  vapor  <  Taragui  > .  —  2<>  Que  la  vol- 
cadura fué  debida  á  haber  el  patrón  de  dicha  chata  arran- 
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cado  UQ  palo  perteneciente  al  paylebot  « Numancia  >  nao* 
frago,  palo  <]ue  servia  de  baliza  designando  el  pozo  foroiado 
por  el  naufragio  de  dicho  paylebot.  —  3'  Que  la  Compañía 
propietaria  de  la  chata  es  responsable  de  los  daños  causados 
por  el  patrón  de  esta,  con  arreglo  al  art.  1^070  del  Gddigo 
de  Comercio. 

2^  Que  la  Compañía  demandada  se  ha  excepcionado  dicien- 
do no  ser  parte  en  el  juicio  porque  los  dueños  de  baques 
no  son  responsables  por  mas  actos  del  capitán  que  aquellos 
que  tienen  relación  con  el  buque  ó  el  viaje  (art.  1,037  del 
Código  de  Comercio),  esto  es  á  los  cargadores  que  tienen 
sus  efectos  dentro  del  buque  ó  á  los  que  prestan  dinero 
que  se  invierte  dentro  del  mismo. 

3°  Porque  aun  siendo  parte  la  Compañía,  siempre  seria 
temeraria  la  demanda,  porque  el  palo  derribado  no  era  una 
baliza  puesta  para  señalar  un  escollo,  sino  el  escollo  mismo, 
un  palo  de  un  buque  náufrago  quedado  allí  por  la  incuria 
de   no  estraer  los  restos  de  los  buques  náufragos. 

4^  Porque  el  carrero  fué  advertido  del  peligro  y  despre- 
ciando la  advertencia  atropello  por  todo. 

5^  Que  respecto  á  los  daños  mismos  no  son  aplicables  las 
disposiciones  del  Código  sobre  averías  marítimas,  porque  un 
carro  no  es  un  buque,  y  el  acarreo  en  carros  está  rejido 
por  el  capítulo  5»,  del  tít.  3^,  libro  1^  del  Código  de  Comercio. 

6^  Porque  el  directa  é  inmediatamente  responsable  de  los 
daños  en  el  acarreo  terrestre  es  según  el  art.  167  del  Código 
de  Comercio,  el  acarreador,  quien  solo  queda  exonerado  pro- 
bando tuerza  mayor,  caso  fortuito  ó  vicio  oculto  ( arts.  168 
y  169  del  Código  citado)  y  por  el  hecho  de  absolver  el 
demandante  al  acarreador  de  la  responsabilidad  directa  6  in- 
mediatamente no  puede  ya  pretender  la  de  cualquiera  otra 
persona  contra  quien,  mediata  é  indirectamente  pudiera 
recaer. 

Recibida  la  causa  á  prueba  á  fin  de  acreditar  si  el  palo 
arrancado  por  la  lancha  número  é  era  una  baliza  puesta 
pard  indicar  el  peligro,  y  si  el  carrero   fué  advertido  de  esto 
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se  han  prodacido  las  pruebas  que  corren  de  f.  52  á  67  y 
eonsideraodo :  —  1^  Que  está  justílicado  por  los  mismos 
demandados  el  hecho  de  haber  el  patrón  de  la  chata  nú- 
mero i  perteneciente  á  la  compañía  c  Rio  de  la  Plata » , 
derribado  con  la  proa  el  palo  existente  en  el  punto  donde 
posteriormente  se  volcó  el  carro  conductor  de  los  efectos 
pertenecientes  al  demandante,  pues  asi  lo  ha  espresado  el 
apoderado  de  aquellos  al  final  de  la  contestación  de  la  de- 
manda ;  y  esto  mismo  resulta  de  las  declaraciones  de  los 
testigos  D.  Ramón  Diaz,  D.  Arnunlfo  Olivera,  D.  José  Fer- 
nandez y  D.  Torcuato  Martincz,  contestando  á  los  puntos 
del  auto  de  prueba,  y  de  la  esposicion  que  el  patrón  de  la 
chata  hizo  ante  la   capitanía  y  que  corre  á  f.  2  vuelta. 

9p  Que  está  igualmente  probado  por  las  declaraciones 
citadas  é  informe  de  la  capitanía  del  puerto,  que  el  palo 
derribado  servia  de  baliza,  por  cuya  razón  fué  multado  el 
patrón  de   la  chata  núm.  4. 

S^  Que  no  está  contradicho  el  hecho  afirmado  por  el 
demandante  de  que  los  efectos  conducidos  por  el  carro  debían 
ser  entregados  á  la  chata  núm.  4,  y  debe  en  consecuencia 
considerarse  como  reconocido  por  la  compañía  demandada 
con  arreglo  al  art.  86  de  la   ley  de  procedimientos. 

40  Que  del  papel  simple  letra  A,  reconocido  por  el  agente 
de  la  compañía  <  Rio  de  la  Plata  >  así  como  del  hecho 
de  sostener  que  el  patrón  de  la  chata  advirtió  del  peligro 
al  carrero,  se  colije  sin  esfuerzo  que  la  chata  estaba  fondeada 
al  lado  del  pozo  en  que  se  volcó  el  carro,  pues  dicho  papel 
manifiesta  haber  llegado  quejas  á  la  ajencia  de  qiue  en  me- 
dio de  la  chata  existia  un  pozo  que  ocasionaba  grandes  per- 
juicios, y  para  que  el  patrón  pudiera  advertir  al  carrero  del 
peligro,  era  necesario  que  estuviese  inmediato  á  él,  lo  cual 
se  corrobora  además  por  el  hecho  de  no  ser  el  carro  de 
Cabret  el  único  que  se  volcó,  según  lo  declaran  D.  Ramón 
Diaz  f.  55  y  D.  Torcuato  Hariinez  f.  59  vuelta,  lo  que  prueba 
que  era  el  paso  sino  preciso  para  llegar  á  las  chatas,  ai 
menos  de  los  roas  indicados. 

T.  VIH  15 
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5<>  Que  no  se  ha  producido  prueba  alguna  tendente  á 
justificar  que  el  carrero  fuese  advertido  del  peligro,  ni  tal 
hecho  es  de  presumirse,  pues  no  puede  racionalmente  con- 
cebirse que  el  carrero  afrontase  un  peligro  en  el  que  podia 
estai*  comprometida  su  propia  existencia,  á  mas  de  la  pérdida 
del  carro  y   de  los  caballos. 

6^  Que  por  consecuencia  el  accidente  de  la  volcadura  del 
carro  es  debida  eschisivamcnte,  á  haber  la  chata  núm.  4 
derribado  el  palo  que  señalaba  el  peligro,  y  no  haberlo  res- 
tablecida como  debió  hacerlo. 

Y  considerando  en  derecho : 

i^  Qae  bajo  cualquiera  faz  que  se  considere  esta  cuestión, 
siempre  resulta  la  compañía  responsable  de  los  danos  causa- 
dos al  demandante,  ya  se  apliquen  á  su  solución  las  reglas 
concernientes  al  derecho  marítimo,  ya  las  disposiciones  invo« 
cadas  por  la  compañía  c  Rio  de  la  Plata  »,  ya  los  del  derecho 
común,  pues  siempre  y  en  todos  los  casos  está  admitido  el 
principio  de  que  deben  indemnizarse  los  daños  causados 
sin  derecho. 

2^  Que  encarada  la  cuestión  bajo  la  faz  que  la  coloca  la 
compañía  deñoiandada,  no  puede  sostenerse  que  por  el  hecho 
de  no  haber  el  demandante  dirigido  su  acción  contra  el 
acarreador,  no  puede  dirigirla  contra  la  compañía,  como  lo 
prueban  las  consideraciones  siguientes: 

1<»  Que  aunque  según  los  art.  167  á  169  el  acarreador 
responde  de  todas  los  daños  que  sufriesen  los  efectos,  no 
probando  que  provienen  de  vicio  propio,  fuerza  mayor  ó 
caso  fortuitq,  la  compañía  demandada  no  niega  la  responsabili- 
dad que  le  correspondería  por  hechos  propios  ó  de  sus  ajentes. 

2^  Que  constándole  al  cargador  que  el  daño  ha  provenido 
no  de  impericia,  ni  culpa  del  acarreador,  cesa  la  responsa- 
bilidad de  este,  y  solo  queda  la  del  verdadero  causante  del 
daño  del  que  por  sus  actos  dio  lugar  al  siniestro  de  que  pro- 
vino el  daño,  pues  este  caso  debe  considerarse  fortuito,  por 
cuanto  el  acarreador  no  ha  podido  presumir  que  la  chata 
derribase  el  palo  que  servia  de  baliza,  y  fondease  al  lado. 
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^  Que  no  es  indispensable  que  la  exoneración  de  toda 
responsabilidad  del  acarreador  resulte  de  nn  juicio  contra- 
dictorio, pues  el  espíritu  de  la  ley  no  puede  ser  el  de  fo- 
mentar litigios  inútiles^  cuando  todo  su  empeño  es  evitarlos. 

^  Que  no  existiendo  la  responsabilidad  del  acarreador, 
recupera  lodo  su  rigor  el  principio  de  que  el  causante  de 
un  daño  debe  indemnizarlo. 

5^^  Que  considerando  la  cuestión  bajo  la  faz  del  derecho 
marítimo,  es  un  principio  incontrovertible  y  de  aplicación 
diaria,  que  los  baques  ó  sus  dueños  son  responsables  de 
los  daños  causados  por  culpa  del  capitán  ó  de  la  tripula- 
ción^ no  solo  á  los  cargadores,  stnd  á  los  que  sufren  por 
choques,  abordajes  etc.,  lo  cual  es  natural  por  otra  parte, 
puesto  que  los  capitanes  ó  patrones  de  buques  son  nombrados 
por  los  dueños,  y  estos  deben  asegurarse  de  las  aptitudes  de 
los  nombrados,  tanto  mas  cuanto  que  pueden  valerse  de  los 
buques  que  mandan  para  inferir  daños  que  de  otra  manera 
no  serian  posibles,  y  habría  injusticia,  en  que  nombrando 
á  marineros  poco  hábiles,  hecho  que  es  imputable  esclusi- 
vamente  á  los  dueños,  no  indemnizaran  los  daños  causados 
por  la  impericia  de  aquellos. 

Por  estos  fundamentos  fallo  condenando  á  la  compañía 
<  Rio  de  la  Plata  »  á  pagar  á  D.  Jacinto  Cabret  las  averias 
causadas  á  las  mercaderías  conducidas  en  el  carro  volcado, 
cuyo  importe  deberá  estimarse  por  peritos  tasadores  que 
nombrarán  las  partes,  y  al  pago  de  las  costas  de  esta  ins- 
tancia. Repónganse  los  sellos. 

Manuel  Zavalela, 

Apelada  esta  instancia  fui  confirmada  por  el  siguiente  : 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  28  de  1869. 
Vistos:  por  su  ftinldamentos,  se   confirma,  con  costas, el 
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auto  apelado  de  foja  noventa  y  tres;  y  satisfechas  aquellas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.— Sal- 
vador M.  DEL  Carril.— José  Rarros 
Pazos. — Benito  Carrasco. 


ÉÉ 


CAUSA   CSIil. 


D.  Francisco  Arrigós  contra  la  Empresa  ^Lotería  de  Benefi- 
cencia de  Corrientes» ,  por  cobro  de  un  ciuxrto  billete. 


Sumario.— V  Los  billetes  de  lotoria  que  circulan  pública- 
menie  deben  reputarse  verdaderos  mientras  la  empresa  no 
acredite  su  falsedad. 

2»  Comprometiéndose  una  empresa  en  sus  estrados  á 
pagar  en  lugar  determinado  los  billetes  premiados,  no   pue- 
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de  á  lo  mas,  sino  tomarse  el  tiempo  bastante  para  pedir 
los  talones  y  adquirir  la  certidumbre  de  si  el  billete  es 
bueno  ó  nó. 

39  En  el  juicio  ejecutivo,  ante  la   Suprema   Cdrte  no  se 
admiten  pruebas  que   no  consten  de  documentos  públicos. 


Caso. — D.  Francisco  Arrigós,  estranjoro  demandó  ejecu- 
tivamente á  la  empresa  de  la  Lotería  de  Beneficencia  de 
Corrientes,  —  sucursal  en  Buenos  Aires,  —  el  pago  del  tercer 
cuarto  del  billete  número  1772  correspondiente  á  la  ex- 
tracción del  22  de  Octubre  de  1868,  habiendo  dicho  nú- 
mero salido  premiado  con   la  suerte  mayor  de  16,000  jffts. 

Acompañó  el  cuarto  billete,  protestado  en  forma,  y  el 
estracto  en  que  aparece  premiado  ese  número,  señalándo- 
se como  domicilio  para  el  pago  en  Buenos  Aires,  el  es- 
critorio de  D.   Francisco   Villanueva. 

Yillanueva  en  la  citación  de  remate  opuso  la  excepción 
de  inhabilidad  del  titulo,  fundado  en  que,  no  siendo  con- 
cebido á  la  orden  el  billete  de  lotería,  no  podía  con  él 
iniciarse  ejecución  sin  el  reconocimiento  y  con  solo  el 
protesto. 

Que  por  su  parte  no  podia  reconocer  ni  rechazar  el  bi- 
llete porque  referente  á  él  habia  pendiente  una  cuestión 
en  el  Uruguay  y  en  virtud  de  ella  se  le  habia  ordenado  no 
pagar  el  billete,  embalsándose  los  talones  que  son  el  úni- 
co medio  que  tienen  los  empresarios  para  reconocer  ó  re- 
chazar los  billetes. 

Durante  el  término  del  encargado,  se  presentó  un  infor- 
me del  Jefe  Político  de  Gualeguaychú  eu  que  consta  que 
un  señor  Zuluaga,  poseedor  del  número  entero  1772,  ha- 
bia vendido  el  tercer  cuarto  á  D.  Ricardo  Anjelis  y  que 
este  lo  habia  transferido  al  ejecutante ;  y  qne  los  dos  últi- 
mos cuartos  le  habia  sido  sustraído,  por  lo  que  habia  pe- 
dido el  embargo  de  los  talones  y  del  dinero,  lo  cnal  que- 
dó sin  efecto  por  una  transacción. 
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Fallo  del  Sue%  Seccional. 

Buenos  Aires,  Octubre  13  de  1860. 

Vistos  los  autos  ejecutivos  seguidos  por  el  ciudadano  es- 
pañol D.  Francisco  Arigós  contra  la  empresa  de  la  Lote- 
ría de  Benificencia  de  Corrientes  por  cobro  del  tercer  cuar- 
to del  billete  número  1772  (í.  1^)  correspondiente  á  la  es- 
traccion  que  tuvo  lugar  el  22  de  Octubre  del  año  ppdo. 
y  considerando  —  1^  Que  consta  por  el  estracto  de  f.  2, 
no  contradicho  por  el  representante  de  la  Empresa,  que 
el  billete  número  1772  obtuvo  el  premio  de  16,000  j$  fts.  en 
la  estraccion  de  la  lotería  correspondiente  al  22  de  Octu- 
bre último. 

2^  Que  el  ejecutante  ha  acompañado  un  cuarto  billete 
del  número  1772,  á  cuyo  dorso  se  encuentran  las  palabras 
Octubre  22  }  en  cuyo  cuerpo  se  designa  pertenecer  al 
año  1868. 

Z^  Que  la  forma  externa  del  billete  corresponde  á  los 
billetes  correspondientes  á  la  dicha  lotería,  pues  de  no  ser 
así  D.  Francisco  Villanueva  uno  de  los  socios  de  la  Em- 
presa, no  habría  dejado  de  manifestar  la  falta  dé  identidad 
y  por  consiguiente  falsedad  del  billete,  como  debía  hacer- 
lo cuando  le  fué  requerido  su  abono. 

4p  Que  billetes  en  estas  condiciones  y  que  circulan  pú- 
blicamente deben  reputarse  verdaderos,  mientras  la  Empre- 
sa no  acredite  su  falsedad,  y  aunque  no  los  haya  re<;ono- 
cido  como  lejítimos,  especialmente  cuando  por  otra  parte 
no  alega,  como  no   lo  hace   en  este  caso,  que  sean  falsos. 

S^)  Que  habiéndose  comprometido  la  Empresa,  como  consta 
del  estracto  corriente  en  autos,  á  pagar  en  esta  ciu- 
dad los  billetes  premiados,  no  ha  podido  á  lo  mas  sino 
lomarse  el  tiempo  bastante  para  pedir  los  talones  •  y  con- 
frontarlos con  el  billete  exhibido  por  Arigós,  adquiríeodo 
así  la  certidumbre  de  si  el  bíUete  era  bueno  ó    nó. 
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6^  Que  la  inhabilidad  del  titulo,  excepción  opuesta  por  el 
ejecutado,  no  está  probada  como  lo  demuestran  las  siguien- 
tes consideraciones — 1^  No  tener  derecho  la  Empresa  para  di- 
ferir el  reconocimiento  de  si  el  billete  es  lejitimo  ó  nó, 
pues  de  lo  contrario  estarla  al  arbitrio  de  la  Empresa 
eludir  el  cumplimiento  de  sus  obligaciones  —  2^  No  haber 
acreditado  que  estuviese  embargado  el  talón  correspondien- 
te al  billete  exhibido  por  Arigós,  pues  es  el  tercer  cuarto  del 
número  1772^  y  solo  se  ordena  el  embargo  de  los  boletos  cor- 
respondientes al  cuarto  billete  número  17*2^,  y  teniendo  dicho 
billete  cuatro  cuartos,  no  se  sigue  forzosamente  que  se  haya  em- 
bargado el  cobrado  por  Arigós,  tanto  mas  cuanto  que  no  consta 
que  este  fuera  parte  en  el  juicio  seguido  ante  el  Juez  de  1^ 
Instancia  en  lo  criminal  de  la  capital  de  la  Provincia  de  Éntre- 
nos—-3^  Poxque  según  el  mismo  informe  del  Jefe  Político  de 
Gualeguaychú^  fueron  desembargados  los  talones  embargados 
en  virtud   de  orden  judicial  de  16  de  Agosto  último. 

Por  estos  fundamentos,  declaro  que  el  ejecutado  no  ha 
justificado,  como  debia,  la  excepción  deducida,  y  en  conse- 
cuencia ordeno  se  lleve  adelante  el  juicio  ejecutivo  hasta  el 
completo  pago  á  D.  Francisco  Arigós  de  los  400^  fts.  que 
cobra,  interesen  y  costas.    Repónganse  los  sellos. 

*     Manuel  Zavakta. 

Habiendo  apelado  Villanueva,  pidió  ante  la  Suprema  Cor- 
te que  el  ejecutante  absolviera  posiciones. 


Fallo  de  te  [Suprema   C^rte. 


Buenos  Aires,  Octubre  20  de  1869. 

Vistos ;  con  arreglo  al  artículo  trescientos  seis  de  la  Ley 
de  procedimientos  no  ha  lugar  á  lo  pedido  á  foja  ciento 
seis  devolviéndose  el  pliego  de  posiciones: — y  consideran- 
do que  el  informe  de   foja   noventa  y  siete  corrobora  los 
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fundamentos  de  la  sentencia  apelada  de  foja  noventa ,  se 
confirma  con  costas,  y  satisfechas  las  de  esta  instancia  y 
repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Sal- 
vador M»  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 


CAUSA  mili  I 


D.  Manii£l  Martinez  Nogueira  contra  D.  Augtislo  de  la  Ries- 

tra  y  C*  por  cobro  de  pesos. 


Sunmrio  —  Por  el  reglamento  de  mil  ochocientos  trece,  el 
arbitramiento  solo  es  esijido  cuando  de  la  confrontación  de 
las  diferentes  cuentas  exhibidas  por  las  partes,  resulta  una 
diferencia  demasiado  difícil  ó  que  no  puede  resolverse  sin 
escándalo. 
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Caso — El  Procurador  Doyhenard  por  D.  Manuel  Martínez 
Nogaeira,  comerciante  de  Rio  Janeiro,  se  presentó  ante  el 
Juez  Nacional  de  Buenos  Aires  demandando  á  D.  Augusto 
de  la  Riestra  y  C*  por  la  cantídad  de  5972  jj  4Vi  r«  P  con 
mas  los  intereses  devengados  desde  el  20  de  Setiembre  de 
1867  fecha  de  la   últíma  cuenta   corriente^  costos  y  costas. 

De  la  demanda  resulta  que  demandante  y  demandado,  co- 
merciantes y  propietarios  de  buques,  eran  recíprocamente 
consignatorips  uno  de  otro,  y  el  saldo  de  la  cuenta  es  por 
reparos  de  buques^  seguros-marítimos  y  otros  hecl)Os  con- 
cernientes á  la  navegación. 

Corrido  traslado,  D.  Augusto  de  la  Riestra  y  C^  lo  eva- 
cuó pidiendo  no  se  hiciese  lugar  á  la  demanda,  y  contra- 
demandó  á  Nogneira  para  que  diese  cuenta  de  la  comi- 
sión, y  abonase  las  cantidades  que  el  mismo  reconoce  adeu- 
dar. —  Exijió  además  que  el  demandante  acompañase  los 
documentos  justíficatívos  de  las  partídas  cargadas  á  los  de- 
mandados. 

El  Procurador  Doyhenard  al  contestar  la  contrademanda, 
concluye  diciendo  que  seg^n  lo  dispone  el  reglamento  de 
1813^  vijente  ante  los  Tribunales  Nacionales  según  el  artí- 
culo 374  de  la  ley  de  procedimientos,  este  asunto  tiene  que 
resolverse  farzosamente  por  arbitros^  por  lo  que  pedia  se 
, convocara  á  las  partes  á  nn  juicio  verbal  para  el  nombra- 
miento de  arbitros  y  lo  damas  que  correspondía. 


Fallo  del  Jíues  Seccional. 


Buenos  Aires,  Octubre  9  de  1869. 

Y  vistos :  No  encontrándose  este  caso  en  las  condiciones 
requeridas  para  ser  sometído  el  arbitramiento  forzoso  con 
arreglo  al  artículo  7^  del  reglamento  de  administración  de 
justícia  de  seis  de  Setiembre  de  1813,  por  cuanto  solo  se 
han  presentado  las   cuentas   por   la   parte   de  Nogueira,  y 
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solo  el  arbitramiento  es  exijido  cuando  de  la  confrontación 
de  las  diferentes  cuentas  exhibidas  por  las  partes  resulta 
una  diferencia  demasiado  difícil,  6  que  no  pueda  resolverse 
sin  escándalo ;  por  este  fundamento  y  sin  perjuicio  de  pro- 
veer mas  adelante  lo  que  correspondiese  en  mérito  de  las 
resultancias  de  autos^  se  declara  no  haber  lugar  por  ahora 
á  lo  pedido  por  la  parte  de  Nogueira  al  final  de  su  escri- 
to de  f.  101  á  107;  y.  atento  á  que  el  demandante  no  ha 
acompañado  los  justificativos  de  las  cuentas  exhibidas,  intími- 
sele  cumpla  lo  prevenido  én  el  artículo  ochenta  y  tres  del 
Código  de  Comercio — Repóngase   el  sello. 

Manuel  ZavaUta. 

Apelada  por    Doyhenard    esta  resolución,  fué  confirmada 
por  el 


Falto  de  la  Suprema  Cow%e, 


Buenos  Aires,  Noviembre  4  de  1869. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  apela- 
do de  foja  ciento  trece,  y  satisfechas  las  costas,  y  repuestos, 
los  sellos  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carueras.  —  Salva- 
dor M.  DEL  Carril.  —  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos.  — 
Benito  Carrasco. 
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CAUSA    ClLIillI 


D.  Pascual  Rosas  con  D.  Rufino  Guido  sobre  m^or  derecho 

al  precio  de  un  terreno  espropiado. 


Sumario  —  1^  Cuando  en  el  contrato  de  venta  el  vendedor 
se  ha  obligado  espresamente  á  la  eviccion  y  saneamiento, 
no  puede  posteriormente  sin  temeridad  ejercitar  acciones 
que  ataquen  la  integridad  de  la   cosa  vendida. 

2o  El  temerario  litigante  debe  ser  condenado  en  todas 
las  costas    del  juicio. 


Caso  —  (1)  En  los  autos  seguidos  ante  el  Juzgado  Fe- 
deral de  Santa-Fé  por  el  Procurador  Fiscal  contra  D.  Pas- 
cual Rosas  y  D.  Adolfo  Señorans  sobre  espropiacion  de  un 
campo  para  la  empresa  del  Ferro-Carril  Central  Arjentino, 
el  Juzgado  mandó  depositar  la  cantidad  de  7,827^  50  c*, 
á  las  resullas  de  un  juicio  sobre  superposición  con  un  cam- 
po de  D.   Rufino  Guido. 

Posteriormente,  Rosas  espuso  que  habia  hecho  un  arreglo 
con  la  parte  de  Guido  en  virtud  del  cual  habia  cesado 
la  razón  que  hubo  para  el  depósito,  por  lo  que  pedia  se 
1h  mandase  entregar    la   mitad  que  le  correspondia  del    di- 


(1)  Véase   Umo  6^  páj.   67  y  tomo  7*  páj.  9. 
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ñero  depositado.  El  arreglo  invocado  era  un  convenio  ce- 
lebrado entre  el  Gobierno  de  la  Provincia.  D.  Rufino  Gui- 
do  y  D.  Pascaal  Rosas,  por  el  cnal  el  Gobierno  se  obli- 
gaba á  ceder  á  Guido  una  superficie  igual  á  la  que  resul- 
tase fallando  por  haber  sido  fiscales  esos  terrenos  oríjina- 
riamente. 

Corrido  traslado,  Guido  se  opuso  á  la  petición  de  Ro- 
sas, y  pidió  se  le  entregase  á  el  el  dinero  por  ser  el  due- 
ño del  campo,  y  en  el  caso  que  alguna  área  le  faltase, 
Rosas  debía  integrárselo,  por  haber  sido  quien  vendió  ese 
terreno  á  sus  causantes — Agregó  que  el  convenio  ante  el 
Gobierno  era  solo  para  el  caso  en  que  ni  su  campo  ni  el 
de  Rosas  pudiesen  ser  integrados  —  Acompañó  los  títulos 
de  la  propiedad  de  los  cuales  resultaba  que  el  Gobierno  de 
la  Provincia  vendió  el  mencionado  campo  á  D.  Pascual  Ro- 
sas ;  este  al  Dr.  D.  Lorenzo  Torres  y  el  Dr.  Torres  lo  ven- 
dió á  Guido,  obligándose  todos  los  vendedores  á  la  eviccion 
y  saneamiento. 


Fallo  del  Jíues  de  üeeelon* 


Rosario,  Agosto  19  de  1869. 

Y  vistos :  resultando  de  ellos :  i^  Que  en  la  demanda  pro- 
movida por  D.  Pascual  Rosas  estableciendo  su  derecho  á  la 
área  de  tierra  espropiada  por  el  Ferro-Carril  Central,  en  so- 
breposicion  con  el  campo  de  J).  Rufino  Guido,  es  forzo- 
so ante  todo  averiguar  por  el  examen  de  los  respectivos  tí- 
tulos quien  tenga  preferente  derecho  á  esa  área  para 
disponer  en  consecuencia,  que  el  verdadero  propietario  de 
ella,  reciba  la  suma  de  7827  ^  50  c*  que,  como  precio 
de  la  misma  se  fijó  judicialmente,  mandándose  deposi- 
tar á  las  resultas  del  juicio  de  propiedad: — Que  promo- 
vido este  juicio  y  exhibidas  por  la  parte  de  Guido  las 
escrituras  y    títulos  que  con  fecha  7   de  Agosto  de  1857 
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fueron  espedidas  por  el  Gobierno  de  Sanla-F(^,  la  venta  que 
hizo  de  22  leguas  de  *  campo  á  l^s  señores  Lezona  y  Rosas, 
causantes  de  Guido,  aparece  ser  esa  enajenación  anterior  á 
la  que  el  Gobierno  hizo  de  16  leguas  de  campo  á  D.  Dá- 
mazo  Centeno  causante  de  Rosas  en  fecha  24  de  Setiem- 
bre de  aquel  año:  —  S^  Que  estas  dos  áreas  vendidas  y 
superpuestas  en  un  estremo  son  las  que  forman  el  terre- 
no materia  de  esta  cuestión,  según  aparece  del  plano  de 
los  terrenos  de  la  Empresa  y  sus  adyacentes  que  ba  ser- 
vido para  todos  los  actos  de  espropiacion,  ya  por  la  via 
judicial,  ya  por  convenios  particulares,  sin  que  en  ninguna 
de  las  cuestiones  suscitadas  se  baya  puesto  en  duda,  ni 
objetado  la  exactitud  de  aquel: — 4P  Que  la  parte  de  D. 
Pascual  Rosas,  para  fundar  su  derecho  al  terreno  en  so- 
breposicion,  y  por  consiguiente  al  precio  del  mismo  que 
se  halla  depositado,  presenta  con  su  demanda  el  contrato 
que  se  rejistra  á  f.  263  de  los  autos,  en  que  el  Gobierno 
de  la  Provincia  de  Santa- Fé,  se  obliga  á  ceder  al  Sr.  D. 
Rufino  Guido  una  superficie  igual  á  la  que  resulta  faltarle 
por  las  superposiciones  en  el  terreno  de  las  Tortugas,  ven» 
dido  á  los  señores  Rosas  y  Lezona,  con  los  terrenos  fisca* 
les,  linderos  con  el  que  le  pertenece.  Y  considerando  — 
lo  Que  por  lata  que  sea  la  interpretación  que  se  haga  de 
dicho  convenio,  solo  puede  él  importar  una  seguridad  y 
garantía,  decidida  la  cuestión  de  mejor  derecho  én  favor  de 
otro  que  Guido,  6  resultando  fallar  por  superposiciones 
preferentes,  parte  del  terreno  vendido,  para  que  en  estos 
casos  sea  Guido  indemnizado  por  el  Gobierno  con  otros 
terrenos*  fiscales : — ^  Que  tal  convenio  no  puede  en  con- 
secuencia afectar  los  derechos  primitivos,  que,  fundados  en 
la  antigüedad  del  titulo,  constituyeron  propietarios  á  los 
causantes  de  Guido  antes 'que  á  los  de  Rosas: — 3<>  Que 
dados  estos  antecedentes  y  el  eximen  de  las  mismas  áreas 
.claramente  designadas  en  el  plano  ya  citado,  es  evidente 
que  el  primer  propietario  tiene  el  derecho  de  esclnir  de  su 
área  las  que  se  le  sobrepongan  por  venta  posterior;  siendo 


%% 
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ñero   depqsilado.    El  arreglo  invocado  era  un  conw 
lebrado  entre  el  Gobierno  de  la  Provincia,  D.  Br 
do  y  O.  Pascaal  Rosas,  por  el  cual  el  Gobier/'g 
gaba  á  ceder  á  Guido  ana  superficie  igual  á/  f*  ¡s-    ! 
Use  faltando  por  haber  sido    fiscales  esos  >í  %  ^    | 
riamenle.  -^ ^"^  %    * 

Corrido  traslado,  Guido  se  opaso    ^^é^^  ^"e-    ^ 
sas,  y  pidió  se  le  entregase  i  él  el  /^^  ^0  S,  ^    I 
ño  del    campo,  y  en  el   caso  que  ^i  ^  §  S  ^  $     ^ 
Rosas  debía   integrárselo,  po' ha'/'^-.  C^^' -■  S? 
terreno  á  sus  cansantes  —  kjgte^lf  í"  B  ^'^  ^ 
Gobierno  era  aolo  para  el  <^iÉ§€$     ■%  "      s 
de  Rosas    pudiesen   ser   i,'//^|¿  ^•^l^ff     § 
de  la  propiedad  d*  'os  f^^^^  i^  &  |^  ■'*  g' f" 
la  Provincia  vendiá  el/^^^f  ^  sf  ^  <r- 
sw;  este  al   Dr.  D.  5/'/*'if  ¡f  *  "* 
did  á  Guido,  obIi«f^/|  4"  ' 
V  sanpamif^ntn.    /  é^' 

'  •  ^ue 

,  >    que   aun 
(.Miie  á  la  pretensión  de 
.  ^o  entregar    el  dicbo    precio   con 
^  »un  de  hallarse  sobrepuerta  á  la  área  que 
i  conserva  en  su  poder;  pues  es  un  priiicipio 
evictione  tenel  actio  eundem  ajenlem  repellil 
■).   Que    de   estos  antecedentes   y   de  los  es- 
)s   considerandos   del   auto   apelado  que  se 
que  Rosas  no  ha  tenido  razón  probable  pa- 
estos  fundamentos,   se   confirma  el  auto  ape- 
lado de  loja  trescientos  cincuentas  y  tres ;  y  de  conformidad 
con  la  ley  ocho,  titulo  veinte  y  dos,  partida  tercera,  se  condena  á 
don  Pascual  Rosas  en  (odas  las  costas  del  juicio,  devolviéndose 
satisfechas  que  sean  las  de  esta  instancia  y  repuestos  los  sellos. 
Francisco  DE  las  Barberas— Fkan-. 
CISCO  Delgado.  —  José  Barros  Pa.- 
zos.  —  Benito  Carrasco. 


■■^.-^ii^""» 
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cado  un  palo  perteneciente  al  payiebot  t  Namancia  >  náu- 
frago, palo  (|ue  servia  de  baliza  designando  el  pozo  forníado 
por  el  naufragio  de  dicho  payiebot.  —  3^  Que  la  Compañía 
propietaria  de  la  chata  es  responsable  de  los  daños  causados 
por  el  patrón  de  esta,  con  arreglo  al  art.  1,070  del  Código 
de  Comercio. 

2^  Que  la  Compañía  demandada  se  ha  excepcionado  dicien- 
do no  ser  parte  en  el  juicio  porque  los  dueños  de  buques 
no  son  responsables  por  mas  actos  del  capitán  que  aquellos 
que  tienen  relación  con  el  buque  ó  el  viaje  ( art.  1 ,037  del 
Código  de  Comercio),  esto  es  á  los  cargadores  que  tienen 
sus  efectos  dentro  del  buque  ó  á  los  que  prestan  dinero 
que  se  invierte  dentro  del  mismo. 

3^  Porque  aun  siendo  parte  la  Compañía,  siempre  seria 
temeraria  la  demanda,  porque  el  palo  derribado  no  era  una 
baliza  puesta  para  señalar  un  escollo,  sino  el  escollo  mismo, 
un  palo  de  un  buque  náufrago  quedado  allí  por  la  incuria 
de   no  estraer  los  restos  de  los  buques  náufragos. 

4^  Porque  el  carrero  fué  advertido  del  peligro  y  despre- 
ciando la  advertencia  atropello  por  todo. 

5^  Que  respecto  á  los  daños  mismos  no  son  aplicables  las 
disposiciones  del  Código  sobre  averías  marítimas,  porque  un 
carro  no  es  un  buque,  y  el  acarreo  en  carros  está  rejido 
por  el  capítulo  5o,  del  tít.  3^,  libro  1^  del  Código  de  Comercio. 

&^  Porque  el  directa  é  inmediatamente  responsable  de  los 
daños  en  el  acarreo  terrestre  es  según  el  art.  167  del  Código 
de  Comercio,  el  acarreador,  quien  solo  queda  exonerado  pro- 
bando tuerza  mayor,  caso  fortuito  ó  vicio  oculto  (arts.  168 
y  169  del  Código  citado)  y  por  el  hecho  de  absolver  el 
demandante  al  acarreador  de  la  responsabilidad  directa  é  in- 
mediatamente no  puede  ya  pretender  la  de  cualquiera  otra 
persona  contra  quien-,  mediata  é  indirectamente  pudiera 
recaer. 

Recibida  la  causa  á  prueba  á  fin  de  acreditar  si  el  palo 
arrancado  por  la  lancha  número  4  era  una  baliza  puesta 
pard  indicar  el  peligro,  y  si  el  carrero  fué  advertido  de  esto 
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se  hao  producido  las  pruebas  que  corren  de  f.  52  á  67  y 
considerando :  —  1^  Qae  esiá  josülicado  por  los  mismos 
demandados  el  hecho  de  haber  el  patrón  de  la  chata  ná* 
mero  4  perteneciente  á  la  compañía  c  Rio  de  la  Plata  9 , 
derribado  con  la  proa  el  palo  existente  en  el  punto  donde 
posteriormente  se  volcó  el  carro  conductor  de  los  efectos 
pertenecientes  al  demandante,  pues  así  lo  ha  espresado  el 
apoderado  de  aquellos  al  final  de  la  contestación  de  la  de- 
manda ;  y  esto  mismo  resulta  de  las  declaraciones  de  los 
testigos  D.  Ramón  Diaz,  D.  Arnunlfo  Olivera,  D.  José  Fer- 
nandez y  D.  Torcuato  Martínez,  contestando  á  los  puntos 
del  auto  de  prueba,  y  de  la  esposicion  que  el  patrón  de  la 
chata  hizo  ante  la   capitanía  y  que  corre  á  f .  2  vuelta. 

2<>  Que  está  igualmente  probado  por  las  declaraciones 
citadas  é  informe  de  la  capitanía  del  puerto,  que  el  palo 
derribado  servia  de  baliza,  por  cuya  razón  fué  multado  el 
patrón  de   la  chata  núm.  4. 

S^  Que  no  está  contradicho  el  hecho  afirmado  por  el 
demandante  de  que  los  efectos  conducidos  por  el  carro  debían 
ser  entregados  á  la  chata  núm.  4,  y  debe  en  consecuencia 
considerarse  como  reconocido  por  la  compañía  demandada 
con  arreglo  al  art.  86  de  la   ley  de  procedimientos. 

40  Que  del  papel  simple  letra  A,  .reconocido  por  el  agente 
de  la  compañía  «  Rio  de  la  Plata  >  así  como  del  hecho 
de  sostener  que  el  patrón  de  la  chata  advirtió  del  peligro 
al  carrero,  se  colije  sin  esfuerzo  que  la  chata  estaba  fondeada 
al  lado  del  pozo  en  que  se  volcó  el  carro,  pues  dicho  papel 
manifiesta  haber  llegado  quejas  á  la  ajencia  de  lyie  en  me- 
dio de  la  chata  existia  un  pozo  que  ocasionaba  grandes  per- 
juicios, y  para  que  el  patrón  pudiera  advertir  al  carrero  del 
peligro,  era  necefiario  que  estuviese  inmediato  á  él,  lo  cual 
se  corrobora  además  por  el  hecho  de  no  ser  el  carro  de 
Cabret  el  único  que  se  volcó,  según  lo  declaran  D.  Ramón 
Díaz  f.  55  y  D.  Torcuato  Martínez  f.  59  vuelta,  lo  que  prueba- 
que  era  el  paso  sino  preciso  para  llegar  á  las  chatas,  al 
menos  de  los  mas  indicados. 

T.  VIII  15 
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5^  Que  no  se  ha  producido  prueba  alguna  tendente  á 
justificar  que  el  carrero  fuese  advertido  del  peligro,  ni  tal 
hecho  es  de  presumirse^  pues  no  puede  racionalmente  con- 
cebirse que  el  carrero  afrontase  un  peligro  en  el  que  podía 
estai'  comprometida  su  propia  existencia,  á  mas  de  la  pérdida 
del  carro  y  de  los  caballos. 

6^  Que  por  consecuencia  el  accidente  de  la  volcadura  del 
carro  es  debida  eschisivanrcnte,  á  haber  la  chata  núm.  4 
derribado  el  palo  que  señalaba  el  peligro,  y  no  haberlo  res- 
tablecida como  debió  hacerlo. 

Y  considerando  en  derecho  : 

i^  Que  bajo  cualquiera  faz  que  se  considere  esta  cuestión, 
siempre  resulta  la  compañía  responsable  de  los  daños  causa- 
dos al  demandante^  ya  se  apliquen  á  su  solución  las  reglas 
concernientes  al  derecho  marítimo,  ya  las  disposiciones  invo« 
cadas  por.  la  compañía  €  Rio  de  la  Plata  > ,  ya  los  del  derecho 
común,  pues  siempre  y  en  todos  los  casos  está  admitido  el 
principio  de  que  deben  indemnizarse  los  daños  causados 
sin  derecho. 

^  Que  encarada  la  cuestión  bajo  la  faz  que  la  coloca  la 
compañía  demandada,  no  puede  sostenerse  que  por  el  hecho 
de  no  haber  el  demandante  dirigido  su  acción  contra  el 
acarreador,  no  puede  dirigirla  contra  la  compañía,  como  lo 
prueban  las  consideraciones  siguientes : 

i^  Que  aunque  según  los  art.  i67  á  169  el  acarreador 
responde  de  todas  los  daños  que  sufriesen  los  efectos,  no 
probando  que  provienen  de  vicio  propio,  fuerza  mayor  ó 
caso  fortuitq,  la  compañía  demandada  no  niega  la  responsabili- 
dad que  le  correspondería  por  hechos  propios  ó  de  sus  ajentes. 

3p  Que  constándole.  al  cargador  que  el  daño  ha  provenido 
no  de  impericia,  ni  culpa  del  acarreador,  cesa  la  responsa- 
bilidad de  este,  y  solo  queda  la  del  verdadero  causante  del 
daño  del  que  por  sus  actos  dio  lugar  al  siniestro  de  que  pro- 
vino el  daño,  pues  este  caso  debe  considerarse  fortuito,  por 
cuanto  el  acarreador  no  ha  podido  presumir  que  la  chata 
derribase  el  palo  que  servia  de  baliza,  y  fondease  al  lado. 


DB   JUSTICIA    NACIONAL.  219 

3^  Que  no  es  indispensable  que  la  exoneración  de  toda 
responsabilidad  del  acarreador  resulte  de  un  juicio  contra- 
dictorio, pues  el  espíritu  de  la  ley  no  puede  ser  el  de  fo- 
mentar litigios  inútiles,  cuando  todo  su  empeño  es  evitarlos. 

4^  Que  no  existiendo  la  responsabilidad  del  acarreador, 
recupera  todo  su  rigor  el  principio  de  que  el  causante  de 
un  daño  debe  indemnizarlo. 

5^  Que  considerando  la  cuestión  bajo  la  faz  del  derecho 
marítimo,  es  un  principio  incontrovertible  y  de  aplicación 
diaria,  que  los  buques  ó  sus  dueños  son  responsables  de 
los  daños  causados  por  culpa  del  capitán  ó  de  la  tripula- 
ción^ no  solo  á  los  cargadores,  sinó  á  los  que  sufren  por 
choques,  abordajes  etc.,  lo  cual  es  natural  por  otra  parte, 
puesto  que  los  capitanes  ó  patrones  de  buques  son  nombrados 
por  los  dueños,  y  estos  deben  asegurarse  de  las  aptitudes  de 
los  nombrados,  tanto  mas  cuanto  que  pueden  valerse  de  los 
buques  que  mandan  para  inferir  daños  que  de  otra  manera 
no  serian  posibles,  y  babria  injusticia,  en  que  nombrando 
á  marineros  poco  hábiles,  hecho  que  es  imputable  esclusi- 
vamente  á  los  dueños,  no  indemnizaran  los  daños  causados 
por  la  impericia  de  aquellos. 

Por  estos  fundamentos  fallo  condenando  á  la  compañía 
€  Rio  de  la  Plata  »  á  pagar  á  D.  Jacinto  Cabret  las  averias 
causadas  á  las  mercaderías  conducidas  en  p.1  carro  volcado, 
cuyo  importe  deberá  estimarse  por  peritos  tasadores  que 
nombrarán  las  partes,  y  al  pago  de  las  costas  de  esta  ins- 
tancia. Repónganse  los  sellos. 

Manuel  Zavalela. 

Apelada  esta  instancia  fui  confirmada  por  el  siguiente : 


Vallo  de  1»  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  28  de  1869. 
Vistos:  por  su  ftin*damentos,  se   confirma,  con  costas, el 


220        FALLOS  DB  LA  SUPREMA  GORTB 

aato  apelado  de  foja  noventa  y  tres;  y  satisfechas  aquellas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  be  las  Carreras. — Sal- 
vador M.  DEL  Carril.— José  Rarros 
Pazos. — Benito  Carrasco. 


*—mk 


CAUSA   C^Iil. 


D»  Francisco  Arrigós  contra  la  Empresa  %  Lotería  de  Benefi-- 
cencía  de  Corrientes»^  por  cobro  de  un  cuarto  billete. 


Sumario.— V  Los  billetes  de  lotoria  que  circulan  pública- 
menie  deben  reputarse  verdaderos  mientras  la  empresa  no 
acredite  su  falsedad. 

2^  Comprometiéndose  una  empresa  en  sus  estrados  á 
pagar  en  lugar  determinado  los  bJletes  premiados,  no   pue- 
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de  á  lo  mas,  sino  tomarse  el  tiempo  bastante  para  pedir 
los  talones  y  adquirir  la  certidumbre  de  si  el  billete  es 
bueno  ó  nó. 

3^  En  el  juicio  ejecutivo,  ante  la   Suprema   Cdrte  no  se 
admiten  pruebas  que   no  consten  de  documentos  públicos. 


Caso. — D.  Francisco  Arrigós,  estranjoro  demandó  ejecu- 
tivamente á  la  empresa  de  la  Lotería  de  Beneficencia  de 
Corrientes,  —  sucursal  en  Buenos  Aires,  —  el  pago  del  tercer 
cuarto  del  billete  número  1772  correspondiente  á  la  ex- 
tracción del  22  de  Octubre  de  1868,  habiendo  dicho  nú- 
mero salido  premiado  con  la  suerte  mayor  de  1 6,000  ¿(fts. 

Acompañó  el  cuarto  billete,  protestado  en  forma,  y  el 
estracto  en  que  aparece  premiado  ese  número,  señalándo- 
se como  domicilio  para  el  pago  en  Buenos  Aires,  el  es- 
critorio de  D.   Francisco   Yillanueva. 

Villanueva  en  la  citación  de  remate  opuso  la  excepción 
de  inhabilidad  del  título,  fundado  en  que,  no  siendo  con- 
cebido á  la  orden  el  billete  de  lotería,  no  podia  con  é\ 
iniciarse  ejecución  sin  el  reconocimiento  y  con  solo  el 
protesto. 

Que  por  su  parte  no  podia  reconocer  ni  rechazar  el  bi- 
llete porque  referente  á  él  habia  pendiente  una  cuestión 
en  el  Uruguay  y  en  virtud  de  ella  se  le  habia  ordenado  no 
pagar  el  billete,  embargándose  los  talones  que  son  el  úni- 
co medio  que  tienen  los  empresarios  para  reconocer  ó  re- 
chazar los  billetes. 

Durante  el  término  del  encargado,  se  presentó  un  infor- 
me del  Jefe  Político  de  Gualeguaychú  en  que  consta  que 
un  señor  Zuluaga,  poseedor  del  número  entero  1772,  ha- 
bía vendido  el  tercer  cuarto  á  D.  Ricardo  Anjelis  y  que 
este  lo  habia  transferido  al  ejecutante ;  y  que  los  dos  últi- 
mos cuartos  le  habia  sido  sustraído,  por  lo  que  habia  pe- 
dido el  embargo  de  los  talones  y  del  dinero,  lo  cual  que- 
dó sin  efecto  por  una  transacción. 
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Que  desde  esa  fecba  hasta  eM2  de  Octubre  ban  corri- 
do 4  meses  que  á  razón  de  1020  al  mes  correspondiente 
á  824  fardos  bacen  un  total  de  4120  f  fts.,  de  los  que 
había  recibido  á  cuenta  -1470  j$f,  quedando  un  saldo  de  2650  ^  fts. 

Funtlado  en  los  artículos  308  y  siguientes  de  la  ley  de 
procedimientos,  pidió  se  despachara  mandamiento  de  apre- 
mio contra  Soubiron  y  C^  por  la  cantidad  últimamente 
mencionada. 

El  juzgado  no  hizo  lugar,  por  resultar  del  conocimiento 
no  haberse  entregado  los  848  fardos  recibidos. 

Notificando  Dodero  se  presentó  de  nuevo  diciendo  que 
no  es  exacto  que  el .  conocimiento  se  refiera  á  848  fardos, 
pues  que  la  nota  puesta  por  el  capitán  y  aceptada  por  el 
cargador  demuestra  que  existian  en  duda  21  fardos  que 
después  resultaron  ser  24. 

Que  no  ha  deducido  acción  en  virtud  del  conocimiento 
sino  en  virtud  de  lo  establecido  en  la  contrata  de  fleta- 
memo,  y  si  ha  presentado  el  primero  ha  sido  únicamente 
para  constatar  el  número  de  fardos,  y  poder  hacer  la  cuen- 
ta correspondiente. 

Dadas  estas  esplícaciones,  y  desistiendo  del  procedimiento 
de  apremio,  pidió  se  dictara  auto  de  solvendo  contra  Sou* 
biron  y  C^.  de  acuerdo  con  los  artículos  248  y  siguientes 
de  la  ley  de  procedimientos. 


Fallo  del  Jues  de   jieeeion. 

Buenos  Aires,  Octubre  15  de  1869. 

Resultando  que  la  nota,  á  que  se  refiere  esta  parte  y  que 
anteriormente  no  se  tuvo  presente  por  estar  escrito  sobre 
ella  el  recibo  de  la  carga,  solo  espresa  21  fardos  y  no 
24,  que  es  la  cantidad  en  que  aparece  disminuido  el  núme- 
ro de  fardos  determinados  en  el  conocimiento,  y  conside- 
rando que  los  fletes  solo  son  exijibles  una  vez  que  el  fle- 
tante haya  entregado  *  las   mercaderias  objeto  del  flete,  pues 
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de  lo  coDtrario  el  contrato  de  fletamento  dejaría  de  ser  bi- 
lateral, y  que  en  este  caso  faltarían  tres  fardos,  no  ba  lugar 
á  lo  pedido  por  esta  parte,  y  atento  á  que  en  un  juicio 
verbal  quedaria  tal  vez  allanada  la  dificultad  pendiente,  com- 
parezcan   las   partes  el  lunes  18  del  corriente  á   la  una. 

Zavaletd. 

Habiendo  apelado  Dodero,  se  dictó  este 


Fallo  ^e  1»  Suprema  CTorie. 


Buenos  Aires,  Noviembre  6  de  1869. 

Vistos:  Considerando  que  la  póliza  de  fletamento  de 
foja  dos  que  sirve  de  fundamento  al  demandante  para 
entablar  la  vía  ejecutiva,  es  un  contrato  por  mes  y  que 
tiene  por  límite  la  llegada  del  buque  á  este  puerto  de 
retorno  del  viaje  á  la  Asunción  del  Paraguay,  que  para 
que  dicbo  instrumento  tuviera  la  fuerza  que  se  pretende 
es  necesario  que  conste  auténticamente  que  aun  no  se  ha 
verificado  el  hecho  que  debia  hacer  cesar  las  mensualidades 
que  se  obligó  á  pagar  el  fletador:  que  así  como  es  ne- 
cesario en  los  fletamentos  para  llevar  una  carga  á  un  de- 
terminado puerto,  que  se  baga  constar  que  el  capitán  cum- 
plió con  la  entrega  á  que  se  obligó,  también  lo  es  en  el 
presente  caso,  que  se  pruebe  que  aun  subsiste  la  obliga- 
ción de  pagarse  las  mensualidades  que  se  cobran,  no  cons- 
tando de  autos  sino  el  solo  dicho  del  demandante :  se  con- 
firma  con  costas  el  auto  apelado  de  foja  diez  y  seis  vuel- 
ta y  satisfechas  y  repuestos  los   sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor M.  DEL  Carril.  —  Francisco 
Delgado. — José  B-  Pazos, — Benito 
Carrasco. 
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CAUilA  €!UiTI 


D.  José  M.  Jaramülo  contra   D*.   Carlota  Orliz^  sobre  iníer^ 

dicto  de  recuperar  la  posesión. 


Sumario — Para  entablar  el  interdicto  de  recuperar  la  po- 
sesión, es  necesario  haberla  tenido  al  tiempo  en  que  se 
alega  el  despojo. 


Caso  —  D.  José  María  Jaraiíiillo,  ciudadano  chileno,  se  pre- 
sentó al  Juez  Nacional  de  la  Rioja  esponiendo  que  hacia 
mas  de  30  años  poseia  en  la  plaza  de  aquella  ciudad  una 
casa,  propiedad  que  había  sido  de  su  esposa.  Que  la  casa 
tenia  un  callejón  con  puerta  á  la  calle  que  era  común  con 
una  casa  colindante,  propiedad  de  D^  Carlota  Ortiz. 

Que  esta  señora,  sin  aviso  ni  autoridad  alguna,  había  tapia- 
do la  puerta  y  dos  heridos  de  puerta  que  del  callejón  da- 
ban   á  la  calle   Norte. 

Que  estos  hechos  importaban  un  despojo^  por  lo  que  pe- 
dia se  le  repusiera  en  la  posesión,  y  se  condenase  en  los 
daños  y  perjuicios  á  D^  Carlota  Ortiz,  y  además  á  dar  una 
fianza  bastante  de  no  molestarle  en  lo  sucesivo. 

Convocadas  las  partas  á  juicio  verbal,  oidos  los  alegatos 
y  producidas  varias  probanzas,  se  dictó  el 
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Fallo  del  Suex  da  Secelon. 


Rioja,  Julio  31  de  1869. 

Vistos:  la  esposicion  del  hecho  que  motiva  el  presente 
litis  es  lo  siguiente  : 

D.  José  María  Jaramillo,  ciudadano  chileno,  entabla  el  in- 
terdicta de  recobrar  la  posesión  del  derecho  de  entrar  y  sa- 
lir á  su  casa,  cita  en  la  plaza  de  esta  ciudad,  y  pertenecien- 
te á  su  esposa  D^  Carlota  Recalde,  por  el  callejón  que  pa- 
sa por  el  estremo  Oeste  de  dicha  casa  y  corre  de  Sud  á 
Norte  desde  la  casa  de  D^  Carlota  Ortiz  de  Vallejos  hasta 
la  calle  pública  que  pasa  al  Norte  de  dichas  casas.  ;  Espo- 
ne: que  el  espresado  callejón  pertenece  y  ha  pertenecido  á 
ambas  fincas,  y  que  uno  y  otro  propietario  han  estado  en 
uso  pacífico  de  ese  callejón,  teniendo  la  suya  con  este 
fin  y  para  tal  uso  una  puerta  en  la  pared  del  poniente  pa- 
ra entrar  á  dicho  callejón  y  comunicarse  con  la  calle  del 
Norte,  y  que  estando  en  uso  de  ese  derecho,  D^  Carlota 
Ortiz  de  Yallejo,  de  su  propia  autoridad,  ha  tapiado  la  es- 
presada puerta  y  dos  heridos  mas  de  puerta  que  del  calle- 
jón dan  á  la  calle  Norte,  lo  (|ue  siendo  un  hecho  atento- 
rio  á  sus  derechos  y  un  verdadero  despojo  pedia  ser  re* 
puesto  en  la  posesión,  con  condenación  al  despojante  de  los 
daños  y  perjuicios. 

Oidos  los  alegatos  de  las  partes  en  juicio  verbal,  y  aten- 
dida la  prueba  producida;  resultando  de  ellos  que  las  in- 
formaciones testimoniales  que  corren  desde  f.  13  vuelta  hasta 
f.  21  vuelta,  de  los  testigos  presentados  por  una  y  otra 
parte,  que  tanto  la  puerta  como  los  heridos  cerrados  por 
D^  Carlota  ahora  poco  con  adobe  lo  han  estado  con  ramas ; 
que  por  sobre  esas  ramas  han  sabido  pasar  los  peones  é 
inquilinos  de  la  casa  de  Jaramillo ;  que  al  tiempo  en  que 
fueron  aquellos  cerrados  con  adobe  lo  esiubieron  coii  rama, 
y  que  las  plantas  que  se   cultivan  en  dicho  callejón  son  y 
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han  sido  conocidas  por  de  D^  Carlota  Orjiz.  Y  considerando : 
i^  Que  para  entablar  el  interdicto  de  recobrar  la  posesión 
es  necesario  haber  estado  en  posesión  de  la  casa  ó  dere- 
cho de  que  se  priva  al  tiempo  del  despojo ;  S^^  Que  de 
las  declaraciones  mencionadas  consta  que  la  puerta  á  que 
se  refiere  Jaramillo  ha  estado  constantemente  cerrada,  lo 
mismo  que  los  otros  heridos  del  callejón,  y  que  solo  haiT 
hecho  uso  de  aquella  los  peones  ó  inquilinos  de  Jaramillo, 
pasando  por  sobre  las  ramas  que  la  cercaban;  circunstan- 
cia que  demuestra  evidentemente  que  dicho  Jaramillo  no 
ha  estado  en  uso  del  derecho  que  pretende,  de  entrar  y 
salir  por  esa  puerta  al  callejón  con  entera  libertad,  apa- 
reciendo ademas  de  la  declaración  de  María  Vega,  inquili- 
na  que  fué  de  Jaramillo,  que  D^  Carlota  Ortiz  le  impidió 
salir  por  esa  puerta  varias  veces  que  quiso  hacerlo,  y 
mandó  luego  á  cerrarla  bien  con  ramas;  3^  Que  Jarami- 
llo no  ha  reclamado  ó  quejádose  del  hecho  de  tener  esa 
puerta  y  heridos  siempre  cerrados  D^  Carlota,  siendo  así 
que  él  le  privaba  del  ejercicio  libre  del  derecho  que  pre- 
tende ahora,  habiendo  aquellos  estado  muchos  años  en  esas 
condiciones;  4^  Que  por  sa  adquiesencla  á  ese  hecho  du- 
rante un  tiempo  mayor  del  perentorio  señalado  por  la  ley 
para  entablar  la  acción  de  despojo,  ha  perdido  el  derecho 
á  ser  repuesto  en  la  posesión  de  que  él  le  privada,  caso 
de  haber  estado  en  ella;  5^  Que  las  declaraciones  trans- 
criptas del  espediente  que  ha  presentado  y  que  corren  á 
í.  28  vuelta  de  este,  tomadas  sin  citación  de  D^  Carlota 
Ortiz,  aun  suponiéndolas  validas,  refiriéndose  ellas  á  tiem- 
pos anteriores  al  año  de  1855  en  que  fueron  tomadas,  en 
nada  influyen  para  los  efectos  que  se  propone  Jaramillo, 
es  decir,  para  la  reposición  en  el  ejercicio  del  derecho 
que  pretende  y  de  los  caso^  á  su  anterior  estado ;  6^  Que 
tampoco  influye  en  nada  á  los  mismos  efectos  la  circuns- 
tancia de  haberse  cerrado  con  adobe  lo  que  antes,  estaba 
con  rama,  pues  ello  no  importa  otra  cosa  que  asegurar  me* 
jor  la  cerca  existente  anteriormente  y  que  privaba  á   Jara- 
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millo  del  ejercicio  libre  del  derecho  de  entrar  y  salir  por 
lo  puerta  qne  da  al'  callejón;  7<^  Que  ademas  de  todo  lo 
dicho  existe  el  hecho  comprobado  por  los  testigos  presen- 
tados por  D^  Carlota  de  haber  ella  cultivado  y  tener  ellas 
actualmente  plantas  en  el  callejón ;  hecho  que  corrobora 
su  posesión  con  esclusion  de  toda   otra   persona. 

Y  omitiendo  otras  consideracienes  —  Fallo:  Que  D.  José 
María  Jaramillo  no  ha  estado  en  uso  ó  posesión  del  derecho 
que  reclama  al  efectuarse  la  clau&ura  última  hecha  porD^ 
Carlota  Oriiz  en  la  puerta  y  heridos  mencionados  ni  en 
los  años  anteriores  al  presente,  y  que  por  consiguiente  no 
goza  del  derecho  acordada  por  las  leyes  10^  tft.  10,  Part. 
7^,  y  1^  tít.  11,  Nov.  Rec,  debiendo  pagar  las  costas  de  este 
juicio. —Hágase  saber. 

Arsenio  Granillo. 

Habiendo  apelado  Jaramillo  y  concedido  el  recurso  en 
relación,  se   dictó  este: 


Fallo  de  I»   Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Noviembre  9  de  1869. 

Vistos:  por  sus  tundamentos,  se  confirma  el  auto  ape- 
lado de  foja  treinta  y  una  vuelta,  con  costas,  y  satisfechas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras — Salvador  Ma- 
ría DEL  Carril  —  Francisco  Delgado  — 
José  Barros  Pazos— Benito  Carrasco.. 
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CAUSA  €3UiVlI. 


D.  Lean  Isaac  y  C^,  catUra  la  compañía  Arjeniina  de  Seguros 
Marítimos^  sobre  abandono  del  vapor    f  Yaguareté  » 

y  cobro  de  seguros. 


Sumario.  —  V  La  cláusula  de  la  póliza  de  seguro,  por 
la  que  se  limita  e^te  á  la  navegación  del  Plata  y  sus  afluen- 
tes hasta  donde  lo  permite  el  calado  del  buque  asegurado, 
importa  una  restricción  puesta  á  este  para  navegar  en  cana- 
les que  ordinariamente  no  tengan  agua  suficiente  para  la 
navegación  de  buques  del  calado    del  asegurado. 

2<>  Siendo  el  canaU  donde  tuvo  lugar  el  siniestro,  frecuen- 
tado por  buques  de  mayor  calado  de  aquel,  no  puede  opo- 
nerse á  la  demanda  del  asegurado  la  escepcion  fundada  en 
la  cláusula  mencionada. 

S^  Es  temeraria  la  resistencia  del  demandado  fondada  en 
la  ignorancia  de  un  becbo,  lo  que  no  es    posible   presumir. 

4^  Cuando  en  primera  instancia  se  opone  una  escepcion, 
j;  en  la  segunda,  abandonando  aquella,  se  opone  otra  en- 
teramente contraria,  no  puede  admitirse  sino  la  prueba  de 
escrituras  auténticas,   ó  confesión  de   parte. 

5"^  Un  parte  pasado  por  un  gefe  de  la  escuadra  brasilera, 
aun  siendo  certificado,  no  puede  calificarse  de  inslrumento 
auténtico,    ni  de  escritura  pública. 
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69  Dicho  parte  no  tiene  otro  valor  que  el  de  un  testimonio 
escrito  sujeto  á  la  apreciación  del  juez  respecto  de  la  im- 
parcialidad ó  no  del  que  lo   suscribe. 

1"^  Los  condenados  á  pagar  la  suma  asegurada,  deben  serlo 
también  á  pagar  los  intereses   desde  el  dia  de   la   demanda. 


Cdíso. — En  21  de  Octubre  de  1868  la  compañía  Arjentina 
de  Seguros  Marítimos  asegofó  por  la  suma  de  30,000  pesos 
fuertes  el  vapor  c  Yaguareté »  por  el  término  de  un  año 
contra  todo  riesgo  marítimo  para  navegar  el  Rio  de  la 
Plata^  y  sus  afluentes  hasta  donde  lo  permita  su  calado. 

El  mismo  vapor  fué  asegurado  por  la  Compañía  Española 
en  22  del  mismo  mes  en  los  mismos  términos  por  400,000 
reales  vellón,  y  por  otra  cantidad  por  una  Compañía  Inglesa. 

Los  propietarios  del  f  Yaguareté  »  lo  ¿arrendaron  en  20  de 
Setiembre  de  1868  al  Gobierno  Brasilero  en  servicio  de  la 
escuadra. 

En  Enero  de  1869  salió  el  vapor  cargado  de  carbón 
para  la  escuadra  brasilera,  destinada  al  alto  Paraguay  en 
convoY  y  á  retaguardia  de  la  misma. 

En  18  de  Enero>  navegando  con  la  escuadra  en  dos  brazas 
y  medio  de  agua,  chocó  en  un  escollo,  y  naufragó. 

Levantadas  las  protestas  de  estilo,  y  salvado  lo  que  fué 
posible,  los  asegurados  avisaron  á  los  aseguradores  que 
hacian  el  abandono  del  buque,  y  pidieron  el  pago  de  la 
suma  asegurada  y  gastos  de  salvamento,  pasando  á  los 
aseguradores  todos  los  documentos  relativos  y  la  cuenta  jus- 
tificada de  los  gastos  causados  para    los  objetos    salvados. 

La  Compañía  Arjentina  contestó  en  23  de  Febrero  que 
tenia  que  deducir  oposición,  y  que  se  fpodia  nombrar  un 
arbitro;    cuyo  fallo  fuese  inapelable. 

La  Compañía  Española  contestó  que  tenia  que  examinar 
bien  los  documentos,  y  no  podia  por  el  momento  prestar 
su  conformidad   ó  disconformidad. 
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Con  estos  antecedentes  los  Señores  León  J.  Isaac  y  C\  pro* 
pietaríos  del  <  Yaguareté  t  se  presentaron  en  Febrero  23  de 
de  1869  ante  el  juez  de  sección,  diciendo  qne  el  capitán 
había  cumplido  con  las  prescripciones  del  Código  de  Comercio 
en  los  arts  1,087,  1,097  á  1,100,  y  que  ellos  habian  cam- 
plido  también   los  deberes  impuestos  á  los  asegurados. 

Esposieron  que  venian  á  hacer  abandono  del  vapor  por 
cuenta  de  los  aseguradores  á  fin  de  que  fueran  estos  no- 
tificados para  que  el  abandono  surtiese   sus  efectos  legales. 

Pidieron.  —  1^  Que  se  admitiese  el  abandono. — 2«  Se 
intimase  á  la  Compañía  Arjeniina  el  pago  de  los  30,000 
pesos  fuertes  asegurados,  con  arreglo  al  art.  1 ,392,  estando 
prontos  á  dar  fianza. — 3»  Se  hiciera  ignal  intimación  á  la 
Compañía  Española  por  20,000  pesos  fuertes  —  4''  Se  notifi- 
case á  ambas  el  pago  de  la  cuenta  de  gastos  por  salvamen- 
to, según  los  arls.  1,379,  1,380  y  1,409. —  5^  Se  intimase 
á  la  Conpañía  Española  la  devolución  de  unos  documentos 
que  le  habian  entregado.  —  6<>  Se  reservasen  las  acciones 
contra  la  Compañía  Inglesa,  y  se  condenara  en  los  intere- 
ses de  las  sumas  adeudadas,  y  en  las  costas  del  juicio  á  las 
dos  compdñías  demandadas;  y  1^  Se  vendieran  en  remate 
los  objetos  salvados. 

Conferido  traslado  á  la  Compañía  Arjentína,  esta  contestó 
que  el  boque  estaba  asegurado  para  navegar  el  €  Rio  de  la 
Plata  1  y  sus  afluentes  hasta  donde  lo  permitiese  su  calado. 

Que  esta  cláusula  le  impedia  navegar  donde  no  había 
seguridad  para  su  calado. 

Que  prescindiendo  de  esta  obligación,  los  propietarios 
dol  vapor  lo  arrendaron  al  Gobierno  Brasilero  sin  otra  res- 
ponsabilidad que  los  riesgos  de  guerra,  y  por  eso  dicho 
Gobierno  no  guardándole  consideración  alguna  lo  destinó 
á  un  viaje  de  esploracion  y  lo  hizo  navegar,  donde  no  se 
lo  permitía   su  calado. 

Que  á  consecuencia  de  esto,  el  buque  chocó  dos  veces 
en  una  piedra,  cujo  choque  ocasionó  el  naufragio  y  pérdida 
del  buque. 
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Qae  por  tal  razón  y  no  habiendo  asegurado  los  riesgos  en 
las  aguas  dond»)  el  buque  por  su  calado  no  podia  navegar, 
la  Compañía  no  era  responsable  del  seguro,  y  la  demanda 
debia  ser  rechazada, 

Se  abrió  la  causa  á  prueba,  j  producida  la  que  se  re- 
laciona  en  la  sentencia,  se  dictó  el  siguiente 


FaIIo   del  Jues  Seeeioiiiü. 


Buenos  Aires,  Agosto  19  de  1869. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  León  J.  Isaac  y  Com- 
pañfa,  propietarios  del  vapor  inglés  «c  Yaguareté  i  y  la  Com- 
pañía Arjenlina  de  Seguros  Marítimos,  por  cobro  de  la  Can- 
tidad de  30,000  pesos  fuertes  en  que  estaba  asegurado  dicho 
vapor,  robulta: 

El  demandante  acompañando  los  documentos  corrientes  de  f . . 
áf.....  concernieutes  al  naufragio  del  vapor  «Yaguareté»  y 
fundándose  en  que  de  dichos  documentos  aparece  justificado 
el  naufragio  del  vapor  espresado,  contra  cuyo  riesgo  estaba 
asegurado  por  las  Compañías  la  Arjentina  de  seguros  marítimos 
y  la  Española  como  lo  acreditan  las  pólizas  de  f.  4  y  5,  pide 
se  le  admita  el  abandono  del  vapor  «  Yaguareté  »  y  se  Intime  á 
la  Compañía  Arjentina  dé  y  pague  la  suma  asegurada  de  30,000 
pesos  fuertes  fijados  en  la  póliza  como  igualmente  la  parte  que 
le  corresponde  de  la  cuenta  de  gastos  de  salvamento^  con 
arreglo  á  los  arts.  1,379^  138  y  1,409  del  Código  de  Comercio. 

La  Compañía  Arjentina  contestó  diciendo  que  el  buque 
estaba  asegurado  para  navegar  durante  un  año  el  Rio  de  la 
Plata  y  sus  afluentes  hasta  donde  le  permitiera  su  calado, 
lo  cual  se  obligaba  á  abstenerse  de  navegarlos  donde  careciera 
de  la  seguridad  de  que  su  calado  le  permitía  hacerlo  sin 
el  mas  .remoto  peligro,  y  mientras  tanto  prescindiendo  de 
esta  obligación,  habla  sido  fletado  al  Gobierno  Brasilero  que 
no  respondía  por  siniestro  alguno,  y  que  por  consecuencia 
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no  tenia  que  guardar  consideraciones  con  el  buque  flelado, 
como  lo  hizo  destinándolo  á  un  viaje  de  esploracfton  y  ha- 
ciéndolo navegar  en  aguas  donde  no  permitiéndole  navegar 
su  calado^  chocó  dos  veces  con  una  piedra  perdiéndose  en 
seguida  completamente,  y  por  consecuencia  la  Compañía  no 
es  responsable  del  siniestro  ocurrido. 

Y  considerando :  —  í^  Que  la  cláusula  de  la  póliza  en  que  se 
limita  el  seguro  á  la  navegación  del  Plata  y  sus  afluentes 
hasta  donde  le  permitiera  su  calado,  no  puede  tener  otra 
importancia  que  una  restricción  puesta  al  vapor  asegurado 
para  navegar  en  canales  que  ordinariamente  no  tengan  su- 
ficiente caudal  de  aguas  para  la  navegación  de  buques  que 
tuvieren  el  calado  del  c Yaguareté»  precaución  necesaria 
puesto  que  en  los  afluentes  del  Plata  sq  encuentran  canales 
que  solo  permiten  navegar  á   pequeñas  embarcaciones. 

9p  Que  el  punto  del  Rio  Paraguay  dónde  ocurrió  el  nau- 
fragio del  €  Yaguareté  i  no  se  encuentra  en  el  casto  deter- 
minado por  el  precedente  considerando,  pues  de  autos  consta 
que  por  el  canal  en  que  tal  naufragio  tuvo  lugar  pueden 
navegar  y  navegan  sin  peligro  buques  de  mayor  calado  que 
el  c  Yaguareté  >  y  que  este  al  seguir  las  aguas  de  los  buques 
de  guerra  brasileros  que  formaban  la  espedicion  chocó  dos 
veces  contra  una  piejra,  por  haber  abandonado  el  canal 
que  estaba  á  «u  costado,  resultando  de  dichos  choques  la 
pérdida  del  vapor.  En  efecto,  es  un  hecho  reconocido  por 
los  demandados  que  los  buques  brasileros  habian  pasado  antes 
que  el  c  Yaguareté  i  sin  que  ocurriera  siniestro  alguno,  y 
por  las  declaraciones  de  D.  Anacarsis  Lanus  f.  147,  de  Don 
Guillermo  Matti  f.  152,  de  D.  Vicente  Solari  f.  158,  y  de 
D.  Amonio  Silveira  f.  171,  consta  que  algunos  de  dichos 
buques  son  de  mayor  calado^  á  lo  que  se  agrega  que  según 
los  documentos  agregados  iban  navegando  en  mas  de  dos 
brazas  de  agua  f.  141  y  que  según  las  declaraciones  de  los 
testigos  citados  anteriormente  y  demás  cuyos  testimonios 
corren  en  autos,  el  canal  donde  tuvo  lugar  el  siniestro  es 
frecuentado  por  buques  de  mayor  calado  que  el  cYagureté» 
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sm  peligro  alguno,  todo  lo  cual  es  la  prueba  mas  induda- 
ble y  completa  de  que  no  es  un  canal  nuevo  y  descono- 
cido el  que  se  navegaba,  ni  aun  viaje  de  esploracíon  como 
lo  pretende  la  Compañía,  sino  que  el  desastre  fué  debido 
á  uno  de  tantos  accidentes  tan  frecuentes  en  la  navegación, 
en  la  que  cada  dia  aparecen  nuevos  escollos,  y  donde  la 
mas  ligera  desviación  produce  á  veces  desastres  imposibles 
de  preveer  y  evitar.  • 

3^  Que  por  consecuencia  no  es  admisible  la  escepcion 
opuesta  por  la  Compañía  demandada,  y  es  falso  que  esta  no 
hubiese  asegurado  el  vapor  contra  peligros  de  la  naturaleza 
del  en  que  perecid  el    c  Yaguareté  >. 

4^  Que  no  es  de  presumirse  que  la  Compañía  Arjentina 
de  seguros,  que  desde  Febrero  último  tuvo  conocimiento  de 
los  documentos  que  justificaban  el  naufragio,  ignorase  en 
Mayo  qué  clase  de  canal  era  en  el  que  dicho  siniestro  tuvo 
lugar,  y  por  consecuencia  ha  habido  temeridad  en  su  parte 
en  retistír  á  las  pretensiones  legítimas  del  propietario  del 
buque  asegurado. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  declarando  bien  hecho  el 
abandono  del  vapor  €  Yaguareté  »,  trasmitiendo  ala  Compañía 
los  derechos  sobre  este  en  la  proporción  que  le  corres- 
pondiere con  los  demás  aseguradores,  y  condenándole  al 
pago  de  la  cantidad  asegurada  y  de  la  parte  proporcional 
de  gastos  de  salvamento  y  al  de  las  costas  del  juicio,  chan- 
celándose  la  fianza  otorgada.  Repónganse  los  sellos. 

Manuel  Zavakla. 

La  Compañía  apeló  respecto  del  fondo  de  la  sentencia, 
y  León  Isaac  y  C^  apelaron  por  no  haber  sido  la  Compañía 
condenada  al  pago  de  los  intereses  de  la  suma  asegurada 
hasta  el  dia  de  la  oblación,  y  de  la  suma  anticipada  por 
gastos  de  salvamento. 

Concedido  el  recurso  libremente,  Isaac  y  C^  dijeron  que 
el  pago  de  los  intereses  era  ordenado  por  la  ley,  y  la  falta 
de  condenación  al  respecto  no  se  podia  esplícar  sino  por 
una  omisión   involuntaria  del  juez. 

T.  viu.  17 
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« 

La  Compañía  dijo  que  e!  capitán  del  c Yaguareté»  deso- 
bedeciendo las  órdenes  del  gefe  de  la  espedicion  para  na* 
vegar  á  la  popa  de  la  cañonera  <  Ivah; »  se  había  apar- 
tado completamente  del  canal,  encallando  en  unas  piedras 
próximas  á  la  margen  izquierda ;  y  que  volviendo  al  canal 
después  de  salir  de  la  varadura  chocó  en  el  camino  contra 
las  piedras,  perdiéndose   en  seguida. 

Que  este  hecho  resultaba  del  parte  oficial  pasado  por  el 
gefe  de  la  escuadra,  cuyo  documento  acompañaba  jurando 
haber  llegado  recien  á  su  noticia  y  poder. 

Que  ha  dicho  documento  solo  faltaba  la  autenticación, 
la   que  podia  solicitarse  por  el  conducto  correspondiente. 


Fallo  de  ln  Suprenm  Corte. 


Buenos  Aires,  Noviembre  9  de  1869. 

Vistos  y  considerando  :  —  Primero.  Que  el  hecho  culpa- 
ble del  capitán  del  vapor  c  Yaguareté»  alegado  en  primera 
instancia  por  la  Compañía  Arjentina  de  Seguros  Marítimos, 
para  eximirse  de  la  responsabilidad  del  siniestro,  fué  que 
aquel,  infringiendo  una  cláusula  espresa  de  la  póliza,  entró  en 
un  canal  que  no  tenia  agua  suficiente  para  el  calado  de 
su  buque,  tomando  la  delantera  y  esplorando  el  camino  de 
*  los  vapores  de  guerra  con  los  cuales  navegaba  en  convoy. 
—  Segundo.  Que  abandonando  este  fundamento  de  su  escepcion 
en  segunda  instancia  alega,  como  única  razón  para  pedir 
la  revocación  del  auto  apelado,  la  de  haber  el  capitán, 
desobedeciendo  las  órdenes  del  gefe  de  la  espedicion  que 
lo  convoyaba,  y  precedía  abandonando  el  canal,  y  recosta- 
dose  á  la  izquierda,  donde  chocó  con  unas  piedras  inmedia^ 
tas  á  la  costa,  presentando  para  comprobar  este  hecho  un 
papel  que,  dice,  ser  copia  del  parte  que  el  gefe  de  la  es- 
pedicion pasó  á  su  superior  dándole  cuenta  de  lo  acaecido 
en  su  viaje.  —  Tercero.  Que  entre  este  hecho,  y  el  alegado 
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en  la  contestación  á  la  demanda  existe  una  verdadera  contra- 
riedad, y  en  este  caso  solo  puede  admitirse  la  prueba  de  es- 
crituras auténticas  ó  confesión  de  parte,  según  la  ley  cuarta, 
título  noveno,  libro  cuarto  de  la  recopilación.  —  Cuarto.  Que 
aun  cuando  la  citada  copia  fuese  ratificada  ó  certificada  de  la 
manera  qué  pretende  la  parte  apelante  se  solicite  por  este 
Tribunal,  no  podría  calificarse  de  un  instrumento  auténtico, 
porque  los  gefes  brasileros  no  tienen  autoridad  pública  en 
nuestro  territorio,  y  menos  sería  una  escritura  en  el  sentido  de 
la  ley ;  pues  por  su  forma  y  objeto  el  parte  solo  podia  ser 
considerado  como  un  testimonio  escrito,  y  no  desinteresado 
del  gefe  que  lo  suscribe,  y  que  en  la  mención  que  hace 
del  naufrajio  del  <  Yaguareté  >  trata  de  declinar  la  respon- 
sabilidad del  siniestro  que  pudiera  imputarse  á  su  descuido 
ó  imprudencia.  —  Quinto.  Que  no  siendo  fehaciente^  ni  aun 
admisible  esta  prueba,  y  correspondiendo  darh  en  este  caso 
á  la  Compañía  Arjentina,  según  el  articulo  mil  trescientos 
noventa  y  tres  del  Código  de  Comercio,  quedan  subsistentes 
los  fundamentos  del  auto  apelado. 

Y  considerando  respecto  de  la  adhesión  al  recurso  por 
parte  del  demandante,  que  la  condenación-  del  demandado 
al  pago  de  los  intereses  en  casos  análogos  al  presente,  está 
ordenada  por  el  articulo  setecientos  siete  del*  misino  Código; 
por  estos  y  por  los  fundamentos  del  auto  apelado  de  foja 
doscientos  ocho,  se  confirma  este  con  costas  y  con  los  in- 
tereses correspondientes  desde  el  día  de  la  demanda,  según' 
la  tarifa  del  Banco  de  la  Provincia  ;  y  satisfechas  aquellas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.— Salvador 
H.  DEL  Carril. — Francisco  Delgado. 
—José  Barros  Pazos.— Benito  Car- 
rasco. 
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CAUSA   CnUiTIll. 


El  Capitán  del  vapor  c  Bismark  >  contra   Pini,  Roncoroni 

y  C*  por  cobro  de  fletes. 


Sumario  —  1^  Concluido  un  jaicio  ejecntivo,  tanto  el  actor 
fomo  el  reo  tienen  sa  derecho  á  salvo  para  promover  el 
ordinario. 

^  Debiendo  el  juicio  ordinario  considerarse  como  una 
emerjencia  del  ejecutivo,  el  apoderado  para  este  lo  es  tam- 
bién para  aquel. 

30  En  los  juicios  en  rebeldia  no  es  posible  admitir  la  prue- 
ba testúnoniaL 


Caso  —  El  Procurador  Doyhenard  en  representación  del 
Capitán  Souny  del  vapor  c  Bismark  >  siguió  un  juicio  eje- 
cutivo contra  Pini,  Roncoroni  y  C^  por  cobro  de  fletes. 

Notificado  el  auto  de  solvendo  á  D.  Antonio  Dodero, 
representante  de  estos  últimos,  depositó  en  el  Banco  la 
cantidad  demandada,  é  interpuso  demanda  ordinaria  contra 
el  Capitán  de  quien  reclamaba  indemnización  de  daños  y 
perjuicios  que  se  dicen  ocasionados  por  demora  estraordi- 
naria  del  buque,  á  causa  de  haberse  puesto  en  viaje  sin 
las  provisiones  necesarias.  -^  Pidió  que  oportunamente  los 
peijuicios  fuesen  designados  por  peritos  arbitradores. 
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Corrido  traslado  de  la  demanda  y  no  habiéndose  evacua- 
do en  el  término  de  la  ley,  Dodero  acnsó  rebeldía  al 
Procurador  Doyhenard,  y  después  de  pasadas  las  24  horas 
el  Juzgado  llamó  autos  en  rebeldía  de  la  parte  del  Capitán. 

Correspondiente  al  juicio  ejecutivo,  corre  un  escrito  del 
Procurador  Doyhenard  que  concluye  con  estas  palabras :  — 
€  que  la  otra  parte  deduzca  por  cuerda  separada  su  acción 
€  de  juicio  ordinario  que  me  reservo  contestar  en  él.  > 

Después  de  la  declaración  en  rebeldía,  el  Procurador  Doy- 
henard espuso  que  no  tenía  personería  para  el  juicio  ordi* 
nano  porque  el  poder  que  le  habia  conferido  el  Capitán  era 
limitado  al   juicio  ejecutivo. 


Fallo  del  JTues  de  Sección. 


Buenos  Aires,  Octubre  28  de  1869. 

Y  vistos:  habiendo  el  Procurador  Doyhenard  en  su  es- 
crito de  f.  6  prometido  contestar  á  la  demanda  ordinaria 
promovida  contra*  su  representante,  y  considerando  ademas 
que  tanto  el  actor  como  el  reo  tienen  su  derecho  á  salvo 
para  promover  el  juicio  ordinario  según  la  terminante  dispo- 
sición del  artículo  278  de  la  ley  de  procedimientos,  y  de- 
biendo por  otra  parte  considerarse  el  juicio  ordinario  como 
una  emerjencia  del  ejecutivo ;  no  ha  lugar  al  artículo  promo- 
vido estemporáneamente  por  el  Procurador  Doyhenard  —  Y 
considerando  en  cuanto  al  fondo  4el  negocio  que  es  ne- 
cesario esclarecer  algunos  puntos,  y  que  estando  declarado 
rebelde  el  Procurador  Doyhenard  no  es  posible  admitir  la 
prueba  testimonial;  el  demandante  acredite  por  otros  me- 
dios de  prueba  que  el  retardo  del  viaje  del  vapor  <r  Bis- 
mark  >  fué  ocasionado  por  culpa  del  Capitán,  como  así  mis- 
roo  los  perjuicios  que  dice  haberle  inferido  dicha  demora, 
esto  con  la  calidad  de  para  mejor  proveer. —  Repóngase  el  sello. 

ZavaUta. 
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Habiendo  apelado  el  Procurador  Doyheoard  se  dictó  este : 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Noviembre  13  de  1869. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  dé  foja  diez,  y  saiisfechas  aquellas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse, 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor M.  Carril.— Francisco  Delga- 
do. —  José  Barros  Pazos. — Benito 
Carrasco. 


»»x 


CAUSA    CXLIil3ÍL. 


Los  capitanes  de  los  buques  «  Pendleton »  ¡/  <  Alpha  »  con^ 
Ira  D.  Leopoldo  Aríeaga  por  cobro  de  fletes  —  Incidente 
sobre  embargo. 


Sumario -^Vn  decreto  mandando  suspender  los  juicios  se- 
guidos contra  un  comerciante  en  virtud  de  solicitud  de  mora* 
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lorias,  DO   importa  revocación  de  un  embargo   trabado  an- 
teriormente. 


Caso  —  D.  L.  L.  Zalauski  en  representación  de  D.  H.  J. 
Wood  y  D.  James  A.  Parke,  capitán  el  primero  de  la  go- 
leta americana  cC.  Pendleton»  y  el  segundo  del  bergantín 
inglés  €  Alpha  >  se  presentó  ante  el  Juez  Nacional  del  Ro- 
sario demandando  ejecutivamente  á  D.  Leopoldo  Arteaga 
por  la  cantidad  de  ^3,566-67  c  fuertes,  provenientes  de 
fletamento  de  esos  buques. 

El  juicio  ejecutivo  siguió  su  tramitación  hasta  embargarse 
el  vapor  k  Leopoldo »   propiedad   del  ejecutado. 

En  este  estado^  D.  Guillermo  Rodríguez  apoderado  de  Ar* 
teaga  se  presentó  al  Juzgado  acompañando  un  certificado 
espedido  por  el  escribano  Salvadores  de  Buenos  Aires  por 
orden  del  Juez  de  Comercio  á  solicitud  de  Arteaga:  en  el 
certificado  que  está  debidamente  autenticado  consta  que  Ar- 
teaga, se  había  presentado  ante  el  Juzgado  de  Comercio  íuÍp 
ciando  juicio  «de  moratorias,  á  cuya  solicitud  se  había  pro- 
veído nombrando  la  comisión  que  debía  inspeccionar  los 
estados  y  balances  presentados,  y  ordenándose  al  mismo 
tiempo  que  quedasen  suspendidas  las  ejecuciones  iniciadas 
ó  que  se  iniciasen  contra  Arteaga. 

Dice  el  representante  de  Arteaga  que  siendo  uno  de  los 
efectos  legales  del  juicio  de  moratorias»  suspender  todos 
los  procedimientos  ejecutivos  pendientes  al  tiempo  de  ini- 
ciarse, según  los  artículos  1730  y  1743  del  Código  de  Co- 
mercio^ no  puede  proseguirse,  la  tramitación  de  este  jui- 
cio^ ni  menos  pedirse  el  embargo  del  vapor  c  Leopoldo, » 
— de  manera  que  el  decreto  de  embargo  adolece  de  nulidad 
y.  no  puede  surtir  efecto  alguno  contra  lo  que  dispone  la  ley. 

Pidió  al  Juez  que  levantase  el  embargo,  restableciendo  el 
juicio  ai  estado  anterior  á  dicha  dilíjencia,  y  se  suspendie- 
sen los  procedimientos  ejecutivos  hasta  que  se  terminara 
•el  juicio  de  moratorias   pendiente. 
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Fallo   del  Jíueae  de  Seeeion. 


Rosario,  Octubre  16  de  1869. 

Visto  el  certificado  que  adjunta  esta  parte,  mandado  es- 
pedir por  el  Juez  de  Comercio  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  y  atestaciones  que  lo  autentican; — y  considerando  lo 
dispuesto  por  los  artículos  1730  y  1743  del  Código  de 
Comercio,  levantase  el  embargo  decretado  sobre  el  vapor 
f  Leopoldo,  >  suspendiéndose  los  procedimientos  ejecutivos 
de  este  asunto  hasta  que^  establecido  definitivamente  el  juicio 
sobre  las  responsabilidades  de  D.  Leopoldo  Arteaga,  se  vea 
claramente,  según  su  naturaleza^  si  puede  seguirse  el  pre* 
senté  por  el  Juzgado  Federal  ó  ha  de  ser  atraído  al  fuero 
que  corresponda,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo  12  in- 
ciso 1<>  de  la  ley  jurisdiccional  de  14  de  Setiembre  —  Re- 
póngase el  sello. 

Z^viria. 

Los  demandantes  apelaron  del  auto  anterior  en  la  parte 
que  manda  levantar  el  embargo  del  vapor  c  Leopoldo. » 


FrIIo  de  la    Suprenm  iToite. 


Baenos  Aires,  Noviembre  13  de  1869. 

Vistos  y  considerando:  que' el  Juez  de  Comercio  que  co- 
noce de  la  solicitud  de  moratorias  que  ha  presentado  D. 
Leopoldo  Arteaga  solamente  ha  mandado  suspender  Tos  pro- 
cedimientos en  los  juicios  ejecutivos  que  contra  é\  se  si- 
guen«  de  acuerdo  con  la  disposición  del  artículo  mil  sete- 
cientos treinta  del  Código  de  Comercio :  que  la  suspensión 
no  importa  revocación,  y  por  consiguiente  estando  ya  tra- 
bado el  embargo  del  buque,  debe  conservarse  hasta  que  e^ 
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jaicio  sobre  las  moratorias  se  resuelva  favorablemente  al 
ejecaiado;  por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  aato  ape- 
lado en  cuanto  manda  alzar  el  embargo  del  vapor  «Leo- 
poldo,» y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos  de- 
vuélvanse. 

Francisco  DE  las  Carreras.— Sal- 
vador M^  DEL  Carril. — Francisco 
Delgado.— José  Barros  Pazos* — 
Benito  Carrasco. 


••••• 


CAUSA   CU. 


D.  Carlos  María  Palacios  contra  el  Fisco  Nacional,  sobre 

pérdida  de  efectos  en  la  Aduana. 


Sumario.  —  1^  La  anotación  de  no  recibido  puesta  por  el 
guarda-almacen  en  la  papeleta  de  los  efectos  que  se  introducen 
á  los  almacenes  de  aduana,  tiene  la  presunción  de  verdadera. 

^  La  aduana  no  es  responsable  de  la  pérdida  ó  averia  que 
sufran  en  ios  almacenes  fiscales,  las  mercaderías  que  sean  á 
despacho  directo. 
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S^  Existiendo  presunciones  de  qae  la  pérdida  de  mercáde^ 
rías  haya  tenido  lugar  en  la  puerta  de  la  adnana,  y  probándose 
que  el  interesado  estaba  ausente  en  el  momento  de  la  descar- 
ga, éste  pierde  el  derecho  á  reclamar^  y  la  adorna  es  irrespon- 
sabje  de  dicha  pérdida. 


Ccíso.  —  D.  Carlos  M.  Palacios,  comerciante  del  Rosario,  en- 
tabló demanda  contra  el  Fisco  Nacional  por  el  valor  de  un 
cajón  de  pañuelos  de  seda,  perdido  en  los  almacenes  de  la 
aduana,  reclamando  de  la  siguiente 


Resolueion  del  AdmlMiAtriMlor  de  Rentas. 


Rosario,  Octubre  14  de  1868. 

Vistos,  y  resultando  de  las  declaraciones  é  informes  que  an- 
teceden :  Que  D.  Carlos  M^  Palacio,  ni  ninguna  persona  que  lo 
represente,  ha  asistido  á  la  descarga  del  vapor  c  Lucía  >  :  Que 
D.  Ángel  Sastre,  encargado  del  despacho  de  aduana,  declara, 
no  haber  visto  que  el  cajón  que  se  reclama  haya  entrado  en 
los  depósitos  de  aduana:  Que  según  el  articulo  68  de  las 
Ordenanzas  vigentes,  y  por  el  hecho  de  no  existir  el  con- 
signatario de  la  descarga,  ha  perdida  todo  derecho  para  recla- 
mar á  la  aduana  contra  la  nota  puestai  por  el  guardá-aim^cen, 
en  la  papeleta  respectiva :  Que  aunque  el  mencionado  bulto 
está  incluido  en  la  papeleta  de  á  bordo,  no  esta  probado  que 
el  baya  entrado  al  depósito,  por  cuanto  al  verificar  el  conte- 
nido (le  dicha  papeleta  fué  notada  la  falta  por  el  guarda  Segó- 
vía,  en  cuya  virtud  hizo  la  anotación  de  no  recibido,  lo  que 
induce  á  creer  que  haya  sido  llevado  por  el  carrero  sin  entrar 
á  la  aduana.  Que  el  Fisco  Nacional  no  es  responsable  por  la 
pérdida  ó  avería  que  sufran  en  los  almacenes  fiscales  las  mer- 
caderías pedidas  á  despacho  directo,  art.  210  de  las  Ordenan- 
zas, y  finalmente,   que   tampoco    puede    responsabilizarse  al 
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gnarda  Segovia  por  la  falla  de  dicho  bulto,  por  caanto  hizo 
la  anoucion  correspondiente  al  momento  de  notarla,  no  siendo 
culpable  el  dicho  empleado,  si  el  consignatario  no  se  hallaba 
presente. —  Se  resuelve,  no  hacer  lugar  al  reclamo  interpuesto 
por  D.  Carlos  H.  Palacio ,  por  no  estar  debidamente  probado 
que  la  pérdida  del  bulto  que  reclama  baya  tenido  lugar  en  esta 
aduana.  Notifíquese  á  los  interesados  y  archívese. 

Yañiz. 

Conferido  traslado  y  hecha  agregarla  papeleta  de  abordo  en 
la  que  el  guarda-almacén  anotó  la  falta  del  cajón,  el  Procura- 
dor Fiscal  contestó  que  no  habia  prueba  de  que  el  cajón  habia 
entrado  en  los  almacenes  de  aduana^  y  que  existia  la  prueba 
contraria  en  la  papeleta  agregada,  que  hacia  plena  té  con  ar- 
reglo al  art.  68  de  las  Ordenanzas,  desde  que  Palacios  no  con- 
currió á  la  descarga,  ni  reclamó  contra  la  anotación  de  la  pa- 
peleta. 

Se  abrió  la  causa  á  pueba. 

Se  probó^  que  el  vapor  c  Lucia  »  en  el  cual  habia  venido  el 
cajón  de  pañuelos^  era  considerado  como  paquete ;  que  se  des- 
cargaron todas  las  mercaderías  consignadas  en  el  manifiesto  del 
c Lucia» ;  que  en  la  copia  del  permiso  de  despacho  del  cajón, 
se  anotó,  no  haber  sido  despachado  por  no  haber  venido,  según 
nota  del  Vista;  y  el  empleado  de  aduana,  D.  Juan  B.  Castella- 
nos, declaró  que  el  mismo  dia  que  el  Sr.  Palacios  reclamó, 
creía  que  el  guarda  Segovia  dio  el  aviso  de  haber  desaparecido 
el  cajón. 

FaUo  del  Jíueae  Seedonnl. 

Rosario^  Setiembre  24  de  1869. 

Vistos  y  considerando  —  1^  Que  se  ventila  en  este  caso  la 
responsabilidad  del  Fisco,  por  la  pérdida  de  un  cajón  de  pa- 
ñuelos de  seda  que  condujo  el  vappr  c  Lucía  »  á  este  puerto  en 
el  mes  de  Setiembre  del  año  próximo  pasado. — 2»  Que  para 
dejar  constatada  esta  obligación  á  cargo  del  Fisco  por  la  parte 
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á  que  incumbe  dicha  prueba,  se  acredita  solo  en  autos  la  cir- 
cunstancia de  haberse  desembarcado  dicho  bulto  y  conducido 
hasta  el  ediGcio  de  la  aduana,  sin  que  prueba  alguna  acredite 
de  una  manera  concluyente  que  hubiere  entrado  á  los  depósi- 
tos de  aduana,  bajo  la  custodia  del  guarda-almacén  respectivo, 
quien  en  tal  caso  no  hubiese  hecho  en  la  papelera  la  anotación 
que  en  ella  ¿onsta  de  no  recibido^  y  que  tiene  la  presunción  de 
verdadera,  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario.  —  3^^  Que  aun 
en  el  supuesto  de  [que  ese  bulto  hubiese  entrado  á  los  alma- 
cenes de  aduana  y  se  hubiese  perdido  allí,  no  por  eso  seria 
menos  aplicable  al  caso  el  art.  210  de  las  Ordenanzas  de 
aduana,  que  lo  declaran  irresponsable  de  la  pérdida  ó  avería 
que  sufran  en  los  almacenes  fiscales  las  mercaderías  que,  como 
esta,  sean  á  despacho  directo ;  sin  que  el  segundo  inciso 
de  ese  artículo  tenga  aplicación  al  caso,  pues  en  él  se  trata 
solo  de  averías  y  roturas  y  no  de  pérdidas.  —  4f^  Que  las  pre- 
sunciones que  surgen  de  los  hechos  ocurridos^  como  de  las 
diligencias  practicadas  por  la  aduana  al  objeto  de  averiguar  el 
deslino  de  ese  bulto^  todo  concurre  á  hacer  verosímil  la  perdi- 
da ó  estravío  del  referido  cajón  en  la  puerta  de  la  aduana, 
confundiéndose  con  bultos  despachados  por  otras  casas  de  co- 
mercio ;  extravío  que  ha  podido  ser  favorecido  por  la  ausencia 
del  interesado,  en  aquel  momento,  circunstancia  que  hace  apli- 
cable al  caso  la  prescripción  del  artículo  68,  perdiendo  en 
consecuencia  todo  derecho  para  reclamar  á  la  aduana  sobre 
las  notas  que  ponga  la  administración  en  caso  de  pérdida 
de  bultos.  —  5^  Que  estando,  por  último,  comprobado  en  au- 
tos y  reconocida  por  el  mismo  interesado  la  ya  referida  cir- 
cunstancia de  no  haberse  hallado  presente  á  la  descarga,  y 
siendo  por  otra  parte  extrictamente  aplicable  al  caso,  lo  pres- 
crito por  el  art.  210  de  las  Ordenanzas,  se  declara  á  la  Admi- 
nistración irresponsable  de  la  pérdida  de  cajón,  absolviéndola 
de  la  demanda  contra  ella  entablada,  hágase  saber^  y  devuél- 
vansele los  documentos  que  de  este  espediente  le  pertene- 
ciesen. 

José  M.  Zuviria. 
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Apelada  esta  sentencia  en  relación,  faé  confirmada  por  el 
siguiente 


Fallo  de  la  Supreinii  Corte. 

Buenos- Aires,  Noviembre  20  de  1869. 

Vistos :  Por  sns  fandamentos,  se  confirma,  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  cincuenta  y  ocho  vuelta;  y  satisfechas  aquellas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras — Salvador  Ha- 
ría DEL  Carril  —  Francisco  Delgado-^ 
José  Barros  Pazos— Benito  CarKasgo. 


CAUSA  Clil. 


D(m  Joaquín  Mar  eirá,  contra  De  Mol  y  C*,  por  cobro 

de  pesos. 


Sumario. — En  el  caso  de  jurisdicción  concurrente,  debe 
llevarse  el  asunto  al  conocimiento  de  los  Tribunales  de  Provin- 
cia, si  ambas  partes  están  conformes  al  respecto. 


i 
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Caso.  —  D.  Joaquín  E.  Moreira,  argentino,  demandó  por 
cobro  de  pesos  á  De  Mot  y  C^. 

Conferido  traslado,  D.  Carlos  de  Mot  promovió  artículo  de 
incompetencia,  diciendo,  que  aunque  él  era  estranjero,  sus  so- 
cios D.  Juan  C.  Várela  y  D.  Ángel  Texo,  eran  argentinos^  y 
que  para  que  el  caso  correspondiese  á  la  Justicia  Nacional,  era 
necesario  que  sus  socios  también  fueran  estranjeros,  con  arre- 
glo al  art.  10  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863  sobre 
jurisdicción. 

D.  Joaquin  Moreira  contestó  que  no  podía  resistir  la  apli- 
cacion  de  la  ley  que  invocaba  la  contraparte. 


Fallo  del  Jíuez  Seeeioiuil 


Buenos-Aires,  Octubre  20  de  1869. 

Y  vistos:  resultando  que  la  presente  demanda  esta  dirigida 
contra  la  razón  social  Carlos  de  Mot  y  C^,  en  la  que  aparece 
este  último  como  único  socio  administrador,  y  considerando: 
1^  Que  por  el  art.  9^  de  la  ley  sobre  jurisdicción  nacional,  se 
establece  que  no  ha  de  tenerse  en  cuenta  la  nacionalidad  de 
los  socios  anónimos  al  establecerse  la  vecindad  de  las  socieda- 
des. —  2^  Que  siendo  respectivamente  igual  la  situación  de  los 
socios  comanditarios  y  la  de  los  anónimos  respecto  á  la  respon- 
sabilidad que  les  compete  por  las  obligaciones  sociales  como 
se  desprende  de  la  comparación  de  los  art.  410  y  427  del 
Código  de  Comercio,  deben  también  colocarse  en  iguales  cir- 
cunstancias para  establecer  la  jurisdicción  en  los  asuntos  so- 
ciales.—  3<>  Que  las  disposiciones  del  art.  10  de  la  ley  de 
jurisdicción,  solo  comprenden  á  los  socios  en  nombre  colectivo 
y  en  general  á  todos  los  que  son  actores  ó  demandados  por 
una  obligación  solitaria.  — 4<>  Que  en  ninguno  de  estos  casos 
puede  colocarse  los  socios  espresados  en  el  escrito  de  f. . .  • 
por  cuanto  no  estando  incluidos  en  la  razón  social,  son  meros 
comanditarios  y  no  son  responsables  solidariamente ,  art.  427 
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citado ;  por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  á  la  escepcion  de 
incompetencia  que  se  ha  opuesto  por  la  parte  De  Mot :  en  su 
consecuencia,  conteste  derechamente  á  la  demanda  dentro  del 
término  legal,  y  hágase  saber,  reponiéndose  los  sellos. 

Andrés  Ugarriza. 

De  Mot  y  C^  apelaron,  diciendo  que  su  sociedad  era  colecti- 
va, y  no  anónima,  ni  en  comandita. 
Concedida*  la  apelación  en  relación,  se  dictó  el  siguiente 


Fallo  de  la  Suprema  C?orte. 


Buenos- Aires ,  Noviembre  30  de  1869. 

Vistos :  estando  conformes  ambas  partes  en  que  el  conoci- 
miento del  presente  asunto  no  corresponde  á  la  Justicia  Nacio- 
nal, se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  doce  vuelta,  y  los  inte- 
resados ocurran  donde  corresponda,  devolviéndose,  satisfechas 
que  sean  las  costas  y  repuestos  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Sal- 
vador M*  DEL  Carril. — Francisco 
Delgado.— José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 
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CAUSA    CJLII. 


D.  Manuel  Antonio  y  doña  Jacoba  Tejada  contra  D.  Ramón  /• 
Navea^  sobre  propiedad  de  una  finca.  —  Incidente  sobre 
evicdon. 


Sumario.  —  La  obligación  que  contrae  el  vendedor  de  salir 
á  la  eviccióo  y  saneamiento,  se  entiende  para  el  caso  de  que 
un  tercero  demande  la  cosa  vendida^  no  para  cuando  él  mismo 
ó  sus  herederos  son  los  demandantes. 


Caso.  —  D.  Manuel  Antonio  Tejada,  por  sí  y  en  representa- 
ción de  su  hermana  doña  Jacoba  Tejada  de  Mantegaso,  argen- 
tinos, la  última  residente  en  Italia,  entabló  ante  el  Juez  Nacio- 
nal de  Salta  una  demanda  de  reivindicación  de  una  finca  que 
se  decía  detentada  pq;r  D.  Ramón  J.  Navea,  estranjero. 

El  poder  de  Tejada^  otorgado  por  su  hermana  en  Italia,  es 
especial  para  este  asunto,  pero  con  la  facultad  de  representarla 
en  todos  los  incidentes  activos  y  pasivos  que  surgieran  con 
motivo  de  él. 

Al  contestar  la  demanda  Navea^  entre  otras  cosas,  dijo,  que 
esa  finca  la  hubo  por  compra  que  habia  hecho  en  años  ante- 
riores á  D.  SatuTAuío  Tejada,  padre  de  los  demandantes  y  de 
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quien  eran  herederos,  y  que  en  la  escritura  que  le  otorgó  el 
vendedor  se  comprometió  espresameote  á  salir  á  la  eviccion  y 
saneamiento,  en  caso  necesario. 

En  virtud  de  esa  cláusula,  citó  de  eviccion  al  mismo  deman- 
dante, heredero  del  vendedor. 

Corrido  traslado  de  esta  nueva  demanda,  Tejada  sin  contes- 
tarla, dijo,  que  la  obligación  de  sanear  la  finca,  si  pesase  sobre 
él,  pesaría  también  sobre  su  hermana,  su  co-heredera,  por  lo 
que  pidió  se  librase  exhorto  á  Pávia,  donde  ella  residia^  para 
que  se  la  citase  á  estar  á  derecho  en  este  asunto. 

Corrido  traslado  de  este  escrito^  D.  Emilio  Echazú,  por  Na- 
vea,  dijo,  que  al  citar  de  eviccion  y  saneamiento  á  Tejada,  lo 
había  hecho  también  como  representante  de  su  hermana,  y  que 
en  cuanto  al  exhorto  solicitado,  pedia  no  se  accediese  con  cos- 
tas, y  se  le  ordenase  contestar  la  demanda  de  eviccion,  porque 
ó  la  obligación  que  reconoce  Tejada  pesar  sobre  ambos,  es  so- 
lidaria ó  no.  Si  lo  primero,  él  está  obligado  á  contestar  por  el 
todo  de  la  obligación,  y  si  lo  segundo,  estarla  obligado  á  res- 
ponder por  sí,  cuando  menos  de  la  mitad  que  le  concierne. 

Que  por  otra  parte.  Tejada  tenia  poder  de  su  hermana  para 
la  reivindicación  de  la  finca  y  sus  incidentes,  y  este  es  un  inci* 
dente  de  aquel  pleito  entre  las  mismas  partes. 


Fallo  del  Jues  Seceáoniil. 


Salta,  Agosto  6  de  1869. 

Vistos,  resulta:  Que  demandado  D.  Ramón  José  Navea, 
sobre  vindicación  de  una  finca  ubicada  en  Cerrillos  y  adquirida 
por  compra  á  D.  Saturnino  Tejada,  por  los  dos  hijos  de  este, 
D.  Manuel  Antonio  Tejada,  presentado  directamente  por  s( 
mismo,  y  doña  Jacoba  Tejada,  representada  por  dicho  su  lier- 
mano,  con  poder  para  salir  á  nombre  de  la  misma  á  todos  los 
juicios  aclivos  y  pasivos  á  que  diera  lugar  dicha  vindicación; 
contestó  á  la  demanda,  entablando  á  su  vez,  por  un  otro  si, 
7.  vin.  18 
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la  de  eviccion  contra  el  primero  de  los  espresacfos  ^berttiñtkw, 
como  hijo  y  heredero  del  vendedor :  Que  tramiiada  por  ctierdd 
separada  esta  nueva  demanda,  el  citado  opuso  la  'escepcion, 
que  el  Juzgado  reputa  de  defecto  legal  en  él  modo  de  proponer 
la  demanda  de  eviccion,  de  que  no  debía  citarse  á  ¿1  soIo,síb4 
á  los  dos  hermanos,  escusándose  de  la  obligación  de  contestar 
mientras  aquello  no  se  verifleara  y  formando  sobre  ello  artículo 
de  previo  y  especial  pronunctamienio :  y  que,  contestando  el 
citante  en  este  articulo  previo,  dijo,  entre  otras  cosas,  que  lo 
que  habia  solicitado  respecto  de  D.  Manuel  Antonio  Tejada,  se 
entendiese  también  respecto  de  su  hermana,  y  qne^   para  res- 
ponder aquel   por  esta,  sobre  esa   citación,  tenia  facnhades 
acordadas  en  el  poder  con  que  ha  entablando  el  juicio  de 
vindicación  ,  y  considerando  :  Que,  estando  facultado  D.  Manuel 
Antonio  Tejada,  por  el  poder  que  ya  ha  asumido  en  juicio, 
para  representar  á  su  hermana  en  todos '  los  j^icios  aoíivas  y 
pasivos  á  que  dé  lugar  el  de  vindicación   que  ha  iniciado^  lo 
está,  por  consiguiente,  para  representarla  en  el  presente  de 
eviccion,  juicio  pasivo  para  él  y  su  hermana,  á  que  ha  dadú 
lugar  el  otro :  Que,  aunque  en  un  principio  no  se  pidió  sfnó 
la  citación  de  él,  y  aunque  entonces  se  o]»uso  con  derecho  á 
la  misma,  por  ser  dirijida  contra  él  solo,  siendo  así  que  la  ley 
divide  ipso  jure  entre  los  herederos  las  acciones  como  las  obli-- 
gaciones  del  difunto  ( Alvarez,  pág.  S80,  núm.  864,  citando  la 
ley  5,  tit.  6,  P.  6  y  la  Curia);  esa  oposición  ha  dejado  de 
tener  legal  razón  de  ser,  desde  que  el  citante,  en  su  último 
alegato,  que  es  también  el  último  recaído  en  el  presente  inci- 
dente, ha  estendido  en  los  dos  hermanos  la  demanda  iniciada 
solo  contra  uno  de  ellos;  haciéndose  innecesario  el  exhorto  in- 
dicado, desde  que  D.  Manuel   Antonio  Tejada,  apoderado  es 
los  términos  del  poder  que  ha  aceptado,  es,  como  se  ha  visio^ 
quien  debe  recibir  y  contestar,  si  quiere,  á  esa  citación:  Que^ 
sin  embargo,  no  ha  incurrido  en  la  obligación  de  costas,  por- 
que hasta  el  último  escrito  de  Navea  ha  tenido  raeoo  de  opo- 
nerse, ó   por  lo  menos  de  observar  la  citación  <te  este,  tal 
COBO  entonces  estaba  deducida^  no  habiendo  hecho  ^tiim 
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posterior :  Por  estas  y  otras  consideraciones :  se  declara  que 
D.  Manuel  Antonio  Tejada  está  obligado  á  aceptar  por  sí  y  por 
la  espresada  su  hermana,  la  citación  al  presente  juicio  de 
eviccion,  en  el  que  se  decidirá  si  ello  ha  sido  6  nó  legal. 

Ormaechea. 
Habiendo  apelado  Tejada,  se  dictó  este 


Fallo  de  la  Suprenia  Corte. 


ButsiroÉ  Ail*é^,  Noviembre  23  de  1869. 

Vistos :  y  considerando  que  la  obligación  que  contrae  el  ven- 
dedor de  salir  á  la  eviccion,  se  entiende  para  el  caso  de  que 
un  tercero  demande  la  cosa  vendida,  no  para  cuando  el  mismo 
ó  sus  herederos  son  los  demandantes ;  pues  sería  absurdo  que 
ellos  se  encargasen  de  contradecir  su  propia  acción :  por  este 
fundamento,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  treinla  y  dos, 
y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  le  sellos,  devuélvanse  para 
que  se  proceda  can  arreglo  á  derecho. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor M.  DEL  Carril.  —  Francisco 
DÍLG4D0.  —  José  Barros  Pazo».  — 
Benito  Carrasco. 


*—%* 
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CA170A  ClilII. 


D.  Diego  Thompson  y  C*,  contra  D.  Ernesto  Inguerson^ 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario  —  !<'  No  ptiede  responsabilizarse  al  comprador  de 
una  parte  del  cargamento  á  bordo,  por  estadías  causadas  por 
demora  en  recibir  la  carga,  si  no  se  prueba  que  é\  es  el  único 
causante  de  la  demora. 

2^  El  hecho  de  haber  contribuido  á  causar  la  mora  hace  que 
no  se  juzgue  temeraria  una  demanda  al  respecto. 


Caso.  —  D.  Diego  Thom{>son  y  C^,  se  presentó  al  Juez  Na-* 
cional  de  Buenos-Aires,  diciendo,  que  con  fecha  6  de  Abril  de 
1869  vendieron  á  D.  Ernesto  Inguerson  un  cargamento  de  car- 
bón venido  en  el  buque  <  Leander,  >  compuesto  de  trescientas 
toneladas,  conviniendo  en  que  la  entrega  se  hiciese  á  bordo. 

Que  el  comprador  había  retardado  la  descarga  mas  tiempo 
que  el  necesario  y  que  el  acostumbrado  en  esta  plaza,  por  lo 
que  le  habia  ocasionado  el  perjuicio  de  haber  tenido  que  pagar 
al  capitán  veinte  dias  de  estadías  á  razón  de  oinco  libras  dia* 
rias. 

Que  el  6  de  Abril  se  hizo  la  venta  y  recien  el  22  de  Mayo 
acabó  la  descarga ;  de  modo  que  siendo  de  práctica  descargar 


DE  JUSTICIA   NACIONAL  369 

de  22  á  25  toneladas  por  día,  cuando  menos  debe  la  demora 
de  veinte  dias,  que  es  lo  que  ha  cobrado  el  capitán,  según  re- 
cibo que  existe  en  su  poder. 

.  Que  no  habiéndose  establecido  término  para  el  recibo  de  la 
carga,  es  aplicable  el  art.  1,214  del  Código,  que  manda  se  esté 
á  la  costumbre,  cuando  no  consta  en  la  póliza  de  fletamenlo  el 
plazo  en  que  ha  de  hacerse  la  descarga,  y  además  el  530  que 
dice  que  no  estipulándose  plazo  para  la  entrega,  el  vendedor 
debe  tener  lista  la  cosa  vendida  en  «1  término  de  veinticuatro 
horas. 

Que  negándose  Inguerson  á  pagar  la  cantidad  mencionada, 
pedia  se  le  condenase  á  hacerlo  en  el  plazo  de  diez  dias. 

Corrido  traslado,  D.  Ernesto  Inguerson  lo  evocuó  pidiendo 
no  se  hiciera  lugar  á  la  demanda,  con  espresa  condenación  en 
costas. 

Que  solo  puede  ser  demandado  al  cumplimiento  de  los  con- 
tratos celebrados  por  él,  mas  no  de  los  particulares  de  Thomp- 
son «con  el  capitán.  —  Que  en  el  contrato  de  compra-venta  no 
existe  estipulación  alguna  respecto  á  estadías  y  sobre-estadías, 
y  es  temerario  venir  á  pedir  de  la  justicia  la  violación  de  un 
contrato,  imponiéndole  una  estipulación  que  no  exista,  y  ha- 
ciendo ley  de  ambos  la  voluntad  de  una  sola  de  las  partes. 

Que  si  Thompson  y  C^  quisieron  imponer  tal  condición,  de- 
bieron registrarla  en  el  contrato ;  pero  que  esto  no  se  hizo 
porque  él  no  quiso  ligarse  á  estadías,  quedando  en  libertad  de 
descargar  el  carbón  conforme  lo  permitiera  el  tiempo. 

Que  las  disposiciones  del  Código  citadas  por  su  contrarío 
hablan  de  contratos  de  fletamento,  y  este  es  de  compraventa, 
por  lo  q^ie  no  puede  aplicársele  la  legislación  de  aquel,  y  final- 
mente, que  aun  en  el  supuesto  de  que  se  hubiesen  estipulado 
estadías  en  el  contrato  de  venta,  habría  que  deducir  los  dias 
inhábiles  desde  el  11  de  Abril. 

El  auto  de  prueba  señaló  para  la  de  testigos  los  puntos  si- 
guientes : 

l^'  Cuál  sea  la  práctica  en  nuestro  puerto  acerca  del  plazo 
en  que  los  compradores  de  efectos  existeates  á  bordo  deben 
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dtesembiárédrlioSv  cuando  tííA^  8ér  ba  estipulado  al  respecto  enf 
el  contrato  de  venta; 

2^  Si  en  el  presente  caso  existia  á  bordo  del  btiqae  c  Leaii- 
áeri  óih  cai^ga  á  mas  del  cargamento  vendido  por  Iiq^nerson, 
dui^átíté  l^os  veint)^  dias  coyals  eáládía  se  cdbran. 

2^  Ctkát  es  él'  número  de  dra^  hábiles  para  la  descarga  que 
Ha(n  tfastiurrido  desde  la  fecha  de  la  compra  hasta  la  completa 
descarga  del  ccírtóü. 

49  En  caso'  de  eiisiír  ailgüna  [Iráctica  determinando  nn  plazo 
fijo  para  la  descarga  en  los  términos  espresados  en  el  primer 
pnnto  de  prueba^  si  venbido  el  plazo  debe  él  comprador  abo- 
nar d  áo  el  precio  de  estadias  fijado  entre  el  vendedor  y  el 
capitán  del  buqoe  á  cnyo  bordó  se  encuentran  los  efectos  ven- 
didos. 

Con  la  praeba  producida  por  una  y  otra  parte  se  dictó  el 


FaHo  del  Juez  dé  Secciéii. 


Buenos  Aires,  Setiembre  í  de  1869. 

En  la  demanda  entablada 'por  D.  Diego  C.  Thompson  y  C^, 
contra  D.  Ernesto  Inguerson,  por  cobro  de  estadías,  resulta : 

l^*  Que  el  primero  vendió  á  Inguerson  300  toneladas  carbón « 
llegadas  por  el  buque  c  Leander^ »  á  entregar  á  bordo  del  mis- 
mo, ( copia  del  contrato  de  f.  7. ) 

^  Que  la  venta  tuvo  lugar  el  6  de  Abril  último,  y  el  com- 
prador solo  terminó  el  recibo  del  carbón  el  22  de  Mayo. 

3®  Que  partiendo  de  estos  antecedentes,  establece  el  deman- 
dante que  el  comprador  ha  invertido  en  el  recibo  del  carbón 
mucho  mas  tiempo  que  el  que  debia  invertir,  pues  la  prác- 
tica, dice,  es  descargar  de  20  á  25  toneladas  diarias  por  cada 
dia  hábil,  de  modo  que  en  quince  días  debió  recibirse  todo  el 
carbón,  y  que  habiendo  el  capitán  cobrado  veinte  dias  de  esta- 
días á  razón  de  cinco  libras  esterlinas  por  dia^  las  qué  'f fíomp- 
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80d  tuvo  qfie  abonar,  siendo  el  comprador  Ingnerson  el  cau- 
sante de  las  estadías,  estaba  en  el  deber  de  indemnizarlas  6 
reembolsarlas  al  vendedor  (|iie  las  pagó. 

El  demandado  se  opone  á  las  pretenáones  deducidas  apo- 
yándose sobre  las  siguientes  razones : 

1^  Que  no  puede  abonar  estadías  que  se  deben  en  virtud  de 
una  póliza  que  no  firmó,  pues  solo  puede  ser  compelido  a 
cumplimiento  de  ios  contratos  celebrados  por  él,  y  no  hay  en 
su  contrato  con  Thompson  ninguna  cláusula  al  respecto^  sea 
determinando  el  plazo  de  la  descarga,  ó  sea  fijando  el  precio  de 
las  sobreestadías. 

2^*  Que  la  disposicione  del  art.  1,214  del  Código  de  Co- 
mercio no  es  aplicable  al  caso,  pues  se  refiere  á  los  contratos 
de  fletamiento  entre  el  capitán  y  los  cargadores,  y  su  contrato 
es  de  compra- venta  con  los  Sres.  Thompson,  y  no  de  fletamento 
con  el  capitán. 

3^  Qne  aun  estipuladas  las  estadías,  habría  que  hacer  el  cóm- 
puto de  los  dias  hábiles  desde  el  11  de  Abril. 

4^  Que  no  ha  habido  demora  en  la  descarga  del  carbón.  Ja 
que  be  ha  efectuado  conforme  lo  permitió  el  tiempo. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  de  la  rendida  por  las  partes^  re- 
sultan los  siguientes  hechos : 

lo  Que  el  buque  c  Léander  »  condujo  mas  carbón  del  ven- 
dido á  Ingnerson,  hecho  justificado  plenamente  por  el  informe 
dd  resguardo,  del  cual  consta  haber  manifestado  401  tonela- 
das  y  14  quintales  carbón,  y  por  la  confesión  de  los  deman- 
dantes de  haber  vendido  100  toneladas  mas  á  los  Sres.  Areco 
y  O. 

^  Qiie  los  demandantes  no  han  justificado  que  el  todo  del 
cai^bon  existente  á  bordo,  durante  los  veinte  dias  que  cobran, 
pefteneciera  esclusivamente  á  Ingoerson,  pues  no  solo  no  han 
probado  cuando  terminaron  la  descarga  los  Sres.  Areco  y  C^, 
pdes  no  es  una  prueba  de  este  hecho  el  certificado  privado  y 
úo  reconocido  de  t.  &%  sino  que  D.  José  María  Rubio  y  don 
Juan  Rubio,  encargados  d ;  descargar  el  carbón  por  cuenta  de 
Inguer»on,  declatran  á  f.  43  vta.  y  52  vta.,  que  después  de  ter- 
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aotoí  aqpeMo  de  foja  ochenta  y  entila,  cota  solo  las  costas 
de  la  presenfte  kislancia ;  las  cuales  satisfechas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Sal- 
vador M.  del  Carril.  —  Francisco 
Bbloaoo:  — '  Jmé  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 


€AV«A  CÉaWW. 


Bl  capitán  dé  la  goleta  c  Emilia »  contra  los  propietarios  del 
vapor  €  Eámrd  Evtret  >  sobre  arbitratniénto. 


Sumario^,  —  En  ha  obligación  que  ae  iro|M>úeR  las  panes 
^e  firman  wr  compromiso  de  cumplir  lo  que  lauden  los 
irbiÉrotf,  sin  interponer  mogunn  recurso  de  sn  deciden ,  no 
se  entiende  reAunciado  el  recurso  de  nulidad. 


DB  JUSTICIA  NACIONAL.  .      275 

Caso.  —  Habiendo  acaecido  un  choque  entre  la  goleta 
italiana  c Emilia»  y  el  vapor  c  Eduard  Everet  > ,  el  capitán 
de  la  primera  demandó  á  Folmar  y  C^  propietarios  del  ae*- 
gundo  por  los  daños  y  perjuicios  ocasionados. 

Instaurado  el  juicio  se  libró  la  resolución  del  asunto  á 
decisión  arbitral,  entendiéndose  una  escritura  de  compromiso 
cuyo  artículo  1^  contiene  estas  palabras: — Sometemos  la 
resolución  de  todas  las  cuestiones  existentes  ó  que  se  sus- 
citaren á  la  decisión  de  los  arbitros  arbitradores,  amigables 
componedores  que  mas  adelante  se  espresará,  comprometién- 
dose i  estar  y  pasar  por  el  laudo  que  dichos  arbitros  pro- 
nuncien, y  i  cumplirlo,  renunciando  espresamente  i  toda 
apelación,  recurso,  ni   remedio    legal. 

El  juicio  arbitral  siguió  su  tramitación,  componiendo  el  tri- 
bunal D.  Antonio  Dodero,  el  D/.  D.  Miguel  Nuñez,  y  Dun 
Juan  José  ttendez,  como  tercero  en  caso  de  discordia. 

Los  arbitros  Méndez  y  Dodero  laudaron  definitivamente, 
y  el  juzgado   mandó  cumplir  el  laudo. 

B.  Domingo  Ghiraldo  por  Fohnar  y  C^  pidió  de  nulidad 
del  laudo,  y  el  juzgado  no  hizo  lugar  con  el  siguiente 


Fallo  del  Suem   de  fleeeion. 


Buenos  Aires,  Octubre  26  de  1869. 


Siendo  el  recurso  deducido  contrario  i  la  cláusula  primera 
de  la  escritura  de  compromiso,  no  ha  lugar. 


Zavaleta. 


Ghiraldo  apeló  entonces  de  este  auto,  y  el   recurso  le  fué 
concedido  en  relación. 
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Fallo  de  1»  Suprenuí  Corte, 


Bueuos  AireSy  Noviembre  25  de  i  869. 

Vistos,  y  considerando  :  que  es  doctrina  fundada  eñ  la  ley 
treinta  y  cuatro,  título  cuarto,  partida  tercera,  que  en  la 
obligación  que  se  imponen  las  partes  que  firman  un  compro- 
miso de  cumpKr  lo  que  lauden  los  arbitros,  sin  interponer 
ningún  recurso  de  su  decisión^  no  se  entiende  renunciado 
el  recurso  de  nulidad,  que  es  el  que  en  el  presente  caso  se 
ha  interpuesto  por  E.  Folmar  y  Compañía  del  laudo  de  foja 
ciento  cuarenta  y  siete ;  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja 
ciento  sesenta  y  seis;  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos 
los  sellos  devuélvanse  al  juez  de  sección  para  que  conozca 
del  recurso  y  resuelva  lo  que  corresponda  por   derecho. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor M.  DEL  Carril.  —  Francisco 
Delgado. — José  B.  Pazos. — Benito 
Carrasco. 


I 


DB  JD8TICU  NACIONAL.  877 


CAVSA  CEtW. 


Crimimly  contra  José  Antonio  Dominguez,  por  rebelión  y  crímenes 

comunes  durante  ella. 


Sumario.  —  l^'  El  hecho  de  servir  de  ayudante  á  un  gefe 
de  la  rebelión,  constituye  á  su  antor  en  la  clasíflcacíon  en 
primera  línea  de  los  meros  ejecutores. 

2o  La  pena  en  este  caso  es  de  cuatro  anos  de  servicio 
militar,  ó  una  multa  de  .600  pesos  fuertes. 


Caso.  —  José  Antonio  Dominguez  fué  acusado  ante  el  Juez 
Federal  en  Salta  de  los  delitos  de  rebelión  y  de  saqueo  en 
la  casa  de  negocio  de  D.  Norberto  Ramirez. 

Los  antecedentes  del  sumario,  de  la  acusación,  de  la 
defensa  y  de  la  prueba  se  encuentran  detallados  en  el  siguiente: 


Falto  del  Jiaes  de  Seeeton. 


Salta»  Junio  9  de  1809. 

listos,  de  los  que  resulla :  Que  D.  José  Antonio  Domin- 
guez fué  denunciado  en  forma  á  este  juzgado,  como  cdmplice 
de  una  rebelión  armada  contra  la  autoridad  NacionaL  Que 
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segaido  el  proceso  correspondiente,  se  averiguó  que  esa 
rebelión  armada  habia  existido,  teniendo  por  objeto  deponer 
al  Presidente  de  la  República  y  sosteniéndose  con  atropellos 
á  la  propiedad  particular  y  á  las  personas,  y  que  en  ella 
figuró  el  denunciado,  apareciendo  además,  con  las  imputacio- 
nes de  haber  capitaneado  >él  laqueé  ^  cuadrillas,  con  fractura 
de  puertas  y  con  el  espanto  correspondiente  del  pueblo, 
de  la  casa  de  negocio  de  D.  Norberto  Ramírez,  y  de  haber 
intentado  asesinar  este  individuo.  Que  e!  primer  cargo,  el 
de  haber  figurado  en  esa  rebelión^  está  demostrado  por  la 
confeiióü  y  el  dicho  de  loa  testigo^ ;  aduciéndoifté  contra  ¿I 
no  la  negación  del  hecho,  ¿ittó  escusas.  Que  el  segundo 
cargo,  él  de  haber  capitaneado  el  saqueo^  está  sostenido  por 
el  dicho  de  Varron,  que  espresa  ser  testigo  presencial ;  por 
el  de  Viznara,  que  por  las  circunstancias  en  que  lo  funda,  viene 
á  aparecer  como  testigo  de  algo  mas  que  credulidad,  casi 
como  testigo  presencial,  por  el  de  Aponte,  que  espresa  haber 
oido  en  Tupisa  al  procesado  jactarse  de  este  hecho  y  de  el  de  la 
tentativa ;  por  las  de  varios  testigos  de  oidas.  Que  contra  el  valor 
de  esas  declaraciones  está  el  de  los  tres  testigos,  Lindor  Carras- 
co, María  Arellana  é  Isabel  Sosa,  que,  sin  embargo  de  asegurar 
haber  presenciado  el  saqueo,  cuando  en  rueda  de  presos  se  les 
ha  presentado  Domínguez  para  que  vieran  si  eútre  ellos  encon- 
traran alguno  ó  algunos  de  los  saqueadores,  han  contestado 
negativamente;  si  bien  es  preciso  notar  que  el  valor  de 
ésta  negativa  pierde  casi  toda  su  fueraa  al  considerar  que 
Ciairrasco  espresó,  como  está  constanciado,  no  querer  compro- 
meterse contra  Domínguez,  y  que  la  Arellana  y  la  Sosa  re* 
sistieron  su  concurrencia  á  la  rueda  con  tanto  tesón,  que 
fué  preciso  hacerlas  asistir  con  fuerza  armada^  como  tam- 
bién está  constanciado:  apareciendo,  además,  especialmente 
contra  esa  declaración  4e  Carrasco  lo  que  el  mismo  decla- 
ra en  otra  ocasión,  que,  aunque  vio  á  los  saqueadores,  por 
el  susto  no  fudo  conocerlos,  y  contra  la  de  Isabel  Sosa^  lo 
que  eilá  nisitaa  aftaée  én  el  acto  de  la  rueda,  que^  txmo 
^no  se  fijó  tnla  fisonomía  de   los  saqueadores,  en  iotto  (xéso  les 
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seria  HhpóiaU  <k)noiJérfos;  y  aipdfrédépAb  eóttttala  Üfllritiacibii 
dé  Ta  mistDa,  é&  "eba^idií  anfério^,  Ae  (¡uta  c^ó  'á  iñi  jH^/Íb 
9ue  llatMÍbah  Guayccma  que  ofdehó  d  '^tieb,  U  'de  ia  Uiátti^ 
María  ÁréfAdúii,  (jüB  dice  i|üe,  jkiÉdndó  pr  "d  'lújfar  Oe  eüte 
saqueo  'esle  gefe  eh  d  incmehtb  de  su  pérpetr^acéon,  átietii 
suspended  el  woío,  jxfr  súpitcas  de  ella:  qbé  üOíitTi  lá  de* 
eláracioífa  de  Aponte,  tfie  ska  toúkb  tiEtátigto  pi^hüíatéís 
de  la  jafetanciii  relatatta  á  Aláfieta  jr 'sos  tté^eMKiitiles,  éittáa 
la  dedtatabian  de  aqiiei  y  dé  tiDo  de  esioi  itadtvldaé^,  ^ite 
dicen  hó  recbtéati  tal  bec)io ;  lasejfiirando  itá^  liieii  d  prfaneirb 
que  'Dofnihgaez,  durante  su  coi^ta  peraíanenera  éfh  Tnpizá  ae 
pditó  eotao  un  ^balléro;  lo  que  diíavtrtúk  «del  tóáó  la 
ásé^eracioá  dé  kpxüÉíe,  sintS  ñii^ra  ^de,  "pdir  h  tíMiüüátiMda 
dé  ie^tar  ella  ^fpoyada  én  \i%  decMrációMés  de  Vüfroik  y  tfe 
Vícnaira,  y  en  tas  dé  los  demás  tedtigds  'de  oídU»,  sé  "preste 
también  i  h  ésplidicion  de  que  ^ba  podMd  ttéfr  'd«rla  én 
lo  principafl^y  equivocadas  en'His  eit^cnstaneias  de  etas  citáis, 
tatito  mas,  cüíanto  que,  no  habiéndose  (ifrob^do  tadha  eentra 
este  itifividnó,  no  se  descubre  motivó  qUé  le  iddujeiss  á 
eómefér  múi  falsedad,  ttetído  4e  notafr,  kdMiás,  en  fator 
de  hs  aseveraciones  de  este  y  dé  los  demás  '^MigM  de  ^gte», 
qée  nada  ébtirafió  es  él  qne  t\\ós  ño  ^páMkcan  aiüpKMietite 
apóyhdas,  pott^óé  se  federen  á  ün  hétíhé  sféaeérdo  éü  md^ 
memos  dé  ima  desdlaíüon  tal,  qué  dada  indiVMno  ^e  la 
presencia  srifre  má^  tS  ibenoé  nte  iturbaéiotí  ieúié¡(ln«e  á  la 
que  espresaménte  conéigna  Carrasco,  y  sé  déd%ice  ^é  lo  que 
espresa  Isabel  Sosa,  en  lo^  pasees  de  las  declaraciones  de 
éstos  testi^ds  menciobadoé  ya :  y  que  coáMi  4a  deélarácibn  de 
Barron  bsty  «speéialménte  ta  tacha  dé  hombre  de  mala  fé, 
fundada  en  Isfs  dedairaciones  de  Padilla  ^  DubMs  y  en  los 
testimonios  de  ota  ojee ncion  contra  él  seguida ;  jiero  la  pri- 
mera declaración  ^  Ids  testimonios  han  sido  desvanecidos 
odn  las  pruefbas  én  conrrario  producidas  pdr  el  fiscal ;  f 
domra  la  segunda,  hay  las  dos  de  aíbodo  vef4fic2(da8  por  el 
miamo  funcionrló  qm'la  des^vittiiasé  cdmpleíameiiio,  agregan- 
ddse  s3  Vdor  dé  los  ^onos  ^  de  és«a  otra  éirfcufistMIieifr, 
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que,  como  lo  consigna  ahora  el  suscrito^  impresionó  pro- 
fundamente la  conciencia  del  juez^  cual  es  la  de  que  Barron 
declaraba  ante  él,  raiiQcando  y  esplicando  su  declaración 
ante  la  policía,  desde  el  lecho  de  muerte,  como  lo  notó 
el  suscrito,  y  como  el,  mas  que  notarlo,  debió  vertirlo, 
predisponiéndose  á  hablar  el  lenguaje  de  los  últimos  momen- 
tos de  la  vida,  que  es  el  que  mas  respeta  el  hombre, 
constanciándose  esta  circunstancia,  sin  mas  que  comparar 
la  fecha  de  su  ratificación,  en  la  que  se  espresa  haber  sido 
prestada  desde  la  cama  y  que  el  testigo  no  podia  firmar,  y 
la  de  la  partida  de  su  defunción,  no  mediando  entre  una  y 
otra  mas  que  9  dias.  Que,  sin  embargo,  á  pesar  de 
cuanto  queda  dicho,  en  favor  de  la  justificación  de  este 
segundo  cargo,  y  añadiéndose  que  el  procesado  ha  aumen- 
tado los  indicios,  consignando  en  su  confesión  la  creencia 
que  tiene  de  cuanto  habia  en  la  tienda  saqueada. era  pro- 
ducto de  las  vacas  robadas  al  confesante,  forzoso  es  reco- 
nocer, atentas  las  leyes  de  partida  transcritas  al  respecto 
por  el  defensor,  que,  no  habiendo  mas  que  un  testigo  pre- 
sencial, los  4emás,  y  esa  circunstancia  mencionada  .recien, 
no  hacen  mas  que  presunciones,  que,  pudiendo  lo  mismo, 
conducir  á  descubrir  la  verdad,  que  á  establecer  lo  contra- 
río, tanto  mas  si  se  tiene  en  cuéntalos  descargos  honora- 
bles que  obran  en  su  favor  al  respecto,  en  favor  d^l  pro-^ 
cesado,  no  completan  la  prueba  plena  del  hecho,  indispensable 
para  aplicar  la  pena  de  él:  Que  el  tercer  cargo,  el  de  la, 
teniativa  de  asesinato ,  apoyado  en  las  declaraciones  de  Yis-t 
nara  y  Gómez,  vagas  al  respecto,  en  la  de  Aponte,  contra 
la  que  obra  lo  mismo  observado  ya^  sobre  ella  y  en  otras 
de  pidas,  dista  de  la  plena  justificación  mucho  mas  que  el 
segundo  :  y  considerando*  —  Que,  respecto  del  primer  cargo 
constatado  por  .convicción  y  confesión  que  el  procesado  figuró 
en  la  rebelión  mencionada,  y  del  segundo  modo,  que  servia 
de  ayudante  del  ,gefe  de  ella,  y  que  cumplió  orden  del 
mismo  de  acompañar  á  una  partida  saqueadora;  tiene  que 
reputarse  reo  de  esa  rebelión  si  no    aparece  probado  la 
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Gcmtrario:  Que  los  descargos  aducidos  al  respecto^  y  fun- 
dados en  los  dichos  de  algunos  cómplices  y  presos  por  la 
misma  rebelión,  según  los  que  el  procesado  no  parlicipó  de 
ésta  sino  por  exacción,  carecen  de  todo  valor  jurídico,  porque 
la  razón  enseña,  como  dice  el  fiscal,  lo  peligroso  que  seria 
admitir  esta  clase  de  descargos,  sin  mas  que  completarse 
estos,  no  solo  para  cometer  el  delito,  sino  también  para 
descargar  los  unos  á  los  otros;  bastando  esta  observación 
para  que  tales  declaraciones  de  descargo  sean  inadmisibles  ante 
la  safui  crítica^  que  es  la  que  rige  la  materia  de  tachas 
ante  la  Justicia  Nacional,  según  el  art.  24  de  la  ley  de 
procedimientos.  Que  al  mismo  resultado  conduce  la  aseve- 
ración de  D.  Wences  Saravia,  testigo  presentado  por  él^ 
según  el  que,  disculpándose  el  procesado  de  verse  entre 
los  rebeldes,  no  significa  hallarse  preso  entre  ellos^  sino 
que  fio  sabia  como  se  veia  metido  en  ese  verengenal :  Que, 
además  de-  esa  presunción  legal  no  desvanecida,  y  que  por 
esto  se  eleva  á  prueba  plena,  obra  en  contra  del  procesado 
la  aseveración  de  él  mismo  en  su  confesión,  de  que,  al 
emprender  su  marcha  desde  Tacuman  á  los  Valles,  ya 
sabia  que  se  esponiá  á  caer  en  poder  de  los  rebeldes,  ha- 
biéndose comprometido,  bajo  ese  supuesto  á  recomendar  ante 
estos,  y  en  ese  caso  algunas  familias ;  deduciéndose  de  ahí 
que^  si  su  propósito  no  fué  directamente  engrosar  las  filas 
de  los  rebeldes,  como  se  desprende  también  del  informe 
del  Gobernador  de  Tucuman  y  de  la  declaración  de  Pérez, 
se  resolvió  libremente  á  correr  ese  riesgo ;  lo  que  importa 
lo  mismo,  pues  tanto  en  el  uno  como  en  el  otro  caso  había 
la  voluntad  de  prescindir  del  respeto  á  las  leyes  contra  la 
rebelión.  Que,  no  habiéndose  probado  las  circunstancias 
adacidas  como  escasantes  de  haber  corrido  ese  riesgo,  cuáles 
son  los  temores  de  ser  perseguido  en  Tucuman,  Santiago, 
Catamarca  y  otros  puntos;  y,  por  otra  parte,  no  siendo 
satisfactorias,  que  subsistente  el  cargo  resultante  de  la  ob- 
servación acabada  de  esponer.  Que  fuera  de  todo  esto, 
habiéndose  probado  que  el  procesado  pudo  sin  riesgo,  se- 
T.  vm.  19 


28;^  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

pararse  de  ios  rebeldes  y  quedarse  en  esta  ciudad^  el  dia 
en  que  fué  dominada  y  desocupada  por  ellos,  resulta  de 
aquí  que,  si  no  hubiera  sido  reo  de  rebelión  desde  un  prin- 
cipio, se  habria  constituido  tal  desde  ese  momento^  en  que 
continuaba  en  ella  por  su  voluntad.  Que  U  circunstancia 
aducida  contra  este  cargo,  de  no  haberse  quedado  por  temor 
de  las  fuerzas  e^iemigas  y  tritinfantes  del  General  Navarro^ 
de  quienes  se  decía  en  esos  momentos  que  no  daban  cuartel 
á  sus  contrarios  ó  habidos  por  tales^  como  el  confesante^  no 
es  satisfactoria,  porque  el  procesado  pudo  quedarse,  no  para 
presentarse  á  ellos  desde  luego,  6  después,  si  aun  entonces 
era  peligroso,  sino  para  tomar  otro  camino  cómodamente, 
cuando  le  conviniese,  permaneciendo  oculto  mientras  tanto 
del  mismo  modo,  en  cuyo  caso  no  tenia  porque  temer  cosa 
alguna  al  respecto ;  y  porque  no  está  probado^  ni  puede 
presumirse  de  tropas  regulares,  como  son  las  del  Gobierno 
Nacional,  entre  los  que  se  contaban  esas  del  General  Na- 
varro, que  estas  no  dieran  cuartel.  Que,  como  los  otros 
cargos  principales,  de  encabezar  un  saqueo  y  de  tentativa  de 
asesinato^  no  están  probado  plenamente,  y  como  no  hay 
medio  entre  la  plena  comprobación  y  la  no-comprobacion, 
uo  hay  para  que  tomarlos  en  cuenta  separadamente  en  este 
logar.  Que,  sin  embargo,  ellos  constituyen  al  rebelde  sim* 
plemente  tal,  rebelde  inviciado  de  esos  otros  dos  cargos, 
con  gran  vehemencia  respecto  del  primero :  y  que  un  re- 
belde de  esa  clase,  que  además,  ha  servido  de  ayudante 
del  gefe  de  la  rebelión,  aunque  no  puede  ser  calificado  de 
cabecilla,  ni  de  haber  ejercido  mando  subalterno  en  la  re- 
belión; pues  que  no  se  ha  probado  e^as  dos  cosas,  no 
puede  menos  que  ser  clasificado  en  1^  línea  de  los  meros 
ejecutores ;  por  estos  y  otros  fundamentos,  fallando  definiti- 
vamente, de  conformidad  al  art.  17*  de  la  ley  penal  de  14 
de  Setiembre  de  1863,  se  declara  á  D.  José  Antonio  Do- 
mínguez reo  de  rebelión  contra  la  autoridad  Nacional,  en  la 
primera  clase  de  los  meros  ejecutores,  condenándosele  como 
á  tal  á  la  pena  de  4  años  de  servicio  militar   en  las  tron- 
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leras  ,  dedocíéndose  de  este  tiempo  el  de  prisión  padecida 
y  el  de  la  que  padezca  auu  en  razón  de  este  juicio,  ó  á 
la  de  multa  de  600  pesos  fuertes  en  favor  del  Fisco  Nacio- 
nal, haciéndose  de  ella  una  deducción  proporcional  al  tiem- 
po de  la  prisión  indicada ;  con  costas^  oficiándose  al  Poder 
Ejecutivo  Nacional  para  el  cumplimiento  de  esta  sentencia, 
si  queda  ejecutoriada. 

Apolonio  Ormaechea, 

Habiendo    apelado  el   defensor  del  reo  y  sustanciádose  la 
segunda  instancia  se  dictó  este 


IWli»  de  la   Suprema  C^orte. 


Buenos  Aires,  Noviembre  27  de  1869. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  la  sentencia 
apelada  de  foja  trescientos  treinta  y  siete  vuelta,  y  previo 
el  oficio  correspondiente  al  Poder  Ejecutivo,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras — Salva- 
dor Maru  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos.—Benito  Carrasco. 
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CAMJn/k  CliVl. 


Criminal^  contra  Luis  Florentino  Brandan^  por  interceptación 

de  correspondencia  pública. 


Sumario.  —  El  hecho  de  detener  an  paquete  de  corres- 
pondencia pública,  conducido  por  un  correista,  y  entre«[arlo 
posteriormente  sin  violación,  es  un  delito  que  se  castiga  con 
una  multa  mínima  de  50  pesos  fuertes. 


Caso.  — Con  motivo  de  una  revolución  que  estalló  en  la 
ciudad  de  la  Rioja  el  10  de  Noviembre  de  1868,  Luis  Flo- 
rentino Brandan  emigró  á  Catamarca  en  donde  se  puso  al 
servicio  del  gobernador  interino  D.  Ramón  Recaído,  quien  le 
prometió  colocarlo  en  el  batallón  de  infantería  que  estaba 
movilizando  en  servicio  de  la  Nación. 

Brandan  fué  destacado  á  la  cabeza  de  una  partida  al  lugar 
de  D.  Diego,  llevando  entre  sus  instrucciones,  la  verbal  de 
tomar  toda  correspondencia  que  fuera  dirijida  á  la  Rioja. 

Habiendo  á  los  pocos  clias  llegado  un  correista  estraordi- 
nario  conduciendo  un  paquete  con  el  sello  de  la  adminis- 
tración de  Córdoba  para  la  de  la  Rioja^  y  además  una 
carta  suelta,  Brandan  le  exigió  le  entregase  dicho  paquete 
lo  que  se   vio  obligado  á  ejecutar  el  correista. 
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Denunciado  este  hecho  ante  el  juez  Nacional  de  la  Rioja 
por  el  General  D.  José  M.  Arredondo,  para  quien  iba  dirijida 
la  mencionada  correspondencia,  y  pasada  la  denuncia  al  Juz- 
gado Federal  de  Catamarca,  este  mandó  levantar  el  corres- 
pondiente sumario. 

El  Procurador  fiscal  acusó  á  Brandan  del  delito  previsto 
en  el  art.  49,  tít.  8<>  de  la  ley  penal  de  14  de  Setiembre 
de  1863,  y  pidió  contra  él  la  pena  de  mil  pesos  fuertes 
de  multa. 


Fallo   del  «Vuez  de  Seeeion. 


Catamarca,  Mayo  29  de  1869. 

• 

Vista  esta  causa  criminal  seguida  por  el  Procurador  fiscal 
contra  Luis  Florentino  Brandan,  natural  y  vecino  de  la 
ciudad  de  la  Rioja,  por  haber  interceptado  un  paquete  de 
correspondencia  pública  en  el  pasagede  <  San  Diego  >,  juris- 
dicción de  esta  Provincia ;  de  la  cual  resultan  los  siguientes 
hechos. 

Con  motivo  de  la  revolución^  que  estalló  en  aquella  ciudad 
el  10  de  Noviembre  del  año  pasado.  Brandan  se  marchó  para 
esta,  y  como  á  los  tres  dias  de  su  llegada  lo  hizo  llamar 
á  su  casa  habitación  el  entonces  Gobernador  interino  Don 
Ramón  Recaído  con  el  propósito  de  darle  colocación  en  el 
batallón  de  infantería,  que  estaba  movilizado  en  servicio 
de  la  Nación  y  el  de  enviarlo  de  destacamento,  á  la  cabeza 
de  una  partida  como  de  25  hombres,  para  que  tomase  toda 
correspondencia  que  viniese  dirijida  á  1»  Rioja,  lo  que  aceptado 
por  aquel,  dispuso  y  emprendió  la  marcha  el  16,  sin  recibit 
roas  orden  ni  instrucción,  que  la^  que  le  fueron  trasmitidas 
verbalmente.  (Notas  oficiales  de  f.  1,  3,  10.  —  Declaraciones 
del  sumario  de  D.  Manuel  J.  Tolosa,  D.  Vicente  Bascoy  y 
D.    Manuel  Conireras,  corrientes  á  f.    18,  20  y  21  easus' 
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respuestas  á  ia  2^  y  3^  pregunta,  ratificadas,  excepto  la  de 
Tolosa  de  f.  51  á  58  eo  su  respuesta  á  la  4^). 

A  los  3  dias  ó  sea  el  19,  llegó  Brandan  al  c  Estanque  >, 
donde  dejó  la  partida  y  al  siguiente  20  continuó  su  marcha 
solo  con  tres  asistentes,  llegando  á  la  tarde  á  la  posta  de 
(San  Diego»,  y  en  circunstancia  en  que  el  comeista  ó. 
peón  de  mensagerias  Ignacio  Sallago  se  disiponia  á  seguir 
su  marcha ;  lo  que  notado  por  Brandan,  é  impuesto  de  que 
venia  de  chasque  estraordinario  conduciendo  un  paquete  de 
correspondencia,  enviado  por  el  agente  de  mensagerias  na- 
cional^ de  Córdoba  D.  Joaquín  Cornet  y  con  el  sello  de 
lacre  de  esa  administración  de  correos,  dirigido  al  de  igual 
clase  de  la  Rioja  D.  Dámaso  A.  Mendoza;  llamó  á  Sallago, 
le  interrogó  sobre  el  particular,  le  hizo  saber  el  objeto  de 
su  misión  y  le  intimó  la  entrega  del  paquete;  con  cuya 
motivo  Sallago  se  dirigió  al  punto,  donde  tenia  su  montura 
sacó  el  paquete  de .  unas  alfoijas  y  á  mas  la  carta  suelta, 
que  Cornet  dirijia,  sobre  el  particular,  á  Mendoza ;  y  entre- 
gadas que  fueron  á  Brandan,  este  dio  el  paquete  á  uno  de 
sus  asistentes,  para  que  lo  guardase,  y  la  carta  al  maestro  de 
postas  D.  Lino  Paredes  para  que  la  remitiera  á  su  título. — 
( Notas  cit.  declaraciones  del  sumario  de  D.  Lino  Paredes, 
Claudio  Romero  y  Pedro  Fernandez,  áf.  14,15yl7,  contestando 
á  la  2*  pregunta.  —  Indagatoria  citada  y  confesión  del  reo 
á  f.  64   y  65. ) 

£n  seguida  dirigió  el  procesado  una  carta  al  maestro  de 
posta  -áe  la  «Orqueta»  D.  Juan  Martínez  (finado)  impo- 
niéndole tanto  de  su  antedicha  misión,  como  de  la  orden 
que  tenía  de  buscar  su  cooperación  y  marchar  de  acuerdo 
con  él ;  pidiendo  en  consecuencia  hiciera  sus  veces^  hasta 
tanto  el  ex-gobemador  Recaído  dispusiese  lo  conveniente; 
por  tener  que  regresarse  á  cansa  de  la  falta  dfi  víveres  y 
pastos.  Como  al  efecto  contramarchó  el  siguiente  dia  21, 
llegando  á  esta  en  la  mañana  del  23,  é  incontinenti  dio  cuenta 
á  Recaide  de  su  cspodicion,  le  entregó  el  paquete  de  cor- 
respondencia y   al  siguiente  dia,  que   fué   el  24  del  mismo 
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Noviembce,  fué  incorporado  al  batallón  con  el  grado  de  leniente 
1^  de  una  de  sus  compañías,  donde  permaneció  hasta  la 
disolución  de  dicho  batallón.  —  (Declaraciones  cita,  de  Pa- 
redes, Romero,  Fernandez,  Tolosa  y  Barcoy  — id.  .de  Mendoza 
de  r.  25  á  27  -  é  informe  del  general  D.  Casimiro  Rodrí- 
guez á  f .  28  ratificado  á  f.  79  vuelta,  indagatoria  y  confesión 
también  citadas,  al  cargo  n^  7<'  f.  66. ) 

Y  considerando:  — 1«  Que,  según  resulta  de  lo  antedicho 
Brandan  es  reo  del  crimen  de  intercepción  de  un  paquete 
de  correspondencia  pública,  y  por  la  circunstancia  de  ha* 
bérselo  tomado,  á  su  conductor  Sallago,  violentamente  ó 
sea  con  fuerza  armada^  está  sometido,  como  tal  violento 
despojador^  á  las  penas  designadas  por  el  art.  29  de  la  ley 
penal  de   14  de  Setiembre  de  1863. 

2<>  Que  la  circunstancia  puramente  accidental,  de  haber 
venido  dicha  correspondencia  en  alforjas  y  no  en  una  balija 
no  puede  conio  lo  pretende  el  defensor  del  reo,  desnatura- 
lizar el  hecho  de  la  intercepción  y  su  pena,  pues  que,  al 
referirse  el  citado  art.  á  la  halija  es  porque  este  es  vocablo, 
con  que  usualmente  se  designa  el  bulto  en  que  viene 
contenida  la  correspondencia ;  según  se  deduce  claramente 
de  k>s  arts.  4*^,  7<»  y  16  del  reglamento  para  las  adminis-^ 
traciones  de  correos^  del  8  de  Junio  de  1854. 

3f  Que  tampoco  puede  reputársele  á  Brandan  exento  de 
tal  responsabilidad,  por  el  hecho  de  haber  sido  mandado 
por  el  ex-gobemador  Recaído,  puesto  que  estaba  en  su  mano 
aceptar  ó  no  tal  colocación,  que  le  ofrecia  en  el  batallón 
movilizado,  sabiendo  como  sabia^  qoe  este  era  el  principal 
objeto    con   que  se    le  solicitaba. 

¥  Que  aun  suponiendo  que  Brandan  se  hubiese  hallado 
especialmente  subordinado  á  Recalde,  tampoco  podría  es- 
cusar  la  responsabilidad  directa,  que  sobre  ¿I  gravita ;  por 
haber  sido  tal  orden  ó  mandato  no  solo  destituido  de  todo 
carácter  oficial^  sino  también  abiertamente  anticonstitucional ^ 
sobre  materia  por  su  naturaleza  grave  y  de  notoria  inmora- 
lidad^ art.  18  y   100  de    la  Constitución   Nacional.    Cansa 
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28  de  los  Fallos  de  la  Corte  Suprema. — Leyes  5,  lít.  15 
y  9,  lít.  34,  P.  7*.  Tejedor,  Curso  de  derecho  crimmal,  lomo 
i^  números  38,  39  y  40,  id.  en  su  proyecto  de  Código  penal, 
tít.  3^  CD  sus  notas  al  art.  4^,  páginas  153  y  155. 

Por  lo  tanto,  y  teniendo  en  consideración  las  circunstancias 
atenuantes,  de  que  hacen  mérito  tanto  el  defensor  como  ei 
Procurador  fiscal  al  final  de  su  acusación,  —  tallo :  defini- 
tivamente juzgando,  que  debo  condenar,  como  condeno  al  reo 
Luis  florentino  Brandan  á  la  multa  1,000  pesos  fuertes,  á 
favor  del  Tesoro  de  la  Nación,  que  es  el  mínimun  de  la 
pena  impuesta  por  el  citado  art.  49 ;  con  especial  condena- 
ción en  costas.  Hágase  saber. 

Joaquín  ^Quiroga. 

En  la  segunda  jnstancia,  se  dio  vista  al  Sr.  Procurador 
General  quien  espuso  que  en  esta  causa  los  hechos  están 
perfectamente  probados  y  confesados.  —  Que  no  hay  duda 
alguna  que  Brandan  le  quitd  á  un  correo  nacional  que  iba 
de  Córdoba  á  la  Rioja,  un  paquete  de  correspondencia 
dirijido  al  General  Arredondo,  y  que  esto  lo  hizo  por  orden 
verbal  de  un  Sr.  Recaído  que  era  entonces  Gobernador  in- 
terino de  Catamarca,  á   quien  entregó  el  paquete    detenido. 

Que  Recaído  ha  esplicado  en  su  nota  de  f.  10  que  mandó 
cometer  este  atentado  porque  el  General  Arredondo  habia 
reducido  á  prisión  al  Gobernador  legitimo  de  la  Rioja,  y 
no  quería  que  la  correspondencia  cayera  en  manos  de  los 
sublevados :  motivo  evidentemente  falso,  porque  era  entonces 
notorio,  que  la  sublevación  del  pueblo  de  la  Rioja  contra 
el  Gobernador  Dávila,  estaba  organizada  y  estalló  al  dia  si- 
guiente de  llegar  á  la  ciudad  el  General  Arredondo,  y  que 
la  única  participación  que  las  fuerzas  de  su  mando  tuvieron 
en  ella,  fué  salvar  al  Gobernador  y  su  ministro  de  la  furia 
del  pueblo,  asilándose  en  el  alojamiento  del  Mayor  Lagos» 
donde  se  puso  una  guardia  que  los  defendi,  y  salvó  ó  hechos 
que  posteriormenie  se  han  probado  auténticamente, 
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Que  aun  cuando  hubiera  sido  cierto  el  cargo  del  Sr.  Re- 
calde,  él,  como  Gobernador  deCaiamarca,  do  tenia  derecho 
alguno  para  intervenir  en  los  negocios  de  la  Rioja,  y  mucho 
menos  para  interrumpir  los  correos  nacionales  que  no  se 
dirijian  á  su  provincia. 

Que  el  verdadero  motivo  de  este  crimen  no  ha  sido  sino 
'    la  indigna  persecución  que  el  Sr.  Recaído  declaró  al  General 
Arredondo  por  instigaciones  del  Gobernador  de  Santiago. 

Que  es  muy  estraño  que  conociéndose  desde  el  principio 
que  el  Sr.  Recaído  era  el  principal  agente  del  crimen  come- 
tido, el  juez  de  sección  no  haya  procedido  contra-  él,  por 
que^  si  cuando  era  Gobernador  interino  sus  inmunidades  de 
tal  podian  librarlo  de  un  proceso  criminal,  muy  pronto  dejó 
de  serlo,  cuando  la  causa  estaba  en  sumario,  y  entonces 
no  habia  razón  alguna  para  que  no  respondiera  de  los  crí- 
menes que  habia  cometido,  usando  de  facultades  que  á  nin- 
gún Gobernador  competen. 

Pasando  á  ocuparse  de  las  responsabilidades  de  Brandan, 
dice  que  habiendo  sido  él  quien  salteó  al  correo,  debe 
ser  considerado  como  el  agente  inmediato  del  crimen.  —  Que 
su  defensor  trata  de  absolverlo  de  responsabilidad,  porque 
siendo  oficial  de  milicias  de  Catamarca,  debía  obedecer  á 
su  Gobernador   que  le  mandó  hacer   el  salteo. 

Que  no  es  necesario  discutir  las  doctrinas  de  la  obedien- 
cia pasiva  que  establece  el  defensor,  y  que  para  destruir 
sus  ai^umentos  basta  referir   la  verdad   de  los  hechos. 

Que  Brandan  era  ayudante  del  Gobernador  Dávila :  que 
huyó  de  la  Rioja  con  motivo  de  la  revolución^  y  acababa  de 
llegar  á  Catamarca,  cuando  le  llamó  Recaído  para  encargarle 
la  comisión  de  interceptar  la  correspondencia  :  que  entonces 
no  era  oficial  de  Catamarca,  y  fué  solo  después  del  salteo 
que  recibió  el  nombramiento  de  teniente  l^'  del  batallón 
movilizado,  coma  premio  de  su  servicio:  que  antes  no  había 
habido    sino   una  promesa  de  darle   colocación. 

Que  cuando  aceptó  la  comisión  sabia  muy  bien  que  no 
debia   ciega  obediencia   á  Recaído :    que  la  aceptó  por  sa- 
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tisfacer  sa  venganza  de  partidario,  á  sabiendas  que  era  nna 
mala  acción. 

Que  no  hay  paes  ocasión  de  alegar  en  su  favor  la  orden 
recibida,  que  tampoco  lo  justiQearía^  aun  cuando  hubiese 
sido  un  subordinado  de  Recaído;  porque  era  evidente  que 
el  Gobernador  de  Catamarca  no  tenia  derecho  ni  competen- 
cia para  detener  los  correos  que  iban  á  la  Rioja^  y  nadie 
tiene  obligación  de  obedecer  una  orden  dada  por  auto-- 
ridad  incompetente. 

Que  cree  justa  la  sentencia  apelada,  en  cuanto  declara 
la  responsabilidad  criminal  de  Brandan.  —  Pero  que  como 
el  paquete  de  correspondencia  no  fué  violado,  sino  deteni- 
do y  entregado  posteriormente,  cree  que  seria  mas  conforme 
al  espíritu  de  la  ley  aplicar  la  pena  del  art.  48. 

Con  esta  reforma  pidió  la  confirmación  de  la  sentencia 
apelada. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Noviembre  27  de  1869. 

Vistos:  por  sus  fundamentos^  se  confirma  la  sentencia 
apelada  en  cuanto  por  ella  se  declara  la  criminalidad  del 
acusado;  pero  en  atención  á  las  razones  espuestas  por  el 
Señor  Procurador  General  se  le  condena  con  arreglo  al 
artículo  cuarenta  y  ocho  de  la  ley  penal,  á  pagar  cincuenta 
pesos  fuertes  de  multa,  y  las  costas,  devolviéndose. 

FRANaSGODE  LAS  CARRERAS. — SAL- 
VADOR M^  DEL  Carril. — Francisco 
Delgado. — ^José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 
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V/kM5%/k   CHLVII 


Criminal j   cqntra   D.  Exeqniel  iV.  Paz^  sobre  desacata^ 

Inddenle  sobre  escarcela^ion. 


Sumario.  —  Debe  concederse  la  escarcelacion  bajo  fianza 
eii  caso  de  delito  que  tenga  pena  de  prisión,  cuando  la  que 
baya  de  iniponersie  no  pueda  ser  tan  larga  que,  por  evitarla^ 
se  ausente  del  pais  para   siempre   un  ciudadano, 


Caso.  —  D.  E}Lequiel  N.  Paz  acusado  de  desacato  y  pro- 
vocación á  duelo  al  Juez  Nacional  de  Santa  Fé,  después  de 
concluido  el  sumario,  pidió  al  juez  de  Entr^Rios  que  co- 
nocia  de  la  causa,  su  escarcelacion  bajo  fianza  de  la  manera 
y  en  la  forma   que  el  juzgado  lo  tuviese  á  bien. 

El  Procurador  fiscal  se  opuso  fundado  en  que  el  delito 
tenia  por  la  ley  pena  corporal,  en  cuyo  caso  no  era  pro- 
pedente   la  escarcelacion  bajo  fianza. 


Fallo  del  «Vuex  de  Seeeion 


Rusario,  Noviembre  12  de  1869. 

Y  vistos:    resultando.  — 1°    Que    D.    E^iequiel    N.    Paz, 
procesado  por  desacato    contra    la   autoridad  judicial  de  esta 
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sección,  pide  por  si  y  por  medio  de  su  defensor «  su  es- 
carcelacion  bajo  de  fianza,  fundándose  en  que  el  delito  por-* 
que  ha  sido  acusado,  no  merece  pena  corporal,  desde  que 
la  ley  penal  misma  autoriza  la  conmutación  de  la  pena  de 
prisión  en  pecuniaria;  y  en  que  aun  en  el  caso  contrario, 
se  hallaría  comprendido  en  la  excepción  establecida  por  Yi- 
lanova,  para  el  caso  de  que  el  reo  sea  noble  y  rico  6  de 
alia  distinción ;  agregando  que  el  sumario  no  arroja  datos 
suficientes  para  que  continué  su  prisión,  por  cuanto  los 
testigos  Chacón  y  Henser  son  inhábiles  y  la  solicitud  inserta 
en  el  periódico  de  f.  i  no  ha  sido  reconocida.  —  Y  ^  Que 
el  Procurador  fiscal  se  opone  á  esta  solicitud,  alegando  que 
la  ley  penal  castiga  el  delito  imputado  á  Paz,  con  pena 
corporal^  y  que  en  los  procesos  en  que  pueda  tener  lugar 
la  aplicación  de  esta  pena,  no  se  admite  la  escarcelacion 
bajo  de  fianza,  como  lo  dispone  la  ley  16,  tít.  i^,  partida 
1\  Y  considerando:  1^  Que  la  ley  penal  de  i4 de  Setiem- 
bre de  1863,  castiga  el  delito  imputado  á'Paz  con  la 
pena  de  prisión  de  2  á  12  meses,  ó  de  400  pesos  fuertes, 
ó  una  ú  otra  conjuntamente,  dejando  al  arbitrio  prudente  del 
juez  la  aplicación  de  estas  penas,  según  la  gravedad  del  caso 
que  se  presente. — 2<)  Que  la  pena  de  prisión  es  corporal, 
cuando  pasa  de  seis  meses,  como  lo  sostiene  Escriche,  página 
1,340,  y  se  deduce  de  la  doctrina  sentada  por  Yilanova» 
tomo  ^^,  pág.  414.  —  3^^  Que  en  consecuencia  puede  el  pro- 
cesado ser  castigado  con  pena  corporal,  y  no  debe  por 
tanto  escarcelársele  bajo  de  fianza,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
por  la  ley  16,  tít.  I*',  part.  1\  —  4»  Que  el  mismo  Yilanova, 
(tomo  cit.  pág.  120)  fuera  de  la  excepción  espresada,  niega 
en  estos  juicios  al  juez  la  facultad  de  conceder  la  escarcela- 
cion bajo  de  fianza,  reservando  al  efecto  lo  dispuesto  en  la 
ley  10^  tit.  29  de  dicha  partida.  —  5^  Que  la  mayor  ó  menor 
fuerza  de  las  presunciones  del  sumario,  no  puede  alegarse 
como  fundamento  para  concederse  la  escarcelacion  bajo  de 
fianza,  porque  esta  razón  no  altera  la  naturaleza  del  delito 
ni  de  la  pena  con    que  debe  ser  corregido,  únicas    circuns- 


DE    iUSTlGIA  NACIONAL.  293 

tancias  que  deben  pesar  en  el  ánimo  del  juez  al  conceder 
ó  negar  esta  encarcelación.  —  6^  Que  la  citada  ley  penal,  no 
conmuta  la  pena  de  prisión  en  pecuniaria,  sino  ésta  en 
aquella ;  y  ésta  solo  en  el  caso  de  que  el  condenado  no 
tenga  bienes  con  que  pagar  la  que.  90  le  hubiere  impuesto. 
— 1^  Que  la  razón  de  esta  diferencia  consiste  en  que,  de 
otra  manara,  en  el  caso  previsto,  se  baria  ilusoria  la  pena 
aplicada  y  quedaría  impune  el  delito,  circunstancia  inapli- 
cable á  la  pena  de  prisión.  Y  finalmente  que  la  Suprema 
Corte  de  Justicia  Nacional  ha  declarado  ya  en  el  recurso 
de  queja  entablado  por  Paz,  que  las  amenazas  á  los  Ma- 
jistrados  con  ocasión  á  sus  funciones,  son  crímenes  previs- 
tos y  penados  por  la  referida  ley  penal,  y  que  puede  según 
la  gravedad  del  caso  imponerse  por  ellos  pena  corporal  y 
pecuniaria  conjuntamente.  Por  lo  tanto  y  aplicando  las  ci- 
tadas disposiciones,  declaro  que  no  ha  lugar,  con  costas, 
á   la  escarcelacion  solicitada. 

Echagüe. 
Habiendo  apelado  el   acusado,  se  dictó  este 


WmM9  de  Ui  Suprem»  €)orte 


Buenos  Aires,  Noviembrs  30  de  1869. 

Vistos :  considerando  que  la  pena  que  corresponde  al  delito 
de  que  se  trata  se  halla  establecida  en  los  artículos  treinta 
y  uno  y  treinta  y  dos  de  la  ley  penal  de  la  Nación,  siendo 
su  máximnn  la  de  prisión  desde  dos  á  doce  meses:  que 
es  doctrina  recibida  que  la  prisión  se  considera  como  pena 
corporal  ó  no,  á  los  efectos  de  la  escarcelacion  bajo  de 
fianza,  según  el  tiempo  que  debe  sufrirse,  y  no  habiendos 
sobre  este  punto  una  regla  establecida,  en  nuestro  derecho, 
pues  no   rige   entre  nosotros  el    reglamento    provisorio  de 
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España  de  mil  ochocientos  treinta  y  cinco,  á  que  se  refiere  el 
juez  en  el  auto  apelado,  no  puede  aplicarse  esta  doctrina  sino 
según  las  circunstancias  del  caso ;  que  en  el  presente  no  solo 
milita  la  de  hallarse  próxima  la  clausurada  los  Tribunales,  sino 
que  los  certificados  de  loa  médicos  de  foja  siete  y  ocho^  no  des- 
mentidos directamente  por  el  de  foja  diez  y  nueve,  demues- 
tran que  el  procesad^  se  encuentra  enfermo,  debiendo  la 
prisión  agravar  su  enfermedad :  que  s^demás  ha  ofrecido  las 
garantías  que  se  les  exijan  para  responder  al  resultado  del 
juicio,  cuya  sentencia  en  caso  de  imponer  prisión*  no  puede 
ser  tan  larga,  que,  por  evitarla  se  ausente  del  país  para 
siempre  un  ciudadano :  que  por  consiguiente  puede  en  este 
caso  acordarse  la  escarcelacion  bajo  de  fianza  que  se  pide 
sin  peligro  que  se  Irustre  la  justicia  que  es  el  único  objeto 
de  la  prisión  durante  la  causa:  por  estos  fundamentos  se 
revoca  el  auto  apelado  de  foja  sesenta  y  ocho  y  satisfecbag 
las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse,  para  que 
otorgada  fianza  bastante  y  con  arreglo  á  derecho,  se  ponga 
en  libertad  al  procesado. 

Francisco  de  las. Carreras — SalVador  Ma- 
ría DEL  Carril  —  Francisco  Delgado  — 
José  Barros  Pazos— Benito  Carrasco. 


■•-CSl 
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€AV»A    CliVIll. 


El  Capitán  del  bergantín   «  New  Bertha  j)  contra  D,  Eduardo 
Bo7iilla  por  cobro  de  fletes.  Incidente  sobre  pruebas. 


Sumario.  — i^  Todoslos  ejemplares  del  conocimiento  deben 

ser  de  un  tenor  y   cada  parte  debe  manirse  de  los  suyos. 

2<>  No  pueden  alegarse  prácticas  mercantiles  contrarias  á  la  ley. 


Caso.  —  En  los  autos  seguidos  por  el  capitán  Jonker  del 
bergantin  Holandés  c  New  Bertha*»,  contra  D.  Eduardo  Bonilla 
por  cobro  de  fletes^  encontrándose  la  causa  en  estado  de 
prueba,  D.  J.  M.  Leiste  por  el  capitán  pidió  entre  otras  cosas, 
se^  intimase  á  Bonilla,  presentase  el  conocimiento  original  de 
la  carga,  el  que  eústia  en  su  poder. 

El  juzgado  no  hizo  lugar  por  encontrarse  en  autos  el 
conocimiento  firmado  por  el  cargador. 

Leiste  insistid  en  su  solicitud :  dijo  que  el  conocimiento 
firmado  por  el  cargador  y  que  se  entrega  al  capitán  importa 
solamente  la  determinación  de  las  obligaciones  que  tiene 
el  primero  para  con  el  segundo.  Que  en  cuanto  á  las  obli- 
gaciones del  capitán,  ellas  se  encuentran  determinadas  en 
el  otro  ejemplar  firmado  por  él,  y  que  se  entrega  al  carga- 
dor, siendo  esta  la  práctica  general    en  el  comercio. 

Que  en  el  conocimiento  que  tiene  en  su  poder  Bonilla, 
se  encuentra  esplicado,  cuál  es  la  responsabilidad  del  capitán 
relativamente  á  la  carga.  Que  allí  se  establece  que  el  capi- 


296        FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

tan  no  es  responsable  por  peso  y  contenido,  punto  de  mucha 
importancia  para  la   resolución  definitiva  del  asunto. 
El  juzgado  proveyó. 

Fallo  del  «Vuem  de  Seeeion. 

Buenos  Aires,  Octubre  20  de  1869. 

Debiendo  ser  de  un  tenor  los  diversos  ejemplares  del  co- 
nocimiento^ y  siendo  á  cargo  de  cada  parte  muñirse  de  los 
suyos  en  la  forma  en  que  se  hubiere  convenido^  no  ha  lugar  con 
costas  á  lo  pedido,  y  estése  alo  resuelto.  Repóngase  el  sello. 

Zavaleta. 

Leíste  apeló  diciendo  que  el  juzgado  funda  su  providencia 
en  que  con  arreglo  al  Código  todos  los  conocimientos  deben 
ser  de  un  mismo  tenor ;  pero  que  en  el  comercio  se  hace 
de  una  manera  distinta.  Que  los  conocimientos  que  quedan 
en  poder  del  cargador,  determinan  las  obligaciones  del 
capitán,  y  los  que  conserva  este,  las  del  cargador. 

Que  por  otra  parte,  hay  un  documento  que  puede  traer 
luz  sobre  el  asunto,  y  no  hay  inconveniente  en  que  sea 
presentado,  y  no  ve  la  razón  porque  la  justicia  que  está  en 
la  obligación  de  buscar  la  verdad  por  todos   los  medios  á 

su  alcance^  no  ha  de  exijir  su  presentación. 

« 

Fallo  de  la  Suj^rema  Corte. 

Buenos  Aires,  Diciembre  4  de  1869. 

Vistos ;  no  pudiendo  admitirse  prácticas  que  la  misma  parte 
que  las  alega  reconoce  ser  contrarias  á  la  ley ;  por  este  y 
por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado  de  foja  ciento  cinco^  y  satisfechas  aquellas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. -^Sal- 
vador M^  DEL  CARRa. — Francisco 
Delgado.— José  Barros  Pazo&w — 
Benito  Carrasco. 
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rAUÜA  €IiK. 


D.   Rufino  Cossio^  contra   D.  Domingo  Albarado^   por  cobro 


de  pesos 


Sumario.  —  1^  Hay  presunción  legal  deque  un  individuo 
está  domiciliado  en  el  lugar  donde  tiene  su  familia  y  sus 
bienes  propios. 

^'^  El  hecho  de  arrendar  bienes  raices  en  otra  provincia 
con  el  objeto  de  hacer  el  negocio  de  ganados  con  la  Re- 
pública de  Chile,  no  constituye  domicilio  para  los  efectos 
del  fuero  nacional,  el  que  no  puede  estar  sino  en  un  solo  lugar. 

3o  No  probándose  la  competencia  del  fuero  nacional,  todo 
el  procedimiento  seguido  ante  un  juez  de  sección  es  nulo. 


Caso.  —  En  el  Juzgado  Nacional  de  San  Juan  se  siguieron 
unos  autos  ejecutivos  por  cobro  de  pesos  entre  D.  Rufino 
Cossio  y  D.  Domingo  Albarado. 

Habiendo  el  juzgado  dictado  sentencia  definitiva  de  la 
cual  una  de  las  partes  apeló,  se  elevaron  los  autos  á  la 
Suprema  Corte. 

Después  de  vista  la  causa  el  Tribunal,  para  mejor  proveer, 
ordenó  que  no  habiéndose  cumplido  en  primera  instancia 
con  el  art.  ^^  Je  la  ley  de  procedimientos,  se  acreditase 
que  el  caso  correspondía  á  la  Justicia  Nacional. 

T.  VIII  20 
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Se  produjo  al  efeclo  información  de  dos  testigos  de  los 
cuales  uno  espresó  que  ignoraba  el  tiempo  de  residencia 
de  Albarado  en  la  campaña  de  la  Provincia  de  San    Juan. 

Con  esta  información  y  con  la  constancia  en  los  autos 
de  que  Albarado  tenia  su  familia  y  sus  bienes  progios  en  la 
Provincia    de  Tucuman,  se  dictó  este 


Fallo  de   la  Suprema  Coi  te. 


Buenos  Aires,  Diciembre  A  de  186'j. 

Resultando  de  las  constancias  de  estos  autos  que  D.  Domiíigu 
Albarado  tiene  su  familia  y  sus  bienes  propios  en  la  Pro- 
vincia de  Tucuman,  que  son  la  causa  principal  del  domicilio 
de  las  personas,  pues  suponen  siempre  la  intención  de  Gjar  su 
residencia  principal  en  ese  lugar ;  que  de  las  declaraciones 
de  los  testigos  no  resulta  lo  contrario,  sino,  cuando  mas^ 
que  con  el  objeto  de  hacer  el  negocio  de  ganados  en  la 
República  de  Chile  habia  arrendado  una  hacienda  en  la 
Provincia  de  San  Juan  lo  que  no  constituye  necesariamente 
domicilio  para  los  efectos  del  fuero  nacional  el  que  no  puede 
estar  sino  en  un  soIq  lugar ;  que  ademas  D.  José  Y.  Flores 
Ignora  el  tiempo  de  residencia  de  Alvarado  en  la  campaña 
de  San  Juan,  y  solo  queda  un  testimonio  singular,  que  dé 
razón  de  esta  circunstancia  esencial,  lo  que  no  es  suficiente 
para  hacer  prueba ;  por  estas  consideraciones  se  declara  que 
no  se  ha  probado  la  competencia  del  fuero  nacional  en  esta 
causa,  y  que  es  nulo  todo  cuanto  en  ella  se  ha  actuado ;  y 
satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellas  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.— Salvador 
M.  DEL  Carril. — Fiuxcisco  Delgado. 
—José  Barros  Pazos. —Benito  Car- 
rasco. 
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CAUSA 


D.  Pedro  Duché ^  contra  D:  Julio  fíoazan^  por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  ^  1^  El  representante  ó  mandatario  de  una  80cie-> 
dad  que  se  rige  por  las  leyes  y  principios  generales  del 
derecho,  obliga  por  sus  actos  á  los  mandantes;  y  no  se 
ohliga  él  mismo  cuando  procede  dentro  de  los  límites  del 
mandato. 

2°  Es  inhábil  para  ejecutar  al  mandatario  un  título  que  se 
funda  en  una  semencia  dictada  contra  él  como  tal  mandatario. 


Caso.  —  Ejecutoriadas  las  sentencias  de  la  Suprema  Corte 
de  Febrero  20  y  Julio  22  de  1869  (1),  por  las  cuales  se 
condenó  al  Cónsul  de  Francia  D.  Julio  Doazan  como  repre- 
sentante de  la  sociedad  c  Orpheon  Franjáis  >  y  en  su  cali- 
dad de  tal,  al  pago  de  cantidad  de  pesos  que  debia  la  asocia* 
cíon  á  D.  Pedro  Duché  por  alquileres  de  una  casa  y  arreí^- 
damientos  de  muebles,  y  hecha  la  liquidación  correspondiente 
D.  Pedro  Galletean  por  Duché  inició  ejecución  contra  Dóazan. 

En  la  citación  de  remate  D.  Eugenio  Mirey  por  el  eje- 
cutado opuso  la  escepcion  de  inhabilidad  del  título,  alegando 


(1  )    Véase  Tomo  7%  páginas  91  y  343. 
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que  él  personalmente  no  habia  sido  condenado  sino  la  aso- 
ciación, cuyos  bienes  que  habian  sido  embargados  no  eran 
bastantes  á  cubrir  la  cantidad  adeudada. 


Fallo  def  Juez  de   Seeelon. 


Buenos  Aires,  Noviembre  6  de  1869. 

Y  vistos,  considerando:— 1<>  Que  las  sentencias  ejecutoriadas 
de  f.  93  vuelta  y  f.  106  siendo  pronunciadas  en  juicio 
contencioso  entre  D.  Pedro  Duché  como  demandante  y 
D.  Julio  Doazan  como  demandado,  sus  resoluciones  son 
titulo  ejecutivo  contra  las  partes  que  han  intervenido  en  él, 
art.  249,  inc.  1®  de  la  ley  de  procedimientos. — 2°  Que- 
por  ellas  ha  sido  condenado  Doazan  como  administrador  de 
la  sociedad  «  Orpheon  Franjáis  >  al  pago  de  los  alquileres 
y  del  importe  de  la  cuenta  por  muebles  reclamados  por 
Duché.  —  S^  Que  por  el  tenor  de  las  sentencias  citadas,  la 
responsabili  dad  de  Doazan,  siendo  eslensiva  al  total  de  la 
suma  reclamada,  no  puede  eximirse  de  hacer  el  pago  por 
completo  por  ser  insuGcientes  los  bienes  embargados  perte- 
necientes á  la  sociedad. — 4fi  Que  si  bien  Doazan  ha  sido 
condenado  solo  como  mandatario  de  la  asociación,  esto  no 
puede  ser  opuesto  á  Duché  para-  escepcionarse  del  pago  en 
la  parte  que  los  bienes  de  la  asociación  no  son  bastantes 
para  cubrir  la  deuda,  sirviendo  solamente  para  dejar  á  salvo 
¡as  acciones  que  pudieran  corresponderle  contra  la  asocia- 
ción.—  Y  b""  Que  aun  como  mero  mandatario,  resultando 
de  los  autos,  que  aceptó  Doazan  la  dirección  de  la  adminis- 
tración de  la  asociación,  que  le  confieren  los  estatutos  de 
la  misma,  exhibidos  en  los  autos,  le  corresponde  la  res- 
ponsabilidad con  los  terceros  con  quienes  contrató  á  su 
nombre.  Se  declara  que  no  fundado  lo  alegado  por  D.  Julio 
Doazan,  la  inhabilidad  del  título  con  que  se  ha  opuesto  á 
la    ejecución,   la    cscepcion    deducida   no  está   comprendida 
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en  los  eiiUDciadas  en  el  art.  270  de  la  ley  de  procedimíea- 
tos;  eo  su  cousecuencia  llévese  adelante  esta  en  la  forma 
que  corresponda,  y  considerando  con  respecto  á  la  solicitud 

de  D.  Pedro  Galleteau  de  f. que  sus  honorarios    como 

depositario  forman  parte  de  las  costas  que  deberán  liquidarse 
en  la  oportunidad  correspondiente  y  fijarse  su  importe  por 
justa  tasación  y  no  por  el  mismo  interesado  ,  art.  293  de 
ia  ley  de  procedimientos,  no  ha  lugar  por  ahora  á  lo  que 
solicita  y  resérvese  para  cuando  corresponda.  Hágase  saber 
y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  Ugarriza. 

Habiendo  apelado   el    representante  del   ejecutado  y  con- 
cedí dose  el  recurso  en  relación,    se   dictó  este 


F«llo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Dicieuibre  4    de   1869. 

Vistos  y  considerando: — Primero.  Que  por  el  auto  de 
foja  noventa  y  tres  vuelta,  que  sirve  de  único  título  al  eje- 
cutante, se  condenó  á  Don  Julio  Doazan  al  pago  de  la  cuenta 
demandada,  no  como  deudor  personal  de  ella,  sino  espre- 
samente  cotno  representante  de  la  asociación  Orpheon  Fran- 
i^is  y  en  su  carácter  de  tal.  —  Segundo.  Que  esta  resolu- 
ción importa  declarar  desligada  la  responsabilidad  de  Doazan 
en  osle  caso ;  pues  el  representante  6  mandatario  de  una 
asociación^  que  se  rije  por  las  leyes  y  principios  generales 
del  derecho,  obliga  por  sus  actos  á  los  mandantes,  y 
no  se  obliga  él  mismo,  cuando  procede  dentro  de  los  límites 
del  mandato,  que  no  se  dice  haya  escedido  Doazan,  pues  ni  aun 
consta  que  con  él  se  hayan  celebrado  los  contratos  de  donde 
emana  la  deuda  que  se  demanda.  —  Tercero.  Que,  por  con- 
siguiente, atendido  el  sentido  jurídico  de  los  términos  en 
que  esta  concebida  la  parte  dispositiva  de  dicho   auto,   mas 
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claro  aun  por  la  declaración  que  se  hace  en  uno  de  sus 
fundamentos,  donde  se  establece,  que  Doazan  no  es  res- 
ponsable de  otras  obligaciones  que  las  que  se  derivan  del 
mandato  de  sus  asociados.,  resulta  evidentemente  que  es  un 
titulo  inhábil  para  ejecutar  sus  bienes  propios,  y  que  la  eje- 
cución debe  dirijirsé  únicamente  contra  los  que  pertenezcan 
á  los  verdaderos  deudores,  que  son  sus  mandantes ;  por  estos 
fundamentos,  se  revoca  el  auto  de  foja  veinte  y  seis  en  la 
parte  apelada,  y  álcese  el  embargo  de  la  suma  de  dinero 
perteneciente  á  Don  Julio  Doazan,  á  quien  se  declara  libre 
de  toda  responsabilidad  personal  respecto  de  las  deudas  que 
se  demandan  á  la  asociación  cOrpheon  Franjáis  >;  devolviendo 
se    satisfechas  que  sean    las   costas    y  repuestos  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor M.  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos.  — 
Benito  Carrasco. 
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CAUSA     ViéTLM. 


D.  José  Crovello^  contra  D.  Hilario  Pavon^  sobre  cumplimiento 
de  un  contrato  de  compra  de  un  buque. 


Sumario.  —  Presentado  á  embargo  un  buque  vendido  antes 
en  publico  remate  sin  haberse  estendido  la  escritura  de 
venta,  se  supone  esta  rescindida  por  parle  del  vendedor. 


Caso.  —  D.  José  Grovetto  se  presentó  ante  el  Juez  de  Co- 
mercio de  esta  ciudad  demandando  á  D.  Hilario  Pavón  en 
los  términos  siguientes: — Que  para  liquidar  una  sociedad 
que  tenia  en  un  buque  con  D.  Manuel  Martínez  convinieron 
en  venderlo  en  remate,  y  comisionaron  para  ello  al  rema- 
tador D.  Mauricio  C.  Olivera  y  G^,  ordenándole  la  venta  á 
la  mas  alta  postura  y  dinero    de  contado. 

Que  el  buque  bergantin  gQleta  <La  Paz>,  fué  comprado 
el  3  de  Enero  de  1869,  por  D.  Hilario  Pavón  en  la  suma 
de  5,600  pesos  fuertes,  obligándose  á  hacer  enlrega  del 
precio  á  los  tres  dias,  recibiendo  el  buque  ese  mismo  dia. 

Que  negándose  Pavón  á  entregar  el  precio,  lo  demandaba 
por  la  cantidad  mencionada,  intereses,  costas,  costos,  daños 
y  perjuicios. 

En  un  otrosí  pidió  un  juicio  verbal  al  que  debia  asistir 
también  el  rematador  Olivera,  con  la  autorización  para  la  venta 
del  buque,  y  el  compromiso  que  ha   debido  firmar  el  com- 
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prador.  Convocados  á  juicio  verbal,  el  rematador  presentó  h 
autorización  para  vender  el  buque  firmada  por  los  socios 
Martínez  y  Crovetto,  y  un  documento  firmado  por  Pavón 
y  dos  testigos  en  el  cual  declara  haber  comprado  el  buque 
por  la  suma  de  5,600  patacones  al  contado  con  la  espresa 
condición  de  recibirse  del  buque  en  el  acto  y  hacer  su  abono 
dentro  de  tres  dias.  Este  documento  tiene  la  fecha  de  3  de 
Enero  de  1869. 

Con  estos  documentos  reconocidos  por  Pavón,  el  demandante 
preguntó  por  qué  no  oblaba  el  precio  del  buque,  á  lo  que 
contestó  Pavón  que  estaba  dispuesto  á  hacer  la  oblación,  siempre 
que  se  le  entregase  el  inventario  de  las  existencias,  pues 
ignoraba  si  el  buque  estaba  listo  para  marchar  y  le  falta- 
ban algunos  útiles  ó  aparejos  y  no  podia  comprar  el  buque 
sino  en  perfecto  estado  de  niarcha.  Replicó  Crovetto  que 
Isi  venta  se  habia  hecho  á  la  vista  del  buque,  en  el  estado 
en  que  se  encontrase,  y  á  recibirse  en  el  acto  de  la  venta 
como  se  espresa  en  el  boleto  firmado  por  Pavón,  y  que 
por  lo  tanto  era  un  punto  convenido  y  que  estaban  prontos 
á  estender  la  escritura  en  el  acto  de  oblarse  el  precio.  A 
nada  pudieron  arribar,  y  el  Juzgado  de  Comercio  dictó  auto 
de  solvendo   contra  Pavón. 

De  esta  providencia  apeló  el  socio  Martinez  y  el  juzgado 
negó  la  apelación  fundado  en  que  el  apelante  np  era  parte 
en  el  juicio. 

Después  de  librado  el  mandamiento  de  ejecución,  Martinez 
apeló  del  auto  en  que  se  declaró  que  él  no  era  parte  en  el 
juicio^  y  concedido  el  recurso  en  relación,  el  Superior  Tri- 
bunal de  Justicia  en  su* sala  de  lo  criminal,  declaró  nulo 
todo  lo  obrado,  por  ser  privativo  de  la  Justicia  Nacional 
el  conocimiento  de  las  cuestiones  relativas  á  la  venta 
de  buques. 

Acompañando  estos  antedentes  y  fundado  en  ellos,  Crovetto 
reprodujo  su  demanda  ante  el  juez  de   sección. 

Corrido  traslado.  Pavón  dijo  que  era  cierto  que  habia 
comprado  el  buque^  pero   no  que  se   hubiese  recibido  de   él 
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puesto  que  coniinuaban  á  bordo  los  mismos  hombres  que 
antes  del  remate  habia  colocado  CroveUo  ú  otros  elejidos  y 
pagados  por  él. 

Que  ba  procedido  así  porque  la  entrega  no  se  hacia  bajo 
el  inventario  que  es  de  práctica  tratándose  de  buques,  para 
acreditar  que  se  hallaba  listo  para  navegar,  condición  con  que 
se  hizo  el  remate,  y  también  porque  Martínez  se  oponía  á 
ia  venta,  fundado  en  que  esta  se  babia  ordenado  á  la  mas 
alta  postura,  y  no  habia  habido  otra  oferta  que  la  del 
comprador. 

tíue  deducida  esa  oposición,  ocurrió  al  Juzgado  de  Co- 
mercio desistiendo  de  la  compra,  pero  que  en  su  escrito 
no  recayó  resolución  por  hallarse  el  asunto  ante  el  Superior 
Tribunal. 

Que  atento  á  lo  dispuesto  y  el  largo  tiempo  trascurrido 
desde  el  remate,  70  dias,  pedia  se  declarase  que  no  estaba 
obligado  á  recibirse  del  buique,  absolviéndolo  de  la  deman- 
da entablada,  con  espresa  condenación   en  costas  á  Crovetto. 

En  los  autos,  constaba  que  ellos  habían  sido  desglozados 
de  otros  en  que  se  siguia  juicio  sobre  venta  posterior  je 
este  misino  buque  hecho    por  D.  Mariano  Billinghurst. 

El  juzgado  puso  la  causa  á  prueba,  y  no  liabiéndose 
producido  ninguna,  para  mejor  proveer  ordenó  que  Martínez 
y  Pavón  comparecieran  á  absolver  preguntas  que  les  baria. 
Martínez  declaró  que  era  suya  la  firma  puesta  en  el  documen- 
to en  que  se  autorizó  al  martiliero  Olivera  para  vender  el 
buque,  que  no  aceptaba  la  venta  porque  no  hubo  mas  que 
una  sol^í  postura,  que  no  sabe  si  el  buque  fué  entregado  á 
Pavón,  y  que  no  le  consta  sí  es  cierto  el  documento  en  que 
Pavón  declara  haber  comprado  el  buque. 

Pavón  reconoció  el  boleto  de  compra  del  buque,  y  que 
no  se  recibió  de  él  porque  no  le  entregaron  el  inventario 
ni  las   escrituras. 
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Fallo  del  Juex    de  Seeeion. 


Buenos  Aires^  Setiembre  13  de  1869. 

Vistos  estos  autos  seguidos  eatre  D.  José  Crovetto  y  Dod 
Hilario  Pavón,  sobre  cumplimieuto  de  compra -venta  del 
patacho  «La  Paz»,  resultando:  —  i^  Que  los  propietarios 
del  buque  autorizaron  al  rematador  D.  Mauricio  Cruz  Olivera 
para  la  venta  del  bergantin  goleta  c  La  Paz »  á  la  mas 
alta  postura  y  dinero  al  contado,  lo  que  está  reconocido 
en  autos  por  ambos  propietarios. — 2^^  Que  la  venta  tuvo 
lugar  el  dia  3  de  Enero  del  corriente  año  á  &vor  de 
D«  Hilario  Pavón  en  la  cantidad  de  5,600  pesos  fuertes  y 
con  la  espresa  condición  de  recibirse  del  buque  en  el  acto 
de  hacerse  su  abono  dentro  de  los  tres  dias  siguientes, 
como  lo  acredita  el  documento  de  f.  5  reconocido  por  el 
comprador. — 3^  Que  éste  (Pavón)  se  niega  al  pago  del 
precio,  fundándose  en  que  no  se  recibió  del  buque  y  en 
que  el  socio  Martínez  se  oponia  á  la  venta.  —  i9  Que  es 
efectivo  que  Martínez  se  opone  á  la  venta,  fundándose  en 
que,  no  habiendo  habido  otra  postura  que  la  de  Pavón,  no 
ha  sido  vendido  á  la  mas  alta  postura  que  era  la  autoriza- 
ción conferida  al  rematador,  y  considerando :  —  1^  Que  la 
oposición  de  Martínez  no  es  fundada,  pues  las  palabras  á  la 
mas  alta  postura  solo  excluyen  la  venta  privada,  pero  no 
importan  la  precisa  condición  de  que  ha  de  haber  forzo- 
samente mas  de  una  postura,  pues  es  de  práctica  constante 
y  universal  que  los  objetos  sacados  á  remate  á  la  mas  alta 
postura,  ya  lo  sean  por  orden  judicial  ó  de  sub  dueños, 
sean  vendidos  al  único  postor  que  se  presentare,  lo  cual 
es  natural  por  otra  parte,  porque  dicha  postura  puede  ser 
el  precio  verdadero  de  la  cosa,  y  aun  superior,  y  por  con- 
secuencia no  hay  razón  para  que  otros  ofrecieran  mayor  precio. 
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—  ^  Qae  aunque  en  vista  del  documento  de  f.  5,  otorgado 
por  el  comprador,  puede  presumirse  que  el  último  se  recibió 
del  buque,  no  existe  plena  prueba  de  este  hecho,  pues  ni 
tal  cosa  se  espresa  en  el  documento,  ni  Crovetto  ha  inten- 
tado tampoco  acreditar  que  Pavón  fué  hecho  reconocer  como 
dueño  por  la  tripulación,  ó  ejerciese  algunos  actos  posesorios. 

—  39  Que  la  entrega  no  es  sin  embaiffo  un  requisito  esencial 
para  la  validez  del  contrato  de  compra-venta,  pues  el  con- 
trato es  válido  una  vez  que  queda  perfeccionado,  y  se  per* 
fecciona  por  el  solo  consentimiento  de  vendedor  y  com- 
prador acerca  de  la  cosa  y  precio  (art.  514  del  Código  de 
Comercio)  y  este  consentimiento  ha  concurrido  como  queda 
demostrado — 4^  Que  por  consecuencia  el  comprador  está  en  el 
deber  de  cumplir  el  contrato  abonando  el  precio  convenido,  sin 
mas  calidad  que  la  de  exijir  la  entrega  del  buque  y  escritura  de 
venta.  —  5<>  Que  aunque  no  se  ha  otorgado  la  escritura  de  ven- 
ta, esta  no  es  exijida  por  el  art.  1,015  del  Código  para  la  perfec- 
ción de  la  venta  sino  para  la  trasmisión  de  la  propiedad  que  hs 
la  consumación  del  contrato  de  venta.  —  6^  Que  en  el  presente 
caso  en  que  se  trata  de  un  contrato  cuyo  valor  excede  de  ^0 
pesos  fuertes,  está  probado  este  por  la  confesión  de  las 
partes  y  el  documento  de  f.  5  el  que  constituye  principio 
de  prueba  por  escrito,  y  por  lo  tanto  en  la  forma  pres- 
cripta  por  el  art.  192  del  Código  de  Comercio.  —  7»  Que 
no  habiendo  el  vendedor  entregado  el  buque  ni  otorgado 
la  correspondiente  escritura  de  venta,  hechos  que  le  son 
personales^  é  impidiendo  por  su  omisión  el  que  la  propiedad 
se  trasmitiera  al  comprador,  es  justo  que  los  cargos  que 
hayan  pesado  sobre  el  buque  durante  el  tiempo  que  ha  es- 
tado sin  prestar  servicio,  sean  á  cargo  de  los  vendedores, 
tanto  mas,  cuanto  que  ha  permanecido  á  bordo  la  misma 
tripulación  contratada  por  los  Señores  Crovetto  y  Martínez. 

—  8<>  Que  por  cojisecuencia  y  habiéndose  vendido  el  buque 
por  cuenta  de  quien  en  definitiva  se  declarase  pertene- 
cer, dicha  venta  debe  entenderle  hecha  por  cuenta  de 
Pavón. 
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Por  estos  fundameotos,  fallo,  declarando  á  D.  flilario  PsYon 
obligado  á  catnplir  el  contrato  de  compra  del  bergantín  c  La 
Paz » ,  y  á  pagar  en  consecaencia  el  precio  convenido  de 
5,600  pesos  fuertes  dentro  del  término  de  10  dias,  previo 
otorgamiento  de  la  escritura  de  flanza,  fdeclarándose  que  la 
venta  hecha  por  intermedio  del  rematador  D.  Mariano  Bi- 
llinghurst  es  por  cuenta  de  dicho  Pavón,  y  las  deudas 
contraídas  por  el  buque  hasta  su  venta  son  á  cargo  de  los 
vendedores  Crovetto  y  Martinez.   Repónganse  los  sellos. 

Manuel  Zavaleta. 

Habiendo  apelado  Pavón,  después  de  vista  la  causa  la 
Suprema  Corte,  para  mejor  proveer,  pidió  ad  efectum  videndi 
los  autos  sobre  la  venta  posterior  del  mencionado  buque 
y    con  ellos  dictó  el    siguiente 


VmUm  de  la  Suprcnm  Corte 


Buenos  Aires,  Diciembre  4  de  1869. 

Vistos  nuevamente  con  los  autos  traídos  al  acuerdo,  y 
considerando  que  Don  Hilario  Pavón  nunca  tomó  posesión 
del  bergantin  goleta  c  La  Paz  >  que  remató  en  tres  de  Enero 
del  corriente  año :  que  posteriormente  en  el  mes  de  Abril 
Crovetto  lo  presentó  á  embargo  en  las  ejecuciones  que  con- 
tra Crovetto  y  Martínez  entablaron  en  veinte  y  dos  del 
mismo  mes  Don  Antonio  Guastavino  y  en  veinte  y  tres  Corií 
y  Riva,  como  propiedad  suya  y  'dando  fiador  de  saneamiento ; 
que  lo  mismo  sucedió  en  Mayo  por  la  ejecución  que  contra 
la  misma  sociedad  dedujo  Don  Mauricio  Cruz  Olivera,  y  tam- 
bién Don  Agustin  Bruno  por  salarios:  que  en  consecuencia 
de  estas  ejecuciones  el  buque  debia  necesariamente  venderse 
para  pagar  los  créditos :  que  versificada  nuevamente  la  venta 
á  pedido  del  acreedor  Bruno  con   el    objeto  de  pagarse  su 
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crédito  y  los  demás  que  se  ejecutaban,  no  se  opuso  Crovetto, 
habiendo  los  acreedores  conformádose  y  arreglado  entre  sí 
el  modo  como  se  han  de  cubrir  con  el  precio  que  se  halla 
depositado  en  el  Banco :  que  dados  estos  antecedentes,  mal 
puede  exijir  Grovetto  que  Pavón  oble  el  precio  que  ofreció 
en  el  remate  de  Enero,  cuando  no  puede  otorgarle  escritura 
ni  entregarle  la  cosa  vendida,  que  se  halla  en  poder  de  un 
tercero  por  causa  de  sus  deudas :  que  si  efectivamente  ven- 
dió á  Pavón  no  podia  presentar  la  misma  cosa  á  embargo 
dando  fiador  que  respondiese  que  era  suya :  que  este  acto 
propio  y  la  no  posesión  de  Pavón,  no  puede  interpretarse 
sino  como  un  mutuo  desistimiento  del  contrato :  por  estos 
tundamentos  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  cuarenta  y 
tres  y  se  absuelve  á  Don  Hilario  Pavón  de  la  presente  de- 
manda; devuélvanse  los  autos,  previo  pago  de  costas  y  re- 
puestos los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Sal- 
vador M.  DEL  Carril.  —  Francisco 
Delgado. — José  IUrros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 
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^ik^rvt»    fl^S70. 


CAUSA   1. 


Criminal^  contra  los  ex-empleados  nacionales  D.  Justo  Gomez^ 
D,  Celso  Garda  y  D.  Guillermo  Gibson^  por  delito  de  falsedad 

y  sustracción  de  rentas  públicas. 


Sumario.  —  l^  La  mayor  pona  que  por  los  arts.  18  y  24 
de  ley  penal  se  impone  á  los  autores  de  delitos  comunes, 
se  refiere  solo  ^  los  cometidos  durante  la  sedición  ó  re- 
belión, ó  con  ocasión  de  estas. 

2^^  No  debe  darse  á  las  leyes  penales  una  interpretación 
estensiva,  en  perjuicio  del  acusado. 

3°  Es  permitido  combinar  el  principio  que  motiva  la  dis- 
posición de  los  artículos  citados,  con  el  que  prescribe  se 
atienda  á  las  circunstancias  atenuantes. 
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Caso.  — En  24  de  Abril  de  1867  falleció  el  Vista  de  la 
aduana  de    Goya,  D.  Nepomuceno  Arrióla. 

El  administrador  de  rentas,  D.  Justo  Gómez,  sin  avisar  al 
Gobierno  Nacional  la  muerte  de  ese  empleado,  pasó  las  pla- 
nillas de  sueldos  hasta  el  31  de  Agosto  del  mismo  año  ha- 
ciendo revistar  á  aquel  como  vivo. 

Los  recibos  de  sueldos  que  se  remiten  á  la  Contaduría 
Nacional,  con  la  correspondiente  planilla,  fueron  firmados  por 
D.  Celso  García,  contador  de  la  aduana  desde  Abril  hasta 
Julio,  y  por  el  empleado  D.  Guillermo  Gibson  él  del  mes 
de  Agosto,  firmando  por  enfermedad  de  Arrióla. 

Quedaron  asi  los  sueldos  del  Vista  Arrióla  desde  Abril 
basta  Agosto  de  1867  en    poder   del   administrador  Gómez. 

Por  tal  hecho  fueron  procesados  los  empleados  Gómez, 
Garcia  y  Gibson,  y  acusados  por  delito  de  falsedad  y  sus* 
tracción   de  fondos. 

El  Procurador  fiscal  pidió  que  con  arreglo  á  lo  pres* 
cripto  por  los  arts.  64,  inc.  2<>,  80  y  82  de  la  ley  nacio- 
nal penal  se  condenara  á  Gómez  y  Garcia  á  la  pena  de  10 
años  de  trabajos  forzados  y  1 ,000  pesos  fuertes,  y  á  la  de- 
volución de  lo  percibido,  y  á  Gibson  á  una  multa  de  200 
pesos  fuertes. 

El  empleado  Gómez  alegó  en  su  descargo  que  el  Vista 
Aniola  habia  gastado  para  si  una  parte  del  producto  del 
papel  sellado,  cuya  venta  estaba  á  su  cargo ;  y  que  para 
cubrir  ese  déficit  convinieron  los  empleados  á  solicitud  de 
Garcia,  en  que  se  siguiese  cobrando  el  sueldo  del  Vista, 
hasta  cubrir  el  déficit^  como  se  hizo. 

Garcia  alegó  haber  firmado  por  Arrióla  por  orden  del  ad- 
ministrador, rehusándose  en  Agosto  á  hacerlo,  y  dando  cuenta 
al  Gobierno;  por  cuya  razón  se  separó  de  su  puesto  de 
contador. 

Gibson  alegó  en  su  descargo  la  orden   de  su  superior. 

Seguido  el  proceso  por  todos  sus  trámites  se  dictó  el 
siguiente 
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Fallo  del  Jueae  flerclonal. 


Corrientes,  Agosto  23  de  1869. 

Vista  esta  causa  criiDioal,  seguida  por  el  Procurador  fiscal 
contra  el  ex-administrador  de  aduana  Justo  Gómez,  ex-con* 
tador  Celso  R.  Garcia  y  ex-Vista  de  la  misma  Guillermo 
Gibson,  de  la  que  resulta  comprobado  plenamente  los  hechos 
siguientes :  —  1^  Que  habiendo  fallecido  el  24  de  Abril  del 
año  1867  Nepomuceno  Arrióla^  Vista  de  la  aduana  de  Goya, 
el  administrador  Gómez  no  participó  al  Gobierno  la  vacancia 
del  empleo  que  aquel  ejercía,  antes  por  el  contrario  guar- 
dando completo  silencio  sobre  este  hecho,  lo  bacía  revistar 
como  vivo  y  en  ejercicio  de  sus  funciones  en  las  planillas 
de  empleados,  que  como  jefe  de  aduana  formaba  todos  los 
meses,  abuso  que  duró  desde  el  mes  de  Abril  del  año 
citado  hasta  Agosto,  según  aparece  de  sus  declaraciones, 
de  la  fé  de  muerto  Je  f.  5,  y  de  las  planillas  originales  que 
corren  desde  f.  51  á  57.  —  2®  Que  el  contador  Garcia  y 
el  oficial  escribiente  Gibson  teniendo  pleno  conocimiento 
de  la  muerte  de  Arrióla^  y  de  que  no  podia  por  consiguiente 
figurar  como  empleado  en  ejercicio  de  sus  funciones,  fir- 
maban  los  recibos  por  Nepomuceno  Arrióla,  habiéndolo  he- 
cho, el  primero,  desde  Abril  hasta  Julio,  y  el  segundo,  en 
el  mes  de  Agosto,  según  consta  de  las  referidas  planillas 
reconocidas  por  los  procesados  en  su  confesión  desde  f.  80 
hasta  86.  —  3^  Que  la  cantidad  de  sesenta  y  seis  pesos  fuertes 
á  que  ascendía  el  sueldo  del  vista,  quedaba  en  .poder  de 
Gómez  según  lo  declaran  aquellos.  —  Con  lo  espuesto  por  el 
Procurador  fiscal  y  teniendo  presente  lo  alegado  por  los 
defensores  de  los  procesados,  y  considerando  respecto  al 
procesado  Gómez :  que  á  pesar  de  confesar  los  hechos  rela- 
cionadas, dice ;  para  descargarse  que  el  Vista  Arrióla  habia 
gastado  una  cantidad  de  la  renta  del    papel  sellado  que  tenia 
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á  SU  cargo^  ;  que  para  cubrir    este  déficit,  convinieron  los 
empleados  á  solicitud    de  Garcia,  en  que  se  siguiese  cobran- 
do el   sueldo  del  Vista;  lo  que  se  yerificó  quedando  en  te- 
sorería  la  cantidad    que    figura   como  recibida  por  Arrióla. 
—  2^  Que  examinando  las  declaraciones  y   documentos   que 
obran  en   el    proceso,  resulta  plenamente  comprobado    que 
en  los  libros  no  aparece  déficit  alguno,  puesto  que  el  mismo 
Gómez  confiesa  que  se   daba  por  recibido  de  la  cantidad  que 
faltaba  y  lo  hacia    figurar  en    las    cuentas  con  intención    de 
reembolsarla  de  su  bolsillo  si  Arrióla  no  la  pagaba,  y  re- 
sulta también   del  informe  del  actual  administrador  como  de 
los   balances  que  corren  á  f.  62,  63  y  64.  —  3^  Que  atentos 
estos  antecedentes,  el  déficit  á  que  se  refiere  el   procesado 
es  una  cantiiiad,  de  que  él  era  responsable,  desde  que  fal- 
tando á  sus    deberes    como  administrador,    permitia  que  el 
espendedor  de  papel    invirtiese  los  dineros  públicos  en  gastos 
particulares.  —  4^  Que  las   declaraciones  de  Garcia  y  Gibson 
son  por  referencia  que  Gómez  les  hizo,  sin  que  les  conste 
nada  al  respecto,  pues  cuando   vino  Garcia,  á  fines  de  Mayo 
del  67,  á  recibirse  de  su  empleo  de  contador^  aquel  espendia 
el  papel   sellado  por  enfermedad  de  Arrióla,  según   aparece 
á  f .  68  y  69.  —  5^  Que  Gómez  se  ha  contradicho  en  su  de- 
claración de  f.  66,    espresando  unas  veces  que  los  libros  del 
Vista   arrojaban  un   déficit,  y  en  seguida,  que  de   ellos  no 
aparecía  ninguno.  —  6<'  Que    aquel  declara  así  mismo  que 
Arrióla  rendía  cuentas  mensualmente,  y  que  siempre  resul- 
taba un  déficit   del  que  se  daba  por  recibido  sin   hacerlo 
figurar  en  los   libros,  lo    que  además  de  ser  imposible,  por- 
que no  es  racional  suponer  que  asumiese  esta  responsabilidad 
sin  un  documento,  ó  sin  llevar   una  cuenta  que  espresara  las 
cantidades  que  quedaba    debiendo   Arrióla,    no  lo  escusaría 
este  proceder    puesto  que    siendo    responsable  á  cubrir  el 
déficit  con  sus  bienes  particulares,  cometía  el  delito  defini- 
do por  el  art.   80  de.  la  ley  penal  nacional  al  percibir  una 
cantidad  que  no  se  debia  aunque  la  hiciera  servir  para  aquel 
objeto.  —  7<>  Que  en  atención  á  estos  hechos,  resulta  probado 
T.  vin.  21 
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qué  Gómez  de  ha  hecho  reo  del  delito  de  sustracción  de 
caudales  públicos,  puestos  á  su  cuidado  como  administrador 
de  aduana.  —  8^  Oue  para  cometer  este  delito  se  ha  valido 
de.  medios  que  á  la  vez  constituyen  otro  diferente ;  tales 
son:  el  de  hacer  aparecer  en  las  planillas  referidas,  como  vivo 
y  en  ejercicio  de  sus  funciones  á  uno  que  sabia  habia  falle- 
cido ya^  pues  es  calificada  como  delito  de  falsedad ;  según 
los  principios  del  derecho,  toda  ocultación  de  la  verdad 
hecha  con  dolo  en  perjuicio  de  tercero^  hallándose  ademán 
este  caso  comprendido  espresamente  en  el  art.  64,  inc.  ^  que 
dice :  suponiendo  en  un  acto  la  intervención  de  personas  que 
no  lo  han  tenido  y  4^  faltando  á  la  verdad  en  la  nar- 
ración de  los  hechos.  —  9^  Que  siendo  mas  criminal  el  que 
comete  dos  delitos  (][ue  él  que  se  hace  reo  de  uno  solo,  las 
leyes  castigan  con  mas  rigor  el  primero  que  el  segundo, 
llegando  hasta  ordenar  en  ciertos  casos  la  acumulacioú  ^e 
la  pena  de  todos  ellos ;  pero  siendo  deficiente  la  le<^ 
jislacion  Española  en  este  punto,  deben  seguirse  las  doctrinas 
de  los  Códigos  y  criminalistas  modernos,  tanto  mas  cuanto 
que  lá  ley  penal  nacional,  al  hablar  de  los  delitos  de  re- 
belión y  sedición  dice  en  sus  artículos  18  y  24,  qne  á  los 
reos  de  aquellos  que  hubiesen  cometido  crímenes  particnlares 
se  les  imponga  la  pena  de  estos  en  su  grado  máximun.  — 10  Qne 
los  criminalistas  y  Códigos  modernos  vdrian  sobre  este  punto, 
pero  convienen  todos'  en  que  cuando  concurren  muchos  de- 
titos en  un  mismo  criminal,  si  estos  proceden  de  un  soto 
acto  y  el  uno  de  ellos  ha  servido  para  cometer  el  otro,  se 
imponga  la  pena  del  mayor  en  su  grado  máximo.— Tejedor,  Kb.  9fi 
tít.  5®,  art.  3^y  4<>  de  su  proyecto  de  Código.  —  Gt)yena,  tomo 
5^  lib.  lo,  cap.  10,  sec.  3*,  pág.  185.  —  Considerando,  res*- 
pecto  de  Celso  R.  García  y  Guillermo  Gibson,  que  hancon^ 
fesado  haber  firmado  por  Nepomuceno  Arrióla  los  tecrbos 
que  se  hallan  en  las  planillas  citadas,  el  primero  las  d^ 
Abril  hasta  Julio,  y  el  segundo,  la  de  Agosto,  sabiendo  qut 
aquel  empleado  había  fallecido,  tuyo  hecho  los  constituye 
responsables  del  delito  de  fáhedad  definido  por  iel  art.  <84, 
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inc.  ^  y  A^  de  la  ley  nacional  citada.  --  i^  Que  no  aparece 
de  autos  comprobada  si  la  separación  de  Garcia  de  las  fun- 
ciones de  contador,  fué  por  reprensión  que  dice  Gómez  le 
hizo  por  haber  ido  ebrio  á  la  oficina,  ó  el  haberse  negado 
á  seguir  firmando  las  planillas  por  Arrióla,  como  dice  Garcia 
á  f.  65  vuelta,  pero  concurriendo  con  su  separación  la 
circunstancia  de  que  dio  cuenta  al  Gobierno  Nacional,  y  la 
de  haber  Gibson  firmado  el  recibo  de  Agosto  con  cono- 
cimiento pleno  de  que  venia  cometiendo  el  delito  desde 
mucho  tiempo  antes,  los  constituye  á  ambos  en  el  mismo 
grado  de  criminalidad,  no  obstante  de  que  Garcia  ejercicio 
un  empleo  superior  al  dé  Gibson  y  de  que  firmó  mayor 
número  de  recibosc  —  3^  Que  consistiendo  la  cooperación  pres- 
tada por  Garcia  y  Gibson  en  un  delito  juzgado  y  penado 
por  la  ley,  debe  juzgárseles  como  á  delincuentes  principales 
y  no  como  á  cómplices  de  sustracción  de  caudales  públicos 
de  que  solo  se  ha  hecho  reo  Gómez.  —  Sin  que  pueda  tam- 
poco tenerse  como  circunstancia  agravante  del  delito  de 
falsedad,  el  que  se  haya  verificado  la  substracción  de  aquellos, 
pues  la  ley  al  señalar  la  pena  al  delito  de  falsedad,  ha  pre- 
visto que  se  cometeria  para  perjudicar  á  un  tercero* — Goyena, 
lomo  5%  núms.  501,  504.  —  4^  Que  Gibson  y  Garcia  eran 
empleados  subalternos  bajo  la  dependencia  del  administra- 
dor principal  autor  del  delito,  sin  que  aparezca  en  autos 
que  hayan  g[)ercibido  los  efectos  de  este,  ni  que  procurasen 
^car  ninguna  ventaja  de  su  mala  acción,  imponiéndose  antes 
bien^  desempeñar  un  trabajo  que  no  les  correspondia  por 
su  puesto,  lab  que  son  circunstancias  qué  si  no  los  exime 
completamente  de  la  responsabilidad  criminaU  deben  ser 
tomadas  en  cuenta  para  la  aplicación  de  la  pena.  —  5<>  Que 
el  proceso  ha  sufrido  un  retardo  considerable  á  consecuen- 
jcia  de  haberse  hallado  vacante  el  juzgado,  por  cuyo  motivo 
es  justo  computárseles  en  la  pena  el  tiempo  de  prisión  que 
lian  sufrido.  —  Por  estos  fundamentos,  definitivamente  ju2* 
gando  —  fallo :  que  debo  condenar  como  condeno  á  Justo 
.Qomez  poi  los  delitos  de  falsedad  y  sustr^i^cioB  da  fmi^\^ 
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públicos  á  Id  pena  de  10  anos  de  trabajos  forzados  en  las 
obras  públicas  en  el  lugar  que  el  P.  E.  designe  de  con- 
formidad al  art.  80  de  la  ley  nacional  citada,  con  mas  la 
restitución  de  la  cantidad  sustraida,  que  según  las  planillas 
asciende  á  330  pesos  fuertes,  y  de  acuerdo  con  el  art.  46 
de  la  ley  citada,  á  Celso  R.  Garcia  y  Guillermo  Gibson  á 
la  pena  de  2  anos  de  trabajos  forzados  y  100  pesos  fuertes 
de  multa  á  cada  uno,  computándose  en  las  penas  impuestas 
el  tiempo  de  prisión  sufrida  por  los  reos,  con  costas,  y  re- 
pónganse los  sellos,  Hágase  saber. 

Carlos  Luna. 

Habiendo  apelado  los  procesados,  se  dictó  este  : 


Fullo  de  la  Suprema  Corte* 

Buenos  Aires,  Enero  13  de  1870. 

Vistos  5  considerando :  —  Primero.  Que  la  prescripción  de 
los  artículos  diez  y  ocho  y  veinte  y  cuatro  de  la  ley  penal 
sobre  la  imposición  de  la  pena  mayor  á  los  autores  de  deli- 
tos comunes^  se  refiere  espresa  y  limitadamente  á  los  co- 
metidos durante  la  sedición  y  rebelión  ó  con  ocasión  de 
ellos.  — Segundo.  Que  es  un  principio  de  jurisprudencia  uni- 
versal, que  no  debe  darse  á  las  leyes  penales  una  inter- 
pretación ostensiva  en  perjuicio  del  acusado ;  y  que  es  in- 
justa, por  consiguiente,  la  agravación  del  castigo  corres- 
pondiente al  delito,  cuando  no  está  espresamente  autorizada 
por  la  ley.  —  Tercero.  Que  aunque  el  principio  que  ha  ins- 
pirado la  disposición  de  los  citados  artículos  lo  es  de 
jurisprudencia  común,  no  estando  consignados  en  la  ley, 
como  una  regla  general  inalterable,  es  permitido  su  combi- 
nación con  otro  principio  también  de  derecho  que  prescribe 
atender  á  las  circunstancias  atenuantes  para  la  regulación  de 
las  penas.  —  Cuarto.  Que  sin  embargo  de  que  la  falsificación 
de  listas  y  recibos  para  suponer  la  existencia  de  un  em- 
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pleado  que  habia  fallecido,  y  percibir  sus  sueldos,  aumenta 
en  el  presente  caso,  la  gravedad  del  fraude  hecho  al  tesoro 
público,  obran  en  sentido  contrario  tas  circunstancias  de  ser 
muy  módica  la  cantidad  sustraida,  de  haberse  desempeñado 
por  los  culpables  las  funciones  del  finado  que  se  remune- 
raban con  esos  sueldos,  sin  que  aparezca  que  la  renta 
pública  se  haya  perjudicado  en  la  venta  del  papel  sellado, 
y  finalmente  que  si  no  se  ha  producido  prueba  del  hecho, 
culpable  á  la  verdad,  pero  que  no  arguye  perversidad  en  la 
intención,  de  haberse  hecho  la  falsificación  para  cubrir  un 
déficit  de  las  cuentas  del  finado  de  que  era  responsable 
el  administrador  por  su  tolerancia  ó  descuido,  existen  datos 
que  le  dan  alguna  verosimilitud.  —  Quinto.  Que  tomadas  en 
consideración  todas  estas  circunstancias  resulta  que  la  mayor 
pena  del  artículo  ochenta  de  la  ley  penal  impuesta  al  ex-adminis« 
trador  Gómez  no  es  la  que  corresponde  al  delitp  que  ha 
cometido;  por  estos  fundamentos  se  reduce  la  de  diez  años 
de  priUon  con  destino  á  trabajos  públicos  que  le  impone  la 
sentencia  apelada  de  foja  ciento  cuarenta,  á  cinco  años,  con 
el  descuento  de  la  prisión  sufrida,  y  se  confirma  dicha 
sentencia  en  todo  lo  demás,  con  costas,  y  previo  el  compe- 
tente oficio  al  Poder  Ejecutivo,    devuélvase. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Sal- 
vador M*  DEL  Carril. — FiuNasco 
Delgado.— José  Barros  Pazos.— 
Benito  Carrasco. 
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CArSA  II. 


D.  Juan  Viturini^  contra  los  Sres.  Lezica  y  Lanus,  por 

cobro  de  pesos. 


Sumario. —  !<>  Loft  tripulantes  heridos  en  servicio  del  buque 
tienen  el  derecho  á  ser  asistidos  por  cuenta  de  este. 

2^  Los  foguistas  son  considerados  como  tripulantes. 

3^  La  separación  del  servicio  del  buque  por  hecho  propio  no 
estíngue  aquel  derecho,  si  al  pedir  su  despedida  el  herido 
se  lo  reservó. 

4^  La  obligación  que  corresponde  en  este  caso  á  los  dueños 
del  buque  es  prestar  la  asistencia   que  sea  de  práctica. 

&^  En  Buenos  Aires  la  práctica  es  que  los  tripulantes  herí- 
dos  sean  asistidos  en  el  hospital  general  de  hombres. 

6^  Mientras  no  sean  mandados  por  los  dueños  al  hospital, 
estos  deben  pagar  los  gastos  de  mantención  y  curación. 

70  Fl  tripulante  herido  en  servicio  del  buque  tiene  derecho 
al  sueldo  mientras  dure  su  enfermedad. 

8^  Ese  derecho  se  acuerda  como  una  indemnización  del  daño 
que  recibe  por  no  poder  trabajar. 

9^  El  recibo  de  los  sueldos  dado  por  el  tripulante  hasta  el 
dia  de  su  separación  del  empleo,  no  importa  la  renuncia  á 
ese  derecho ;  y  solo  fija  el  dia  desde  que  deben  abonársele 
los  sueldos. 
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10^  La  enfermedad  se  considera  haber  durado  hasta  el  dia  en 
que  el  tripulante  salió  del  hospital. 


Caso.  —  El  dia  3  de  Mayo  de  1869  la  máquina  del  vapor 
c  Rio  Paraguay  >  de  propiedad  de  los  Sres.  Leziea  y  Lanus  mutiló 
un  dedo  de  la  mano  derecha  al  foguista  Juan  Viturini, 
mientras  se  hallaba  desempeñando  su  servicio  de  tal. 

Llegado  al  puerto  íuó  recomendado  por  el  agente  del  vapor 
al  Dr.  D.  Félix  Pineda  para  que  lo  asistiera  en  la  curación, 
y  á  D  Luis  Bianchi  dueño  de  la  fonda  donde  se  alojó 
Viturini  para  que  lo  atendiera,  diciendo  que  él  pagaría  ios 
gastos. 

Al  mismo  tiempo  Viturini  pidió  su  separación  del  [buque 
y  en  la  capitanía  del  puerto  dio  el  recibo  de  tres  libras 
esterlinas  y  50  pesos  m/c.  como  saldo  de  su  sueldo»  firmán- 
dolo otra  persona  á  ruego,  pero  reservándose,  según  la  de- 
claración del  secretario  de  la  capitanía,  el  derecho  de  cobrar 
los  gastos   de  su  curación. 

Después  de  haberse  fiecho  la  primera  curación,  el  Sr.  Lanus 
recomendó  á  Viturini  al  administrador  del  hospital  general 
de  hombres,  donde  entró  el  30  de  Hayo,  y  de  donde  salió 
el  5  de  Junio  sin  terminar  su  curación. 

Concluida  esta  fuera  del  hospital,  Viturini  cobró  á  los 
Sres.  Lanus  y  Leziea  la  suma  de  3000  pesos  por  asisten- 
cia médica,  la  de  1,225  pesos  por  mantención  en  la  tonda, 
la  de  1 ,575  pesos  por  un  mes  y  23  dias  de  salario,  y  la  de 
256  pesos  50  es.  por  salario  doble  de  cuatro  dias  con  sus 
noches,  en  todo  6,086  pesos  50  es.,  deduciendo  de  esta  can- 
tidad la  de  las  3  I.  50  pesos  m/c  recibido. 

Negádose  el  pago  por  los  Sres.  Leziea  y  Lanus,  les  de- 
mandó judicialmente  ante   el  Juez  Federal  de  Buenos  Aires. 

Los  demandados  opusieron  el  recibo  mencionado,  alegando 
que  este  comprobaba  la  pérdida  de  todo  ulterior  derecho 
por  parte  de   Viturini. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba,  y  producida  la  que  seeiamina 
por  el  juez  en  su  sentencia  definitiva,  te  dieló  este 
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Fallo  del  Jíues  Scccloiud. 

Buenos  Aires,   Octubre  27  de  1869. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Juan  Viturini  contra 
los  Sres.  Lezica  y  Lanus,  cobrando  sus  sueldos,  como  foguista 
del  vapor  <  Rio  Paraguay  >  y  los  gastod  de  curación  y  man- 
tención durante  el  tiempo  en  que  ha  sido  asistido  de  una 
herida  que  recibió  estando  al  servicio  de  dicho  buque, 
resulta. 

Viturini  fundó  su  demanda  diciendo:  ---Que  el  3  de  Mayo 
último,  estando  desempeñando  sus  funciones  de  foguista  una 
de  las  partes  de  la  máquina  le  fracturó  un  dedo  de  la  mano 
derecha  imposibilitándolo  para  continuar  trabajando.  —  Que 
llegado  al  puerto  ha  estado  hospedado  en  un  hotel  y  so- 
metido á  tratamiento  médico,  como  lo  comprueban  las  cuentas 
acompañadas  que  corren  á  f.  1  y  2,  las  mismas  que  se 
negaron  á  pagar  los  dueños  del  vapor,  como  se  negaron 
igualmente  á  pagar  el  sueldo  que  le  debían  por  cuatro  días 
y  sus  noches  por  trabajos  hechos  á  bordo,  y  el  que  le  cor- 
responde durante   su  enfermedad. 

Que  en  vista  de  esta  negativa  y  apoyándose  en  los  arts.  1174 
á  1176  del  Código  de  Comercio,  demandaba  á  las  Sres.  Lezica 
y  Lanus  por  el  pago  de  6,086  pesos  50  es.  m/c,  á  que 
ascienden  dichas  cuentas^  y  á  mas  la  indemnización  que  el 
juzgado  determinase  en  atención  á  la  mutilación  que  ha  sufrido. 

Los  Sres.  Lezica  y  Lanus  pidieron  el  rechazo  de  la 
demanda,  fundándose  en  que  ellos  ofrecieron  toda  clase  de 
auxilio  á  Viturini,  quien  se  negó  á  aceptarlos,  exigiendo 
que  se  le  separase  del  servicio  del  buque,  y  el  pago  de  lo 
que  se  adeudaba,  como  lo  acreditaban  él  recibo  que  acom- 
pañaban y  que  corre  á  f.  14. 

Y  considerando  en  cuanto  á  tos  hechos: 

í^  Que  está  justificado  por  confesión  de  los  demandados 
el  hecho  de  haber  la  máquina  del  vapor  mutilado  un  dedo 
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de  la  mano  derecha  al  demandante ;  y  por  las  declaraciones 
de  los  Dres.  D.  Félix  y  D.  Evaristo  Pineda,  á  f.  25  á  29, 
que  Yíturini  quedó  imposibilitado  para  continuar  trabajando. 

2<^  Que  está  probado  por  el  informe  de  la  capitanía  del 
puerto,  corriente  á  f.  37  vuelta,  que  el  recibo  de  f.  14 
fué  otorgado,  dejando  Viturini  su  derecho  i  salvo  para  cobrar 
los  gastos  de  asistencia  médica  por  la  enfermedad  adquirida 
á  bordo,  á  todo  lo  cual  se  agrega  que  D.  Enrique  Moreno, . 
secretario  de  dicha  reparticiop,  en  su  declaración  de  f.  32 
dice  que  el  Sr.  Foley,  representante  de  los  desiandados 
convino  en  dicha  reserva,  y  por  consecueücia  el  recibo 
espresado  no  importa  la  renuncia  del  derecho  que  Viturini 
pudiera  tener  de  ser  asistido  por  cuenta  de  los  Sres.  Lezica 
y  Lanus,  lo  que  está  corroborado  por  el  Dr.  D.  Félix  Pine- 
da en  su  declaración  citada  en  que  afirma  que  Viturini  le 
fué  presentado  por  un  dependiente  de  D.  Ambrosio  Lezica, 
manifestándole  que  este  abonaría  la  cuenta,  y  por  D.  Luis 
Bianchi  quien  en  su  declaración  de  f.  24  afirma  que  el 
comisario  del  vapor  estuvo  en  su  casa  fonda  á  recon^en- 
darle  ,  Viturini  diciéndole  que  lo  asistiese  y  que  él  ( el 
comisario;  pagaría  los  gastos,  y  debe  presumirse  que  daba 
ese  paso  como   ájente  del  vapor  de  sus  propietarios. 

3^  Que  sin  embargo  dicho  recibo  es  prueba  suficiente  de 
que  quedan  chancelados  hasta  la  fecha  de  él  los  sueldos 
de  Viturini,  pues  así  lo  declara  espresamente,  como  igual- 
mente es  la  prueba  de  que  Viturini  quedó  á  petición  suya 
separado  del  servicio  del  vapor,  pues  dice  que  se  le  abonaron 
sus  sueldos  hasta  el  día  14  de  Mayo  en  que  pidió  su  des- 
pedida. 

4^  Que  Viturini  fué  operado  y  asistido  por  los  Dres.  Pineda 
y  se  hospedó  en  la  fonda  de  D.  Luis  Bianchi,  sita  .en  la 
calle  25  de  Mayo  núm.  86  ( declaraciones  citadas  de  D.  Félix 
y  de  D.   Evaristo  Pineda  y  declaración  de  Bianchi,  f.  24. 

5°  Que  Viturini  fué  recomendado  por  el  Sr.  Lanus  al 
administrador  del  hospital  general  de  hombres  €omo  lo  acre- 
dita el  informe  de  f.  38  vuelu,  y  la  contestación  de  Vilurini 

J,  VIH,  ^ 
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á  la  primera  preganta  qne  de  oficio  le  dirijid  el  juzgado  y 
que  se   encuentra  en  la   acta  de  f.... 

6^  Que  según  el  citado  informe  Tituríni  entró  en  el  hospi- 
tal el  30  de  Mayo  fugándose  el  5  de  Junio  sin  terminar 
BU  curación. 

1^  Que  la  práctica  ó  costumbre  es  mandar  los  marineros 
enfermos  ó  heridos,  entre  los  cuales  están  comprendidos  los 
foguistas,  á  que  sean  asistidos  en  el  hospital,  pagando  el 
buque  lo  necesario  cuspado  el  establecimiento  lo  exige,  como 
está  probado  por  las  declaraciones  de  D.  Pedro  Montero 
t.  42,  de  D.  Tomás  Foley  f.  43,  yD.  Esteban  D.  Risso  f.  44. 

T  considerando  ea  derecho.  —  i^  Que  el  art.  1,174  del 
Código  de  Comercio  acuerda  á  los  individuos  de  la  tripula- 
clon  de  un  buque,  en  la  que  se  consideran  incluidos  los  fo- 
guistas, el  derecho  á  ser  asistidos  por  cuenta  del  buque 
cuando  fuesen  heridos  en  servicio  de  él,  y  por  consecuencia 
Viturini,  foguista  del  vapor  c^áo  Paraguay»  y  herido  en  ser- 
vicio del  vapor  como  se  ha  demostrado,  está  comprendido 
en  dicho  artíci^Io. 

2^  Que  su  separación  del  servicio  del  buque  por  f  hecho 
propio  no  estingue  aquel  derecho  en  el  presente  caso,  porque 
Viturini  pidió  su  despedida  reservándoselo,  como  está  demos- 
trado, y  ^in  oposición  del  representante  de  los  dueños  del  vapor. 

3^  Que  sin  embargo,  no  siendo  el  deber  de  los  dueños 
del  buque  prestar  la  asistencia  que  exijen  los  tripulantes, 
sino  lo  que  sea  de  práctica,  los  dueños  del  vapor  c  Paraguay  » 
cumplian  haciendo  asistir  á  Viturini  en  el  hospital  general 
de  hombres  que  como  se  ha  demostrado  anteriormente  es 
donde  se  acostumbra  asistirlos. 

4^  Que  no  habiendo  sido  recibido  Viturini  en  el  hospital 
sino  el  dia  30  de  Mayo,  los  gastos  de  mantención  y  cura- 
ción hasta  dicho  dia  deben  ser  á  cargo  de  los  dueños  del 
vapor,  tanto  mas  cuanto  que  en  el  presente  caso  según  las 
declaraciones  citadas  del  Dr.  D.  Félix  Pineda  y  de  D.  Luis 
Bianchi,  existe  la  presunción  de  haberse  comprometido 
á  abonarlos. 
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5«  Qoe  segan  el  mismo  art.  1,474  citado,  cuando  la  en- 
fermedad ó  herida  sucediese  en  servicio  del  buque,  caso  en 
que  se  encuentra  Vituríai,  tiene  derecho  el  herido  para  de- 
vengar sueldo  mientras  dure  su  enfermedad. 

6^  Que  no  se  opone  á  la  existencia  de  este  derecho  la 
circunstancia  de  haber  Yiturini  pedido  su  separación  del  buque, 
porque  los  sueldos  se  acuerdan  como  una  indemnización 
del  tiempo,  durante  el  cual^  á  causa  de  la  enfermedad  ó 
herida  contraída  en  el  servicio  del  buque,  no  puede  el 
marinero  tral>ajar,  y  porque  en  el  présenle  caso  no  ha  me* 
diado  renuncia  por  parte  de  Yiturini  pues  aunque  tal  renun- 
cia podia  colegirse  de  las  últimas  palabras  del  recibo  de 
f.  14,  dicha  deducción  no  es  forzosa,  tanto  mas  cuanto  que, 
según  la  declaración  de  D.  Enrique  Moreno,  secretario  de 
la  capitanía,  solo  se  presentó  Yiturini  á  hacer  otorgar  dicho 
recibo,  cuando  le  dijeron  que  era  sin  perjuicio  de  su  derecho 
á  reclamar  la  asistencia,  y  que  dichas  palabras  pueden  tener 
por  objeto  el  dejar  consignada  la  fecha  hasta  la  cual  se  le 
abonó  á  Yiturini  su  sueldo,  y  en  la  que  se  dejaba  el  servicio ; 
objeto  útil,  puesto  que  quedaba  establecido  que  no  se  debia 
á  Yiturini  sueldos  de  fecha  anterior,  y  porque  era  convenien- 
te á  los  dueños  del  vapor  que  se  consignara  el  hecho  de 
haber  Yiturini  dejado  el  servicio,  puesto  que  en  el  se  fundan 
para  negarle  todo  derecho  á  asistencia  y  á  sus  salarios. 

1^  Que  sin  embargo,  habiéndose  Yiturini  sustraído  á  la  vigilan* 
cia  de  los  dueños  del  vapor  por  su  salida  del  hospital,  no  puede 
averiguarse  si  después  de  ella  se  curó  convenientemente,  y 
por  consecuencia,  si  la  imposibilidad  de  trabajar  le  ha  con- 
tinuado por  haber  suspendido  su  asistencia  en  el  hospital,  y  por 
consecuencia  solo  puede  pretender  que  se  le  abonen  sus 
salarios  hasta  el    día  en  que  salió  de  dicho  establecimiento, 

8^  Que  registrándose  los  dias  de  entrada  y  salida  en  el 
hospital,  debe  estarse  mas  bien  i  loque  de  sus  asientos  cons- 
te, que  á  lo  que  afirman  los  que  entran  á  asistirse  en  él  y 
por  consecuencia  debe  estarse  á  la  fecha  5  de  Junio  que  da 
el  informe  de  f.  38  vuelta. 
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9^  Que  la  indemnización  á  que  se  refiere  el  art.  1,174 
no  puede  referirse  á  otro  caso  que  á  aquel  en  que  los  ma- 
rineros quedan  imposibilitados  para  trabajar  por  la  mutilación 
sufrida,  como  una  indemnización  del  daño  sufrido  y  no  puede 
ser  por  consiguiente  tener  lugar  en  este  caso  en  que  Yiturini 
no  ha  quedado  imposibilitado  para  trabajar,  como  lo  declaran 
los  facultativos  que  lo  asistieron  (f.  27  y  28   vuelta). 

Por  estos  fundamentos  —  fallo :  condenando  á  los  Señores 
Lezica  y  Lanus  á  abonar  la  cuenta  de  honorarios  de  los 
médicos  que  asistieron  á  Yiturini,  y  los  gastos  de  fonda  hasta 
el  día  30  de  Uayo  último  en  que  entró  á  asistirse  en  el 
hospital,  y  al  del  salario,  á  computarse  desde  el  14  de 
Mayo  hasta  el  5  de  Junio,  á  razón  de  40  pesos  fuertes  por 
mes,  y  sin  bac3r  lug:ir  á  los  demás  puntos  contenidos  en  la 
demanda,  debiendo  cada  parte  pagar  sus  costas  y  reponerse 
los  sellos. 

Manuel  Zavaleta. 
Esta  sentencia  fuá  confirmada  por  el  siguiente 


Falio  de  le  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Enero  20  de  1870. 

Vistos  por  sus  fundamentos  se  confirma  la  sentencia  apela- 
da de  foja  sesenta  y  uno  y  satisfechas  las  costas,  devuélvanse 
reponiéndose  los  sellos. 

Salvador  M.  del  Carril. — Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 


*—* 


DE  iUSTlGU  NACIONAL.  325 


CArSA    III. 


D.  Agustín  Ferreyra^  contra  la  testamentaria  de  D.  Benjamín 
Sánchez^  sobre  ejecución  de  una  sentencia. 


Sumario. — La  cosa  juzgada  no  puede  sufrir  modificación. 


Caso.  —  En  unos  autos  seguidos  por  D.  Agustín  Ferreyra 
contra  D.  Benjamin  Sánchez  por  tercería  sobre  el  valor  del  fundo 
€  Vista  Flores  i^^e\  juez  nacional  de  Mendoza  dictó  la  si- 
guiente sentencia^  que  quedó  consentida  por  las  partes. 

Mendoza  9  Agosto  7  de  1866. 

Vistos :  de  autos  resulta  que  cobrando  D.  Benjamín  Sán- 
chez á  D.  Nicolás  Sotomayor  25,000  pesos,  precio  de  la 
venta  de  la  Estancia  de  c  Vista  Flores »  D.  Agustín  Perreyra 
sale  á  este  juicio,  como  accionario  ó  dueño  de  4  acciones 
que  sumadas  las  cuatro,  6,250  pesos  forman  parte  de  los 
25,000. 

Considerando  que  los  causantes  del  derecho  que  disputa 
Ferreyra  no  han  aceptado  la  venta  que  D.  Domingo  Guiñazú 
hizo  de  los  25,000  pesos  á  favor  de  Sánchez  por  9,000  ti 
contado.  Que  sin  desconocer  el  derecho  que  tuvo  Guiñazii 
para  traspasar  é  enagenar  la  acción  que  tenía  á  los  25^000, 
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este  convenio  debe  regir  en  la  parte  que   tiene  Guiñazú 
no  en  !a  que  corresponde  á  otros,  pues   estos  protestaron 
en  tiempo  manifestando  su  disconformidad  al  mismo  Sánchez 
comprador  de   los  derechos  de  Guiñazú. 

Teniendo  muy  presente  !a  confesión  de  Sánchez  que  no 
niega  corresponder  á  D^.  Magdalena  Fortunata,  Pedro  Ignacio 
y  Facundo  Primitivo  Guiñazú  las  acciones  que  estos  han 
traspasado  á  otros,  viniendo  al  Gn  á  quedar  en  favor  de  Fer- 
reyra.  Habiéndose  citado  de  eviccion  y  saneamiento  á  D.  Do- 
mingo Guiñazú. 

Corresponde  declarar:  Que  las  cuatro  acciones  que  recla- 
ma Ferreyra  deben  deducirse  de  la  venta  de  c  Vista  Flores  » 
con  intereses  legales,  desde  el  dia  de  la  intimación  judicial, 
sufriendo  dichas  acciones  los  menoscabos  á  que  diere  lugar 
el  precio  del  fundo,  pues  el  espresado  Ferreyra  debe  con- 
siderarse como  condueño  á  la  par  de  Sánchez  por  la  parte 
que  obra  á  su  favor. 

Es  entendido  que  D.  Domingo  Guiñazú  debe  salir  al 
saneamiento,  sin  mas  responsabilidad  que  por  el  valor  que 
corresponde,  deducidas  las  acciones  que  justifique  Ferreyra. 
Cada  parte  paga  sus  costas.  Repónganse. 

Juan  Palma. 

En  virtud  de  esta  sentencia,  D.  Agustin  Ferreyra  entabló 
acción  ejecutiva  por  .el  valor  de  5,250  pesos  bol.  como  capital, 
sufriendo  el  menoscabo  de  1 ,000  pcbos  bol.,  y  de  598  pesos  bol. 
36  <^s.  como  intereses  de  dicho   capital. 

Conferido  traslado  sin  perjuicio,  el  representante  de  la 
testamentaria  Sánchez  pidió  que  la  liquidación  de  lo  que 
pertenecía  á  Ferreyra,  se  aplazara  hasta  la  terminación  de 
los  juicios  pudientes  sobre  deslinde  del  fundo  c  Vista  Flores  » 
pues  solo- entonces  podia  establecerse  el  importe  de  él;  y 
que  en  cuanto  á  los  intereses,  no  habia  derecho  ¿  cobrarlos 
por  cuanto  el  valor  del  fundo  no  alcanzaba  á  cubrir  el 
capital   de  la  compañía. 

Dado  traslado  á  Ferreyra,  este  contestó  que  sa  acción  de* 
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rh'aba  de  um  sentencia  ejecutoriada,  y  no  podía  ser  afectada 
por  las  cuestiones  que  la  testamenlaría  Sánchez  tuviese  sobre, 
deslinde  del  fundo. 

Que  el  valor,  que  le  «iebia  este  estaba  definido  por  dicha 
sentencia,  pues  consistía  en  el  obtenido  por  la  venta  del 
fundo  con  solo  el  menoscabo  de  la  diferencia  entre  esta  y 
la  que  se  hizo  por  Sánchez  á  Guiñazú. 

Que  la  misma  sentencia  le  adjudicaba  los  intereses  del 
capital  modificado. 


Falto  del  Summ  Seccional. 


Mendoza^  Setiembre  23  de  1869. 

Vistos:  la  sentencia  de  7  de  Agosto  de  1866  que  se  en- 
cuentra al  f.  32,  del  espediente  del  cuaderno  mandado  agregar 
dice :  c  que  las  4  acciones  que  reclama  Ferreyra  deben  de- 
c  dudrse  de  la  venta  de  c  Vista  Flores  >  con  intereses  lega- 
€  les  desde  el  dia  de  la  intimación  judicial,  sufriendo  dichas 
f  acciones  los  menoscabos  á  que  diese  lugar  el  precio  del 
f  fundo,  pues  el  espresado  Ferreira  debe  considerarse  como 
c  condueño  á  la  par  de  Sandiez  por  la  parte  que  obra  á 
su  favor. » 

Considerando :  —  l^'  Que  esta  sentencia  es  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada,  consentida  por  D.  Benjamín  Sán- 
chez y  aceptada  en  autos.  — 2<>  Que  la  única  trepidación  que 
existe  por  la  parte  de  Sánchez,  es  que  el  valor  de  las  4  acciones 
sujeto  á  menoscabo  no  se  puede  saber  cutmto  es,  para  rea- 
lizar sn  entrega  por  cuanto  c  Vista  Flores »  está  sujeto  á 
un  deslinde  promovido  después  del  remate  de  dicho  fundo, 
por  D.  Melchor  Villanueva  colindante,  el  cual^  alega,  que 
en  la  posesión  dada  de  <  Vista  Flores  >  i  Sánchez  se  ha 
internado  este  en  su  propiedad  Totoral,  que  al  efecto  se 
ha  promovido  juicio  nombrando  un  perito  que  es  D .  Julio 
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Ballofé,  encargado  de  dWidir  ambos  derechos.  —  S*'  Teniendo 
á  la  vista  e!  juicio  de  deslinde  suscitado  por  Villanueva,  con 
m^s,  el  otro  en  que  se  encuentra  la  obligación  de  posesión 
dada  á  Sánchez  con  su  plano  correspondiente  á  f.  44  en  el 
cual  se  encuentra  la  posesión  de  Villanueva  á  reconocer  dicho 
deslinde.  —  4^  Que  la  posesión  dictada  á  favor  del  com- 
prador de  c  Vista  Flores  >  que  D.  Benjamín  Sánchez  según 
el  acta  de  remate  que  corre  á  f.  41  del  cuaderno  corres- 
pondiente, el  valor  de  21,000  pesos  es  al  contado^  sin  que 
baya  entregado  nada  hasta  la  fecha  siendo  que  está  en  po- 
sesión de  la  cosa  comprada  desde  el  6  de  Diciembre  de  1866. — 
50  Que  aunque  es  verdad  que  D.  Benjamín  Sánchez  figura 
como  acreedor  de  D.  Nicolás  Sotomayor,  dueño  que  fué  de 
c  Vista  Flores »  su  acción  como  ejecutante  no  está  todavía 
rematada  de  manera  que  se  pueda  decir  plata  al  contado. — 6^ 
Que  estando  Sánchez  declarado  comprador  con  limitación  de 
su  derecho  á  reconocer  por  condueño  á  D.  Agustín  Ferreyra 
en  la  parte  que  este  tiene  acción  al  valor  del  remate,  no  es 
justo  que  aquél  disfrute  del  fundo  sin  participar  á  su  colega. 
—  7^  Que  esta  razón  fué  la  que  tuvo  el  juez  para  acordar  en 
su  sentencia  de  Agosto  que  el  dividendo  que  corresponde  á 
Ferreyra,  gane  interés  legal.  —  8°  Que  asi  conforme  dicho 
dividendo  está  sugeto  á  menoscabo  por  haberse  vendido  el 
fundo  en  menos  de  los  25,000  pesos  que  gravitan  sobre  él, 
también  debe  Ferreyra  esperar  la  consecuencia  del  deslinde 
con  Villanueva,  una  vez  que  es  condueño  sugeto  al  sanea- 
miento de  la  propiedad  vendida  que  es  suceptible  de  dis- 
minución, si  llega  á  vencer  el  opositor  colindante  en  su 
pretencion.  — 9^  Que  estando  el  rematador  de  c  Vista  Flores  > 
en  posición  y  disfrute  sin  pagar  1?.  subasta  con  la  esperanza 
tal  vez  fundada  de  compensar  la  deuda  contra  Sotomayor 
con  el  valor  del  remate,  como  este  no  le  corresponde  en  el 
todo  y  es  posible  que  el  deslinde  se  retarde  demasiado  con 
perjuicio  de  los  condueños,  ya  que  corre  un  interés  que  con 
el  tiempo  puede  ascender  á  mucho. 
Por  estos  fundamentos  y  otros  que   se  han  tenido  pre- 


DE    JUSTICIA  NACIONAL.  329 

sentes  en  hecho  y  derecho  se  declara  firme  la  resolución  ho- 
mologada de  7  de  Agosto  de  1866  bajo  la  inteligencia,  que 
D.  Agustin  Ferreyra  por  D.  Cruz  Videla  para  obtener  su 
dividendo,  debe  esperar  la  conclusión  del  juicio  de  deslinde 
con  D.  Melchor  Villanueva,  quedando  á  elección  del  com- 
prador de  c  Vista  Flores  >  optar  por  la  continuación  del 
interés  en  favor  de  la  parte  que  representa  Ferreyra  6  dar 
participación  á  este  en  el  gozo  y  disfrute  del  fundo  en  pro- 
porción de  la  acción  que  tiene  como  condueño,  bien  entendido 
que  si  sobre  este  particular  no  hay  arreglo,  e.l  juez  exijirá 
el  complemento  de  la  venta,  es  decir,  el  precio  de. depósito 
como  que  es  camino  mas  corto  y  legal,  cada  parte  paga  sus 
costas. 

Juan  Palma, 

Apelado  este  auto  fué  revocado  por  el  siguiente 


FaUo  de  la  Suprenuí  Corte. 


Buenos  Aires,  Enero  25  de  1870. 

Vistos,  y  considerando : —jPnmero.  Que  habiendo  sido 
condenada  la  parte  de  Sánchez  pura  y  simplemente  por  e! 
auto  ejecutoriado  de  foja  treinta  y  dos  en  los  intereses  cor- 
respondientes á  las  cuatro  acciones  que  pertenecen  á  Don 
Manuel  Cruz  Videla,  la  opción  que  se  le  otorga  por  el  apelado 
de  dar  á  este  participación  en  la  posesión  del  fundo  para 
librarse  de  aquella  obligación,  es  una  modificación  de  la 
cosa  juzgada  contraria  á  la  ley  diez  y  nueve,  título  veinte 
dos,  partida  tercera,  según  la  cual,  es  inalterable  el  juicio 
afinado.  —  Segundo.  Que  las  demás  cláusulas  de  la  resolución 
apelada  contienen  declaraciones  arregladas  á  derecho,  como 
lo  ha  reconocido  el  abogado  defensor  de  Videla  en  su  infor- 
me al  tiempo  de  la  vista;  por  estos  fundamentos,  se  revoca  el 
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citado  auto  qae  se  rcjístra  á  foja  ciento  cinco  «b  la  parle 
qoe  autoriza  á  Sánchez  para  libertarse  del  pago  de  los  in- 
tereses dando  á  Videla  participación  en  el  oso  del  fundo, 
confirmándose  en  lo  demás,  y  devuélvanse  satisfechas  que 
sean  las  costas  y  repuestos  ios  sellos  por  el  apelante. 

Francisco  de  las  Carreras — Salva- 
dor María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos.— Benito  Carrasco. 


«•••i 


CAV0A  it: 


Criminal^  contra  D.  Jo$é  Mafia  Baca^  por  deUto  de  rebdion 

y  demos  y  perjuicios. 


Sumario.  —  La  carencia  de  voluntad  en  cometer  el  delito 
y  la  imposición  de  la  fuerza  para  ello,  exonera  de  toda  im- 
putabilidad  criminal,  y  sus  consecuencias  civiles. 


Cdso.—iosé  Haría  Baca  fué  comisario  de  policía  durante 
el  dominio  del  rebelde  Vareta  en  Jachal  é  hizo  parte   con 
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D.  ServaaJo  "E9cobar  y  D.  Ventara  Lloverás  de  la  comisión 
qne  se  nombró  en  Jachal  para  sacar  contribuciones  forzosas 
en   favor   del  ejército  rebelde. 

Por  esta  áltima  causa  se  siguió  jhi  proceso  criminal  contra 
D.  Servando  Escobar,  D.  Ventura  Lloverás  y  D.  José  María 
Baca,  al  cual  se  unió  una  qirerella  civil  de  D.  José  Antonio 
Rodríguez  por  la  suma  de  4,000  pesos  boL  valor  de  efectos 
tomados   por  la   comisión. 

El  proceso  concluyó  por  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  de 
9  de  Juftio  de  1869,  resultando  condenado  Lloverás  á  la 
pena  de  10  años  de  destierro  y  de  2,000  pesos  fuertes  de 
multa  por  haberse  conformado  con  la  sentencia  condena- 
toría  de  1^  instancia;  Escobar  á  la  de  4  años  de  servicio 
militar  en  la  frontera,  inhabilidad  por  5  años  para  ejercer 
empleos  públicos,  y  600  pesos  fuertes  de  multa ;  y  los  dos 
solidaríaméute  con  Baca  al  pago  de  1,%0  pesos  bol.  28  1/2  es.  á 
favor  de  Rodríguez. 

Baca  no  fué  condenado  á  pena  alguna  por  no  haberse 
presentado   al  juicio. 

Concluido  el  proceso  contra  Escobar  y  Lloverás,  Baca 
se  presentó  espontáneamente  á  la  cárcel  y  o1)tuvo  la  rescisión 
de  la  sentencia  respecto  de  la  condenación  civil  á  fiívorde 
Rodríguez. 

Tomándole  la  declaración  indagatoria  y  la  confesión,  fué 
acusado  por  el  Procurador  fiscal  pidiendo  la  pena  de  10 
años  de  destierro  y  2,000  pesos  fuertes  de  multa,  y  deman* 
dado  nuevamente  por  Rodríguez. 

Baca  contestó  la  acusación  diciendo  que  jamás  habia  hecho 
causa  común  con  los  rebeldes ;  probó  que  al  saber  la  victoría 
que  estos  obtuvieron  en  el  Pósito  contra  las  fuerzas  legales 
huyó  con  D.  Tomás  Alvarez  al  lugar  llamado  «  La  Iglesia  » 
que  de  aquel  punto  lo  trajo  preso  el  oficial  rebelde  D.  Avelino 
Quiroga,  entregándolo  á  Várela  gefe  de  los  rebeldes ;  que  en 
esa  condición  y  amenazado  de  muerte  tuvo  que  obedecer  la 
orden  de  este  de  asociarse  á  los  oficiales  Cardoso  y  Varas 
y  asistir  á  sus  latrocinios,  firmando  como  testigo  las  espo- 
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laciones  que  aqaellos  cometieron ;  probó  también  qne  apenas 
Várela  salió  para  la  Rioja,  volvió  á  fugar  con  otros  varios 
á  c  La  Iglesia  >  y  á  la  Cordillera. 

Alegó  que  estos  hechos  probaban  qm  él  lejos  de  ser 
adicto  á  los  rebeldes,  fué  violentado  por  ellos,  y  los  servicios 
que  tuvo  que  prestarles^  lo  fueron  bajo  la  presión  del  terror  y 
de  la  violencia. 

Que  por  estas  razones  debia  ser  absuelto  de  la  acusación 
criminal,  y  de   la   querella  civil   intentada    por  Rodríguez. 


Fallo  del  Juez  Seecional. 


San  Juan,  Agosto  18  de  1869. 

Vista  esta  causa  criminal  contra  José  Marfa  Raca,  como 
partícipe  en  el  delito  de  rebelión  promovida  y  encabezada 
en  la  villa  de  Jachal  por  Felipe  Várela,  y  querella  civil  con- 
tra el  mismo,  por  indemnización  de  perjuicios,  deducida  por 
D.  Antonio  Rodríguez,  con  lo  espuesto  por  el  Procurador 
fiscal  y  alegado  y  probado  por  las  partes  y  considerando 
por  el  mérito  que  arrojan  los  autos. 

l^'  Que  por  las  declaraciones  de  D.  Leonardo  Castro,  D.  Ra- 
món Amigorena  y  D.  Juan  de  Dios  Videla  á  f.  5,  6  y  7  de  los 
autos,  y  de  los  recibos  de  f.  10  á  59  vuelta,  firmados  y  reconocidos 
por  el  reo,  se  acredita  legalmente  el  hecho  de  haber  este  for- 
mado en  la  comisión  que  tomó,  valiéndose  hasta  de  la  fuerza, 
valorea  en  mercaderías  de  algunas  casas  de  negocio,  y  desti  - 
nados  al  consumo  7  equipo  del  ejército  rebelde  á  las  órdenes 
de  Felipe  Vareta. 

2^  Que  la  escepcion  de  fuerza,  con  amenazas  de  muerte  y 
contribución  deducida  por  el  reo^  para  desvanecer  el  cargo 
que  contra  él  resulta,  no  está  suficientemente  acreditada,  co- 
mo pudo  hacerse  en  caso  de  ser  cierta,  pues  que,  fundándose 
en  hechos,  estos  deben  ser  determinados  con  claridad  y  pre- 
cisión, fijando  sus  autores,  el   tiempo  y  logar  en  qae  suce- 
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dieron,  para  que  puedan  ser  apreciados  por  el  juez,  lo  que 
no  se  ha  hecho  por  parte  del  reo,  en  la  sesta  # pregunta  de 
su  interrogatorio  de  f.  192,  que  es  la  pertinente  á  este  objeto, 
siendo  de  notarse  que  los  dos  únicos  testigos,  de  los  muchos 
presentados  por  el'reo,  que  contestan  aGrmativamente  á  dicha 
pregunta,  el  primero  D^  Cayetana  Zapata  de  Muñoz,  dice  que 
es  cierta  porque  lo  vió^  sin  saberse  qué  fué  lo  que  vió^ 
si  los  oficiales  de  Várela  que  acompañaban  á  la  comisión, 
debiendo  presumirse  lo  primero,  porque  el  esposo  de  la  misma 
testigo,  D.  Pedro  José  Muñoz,  procesado  por  el  mismo  de- 
lito de  rebelión,  así  lo  determina  contestando  á  la  pregunta 
sestá  á  f.  196  y  el  segundo  D.  José  Ignacio  de  la  Barrera 
á  f.  213  vuelta  no  da  ninguna  razón  de  su  dicho  afirmativo. 
—  Esta  prueba  así  tan  in^perfecta,  no  puede  según  derecho 
destruir  la  prueba  escriturada  y  testimoniada  de  que  se  ha 
hecho  mención. 

^^  Que  el  reo  ha  probado  cumplidamente  el  hecho  de 
haberse  retirado  al  lugar  de  c  La  Iglesia  >  al  saber  el  de- 
sastre de  la  Rinconada  y  la  próiima  invasión  de  Felipe  Vareta 
á  Jachal,  siendo  tomado  por  una  partida  de  aquel  gefe  re** 
beldé  y  conducido  preso  hasta  el  mismo  Jachalí  como  tam- 
bién su  segunda  retirada  con  dirección  á  esta  ciudad  y  en  la 
última  invasión  de  Várela. — Pero  estos  hechos,  si  bien  obran 
en  favor  del  reo  para  atenuar  su  responsabilidad,  no  bastan 
para  eximirlo  de  todd  cargo,*  cuando  consta  que  mientras 
estuvo  en  Jachal  con  los  rebeldes,  sirvió  á  la  rebelión  auií- 
liando  y  apoyando  sus  miras  y  propósitos  con  actos  propios, 
probados  y  aun  confesados  por  él,  salvo  el  caso  que  hubiere 
constatado  hechos  que  determinen  la  fuerza  y  el  miedo  grave 
que  alegó   en  su  defensa. 

4*  Que  en  cuanto  á  la  reclamación  civil  de  D.  Antonio 
Rodríguez,  las  declaraciones  hechas  en  la  sentencia  rescin- 
didas con  relación  al  procesado,  deben  quedar  subsistentes 
por  caanto  ellas  se  fundan  en  el  mérito  del  proceso,  no 
habiéAdose  adelantado  i  su  respecto  ni  eo  pro  ni  en  contra 
del  aeior,  y  la  obligación  solidaria  declarada  entonces  contra 
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Baea  en  su  rebeldía  y  á  favor  de  Rodrigoez^  continua  airado 
legUima  en  el  presente  juicio. 

Por  estos  fundamentos  y  los  correspondientes  de  la  sen- 
tencia rescindida   de  í.    105. 

Fallo  definitivamente  juzgando  y  declaro :  —  l^'  Que  el 
procesado  D.  José  María  Baca  es  reo  del  delito  de  rebelión, 
en  el  rol  de  mero  ejecutor  y  de  conformidad  al  art.  17  de 
la  ley  penal  de  14  de  Setiembre  de  1863,  lo  condeno  á  una 
multa  de  300  pesos  fuertes  á  favor  del  tesoro  nacional,  6 
en  su  defecto  á  2  años  de  servicio  militar  en  las  fronteras. 
— 2»  Se  declara  al  reo  responsable  al  pago  de  i, ^50  pesos 
noventa  y  ocho  y  medio  centavos  bolivianos^  con  los  intereses 
á  estilo  de  comercio  desde  la  fecha  del  recibo  de  f.  10  hasta 
su  pago,  con  las  costas  del  proceso.  Hágase  saber  original 
y   repónganse  los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 

Apelada  esta  sentencia^  fué  revocada  por  el  siguiente 


Fallo  de  Ui  ñupreukm  Corte. 


Buenos  Aires,  Eoero  29  de  1870. 

Vistas :  y  considerando,  que  la  carencia  de  voluntad  en  el 
procesado  para  servir  á  los  propósitos  de  la  rebelión,  y  la 
imposición  de  la  fuena  á  que  cedió,  resultan  del  hecho  de  su 
fuga  al  lugar  denominado  <  La  Iglesia  »  asi  que  supo  la  derrota 
de  las  fuerzas  del  Gobierno  Nacional  en  la  Binconada,  y  pro- 
ximidad del  cabecilla  Várela  á  Jachal,  y  de  la  conducción 
forzada,  por  el  oficial  que  lo  prendió,  á  la  presencia  de  aquel, 
no  siéndole  ya  posible  rehusar  su  aceptación  á  las  comisiones 
que  le  dio,  y  que  no  se  dice  que  hubiera  solicitado^  sin 
esponerse  á  snfrir  los  efectos  de  la  saña  de  un  hombre  cruel 
y  vengativo,  rodeado  de  una  turba  de  aventureros  ferocer, 
por  estes  fiíndameates,  se  revoca  la  arntoda  apelada  de 
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dostíentos  veinte  y  «mo,  y  se  le  absuelve  Unto  de  la  acosaeion 
como  de.  la  demanda  civil  instaurada  contra  él  por  Don  An- 
tonio Rodríguez,  devuélvanse. 

Fiurcasco  de  las  Carreras.— Sal- 
vador H^  DEL  Carril. — Francisco 
Delgado.— José  Barros  Pazos.— 
Beiüto  Carrasco. 


CAVIA  V. 


D.  Manuel  Ignacio  Lagraña^  contra  JD*  Beatriz  Saldaña  por 

devolución  de  cantidad  de  pesos. 


Sumario.  —  1^  Uno  de  los  caracteres  de  la  sooiedad  en 
participación  es  la  reserva. 

2<^  Por  esto  no  obliga  sino  á  los  que  la  celebran,  y  no  i 
terceros  que    la  ignoran. 

3^  Para  estos,  cada  sécio  tiene  la  representación  individaal 
de  sn  persona,  y  responsabiliza  k»  bienes  que  administra, 
como  si  fueran  suyos,  ara  per  sus  obligaciones  personales* 
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i^  La  marca  en  los   animales  es  un  signo   de  propiedad^ 
50  El  acreedor  que  recibe    de  buena  fé  el    pago    do  su 
crédito  con  dinero  que  no  era  del  deudor,  no  está  obligado 
á  restituirlo. 

6^  La  buena  fé  no  puede  ser  destruida  por  un  hecho  que 
ha  podido  razonablemente  interpretarse  como  un  medio  em- 
pleado por  el  deudor  para  frustrar  el  derecho  del  acreedor. 


Caso.  —  D«  Beatriz  Saldaña,  boliviana,  siguió  ante  los 
Tribunales  de  la  Provincia  de  Salta  un  juicio  ejecutivo  con- 
tra D.  Felipe  Saravia  por  cobro  de  pesos. 

Después  de  haber  pedido  el  embargo  de  un  fundo  situado 
en  el  Rio  del  Valle  de  propiedad  del  deudor^  la  ejecutante 
solicitó  y  obtuvo  el  embargo  de  1,254  pesos  bolivianos  que 
D.  Teodoro  Toledo  debia  á  D.  Felipe  Saravia  por  precio  de 
unas  muías,  que  Toledo  declaró  haber  sido  de  propiedad  y 
tener  la  marca  de  Saravia. 

Saravia  presentó  un  escrito  oponiéndose  á  la  entrega  de 
esa  cantidad,  por  pertenecer  esta  á  D.  Manuel  L  Lagraña;  pero 
no  habiendo  tenido  ulterioridades  esta  oposición,  por  haber 
caido  Saravia  en  rebeldía  y  no  haber  querido  purgarla;  se 
condujo  el  juicio  ejecutivo,  haciéndose  entrega  á  la  acreedora 
y  ordenándosele  diera  fianza  por  lo  que  recibía,  cuya  fianza 
se  dio  siendo  de  cuatro  meses  su  duración. 

Después  de  haber  vencido  este  término,  D.  Manuel  L  La- 
graña, arjeniino,  demandó  á  D^  Beatriz  Saldaña,  pidiendo  la 
restitución    del  dinero    mencionado. 

Alegó  que  ese  dinero  le  pertenecía,  porque  en  el  año  de 
i865  habla  celebrado  con  Saravia  una  sociedad  en  paitici pa- 
ción de  capital  é  industria,  para  la  compra  y  venta  de  muías 
siendo  Saravia  el  socio  industrial. 

Que  Saravia  no  tenia  mas  derecho  que  á  la  mitad  de  las 
utilidades^  y  habiendo  la  sociedad  dado  pérdidas,  todo  el 
dinero  producto  de  la  venta  de  muías,  como  el  de  las  Ten- 
didas á  ToledO;  era  de  su  propiedad. 
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Que  por  consiguiente  se  habia  pagado  á  la  Señora  Saldaña 
una  deuda  de  Saravia  con  dinero  ajeno,  y  esto  importaba  la 
obligación  de    devolverlo. 

Conferido  traslado  contestó  la  demandada  que  Lagraña  no 
podia  tener  contra  ella  acción  alguna;  ni  reaU  porque  el 
dinero  no  existia  ya  en  m  poder,  ni  personal,  porque  no 
habia  contratado  con  ella. 

Que  el  hecho  de  la  sociedad  invocado  por  Lagrana  no  es- 
taba probado,  ni  el  contrato  se  habia  registrado. 

Que  en  todo  caso  daría  lugar  ese  hecho  á  que  Lagraña 
tuviera  el  derecho  de  pedir  á  Saravia  la  rendición  de  cuentas. 

Y  que  el  dinero  recibido  por  ella  de  buena  fé,  creyén- 
dolo de  Saravia,  no  estaba  por  esta  razón,  sujeto  á  de- 
volución. 

Se  abrid  la  causa  á  prueba,  y  dentro  del  término  se 
justificó  la  existencia  del  contrato  de  sociedad,  y  que  Saravia 
habia  puesto  su    marca  á   las  muías  que  vendió  á  Toledo. 


FaUo  del  Juea  Seccional. 


SalU,  Agosto  12  de  1869. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  el  apoderado  de  D.  Manuel 
Ignacio  Lagraña,  apoderado  según  el  poder  de  f.  140,  sien- 
do arjentino  su  r.epresentado,  contra  D^  Beatriz  Saldaña,  bo- 
liviana, 1,253  pesos,  embargados  y  entregados  á  la  deman- 
dada por  orden  del  juez  de  letras  de  la  provincia,  en  juicio 
ejecutivo  concluido  por  ella  contra  D.  Felipe  Saravia,  habién- 
dose hecho  el  embargo  en  la  caja  de  depósitos ;  dando  por 
razón  de  su  pretensión  el  demandante  de  que  esa  suma, 
como  proveniente  de  parte  de  una  negociación  de  muías 
en  sociedad  con  Saravia,  en  que  él  puso  el  capital  y  este 
la  industria,  habiendo  ofrecido  pérdidas  el  negocio,  perte* 
necia  á  él,  no  pndiendo,  por  lo  mismo,  ser  aplicada  al 
pago  de  una  deuda  particular  de  Saravia  y  anterior  de  aU 
T.  vm  23 
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gnnos  años  de  dicha  sociedad  ;  resuHaodo  la  esposicion  de 
hecho  por  los  testimonios  acompañados  referentes  á  ese  juicio 
por  las  declaraciones  de  testigos  producidos,  sin  oportunas 
tachas  de  ellos  y  sin  justificación  alguna  de  los  mismos  y 
por  la  escritura  privada  de  sociedad  entre  Lagraña  y  Saravia 
reconocida  como  tal  por  la  demandada  en  su  último  alegato: 
y  considerando :  Que,  según  el  art.  6  del  Código  de  Co* 
mercio,  deben  rejirse  por  las  disposiciones  de  él  los  con- 
tratos para  comprar  y  vender,  tales  como  el  de  los  espre- 
sados individuos  para  comprar  y  vender  mula^,  aunque  no 
conste,  como  no  consta  respecto  de  los  mismos,  su  inscrip- 
ción en  la  matrícula  de  comerciantes.  Que,  conforme  á  esto, 
es  preciso  recurrir  á  esas  disposiciones  para  ver  si  Saravia 
pudo  ó  no,  tener  derecho  al  dinero  en  cuestión,  y 
por  consiguiente,  si  este  pudo  ser  embargado  y  abonado 
legítimamente,  no  solo  contra  Saravia,  sino  también  contra 
Lagraña.  Que  resultando  del  contrato  reconocido  que  Saravia 
no  tiene  mas  parte  en  los  bienes  sociales,  que  la  mitad  de 
las  ganancias, siendo  Lagraña  el  dueño  del  capital,  y  délas 
declaraciones  producidas,  que  la  sociedad  ofreció  pérdidas, 
en  vez  de  ganancias^  por  la  gran  cantidad  de  muías  estravia- 
das  desde  Corrientes  hasta  esta  provincia,  en  el  viaje  de  esos 
animales,  resulta  también  que  Saravia  no  era  dueño  del  dinero 
mencionado,  y  que  este  pertenecia  á  su  socio,  no  habiendo 
podido,  por  lo  mismo,  ser  embargado  y  entregado  en  pago 
de  un  deuda  particular  de  Saravia :  siendo  de  advertir  que 
esa  prueba  testimonial,  para  determinar  las  relaciones  so- 
ciales entre  Lagraña  y  Saravia,  es  admisible  en  el  presente 
caso,  en  que  no  consta  el  registro  de  la  escritura  social  ( art. 
399  del  Código).  Que,  por  otra  parte,  aun  suponiendo  á 
Saravia  dueño  parcial,  como  socio,  de  ese  dinero,  no  pudo 
ser  ejecutado  este  teniendo  aquel  otros  bienes  libres,  como 
aparece  de  los  testimonios  agregados  del  juicio  ejecutivo  se- 
guido contra  él  por  la  Sra.  Saidaña,  y  por  los  que  se  ve 
que  esta  comenzó  á  perseguir  otros  bienes  antes  que  ese 
dinero,  y  siendo  ese  dinero  un  fondo  líquido  social,  á  favor 
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de  Saravia  (  art.  479,  aplicable  á  toda  clase  de  socios ).  Que 
ann  mas,  aparecieado   Lagraña  como  socio  habilitador,  y  Sa- 
ravia industrial,  aun  que,  por  los  caballos  y    peones  puestos 
para  el  arreo,  puede  no  ser  considerado  como    tal,   6  mera- 
mente tal^  para  los  efectos  del  art.  440,  los  fondos  sociales 
como  el  dinero  embargado,  en  ningún  caso  pudieron  respon- 
der ni    ser  ejecutados    legalmente  por  deuda  particular  del 
socio  industrial  Saravia    {art.  442);  siendo   tan   particular 
de  este  la  deuda   á    lavor  de    la  Sra.    Saldaña,  que    tiene 
algunos  años  de  anterioridad  á  la  existencia  de  la  sociedad. 
Que,   estando  establecido  este  art.    del    Código  en  favor  de 
los  socios  habilitadores,  como   Lagraña^  toca  á  él,  por  lo 
mismo,  hacerlo    valer,  como  lo    ba    hecho  en  el  presente 
juicio ;  sin  que  á    ello    obste  el   ejecutivo  fenecido  entre  la 
Sra.  Saldaña  j  Saravia    por  dos  razones  :   l^'  porque  no  ha- 
biéndose  seguido     ese  juicio    contra  Saravia   persiguiéndolo 
como   á  socio,  lo   que   en  el  se  ha  resuelto  no  puede  hacer 
cosa  juzgada  ni  perjudicar  en  cosa  alguna  á  Lagraña  ;    y  se-^ 
gunda,  porque  aunque  eso  hubiese  sucedido,   como  la   via 
ejecutiva  deja  espédita  la  ordinaria    para   probar  en  esta  lo 
que  no  se    probó  en  aquella,  como  la  propiedad  del  dinero 
de  Lagraña,  alegada  en    favor  de  este  por  Saravia  en  dicho 
juicio  ejecutivo,  sin  haberlo  probado,  nada  impediría  que  La- 
graña verificara  eficazmente  esa  prueba  en  el  presente  juicio 
ordinario^    como  lo  ha  hecho;    pues  que   la  fianza  de   la 
ley  de    Toledo^  otorgada  por  la  Sra.  Saldaña,   con  término 
de   4  meses,   vencidos   ya,  no  produce  el  efecto  que   sos- 
tiene,   de  hacer   espirar    á  su  plazo    el    derecho  á  la   via 
ordinaria,  que  se   estingue  con  arreglo    á   las  leyes  de   la 
prescripción  de  las  acci(»nes ;  siendo  de  notar^  prescindiendo 
del  supuesto  de  la  segunda  razón,  que  aun  que  esa  espiración 
hubiei*a  tenido  lugar,  ella  no  podría  obrar    contra   Lagraña, 
porque  él  no  fué  parte  en  el  juicio,  ni  directamente,  ni  como 
socio.  Que  el  art.  475  invocado  por  la  demandada,  no  prueba 
que  ella  no  está  obligada  por  la  cantidad  demandada,  sino  á  lo 
menos,  que  ^Lagraña  ba  podido  elegir  entre  recobar  de  ell^ 
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m  (linero,  por  medio  del  presente  juicio^  6  de  Saravia,  por 
medio  del  juicio  correspondiente,  suponiendo  mal  manejo 
de  parte  de  este.  Que  el  art.  920,  que  también  invoca,  y 
que  habla  de  pago  con  dinero  ageno,  becho  por  el  tene- 
dor, voluntariamente,  y  sin  hacer  saber  al  pagado  la  pro- 
piedad del  dinero,  es  inaplicable  al  presente  caso,  en  que 
ni  ha  pagado  voluntariamente  Saravia,  ni  ha  ocultado  la 
propiedad  de  Lagraña ;  haciendo  las  dos  cosas  al  contrarío. 
Que,  á  lo  que  añade  la  Sra.  de  Saldaña  de'  que,  no  ha- 
biendo liquidación,  no  puede  decirse  que  Saravia  debe  cosa 
alguna  á  Lagraña,  y  que  el  dinero  embargado,  sea  de  este, 
hay  que  oponer  concluyentcmente  que  aun  que  no  exista 
la  liquidación  para  probar  eso,  existe  la  confesión,  robuste- 
cido por  plena  prueba  testimonial,  que  aleja  toda  sospecha 
de  fraude  en  ella  en  perjuicio  del  tercero  como  la  deman- 
dada, confesión  ajf  que  acredita,  mejor  aun,  la  propiedad 
de  Lagraña.  Que  lo  dicho  hasta  aquí  basta  para  demostrar 
ique  el  dinero  recibido  por  la  Sra.  Saídaña  ha  podido 
serle  reclamado  legalmente  por  la  jccion  personal  que  el 
demandante  ha  llamado  rescisoría,  restitutoría  ó  de  nulidad, 
y  que  en  el  derecho,  desde  el  Romano,  es  llamada  técnica- 
mente condición  sin  caíisa^  que  es  una  acción  especial^  que 
se  da  en  el  caso  en  que  falten  otras^  y  no  permite  la  equidad 
que  uno  lucre  en  detrimento  de  otro.  (Alvarez,  Derecho  real, 
página  534);  siendo  esa  acción  de  las  personales,  creadas 
por  la  ley^  bin  contrato  previo,  y  habiéndose  becho  nece- 
sario entrar  en  esta  demostración,  porque  dicha  demanda, 
partiendo  del  supuesto  de  que  Lagraña  no  tiene  acción  real 
ni  habia  contratado  con  ella,  ha  negado  á  este  toda  clase 
de  acción.  Que,  por  lo  que  hace  á  la  determinación  de  si 
la  sociedad  toda,  ó  si  tan  solo  uno  de  los  socios,  y  cual,  ha 
debido  ejercitar  esa  acción,  cosa  que  solo  interesa  á  ellos 
bien  ó  mal,  está  ya  hecha  por  los  mismos,  pues  que^  pues 
habiendo  dicho  Saravia  ante  el  juzgado  de  la  provincia*  que 
el  dinero  embargado  es  de  Lagraña,  que  es  lo  que  este  está 
sosteniendo  desde  la    iniciación  de    este  juicio,  desde  ese 
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momento,  y  con  el  mismo  efecto  de  una  liquidación  ejecu- 
toriada, por  el  común  consentimiento  de  los  socios  en  ello 
interesados,  Lagraña  ha  podido  ejercitar  esa  acción,  prescin- 
diendo del  administrador  designado  en  el  contrato  social  no 
registrado :  por  estos  y  otros  fundamentos,  definitivamente 
juzgando,  se  declara.  Que  D^  Beatriz  Saldaña  está  obligada  á 
entregar  á  la  parte  de  D.  Manuel  Ignacio  Lagraña  los  1 ,253 
pesos  espresados,  señalándosele  al  efecto  el  término  de  diez 
dias.  Repónganse  los  sellos. 

Apolonio  Ormaechea\ 
Apelada  esta  sentencia,  fué  revocada  por  el  siguiente 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Enero  29  de  i  870. 

Vistos  y  considerando :  —  Primero.  Que  el  contrato  con- 
signado en  el  documento  simple  de  foja  ciento  cuarenta  y 
siete,  es  una  sociedad  en  participación  entre  Don  Felipe 
Saravia  y  Don  Manuel  Ignacio  Lagraña,  como  exactamente 
este  lo  ha  definido.  —  Segundo.  Que  la  reserva  es  uno  de 
los  caracteres  de  la  participación,  y  es  esta  la  razón  por 
la  cual  el  artículo  cuatrocientos  cuarenta  y  seis  del  Código  de 
Comercio  dispensa  del  rejistro  de  la  escritura,  que  la  reve- 
laría al  público  contra  la  intención  de  los  asociados.  —  Ter- 
cero. Que  de  este  antecedente  se  sigue,  que  este  contrato 
no  forma  vínculo  si  no  entre  los  terceros  que  no  lo  cono- 
cen, y  para  los  cuales  cada  socio*  tiene  la  representación  in- 
dividual de  su  persona,  y  responsabiliza  los  bienes  que  ad- 
ministra, como  si  fueran  suyos,  aun  por  sus  obligaciones  perso- 
nales, si  el  tercero  con  quien  contrata  ignora  la  existencia  de  la 
sociedad,  conforme  á  los  artículos  cuatrocientos  cuarenta  y 
cuatro  y  cuatrocientos  cincuenta  del  Código  citado.  —  Cuarto. 
Que  consta  por  la  tercera  de  las  disposiciones    formuladas 
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á  foja  ciento  ochenta  y  ocho  por  el  apoderado  de  Don  Ma- 
nuel Ignacio  Lagraña,  y  por  la  declaración  de  Don  Teodoro 
Toledo,  que  las  muías  que  él  compró,  y  cuyo  precio  fué 
destinado  al  pago  del  crédito  de  Doña  Beatriz  Saldaña  es- 
taban señaladas  con  la  marca  de  Don  Felipe  Saravia ;  y  siendo 
esta  un  signo  de  propiedad,  debieron  ser  tenidas  por  suyas 
tanto  por  el  juez  que  ordenó  la  ejecución,  como  por  Doña 
fioatriz.  —  Quinto,  Que  la  tercería  deducida  por  Saravia  á 
nombre  de  Lagraña,  abandonada  inmediatamente  por  no  querer 
purgar  la  rebeldía  en  que  se  habia  constituido^  no  era  suficiente 
para  destruir  la  buena  fé  de  Doña  Beatriz,  fundada  en  la 
posesión  y  en  la  marca  de  Don  Felipe  Saravia^  persuadién- 
dola de  la  existencia  de  la  sociedad  que  este  no  invocó, 
y  que  no  consta  conociese  por  otro  conducto ;  pues  era  ra- 
zonable juzgar  que  se  empleaba  ese  medio  para  frustrar  el 
derecho  de  la  ejecutante.  —  Sesto.  Que  por  consiguiente  aten- 
dido el  articulo  cuatrocientos  cincuenta  antes  citado^  y  tam- 
bién por  el  novecientos  veinte  del  mismo  Código,  que  am- 
para el  acreedor  que  ha  recibido  de  buena  fé  el  pago  de 
su  crédito,  hecho  con  dinero  que  no  era  del  deudor.  Doña 
Beatriz  no  puede  ser  obligada  á  la  restitución,  debiendo  Den 
Manuel  Ignacio  Lagraña  culparse  á  sí  mismo  del  perjuicio 
que  le  haya  resultado  de  la  confianza  que  depositó  en  Sa- 
ravia, asociándolo  en  participación  y  mas  que  todo,  autorizán- 
dolo para  poner  su  marca  á  las  mulas^  con  lo  cual,  respecto 
de  los  terceros^  le  trasmitió  su  propiedad ;  por  estos  funda- 
mentos, se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  doscientos  cuarenta 
y  si('te,  y  se  absuelve  á  Doña  Beatriz  Saldaña  de  la  demanda, 
devuélvanse  satisfechas  que  sean  las  costas  y  repuestos  los 
sellos. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Sal* 

YADOR  M.  DEL    GaRRIL. — FRANCISCO 

Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
BENrro  Carrasco. 
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CAUSA  VI. 


La  compañía  de  navegación  á  vapor   « Rio  de  la  Plata  »   contra 
D.  Guillermo  Mal  ti ^  sobre  pago  de  una  multa  y  rescisión 

de  contrato. 


Sumario. —  l^'  No  estando  claro  el  sentido  de  un  con- 
venio en  una  parte,  debe  buscarse  este  en  su  contesto  ge- 
neral, y  en  los  hechos  subsiguientes  de  los  interesados  con 
relación  á   él. 

2^  La  omisión  de  las  formas  puede  afectar  la  validez  de 
un  contrato,  pero  no  autoriza  para  suponer  en  las  partes 
una  voluutad  diferente  de  la  que  tuvieron  al  celebrarlo. 

S^  Menos  autoriza  para  imponer  una  multa  que  no  re- 
sulta justiGcada  por  el  tenor  claro  y  preciso  de  la  esti- 
pulación. 


Caso.  —  La  compañía  de  navegación  «Rio  de  la  Platas», 
en  20  de  Enero  de  1869,  convino  con  D.  Guillermo  Matti 
por  si  y  como  poseedor  de  los  vapores  de  la  compañía  «  Sud 
Americana  de  Navegación  n ,  en  que  sus  respectivos  vapores 
navegando  en  el  Rio  Paraná  hasta  Guyabá  no  salieran  en  un 
mismo  dia  de  un  mismo  puerto  :  y  se  cobrara  un  mismo  precio 
por  fletes  y  pasajes ;  bajo  la  pena  de  multas  que  se  impusieron 
en  el  contrato. 
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El  convenio  faé  firmado  así  c  por  la  compañía  Sud  Ame^ 
ricana, '  Guillermo  Matíi. » 

El  representante  de  la  compañía  €  Río  de  la  Plata  »,  alegando 
que  se  había  infringido  el  convenio  respecto  de  los  vapo- 
res «Lujan»  y  «Tala»  pertenecientes  á  Matti^  de  acuerdo 
con  los  aris.  224  y  288  del  CdJigo  de  Comercio,  demandó 
á  este  para  que  pagara  la  multa  de  6,000  pesos  fuertes  y 
se  declarara   rescindido  el  cootrato. 

Matti  contestó  que  el  convenio  comprendía  los  vapores 
de  la  compañía  tSud  Am^^icanai^,  y  no  los  de  su  esclu- 
siva  propiedad,  y  que  siendo  tales  el  c  Lujan  >  y  el  c  Tala  b 
no  fie  había  infringido  el  citado  convenio. 

Replicó  el  demandante  que  Matti  tirmó  el  convenio  por  todos 
los  vapores  que  poseía,  tanto  suyos,  como  los  que  tenía  como 
gerente  de  la  compañía  c  Sud  Americana  >  ;  que  esto  re- 
sultaba de  la  escritura  pública,  donde  dice  t  por  si  y  como 
poseedor »  ;  y  del  contrato  original  que  se  presentó  al  es- 
críbaiio  para  elevarlo  á  escritura  pública ;  que  en  el  con- 
trato original  existía  pura  y  simplemente  la  firma,  c  Guillermo 
Matti  >,  y  no  la  «  por  la  compañía  Sud  Americana  G.  Matti.» 

Matti  reconoció  su   firma   en  el  testo  original. 

El  escribano  certificó  que  así  se  le  entregó;  que  por  una 
equivocación  de  su  escribiente  se  puso  al  final  c  por  la  com-- 
pañía  Sud  Americana  »,  bajo  cuyas  palabras  firmó  Matti; 
que  antes  de  firmarse  las  escrituras,  fué  revisada  varías  veces 
por  los  interesados  sin  hacer  objeción  alguna. 

El  escribano  certificó  también  que  las  palabras  tpor  ^t» 
agregadas  al  nombre  de  Matti  al  principio  de  la  escritura  no 
estaban  en  el  testo  del  original,  y  que  fueron  agregadas  por 
D.  Juan  José  Méndez,  de  la  comisión  directiva  de  la  com 
pañía  «Rio  de  la  Plata»;  que  él  no  tuvo  inconveniente  en 
hacer  esa  modificación,  porque  el  Sr.  Matti  no  había  aun 
firmado  la  escritura,  y  podía   negarse   á  suscribirla. 

Con  estas  y  otras  diligencias  que  se  examinan  por  el  juez 
de  sección   se  dictó  el  siguiente 
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Fallo  del  Juez  Seeelonal, 


Buenos  Aires,    Octubre  29  de  1869. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  la  compañía  Arjentiaa  de 
Ravegacion  á  vapor  «Rio  de  la  Plata»  y  D.  Guillermo  Matti 
dueño  de  vapores  y  poseedor  de  los  de  la  compañía  Salteña, 
sobre  un  contrato  relativo  álos  días  de  salida  de  estos  buques 
de  ambas  partes  y  precio  de  carga  y  pasages  en  los  mismos, 
resulta  lo  siguiente : 

La  compañía  €  Rio  de  la  Plata  >,  adjuntando  el  contrato  que 
corre  á  f.  1  á  2,  entabla  demanda  contra  D.  Guillermo 
Matti  y  pide  se  le  condene  al  pago  de  6,000  pesos  fuertes 
y  costas  del  juicio,  declarándose  además  rescindido  dicho 
contrato. 

Los  fundamentos  de  la  demanda  son  las  siguientes : 

i^  Que  según  el  contrato  que  adjunta  D.  Guillermo  Matti 
y  la  compañía  €  Rio  de  la  Plata  >  se  obligaron  á  que  en 
ningún  caso  saliesen  los  vapores  del  primero  y  de  la  segunda 
en  el  mismo  dia,  ni  de  este  puerto  ni  de  los  de  regreso,  y 
á  fin  de  hacer  efectiva  esta  obligación  fijaron  los  dias  re- 
servados á  cada  uno  de  los  contratantes,  á  saber:  los  Lunes, 
Martes,  Miércoles  y  Jueves  para  la  salida  de  este  puerto  de 
los  vapores  de  la  compañía  «Rio  de  la  Plata»,  y  los  Viernes, 
Sábados  y  Domingos  para  la  salida  de  los  vapores  del  Señor 
Matti,  estipulando  que  en  caso  de  faltar  al  cumplimiento  de 
esta  obligación  alguno  de  los  contratantes,  abonaría  este  al 
otro  una  muUa  de  mil  pesos  fuertes,  quedando  rescindido 
el  contrato. 

^  Que  estipularon  igualmente  los  precios  de  pasaje  que 
debían  cobrar,  bajo  la  multa  de  cinco  mil  pesos  fuertes  al 
qoe  los  alterase,  quedando  también  rescindido  el  contrato.    . 

3^  Que  Matti  habia  violado  ambas  obligaciones,  rebajando 
los  precios  de  pasaje,  y  haciendo  salir  los  vapores  en  los 
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días  reservados  á  la  compañía  «Rio  de  la  Plata»,  y  basta 
en  los  mismos  dias  en  que  salian  vapores  de  ésta,  como  lo 
acredita  el  número  adjunto  de  la  a  Tribuna  i^  en  que  están 
anunciada  la  salida  del  vapor  c  Goya  >  de  la  compañía  para 
el  jueves  25  de  Febrero  último,  y  los  de  los  vapores  <(  Lujan  » 
y  €  Tala »  pertenecientes  á  Matti,  para  los  dias  martes  y  jueves 
habiendo  salido  el  <r  Lujan»  el  mismo  dia  25  en  que  salió 
el  cGoya»,  perjudicándose  la  compañía  porque,  como  era 
natural,  todos  lospasagerosque  debieron  partir  por  el  c  Goya  «^ 
tomaron  pasaje  en  el  €  Lujan  >,  que  les  facilitaba  transporte 
en  el  mismo  dia,  á  mucho  menos  costo. 

La  parte  de  Matti  pide  el  rechazo  de  la  demanda  con 
costas,  fundándose,  en  que  era  como  representante  de  la  com- 
pañía Sud  Americana  de  navegación  á  vapor,  que  habia  cele- 
brado el  contrato  referido,  fijando  los  precios  de  pasaje  y 
los  dias  de  salida  de  los  vapores  de  ambas  compañías,  y 
que  siendo  los  vapores  c  Lujan  y  Tala  »  de  su  esclusiva  pro- 
piedad, y  no  déla  compañía  Sud  Americana,  ha  podido  res- 
pecto de  ellos  fijar  los  precios  de  pasaje  y  determinar  los 
días  de  salida  con  prescindencia  absoluta  del  contrato  y  con- 
sultando únicamente  á  sus  intereses.  Fn  comprobación  de 
que  contrató  á  nombre  de  la  compañía  Sud  Americana  ,  y 
no  por  sí,  dice  que  por  esta  razón  hizo  preceder  su  firma 
de  las  palabras  por  la  compañía  Sud  Americana, 

Recibida  la  causa  ó  prueba  con  el  fin  de  acreditar  á  quien 
pertenecian  los  vapores  «  Lujan  »  y  €  Tala  »,  si  se  convino 
entre  las  partes  que  Matti  aceptaba  las  obligaciones  del  con- 
trato por  si  y  como  representante  de  la  compañía  Sud  Ame- 
ricana, asi  como  la  manera  como  se  cumplió  el  contrato 
inmediatamente  después  do  celebrado ;  la  compañía  €  Rio  de 
la  Plata  >  ha  acompañando  el  boleto  que  corre  de  f.  22  á 
23,  produciendo  además  ambas  partes  las  que  se  encuentran 
de   f.    41  á   84. 

De  los  documentos  y  pruebas  producidas  resulta  lo  siguiente: 

1^  En  la  cabeza  ó  principio  de  la  escritura  se  dice  que 
esta  es  otorgada  entre  la  compañía   c  Rio  de    la  Plata  b  ,  y 
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por  la  otra  D.  Guillermo  Matti  por  si  y  como  poseedor  de 
los  vapores  do  la  compañía  Sud  Americana,  aunque  en  la 
transcripción  hecha  al  boleto  presentado  al  escribano  auto- 
rizante, y  en  el  boleto  mismo  se  leen  las  siguientes  pa- 
labras. — Habiendo  entrado  en  liquidación  la  compañía  Sud 
Americana  y  cesado  por  el  hecho  la  hostilidad  en  que  se 
mantuvo  contra  la  «Río  de  la  Plata  ^,  viene  esta  por  el  pre- 
sente en  acordar  con  D.  Guillermo  Matti  poseedor  de  los 
vapores  de  aquella  sociedad,  el  siguiente  convenio  de  no  hos- 
tilidad etc.  etc.,  y  al  transcribir  la  firma  del  boleto  se  hizo 
preceder  la  de  Matti  de  las  palabras.  —  Por  la  compañía  Sud 
Americana  que  no  se  encontraban  en  aquel»  como  no  se 
encontraron  tampoco  en  la  firma  puesta  en  la  escritura.  — 
Las  palabras  por  si^  de  que  se  ha  hecho  referencia  y  que 
en  el  encabezamiento  dicen  relación  con  D.  Guillermo  Matti, 
fueron  agregadas  sin  autorización  ni  conocimiento  de  Matti, 
por  indicación  de  D.  Juan  Josa  Méndez,  uno  de  los  repre* 
sentantes  de  la  compañía  «Rio  de  la  Plata».  Todos  estos 
hechos  están  comprobados  por  la  escritura  y  boleto  citados 
que  se  encuentran  á  f .  1,  2  y  22  y  certificados  á  f .  36  y 
48  vuelta  y  absolución  de  posesiones  de  f.  43. 

^  No  se  ha  producido  prueba  de  que  los  contratantes 
después  de  dejar  el  boleto  para  que  fuera  reducido  á  escri- 
tura pública,  hubiesen  acordado  modificar  el  convenio,  hecho 
por  otra  parte  no  alegado  en  el  juicio ;  consta  precisamente 
por  la  posición  que  á  f.  43  propuso  á  Matti  el  representante 
de  la  compañía  demandada  y  contestación  á  ella,  que,  no 
tuvieron  ninguna  otra  conferencia,  y  por  consecuencia  no 
pudieron    acordar  modificación    alguna   sobre  lo  convenido 

3^  Tampoco  se  ha  producido  prueba  de  que  los  contratan- 
tes hubiesen  convenido  espresamente  en  que  Matti  quedaba 
obligado  personalmente  como  propietario  de  vapores. 

4o  Está  justificado  por  el  certificado  espedido  á  f .  80  por 
el  escribano  de  marina,  que  los  vapores  c  Lujan  >  y  <  Tala  » 
son  de  la  propiedad  particular  de  D.  Guillermo  Matti  desde 
1865  y  1866. 
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Sp  El  convenio  faé  concluido,  aunque  no  reducido  á  es- 
critura pública  el  9  de  Enero  último,  é  inmediatamente  fué 
puesto  en  ejecución,  como  se  deduce  de  la  pregunta  que, 
á  pedido  del  demandante,  se  hizo  á  f.  73  al  testigo  D.  Manuel 
Piera, 

.  &^  Los  hechos  ocurridos  desde  la  celebración  del  contrato 
basta  el  dia  de  la  demanda  fueron  los  siguientes ; 

l^  El  vapor  c  Tala  »  hizo  durante  ese  tiempo  12  viajes  y 
y  entre  ellos  2  correspondientes  á  los  días  miércoles  i3  y 
martes  26  de  Enero,  y  tres  en  los  dias  martes  2,  16  y  23  de 
Febrero ;  y  el  c  Lujan  >  salió  del  Tigre  todos  los  jueves  de 
los  meses  de  Enero  y  Febrero ;  dejando  de  salir  únicamente 
el  primer  jueves  del  último  mes.  (certificado  de  f.  114 
vuelta  y   115. ) 

Los  precios  que  ambos  vapores  cobraban  por  pasages  hasta 
el  mes  de  Enero  fueron  aumentados  el  6  de  dicho  mes 
hasta  igualarlos  con  los  fijados  en  el  contrato,  los  que  eft- 
tuvieron  vigentes  hasta  el  16  de  Febrero  en  que  fueron 
reducidos.  ( certificado  de  f.  49  y  50. ) 

2^  Los  vapores  de  la  compañía  Sud  Americana  c  Cisne», 
c  Proveedor  >  y  €  Esmeralda » ,  que  antes  del  contrato  salían 
de  este  puerto  todos  los  jueves,  empezaron  á  salir  los  do- 
mingos, como  lo  acreditan  el  certificado  de  la  capitanía  de  t.  80 
vuelta,   los   anuncios  de  los  periódicos  y  compulsa  de  f.  71. 

3^*  Los  vapores  de  la  compañía  <  Rio  de  la  Plata  >  como 
lo  acredita  el  informe  de  la  capitanía  que  corre  á  f.  46 
vuelta,  jamás  hicieron  escala  en  los  puertos  de  San  Pedro 
y  el  Baradero,  que  tampoco  tocaban  los  de  la  compañía 
Sud  Americana,  como  lo  hacen  presumir  los  avisos  publicados 
en  los  diarios,  y  sin  embargo  dichos  puertos  están  consigna- 
dos en  la  planilla  de  pasages,  que  como  resulta  del  contra* 
to,  entregó  Matli  á  uno  de  los  directores  del  <  Rio  de  la 
Plata»,  siendo  de  notar  que  en  ellos  hacian  y  hacen  escala 
los  vapores  c  Lujan  »  y  «Tala».  (Véanse  los  diarios  agrega- 
dos y  el  certificado  de  f.  114  y  las  planillas  y  posiciones 
de  f.  109  y  112. ) 
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Y  considerando :  — - 1»  Qae  estando  constatado  el  hecbo  de 
la  propiedad  esclusiva  de  D.  Guillermo  Matti  los  vapores  c  Lojan» 
ycTala»,  desde  antes  de  celebrarse  el  contrato  de  í.  2,  la 
cuestión  á  resolver  es  si  dicbos  vapores  estaban  incluidos 
en  el  contrato,  ó  sea,  si  D.  Guillermo  Matti  lo  celebró  por 
H^  como  propietario  de  vapores,  ó  solo  en  sn  carácter  de 
gerente  de  la  compañía  <  Sud  Americana». 

^  Que  el  documento  á  cuyo  testo  debe  sujetarse  para 
interpretar  la  convención  es  el  boleto  de  f.  22  por  las  razones: 
—  lo  Porque  dicho  boleto  es  la  espresion  de  lo  convenido 
entre  las  partes,  pues  no  solo  contiene  las  bases  acordadas 
sino  que  la  mente  de  los  contratantes  fué  que  él  fuera  con- 
siderado como  el  verdadero  contrato,  sin  necesidad  de  re- 
ducirlo á  escritura  pública,  como  lo  prueba  la  primera  posi- 
ción de  f.  42 ;  y  si  después  se  llenó  este  último  requisito 
no  fué  en  el  concepto  de  alterar  la  materia  de  la  sustancia 
del  contrato,  sino  por  di6cultades  que  sobrevinieron  acerca 
del  sello  que  correspondía.    ( Posición  de  f.  42. ) 

2<>  Porque  las  alternativas  hechas  en  el  encabezamiento 
y  firmas,  apartándose  del  testo  y  espíritu  del  convenio,  no 
habiendo  sido  convenidas;  deben  considerarse  por  no  pues- 
tas, pues  sin  preceder  acuerdo  mutuo,  no  debe  presumirse 
que  los  contratantes  aceptaban  una  modificación  por  el  hecho 
de  la  firma,  sino  mas  bien,  porque  creían  que  la  trans- 
cripción ó  copia  era  completamente  fiel. 

3<^ Que  las  palabras  viene  ésta  (la  compañía  RicTde  la  Plata), 
en  acordar  con  D.  Guillermo  Matti  poseedor  de  los  vapores 
de  aquella  (la  compañía  Sud  Americana),  hacen  presumir 
que  el  último  contrataba  en  su  carácter  de  tal  poseedor  de 
dichos  vapores,  y  esta  presunción  se  corrobora  por  el  motivo 
que  se  invoca  para  celebrar  el  convenio,  á  saber  la  cesación 
de  la  hostilidad  en  que  la  última  empresa  se  mantuvo  contra 
la  primera,  hostilidad  á  que  ha  permanecido  estraño  el  Sr.  Matti, 
se  corrobora  también  y  por  la  misma  denominación  de  con- 
venio de  no  hostilidad  que  se  da  al  contrato  en  su  preámbulo, 
pues  de  lo  contrario  no  tiene  objeto  el  referirse  á  una  hos- 
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tílidad  qoe  por  lo  menos  era  imporlnoo  mencionarlo,  cuando 
el  contratante  Sr.  Matti  no  tiene  parte  personalmente  en  ella. 

4^  Que  la  presunción  anterior  está  confirmada  además  por 
la  primera  cláusula  del  contrato,  en  la  que  se  dice  que 
ambos  contratantes  dispondrán  la  navegación  de  sus  vapores 
en  el  Rio  Paraná  hasta  Guyabá  de  modo  que  en  ningún  caso 
salgan  el  mismo  dia  ni  de  este  puerto  ni  de  los  de  regreso 
pues  los  vapores  €  Lujan  >  y  «Tala  »  de  la  propiedad  de  Matti 
siempre  han  salido  del  puerto  dei  Tigre,  y  no  de  este  puerto 
que  es  del  que  han  partido  siempre  los  vapores  de  ambas  com- 
pañías, ni  aquellos  vapores  hacen  ni  acostumbraban  hacer  la 
navegación  hasta  el  Rio  Paraguay,  línea  de  navegación  de 
cada  una  de  las  compañías,  y  por  consecuencia  no  podían 
tener  los  mismos  puertos  de  regreso,  y  era  de  todo  punto 
inútil  estipular  que  en  ningún  caso  saldrían  el  mismo  día 
de  los  puertos  de  regreso,  á  todo  lo  cual  se  agrega  que 
el  contrato  estipula  los  precios  que  se  han  de  cobrar  por  el 
flete  de  carga^  tarifa  inaplicable  á  los  vapores  «Lujan^  y  €Tala) 
que  solo  conducen  pasageros,  lo  que  concurre  á  robustecer 
la  presunción  de  que  ellos  no  estaban  comprendidos  en  el 
contrato. 

50  Que  no  se  opone  á  la  conclusión  anterior,  lo  que  la 
compañía  ha  alegado  en  el  informe  de  que  si  el  contrato 
solo  comprendiese  á  los  vapores  que  salen  de  este  puerto, 
podría  él  ser  eludido  haciéndolos  salir  del  puerto  del  Tigre 
ó  de  la  Booa,  porque  dicho  contrato  se  refiere  á  buques 
determinados  que  salían  de  este  puerto  por  una  parte,  y 
por  la  otra  que  conducen  carga,  la  cual  forma  un  parte 
principal  de  la  especulación,  tanto  como  la  conducción  úp 
pasageros,  y  es  evidente  que  ofrece  mayores  facilidades  en 
nuestro  puerto  que  en  los  del  Tigre  y  Barracas,  sobre  todo 
para  buques  de  mayor  calado,  de  lo  cual  es  una  prueba  el  hecho 
de  que  tanto  la  compañía  «  Rio  de  la  Plata  >  como  la  <  Sud 
Americana  >  los  despachan  del  puerto  de  esta  Ciudad,  pues  de 
no  serles  mas  conveniente  lo  harían  desde  los  otros  puertos 
nombrados. 


r 
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&>  Que  annqttfí  hay  cierta  contradicción  en  los  hechos 
ejecutados  en  cumplimiento  del  contrato,  pues  si  por  una 
pane  los  vapores  «  Lujan»  y  eTala  >  siempre  han  salido  en  los 
dias  reservados  á  la  compañía  <  Rio  de  la  Plata  >^  por  la 
otra  han  cobrado  al  principio  los  mismos  pasages.  y  Matti 
presentó  una  tariFa  comprendiendo  puertos  en  los  que  no  to- 
caban los  vapores  de  las  compañías  €  Rio  de  la  Plata  »  y 
cSud  Americana»,  el  hecho  mas  resultante  por  la  publici- 
dad que  tufo  era  el  de  la  salida  de  los  vapores  <  Lujan  >  y 
<  Tala  >  en  los  dias  fijados  para  los  de  la  <  Rio  de  la  Plataj» 
hecho  del  que  debe  creerse  habria  reclamado  la  última  si  lo 
hubiese  considerado  una  infracción  del  contrato  pues  su 
principal  objeto  era  evitarse  la  concurrencia  mutua  de  los 
vapores,  y  los  otros  hechos  pueden  espiicarse  satisfactoriamen* 
te,  á  saber,  el  aumento  de  la  tarifa  de  pasages  por  el  mayor 
provecho  que  le  rendia  á  su  propietario,  sin  tener  la  com- 
petencia, no  solo  por  la  igualdad  del  precio  sino  por  la 
mayor  facilidad  que  ofrecía  á  los  pasageros  el  embarque 
por  el  Tigre  y  la  mayor  seguridad  de  la  navegación,  pues 
es  un  hecho  público  el  que  los  pasageros  prefieren  embarcarse 
por  el  Tigre :  y  la  planilla  de  pasage  puede  considerarse  como 
formada  para  el  caso  eventual  en  que  los  vapores  t!e  ambas 
compañías  pudiesen,  durante  el  año  del  contrato,  creer  con- 
veniente tocar  en  los  puertos  en  que  hasta  entonces  no 
habían  hecho  escala. 

7°  Que  por  consecuencia  la  interpretación  q/áe  se  deduce 
del  testo  mismo  del  contrato  y  de  los  hechos  mas  notables 
ocurridos  con  posterioridad,  á  que  debe  atenderse  según  el 
art.  296  del  Código  de  Comercio,  es  que  Matti  solo  se  obli- 
gó en  su  carácter  de  poseedor  de  los  vapores  de  la  compañía 
c  Sud  Americana  >. 

8*^  Que  es  máxima  general  para  los  casos  dudosos,  que 
cuando  se  trata  de  obligación  debemos  ser  mas  propensos  á 
negarla  que  á  concederla,  ó  afirmarla,  conservando  así  la 
libertad  que  cada  uno  tiene  de  disponer  de  su  cosa  á  su 
voluntad,  máxima  que  está  completamente  de  acuerdo  con  la 
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ley  47  f.  f.  de  verv.  oblíg.  que  dice :  Multum  interest  ulrutn 
aliquis  obligatur^  an  aliquis  liberetur.  Ubi  de  obligando 
agitar^  propensiones  sumus  ad  negandum,  si  habeamus  osea* 
sionen ;  ubi  de  liberando  ex  diverso  faciliores  sumus  ad  libe- 
randnm. 

Por  estos  fundamentos:  —  fallo^  absolviendo  á  D.  Guillermo 
Matti  de  la  demanda  interpuesta  contra  él  por  la  compañía 
c  Rio  de  la  Plata  j»,  debiendo  cada  parte  pagar  sus  costas  y 
reposición  de   sellos. 

Manuel  Zavalela. 

El  representante  de  la  compañía  €  Rio  de  la  Plata  »  apeló 
diciendo  que  Matti  no  se  escepcionó  con  decir  que  babia 
contratado  como  poseedor  de  los  vapores  de  la  compañía 
€Sud  Americana»,  sino  que  babia  contratado  como  repre- 
presentante  de  la  compañía,  lo  que  era  falso,  porque  esa 
compañía  ya  no  existía  y  estaba  en  liquidación. 

Que  por  consiguiente  el  juez  a  quo  habia  desnaturalizado  la 
escepcion  opuesta,  y  juzgado  sobre  cosa  no  sometida  á  su 
juzgamiento. 


Fallo  de  la  Suprenuí  Corte, 


Buenos  Aires,  Febrero  1<»  de  1870. 

Vistos  y  considerando  :  —  Primero.  Que  la  acción  de  la  de- 
manda contra  Don  Guillermo  Matti  se  funda  en  que  contra- 
tando este  con  la  sociedad  c  Rio  de  la  Plata  >  en  calidad 
de  poseedor  de  los  vapores  de  la  compañía  c  Sud  Americana  > 
se  obligaba  personalmente,  é  incluía  en  el  contrato  los  vapo- 
res «  Lujan  »  y  <  Tala  ^  que  resultan  ser  de  su  propiedad  ;  y 
la  escepcion  opuesta  por  Matti  consiste  en  dar  á  aquella 
espresion:  poseedor  etc.^  el  sentido  de  una  representación  de 
la  compañía  que  comprendía  en  el  contrato  solo  los  vapores 
que  á  nombre  de  ella  administraba,  y  no  suyos   propios.  — 
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Segundo.  Que  esta  es  la  cuestión  que  ha  fallado  el  juez  a  quo^ 
declarando  en  los  fundamentos,  que  Maiti  solo  obligó  en 
su  contrato  los  vapores  de  la  compañía  que  poseía,  y  no 
los  de  su  propiedad,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  contrató 
como  representante  de  aquella,  y  por  consiguiente  no  es 
exacto  que  haya  desnaturalizado  la  escepcíon  de  Matli  y  re- 
suelto un  caso  que  no  se  sometió  á  su  conocimiento.  — Ter- 
cero.  Que  la  insuficiencia  de  la  espresion :  como  poseedor  de  los 
vapores  de  la  compañía^  para  abrazar  la  personalída  j  individual 
de  Maiti,  la  comprendió  el  mismo  representante  de  la  socie- 
dad demandante  Don  Juan  José  Méndez,  pues  no  pudo  ser 
otra  la  razón  de  haber  dictado  al  escribano  que  redujo  á 
escritura  pública  el  documento  de  foja  veinte  y  dos^  la  cláusula 
por  si,  agregada  á  la  enunciación  de  la  representación  de 
Matti ,  y  que  este  no  aceptó,  firmando  con  el  adítumento : 
por  la  compañía  Sud  Americana.  —  Cuarto.  Que  no  estando 
claro  el  sentido  del  documento  en  esta  parte,  ha  debido 
buscarse,  según  el  artículo  doscientos  noventa  y  seis  del  Código 
de  Comercio,  en  su  contesto  general  y  en  los  hechos  sub- 
siguientes de  los  interesados  en  relación  con  él,  como  lo  ha 
hecho  el  juez  a  quo  dándole  la  interpretación  mas  conforme 
á  las  reglas  y  principios  de  derecho.  —  Quinto.  Que  la  omi- 
sión de  las  formas,  puede  afectar  la  validez  del  contrato, 
pero  no  autoriza  para  suponer  en  las  partes  una  voluntad 
diferente  de  la  que  la  exacta  aplicación  de  las  reglas  legales 
manifiesta  que  tuvieron  al  tiempo  de  celebrarlo ;  y  menos 
para  imponer  una  pena  que  no  resulte  justificada  por  el  tenor 
claro  y  preciso  de  la  estipulación  ;  por  estos  Tundamentos,  se 
confirma  el  auto  apelado  de  foja  ciento  quince  vuelta,  y 
satisfechas   las  costas  y  repuestos  los. sellos,  devuélvanse. 

FUAPÍCISCO  DE  LAS  CARRERAS. — SAL- 
VADOR M»  DEL  Carril. — Francisco 
Delgado.— José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 


T.  VIH  24 
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OAVSA  WWE. 


Criminal^  contra  D.  José  Ignacio  Flores,  por  delito  de  rebelión 

y  querelLi  civil  promovida  contra  el  mismo  por  D.  Federico 

Doy,  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 


Sumario.  —  \^  La  aceptación  del  cargo  de  Gobernador  pro 
YÍsorío  de  una  provincia,  nombrado  por  la  legislatura  en  la 
circunstancia  de  una  invasión  de  rebeldes,  y  con  el   objeto 
de  evitar  los  males  amenazados  por  estos^  no  constituye  delito 
de  rebelión,  ni  complicidad  en  éL 

^  —  Tampoco  constituye  ese  delito  ó  complicidad  en  él, 
el  hecho  de  haber  el  Gobernador  provisorio  así  nombrado, 
formado  una  comisión  que  recolectara  fondos  para  los  rebel- 
des, nombrando  empleados,  mandado  recojer  las  armas  del  es- 
tado, firmado  el  cúmplase  al  decreto  de  su  propia  destitución, 
cuando  se  pruebe  que  la  recolección  de  los  fondos  fué  para 
evitar  el  saqueo,  que  los  empleados  no  fueron  nombrados 
para  servir  á  los  rebeldes,  que  el  recojer  las  armas  era  una 
medida  política  necesaria,  y  que  fué  obligado  por  la  fuerza 
á  firmar  el  acta  de  su   destitución. 

30  —  ^gtos  hechos  no  pueden  compararse  con  los  de  otros, 
que  prestaron,  ya  como  autores  ó  ejecutores,  verdaderos  ser- 
vicios voluntarios  á  la  rebelión, 

Afi  —  Es  temeraria  la  demanda  con  que  se  pretende  que  el 
Gobernador  de  una  provincia  por  haber  ejercido  el  gobierno 


liB  iUStlGIA  NACIONAL.  355 

12  días  en  virtud  del  nombramiento  de  la  legislatura  con  ó 
sin  el  número  legal  con  sus  miembros,  responda  con  sus  bienes 
por  daños  interidos  por  fuerzas  rebeldes,  después  de  su 
separación  del  empleo. 

5<> — En  tal  caso  deben  ser  á  cargo  del  demandante  las 
costas  de  toda  la  causa,  como  también  los  daños  y  perjuicios 
que  pueda  haber  inferido  al  demandado  el  embargo  de  sos 
bienes,  solicitado  y  obtenido  bajo  la  responsabilidad  del 
mismo  demandante. 


Ca$o.-^D.  Federico  Day,  inglés,  se  presentó  con  varios  do- 
cumentos é  informaciones  ante  el  juzgado  de  sección  de  San 
Juan,  entablando  demanda  contra  D.  José  Ignacio  Flores 
que  fué  Gobernador  de  hecho  de  la  provincia,  por  la  suma 
de  36,420  tuertes,  valor  de  bueyes  y  muías  de  que  fué 
despojado  bajo  su  gobierno,  sus  intereses  y  costas  y  por 
la  suma  de  15,580  pesos  chilenos,  importe  de  daños  y  per- 
juicios, sufridos  á  consecuencia  del  embargo  y  prohibición 
gubernativa  de  extraer  el  ganado. 

Dijo  que  no  siendo  legal  la  investidura  de  Flores  sus  actos 
eran  nulos,  y  Flores  responsable  de  las  consecuencias  de  ellos, 
que  babia  sido  causa  inmediata  de  los  despojos  y  perjuicios 
sufridos  bajo  su  gobierno,  y  que  como  rebelde  ó  cómplice  de 
los  rebeldes,  estaba  obligado  por  el  art.  31  de  la  ley  nacional 
penal  á  su  indemnización. 

El  fiscal  acusó  al  mismo  Flores  y  á  su  ministro  D.  San- 
tiago Qiiiroga  Alvarez  como  reos  de  rebelión  pidiendo  contra 
los  dos  la  pena  de  10  años  de  destierrp,  6,000  fuertes  de 
multa  y  la  reparación  de  los    perjuicios. 

Los  principales  cargos  de  la  acusación  fueron  que  Flores 
fué  nombrado  Gobernador  por  13  representantes;  y  por  con- 
siguiente su  investidura  de  tal  fué  ilegal,  que  fué  amigo 
decidido  de  la  revolución,  y  tirmó  listas  para  sacar  al  pueblo 
contribuciones  pecuniarias,  que  entregó  al  jefe  de  los  re- 
beldes Juan  de  Dios  Yidela ; 
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Que  puso  el  cúmplase  al  decreto  de  Videla  cuando  esle 
asumió  el  maado  de   la   provincia ; 

Que  nombró  empleados  civiles  y  militares,  obligando  i  varios 
ciudadanos  al  ejercicio  de  cargos  públicos ; 

Que  pidió  fondos  á  la  legislatura  para  sostener  la  rebelión. 

Que  todos  estos  actos  fueron  autorizados  por  su  minisiro 
Quiroga  Alvarez. 

Conferido  traslado,  Flores  promovió  primero  articulo  de  in- 
competencia, y  resuelto  este  por  el  fallo  de  la  Suprema  Corte 
de  5  de  Noviembre  de  1868,  contestó  pidiendo  se  le  absol- 
viera de  la  acción  criminal  y  civil  y  se  condenara  á  los 
acusadores  en  costas,  daños  y  perjuicios,  dejando  á  salvo  el 
derecho  de  demandarles  por  calumnia. 

Dijo  que  el  nombramiento,  legal  ó  no,  de  Gobernador  pro- 
vincial no  es  un  delito  nacional  que  pueda  juzgarse  por  la 
Justicia  FederaK 

Que  la  presión  ejercida  por  Yidela  para  tal  nombramiento 
no  era  sabida  por  él,  ni  estaba  justificada  la  preexistencia 
de  un  acuerdo  entre  él  y  Videla. 

Que  no  se  recibió  del  gobierno^  sino  por  ruego  de  lob 
ciudadanos,  para  salvar  el  orden,  y  ayudó  á  resistir  la  inva- 
sión de  Yidela. 

Que  nombró  la  comisión  colectora  porque  la  ciudad  estaba 
amenazada  de  saqueo. 

Que  la  nombró  para  contribuciones  voluntarias,  y  cuando 
se  trató  de  imponerlas  forzosas,  eludió  las  órdenes  que  al 
respecto  habia  dado  el  rebelde  Várela,  pasando  nota  á  la 
sala  de  R.  R. 

Que  el  cúmplase  al  decreto  de  22  de  Enero  y  otros  actos 
no  pueden  serle  imputados^  porque  él  obraba  bajo  el 
imperio  de  la  fuerza. 

Que  el  nombramiento  y  la  retención  de  empleados  no  era 
un  delito  de  rebelión  desde  que  no  los  puso  al  servicio  de 
la  rebelión. 

Que  tuvo  siempre  antipatía  para  los  jefes  rebeldes,  y  por 
esto  sufrió  varios  despojos  y  fué  destituido  del  gobierno. 
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Que  en  cuanto  á  la  acción  civil  promovida  por  Day,  no  eran 
ciertos  los  hechos  en  que  se  fundaba,  ni  podia  él  ser  res- 
ponsable de  prohibiciones  y  actos  que  no  fueron  decretados 
por  él,  sino  por  Yidela. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba  y  recibidas  las  pruebas  de  Day, 
del  fiscal^  de  Flores  y  de  Quiroga  se  dictó  el  siguiente 


Fallo  del  Juez  de  Seeelon. 


San  Juan,  13  de  Julio  de  1869. 

Vista  la  presente  causa  sf'guida  contra  D.  José  Ignacio  Flo- 
res y  D.  Santiago  Quiroga  Alvarez,  en  virtud  de  acción  crimi- 
nal por  delito  de  rebelión  deducida  por  el  Procurador  Fiscal 
y  de  la  civil  contra  el  primero  por  indemnización  de  los  des- 
pojos de  hacienda  vacuna  y  mulas^  con  los  daños  y  perjuicios, 
deducida  por  D.  Pedro  Garmendia  en  representacioa  del  sub- 
dito inglés  D.  Federico  Day,  con  lo  alegado  y  probado  por 
las  partes,  y  considerando  por  su  mérito : 

Primero.  —  Que  el  Fiscal  acusa  á  Flores  y  Quiroga  Alvarez 
como  responsables^  del  dt^lito  de  rebelión  por  haber  contri- 
buido al  mantenimiento  y  progreso  de  los  reb«¿ldes>  que  en 
cinco  de  Enero  del  año  sesenta  tj  siete  invadieron  y  dominaron 
esta  Provincia,  aceptando  y  ejerciendo,  el  primero,  después  de 
la  invasión,  el  cargo  de  Gobernador,  y  el  segundo^  de  Ministro. 
Los  fundamentos  de  esta  acusación  consisten: — Primero:  Que 
aunque  la  elección  se  hizo  por  la  Lejislatura  de  la  Provincia 
existente  antes  del  5  de  Enero,  fué  un  acto  nulo,  porque 
tuvo  lujar  bajo  el  imperio  de  la  fuerza,  y  sus  miembros  vio- 
lentados á  este  fin,  haciéndose  la  elección  con  un  número 
menor  del  que  fija  la  Constitución  para  elejir  Gobernador 
interino,  siendo  por  lo  mismo  un  Gobierno  de  hecho. — Se- 
gundo :  Que  Flores,  una  vez  electo  y  recibido  del  cargo,  or- 
ganizó una  Comisión  de  ciudadanos  para  sacar  contribuciones 
pecuniarias  al  pueblo,  imponiendo  á  algunos  ciudadanos  la 
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cuota  con  que  debían  contribuir,  y  cixijiéndoles  su  pago  por 
medio  de  la  fuerza  y  abusando  del  poder  que  ejercía,  con 
cuya  medida  pudo  reunir  una  fuerte  suma  de  dinero  que  en- 
tregó al  Gefe  rebelde  Juan  de  Dios  Videla,  por  vía  de  auxilio 
ó  recurso  á  las  fuerzas  de  su  mando.  — Tercero:  Que  Flores 
como  Gobernador  prestó  toda  la  cooperación  posible,  y  puso 
el  cúmplase  ai  decreto  de  Yidela,  que  declarándose  en  abierta 
rebelión  contra  el  Gobierno  Nacional,  asumió  el  mando  de  la 
Provincia. — Cuarto:  Que  violentó  á  algunos  ciudadanos  para 
que  desempeñasen  puestos  en  la  administración,  y  organizó 
esta,  haciendo  nombramientos  de  empleos  civiles  y  militares 
durante  la  rebelión. — Quinto:  Que  Flores  á  mas  de  los  re- 
cursos pecuniarios  que  reunió  por  medio  de  la  comisión  di- 
cha, para  el  gefe  rebelde,  se  dirijió  oficialmente  á  la  Lejisla- 
tura  solicitando  arbitrios  para  el  mismo  objeto. —Por  todos 
estos  actos  autorizados  por  su  Ministro  Qniroga  Alvarez,  el 
Procurador  Fiscal  pide  contra  ambos  procesados  la  pena  de 
estrañamiento  tuera  de  la  República  por  el  término  de  lUez 
años^  y  una  multa  de  seis  mil  pesos^  invocando  los  artículos 
14  Y  15  de  la  ley  penal  del  i4  de  Setiembre  del  año  63. 

Segundo.  —  Que  en  la  acción  civil  el  representante  de  Day 
alegando  estos  mismos^hecbos  para  acreditar  la  responsabili- 
dad de  Flores  como  cómplice  en  el  delito  de  rebelión,  dedu- 
ce su  acción  contra  este  por  la  suma  de  36,420  patacones, 
valor  de  750  bueyes  y  89  muías  de  que  fué  despojado  por  los 
rebeldes,  y  á  mas  la  de  15,580^  moneda  chilena^,  valor  de  los 
perjuicios  causados  en  la  hacienda  que  pudo  salvarse,  por 
haber  muerto  una  parte  de  ella  en  el  camino  y  en  Coquimbo 
(Provincia  de  Chile)  y  pastaje  de  la  restante,  según  aparece 
de  la  cuenta,  de  fs.  41  y  42  del  primer  cuerpo  de  autos. 

Para  fundar  una  y  otra  acción  alega:  —  Primero:  Que  iué 
despojado  de  la  hacienda  por  las  fuerzas  rebeldes  y  para  su 
consumo.  —  Segundo:  Que  prohibida  por  el  gefe  de  la  rebelión 
Juan  de  Dios  Yidela  la  estraccion  de  hacienda  fuera  de  la 
Provincia,  Flores  como  Gobernador  negó  á  Day  el  permiso 
que  este  solicitaba  para  sacarla  á  Chile,  cumpliendo  así  las  dispo- 
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sieiones  arbitrarías  de  aquel,  y  Tercero :  Qae  la  mortandad 
de  hacienda  en  el  camino  y  en  Coquimbo  como  el  gasto 
hecho  en  pastos  de  la  salvada,  tuvo  por  causa  principal  aquella 
prohibición  que  lo  obligó  á  sacarla  ocultamente  y  sin  herrage,. 
produciendo  el  estropeo,  flacura  y  muerte  de  dicha  hacienda. 
Tercero — Que  por  su  parte  los  reos  contestando  á  la  acu- 
sación fiscal  y  á  los  cargos  deducidos  esponcn :  que  hallán- 
dose en  acefalía  la  Provincia  por  la  fuga  del  Gobernador 
legal,  y  en  presencia  del  caos  y  desorden  producido  por  la 
derrota  de  las  tuerzas  nacionales  en  la  Rinconada  el  5  de  Ene- 
ro, y  en  medio  de  los  asesinatos,  saqueos  y  violencias  come- 
tidos por  los  rebeldes  triunfantes,  se  trató  por  muchos  ciu- 
dadanos respetables  de  formar  un  nuevo  Gobierno  que  salvase 
al  pueblo  de  la  confusión  y  desórdenes  en  que  se  hallaba,  y 
reunidos  los  RR.  de  la  LejisI atura  en  número  de  13,  es  decir 
con  el  qiíorum  legal  de  uno  sobre  la  mitad,  elijieron  un  Go- 
bernador Provisorio^  recayendo  la  elección  en  Flores  que  de 
antemano  habia  sido  visto  y  solicitado  por  los  mismos  ciuda- 
danos para  que  aceptase,  considerándolo  por  sus  antecedentes 
y  prestijio  en  la  Provincia,  como  una  garantia  de  orden  y  de 
paz,  por  cuya  razón  aceptó  el  puesto  con  el  interés  de  salvar 
el  pais,  haciendo  lo  posible  por  restablecer  el  orden  y  la 
tranquilidad  públicos. — Que  en  los  momentos  de  recibirse  del 
Gobierno  y  en  presencia  de  la  mayor  parte  de  los  Represen- 
tantes que  hicieron  la  elección,  el  Gefe  del  Estado  Mayor  de 
los  rebeldes,  D.  Manuel  J.  Olascoaga,  hablando  en  nombre  del 
caudillo  principal  Videla,  amenazó  al  pueblo  con  hacer  uso 
de  la  fuerza  y  del  poder  adquirido  por  la  victoria,  para  hacer- 
se de  los  recursos  necesarios  á  la  rebelión  triunfante,  sino  se 
le  proveia  de  medios  pecuniarios  para  el  equipo  y  manteni- 
miento de  las  fuerzas,  por  medio  de  donativos  ó  contribucio- 
nes voluntarias,  por  cuya  razón  el  Gobernador  Flores,  á  fin  de 
evitar  el  saqueo  y  violencias  con  que  se  les  amenazaba,  organizó 
la  Comisión  encargada  de  recolectar  fondos  para  los  rebeldes, 
sacando  de  los  vecinos  contribuciones  voluntarias  en  proporción 
de  sus  haberes  sin  ejercer  violencias  de  ningún  jénero. 


360        FALLOS  DE  LA  SUPBEMA  CORTE 

Que  la  nota  oficial  á  la  Lejislatura  solicitando  arbitrarse 
recursos  para  la  rebelión,  fué  á  mérito  de  la  nota  del  caudillo 
Videla  demandando  recursos  pecuniarios  á  roas  de  los  reco- 
lectados, y  como  una  medida  evasiva,  á  fin  de  contrariar  dicha 
demanda  por  el  conocimiento  que  tenia  de  que  la  Lejislatura 
no  se  reuniría  como  efectivamente  sucedió,  sin  que  tuviera 
lugar  la  nueva  exacción.  —  Que  no  violentó  á  persona  alguna 
para  que  sirviera  en  su  Gobierno,  y  si  exijió  estos  servicios 
fué  siempre  movido  por  el  deseo  de  contribuir  en  lo  posible 
al  restablecimiento  del  orden  penurbado  por  la  rebelión.  — 
Que  para  poner  el  decrete  ie  cúmplase  al  espedido  por  Yidela 
asumiendo  el  mando,  fué  llamado  á  la  casa  habitación  de  éste, 
y  obligado  á  firmarlo.  —  Que  no  prestó  servicio  alguno  á  los 
rebeldes,  cuyo  jefe  lo  destituyó  por  el  decreto  antes  mencio- 
nado, por  cuanto  su  Gobierno  sirvió  de  obstáculo  al  progreso 
de  la  revolución. 

El  reo  Quiroga  Alvarez,  hace  igual  exposición  en  la  parte 
que  le  concierne,  agregando  que  aceptó  el  Ministerio  única- 
mente por  contribuir  á  la  salvación  del  país  en  el  conflicto  en 
que  se  hallaba,  y  que  así  lo  espresó  al  recibirse  del  cargo. 

En  cuanto  á  la  acción  civil  el  procesado  Flores  sostuvo,  que 
no  siendo  responsable  del  delito  de  rebelión  de  que  es  acu- 
sado, no  está  obligado  á  la  indemnización  de  despojo  y  daños, 
deducida  por  Garmendia. — Que  es  falso  el  hecho  de  la  nega- 
tiva del  permiso  á  D.  Federico  Day  para  eStraer  su  hacienda, 
y  por  último  falso  el  despojo  de  la  misma  y  la  cuenta  de  da- 
ños por  la  mortandad  sufrida,  alegando  para  ello  que  fué 
estraida  la  hacienda  comprada  por  Day,  y  que  si  parte  de  ella 
murió  en  Coquimbo  fué  por  haber  comido  la  planta  llamada 
palqiie^  conocida  por  la  enfermedad  y  muerte  que  causa  á  los 
animales  vacunos  cuando  la  toman  por  alimento. 

Cuarto.  —  Que  establecidos  asi  los  hechos  que  fundan  la 
acusación  y  defensa,  y  producida  la  prueba  por  las  partes  en 
el  tiempo  competente,  el  proceso  arroja  lo  bastante  para  for- 
mar una  opinión  y  juicio  jurídico  de  la  responsabilidad  de  lo^ 
procesados,  deduciendo  del  mérito  de  los  autos  lo  siguiente : 
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Primero:  Flores  y  Quiroga  Alvares  por  el  hecho  de  aceptar 
el  cargo  de  Gobernador  el  primero  y  de  Ministro  el  segundo, 
dorante  el  dominio  de  los  rebeldes,  no  han  cometido  el 
delito  de  rebelión  penMo  por  la  ley  nacional  invocada  por 
el  Fiscal,  ni  se  han  constituido  en  cómplices  de  aquellos— « 
Por  la  prueba  producida,  está  plenamente  justificado  que 
la  elección  de  Gobernador  tuvo  lugar  en  circunstancias  en 
que  todo  un  pueblo  se  hallaba  entregado  y  dominado  por 
ios  rebeldes  después  del  combate  de  la  Rinconada,  habión* 
dose  fugado  el  Gobernador  legal  que  existia.  Segundo :  Que 
reunidos  los  DD.  en  número  de  13  á  indicación  y  ^ov  drden 
del  mismo  Gefe  de  los  rebeldes  nombraron  un  Provisorio 
en  la  persona  de  Flores  que  aceptó  sin  haber  pretendi<lo  el 
puesto  y  á  instancia  de  muchos  ciudadanos  amantes  del  orden 
y  fieles  á  la  causa  nacional,  pues  que  miraban  en  su  per- 
sona  una  garantía  de  orden  y  de  tranquilidad  para  la  Pro- 
vincia en  aquellos  momentos. -^  Si  la  elección  fud  hecha 
sin  el  quorum  que  la  Constitución  requiere,  no  es  una  falla 
imputable  á  Flores,  que  en  esas  circunstancias  solo  obedecía 
á  la  necesidad  de  salvar  al  país  —  los  que  la  verificaron 
tampoco  son  responsables,  porque  en  medio  del  conflicto  en 
qoe  se  encontraban,  era  necesario  proveer  al  paii  de  una 
autoridad,  cualquiera  que  fuese  la  iorma  de  su  eleccioni 
ai  verificarla  hicieron  uso  de  un  derecho  propio  y  perfecto, 
cual  es  el  de  su  propia  conservación  —  cuando  no  existía  un 
poder  legal  qoe  garantiese  sus  derechos  naturales  en  socie- 
dad. La  Suprema  Corte  de  Justicia  ha  estahlei*ído  esta 
nmma  doctrina  en  la  causa  seguida  por  el  Fiscal  contra  los 
comercianii^s  Arévalo,  Caraffa  y  Aguiar  por  cobro  de  d*^re- 
cbos  de  Aduana,  declarando  que  los  ciudadanos  abandonados 
al  eaeiBÍgo,  y  sin  la  protee^noo  de  la  luer/a  páblira  del 
gobierno  ief^\  recobran  $u  jn'imiihfa  Mertad  y  lié^tuin  dnuclu} 
para  buscar  $u  seguridad  y  canu'rvaoion  fn/r  iottoi  Loa  mP" 
dio$  á  su  alcanoe. — T^ircero:  O>osta  de  la  pru^'ha  pro- 
dveida,  que  lu^o  de  UMiiar  Flores  posesión  del  eargo,  y  eu 
preteofta  de  los  mítffios  DO.  y  eíadadaoos  que  eooeurríeroo 
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al  acto,  el  jefe  de  Estado  Mayor  de  los  rebeldes  amenazó 
al  pueblo,  con  hacer  nso  de  la  victoria  y  del  poder  de  que 
disponía  la  revolución  para  hacerse  de  los  recursos  necesa- 
rios si  estos  no  se  le  proporcionaban  de  olra  manera. — 
Esta  amenaza  inesperada,  determinó  á  Flores  y  demás  con- 
currentes á  organizar  la  comisión  que  debia  recolectar 
donativos  pecuniarios  para  satisfacer  los  deseos  del  caudillo 
triunfante; — no  hubo  pues,  delito  en  formar  la  comisión 
ni  en  que  esta  se  ocupase  como  lo  hizo  de  recolectar  los 
fondos  aue  se  pedian  —  se  trataba  de  evitar  el  cumplimiento 
de  aquella  amenaza/  que  importaba  la  promesa  de  un  saqueo 
jeneral  ú  otras  medidas  violentas  de  funestas  consecuen- 
cias—  Flores  con  esta  medida  evitaba  un  (mayor  mal  al  pueblo, 
y  si  bien  impuso  á  uno  ó  dos  contribuyentes  la  cuota  con 
que  debian  concurrir,  deteniéndolos  en  su  despacho  hasta 
obtener  la  voluntad  de  estos,  este  acto  no  ha  podido  tener 
otro  alcance,  que  la  consecución  del  laudable  fin  que  se 
proponía,  valiéndose  para  ello  hasta  de  medidas  coersitivas 
á  que  no  tenia  derecho,  ni  estuvo  en  su  ^facultad  ejercer- 
las. —  De  esas  medidas  tendrá  Flores  que  responder  me- 
diante las  reclamaciones  de  aquellos  contribuyentes,  pues 
que  eran  actos  propios  que  pudieron  ó  no  causar  daño  ó 
perjuicio  á  terceros  pero  no  importan  delitos  de  rebelión  ni 
complicidad  con  los  rebeldes,  desde  que  faltaba  la  intenciim 
de  cometerlos.  —  Esta  falta  de  intención  por  parte  de  Flores* 
está  demostrada  en  los  actos  del  mismo  que  precedieron  y 
siguieron  á  su  nombramiento  de  Gobernador — y  que  cons- 
tan de  autos.  —  Flores  ha  sido  reputado  como  federal^  pero 
en  su  conducta  anterior  á  la  rebelión  de  Cuyo,  no  hay  un 
solo  acto  que  importe  hostilidad  al  actual  orden  constitu- 
cional de  la  República,  habiendo  contribuido  con  sus  inte- 
reses á  favor  del  Gobierno  c^el  Sr.  Sarmi«*nto,  en  el  año  62 
que  hacia  la  guerra  contra  el  caudillo  Peñaloza,  alzado  con- 
tra la  autoridad  nacional. — Consta  asi  mismo  que  Flores 
el  5  de  Enero  de  1867,  formando  en  la  G.  N.  pasiva  que 
defendía  la  ciudad  hasta  después  de  la  derrota  de  las  fuerzas 
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nacionales  hizo  fuego  contra  los  rebeldes  desde  nno  de  los 
cantones  de  la  plaza  principal,  hasta  que  fué  necesario 
rendirse  y  entregarse  á  los  invasores.  —  Consta  de  la  prueba 
producida  que  al  siguiente  día  de  la  invasión,  Flores  median- 
te una  orden  que  obtuvo  del  Gefe  rebelde  para  perseguir  á 
las  partidas  de  los  mismos  que  entrasen  á  robar  en  sus 
fincas  del  Pocito,  armó  una  partida  de  sus  peones  y  persi- 
guió á  otra  de  los  rebeldes  que  habian  robado  unos  caballos 
de  su  propiedad  hasta  alcanzarlos  en  la  finca  de  Vidart 
quitándoles  el  robo.  En  este  hecho  el  Fiscal  acusa  á  Flores 
de  haber  ordenado  la  muerte  de  uno  de  los  ladrones,  qne 
fué  mortalmente  herido  de  una  puñalada  inferida  por  el  peón 
Tejada,  pero  no  está  probada  la  orden,  constando  por  el 
contrario  que  Flores  reprobó  el  hechqi  cuando  supo,  pues 
tnvo  lugar  en  su  ausencia.  —  Consta  que  tomó  preso  al  ofi- 
cial de  la  partida  y  lo  remitió  á  la  ciudad  valiéndole  á  Flores 
este  acto  y  el  de  la  muerte  del  soldado  en  la  finca  de  Vidart, 
ser  constituido  en  prisión  por  los  rebeldes.  —  Está  justificado 
plenamente  que  durante  el  Gobierno  de  Flores  y  aun  después, 
este  salvó  á  muchas  personas  perseguidas  por  los  invasores  y 
valiosos  intereses  de  las  mismas,  sirviendo  su  casa  particular  de 
depósito  y  asilo  para  unos  y  otros.  Al  que  así  procedia  no  ha  po- 
dido atribuírsele  la  intención  de  aliarse  á  los  invasores  para  pro- 
tejer  la  bandera  de  la  rebelión  y  ayudar  á  sus  propósitos.  Cuarto : 
El  acto  de  pasar  el  Gobernador  Flores  á  la  Lejislatura  la  nota  del 
caudillo  Videla  en  que  pedia  una  fuerte  snma  de  dinero  para  sos- 
tener la  rebelión,  no  es  un  acto  punible  en  las  circunstancias  en 
que  se  hacia.  Estaba  en  la  conciencia  de  todos,  que  aquel  cuer- 
po no  se  reuniría,  lo  que  no  se  ha  negado  por  el  Fiscal,  y  para 
culpará  Flores  habrá  sido  necesario  que  al  pasarla  hubiese  pro- 
curado Flores  su  reunión,  lo  que  no  consta  de  los  autos. — En 
este  sentido,  no  hay  culpa  ni  delito  por  parte  de  Flores,  que  na- 
da hizo  por  satisfacer  los  deseos  del  invasor ;  á  esto  se  agrega 
que  el  Gobierno  de  Flores  en  las  circunstancias  que  acompaña* 
ron  su  nombramiento  no  era  un  poder  constitucional  tal  como  lo 
ba  creado  la  Constitución,  sino  on  mero  representante  del  pue- 
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blo  dominado  y  en  poder  de  los  rebeldes ;  su  misión  no  nacía  de 
la  ley  que  se  encontraba  indefensa,  sino  de  las  circunstancias 
escepcionaies ;  dándole  el  carácter  estraordinario  de  un  mediador 
entre  los  rebeldes  y  el  pueblo  — el  acto,  pues,  de  pasar  la  exí- 
jencias  de  Videla  á  la  Lejislatura  sin  procurar  su  reunión,  solo 
imporiaba  una  evasiva  en  favor  del  pueblo  nuevamente  amena- 
zado  por  aquel»  Quinto :  Flores  no  es  culpable  tampoco  por 
haber  firmado  el  decreto  de  cúmplase  al  espedido  por  el  Gefe  de 
la  rebelión  asumiendo  el  mando  de  la  Provincia.  Llamado  aquel 
por  Videla  á  su  casa  habitación  le  fué  presentado  el  decreto  pa- 
ra firmarlo;  este  hecho  confirmado  por  la  declaración  de  D. 
Domingo  A.  Luna,  testigo  ocular,  no  está  contradicho  por  nin- 
guna prueba  contraria,  y  si  bien  no  está  jurídica  y  legalmente 
acreditado,  es  una  p4isuncion  bastante  á  formar  juicio  en  este 
sentido^  porque  está  corroborado  con  la  conducta  observada  por 
los  rebeldes  antes  y  después  del  mencionado  decreto  por  los 
términos  del  mismo  decreto,  que  violando  todos  los  principios 
fundamentales  de  nuestra  existencia  política,  el  Gefe  invasor  se 
declaraba  en  abierta  rebelión  contra  las  autoridades  nacionales, 
asumiendo  el  mando  superior  de  toda  la  Provincia,  y  se  consti- 
tuía en  dueño  absoluto  de  las  oficinas  y  rentas  de  la  Nación  exis- 
tentes en  la  Provincia.  Con  el  decreto  úe  cúmplase  ó  sin  él,  la 
disposición  arbitraria  de  Videla  se  habría  cumplido  en  todas 
sus  partes,  pues  el  Gobierno  de  Flores  que  quedaba  eliminado 
por  aquella,  habria  resistido  inútilmente  desde  que  en  aquella 
circunstancia  carecia  del  poder  y  los  medios  de  existir,  pues  co- 
mo se  ha  dicho,  el  Gobernador  Flores  elejidn  bajo  el  dominio  de 
la  rebelión,  no  representaba  ni  podia  ejercer  el  poder  constitu- 
cional creado  por  la  ley  fundamental  que  no  imperaba  en  San 
Juan  desde  el  5  de  Enero  de  aquel  año.  Ese  famoso  decreto  del 
invasor  Videla,  está  demostrando  á  todas  luces  que  Flores  du- 
rante su  Gobierno  no  sirvió  á  la  rebelión,  de^de  que  él  mismo 
lo  declaraba  incompatible  con  los  propósitos  de  la  revolución,  ó 
en  otras  términos,  que  el  Gobierno  de  Flores  estaba  sirviendo  de 
obstáculo  á  la  marcha  y  progreso  de  sus  miras  corroborándose 
asi  la  abundante  prueba  producida  á  ese  respecto  de  su  con- 
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dfleta  eo  Eivor  del  pueblo  indefenso  y  de  los  ciadadanos  perse* 
gudos.  Coarto :  Qoe  no  siendo  Plores  colpable  del  delito  de  re- 
bdiou  porqoe  se  le  procesa,  en  virtnd  de  las  consideraciones 
qoe  preceden,  no  pnede  responder  á  la  acción  civil  de  despojo 
y  daños  cansados  por  los  rebeldes,  deducida  contra  ¿1  como 
aotor  ó  cómplice  de  aquellos,  sin  que  se  acredite  algún  acto 
propio  y  personal  del  mismo  Flores  que  haya  podido  oca- 
sionar el  despojo  ó  daño  reclamado.  Que  el  hecho  de  la  ne- 
gativa  de  Flores  al  permiso  solicitado  por  D.  Federico  Day 
para  estraer  parle  de  la  hacienda  comprada  á  la  sociedad 
de  Garraendia  y  C%  negada  por  el  reo,  no  esti  plena  y  jo* 
rídicamenle  justificado  como  pudo  y  debió  hacerse  para  de- 
terminar la  responsabilidad  personal  de  sn  autor,  pues  estando 
firmada  la  negativa  por  D.  Alejandro  Castellano  oficial  de  la 
oficina  de  la  Contaduría,  no  se  ba  probado  que  este  consulió  al 
Gobiono  sobre  la  petición,  ni  menos  que  se  ordenó  la  negati- 
va, pues  si  bien  afirma  el  hecho  el  Contador  D.  Isidro  Quiroga, 
lo  niega  el  Ministro  del  Gobernador  Flores  D.  Santiago  Quiroga 
Aivarez,  siendo  sus  dichos  inadmisibles  por  ser  interesado 
en  el  asunto  en  la  parte  que  les  concierne.  Que  aun  en  el  caso 
de  acreditarse  la  negativa,  ella  por  sí  sola  no  bastaría  á  res- 
ponsabilizar á  Flores,  que  no  era  por  la  ley  el  encargado  de  con- 
ceder estos  permisos,  constando  ademas  por  la  prueba  producida 
que  el  jefe  rebelde  era  quien  las  otorgaba,  y  que  á  él  se  diríjian 
los  particulares  que  los  necesitaban.  Quiato :  Qne  no  existiendo 
en  los  autos  ninguna  orden  ó  hecho  propio  de  Flores  qne  haya 
oríjinado  el  despojo  y  los  perjuicios  que  reclama  el  querellante, 
y  establecida  la  irresponsabilidad  de  aquel  en  cuanto  al  delito 
de  rebelión  y  las  acciones  civiles  que  produce,  la  deducida  por 
Garmendia  en  representación  de  D.  Federíco  Day  debe  quedar  á 
salvo  para  interponerla  contra  los  qoe  puedan  resultar  respon- 
sables de  aquel  delito  y  sus  consecuencias,  en  cuyo  caso  es  in- 
tempestiva y  estemporáuea  toda  declaración  judicial  teniiente  á 
delenninar  la  justicia  de  la  reclamación  en  todo  ó  en  parte  y 
la  cantidad  á  que  podría  ascender  conforme  á  la  ley,  por  cuanto 
ello  importaría  prejuzgar  sobre  hechos  de  un  juicio  que  puede 
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iniciarse,  y  eo  el  que  obrarían  las  piezas  de  su  referencia  qne 
corren  en  estos  autos.  Sesto :  Que  con  relación  al  procesado 
Qoiroga  Alvarez  está  suflcientemente  acreditado  que  al  aceptar 
el  Ministerio  espresó  los  propósitos  laudables  que  lo  indujeron 
á  ello,  y  no  hay  un  solo  acto  de  su  Ministerio  que  demuestra 
lo  contrarío. 

Por  estos  fundamentos  y  otros  que  se  omiten,  de  acuerdo  con 
los  sanos  principios,  y  las  doctrinas  establecidas  por  la  Suprema 
Corte  en  casos  análogos. 

Fallo  definitivamente  juzgando,  y  declaro  al  procesado  Don 
José  Ignacio  Flores  absuelto  de  la  acusación  criminal,  y  acción 
civil  deducidas  contra  él  como  autor  ó  cómplice  del  delito  de 
rebelión,  quedando  esta  dltima  á  salvo  para  que  el  querellante 
pueda  interponerla  contra  quien  corresponda^  y  á  D.  Santiago 
Qoiroga  Alvarez  absuelto  de  la  misma  acusación  criminal.  — Re- 
sultando ademas  en  el  incidente  sobre  el  cambio  de  fiador  en 
la  persona  de  D.  Camilo  Aguilar  en  reemplazo  de  D.  Daniel 
Bustos  que  está  plenamente  probada  la  solvencia  del  primero, 
se  admite  á  este  como  tal  fiador,  debiendo  cancelarse  la  primera 
escritura  previo  el  otorgamiento  de  otra  por  el  fiador  propuesto. 
Cada  parte  pague  sus  costas,  con  escepcion  de  las  causadas 
en  este  incidente  que  serán  de  cargo  de  Garmendia.  —  Hágase 
saber  orijinal  á  las  partes  y  en  oportunidad  líbrense  las  órdenes 
respectivas  para  el  desembargo  de  los  bienes  del  procesado 
Flores,  y  cancelación  de  las  escrituras  de  fianzas  carceleras  otor- 
gadas á  favor  de  los  reos,  —  y  repónganse  los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 

La  parte  de  Day  y  el  Fiscal  apelaron  de  la  sentencia,  ape- 
lando también  Flores  en  la  parte  en  que  no  condenaba  en 
costas  y  daños  y  perjuicios  al  acusador^  ni  hacia  lugar  al 
encausamiento  del  fiscal,  del  apoderado  de  Day,  D.  Pedro 
Garmendia,  y  de  los  testigos  convencidos  de  falso  testimonio. 

Se  concedió  la  apelación  en  ambos  efectos. 

Garmendia,  expresando  agravios,  pidió  se  condenara  á  D. 
José  L  Flores  al  pago  de  los  bueyes  y  muías  secaestradas, 
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de  los  dafioft  y  peijaícios  y  de  las  costas  de  1^  y  S*  íds- 
tancia. 

Dijo  que  este  caso  era  idéntico  al  de  D.  Carlos  León  y  D. 
Desiderio  Bravo  y  qae  la  sentencia  á  darse  debia  ser  en  el 
mismo  sentido  qae  la  pronunciada  por  la  Suprema  Corte 
contra  aquellos. 

Que  los  fundamentos  de  la  sentencia  apelada  eran  inexactos. 

Que  estando  Flores  al  frente  del  Gobierno  se  cometieron 
en  la  Provincia  asesinatos  y  robos. 

Que  el  hecho  de  haber  aceptado  el  Gobierno,  no  obstante 
la  nulidad  del  nombramiento,  la  expedición  del  decreto  man- 
dando entregar  las  armas  dentro  de  24  horas,  dejando  así  in- 
defensos á  los  ciudadanos,  las  órdenes  dadas  á  la  Tesorería 
para  entregar  dinero  á  los  rebeldes,  y  otros  hechos  de  la 
misma  clase  probaban  que  las  intenciones  de  Flores  eran  con- 
trarias al  Gobierno  Nacional  y  favorables  á  la  rebelión. 

Que  restablecidos  así  los  hechos,  resultaba  que  Floies  era 
reo  del  delito  de  rebelión  y  responsable  de  los  daños  y  per- 
juicios causados,  del  mismo  modo  que  lo  fué  D.  Desiderio 
Bravo  por  haber  servido  bajo  su  gobierno. 

Que  debia  él  ser  responsable  de  estos  daños  y  perjuicios 
tanto  en  el  caso  de  haber  ordenado  él  personalmente  el  re- 
chazo de  la  solicitud  de  Day,  cuanto  en  él  de  haberla  orde- 
nado sus  empleados  en  virtud  del  de  Videla  aceptado  por  él. 

El  Procurador  General  espresaudo  agravios,  dijo  que  en  el 
proceso  estaban  probados  y  confesados  los  auxilios  que  pres- 
taron Flores  y  Quiroga  á  la  rebelión. 

Que  Flores  conocía  la  nulidad  de  su  nombramiento  y  no  lo 
aceptó  sino  para  favorecer  á  sus  correligionarios  políticos; 
que  hizo  numerosas  exacciones  para  ayudar  á  los  rebeldes; 
que  no  era  admisible  el  pretexto  de  haberlo  aceptado  para 
evitar  el  saqueo  del  pueblo,  desde  que  el  pueblo  todo  lo  sufrió 
bajo  su  gobierno,  y  él  no  se  ocupó  sino  de  servir  humildemente 
á  los  rebeldes ;  que  después  que  la  Suprema  Corte  ha  con- 
denado á  D.  Desiderio  Bravo,  jefe  de  policía  de  Flores,  co- 
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mo  cómplice  de  la  rebelión,  por  las  exacciones  que  impuso 
al  pueblo,  no  era  posible  declarar  inocente  á  Flores  que 
dio  las  órdenes  relativas  y  era  el  autor  principal  del  delito. 
Que  debia  por  consiguiente  revocarse  la  sentencia  apelada 
;  aplicando  el  art.  16  de  la  ley  penal  condenarse  á  Flores, 
á  la  multa  de  3,000  ^  fts.  y  á  Quiroga  de  1,000  Os. 

Conferido  traslado  contestó  Flores  que  su  nombramiento 
no  fué  sino  de  Gobernador  Provisorio,  y  no  fué  ilegal  porque 
fué  obra  de  la  necesidad ;  que  su  aceptación  no  forteleció  la 
revolución,  ni  podia  tener  otra  interpretación  que  la  de  obte- 
ner' por  medio  de  las  transacciones  la  seguridad  de  las  perso- 
nas y  del  hogar;  que  vencido  por  la  necesidad  aceptó  la  idea 
de  las  suscripciones  voluntarias;  que  el  objeto  de  estas  fué  el 
de  salvar  la  población  ;  que  la  revolución  fué  local  en  su 
origen  y  solo  el  19  de  Enero  de  1867  fué  declarada  nacional ; 
que  el  caso  de  Bravo  era  distinto,  porque  él  fué  nombrado 
Gobernador  Provisorio  cuando  la  revolución  no  habia  sido  de- 
clarada nacional,  y  se  separó  del  gobierno  cuando  su  decla- 
ración no  habia  pervenido  aun  á  San  Juan,  y  Bravo  quedó  en 
su  puesto  bajo  el  gobierno  de  Videla  y  Molina  y  fué  respon- 
sabilizado por  hechos  propios  y  personales. 

Conferido  traslado  de  la  adhesión  y  evacuado  por  Garmen- 
dia,  en  rebeldía  de  D.  Santiago  Quiroga  Alvarez^  se  dicto  el 
siguiente 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Febrero  !<>  de  1870. 

• 

Vistos:  Resultando  de  lo  alegado  y  probado  en  esta  causa, 
según  se  demuestra  en  la  sentencia  del  Juez  de  Sección  de  San 
Juan.  Que  don  José  Ignacio  Flores  fué  elejido  por  la  Lejis- 
latura  de  la  Provincia  para  el  cargo  de  Gobernador  Provisorio, 
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después  del  iriuofo  de  los  rebeldes  que  ponia  la  Provincia 
toda  á  su  disposición,  sin  que  conste  que  hubiera  sido  indi- 
cada su  persona  por  el  jele  de  las  fuerzas  invasoras.  Que  ha- 
biendo sido  electo  el  nueve  de  Enero  de  mil  ochocientos  se- 
senta y  siete ;  fué  destituido  por  los  rebeldes  el  veinte  y  dos 
del  mismo  mes,  por  no  ser  compatible  con  las  necesidades  im- 
periosas de  la  situación  y  del  servicio  ptiblico  (foja  treinta  y 
dos,  primer  cuerpo).  Que  en  el  corto  tiempo  que  estubo  al 
frente  del  Gobierno,  solo  se  le  acusa  de  haber  aceptado  el 
cargo,  por  haber  nombrado  Ministros  y  algunos  ofros  emplea- 
dos, por  formar  una  comisión  que  recolectase  fondos  para 
evitar  que  los  que  tenian  la  fuerza  los  tomasen  violentamente ; 
por  haber  diciado  un  decreto  para  recojer  las  armas  del  Estado 
que  habian  quedado  en  manos  de  los  dispersos  después  de  la 
batalla;  por  haber  puesto  el  cúmplase  al  decreto  de  don  Juan 
de  Dios  Videla^  en  el  que  se  le  separaba  del  mando  y  lo  asu- 
mia  el  jefe  de  los  vencedores,  declarando  en  dicho  documen- 
to, que  también  asumia  el  poder  Nacional :  y 

Considerando  que  ninguno  de  estos  actos  le  constitujen  reo 
6  cómplice  de  la  rebelión  de  Mendoza,  que  invadid  y  dominó 
la  provincia  de  San  Juan.  Primero^  porque  la  intención  de 
la  Lejislatura  al  nombrarle  Gobernador  Provisorio,  no  pudo 
ser  que  el  nombrado  resistiera  á  los  invasores,  ni  tampoco 
para  que  cooperase  á  la  rebelión,  sino  para  que  hiciera  lo 
posible  para  evitar  los  inminentes  males  de  que  estaban  ame- 
nazados en  su  vida,  honor  y  propiedad,  necesitando  para  ello 
tomar  medidas  que  neutralizasen  sus  pretenciones  sin  provo- 
carlos por  una  resistencia  que  no  podia  menos  que  dar  íu 
nestos  resultados.  Segundo^  porque  habiendo  sido  intimado 
en  presencia  de  muchos  ciudadanos,  que  sino  proporcionaba 
la  Provincia  vencida  los  medios  de  pagar  y  vestir  las  tropas 
vencedoras,  estas  tendrían  que  hacer  uso  de  la  fuerza,  para 
obtener  lo  que  necesitaban ;  no  se  puede  acusarle  porque  para 
evitar  esto  nombrase  una  comisión  que  reuniese  una  suscri- 
cion  voluntaria,  como  lo  espresa  el  decreto  respectivo :  sin 
que  le  quite  este  carácter  el  hecho  de  haber  detenido  un  de- 
T.  Tm  25 
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pendiente  de  una  casa  de  comercio  que  trajo  menos  que  lo 
que  se  le  habia  asignado,  porque  no  está  debidamente  pro- 
bado que  se  le  detuvo  por  esta  causa.  Tercero^  porque  desde 
que  aceptó  el  cargo  de  Gobernador  era  una  consecuencia  el 
nombramiento  de  los  empleados,  y  no  aparece  prueba  que 
alguno  de  ellos  cumpliendo  órdenes  dictadas  por  Flores  en  los 
días  que  estubo  hecho  cargo  de  la  administración^  hu- 
biera atacado  los  derechos  de  los  ciudadanos»  ni  dispuesto 
del  tesoro  de  la  Provincia  en  favor  de  la  rebelión.  Cuarto^ 
porque  el  haber  mandado  recojer  las  armas  del  Estado  es  una 
medida  de  policía  necesaria  después  de  una  batalla,  como  la 
que  tuvo  lugar  en  la  Rinconada  del  Pósito,  no  pudíendo  ha- 
cérsele cargo  por  la  conminación  que  hace  el  decreto  de  des- 
tinar al  ejército  de  línea,  desde  que  no  consta  que  se  hubiera 
mandado  por  Flores,  ni  un  solo  hombre  para  engrosar  las  filas 
de  los  rebeldes.  Quinto^  porque  no  importa  complicidad  en 
la  rebelión  el  haber  firmado  el  cúmplase  al  decreto  de  su  pro- 
pia destitución,  desde  que  no  le  era  dado  contrariar  la  dis- 
posición del  que  tenia  el  poder,  y  que  según  resulta  probado 
le  mandó  que  firmase.  Y  sesto,  finalmente  que  no  formulán- 
dose ningún  otro  cargo,  por  hechos  que  él  hubiera  practicado 
por  sí  ó  por  medio  de  sus  subordinados ;  no  pued6  compa- 
rarse este  caso  con  el  de  otros,  que  prestaron  ya  como  au- 
tores ó  ejecutores,  verdaderos  servicios  voluntarios  á  la  re- 
belión. 

Considerando  en  cuanto  á  la  acción  civil  deducida  por  don 
Pedro  Garmendia,  en  representación  de  don  Federico  Day.  — 
Que  no  se  funda  en  hecho  alguno  de  Flores,  ni  aun  en  daños 
que  hubiese  recibido  durante  su  Gobierno,  pues  que  ni  por 
los  testigos  que  ha  presentado  en  el  sumario,  ni  por  los  que 
declaran  por  su  parte  en  el  término  de  prueba,  ni  por  los  do- 
cumentos que  ha  presentado  para  justificar  estracciones  vio- 
lentas de  ganados  de  su  propiedad,  se  encuentra  una  sola  pa- 
labra que  indique  que  se  le  haya  tomado  alguna  cosa  por 
orden  de  Flores,  y  ni  aun  por  otros  en  la  época  de  su  Go* 
bierno; — Que  por  el  contrario  ha  confesado  el  demandante 
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al  absolver  la  primera  pregunta  de  las  posiciones  de  foja  cin- 
caenta  y  dos  (segundo  cuerpo),  que  hasta  el  quince  de  Enero 
de  mil  ochocientos  sesenta  j  siete  no  habia  sufrido  perjuicio 
alguno  en  sus  bienes,  no  habiendo  durado  el  Gobierno  de 
Flores  sino  hasta  el  veintidós  del  mismo  mes,  sin  que  ni  si- 
quiera baya  alegado,  y  mucho  menos  tratado  de  probar  que 
se  le  hubiera  arrebatado  su  propiedad  en  esos  seis  ó  siete 
dias  que  el  procesado  ocupaba  el  Gobierno  de  la  Provincia  — 
Que  no  ha  probado  que  el  Gobernador  Flores  pudiera  conce- 
der ó  negar  permisos  para  estraer  ganados  á  Chile,  confesando 
por  el  contrario  que  la  orden  que  prohibió  la  estraccion  ema- 
naba de  Yidela,  y  siendo  así  no  puede  hacerle  cargo  á  Flores 
porque  no  la  violó  en  provecho  de  Day.  —Que  la  cuenta  de 
foja  cuarenta  y  una  (primer  cuerpo),  no  tiene  fundamento  al- 
guno legal  para  responsabilizar  á  Flores  por  los  animales  que 
murieron  al  trasportarlos  á  Chile  ó  en  esta  República,  ya  fue- 
ra porque  se  estropearon  en  el  viaje,  ya  por  el  modo  de  her- 
rarlos, ó  porque  comiesen  un  pasto  que  les  causó  la  muerte, 
ni  menos  lo  que  gastó  en  los  potreros  de  Coquimbo,  ni  por- 
que tubiera  que  pagar  para  obtener  las  guías  que  necesitó  de 
los  Gefes  rebeldes. -^  Que  no  habiendo  alegado  hecho  alguno 
de  Flores  contra  sus  propiedades,  es  temeraria  la  demanda 
que  pretende  que  Flores,  por  haber  ejercido  el  Gobierno  de 
San  Juan  doce  dias,  en  virtud  del  nombramiento  de  la 
lejislatura  con  ó  sin  el  número  legal  de  sus  miembros, 
le  responda  con  sus  bienes  por  ganados  que  le  tomaron 
los  rebeldes  después  de  su  separación  del  empleo,  y  por 
daños  que  ha  recibido  en  su  negocio  de  transporte  de  ani- 
males á  Chile. — Por  estos  fundamentos  y  los  de  la  sen- 
tencia apelada  de  foja  seiscientos  dos  ( segundo  cuerpo ), 
se  conGrma  con  declaración  que  las  costas  de  toda  la 
causa  que  se  han  ocasionado  por  la  demanda  civil  de 
Don  Federico  Day  son  á  cargo  de  este,  como  también 
los  daños  y  perjuicios  que  pueda  haber  inferido  á  Flores 
el  embargo  de  sus  bienes  á  pedido  y  bajo  la  responsa- 
bilidad del  demandante,  y  satisfechas  las  costas  de  esta  íns- 
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taocia  en  la  forma  que  se  declara,  y  repuestos  los  sellos  de- 
vuélvase la  causa. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Sal- 
vador M.  DEL  Carril.  —  Francisco 
Delgado.  —  José  Rarros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 


CAUSA  VIH. 


D.  Eugenio  Biistos  contra  D.  Claudio  Manterola  y  D. 
Gabriel  Fomes,  por  cobro  ejecutivo  de  pesos. 


Sumario — La  confesión  judicial   tiene   fuerza  plenamente 
probatoria,  y  es  por  consiguiente  irrevocable. 


Caso.  —  En  un  juicio  ejecutivo  seguido  por  D.  Eugenio 
Bustos  contra  D.  Claudio  Manterola  y  su  fiador  D.  Gabriel 
Fornes  por  cobro  de  pesos,  el  ejecutante  pidid  mejora  de 
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embargo  en  la  cantidad  de  6,000  pesos  confesados  por  D.  An- 
tonio Urizar  Garfias,  en  unas  posiciones  absueltas  en  una 
tercería  entablada  por  él.  —  Pidió  también  que  la  cantidad 
denunciada  quedase  en  depósito  en  poder  de  Urizar.  , 

En  7  de  Julio  del  año  1869  el  Juzgado  proveyó  de  confor- 
midad y  en  13  del  mismo  fué  notificado  Urizar  Garfias. 

En  27  del  mismo  mes  el  ejecutante  Bustos  pidió  que  Ha 
cantidad  embargada  y  depositada  en  poder  de  D.  Antonio 
Urizar  Garfias,  se  mandase  consignar  en  la  casa  de  González 
y  C^  para  que  continuase  en  clase  de  depósito. 

Así  se  proveyó  en  la  misma  íecba,  dando  á  Urizar  Garfias 
el  término  de  tercero  dia  bajo  el  apercibimiento  de  derecho. 

Urizar  Garfias  fué  notificado  al  dia  siguiente,  28  de  Julio. 

En  30  del  «iiismo,  Urizar  Garfias  se  presentó  diciendo:  en 
todo  esto  hay  un  error,  y  vengo  á  rectificar  los  hechos  á 
fin  de  que  V.  S.  se  digne  declarar  que  D.  Gabriel  Fornes 
no  me  debe  los  6,000  pesos  mencionados. 

Habiendo  tenido  urgente  necesidad  de  una  suma  de  pesos, 
supliqué  á  D.  Gabriel  Fornes  me  diese  un  pagaré  á  mi  orden 
por  6,000  pesos  para  descontarlo  en  el  Banco  de  D.  Daniel 
González  y  C^.  —  Me  hizo  este  servicio,  y  para  pagar  en  el 
Banco  ese  pagaré,  di  una  letra  contra  D.  Ricardo  Ruiz  Huidobro. 

Esta  letra  fuá  protestada  de  pago^  y  con  este  motivo  no 
pude  retirar  del  Banco  el  pagaré,  quedando  por  esta  razón 
el  Sr.  Fornes  comprometido  al  pago  de  los  6,000  pesos. 

Para  que  este  señor  no  fuese  ejecutado,  arreglé  con  el 
Banco,  dándole  una  escritura  por  esa  suma,  y  un  saldo  que 
en  contra  mia  habia  en  cuenta  corriente.  Estos  son  los  hechos, 
y  bastará  para  su  comprobación  la  declaración  que  V.  S. 
puede  pedir  al  Sr.  Gerente  del  Banco  D.  Daniel  González. 

El  Juzgado  proveyó  traslado  y  autos. 

Bustos  contestó :  los  hechos  á  que  se  refiere  Urizar  son 
diametralmente  opuestos  á  los  que  han  dado  lugar  al  pro- 
cedimiento contenido  en  esta  emerjencia. 

La  cantidad  que  yo  pedí  que  se  embargase  y  que  en  efec* 
o  se  embargó,  fué  la  que  Urizar  confesó  deber  á  Fornes  y 
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en  la  cual  estos  Señores  hao  conseAtido,  siendo  por  lo  mis- 
mo ajeno  del  juicio  el  hecho  de  que  Fornes  no  le  sea  deudor 
al  citado  Urizar,  lo  cual  constituye  en  una  impertinencia  la 
solicitud  de  que  se  roe  ha  dado  traslado,  pues  que  no  sien- 
do Drizar  deudor  mió,  ¿cómo  po<lia  pedir  yo  embargo  ni 
perseguir  los  créditos  que  tenga  á  su  favor? 

9ido  que  el  Juzgado  declare  que  la  solicitud  de  Drizar 
es  ajena  de  la  cuestión  y  de  los  decretos  recaidos  en  la 
emerjencia  sobre  mejora  de  embargo,  condenándolo  en  las 
costas  causadas. 


Fallo  del  Juez   de  (toeelen. 


Mendoza,  Agosto  21  de  4869. 

Vistos,  con  ocasión  del  pleito  ejecutivo  que  sigue  D.  Eugenio 
Bustos  contra  D.  Gabriel  Fornes  como  fiador  de  resultas  de 
D.  Claudio  Manterola,  interviene  una  tercería  en  que  la 
parte  actora  es  D.  Antonio  Drizar  Garfias. 

Absolviendo  posiciones  este  último,  dice  Bustos,  que  el 
opositor  ha  confesado  deber  á  su  ejecutado  seis  mil  pesos 
procedentes  de  una  letra  que  no  pagó  D.  Ricardo  Ruiz  Hui- 
dobro  en  Chile.  Se  ha  pedido  por  el  ejecutante  que  se  es- 
tienda el  embargo  de  esta  letra  ó  crédito. 

£1  tercer  opositor  fué  notificado  del  embargo  del  crédito^  mas 
no  contento  con  que  fuese  Drizar  depositario  solicitó  que  se 
exonerase  á  este  del  cargo  y  pasase  al  Banco  González,  &^  &^. 

Drizar  sale  al  juicio  rectificando  el  error,  de  que  no  debe 
á  Fornes  los  6000  pesos  dichos.  Por  la  relación  de  su  es- 
crito de  f....  el  Juez  creyó  de)  caso  cerciorarse  de  la  verdad 
al  respecto,  llama  al  Banquero  González,  este  presenta  el  do- 
cumento que  motiva  el  error  y  en  mérito  de  la  declaración 
del  Banquero  con  el  documento  que  el  Juez  ha  tenido  á  la 
vista. 
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Declaro  no  haber  lagar  á  la  mejora  de  embargo  pedida 
por  el  ejecutante  Bustos^  pagando  cada  parte  sus  costas  — 
Repónganse. 

Palma. 

De  este  auto  apeló  Bustos  y  el  recurso  se  le  concedió  en 
relación. 


Falle  de  lii    Supremii  Corte. 


Buenos  Aires ,  Febrero  8  de  1870. 

Vistos  y  considerando :  primero^  que  D.  Antonio  Urizar  Gar- 
fias ha  confesado  judicialmente  y  en  términos  esplícitos,  según 
consta  á  foja  trece  que  debe  á  Don  Gabriel  Fornes  seis  mil 
pesos  que  facilitó,  con  su  garantía  á  Don  Bicardo  Ruiz  Hui* 
dobro,  para  compra  de  animales,  y  que  este  no  pagó  en  Chile, 
como  prometió  verificarlo;  segundo^  que  la  ley  segunda,  títu- 
lo trece,  partida  tercera,  y  los  artículos  ochenta  y  siete  y 
ochenta  y  ocho  de  la  ley  de  procedimientos,  dan  á  la  con- 
fesión judicial  una  fuerza  plenamente  probatoria,  y  la  hacen 
por  consiguiente  irrevocable;  tercero^  que  notificado  Urizar 
Garfias  del  auto  que  le  mandó  retener  en  depósito  en  su 
poder  los  seis  mil  pesos  para  responder  al  crédito  de  Bustos, 
lo  consintió  confirmando  así  la  verdad  de  su  confesión ;  cuarto^ 
que  las  esplicaciones  que  después  de  intimársele  la  traslación 
del  depósito  al  Banco  de  los  Señores  Daniel  González  y  com- 
pañía ha  dado^  pertenecen  á  un  negocio  diferente  del  que 
detalló  absolviendo  posiciones,  ó  son  contradictorias  si  se 
quieren  referir  á  este,  y  por  las  razones  espuestas  inadmisi- 
bles para  destruir  la  confesión;  por  estos  fundamentos,  se 
revoca  el  auto  apelado  de  foja  diez  y  seis  y  Don  Antonio 
Urizar  Garfias  cumpla  lo  ordenado  á  foja  tres  vuelta,  devol- 
viéndose con  la  notificación  del  apoderado  de  Bustos,  pago 


r 


376        FALLOS  DE  LA  SUPRBMA  CORTE 

y  reposición  de  sellos  y  costas  que  le  correspondan,  para 
que  el  Juez  de  Sección  haga  notificar  este  aoto  á  Fornes  y 
Urizar  Garfias  que  no  han  comparecido,  é  intime  á  estos  el 
pago  de  las  costas  y  sellos  que  resulten  deber  de  la  planilla 
que  se  acompañará  al  efecto,  remitiendo  oportunamente  el 
importe. 

Francisco  DE  las  Carreras. — Sal- 
vador M*  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.— 
Benito  Carrasco. 


>  •  I 


CAUSA  EJL, 


Tercería  de  D.  Antonio  Urizar  Garfias  en  ejecución  de  D. 
Eugenio  Bustos^  contra  D.  Claudio  Manterola  y  su 

fiador  0.  Gabriel  Fornes, 


Sumario.  —  1°  Una  cesión  hecha  por  un  deudor  interdicto 
en  fraude  de  un  embargo  judicial  es  nula. 

2^ — El  pago  de  una  deuda  cierta,  hecha  por  un  deudor 
interdicto,  de  otro  modo  que  en  dinero  ó  papeles  de  comercio, 
es  nulo. 


1 
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Caso, — En  una  ejecución  seguida  por  D.  Eugenio  Bustos 
contra  D.  Claudio  Hanterola  y  su  fiador  D.  Gabriel  Fornes  por 
cobro  de  pesos,  á  solicitud  del  ejecutante  se  trabó  embargo 
en  una  casa  y  muebles  como  de  propiedad  de  Fornes. 

D.  Fausto  Flores  en  representación  de  D.  Antonio  Urizar 
Garflas,  se  presentó  deduciendo  tercería  de  dominio  en  la 
casa  y  muebles  embargados,  y  pidiendo  se  alzara  el  embaído 
y  se  condenase  en  costas  á  Bustos. 

Fundó  la  propiedad  en  una  escrtiura,  fecba  26  de  Enero 
de  1869,  en  que  Fornes  vende  á  Urizar  Garfias  la  casa  en 
cuestión  con  sus  muebles  etc,  en  la  suma  de  5000  ^  que  le 
debia. 

Corrido  traslado  Bustos  contestó  que  la  escritura  era  simula- 
da y  por  tanto  nula :  1^  porque  la  casa  estaba  embargada  con 
conocimiento  del  comprador,  desde  13  de  Junio  de  1866;  —  2^ 
porque  el  móvil  de  esta  escritura  no  era  otro  que  eludir  dos 
sentencias  de  pago  dictadas  por  la  Suprema  Corte  contra  el 
ejecutado  en  Noviembre  de  1868; — 3^  porque  la  venta  babia 
sido  oportunamente  protestada  contra  vendedor  y  comprador, 
fundándose  en  el  embargo  registrado. 

En  seguida  se  puso  la  causa  á  prueba,  y  con  la  producida 
por  las  partes,  se  dictó  este. 


Fallo   del    Jaea    de   Seeeton. 


Mendoza,  1»  de  Setiembre  de  1869. 

Y  vistos:  esta  tercería  esclusiva  se  funda,  en  que  D.  An- 
tonio Urizar  Garfias^  el  26  Enero  del  presente  año,  compró  á  D. 
Gabriel  Fornes  la  casa  de  este  con  sus  muebles,  según  aparece 
por  la  escritura  que  corre  de  f.  2  á  3  de  esie  cuaderno. 

D.  Eugenio  Bustos  ejecuta  á  D.  Gabriel  Fornes,  como  fiador 
de  Claudio  Manterola,  con  quien  mantiene  varios  asuntos.    La 
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y  repoBicíon  de  sellos  y  cosías  que  le  corrw' 
que  el  Juez  de  Secciou  haga  notificar  esle  /  ^    ^ 
Urizar  Garfias  que  no  han  comparecido,  é  fí    $ 
.  pago  de  las  costas  y  sellos  que  resullenZ/í    F 
qoe  se  acompañará  al  efecto,  reaiitierj  ^-^  J    § 
importe.  ,/^//í     ^ 


,    '  .  I.  2  no  aparece  mas 

,.>o  un  contrato  bilateral,  pof 

-yiias  con  obligaciones  recíprocas,  h9 

...scrito  por  el    comprador,  como  contrato 

ira  y  reciproco   para  manifestar,  qne  acepta 

le  dicha  escritura  le  impone ;  2"  que  guardaa- 

;l  Juzgado  con  la  oira  resolución  de  21  de 

,  en  el  asunto  titulado  Despojo  de  las  mer-- 

i    en  la  misma  casa  de    Fomes,    la  venta 

cou  sus  muiibles,  se  resiente  de  los  mismos 

e  las  mercaderías,  porque  militan  en  ambos 

impulsivas  de  simulación  é  interés  de  apare- 

a  escuzar  el  saneamiento  de  la  fianza  por  Man- 

baslante  sígaificativa  la  respuesta  que  Urizar 

ido  la  segunda  pregunta  de  la  posiciou  de 

rega  su  carta  de  f.  26,  tres  dias  después  de 

asa  coD  sus  muebles,  donde  dice :  (  Que  ha 

«  comprado  á  Fornes  la»  mercaderías  por  un  precio  muy  bara- 

Se    ha  resuelto  á   vender,  porque  así  como  me  vendió 

'/■  *^^** '  quiere  desprenderse  de  las  mercaderías  y  de  todo  lo  que 

*  '^**^  **  consecuetKia  de  tener  juicio  pendiente ;  >  4fi  que  no  es 
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ii  jarídico  el  argamento  del  opositor,  qne  el  ejeeotado 

^  ^  vender  y   ¿1  comprar  lícitamente  una  vez  que  á  la 

^  «escritura  de  f.  12  no  babia  embargo  ni  bipoteca  en 

%  -^bles,  siendo  que  en  su  libelo   de  f.  57  vía.  re- 

^,    "^  f.o  el  hecho  que  Fornes  vendió  por  estar  ame- 

;  "^      ^  cncion ;  5^^  que  el  ejecutante  no  ha  aceptado  y 

^J[*%»      '  -^stado  contra  la  venta  de  los  bienes  de 

,  '^  -^  ^r  los  plazos  legales,  manifestando  con 

^^  ^'^^  ^^^^  ^  *"*  derechos,  observando  los 

^^.  *g  "^       ^  onia  en  juego  para  eludir  su  res* 

%.  %  ^  %s.  ^^  judiciaria  que  estaba  ya  en  la 

•     %^%^  H?oraba  D.  Antonio  lUrizar  Gar- 

-¿  J ;  6<>  Que  nada  importa  que  la 

f  v>ii venida  en  Julio  del  año  pasado, 

od  el  contrato,  por  estar  prevenido  en  dere- 
oiita  de  bienes  raices  solo  se  hace  por  escritura 
^,  ley  6®,  lít.  50,  part.  5* ;  7°  Que  por  lo  alegado  y  proba- 
do en  autos,  resulta:  que  Fornes  ha  sido  tiotiCcado  de  pago 
desde  el  año  1866,  y  aun  en  Diciembre  de  1868:  Enero  de 
1869,  según  se  acredita  por  copias  autorizadas  constantes  á 
f.  49,  39  y  38  de  este  espediente  y  figurando  en  la  49  la  casa 
hipotecada,  con  mas  Urizar  sabedor  de  esa  ejecución. 

Sintiendo  el  Juez  no  tener  á  la  vista  el  espediente  n^  111 
para  asegurarse  de  ciertas  citas  que  ha  necesitado  consultar. 
Por  estos  fundamentos  y  otros  que  se  han  tenido  presente 
en  hecho  y  derecho. 

Con  arreglo  á  las  leyes  7^  y  8^,  tít.  15,  part.  5^,  leyes,  14, 15 
y  16,  tít.  7»  part.  3<^,  y  por  analogía,  los  artículos  228  y  229 
del  Código  de  Comercio  Nacional. 

Se  declara  no  tener  lugar  la  tercería  escluyente  interpuesta 
por  el  escrito  de  f.  4;  que  en  su  virtud  siendo  la  escritura  de  Ene- 
ro simulada,  queda  firme  el  embargo  de  la  casa  y  muebles,  y 
puede  el  ejecutante  seguir  adelante  esa  ejecución,  si  es  que  no 
se  interpone  recurso  de  apelación.  —  Con  costas  al  opositor, 
repóngase. 

Juan  Palma. 
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Apelada  esta  sentencia  por  el  tercer  opositor,  se  dictó  el 
sigaiente. 

Fiillo  de    lA  Suprema   Corte. 

Baenos  Aires,  Febrero  8  de  1870. 

Vistos  y  considerando:  primero j  que  consta  por  el  testimonio 
de  foja  cuarenta  y  nueve  vuelta  que  la  finca  y  muebles  que 
demanda  como  tercer  opositor  á  título  de  dueño,  D.  Antonio 
Urizar  Garfias,  fué  judicialmente  embargada,  en  trece  de  Junio 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  seis,  para  responder  á  las  accio- 
nes de  don  Eugenio  Bustos  contra  don  Claudio  Hanterola,  de 
quien  fué  fiador  de  juzgado  y  sentenciado  don  Gabriel  Fornes ; 
segundo,  que  no  se  ha  contradicho  el  hecho  de  hallarse  ese  em- 
baído subsistente  aun,  por  haberse  admitido  y  no  resuelto  la 
apelación  del  auto  revocatorio  de  su  mandamiento  de  ejecución 
que  el  Jnez  de  Sección  pronunció ;  tercero,  que  consta  también 
á  foja  cincuenta  y  tres  que  Urizar  Garfias  tuvo  noticia  de  esa 
ejecución  por  la  notificación  que  se  le  hizo  en  quince  de  di- 
cho mes;  cuarto,  que  la  dación  en  pago  de  una  deuda,  que 
no  se  ha  intentado  justificar,  y  cuya  causa  tampoco  se  ha  indica- 
no,  se  hizo  en  veinte  y  seis  de  Enero  de  mil  ochocientos  se- 
senta y  nueve,  pues  el  documento  simple  que  se  dice  otorga- 
do el  año  anterior  no  tiene  comprobada  su  fecha,  y  debe 
rejir  la  de  la  escritura  de  foja,  dos  como  la  única  cierta  de 
la  convención ;  quinto,  que  de  estos  antecedentes  resulta,  que 
la  cesión  se  ha  hecho  por  un  deudor  interdicto  en  fraude  de 
un  embargo  judicial,  y  cuando  nuevas  providencias  le  hacían 
ver  próxima  la  sentencia  de  remate ;  sesto,  que  resulta  también 
que  Urizar  Garfias  es  cómplice  de  la  maquinación  dolosa, 
pues  á  mas  del  conocimiento  que  tuvo  de  la  ejecución  por 
la  notificación  citada;  circunstancia  que,  si  hubiera  procedi- 
do de  buenafé,  le  obligaba  á  consultar  el  rejistro  de  embar- 
gos judiciales  para  saber  si  se  habia  levantado  el  de  la  finca 
que  pretendía  adquirir,  su  carta    de  foja   veinte  y  seis,  reco^ 
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nocida  á  foja  veinte  y  cuatro,  contiene  una  declaración  es- 
plfcita  de  que  sabia  que  Fornes  se  desprendía  de  los  bienes 
que  poseia  para  frustrar  una  demanda  pendiente,  que  no  apare- 
ce ser  otra  que  la  de  Bustos  contra  él ;  séptimo^  que  además 
en  la  situación  en  que  Fornes  intenta  presentarse  á  su  acree- 
dor^ el  pago,  aun  de  una  deuda  cierta,  y  no  afectada  con 
indicios  tan  vehementes  de  falsedad  como  la  de  Urizar  GarGas, 
becbo  de  otro  modo  que  en  dinero  ó  papeles  de  comercio^  seria 
nulo,  según  la  terminante  disposición  del  inciso  tercero  del 
articulo  mil  quinientos  cuarenta  del  Código  de  Comercio;  por 
estos  fundamentos,  se  conOrma  con  costas  el  auto  apelado  de 
foja  ocbenta  y  dos;  y  no  babiendo  comparecido  don  Antonio 
Drizar  Garfias  devuélvanse  con  la  notificación  del  apoderado 
de  Bustos  y  la  planilla  de  costas  y  reposición  de  sellos,  para 
que  haciéndose  saber  este  auto  al  primero,  se  le  intime  el 
pago  de  costas  y  en  su  caso  se  le  apremie;  remitiéndose 
oportunamente  el  importe  de  las  costas. 

Francisco  de  las  Carreraíi — Saltador 
M.  DEL  Carril. — Francisco  Delgado. 
—José  Barros  Pazos.— Benito  Car- 
rasco. 
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CAMJBJL  X. 


La  Compañía  de  Seguros  Maritimos  contra  la  Compañía 

de  navegación  <  Rio  de  la  Piala  $  por  pago  de  gastos 

de  salvamento  de  un  buque. — Sobre  término  estra- 

ordinario. 


Sumario.  —  La  próroga  del  término  probatorio  extraordina- 
rio debe  pedirse  dentro  del  plazo  acordado  por  el  inciso  3  del 
art.  95  de  la  ley  de  procedimientos. 


Caso.  —  La  Compañía  de  navegación  <  Rio  de  la  Plata  »  de- 
mandó á  la  Compañía  Argentina  de  Seguros  Marítimos  por  el 
pago  del  seguro  de  un  vapor  sumergido,  haciendo  su  abando- 
no; la  Compañía  de  Seguros  se  opuso  diciendo  que  el  vapor 
habia  sido  salvado,  y  que  lo  retenia  mientras  se  le  pagasen 
los  gastos  de  salvamento. 

El  Tallo  de  la  Suprema  Corle  de  Agosto  8  de  i 868  no  hizo 
logar  al  abandono  y  salvó  los  derechos  para  cobrar  los  gastos 
de  salvamento. 

La  Compañía  de  Seguros  demandó  en  seguida  á  la  del  <  Rio 
de  la  Plata  i  para  el  pago  de  estos  gastos.  Contestado  el  tras- 
lado se  abrió  la  causa  á  prueba  por  20  dias,  notificándose 
el  auto  de  prueba  en  Octubre  26  de  1868.  En  13  de  No- 
viembre   la   compañía  de  Seguros  presentó  sus  testigos  y 
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pidió  prdroga  por  todo  el  término  de  la  ley.  Concedi- 
da (a  próroga  en  15  de  Noviembre,  la  Compañía  de  Se- 
guros manifestó  que  uno  de  sus  testigos  se  había  ausentado, 
conduciendo  como  práctico  un  paquete  inglés  á  Bahía  de  don- 
de debia  regresar  el  9  del  corriente.  Dijo  que  el  término 
vencia  el  2  de  Setiembre;  que  no  babia  modo  de  alcanzar 
á  este  testigo  en  Bahía  para  tomarle  su  declaración ;  que  para 
examinarlo  no  quedaba  otro  camino  que  señalar  el  término 
extraordinario  para  examinarlo  en  Montevideo  á  su  vuelta  á 
esta  ciudad,  con  arreglo  al  art.  94  de  la  ley  de  Procedimien- 
tos; que  ella  estaba  pronta  á  cumplir  con  la  prescripción 
del  art.  95,  y  pedia  el  término  extraordinario,  jurando  que  se 
valia  de  este  testigo  ignorando  si  podian  ser  suficientes  los 
otros. 

Fallo  del  Sue»  Seccional* 


Buenos  Aires,  Noviembre  23  de  1869. 

No  habiéndose  pedido  este  término  dentro  del  plazo  acor- 
dado por  el  inciso  3  del  art.  95  de  la  ley  de  procedimientos, 
y  atento  lo  espuesto  por  el  art.  96  de  la  misma  ley,  no  ha 
lugar  á  lo  pedido. 

Zavaleta. 

La  Compañía  de  Seguros  pidió  revocatoria  apelando  in  sub- 
sidium.  Dijo  que  los  artículos  95  y  96  se  referían  al  caso  en 
que  los  testigos  se  hallen  ausentes  al  tiempo  de  recibirse  la 
causa  á  prueba  y  no  en  él  en  que  un  testigo  presente  en  ese 
tiempo  se  ausente  después. 

Conferido  traslado  la  contraparte  se  opuso  á  la  revocato- 
ria, diciendo  que  todo  litigante  sabe  que  un  testigo  puede 
ausentarse,  enfermarse  ó  morirse ;  que  es  imputable  á  él  si- 
no le  hace  prestar  su  declaración  en  tiempo ;  se  opuso  tam- 
bién á  la  apelación  diciendo  que  todos  los  autos  relativos  á 
la  prueba  son  inapelables. 


r 
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Negada  la  revocatoria,  y  coocedido  «1  recurso  en  rdacion^ 
se  dictó  el  siguiente. 


WmUm  de  1»  Saprenm  Corte. 

Buenos  Aires^  Febrero  10  de  1872. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  ciento  setenta  y  tres,  y  satisfechas  y  repues- 
tos les  sellos  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras  —  Salva- 
dor Maru  DEL  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos.-— Benito    Carrasco 


>•••< 


CJLVnA  XI. 


Criminal,  contra  D.  Marcos  Antonio  Hoveras  ea^ministro 

del  Gobernador  de  hecho  de  la  Provincia  de  San  Juan 

D.  José  B.  Molina,  por  delito  de  rebelión. 


Sumario. — lo  El  hecho  de  haber  cooperado  á  nn  cambio 
político  en  favor  de  la  rebelión,  y  haber  aceptado  puestos 
subalternos  en  el  Gobierno  revolucionario,  constituye  com- 
plicidad en  el  delito  de  rebelión. 
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29  M  reo  de  ese  delito  debe  imponérsele  la  pena  señalada 
por  el  art.  16,  de  la  ley  nacional  penal. 

3^^  La  escepcion  de  miedo  grave  y  de  violencia  deben 
probarse  por  hechos  especiales  y  capaces  de  inducir  al  agente 
á  cometer  el  crímen  sin  libertad. 


Caso.  —  D.  Marcos  Antonio  Lloverás  fué  secretario  del  sub- 
delegado nombrado  por  Felipe  Várela  en  el  pueblo  de  Jachal, 
y  después  de  servir  18  dias  en  este  empleo  pasó  á  San  Juan^ 
donde  aceptó  y  ocupó  el  ministerio  de  Molina  hasta  la  fuga 
de  los  rebeldes. 

Capturado  el  referido  Lloverás  por  el  Jefe  de  Policía  de  San 
Juan,  se  le  formó  por  el  Juez  Nacional  de  esta  Sección  el 
relativo  proceso.  El  fiscal  lo  acusó  como  cómplice  de  la  re- 
belión en  calidad  de  promotor  y  sostenedor  de  ella  pidiendo 
la  pena  establecida  por  los  artículos  14  y  15  de  la  ley  nacio- 
nal penal.  Su  defensor  atribuyó  su  conducta  al  grave  miedo 
inferido  por  las  fuerzas  rebeldes,  por  cuya  razón  no  podia 
considerársele  como  criminal. 

Recibida  la  causa  á  prueba  sobre  la  conducta  de  Lloverás 
durante  el  desempeño  de  dichos  empleos,  se  dictó  el  siguiente 

Fallo   del  Juex  Seccional* 


San  Juan,  Agosto  23  de  1868. 

Vista :  esta  causa  criminal  contra  D.  Marcos  Antonio  Lloverás 
por  delito  de  rebelión,  con  lo  espuesto  por  el  fiscal,  alegado 
y  probado  por  el  defensor  del  reo  y  considerando  por  su 
mérito. 

lo  Que  el  Fiscal  pide  contra  el  reo  [la  pena  de  iO  años  de 
destierro  y  una  multa  de  dos  mil  pesos  fuertes,  por  haber 
promovido  y  sostenido  la  rebelión  que  .dominó  esta  Provincia 
T.  vm.  26 


f^ 
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desde  e\  5  de  Enero  del  año  i867y  tomando  una  parte  prin- 
cipal en  el  cambio  político  operado  en  la  Villa  de  Jachal  en 
favor  de  los  rebeldes,  y  haciendo  parte  del  Gobierno  que  el 
cabecilla  Juan  de  Dios  Videla  impuso  á  la  Provincia  á  su  re- 
greso á  Mendoza. 

2^  Que  los  hechos  comprobados  en  el  sumario  con  relación 
al  proceso,  son: 

i  o  Haber  estado  de  acuerdo  con  el  rebelde  Felipe  Várela 
para  producir  el  cambio  de  que  se  ha  hecho  mención  en  la 
Villa  de  Jacha!,  según  él  mismo  lo  espresó  en  ese  tiempo 
(declaración  de  D.  Serapio  Obejero  á  í.  106  y  D.  Isaac  Qui- 
roga  á  f.  i  19) :  3iP  Haber  desempeñado  voluntariamente  el 
cargo  de  Secretario  de  la  Sub-delegacion  de  Jachal  que  se 
organizó  al  servicio  de  la  rebelión  hasta  el  21  de  Enero  en 
que  se  separó  espontáneamente  de  dicho  empleo  (declaración 
del  sumario  y  nota  de  f.  147  presentada  y  reconocida  por  el 
reo) ;  3^  Haber  desempeñado  el  cargo  de  Ministro  del  Go- 
bierno rebelde  de  D.  José  Bernardo  Molina  desde  el  27  de  Fe- 
brero hasta  la  retirada  de  los  rebeldes  en  los  primeros  dias 
del  mes  de  Abril  (documentos  y  notas  oficiales  reconocidos 
por  el  reo  desde  f.  37  hasta  90) ;  4^  Haber  contribuido  como 
Ministro, ala  persecución  de  muchos  ciudadanos,  ordenando 
prisiones  é  imponiendo  contribuciones  forzosas  para  el  sosten 
de  la  rebelión,  (documentos  citados  y  declaraciones  del  su- 
mario.) 

3^  Que  las  escepciones  de  fiierza  y  miedo  grave  deducidas 
por  el  procesado  para  escusar  la  responsabilidad  de  aquellos 
actos,  no  se  han  probado  ni  aun  intentado  hacerse  por  él, 
limitándose  este  á  acreditar  actos  personales  y  aislados  de 
simple  desacuerdo  por  su  parte  por  ciertas  violencias  ejercidas 
por  el  Gobierno  de  que  formaba  parte^  lo  que  no  basta  á 
desvirtuar  la  naturaleza  de  todos  los  actos  criminales  que 
están  jurídicamente  comprobados  en  los  autos, 

4p  Que  la  «prueba  producida  por  el  reo,  relativa  al  objeto 
de  conservar  el  orden  que  dio  lugar  al  cambio  político  ope- 
rado en  Jachal,  tampoco  destruye  la  que  resulta  del  sumario 
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de  haberse  prodacido  aqoel  cambio  para  favorecer  las  miras 
y  propósitos  de  la  rebelioD,  poniéadose  á  su  servicio  la  auto- 
ridad creada  después  de  la  fuga  del  Sub-delegado  lejítimo  del 
Departamento. 

5^  Que  los  servicios  prestados  á  algunos  ciudadanos  perse- 
guidos, según  consta  de  la  prueba  producida  por  el  reo,  y  su 
retiro  de  hecho  del  ministerio  que  desempeñaba,  después  de 
todos  los  actos  ejercidos  antes  y  durante  su  ministerio,  si 
bien  atenúan  un  tanto  su  responsabilidad  penal,  no  son  sufi- 
cientes según  derecho  á  destruir  ó  enervar  la  acción  criminal 
que  le  acompaña. 

Por  estas  consideraciones  y  otras  que  se  omiten. 

Fallo  definitivamente  juzgando  y  declaro :  que  el  procesado 
Marcos  Antonio  Lloverás  es  rea  del  delito  de  rebelión,  en  el 
rol  de  promotor,  y  de  conformidad  al  art.  i5  de  la  ley  penal 
de  i4  de  Setiembre  de  i863^  lo  condeno  á  sufrir  la  pena  de 
iO  años  de  destierro  fuera  del  territorio  de  la  Nación  y  una 
multa  de  2fi00  pesos  fuertes  á  favor  del  Tesoro  Nacional,  con 
las  responsabilidades  civiles  del  caso  y  las  costas  del  proceso. 
Hágase  saber  original  y  repóngase  los  sellos. 

Natanael  Uorcillo. 

Apelada  esta  sentencia  por  Lloverás  y  concedido  el  recurso 
libremente,  su  defensor,  espresando  agravios,  dijo : 

Que  debia  observarse  mucha  prudencia  en  el  juzgamiento 
de  delitos  políticos  según  la  práctica  de  los  E.  U.  cuyas  insti- 
tuciones imitamos. 

Que  la  Suprema  Corte  es  mas  bien  un  poder  moderador  y 
no  nn  tribunal  ordinario. 

Que  los  delitos  políticos  no  deben  igualarse  con  los  comu- 
nes, puesto  que  la  intención  puede  ser  en  aquellos  desinte- 
resada y  movida  por  el  deseo  de  hacer  el  bien,  como  en  el 
presente  caso.  « 

Que  Lloverás  babia  obrado  además  bajo  el  imperio  del  ter- 
ror que  le  vedaba  la  resolución  libre  en  sus  actos,  según  es- 
taba justificado  por  las  declaraciones  de  varios  testigos. 
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Que  la  pena  impuesta  á  Lloverás  seria  la  misma  que  mere- 
cería Molina  y  que  aquel  no  puede  ser  juzgado  como  de  igual 
culpabilidad  que  este. 

Concluyó  pidiendo  la  revocación  de  la  sentencia. 

El  Procurador  General  contestó  que  la  participación  de  Lio 
veras  en  la  rebelión  estaba  probada.  Que  no  podia  admitirse 
la  escepcion  alegada  del  miedo  y  del  terror ;  que  para  probar 
la  violencia  es  necesario  probar  hechos  'especiales  capaces  de 
inducir  el  agente  á  cometer  el  crimen  sin  libertad  ;  que  estos 
hechos  no  estaban  probados  en  el  caso  y  resultaba  por  el  con- 
trario que  Lloverás  aceptó  el  ministerio,  estando  enfermo  y 
sin  aprovechar  esta  circunstancia  como  una  excelente  razón 
para  escusarse. 

Dijo  sin  embargo  que  no  h2d)ia  razón  para  considerar  á  Lio- 
veras  como  promotor  de  la  rebelión,  en  la  que  habia  ejercido 
un  mando  subalterno,  y  concluyó  pidiendo  la  reforma  de  la 
sentencia  apelada  imponiéndose  la  pena  señalada  por  el  art. 
i6  de  la  ley  penal. 


Fallo  de  la  Saprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Febrero  i2  de  1870. 

Vistos:  De  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
Señor  Procurador  General  y  los  fundamentos  concordantes  de 
la  sentencia  apelada  de  foja  ciento  cincuenta  y  ocho  se  confir- 
ma, con  declaración  que  la  pena  que  corresponde  es  la  del 
artículo  diez  y  seis  de  la  ley  penal  y  en  consecuencia  se  con- 
dena al  procesado  á  cuatro  años  de  destierro,  y  devuélvase. 

Francisco  de  las  Cakreras— Salvador  Ma- 
ría DEL  Carril  —  Francisco  Delgado— 
José  Barros  Pazos — Benito  Carrasco. 
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CAMJñA    TLn, 


Los  Sres.  D.  Enrique  Jcmkinson  y  D.  Enrique  H.  Wigalt 
Smith  cort  la  Municipalidad  de  Córdoba^   por 

cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  I""  Los  vales  al  portador  son  actos  exclusiva 
mente  mercantiles,   no  reconociendo  el  derecho  civil  obliga- 
ciones al  portador. 

2o  Los  vales  al  portador  que  no  son  susceptibles  en  derecho 
de  producir  acción  judicial,  no  confieren  á  sus  tenedores, 
personería  lejítima  para  reclamar  su  importe  en  juicio. 


Caso.  —  La  Municipalidad  de  Córdoba  celebró  un  contrato 
á  licitación  pública  con  D.  Domingo  Funes  y  Hnos.  para  la 
construcción  de  un  mercado  de  abasto,  obligándose  á  abonar 
el  precio  en  mensualidades  de  cierta  suma,  debiendo  firmar 
por  estas  un  número  igual  de  vales,  á  favor  de  los  empre- 
sarios. 

Estos  vales  fueron  después  firmados  al  portador,  y  el  con- 
trato de  construcción  fué  rescindido  por  sentencia  de  los  tri- 
bunales de  la  Provincia. 

Los  Sres.  D.  Enrique  Jonkinson  y  D.  Enrique  H.  Wigalt 
Smith,  poseedores  de  15  de  estos  vales  del  importe  de  1,058 
pesos  bolivianos  plata  cada  uno,  demandaron  á  la  Municipalidad 
por  el  pago  de  ellos  en  Marzo  de  1869. 
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Dijeron  que  la  Municipalidad  se  negaba  á  pagar  estos  vales: 
lo  porque  no  tenian  acción  en  juicio  según  el  Código  de  Co- 
mercio español;  2<>,  porque  se  habia  rescindido  el  contrato. 

Que  estas  escepciones  no  tenian  ningún  fundamento : 
1^,  porque  el  caso  habia  de  tratarse  con  arreglo  á  las  leyes 
civiles  que  obligan  á  pagar  cuando  conste  de  cualquier  modo 
la  voluntad  de  obligarse;  i^^  porque  habiéndose  firmado  los 
vales  al  portador  se  habia  hecho  una  novación  del  anterior 
contrato. 

Conferido  traslado,  contestó  la  Municipalidad  insistiendo  en 
las  referidas  escepciones,  diciendo  que  los  vales  al  portador 
no  son  sino  papeles  de  comercio  á  los  que  deben  aplicarse 
las  leyes  comerciales ;  que  la  ley  comercial  en  vigencia  no  les 
acordaba  ninguna  acción  en  juicio ;  que  la  rescisión  del  con- 
trato á  causa  de  lesión  enorme  quitaba  toda  fuerza  á  estos 
vales;  que  los  tenedores  de  ellos,  no  tenian  mas  derecho  que 
el  que  habriaii  tenido  los  empresarios. 

Después  de  evacuado  el  traslado  que  se  confirió  á  los  de- 
mandantes, en  el  que  desarrollaron  mas  las  indicadas  razones 
y  después  de  resuelto  un  incidente  sobre  la  necesidad  de  abrir 
la  causa  á  prueba,  á  lo  que  no  se  hizo  lugar,  se  dictó  el 
siguiente 

Fallo  del  Jíues  Seccional. 

Córdoba,  Octubres  de  1869. 

Vistos,  nuevamente  los  presentes  autos  traidos  por  la  vía 
ordinaria,  y  considerando:  l^'  Que  los  vales  al  portador  que 
causan  la  demanda,  importan  documentos  de  crédito  por  lo 
mismo  que  no  dejan  rastro  de  su  trasmisión,  y  por  consi- 
guiente son  actos  esencialmente  mercantiles  que  tienen  que 
ser  regidos  por  el  Código  de  Comercio  ;  pues  el  decreto  civil 
no  reconoce  obligaciones  al  portador,  es  decir,  obligaciones 
en  favor  de  personas  indeterminadas  y  transmisibles  por  solo 
la  simple  entrega  de  un  papel  ó  título,  sino  por  los  medios 
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que  el  mismo  derecho  autoriza  y  reglamenta  para  transferir 
derechos  y  obligaciones  de  una  persoifa  á  otra ;  porque  las 
obligaciones  que  son  siempre  personales  y  que  exigen  capa- 
cidad en  los  que  las  contraen,  requieren  también  para  la 
transmisión  de  los  derechos  que  le  son  correlativos,  la  deter- 
minación espresa  y  directa  de  las  personas  en  quienes  se 
transfieren  ;  ^  Que  la  Suprema  Corle,  de  Justicia  Nacional  lo 
tiene  así  mismo  declarado,  cuando  por  primera  vez  se  presen- 
taron estos  vales  cobrándose  ejecutivamente,  puesto  que  no 
los  miró  del  punto  de  vista  del  derecho  civil,  como  las  partes 
litigantes  lo  entendieron  y  pretendian,  sino  que  les  aplicó  el 
art.  5il  del  Código  de  Comercio  de  Fernando  YIl,  por  ser  el 
que  regía  cuando  estos  vales  se  otorgaron,  declarando  con 
arreglo  á  la  disposición  de  aquel  artículo  que  dichos  vales 
lio  producían  obligación  ni  acción  en  juicio^  y  que  desde  su 
origen  adolecían  de  una  nulidad  insanable\  3^^  Que  no  sien^ 
do,  pues,  tales  vales  susceptibles  de  producir  obligación  ni 
acción  en  juicio,  el  tenedor  de  ellos  carece  de  personería 
lejíiima  para  reclamar  su  importe  judicialmente,  porque  la 
transmisión  ha  sido  ilegal  y  no  confiere  derechos ;  y  desde 
que,  desde  su  origen  adolecen  de  una  nulidad  insanable,  quie- 
re esto  decir  que  no  han  tenido  nunca  existencia  jurídica,  y 
que  no  hay  ya  razón  ni  causa  alguna  que  pueda  nacerlos  re- 
visar.  Por  estos  fundamentos,  fallo,  declarando  absuelta  la 
Municipalidad  del  pago  de  los  quince  vales  que  se  intenta 
cobrarle ;  con  costas  y  reposición  de  sellos  correspondientes. 

Saturnino  M.  Laspiur. 

Apelaron  los  demandantes  y  concedido  el  recurso  libremen- 
te, espresando  agravios  dijeron:  que  no  podia  oponerse  la 
rescisión  del  contrato,  puesto  que  antes  de  rescindir  se  circula- 
laban  estos  vales  en  el  comercio,  encontrándose  en  poder  de 
personas  que  no  hablan  intervenido  en  aquel ;  que  no  era 
arreglado  á  los  principios  de  equidad  que  la  Municipalidad  no 
pagase,  puesto  que  nadie  puede  enriquecerse  en  perjuicio  aje- 
no; que  los  vales  no  eran  el  contrato  sino  la  consecuencia 
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de  él,  y  siendo  este  civil ,  debian  aplicarse  á  aquellos  las 
leyes  civiles  ;  que  habian  desaparecido  las  fórmulas  y  princi- 
pios rigoristas  del  derecho  con  la  civilización  del  siglo  y  no 
debia  por  consiguiente  fundarse  el  juez  a  quo  en  que  el  dere* 
cho  civil  no  reconoce  obligaciones  al  portador;  que  estos 
vales  no  eran  sino  los  vaUs  viejos  que  circulaban  en  otro 
tiempo  y  producian  completo  efecto ;  que  no  podia  aplicarse 
al  caso  el  tallo  de  la  Suprema  Corte  indicado  en  el  2^  consi- 
derando^ puesto  que  en  este  fallo  no  se  consideraban  los  vales 
sino  bajo  su  calidad  de  papeles  de  comercio ;  que  la  nulidad 
insanable  invocada  en  el  3'  considerando  no  podia  traer  la 
nulidad  del  contrato  mismo  y  estos  vales  se  cobraban  en  razón 
de  las  acciones  procedentes  del  contrato. 

Conferido  traslado,  contestó  la  Municipalidad  notando  princi- 
palmente la  contradicción  en  que  caian  los  demandantes  puesto 
que  ó  habia  intervenido  una  novación  y  los  vales  no  podian 
constituir  por  sí  solos  sino  una  obligación  comercial  ó  no  ba- 
bia  intervenido  y  la  rescisión  del  antiguo  contrato  obstaba  á 
la  acción  intentada. 


Fallo  de  la  Saprema  Corte. 

•i 


Buenos  Aires,  Febrero  15  de  i  870. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  noventa  y  cinco^  y  satisfechas  y  repues- 
tos los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor M.  Carril. — Francisco  Delga- 
do. —  José  Barros  Pazos. — Benito 
Carrasco. 
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CAMJñA  mili. 


Den  Migitel  G.  Moyaiio  con  los  Señores  Solanes  y  C^, 

sobre  comiso. 


Sumario.  —  1^  El  conocimiento  y  resolución  deflnitiva  de 
los  juicios  administrativos  en  los  casos  de  contrabando,  cor- 
responde á  los  administradores  de  aduana. 

^"^  El  art.  1129  de  las  ordenanzas  de  aduana  establece  cla- 
ramente >  que  cuando  estas  resoluciones  sean  absolutorias  no 
hay  de  ellas  recurso  alguno. 

30  Mi  este  artículo  ni  el  1131  violan  ningún  precepto  cons- 
titucional, hallándose  en  el  caso  de  las  demás  leyes  sobre 
términos  fatales  poniendo  un  límite  al  ejercicio  de  los  derechos* 
que  no  puede  conservarse  indefinidamente  sin  perjuicio  del 
drden  y  de  las  convenienciab  públicas. 

i^  El  caso  de  Benitez  y  CS  resuelto  por  falIo¿de  la  Supre- 
ma Corte  de  21  de  Setiembre  de  1864,  no  se  refiere  al  de 
una  resolución  absolutoria. 

^^  No  puede  dejarse  de  aplicar  una  ley,  cuyo  texto  es  claro 
y  preciso,  por  la  consideración  de  los  perjuicios  á  que  se 
supone  que  pueda  dar  lugar  su  aplicacioii. 

6^  El  denunciador  no  es  parte  por  la  ley  en  el  juicio  de 
contrabando. 
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Caso. —Hou  Miguel  G.  Hoyano,  empleado  de  la  aduana  de 
Gualeguay  denunció  al  administrador  de  rentas  un  contrabando 
existente  á  bordo  del  beigantin  italiano  cOrta.  »  El  adminis- 
trador Don  Manuel  Berdia  levantó  la  correspondiente  sumaría 
y  resolvió  la  denuncia  no  haciendo  lugar  á  la  pena  de  comiso. 

El  denunciante  Moyano,  acompañando  una  protesta  ante- 
riormente hecha  contra  el  administrador  y  quejándose  de  su 
conducta,  denunció  el  contrabando  al  Ministro  de  Hacienda 
de  la  Nación,  quien  destituyó  al  administrador  Berdia  y  remitió 
todo  á  D.  Baguio  Martínez,  visitador  de  la  aduana  de  Gualeguay 
y  sub-administrador  interino. 

Don  Régulo  Martínez  levantó  una  sumaria  y  declaró  que 
debia  remitirse  el  espediente  al  juzgado  federal  con  arreglo  al 
art.  1126  de  las  ordenanzas  de  aduana. 

Pasados  los  autos  al  Juez  de  Sección,  se  confirió  vista  al 
procurador  fiscal  quien  dijo,  que  sin  entrar  á  examinar  el 
fondo  de  la  cuestión  debia  resolverse  previamente  dos  puntos: 
1^  si  pronunciada  la  sentencia  por  el  administrador  en  el  ejer- 
cicio de  su  cargo  podia  el  P.  E.  anularla  removiendo  á  este 
empleado  y  nombrando  á  un  interino  para  conocer  y  resolver 
una  causa  ya  concluida  por  el  primero ;  2»  si  las  faltas  en  el 
cumplimiento  de  los  deberes  del  ex-administrador  podian  clasi- 
ficarse como  delito  común,  único  caso  en  que  según  el  art. 
1126  de  las  ordenanzas  de  aduana  corresponde  al  Juzgado  de 
Sección  el  conocimiento  de  la  causa  en  1^  Instancia. 

Dijo,  respecto  al  primer  punto^  que  Berdia  obró  como  subal- 
terno del  Poder  Judicial  y  no  del  P.  E.;  que  por  consiguiente 
su  resolución  podia  ser  enmendada  por  sus  superiores  en  el 
orden  judicial  y  no  por  el  P.  E.  á  quien  se  lo  prohibe  el  art. 
95  de  la  Constitución. 

Respecto  al  2^  punto,  que  las  faltas  cometidas  por  los  em- 
pleados en  ejercicio  de  sus  funciones  son  delitos  especiales 
y  no  comunes,  y  por  esto  Berdia  habia  sido  ya  castigado  admi- 
nistrativamente con  la  separación  de  su  empleo. 

Conferido  vista  al  denunciante  y  traslado  al  denunciado  con- 
testó el  primero  que  los  administradores  de  aduana  no  invis- 
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ten  carácter  judicial  con  arreglo  al  fallo  de  la  Suprema  Corte 
de  Setiembre  21  de  1864  en  el  caso  del  fisco  con  A.  Benitez 
y  C^.;  qae  por  consiguiente  el  P.  E.  pudo  ordenar  al  nuevo 
administrador  que  levantara  otra  información  y  procediera  con 
arreglo  á  derecho;  que  la  definición  de  los  delitos  comunes 
dada  por  el  procurador  fiscal  no  era  exacta ;  que  el  delito  co- 
metido por  Berdia  complicado  en  el  contrabando,  participa  del 
peculado^  del  hurto,  prevaricato,  y  abubo  de  confianza,  delitos 
todos  comunes ;  que  si  no  se  dejara  á  los  tribunales  ordinarios 
el  castigo  de  los  delitos  de  los  empleados  de  aduana,  estos 
quedarían  impunes,  y  los  administradores  podrían  libremente 
defraudar  las  rentas,  convirtiéndose  en  activos  cooperadores 
de  contrabando. 

Los  denunciados  Solanas  y  G^,  dijeron  que  el  art.  1129 
de  las  ordenanzas  de  aduana  establece  que  siendo  absolutoria 
la  resolución  de  un  administrador  de  rentas,  no  hay  lugar  á 
recurso  alguno;  que  por  consiguiente  el  P.  E.  no  pudo 
reabrír  el  juicio ;  y  pidieron  se  declarasen  nulos  los  procedi- 
mientos del  administrador  interino. 


Fall«  del  Juea  de  Seeekm. 


Paraná,  Setiembre  25  de  1869. 

Y  vistos :  y  considerando,  que  las  resoluciones  adminis- 
trativas pronunciadas  por  los  Administradores  de  Rentas  no 
causan  instancia  ni  hacen  cosa  juzgada  como  lo  ha  demostrado 
el  Procurador  General  de  la  Suprema  Gorte  en  los  casos  en- 
tre el  Fisco  nacional  y  Devoto  Hnos.  sobre  manifestación  de 
mercaderías,  y  el  mismo  Fisco  y  A.  Benitez  y  G^,  sobre  dere- 
cho de  esportacion,  cuyo  principio  ha  sido  aceptado  por  ese 
Supremo  Tribunal  en  las  resoluciones  de  22  de  Febrero  pro- 
nunciadas en  dichos  asuntos.  Que  el  Administrador  de  Rentas 
al  dictar  estas  sentencias  no  juzga  en  sentido  jurídico,  y  es 
por  esto  que  la  ley  al  conferirle  dicha  facultad  no  usa  de  la 
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palabra  juzgar;  que  aun  que  en  ese  acto  hay  un  juicio,  el 
examen  del  hecho  y  su  estudio  comparativo  para  la  aplicación 
de  la  ley,  no  existe  sin  embargo  lo  que  se  llama  juicio  jurí- 
dicamente hablando,  puesto  que  queda  siempre  abierta  la 
puerta  á  los  que  se  creen  perjudicados  para  recurrir  á  los 
Tribunales  Nacionales  en  desagravio  de  sus  derechos;  que 
cuando  los  interesados  dejan  vencer  los  términos  para  que  pue- 
dan reclamar  de  dichas  resoluciones,  los  administradores  ad- 
quieren él  derecho  de  ejecutarlas  pero  no  pierden  los  que  se 
creen  agraviados  el  derecho  de  recurrir  á  la  Justicia  Nacional 
y  ser  oidos^  como  lo  ha  demostrado  el  Sr.  Procurador  Gene- 
ral en  el  citado  caso  de  Devoto  Hnos. ;  que  el  art.  1131  de 
las  Ordenanzas  de  Aduana  citado  por  el  denunciado^  desnatu- 
raliza las  funciones  administrativas  y  les  dá  un  carácter  esen- 
cialmente judicial,  desde  que  les  atribuye  autoridad  de  cosa 
juzgada  que  solo  pueden  tener  los  actos  de  este  poder ;  que 
dicho  articulo  está  en  oposición  con  el  testo  espreso  del  art.  95 
de  la  Constitución  Nacional  que  prohibe  al  Presidente  de  la 
Nación  ejercer  funciones  judiciales  en  ningún  caso,  puesto 
que  pone  en  manos  de  sus  agentes  el  ejercicio  de  esas  mismas 
funciones  caracterizadas  de  una  manera  indudable,  lo  que 
importa  además  una  usurpación  de  las  atribuciones  del  poder 
judicial,  como  se  desprende  del  fallo  de  la  Suprema  Corte  de 
21  de  Setiembre  de  1864 ;  que  en  consecuencia,  de  acuerdo 
con  lo  prescrito  en  el  art.  3^  de  la  ley  de  16  de  Octubre  del 
año  4862  sobre  Justicia  Nacional,  no  debe  aplicarse  este  artí- 
culo á  las  ordenanzas ;  que  á  mas  de  esto  la  resolución  pro- 
nunciada por  el  ex-Administrador  Berdía  no  aparece  notificado 
en  autos  al  denunciante  por  lo  que  no  podría  tener  la  fuerza 
que  pretende  darle  el  denunciado  aun  cuando  el  artículo  de 
las  ordenanzas  en  que  se  funda  no  contraviniese  á  los  precep- 
tos de  la  ley  fundamental ;  que  por  otra  parte  el  Poder  Eje- 
cutivo en  virtud  de  las  atribuciones  que  le  corresponden  como 
Gefe  Supremo  de  la  Administración  de  la  República  y  como 
encargado  de  hacer  recaudar  sus  rentas,  puede  inspeccionar 
los  procedimientos  de  aquellos  empleados  que  él  nombra  al 
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efecto  y  que  obran  bajo  su  dirección  y  dependencia,  y  refor- 
marlos reparando  los  perjuicios  que  hayan  causado  á  los  par- 
ticulares ó  al  Tesoro  Público  por  una  errada  aplicación  de 
las  leyes  y  reglamentos  dictados  para  su  fiel  observancia, 
mientras  que  esos  procedimientos  no  salgan  de  la  esfera  ad- 
ministrativa ,  por  lo  que  no  puede  negarse  al  Presidente  de  la 
República  el  derecho  con  que  ha  procedido  en  la  destitución 
Berdía  y  en  la  comisión  que  dio  al  Inspector  de  Aduana  para 
la  nueva  formación  de  esta  causa ;  sin  que  por  esto  pueda 
decirse  que  ha  invadido  las  atribuciones  del  poder  judicial  ni 
restablecido  causas  fenecidas,  porque  el  artículo  constitucional 
que  le  prohibe  espresamente  estos  actos  se  refiere  á  causas 
sometidas  al  íallo  de  los  jueces  y  á  las  sentenciadas  por  ellos; 
y  finalmente,  que  el  Inspector  de  Aduanas  encargado  interi- 
namente de  la  de  Gualeguay  elevando  la  causa  en  el  estado  en 
que  se  encueütra  porque  á  su  juicio  estaba  en  el  caso  previsto 
por  el  art.  1126  de  las  referidas  ordenanzas,  ha  llenado  la 
misión  que  le  confiere  la  ley,  y  toca  al  juzgado  resolver  en 
un  solo  fallo  sobre  la  existencia  del  contrabando  y  del  delito 
conexo. 

Por  lo  tanto  y  aplicando  las  citadas  disposiciones,  declaro : 
que  del>o  ordenar  y  en  efecto  ordeno  al  agente  fiscal  ad  hoc^ 
se  espida  sobre  lo  principal  de  este  asunto  comprendiendo  en 
su  vista  la  defraudación  denunciada  y  el  delito  conexo  que 
supone  la  resolución  administrativa.  Hágase  saber  y  repóngase. 

Leónidas  Echagüe. 

Apelada  esta  sentencia  y  concedido  el  recurso  libremente, 
los  desmandados,  espresando  agravios,  pidieron  se  declarase 
DO  haber  lugar  á  formación  de  causa 

Dijeron  que  era  clara  al  respecto  la  disposición  contenida 
el  art.  1129  de  las  ordenanzas;  que  los  casos  fallados  por  la 
Suprema  Corte  y  citados  por  el  Juez  de  Sección  no  son  per- 
tinentes, porque  en  aquellos  se  trataba  de  resoluciones  con- 
denatorias ;  que  no  era  necesaria  la  notificación  al  denunciante, 
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porque  la  parte  interesada  en  los  casos  de  contrabando  no 
es  representada  por  él,  sino  por  el  Administrador  de  Rentas. 

Conferido  traslado,  la  parte  de  Moyano  pidió  la  confirma- 
ción con  costas  de  la  sentencia  apelada.  Dijo,  que  las  reso- 
luciones de  ios  Administradores  de  Rentas  pueden  ser  alte- 
radas por  ellos  mismos  ó  por  su  superior ;  que  lo  dispuesto 
por  el  art.  1129  se  refiere  al  caso  en  que  el  P.  E.  no  en- 
cuentre abusivo  el  acto  del  administrador ;  que  la  negación  de 
recursos  de  que  trata  el  art.  1129,  se  entiende  para  el  Fisco, 
en  cuanto  este  no  puede  apelar  de  sus  propios  actos ;  que 
respecto  de  su  personería  ella  era  lejitima  y  concurrente  con  la 
representación  fiscal. 

Conferido  vista  al  Sr.  Procurador  General,  este  funciona- 
nario,  después  de  haber  demostrado  que  no  existia  en  el  caso 
fraude  alguno  por  parte  de  los  denunciados,  dijo  que  no  hay 
ninguna  resolución  superior  que  haya  espresamente  correjido 
ó  anulado  la  resolución  del  ex-administrador  Berdia;  dijo 
que  el  tribunal  debia  por  consiguiente  considerarla  válida; 
que  en  este  concepto  no  podia  seguirse  el  juicio  contra  ios 
cargadores,  y  pidió  se  reformara  la  sentencia  apelada  en  la 
parte  que  ordena  la  acusación  fiscal  contra  los  cargadores 
por  la  defraudación  denunciada. 


WbMo  4ie  la  ñupreamm  Vmpim 


Buenos  Aires,  Febrero  19  de  1870. 

Vistos,  y  considerando:  —  Primero^  que  los  artículos  mil 
ciento  uno  y  mil  ciento  veinte  de  las  ordenanzas  dictadas  por 
el  Congreso  para  el  réjimen  de  las  Aduanas  de  la  República^ 
cometen  á  sus  Gefes  y  Administradores  el  conocimiento  y  reso*- 
lucion  definitiva  de  los  juicios  administrativos  en  los  casos  de 
contrabando  y]defraudac¡on  de  la  renta  pública;  —  Segundo^  que 
en  el  artículo  mil  ciento  veinte  y  nueve  se  declara  en  términos 


DE  JUSTiCiA  NACIONAL.  399 

precisos  y  absolutos  que,  cuaado  sus  resoluciones  sean  abso- 
luiorías,  no  habrá  de  ellas  recurso   alguno;   es  decir,  que 
serán  irrevocables ;  —  Tercero^  que  ni  por  este  artículo,  ni  por  el 
mil  ciento  treinta  y  uno  se  viola  ningún  precepto  constitucional 
á  causa  de  establecerse  condiciones  y  señalarse  plazos  para  la 
adquisición  y  duración  de  las  acciones  de  las  partes  interesadas 
en  el  juicio  de  contrabando,  hallándose  en  el  caso  de  las  demás 
leyes  sobre  términos  fatales,  prescripción,  perscripciou  de  ac- 
ciones, y  en  general  de  todas  aquellas  que  ponen  un  límite 
al  ejercicio  de  los  derechos  que  no  pueden  conservarse  indeOni- 
damente  sin  perjuicio  del  drden  y  de  las  conveniencias  pú- 
blicas;—  Cuarto^  que  tampoco  se  despoja  por  el  artículo  mil 
ciento  veinte  y  nueve  al  Presidente  de  la  República  de  su  ca- 
rácter constitucional  de  Gefe  de  la  Administración,  pues  á  él 
corresponde  el  nombramiento  de  lus  empleados  que  han  de 
conocer  de  los  juicios  administrativos,  los  que  funcionan  bajo 
su  dependencia  ;  —  Quinto,  que  las  declaraciones  que  la  Supre- 
ma Corte  hizo  en  la  causa  de  Benitez  y  compañía,  en  veinte  y 
uno  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cuatro,  no  son 
contrarias,  como  lo  entiende  el  Juez  de  Sección,  al  sentido 
que  en  este  auto  se  le  dá,  pues  no  solo  son  irrevocables  las 
sentencias  de  los  juicios  contenciosos,  pasados  en  autoridad 
de  cosa  juzgada,  sino  que  lo  son  todos  los  actos  que  se  decla- 
ran tales  por  las  leyes,  y  el  artículo  citado  ha  dado  este  valor 
á  la  absolución  pronunciada  por  los  Administradores  en  los 
juicios  informativos    sobre  contrabando ;  —  Sesto^  que  si  las 
reflexiones  que  el  abogado  de  Moyano  hace  sobre  el  perjuicio 
á  que  se  espone  la  renta  pública,  si  se  reconoce  como  irrevo- 
cable el  fallo  absolutorio  de  los  administradores  fueran  exactas, 
y  no  bastara  á  prevenirlo  la  responsabilidad  de  estos  en  los 
casos  de  fraude  6  cohecho,  probarían  que  el  articulo  mil  ciento 
veinte  y  nueve  debe  reformarse  pero  no  justificaría  su  aplica- 
ción en  otro  sentido  que  el  claro  y  preciso  que  tienen  sus  pala- 
bras;—  Séptimo^  y  últimamente  que  no  siendo  parte  por  la 
ley  en  el  juicio  de  contrabando  el  denunciador,  la  falta  de 
notificación  á  Moyano,  de  la  resolución  pronunciada  por  el  Ad- 
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ministrador,  Dod  Manuel  Berdia.  no  debilita  so  iralor  legal; 
por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  ciento 
treinta  y  ocbo  en  la  parte  que  ordena  al  procurador  fiscal  acu- 
sar á  los  cargadores  del  bergantín  <  Orta  »  por  la  defraudación 
de  derechos  de  exportación  procedente  del  contrabando  que  se 
les  ba  imputado ;  ;  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor M.  DEL  Carril.  —  Fratvcisgo 
Delgado.  —  José  Barros  Pasos.  — 
Behito  Carrasco 


CAV9A   U¥. 


Don  Francisco  Marini  contra  Palma  Bnos., 
sobre  daños  y  perjuicios. 


Sumario.  —  i^  Los  contratos  mercantiles  de  mayor  cuantía 
no  pueden  probarse  por  testigos  sin  que  se  presente  al  menos 
un  principio  de  prueba  por  escrito. 

%>  No  están  exceptuados  de  esta  regla  los  contratos  de  sal- 
vamento. 
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S^  Son  principio  de  prueba  por  escrito  les  documentos  que 
emanan  del  adversario  ó  de  parte  interesada  6  que  tendria 
interés  en  el  pleito  si  viviese. 


Caso. — Francisco  Marín!,  italiano,  se  presentó  ante  el  Juz- 
gado Nacional  de  Entre-Rios,  diciendo : 

Que  el  ocho  de  Noviembre  de  1867  babia  celebrado  con  los 
comerciantes  marítimos  del  Paraná,  Palma  Hnos.  un  contrato 
por  el  cual  el  patacho  cCialdini>  propiedad  de  estos  debia  ir 
á  salvar  la  zumaca  «Rosa  María  Marini»  que  habia  naufragado 
el  dia  anterior  en  Hernandarias,  conviniendo  en  que  el  deman- 
dante les  abooaria  mil  patacones,  siempre  que  se  lograse  salvar 
su  buque. 

Que  Palma  Hnos.,  faltando  á  su  compromiso,  dejaron  partir 
el  «Cialdiui:»,  esa  misma  noche,  y  al  dia  siguiente  ya  no  ha- 
bia en  el  puerto  ningún  buque  que  pudiera  suplirlo,  á  con- 
secuencia de  lo  cual  no  pudo  ir  al  lugar  del  siniestro  sind  15 
dias  después,  y  entonces  encontró  el  buque  completamente 
perdido. 

Que  importando  el  buque  perdido  con  su  carga  la  cantidad 
de  11,466  pesos  fuertes,  demandaba  por  esa  cantidad  á  Palma 
Hnos.,  como  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios  ocasio- 
nados por  su  falta  de  cumplimiento  á  lo  convenido. 

Acompañó  á  la  demanda  un  testimonio  escrito  del  encargado 
accidentalmente  del  Consulado  Italiano  en  que  se  dice  haberse 
convenido  entre  el  demandante  y  el  patrón  del  cCialdini»  que 
iría  este  á  salvar  el  buque  por  el  precio  de  1,000  pesos  fts., 
silo  conseguía. 

Corrido  traslado,  el  gerente  de  la  casa  Palma  Hnos.  lo  eva- 
cuó pidiendo  se  rechazase  cOn  costas  la  demanda. 

Dice  que  no  ha  existido  contrato  alguno  de  fletamento  entre 
la  ca^  y  el  capitán  Marini,  tendente  á  salvar  ó  auxiliar  el 
buque  naufragado  con  el  patacho  cCialdini». 

Que  siendo  de  fletamento  el  contrato  invocado,  él  debia 
T.  vra  27 
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constar  por  una  póliza  con  todas  las  solemnidades  que  eiije 
el  Código. 

Que  la  póliza  no  puede  confundirse  con  el  documento  apó- 
crifo de  f.  1^,  el  que  por  otra  parte  es  contra  producmte^ 
pues  viene  á  justiGcar  que  Marini  no  contrató  con  la  casa 
Palma  Hnos.,  sino  con  el  capitán  de  ese  buque,  el  cual  ca- 
rece de  participación  en  la  casa. 

Que  además  el  patacho  «Cialdini»  no  pertenece  á  la  casa 
Palma  Hnos. 

Que  por  otra  parte,  siendo  apócrifo  el  certificado  que  pre- 
senta el  demandante  como  de  la  Agencia  Consular  del  Rey  de 
Italia,  tiene  que  ser  comprobado  con  arreglo  al  tít.  17  de  la 
ley  de  Procedimiento. 

Que  aun  en  el  supuesto  de  ser  cierto  el  certificado,  él  ca- 
rece de  eficacia  en  la  cuestión,  pues  la  ley  no  ha  tenido  en 
cuenta  esta  clase  de  certificaciones  para  comprobar  los  con- 
tratos de  fletamento. 

En  seguida  se  puso  la  causa  á  prueba  y  con  la  rendida  de 
las  partes,  se  dictó  este 


Fallo   del    Swntm    de   Seeeioit. 


Vistos:  los  seguidos  por  D.  Francisco  Marini,  contra  los 
Sres.  Palma  Hnos.  sobre  daños  y  perjuicios  por  la  falta  de 
cumplimiento  á  un  convenio  verbal  que  dice  celebrado  con 
estos,  por  el  cual  se  comprometieron  á  mandar  al  patacho 
cCialdini>  anclado  en  este  puerto  para  que  trabajase  en  el 
salvamento  de  la  zumaca  cRosa  María  Marini:»  naufragada  en 
Hernandarias  con  la  condición  de  que  si  se  conseguía  salvar 
este  buque  se  les  pagaría  mil  pesos  fuertes ;  y  resultando  que 
en  Octubre  del  año  próximo  pasado,  el  demandante  se  pre- 
sentó ante  el  Sr.  Juez  Nacional  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  deduciendo  su  acción  contra  la  casa  demandada  que 
suponía  tenia  su  asiento  principal  en  esa  Ciudad,  adjuntando 
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como  comprobante  un  certificado  del  Agente  consolar  del  Rey 
de  Italia  residente  en  esta,  extendido  en  papel  comnn  sin  sello 
ni- formalidad  alguna  y  en  el  que  se  afirma  que  Marini  con- 
vino con  el  capitán  del  referido  patacho  en  que  pasaría  al 
lugar  en  que  estaba  la  zumaca  naufraga,  con  el  objeto  de  tra- 
bajar por  salvarla,  y  con  la  condición  de  que  se  le  abonarían 
mil  patacones  si  se  conseguía  esto,  resolviéndose  de  común 
consentimiento  esperar  buen  viento ;  pero  que  cuando  menos 
se  pensaba  el  capitán  del  cCialdini»  se  mandó  mudar  aguas 
abajo  sin  haberse  podido  saber  el  motivo  de  tan  mal  proce- 
der; que  el  Juzgado  Seccional  de  Buenos  Aires  ho  declaró 
incompetente  para  entender  en  esta  demanda,  fundándole  en 
que  la  casa. Palma  Hnos.  estaba  establecida  en  esta  ciudad, 
cuya  resolución  fué  confirmada  por  la  Suprema  Corte :  que  el 
demandante  en  consecuencia  compareció  ante  este  Juzgado 
reproduciendo  la  demanda  de  í.  3  y  pidiendo  fuesen  conde- 
nados los  demandados  al  resarcimiento  de  los  daños  y  per- 
juicios que  le  hablan  irrogado  por  falta  de  cumplimiento  al 
espresado  convenio;  que  los  Sres.  Palma  Hnos.  niegan  la 
existencia  de  ese  convenio,  agregando  que  el  certificado  que 
sirve  de  base  á  la  demanda  á  mas  de  ser  insuficiente  para 
probar  lo  que  se  pretende,  por  cuanto  no  está  expedido  con 
las  formalidades  requeridas,  es  falso  en  su  contenido  desde 
que  está  contradicho  por  el  contesto  de  la  demanda  misma ; 
y  que  aunque  fuese  espedido  en  la  forma  conveniente,  jamás 
seria  prueba  coucluyente  para  comprobar  legalmente  la  exis- 
tencia de  ese  convenio  denominado  por  derecho  contrato  de 
fletamento,  puesto  que  no  se  hablan  llenado  las  formalidades 
que  lo  determina  el  Código  de  Comercio  como  indispensables 
para  su  validez,  y  alegan  que  la  prueba  testimonial  no  es  ad- 
mitida para  justificar  la  existencia  de  dicho  convenio  según  lo 
dispone  el  mismo  Código ;  que  abierta  la  causa  i  prueba  so- 
bre la  existencia  y  legalidad  del  referido  convenio,  los  de- 
mandados presentan  la  carta  de  f.  88,  que  les  dirijió  el  mismo 
Maríni  desde  el  Rosarío,  y  piden  sea  reconocida  judicialmente 
y  si  es  exacta  la  traducción  de  f.  68 ;  que  Maríni  absolviendo 


404         FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

posiciones  reconoce  la  firma  y  contenido  de  esa  carta  y  dice 
qae  no  sabe  si  es  exacta  la  traducción  por  cuanto  no  sabe 
bien  hablar  el  español  y  es  practicada  por  los  interesados 
mismos,  agregando  que  es  necesario  se  encomiende  esa  ope* 
ración  á  un  perito  nombrado  por  el  Juzgado;  que  en  esa 
carta  se  recomienda  al  gerente  de  la  casa  Palma  Hnos.  supli- 
que á  los  marineros  de  Marini  de  que  cuando  llegue  i  este 
puerto  con  la  cañonera  «Arditi»  de  paso  para  el  lugar  donde 
estaba  á  pique  la  zumaca,  con  el  objeto  de  salvarla,  no  re- 
nueven otras  escenas  de  placeres  ni  otras  charladurías  al  subir 
á  bordo,  porque  con  semejantes  medios  tan  viles  como  inju- 
riosos solo  consiguen  exiiar  el  mal  humor  y  desanimar  á  los 
que  ya  están  dispuestos  á  hacer  un  esfuerzo  supremo  si  no 
quieren  que  suceda  lo  mismo  que  lo  que  aconteció  pocos 
dias  antes  con  el  «General  Gialdini» ;  que  el  testigo  D.  Ber- 
nardo Vinales  declara :  que  en  su  presencia  el  gerente  de  la 
casa  Palma  Hnos.  al  pedirle  Marini  le  fletase  uno  de  sus  bu- 
ques para  salvar  la  zumaca  naufragada,  le  contestó  que  no 
podia  porque  no  tenia  ninguno  en  actitud  de  hacerlo,  agre- 
gando que  no  se  acordaba  de  la  fecha  de  esto  porque  hacia 
mucho  tiempo,  y  que  el  8  de  Noviembre  el  patrón  del  «Ge- 
neral Cialdini»  se  encontraba  en  Santa-Fé  contratado  para 
cargar  maiz;  que  el  demandante  absolviendo  posiciones  á  f.  98 
dice :  que  ni  él  ni  el  agente  consular  Italiano  vieron  ni  ha- 
blaron con  el  patrón  del  «General  Gialdini»  el  dia  8  de  No- 
viembre á  que  se  refiere  el  certificado  que  tiene  presentado ; 
que  el  testigo  Santiago  Raffo  declara :  que  en  su  presencia  el 
8  de  Noviembre  del  67  en  casa  de  D.  Gerónimo  Palma  cuan- 
do D.  Francisco  Marini  le  pidió  auxilio  al  gerente  de  la  casa 
Palma  Hnos.  para  salvar  la  zumaca,  le  contestó  este  que 
no  podia  porque  sus  buques  estaban  comprometidos,  y  que  á 
consecuencia  de  no  poder  convenir  con  dicho  gerente  y  por 
hallarse  -fletado  el  «Gavour»,  para  cargar  carbón,  se  empeñó 
Marini  con  el  cargador  Petroschi  para  que  le  cediese  este  bu- 
que á  fin  de  procurar  el  salvamento  de  la  zumaca,  lo  que 
también  le  fué  rehusado  porque  el  cargador  estaba  {esperando 
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remolque;  que  los  testigos  Tiscoraia  y  Abalos  afirman  que 
en  presencia  de  ellos  el  dia  ocho  de  Noviembre  del  67, 
Maríni  pidió  á  Palma  le  fletase  alguno  de  sus  buques  para 
trabajar  en  el  salvamento  de  la  zumaca,  y  que  no  hubo 
convenio  ni  contrato  alguno  al  respecto ;  agregando  este  últi- 
mo que  no  habiendo  Marini  podido  convenir  nada  sobre  esto 
con  Palma  por  hallarse  fletado  el  «Cavour»  para  cargar  carbón, 
se  empeñó  con  el  cargador  Petroschi  para  que  le  cediese  este 
buque  para  salvar  el  suyo,  lo  que  también  le  fué  rehusado 
porque  el  cargador  estaba  esperando  remolque  y  que  en  vista 
de  la  inutilidad  de  las  diligencias  que  habia  practicado  pidió 
á  Petrochi  un  certificado  de  lo  espuesto,  el  cual  le  fué  entre- 
gado ;  que  el  demandado  absolviendo  posiciones  á  f.  121  dice 
qae  el  testigo  Raffo  es  casado  con  una  sobrina  suya  y  que  ha 
sido  y  es  su  dependiente ;  que  el  testigo  D.  Cirilo  Calderón 
declara  que  en  Noviembre  del  año  67  en  casa  de  D.  Gerónimo 
Palma  y  en  presencia  del  declarante,  Marini  le  propuso  á  D. 
Pedro  Palma  gerente  de  la  casa  Palma  Hnos.  le  fletase  alguno 
de  sus  buques  para  ir  á  salvar  á  la  zumaca  cRosa  María  Ma- 
rini» naufragada  en  Hernandarias,  y  que  éste  le  contestó 
que  no  podía  porque  sus  buques  estaban  ocupados  uno  en 
Sauta-Fé  }  el  otro  en  el  pontón ;  que  ha  oído  decir  que  el 
patacho  cGeneral  Cialdini»  no  pertenece  ála  casa  Palma  Hnos. 
y  que  el  Sr.  Petcobiche  encargado  del  carbón  de  los  Sres. 
Barrete  y  Lavalle  dijo  al  declarante  que  Marini  habia  solicitado 
el  cGavour^  para  auxiliar  la  referida  zumaca,  á  lo  que  le  con- 
testó que  no  podia  por  las  razones  que  expresa  y  que  habién- 
dole pedido  un  certificado  en  el  que  constase  las  diligencias 
que  habia  practicado  para  salvar  su  buque,  se  lo  dio  en  la 
forma  que  le  pedia;  que  los  testigos  Castagno  y  Baluguera  se 
refieren  á  aseveraciones  de  Schiaffino,  y  que  éste  declara  que 
estando  con  D.  Pedro  Palma  pasó  Marini  por  la  vereda  de  eu 
frente  y  habiéndose  puesto  aquel  de  mal  humor  le  preguntó 
que  habia  acerca  de  aquel  individuo  y  le  dijo  que  era  Fran- 
cisco Marini  capitán  de  un  buque  que  habia  naufragado  vinien- 
do de  arriba  cargado  de  madera,  y  que  fueron  á  su  casa  para 
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ir  al  puerto  á  tratar  del  salvamento  de  dicho  baque  y  que 
pidieron  el  cCialdini»  ofreciéndole  mil  patacones  si  se  salvaba 
*  ó  quinientos  si  no  se  salvaba  y  que  el  esponente  cree  que 
le  dijo  habia  convenido  en  ese  precio  y  que  al  día  siguiente 
habia  mandado  el  buque  á  Santa-F¿  porque  á  la  noche  habia 
reflexionado  que  no  le  convenia;  que  Don  Luis  J.  Palma 
ex-agente  consular  italiano  declara  que  ignora  el  contenido 
del  documento  de  foja  primera,  y  que  no  está  registrado 
en  los  libros  de  la  agencia,  que  lo  dio  á  instancia  del 
mismo  Marini  quien  lo  redactó  en  italiano  virtiéndolo  al 
español  en  su  casa  de  negocio  el  esponente;  agregando  que 
aunque  es  primo  hermano  de  D.  Pedro  y  de  D.  Luis  Palma 
y  hermano  político  de  este  último  ha  dicho  la  verdad,  y  que 
estaba  seguro  que  si  Marini  estuviera  presente  no  lo  desmen- 
tiría ;  que  los  testigos  José  Nocelti,  Sebastian  Elena  y  José 
Rabona,  declaran:  que  estuvieron  presentes  cuando  Marini 
con  Palma  trataban  sobre  el  salvamento  de  la  zumaca  pero 
que  ignoran  si  hubiese  habido  algún  convenio  el  respecto ; 
que  los  testigos  Alejandro  Giordano  y  Vicente  Barbera  declaran 
que  en  su  presencia  convino  Palma  con  Marini  en  que  pagaria 
éste  mil  patacones  si  se  salvaba  la  zumaca  y  na/ia  si  no  se 
salvaba ;  y  Nicolás  Minutto  aunque  no  presenció  al  convenio 
sabe  se  dieron  las  órdenes  necesarias  para  el  salvamento ;  que 
Luis  Solessi  afirma :  que  Marini  convino  con  Palma  en  que 
con  el  cGeneral  Gialdini»  trabajaría  por  salvar  la  zumaca  pa- 
gando mil  patacones  Marini  si  [se  conseguía  y  nada  si  tenia 
mal  resultado  la  operación ;  y  finalmente  que  las  declaraciones 
de  D.  Luis  Palma,  D.  Roque  Schiaffino  y  D.  Juan  Solessi 
han  sido  recibidas  fuera  del  término  probatorio. 

Y  considerando  :  que  el  convenio  alegado  por  Marini  y 
que  ha  dado  orijen  á  este  litis  es  un  verdadero  contrato 
de  fletamento  cuya  existencia  debe  probarse  por  escrito 
según  el  art.  1485  del  Código  de  Comercio,  por  lo  que 
se  recibió  esta  causa  á  prueba  no  solo  sobre  si  habia 
ó  nó  existido  ese  convenio,  sino  también  sobre  su  legali- 
dad, que  el  documento  de   f.    1^  única   prueba  escritura- 
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da  presentada  por  el  actor^  no   nace  de  parte  directamente 
interesada  y   está  contradicho  por  el    conteste  mismo  de  la 
demanda  y  especialmente  por  las   posiciones   de  f.   98  eva- 
cuadas por  el  mismo   que   lo  presenta  por  lo  qae  prescin- 
diendo de  qae  no  está  munido  de  las  formalidades  neceu- 
rías    para  ^ne   fuese    reputado    como    documento  publico, 
no  tiene  vator  jurídico  alguno  ni  puede  servir  del  principio 
de  prueba  requerido  por  el  artícalo  i93   del  mismo  Códi- 
go: que  afirmando  Marini   en    su  demanda  que  celebró  el 
convenio  con  don  Pedro  Palma  y  constando  en   dicho  cer* 
tificado  que  el  convenio  fué   celebrado  con  el   capitán   del 
patacho  «Gialdini»,  resulta  que  en  la  demanda  se  han  falsea- 
do los   hechos  ó   que  á  sabiendas   se    ha    presentado   un 
documento  que   los  adulteraba,    por   cuanto    el  demandante 
si  celebró    con   Palma    ese   convenio  debió  saber   que  era 
falso  lo  que   espresa   el    certificado:  que   las    disposiciones 
de   Schiaffino,    Palma    y  Solessi,    que    han   sido    tomadas 
fuera  del  término  probatorio  son  ineficaces,  y  solo   pueden 
servir  como  simples  presunciones,   tanto    mas,    cuanto  que 
la  de  SchiafBno  no  es   una  afirmación  que  importe  una  per- 
suacion  inüma  en    su  ánimo  coa   respecto    al   hecbo   que 
se  le  interroga,  puesto  que  dice  que   cree  solamente,   lo 
que  importa    que   no   está    seguro   y  abriga  alguna  duda; 
que  las  deposiciones  de  Giordiano  y  Barbera  están  contra- 
dichas por  las  de  Tiscornia,   Ábalos   y  Calderón   y  que  la 
de  Minutto  se  refiere  á  órdenes  dadas  por   Palma  sin   es- 
presar  la   razón  de   su   dicho:    que   ignorando    ios  demás 
testigos  presentados  por   Marini,  si  se  arribó  ó  no  al  con- 
venio alegado   por   este^  resulla  igual    número   de   deposi- 
ciones en    favor  de   cada  litigante,   sin  tomar  en   cuenta  la 
de   Raffo  comprendido  en  las  generales  de  la  ley  y  la  de 
Vinales  en  que  no   se  determina  el   dia  en  que  á  su  pre- 
sencia trataron   este  asunto  Palma  y  Marini :   y  finalmente, 
que  siendo  igual   el  nihuero  de  testigos  debe  absolverse  al 
demandado   de  acuerdo   con    lo  establecido  en  la  Ley  40, 
Tít.  16,  Parte   3*. 
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Por  lo  tanto  ;  aplicando  las  citadas  disposiciones,  fallo: 
que  debo  absolver  y  en  electo  absuelvo  á  los  señores  Pal- 
ma Hermanos  de  la  demanda  entablada  contra  ellos  por 
don  Francisco  Marini,  sin  especial  condenación  de  costas. 
Hágase  saber  y  repóngase. 

Y  por  esta  mi  sentencia  definitivamente  juzgando  asi  lo 
pronuncio,  mando  y  firmo  en  el  salón  del  Juagado  Nació* 
nal  de  Sección,  en  la  ciudad  del  Paraná  á  los  28  dias  del 
mes  de  Octubre  de  1869. 

Leónidas    Echagúe. 

Apelada  esta  sentencia  por  Marini,  fué  confirmada  por  el 


Fallo  de  la   Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Febrero  22  de  1870. 

Vistos,  y  considerando :  Primero^  que  el  contrato  que  el 
demandante,  Don  Francisco  Marini  dice  haber  celebrado  con 
la  casa  Palma  Hermanos  para  el  salvamento  de  la  goleta 
cMaría  Marini»,  aunque  en  verdad  no  puede  ser  clasificado 
como  contrato  de  fletamento,  debería,  si  hubiera  existido,  re- 
jirse  por  el  Código  de  Comercio ;  y  por  consiguiente  no  po- 
dria  probarse  por  testigos,  sin  que  se  presentase  al  menos  un 
principio  de  prueba  por  escrito,  según  el  artículo  ciento  no- 
venta y  tres  que  exije  indispensablemente  este  requisito,  cuan- 
do el  negocio  es  de  mayor  cuantía,  y  no  se  halla  esceptuado 
en  alguna  otra  di  sposicion  del  mismo  Código ;  Segundo  y  que 
el  artículo  mil  cuatrocientos  sesenta  y  nueve  que  se  cita  por 
la  parte  de  Marini,  no  es  aplicable  al  presente  cas»,  pues 
trata  de  transacciones  y  arreglos  amigables  entre  los  que  con- 
currieron al  salvamento,  y  los  dueños  de  los  efectos  salva- 
dos, después  de  pasado  el  riesgo ;  y  tampoco  esceptua  estas 
convenciones  de  la  prueba  por  escrito ;  Tercero^  que  Marini 
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ni  aun  puede  disculpar  (a  omisión  de  escritora  ó  docu- 
mento con  la  urjencia  ó  la  angustia  del  momento  en  que 
contrató,  pues  él  mismo  dice  que  el  buque  de  Palma  Her- 
manos debia  esperar  en  el  Puerto  del  Paraná  viento  favo- 
rable para  hacerse  á  la  vela;  CuartOy  que  el  testimonio 
escrito  del  encargado  accidentalmeirte  del  Consulado  Italiano, 
no  rejistrado,  discorde  en  los  hechos  con  el  relato  de  la  de- 
manda, y  negada  su  verdad  por  so  mismo  autor,  no  es  un 
principio  de  prueba  por  escrito^  según  la  definición  del  artí- 
culo ciento  noventa  y  tres  del  Código  citado,  qoe  solo  com- 
prende bajo  de  esa  denominación  los  escritos  que  emanan  del 
adversario^  ó  de  parte  interesada  ó  que  tendría  interés  en  el 
pleito  si  viviese;  QuintOy  que  por  consiguiente,  aunque  la 
prueba  testimonial  que  ha  producido  Marini  fuera  menos  in- 
completa, no  habria  tenido  eficacia  para  acreditar  la  acción 
de  su  demanda ;  por  e^tos  fundamentos,  se  confirma  el  auto 
apelado  de  foja  ciento  noventa  y  seis  vuelta^  con  costas»  y 
satisfechas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 


Francisco  de  las  Cabreras.  —  Sal- 
vador M.  DEL  Carril.  —  Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 


T.  vin  28 
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CAUSA  X.T. 


Daña  Carmen  Burgos^  contra  Don  José  MonteavarOy  sobre 

cumplimiento  de  un  contrato» 


Sumario. — No  probando  el  actor  sa  demanda,  el  reo  debe 
aer  absoelto. 


Caso — En  17  de  Junio  de  1868,  Doña  Carmen  Borgos,  ar- 
gentina, vecina  déla  Provincia  de  Mendoza, celebró  con  D.  José 
Monteavaro,  español,  un  contrato  por  el  cual  este  último  se 
comprometió  á  edificar .  una  casita  en  el  lugar  de  la  Chimba 
en  aquella  provincia,  en  el  término  de  seis  meses,  siendo  de 
su  obligación  poner  todos  los  materiales  necesarios,  eon  esclu* 
sion  de  la  tierra,  puertas  y  ventanas  necesarias,  debiendo 
aquella  sacarse  del  mismo  terreno  en  el  lugar  que  señalase 
la  Señora  Burgos,  quien  debia  también  entregar  las  puertas  y 
ventanas  al  principiar  la  obra. 

En  pago  de  este  trabajo  la  Señora  Burgos  se  comprometió 
á  dar  á  Monteavaro  12  1/2  varas  de  terreno,  estendiéndole 
título  de  propiedad  al  concluir  la  obra. 

En  i^  de  Abril  de  1869  Da.  Carmen  Burgos  se  presentó 
al  Juzgado  esponiendo  que  Monteavaro  no  babia  cumplido 
con  el  deber  de  construir  el  edificio  no  obstante  haber  espi- 
rado el  término  fijado  en  el  contrato. — Que  para]  preparar  la 
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acción  que  le  conviniese  pedia  el  reconocimiento  del  contrato 
mencionado. 

El  Jazgado  proveyó  traslada  sin  perjuicio. 

Contestando  el  demandado,  pidió  se  condenase  á  la  deman- 
dante á  estender  la  escritura  del  terreno  y  en  las  costas,  daños 
y  perjuicios. 

Que  el  contrato  es  cierto  y  lo  reconoce,  y  en  cumplimiento 
de  las  exorbitantes  obligaciones  que  se  impuso  acopió  los 
materiales  para  la  obra,  contrató  y  aun  entregó  dinero  á  cuenta 
á  los  maestros  que  debian  ejecutarla,  lo  que  no  se  habia 
hecho  á  causa  de  tropiesos  puestos  por  la  demandante. 

Que  como  el  terreno  de  los  cimientos  debia  ser  previamente 
reconocido,  hizo  avisar  á  la  señora  para  que  fuera  ó  mandara 
practicar  el  reconocimiento  por  personas  de  su  confianza/  á  fin 
de  poder  continnar  la  obra,  pero  que  la  señora  se  negó  á 
hacerlo  y  se  ocultó,  no  habiéndose  dejado  ver  ni  aun  por  un 
amigo  á  quien  habia  comisionado  arreglase  la  dificultad. 

Que  por  el  art.  5^  del  contrato  la  señora  se  comprometió 
á  entregar  los  marcos  y  ventanas  al  principiar  la  obra,  pero« 
por  mas  que  los  maestros  la  hablan  buscado  por  tres  ó  cuatro 
veces  con  ese  ob|eto,  lo  único  que  se  consiguió  fué  que  les 
hizo  decir  que  los  estaba  haciendo,  y  que  luego  los  iba  á 
llevar,  lo  que  aun  no  habia  hecho. 

Que  los  maestros  encargados  de  la  obra  le  hablan  exijido 
la  entrega  de  los  marcos,  por  lo  que  tuvo  que  ocurrir  al  juez 
del  barrio  para  que  obligase  á  la  señora  á  cumplir  con  su 
obligación,  pero  que  el  juez  se  habia  escusado  con  el  maestra 
mayor. 

Con  la  prueba  producida  por  las  partes,  se  dictó  este 


IWlo  del  Jwes  de  Seeeleii. 

Hendozai  Setiembre  6  de  1869. 

Y  vistos :  Doña  Carmen  Burgos  demandó  á  Don  José  Man- 
teavaro,  español,  por  falta  de  cumplimiento  de  un  contrato 
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de  fábrica  de  una  casa,  en  los  términos  que  resa  el  contrato 
de  f.  i^ .  dice  que  ella  dio  á  Monteavaro  un  terreno  y  tierra  nece- 
saria para  el  edificio  que  levantó  en  el  terreno  cedido,  con 
cargo  de  construirle  otra  casita  igual  á  esta  en  el  término  de 
6  meses  qne  principiaron  el  i7  de  Junio  de  1868.  — Que  la 
casila  no  se  ha  hecho,  que  el  término  de  los  6  meses  pasó, 
por  cuya  falta  ha  padecido  perjuicios  graves. 

Monteavaro  responde :  que  el  trato  solo  se  reduee  á  cons- 
truir una  salita  y  un  zaguán  en  cambio  de  12  y  media  varas 
de  terreno  en  la  Chimba  con  menos  de  media  cuadra  de  fondo. 
Reconoce  ser  cierto  el  contrato  de  f.  1^  que  en  su  consecuen- 
cia acopió  los  materiales  para  la  obra  que  fué  contratada  dando 
dinero  á  cuenta  á  los  maestros,  y  ofreciéndose  estos  á  entregarla 
en  el  término  de  su  obligación. 

Que  siendo  condición  prevenida  en  la  cláusula  4^  que  el 
terreno  en  que  habia  de  pisar  la  casa  debia  ser  previamente 
reconocido  por  Da.  Carmen,  esta  fué  solicitada  al  tiempo  de 
abrirse  los  cimientos  para  continuar  la  obra,  per  o  que  ella 
se  negó  y  aun  se  ocultó.  Que  viendo  esta  resistencia,  con 
mas  que  los  marcos  para  las  puertas  y  ventanas  no  las  podía 
conseguir  por  cuanto  la  demandante  tenia  el  deber  de  entre- 
garlos listos  al  tiempo  de  iniciarse  el  trabajo  con  arreglo  al 
artículo  5». 

En  suma,  que  sino  ha  cumplido  no  es  suya  la  culpa,  sino 
de  la  demandante. — 1^  Porque  se  negó  á  reconocer  el  terreno 
cuando  estaban  abriendo  los  cimientos. — 2^  Que  tampoco  ha 
entregado  los  marcos  y  rejas  de  ventana  —  y  3^  Que  ella  misma 
pidió  orden  de  suspensión  del  trabajo  al  comisario  D.  Rejino 
Correa.  --  En  una^  palabra,  que  ella  es  la  causante  de  que  no 
haya  podido  cumplir  su  contrato.  Considerando:  1^  Que  el 
contrato  ha  sido  reconocido  por  ambas  partes  contendoras  sin 
que  ninguna  de  ellas  haya  querido  pasar  á  un  arreglo  á  que 
el  juez  los  ha  invitado  tantas  veces.  —  2^  Que  estando  al  tenor 
literal  de  dicho  contrato,  la  obligación  de  Monteavaro  no  se 
reduce  á  mas,  que  á  levantar  la  salita  y  el  zaguán  cuya  obra 
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bien  se  ha  podido  concluir  en  20  dias  ó  un  mes,  por  ser  un 
trabajo  ordinario  y  de  muy  espedita  construcción.  —  3®  Que 
aun  dando  por  buena  la  declaración  del  carpintero  Emilio  Bar- 
rero, de  que  los  marcos  estaban  hechos  en  tiempo,  ella  nada 
dice  con  relación  á  la  ventana,  de  consiguiente  esta  pieza  falta- 
ba, á  que  se  agrega :  y  no  era  bastante  que  marcos  y  ventanas 
estuviesen  prontos  sino  que  Da.  Carmen  Burgos  debió  haberlos 
puesto  al  pié  de  la  obra  para  no  dar  motivo  ni  pretesto  á  que 
80  contraparte  escusase  cumplir  su  compromiso.  —  4^  Que  la 
prueba  rendida  por  Monteavaro  da  suficiente  luz  para  juzgar 
que  Da.  Carmen  Burgos,  si  propiamente  no  se  ha  ocultado, 
al  menos  ha  contrariado  visiblemente  los  procedimientos  de  su 
contraparte,  cuando  mas  bien  debia  haber  allanado  y  puesto 
de  su  parte  todos  los  medios  posibles  tendentes  á  facilitar  la 
obra ;  y  5^  Que  absolviendo  la  3^  y  4^  posición  ha  confesado 
que  ella,  convino  en  que  se  principiara  el  trabajo  quedando 
siempre  la  duda  cuando  sucedió  esto,  pero  que  por  varias 
inducciones  que  suministran  estos  autos  se  colije,  que  ha,  sido 
antes  de  vencerse  el  semestre  susodicho. 

En  consonancia  con  la  ley  1%  título  I  i,  partida  3^,  que  dice : 
que  siempre  que  el  actor  no  probase  bien  y  cumplidamente 
en  el  juicio  su  demanda,  no  se  puede  prescindir  de  absolver 
al  reo  :  Actore  non  probmite  reus  esl  absolvendos. 

Por  estos  fundamentos  y  otros  que  se  han  tenido  presente 
en  hecho  y  en  derecho,  absuelvo  de  la  demanda  de  f.  1^  á  D, 
José  Monteavaro,  con  costas  á  la  demandante,  pudiendo  aquel 
en  su  consecuencia  seguir  el  trabajo  sin  hacer  caso  de  la 
orden  de  suspensión  que  se  registra  á  f.  3.    « 

Jiuin  Palma. 


Apelada  esta  sentencia  por  la  demandante,  fué  confirmada 
por  el 
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Fallo  de    1»  0upi*eiii»  Cortm. 

Buenos  Aires,  Febrero  24  de  1870. 

Vistos:  por  sns  fundamentos^  se  confirma,  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  sesenta  y  cinco,  y  satisfechas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras — Salva- 
dor María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos.—Benito  Carrasco. 


CAUSA  %WE. 


El  capitán  del  bi^ue  belga  «  Carlota^  >  contra  Getting 

y  C^,  por  cobro  de  fieles. 


Sumario.  —  1^  En  los  contratos  de  comercio^  el  deudor  debe 
intereses  en  todos  los  casos  de  mora^  aunque  el  acreedor 
pida  mas,  no  justifique  perjuicios,  la  deuda  sea  ilíquida  y 
aunqne  el  obligado  crea  de  buena  fé  no  ser  deudor. 
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^  En  las  obligaciones  de  pagar  una  suma  de  dinero,  la 
indemnización  de  daños  y  perjuicios  por  razón  de  mora,  no 
debe  exceder  del  interés  corriente. 

30  Cobrando  el  demandante  mas  de  lo  que  se  le  debe, 
pierde  el  derecho  á  ser  indemnis^ado  de  las  costas. 


Caso.  — El  capitán  Van  Gorp  del  buque  belga  c Carlota»  se 
presentó  ante  el  juez  nacional  de  Buenos  Aires  diciendo  que 
su  buque  fué  fletado  y  consignado  por  los  Señores  Irving  Er- 
lierthg  y  Holmes  de  Londres,  estipulándose  una  comisión  de 

entrada  de  2  ^t  P-  Vo- 

Que  los  consignatarios  Señores  Getting  y  C\  pretenden  co- 
brarle hoy  lina  comisión  de  5  ^/^  incluyendo  la  de  salida, 
cuando  para  la  salida  no  se  ha  consignado  á  ellos,  ni  para  esto 
tiene  el  deber  de  ocuparlos. 

Que  ademas  los  consignatarios  pretenden  computar  el  cambio 
de  libras  esterlinas  á  49  ^U  en  lugar  de  la  tasa  legal  que 
es  de  4,90. 

Según  la  cuenta  que  acompaña,  dice  que  se  le  debe  la 
cantidad  de  2259  ^  30  cts.  procedentes  de  flete,  por  la  que 
demandó  A  Getting  y  C^,  pidiendo  se  les  condenase  á  su  pago 
con  intereses  y  costas. 

Corrido  traslado,  Getting  y  C*,  contestó  que  nunca  se  ha 
negado  á  pagar  el  flete  convenido,  quedando  reducida  la  cues- 
tión á  dos  puntos,  en  que  carece  de  razón  el  demandante  :  —  i^ 
El  abono  en  Buenos  Aires  de  su  flete  á  razón  de  4^90  la  libra 
esterlina,  y  2^  la  negativa  á  pdgar  la  comisión  usual  de  5  7o 
por  la  consignación  del  buque. 

Respecto  al  primer  punto  llamó  la  atención  del  juzgado  sobre 
los  términos  de  la  contrata  de  fletamento,  que  en  esta  parte, 
dice  así :  <  El  flete  será  pagado,  una  tercera  parte  al  contado 
c  al  tiempo  de  firmar  el  conocimiento,  con  descuento  de  6  7o 
f  para  cubrir  seguros,  \niereses  y  comisión,  y  el  resto  á  la 
c  descarga  y  fiel  entrega  en  una  letra  de  cambio  aprobada  ó 
c  buena,  sobre  Londres  á  tres  meses  de  la  fecha. » 


416        FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

De  manera,  agrega,  que  si  por  consideraciones  especiales 
quisiéramos  hacerle  el  pago  en  Buenos  Aires,  nunca  seria 
sino  á  Ia[^tasa  del  cambio  corriente  sobro  Inglaterra,  á  la  fecha 
de  la  entrega  de  la  carga,  según  la  cotización  de  la  Bolsa. 

Respecto  al  segundo  punto,  la  póliza  dice :  <  El  buque 
(deberá  consignarse  de  entrada  á  los  agentes  de  los  carga- 
(  dores, ....  pagando  la  comisión  de  uso  que  no  excederá  de 
un  2 1  o/®. 

Dice  el  demandado  que  la  práctica  comercial  es  que  el 
consignatario  de  entrada  se  presume  siempre  de  salida,  si  el 
capitán,  segun^la  Ordenanza  de  Aduana,  no  ha  nombrado  su 
consignatario^de  salida  al  dar  su  entrada. 

Que  el  capitán,  lejo?  de  haber  manifestado  que  no  serian 
ellos,  los  consignatarios  de  salida,  les  ha  encargado  espresa- 
mente  que  le  busquen  flete,  á  cuyo  efecto  dieron  pasos,  como 
se  podia  justificar  por  confesión  del  capitán  y  por  el  corredor 
Woodgate  á  quien  se  dirijieron,  lo  que  además  se  comprueba 
con  el  hecho  de  haberle  facilitado  algunas  cantidades  de  dine- 
ro que  les  pidió  adelauíadojy  que  le  adelantaron. 

Que  según  eljart.  553  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  el 
capitán  no  ha  podido  consignarse  para  la  salida,  á  otra  persona 
que  á  ellos  ni  abrir  registro  de  carga,  sin  su  conforme,  que 
no  ha  solicitado  ni  comunicado  á  la  Aduana. 

Que  esta  cuestión  ha  sido  muchas  veces  decidida  entre  noso- 
tros por  el  Tribunal  de  Comercio  de  la  Provincia,  y  cuando 
el  capitán,  sin  prevenir  á  los  consignatarios  de  entrada,  se  ha 
consignado  á  otro  para  abrir  registro  de  carga,  ha  sido  obli- 
gado á  pagar  al  consignatario  de  entrada,  la  comisión  de  salida 
de  5  7o'establecida  por  los  usos  comerciales. 

Que  esta  obligación  es  mas  justificada  cuando,  como  en  este 
caso,  el  capitán  encarga  á  los  mismos  consignatarios  de  bus- 
carle flete  de  salida. 

Pidió  se  le  absolviese  y  se  condenase  en  costas  á  su  contrario 
por  la  temeridad  de  su  demanda. 

En  seguida  se  puso  la  causa  á  prueba,  y  con  lo  producido 
por  las  partes,  se  dictÓ4e8te. 


DE  iUSnClA  NACIONAL.  417 


Fallo  del  Jiies  de  Secelen. 


Baenós  Aires^  Octubre  22  de  i  869. 

Vistos :  estos  autos  seguidos  entre  Don  J.  H.  Van  Gorp,  ca- 
pitán de  la  barca  belga  c Carlota»  y  los  SS.  Getting  y  G% 
por  cobro  de  cantidad  de  pesos  procedentes  de  fletes,  re- 
sulta :  Van  Gorp  acompañando  la  póliza  de  fletamente  cor- 
riente de  f.  1^  y  la  cuenta  de  f.  iO  entabla  demanda  contra 
Getting  y  C^,  diciendo :  que  según  esa  póliza  los  SS.  Irving, 
Erberth  y  Ca.  de  Londres,  fletaron  su  buque,  debiendo  con- 
signarse á  la  entrada  á  sus  agentes  en  el  puerto  de  la  descarga 
á  quienes  se  abonaria  una  comisión  del  dos  y  medio  por  cien- 
ro ;  pero  que  los  Sres.  Getting  y  C^  pretenden  cargarle  la 
comisión  del  cinco  por  ciento  y  computar  el  cambio  de  libras 
esterlinas  al  cuarenta  y  nueve  y  tres  cuartos>  cuando  es  claro 
que  una  vez  concluido  el  contrato  tiene  un  derecho  perfecto 
para  consignarse  á  la  salida  á  quien  bien  le  parezca,  como 
igualmente  que  e)  cambio  debe  ^hacerse  á  la  tasa  legal  de  4 
pesos  noventa  centavos  fuertes  por  cada  libra  esterlina,  por 
cuya  razón  entablaba  demanda  contra  dichos  Sres.  cobrándoles 
2259  pesos  30  centavos  fuertes,  importe  según  la  cuenta  ad- 
junta de  los  fletes,  previa  deducción  que  se  ha  hecho  de  la 
comisión  y  cantidades  entregadas  á  cuenta,  y  pide  sean  con- 
denados los  demandados  al  pago  con  intereses  y  costas. 

Los  demandados  piden  el  rechazo  de  las  pretenciones  del 
capitán,  aduciendo  los  siguientes  fundamentos: 

l^  No  estar  obligados  según  dice  el  contrato  á  abonar  en 
el  puerto  de  desembarco  en  dinero  efectivo  los  fletes,  sino  que 
el  pago  debe  hacerse  en  una  letra  de  cambio  sobre  Londres,  á 
tres  meses  de  la  fecha,  y  que  por  consecuencia  en  caso  de 
convenir  ellos  pagar  en  dinero  efectivo  cuesta  plaza,  nunca  seria 
sino  á  la  tasa  del  cambio  corriente  sobre  Inglaterra. 

2<>  Que  la  comisión  del  cinco  por  ciento  que  cargan  á  la 
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salida  es  arreglada  á  una  antigua  práctica  comercial  aplicable 
á  los  casos  en  que,  como  en  el  presente,  el  capitán  no  nom- 
brase su  consignatario  de  salida  al  dar  la  entrada  se  presume 
serlo  el  de  la  entrada,  lo  cual  es  además  conforme  al  art.  554 
de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  á  lo  cual  se  agregaba  por  otra 
parte,  que  el  capitán,  lejos  de  haberles  manifestado  que  no 
serian  sus  consignatarios  á  la  salida,  les  habia  encargado  es* 
presamente  que  le  buscasen  flete,  habiendo  dado  algunos 
pasos  á  ese  efecto. 

Recibida  la  causa  á  prueba ,  de  las  rendidas  por  las  partes» 
resultan  los  siguientes  hechos. 

l^  Que  el  bergantín  belga  c Charlotte»  entró á  este  puerto 
en  lastre  con  procedencia  del  Rosario  en  29  de  Marzo  último, 
á  la  consignación  de  los  Señores  vGreen,  Le  Rossignol  y  C% 
y  al  dia  siguiente  estos  mismos  Sres.  le  abrieron  registro  de 
cai^  con  destino  á  puertos  de  Inglaterra,  donde  fué  despacha- 
do en  29  de  Mayo  de  1869,  todo  lo  cual  está  constatado  en  el 
informe  del  administrador  de  rentas  de  f.  55. 

2<>  Que  el  Capitán  Van  Gorp  se  presentó  un  dia  en-  el  es- 
critorio de  los  Sres.  Woodgate  Hnos.,  acompañado  de  un  de- 
pendiente de  la  casa  de  Getting,  á  solicitar  flete,  contestándole 
aquellos  Sres.  que  no  tenian  flete  que  darle,  á  lo  cual  agregan 
que  es  por  el  capitán  que  supieron  que  se  habia  presentado 
acompañado  de  un  dependiente. 

Y  considerando:  en  primer  lugar,  respecto  á  la  comisión 
de  salida : 

Jo  Que  el  hecho  de  haber  un  dependiente  de  la  casa  de 
Gettiog  y  C*,  acompañado  al  capitán  cuando  fué  á  solicitar  flete 
de  los  Sres.  Woodgate  Hnos,  no  importa  forzosamente  el  hecho 
de  haber  dicho  capitán  consignádose  á  aquellos  Sres.  y  menos 
aun  si  se  tiene  presente  el  rol  puramente  pasivo  de  dicho 
dependiente  que  no  hizo  sino  acompañar  al  capitán,  hecho  que 
puede  esplicarse  por  un  simple  acto  de  atención  de  la  casa 
de  Getting  y  C*,  tanto  mas  cuanto  que  no  dieron  ningún  otro 
paso  para  obtener  flete  para  el  capitán,  lo  que  no  se  esplica 
estando  consignado  á  ellos. 
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20  Que  menos  ano  puede  presumirse  que  el  capitán  se 
consignara  á  Getting  y  C*^  cuando  del  informe  de  la  adminisr 
tracion  de  rentas  consta  que  el  buque  dié  su  entrada  el  25 
de  Mano  consignado  á  los  Sres.  Green,  Le  Rossignol  y  C^, 
quienes  el  día  siguiente  le  abrieron  registro  de  carga ;  pues 
no  es  de  creerse  que  los  últimos  fuesen  los  consignatarios 
deentrada^  sino  lo  fuesen  de  la  salida,  cuando  por  el  art.  553 
se  requiere  su  conforme  para  abrir  registros  de  carga,  y  tampoco 
debe  suponerse  que  no  siendo  consignatarios  abriese  registro, 
ni  que  siendo  Getting  y  C^  los  consignatarios  el  dia  29  de 
Marzo,  al  dia  siguiente  abrieran  el  registro  al  buqne,  sin  su 
conforme^  otros  comerciantes. 

3<>  Que  por  consiguiente  no  está  probado  que  el  capitán  se 
consignase  para  la  carga  á  Getting  y  C^,  ni  el  derecho  de  estos 
i  ser  consignatarios  forzosamente,  pues  para  lo  primero  era 
indispensable  acreditar  un  convenio,  y  no  existe  tal  justifica- 
tíTo,  y  para  justificar  lo  segundo  es  indispensable,  según  los 
mismos  demandados  haber  sido  consignatarios  á  la  entrada^ 
y  está  probado  por  el  citado  informe  de  la  administración 
de  rentas  que  otros  que  Getting  y  C^  fueron  los  consignatarios 
de  entrada  en  este  puerto,  sin  que  les  valga  á  estos  el  haberlo 
sido  en  el  puerto  de  la  descarga,  de  todo  lo  cual  se  deduce 
eoncluyentemente  que  no  tienen  derecho  á  cobrar  la  comisión 
que  pretenden. 

40  Considerando,  en  segundo  lugar,  respecto  al  cobro  de 
los  fletes: 

1^  Que  la  pretensión  del  capitán  es  contraria  al  testo  literal 
y  espreso  del  contrato  de  fletamento,  según  el  que  el  pago 
debe  verificarse  en  una  letra  sobre  Londres  á  tres  meses  de 
la  fecha. 

2^  Que  importando  esta  estipulación  un  verdadero  contrato 
de  cambio,  en  caso  de  hacerse  el  pago  efectivo  en  esta  ciudad, 
debe  arriciarse  el  cambio  sobre  Londres  en  el  momento  en 
que  debia  entregarse  la  letra  para  que  el  deudor  no  tuviese 
que  desendbolsar  ni  mayor  ni  menor  cantidad  que  la  que 
valdría  una  letra  sobre  Ldndres. 
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3^  Qae  el  fletante  en  posesión  de  la  letra  habría  podido  n^o- 
ciarla  ai  cambio  corriente,  y  por  consecuencia  habría  podido 
recibir  sus  fondos  en  esta  ciudad. 

A''  Que  no  habiendo  los  demandados  consignado  la  letra  ni 
su  importe,  es  justo  que  abonen  sus  intereses  desde  la  mora, 
esto  es,  desde  la  interpelación  judicial. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  condenando  á  los  Sres.  Getting 
y  C^,  al  pago  dentro  de  diez  dias,  de  la  cantidad  de  mil  ochenta 
y  una  libra  doce  chelines  seis  peniques,  que  importan  los  fletes, 
debiendo  deducirse  la  comisión  de  f'ntrada  y  cantidades  entre- 
gadas, liquidándose  al  cambio  sobre  Londres  en  el  primer 
paquete  de  Abril,  y  al  de  los  intereses  á  estilo  de  banco  sobre 
dicha  suma,  á  contar  desde  la  demanda —  Repónganse  los  sellos* 

Manuel  Zavaleta, 

De  esta  sentencia  apeló  Getting  y  C*  en  la  parte  qne  los 
condena  al  pago  de  los  intereses  á  contar  desde  el  dia  de  la 
demanda,  y  en  la  que  escluye  la  comisión  de  salida  de  5  ^/ot 
conformándose  en  lo  demás.  —  El  recurso  se  consedió  libre- 
mente. 

Don  Carlos  Pecher,  por  el  capitán  también  apeló  en  relación, 
por  no  haber  sido  condenado  su  contrario  al  resarcimiento 
de  los  daños  y  perjuicios,  ni  en  las  costas  que  por  derecho, 
dice,  le  corresponden  al  litigante  sin  razón.  -—  El  recurso  fué 
otorgado. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Febrero  24  de  1870. 

Vistos :  y  considerando  respecto  de  la  apelación  interpuesta 
por  la  parte  de  los  Señores  C.  J.  Getting  y  Compañía  :  Pri- 
mero, que  la  inhabilidad  de  los  Señores  Green,  Le  Rossignol 
y  Compañía  para  ser  consignatarios,  aun  cuando  fuere  pro- 
bada, no  destruiría  los  hechos  certificados  por  la  Contaduría 
de  la  Aduana  á  foja  cincuenta  y  cinco,  de  haber  sido  estos 
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úllimos  á  quienes  se  consignó  el  Capitán  Van  Gorp  i  su  en- 
trada en  lastre  al  puerto,  y  haber  sido  ellos  también  quienes 
le  abrieron  el  rejistro  de  carga  para  puertos  de  Inglaterra,  sin 
que  los  primeros  hubieran  intervenido  en  estas  dilijeneias,  que 
deben  hacerse  con  el  cottforme  del  consignatario  de  salida,  se- 
gún disposición  espresa  de  las  Ordenanzas  vigentes ;  Segundo, 
que  el  rol  pasivo  del  dependiente  que  facilitaron  al  capitán  para 
que  lo  condujera  al  escritorio  de  Don  Arturo  Woodgate^  lo 
prueba  la  declaración  de  este  á  foja  cincuenta  y  dos,  que 
dice :  que  nada  le  habló,  y  que  solo  supo  que  habia  estado 
allí  porque  se  lo  dijo  después  el  capitán ;  Tercero^  que  este 
insignificante  servicio  y  las  entregas  de  cortas  sumas  á  cuenta 
del  flete  que  retenian,  no  constituyen  un  título  para  cobrar 
comisión,  y  menos  para  pretender,  contra  la  verdad  probada, 
que  se  les  considere  como  consignatarios  de  salida  de  la 
barca  «Carlota»  ;  Cuarto,  que  el  pago  de  los  intereses  desde 
el  dia  de  la  demanda,  está  ordenado  espresamente  por  los 
artículos  setecientos  siete  y  setecientos  ocho  del  Código  de  Co« 
mercio  en  todos  ios  casos  de  mora,  aunque  el  acreedor  pida 
mas,  no  justifique  perjuicios,  la  deuda  sea  ilíquida,  y  aunque 
el  obligado  creyese  de  buena  té  no  sea  deudor ;  considerando 
respecto  de  la  apelación  por  la  parte  de!  capitán,  que  eo  las 
obligaciones  de  pagar  una  suma  de  dinero,  la  iodemnizaeioD 
de  daños  y  perjuicios  por  razón  de  mora  oo  debe  eiceder 
del  interés  corriente  segon  el  artículo  doscientos  veinte  y 
cinco  del  Código  citado ;  y  que  habiendo  el  capitán  cobrado 
mas  de  lo  que  se  le  debía,  ba  perdido  el  derecho  á  ser  io^ 
demoizado  de  las  cosías  causadas  por  so  parte ;  por  estos  y 
por  sos  fundamentos,  se  coofirma  el  auto  a/elado  de  foja 
ocheuu  y  seis  vuelta^  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos^  deruélvanse* 

FftA5CLSC0  DE  'LAS  CaMEISA*— SaLTAMR  Na* 

%ÍA  Mx  Camil  —  FiiA.v;fM»  ÍPujíaipo^ 
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CAVIA  HTll. 


Don  Julio  Doazan  oíníra  D.  Pedro  Duché,  sobre  pago 
de  costas  de  un  juicio  de  ^'eeticím. 


Sumario.  —  !<>  No  habiendo  condenación  en  costas,  se  en- 
tiende que  cada  parte  debe  satisfacer  las  que  ie  corresponden. 

2^  El  actor  que  no  ha  sido  declarado  responsable  de  todas 
las  costas,  ni  temerario  litigante,  no  responde  por  los  intere- 
ses de  un  depósito  ordenado  judicialmente  al  demandado,  y 
que  por  sentencia  final  se  le  manda  devolver. 


Caso.  —  Por  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  4  de  Noviem* 
bre  de  i860,  se  revocd  una  sentencia  de  remate  obtenida  por 
D.  Pedro  Duché  contra  D.  Julio  Doazan,  se  declaró  á  este 
libre  de  toda  responsabilidad  personal  y  se  ordenó  la  devolu- 
ción de  los  autos  satisfeichas  las  costas. 

Devueltos  los  autos,  Doazan  pidió  se  condenara  á  Duché  *al 
pago  de  las  costas  de  la  ejecución  y  de  los  intereses  del  di- 
ñera  depositado  para  hacer  frente  á  la  ejecución,  desde  ei  día 
del  depósito  basta  él  de  la  devolución. 

Conferido  traslado,  contestó  la  parte  de  Duché  que  debia 
rechazarse  la  petición  de  Doazan ;  dijo :  que  la  ley  uo  ordena 
el  pago  de  las  costas  á  cargo  del  ejecutante  en  el  caso  de 
revocarse  en  2^  instancia  la  sentencia  de  remate ;  que  el  fallo 
de  la  Suprema  Corte  habia  ordenado  la  devolución  de   los 
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autos  satisfecbas  las  costas,  y  esto  importaba,  que  ni  debía  el 
ejecutante  pagar  todas  las  costas  de  la  ejecacioa  ai  se  liber- 
taba el  ejecutada  de  las  que  babia  sido  condenado  á  pagar 
en  i*  instancia. 


WMm  4M  JFvies  icixl«aai> 


Buenos  Aires,  Enero  27  de  1870. 

¥  vistos^  consideraBdo :  i^  Que  no  babiéndose  compren- 
dido en  )á  sentencia  ejecutoriada  de  f.  140,  condenación  en 
costas  contra  la  parte  de  D.  Pedro  Doché^  es  evidente  que 
por  ella  se  ha  entendido  que  deben  satisfacerse  aquellas 
por  ambas  partes  en  lo  que  corresponda  á  cada  uno ;  ^  Que 
no  siendo  el  Juzgado  en  este  caso  sino  un  mero  ejecutor 
debe  circunscribirse  estrictamente  á  lo  dispuesto  por  la  supe- 
rior resolución  ya  citada ;  y  S^  Que  no  siendo  Duché  respon- 
sable por  todas  las  costas,  y  habiéndose  ordenado  judicial- 
mente el  depósito  en  el  Banco  de  la  Provincia  de  la  cantidad 
consignada  por  Doazan,  tampoco  debe  serlo  de  los  intereses 
durante  el  tiempo  del  depósito  pues  no  puede  sostenerse  que 
incurriera  en  mora  ó  causase  perjuicios  mientras  sostenía 
Duché  ante  los  Tribunales  sus  pretenciones  no  habiendo  sido 
estas  declaradas  temerarias  por  la  sentencia  definitiva :  por 
estos  fundamentos,  no  ha  lugar  á  lo  sotícitado  por  la  parte 
de  Doazan,  en  lo  principal  y  otrosí  de  su  escrito  de  foja..*., 
en  su  consecuencia  hágase  la  liquidación  de  costas,  y  satis- 
fechas estas  por  ambas  partes  de  conformidad  á  la  superior 
resolución  de  í.  IM.   Hágase  saber  y  repóngase  el  sello. 

Ugarriza. 

»  La  parte  de  Doazan  apeló  de  este  sentencia  y  dijo  ;  que  no 
era  necesario  que  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  declarara  que 
las  costas  de  la  ejecución  eran  á  cargo  de  Duché ;  que  esto 
se  hallaba  ya  determinado  por  la  ley  habiéndose  dechurado 
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improcedente  la  ejecución ;  que  por  la  misma  razón  debía  la 
parte  de  Duché  condenarse  á  indemnizar  los  perjuicios  can- 
sados. 
Concedido  el  recurso  en  relación,  se  dicté  el  siguiente 


FaHo  úe  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Febrero  26  de  1870« 

Vistos,  por  sus  fundamentos  se  eonflrma,  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  ciento  cincuenta  y  cuatro,  y  satisfechas  y  re- 
puestos los  sellos,   devuélvanse, 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor M.  Carril.— -FRANasoo  Delga- 
do. —  José  Barros  Pasos. — Benito 
Carrasco. 


CAUSA   ILTIIl. 


El  Fisco  Nacional  contra  D.  Aníen&r  Molina^ 
por  cobro  de  derechos  de  Aduana. 


Sumario.  —  1^  La  fianza  dada  para  responder  ante  los  Tri- 
bunales del  país  por  el  obligado  ausente  en  el  estrangero,  y 
de  mancomún  el  in  solidum  con  este,  no  puede  tener  otro 
objeto  que  facilitar  al  acreedor  en  el  país  el  cobro  de  su  cré- 
ditO)  siendo  este  probado,  en  la  persona  y  bienes  del  fiador. 
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S^  El  deudor  solidario  puede  ser  demandado  con  preferen- 
cia i  los  otros  co-deudores. 

39  El  simple  fiador,  en  materia  comercial,  puede  serio 
también  con  preferencia  al  deodor  principal. 

A^  Solo  puede  exijir  la  justificación  de  haber  sido  este  in- 
terpelado judicialmente. 

5P  La  facultad  que  tiene  el  fiador  de  presentar  al  embargo 
los  bienes  del  deudor,  hace  innecesaria  la  escusion. 

&>  El  reconocimiente  de  la  obligación  del  fiador  da  á  la 
acción  deducida  contra  el  co«  obligado  in  soUdum  m\  carácter 
de  ejecuti¥a. 

1^  La  circunstancia  de  ser  un  tercero  el  deudor  originario 
no  desvirtúa  su  foeiza,  desde  que  el  co-fiador  liaya  lomado 
sobre  sí  toda  la  responsabilidad  y  colocádose  en  su  lagar  ha- 
ciéndose solidario  de  la  obligación. 

8^  La  entrega  de  documentos  al  deudor  para  que  pague  su 
valor  en  otro  lugar  no  puede  importar  remisión  de  h  deuda. 


Caso. — D.  Miguel  Rojas,  ex-agente  del  Gobierno  Paraguaya 
en  Corrientes,  debía  á  la  Aduana  por  derechos  de  dos  mani- 
fiestos la  suma  de  1531  ,iO  centavos  fuertes  en  ocho  letras.  La 
Junta  Gubernativa  que  se  instaló  después  de  la  invasión  pa- 
raguaya en  la  Provincia,  ordenó  que  se  entregasen  las  letras 
á  Rojas  por  haber  este  manifestado  que  no  tenia  fondos  y 
que  pagaría  su  importe  en  la  Asunción  del  Paraguay.  Recha- 
zados Ips  paraguayos  de  la  Provincia,  el  AdministnMior  de  la 
Aduana  intentó  cobrar  el  importe  de  las  letras  á  D.  Basilio 
Diaz  que  era  el  fiador  de  los  manifiestos  que  se  encontraba 
-en  la  Asunción. 

El  General  D.  Emilio  Mitre,  á  pedido  del  Administrador  de 
Rentas,  notificó  el  reclamo  á  Diaz,  y  este  encargó  para  res- 
ponder por  él  al  reclamo  ante  el  Juzgado  de  Sección  de  Cor- 
rientes á  D.  Antenor  Molina  i  quien  oflreció  también  como 
fiador  de  resultas  del  juicio. 

Remitidas  las  diligencias  i  Corrieates,  Molina  aceptó  el 
T.  vni.  29. 


426        FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

poder,  y  se  constkayó  fiador  de  mancomún  et  in  sMdwn  por 
el  resultado  del  juicio. 

El  Procaradór  Fiscal,  á  quien  se  pasaroo  los  antecedentes, 
pidió  el  reconocimiento  de  las  firmas  de  Diaz  al  pié  de  ios 
manifiestos,  y  de  Molina  al  pié  de  la  referida  deeiaracion. 
Diaz  no  compareció  y  fué  declarado  rebelde,  Molina  reconoció 
su  firma  y  á  pedido  del  fiscal  declaró  que  tenia  por  de  Diaz 
las  firmas  al  pié  de  los  manifiestos.  El  Procurador  fiscal 
entabló  acción  ejecutiva  contra  Molina  y  se  despachó  por  el 
juez  el  auln  de  solveodo.  Hecho  el  embaí^,  y  eiudo  Molina 
de  remate  opuso  las  escepciones.  de  inhabilidad  del  título  y 
de  remisión  de  la  deuda. 

Dijoen  cuanto  al  1^  punto;  que  él  era  fiador  de  resoltas, 
y  su  obligación  no  podía  n^cer  sino  después  de  concluido 
el  juicio  contra  Diaz.  En  cuanto  al  ^ ;  que  la  junta  guber* 
nativa  habia  condonado  la  deuda  á  Diaz  y  que  pudo  hacerio, 
pues  pudo  por  el  derecho  de  guerra  apoderase  como  beligo* 
rante  del  dinero  de  su  contrario. 

Conferido  traslado,  el  Procmrador  fiscal  pidió  se  rechazara 
las  escepciones  opuestas.  Dijo :  que  la  deuda  era  cierta  y  el 
titulo  de  la  ejecución  hábil  por  el  reeonockniento  de  la^  firma 
de  Diaz:  que  no  habia  lugar  á  remisión  en  et  caso  por  no 
haber  sido  hecha,  por  el  verdadero  y  Iqftímo  aoreedor. 


VwMm  éitá  JTm»  8e««lMnl. 


Corrientes,  Octubre  !<"  de  1869* 

Visto:  este  juicio  ejecutivo  promovido  por  el  Procurador 
Fiscal  contra  D.  Antenor  Molina,  fiador  de  manoamum  et  in 
solidum  de  D.  Basilio  Diaz,  con  lo  espuesto  por  el  ejecutado 
y  ejecutante,  y  considerando :  l^'  Que  Molina  es  fiador  solida- 
rio de  pagar  juzgado  y  sentenciado  en  el  pleito  que  se  trataba 
de  entablar  contra  D.  Basilio  Diaz  por  derechos  de  Aduana,  y 
por  lo  tanto  su  obligación  no  eústia  aun,  puesto  qiie  no  se 
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ba  dado  aentencia  condenatoria  contra '  aquel ;  2^  Que  según 
el  art.  249,  inciso  4»,  los  documentos  simples  reconocidos  tie- 
nen fuerza  ejecutiva ;  de  donde  se  infiere  que  no  son  ejecu- 
tivos los  que  no  han  sido  reconocidos  por  el  que  los  firma 
aunque  este  incurra,  como  en  el  presente  caso  en  rebeldía^ 
ó  sea  reconocido  por  un  tercero;  Escriche,  pal.  Inst.  Ejec, 
n^  70,  y  Goyana,  l^  4^  números  734  y  735 ;  3^  Que  en  esta 
virtud  es  admisible  la  escepcion  de  inhabilidad  del  titulo  opues- 
ta por  Uoüna,  puesto  que  no  es  ejecutivo  el  documento  no  re- 
conocido aunque  hm  haya  sido  declarado  rebelde :  Por  estos 
fundamentos  se  declara  que  no  ba  lugar  á  la  ejecución  entabla- 
da contra  D.  Antenor  Molina  con  costas.   Hágase  saber. 

Carlos  Luna. 
Es^  sentencia  fué  revocada  por  el  siguiente 


FnUo  úe  1»  Sviireiiui  Corte. 

Buenos  Aires,  Marzo  3  de  4870. 

VistoSi  y  considerando :  Primero^  que  por  el  documento  de 
foja  ocho,  reconocido  á  foja  trece  vuelta,  Don  Antenor  Mo- 
lixKa  se  constituyó  fiador  de  su  poderdante  Don  Basilio  Díaz, 
ausente  en  la  Asunción  del  Paraguay,  obligándose  de  manco- 
raum  el  in  solidum  con  él  á  responder  de  la  reclamación  que 
le  hacia  la  Aduana  de  Corrientes,  representada  por  el  Procu- 
rador Fiscal,  y  que  de  orden  judicial  le  intimó  el  General  Don 
Emilio  Hitre^  según  lo  dice  en  su  escrito  de  foja  seis;  Segun- 
do^ que  esta  fianza  no  pudo  tener  otro  objeto  que  evitar  á  la 
Aduana  de  Corrientes  las  dificultades  de  perseguir  á  su  deudor 
en  país  extranjero,  y  facilitarle  la  ejecución  en  la  misma  plaza 
de  Corrientes,  si  la  deuda  fuese  probada,  en  la  persona  y 
bienes  del  fiador,  por  no  tenerlos  el  deudor  allí,  como  se  de» 
dace  del  hecho  de  no  haberlos  presentado  aquel  al  embargo, 
como  estaba  autorizado  para  hacerlo  por  el  artículo  seiscientos 
trece  del  Código  de  Comercio ;   Tercero,  que  según  el  artí- 
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culo  doscientos  sesenta  y  ocho  del  mismo,  cualquier  deudor 
solidario,  en  cuya  calidad  se  constituyó  Molina,  puede  ser  de- 
mandado con  preferencia  á  los  otros;  y  aun  en  la  materia 
rejida  por  este  Código,  según  el  artículo  seiscientos  once^  el 
simple  fiador  está  privado  del  beneficio  de  escusion^  y  solo 
puede  exijir  que  el  acreedor  justifique  que  ha  interpelado 
judicialmente  á  su  deudor,  requisito  que  aparece  cumplido  en 
el  presente  caso,  atendida  la  Cbposicion  de  Diaz  en  su  citado 
escrito  de  foja  seis;  Cttarto,  que  por  consiguiente  Molina  ha 
podido  ser  demandado  con  preferencia  al  deudor  principal  de 
cuyos  bienes  si  los  tenia  en  Corrientes,  estaba  facultado  para 
disponer,  presentándolos  desde  luego  para  que  en  ellos  se 
hiciera  la  ejecución,  sin  pretender  una  escusion,  que  esa  fa- 
cultad hace  innecesaria ;  Quinto ^  que  la  deuda  de  Diaz,  que 
no  se  niega  haber  existido,  está  también  justificada  por  el 
reconocimiento  que  hizo  Molina  á  íoja  veinte  de  los  documen- 
tos de  fojas  una  y  dos,  que  dá  á  la  acción  deducida  contra  él 
un  carácter  ejecutivo,  sin  que  la  circunstancia  de  ser  un  ter- 
cero el  deudor  orijinario  desvirtué  su  fuerza,  pues  él  ha  to- 
mado sobre  sí  toda  la  responsabilidad  y  se  ha  colocado  en  su 
lugar,  haciéndose  solidario  de  la  obligación ;  Sesto^  que  la 
condnacion  de  la  deuda  por  la  comisión  paraguaya  está 
contradicha  por  el  mismo  Diaz  á  loja  nueve,  y  por  la  orden 
de  foja  tres  para  que  la  pague  en  la  Asunción,  lo  que  no  ha 
probado  haber  hecho ;  y  por  esto  aun  cuando  se  admitiesen 
como  ciertos  los  principios  que  se  invocan  no  serian  aplica- 
bles al  presente  caso ;  por  estos  fundamentos  se  revoca  el 
auto  apelado  de  foja  treinta  y  ocho  vuelta,  y  satisfechas  las 
costas  y  repuestos  los  sellos  por  el  ejecutado,  devuélvanse 
para  que  se  lleve    adelante  la  ejecución. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salya-* 
DDR  M.  DEL  Carril.  —  Frakcisgo 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos.  -- 
BEiaTO  Carrasco 


r»  9  !■« 
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CACSA    TLTK, 


Don  Manuel  Antonio  y  D^.  Jacoba  Tqada\contra  Don 
José  Ramón  Navea^  sobre  reivindicacionljde 

una  finca. 


Sumario— i^  El  heredero  que  acepta  la  herencia,  sucede 
á  ^u  causante  no  solo  en  los  derechos  sino  en  todas  sus 
obligaciones,  debiendo  ser  considerados  ambos  jurídicamente 
como    una  misma    persona. 

2o  El  heredero  tiene,  por  consiguiente,  el  deber  de  sanear 
una  venta  hecha  por  el  causante. 

9"  Los  hijos  no  pueden  demandar  sus  bienes  propios  ena* 
genados  por  el  padre  sin  renunciar  la  herencia  de  este. 


Caso.  —  Don  Manuel  Antonio  Tejada  y  Saravia,  argentino, 
por  sí  y  en  representación  de  su  hermana  D^  Jacoba  de  MaD- 
tegazza,  se  presentó  al  Juzgado  Nacional  de  Salta^ .  diciendo, 
que  su  finado  tto  D.  Juan  H.  Tejada,  les  había  dqado  un 
legado  de  600  pesos  fuertes. 

Que  el  primer  albacea  D.  Andrés  Ugarriza,  al  hacer  la  ad- 
judicación de  bienes,  había  entregado  al  padre  del  solicitante, 
como  parte  del  legado  y  por  la  suma  de  400  ^  fts.  unos  ter- 
renos y  casa  situados  á  inmediaciones  de  Cerrillos. 
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Que  esa  casa  y  terreno  se  estaban  detentando  desde  alf^un 
tiempo  por  D.  José  Ramón  Navea,  español,  que  hacia  sayos 
los  productos,  por  lo  que  lo  demandaba,  ejercitando  la  cor- 
respondiente acción  reivindicatoría,  con  pago  de  los  frutos 
percibidos^  costas  y  perjuicios. 

Acompañó  á  su  demanda  un  documento  simple  en  que 
consta  la  adjudicación  á  que  se  refiere. 

Corrido  traslado,  Navea  pidió  no  se  hiciese  logar  á  la  de- 
manda y  se  condenase  en  costas,  daños  y  perjuicios  al  deman- 
dante. 

Que  los  legatarios  no  tienen  acción  alguna  contra  él,  y 
menos  la  acción  real  reivindicatoría  que  deducen. 

Que  según  la  cláusula  18  del  testamento,  el  legado  fué  de 
la  cantidad  de  600  pesos,  á  cuenta  de  la  que  el  padre  de  los 
demandantes  recibió  por  400  la  casa  y  terreno  demandado. 

Que  del  legado  de  cantidad  no  nacen  mas  que  acciones 
personales  para  repetir  contra  el  heredero,  á  direrencia  del  de 
especie  de  que  nacen  acciones  reales  contra  el  poseedor  de 
a  4M»sa.  ^ 

Que  es  verdad  que  el  legatario  demandante,  con  el  objeto 
de  paliar  su  temeridad,  pretende  que  el  legado  de  cantidad  se 
ha  conyertido  en  legado  de  especie,  mediante  la  adjudicación 
que  se  hizo  á  su  padre  y  tercer  albacea  por  el  primero  Sr.  Ugar- 
riza ;  pero  que  tal  conversión  no  ha  podido  verificarse,  por- 
que nadie  mas  que  el  testador  puede  transferir  un  legado, 
pues  esta  transferencia  seria  un  cambio  en  la  voluntad. 

Que  en  este  caso  la  voluntad  del  testador  es  manifiesta  res- 
pecto á  la  cantidad,  pnes  en  el  testamento  se  dice  que  esa 
cantidad  es  para  que  se  invierta  en  los  objetos  que  tiene 
encargados  á  los  padres  de  los  legatarios. 
.  Que  aun  en  el  supuesto  inadmisible  de  que  el  legado  hu- 
biese sido  de  especie,  los  demandantes  carecerían  de  acción 
contra  él. 

Que  dado  el  legado  de  especie,  el  dominio  de  este  ha  pa- 
sado á  los  legatarios  desde  la  muerte  del  testador,  viniendo 
á  formar  parte  de  sus  bienes  adventicios,  los  que,  enagenados 
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por  el  padie  que  tieM  ra  administración  y  imifrQCto,  solo 
pueden  ser  reclamados  del  tercer  poseedor,  cuando  los  bienes 
del  padre  no  son  bastantes  i  cubrir  su  valor,  y  esto  después 
de  haber  repudiado  la  herencia  del  padre.  — L.  24,  tít.  13, 
Part,  5*. 

Dijo  también  que  siendo  los  demandantes  hijos  y  herederos 
de  quien  le  vendió  la  finca  y  terrenos  demandados,  venta  que 
se  hizo  con  la  obligación  el  vendedor  de  salir  á  la  eviccion  y 
saneamiento^  como  sucesores  en  los  derechos  y  obligaciones, 
están  en  el  deber  de  contestar  por  él  este  pleito,  viniendo  á 
resultar  el  absurdo  de  ser  ellos  demandantes  y  demandados. 

Con  la  prueba  producida  se  dicto  este 


Fallo  del  Jves  Seedoiuil. 


Salta,  Agosto  28  de  1869. 

Vistos^  resulta :  Que  D.  Manuel  Amonio  Tejada  y  Saravia, 
por  sí,  y  á  nombre  de  su  hermana  D^  Jacoba  Tejada  de  Mon- 
tegazza,  de  quien  ha  acompañado  poder  otorgado  con  licencia 
del  mando,  vindica  de  D.  José  Ramón  Navea,  español,  sien- 
do los  demandantes  argentinos,  una  finca,  situada  en  el 
Departamento  de  Cerrillos,  adquirida  por  D.  Saturnino  Tejada, 
padre  de  los  actores^  con  la  estimación  de  400  pesos,  del 
albacea  de  D.  Juan  M.  Tejada,  en  virtud  de  un  legado  de 
600  pesos  hechos  á  dichos  hijos  por  este  D.  Juan,  hermano 
del  espresado  D.  Saturnino,  ó  los  efectos  comunicados  á  este 
y  á  su  esposa;  que  en  la  escritura  simple  de  adjudicación, 
acompañada  por  los  actores,  se  espresa  por  el  albacea:  que 
por  la  dificultad  esperimentada  para  realizar  las  fincas  dejadas 
por  el  testador  y  cumplir  su  última  voluntad,  habia  convenido 
con  él,  el  padre  de  los  demandantes^  en  representación  le  gal 
de  estos,  en  recibir  la  finca  por  la  cantidad  de  400  pesos,  á 
cuenta  de  la  de  600,  legada ;  y  que  por  el  albacea  se  habia 
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adjodicadó  dicba  finca  al  padre  para  que-  esie  la  poseyera  y 
disfrutara  como  cosa  propia ;  que  en  et  tiempo  del  legado  y 
de  la  adquisición,  que  era  del  año  de  4850,  tenían  por  edad, 
poco  mas  6  menos,  D.  Manuel  Antonio  Tejada,  diez  y  seis 
años,  y  su  hermana  D^  Jacoba,  catorce ;  que  de  la  escritura 
pública  de  compra,  acompañada  por  Naveá,  y  de  la  última 
confesión  del  actor,  aparece  que  la  finca  en  cuestión  fué  ven- 
dida al  demandado  por  el  padre  de  los  demandantes,  sin  es- 
presarse por  el  vendedor  que  ella  perteneciese  á  sus  hijos,  y 
diciéndose,  al  contrario^  que  él  la  había  adquirido  de  sus 
padres ;  y  que  Navea,  contestando  á  la  demanda,  ha  negado 
á  los  actores  todo  derecho  sobre  la  finca  mencionada,  negán- 
dose á  entregársela.  Y  considerando :  Que,  habiendo  sido 
hijos  de  familia  los  actores  al  tiempo  del  legado  y  del  recibo 
de  la  finca;  y  por  otra  parte,  habiéndose  dispuesto  en  la  misma 
cláusula  del  legado,  que  este  fuera  á  los  objetos  encargados  á 
los  padres  de  los  legatarios,  ó  en  otros  términos,  á  los  objetos 
que  aquellos  espresan,  pudiendo  ser  uno  de  ellos,  si  tal  era 
la  espresion  de  los  padres,  el  que  se  les  entregara  el  legado, 
nada  pueden  objetar  los  actores  contra  el  hecho  de  que  D. 
Saturnino  Tejada^  su  padre,  y  el  que  debía  hacer  esa  opera- 
ción exijiera  y  percibii'ra  el  legado ;  que  tampoco  pueden  ob- 
jetar cosa  alguna  porque  se  hubiese  recibido,  en  vez  del  gé^ 
ñero  legado  una  especie  convenida  entre  el  padre  y  el  albacea, 
porque,  habiéndose  hecho  al  mismo  tiempo  la  estimación  de 
ella,  lo  de  que  se  desobligó  al  albacea,  y  lo  que  legal,  aun- 
que no  también  realmente  percibió  el  padre,  fué  una  cantidad, 
ó  un  género,  es  decir,  lo  mismo  que  se  había  legado,  pues 
tales  son  los  conocidos  efectos  de  la  estimación  entre  los  que 
legalmente  pueden  convenirla,  como  pudieron,  en  efecto,  dicho 
albacea,  primer  albacea,  ó  encargado  de  cumplir  la  última 
voluntad  de  D.  Juan  Tejada,  según  la  cláusula  tercera  del 
testamento  de  éste,  y  el  padre,  que  entonces  tenia  patria  po- 
testad sobre  los  legatarios,  siendo,  por  lo  mismo,  cuando 
menos,  administrador  legal  de  lo  legado ;  que  un  bien,  así 
legado  á  los  hijos  y  adquirido  por  el  padre  con  ese  motivo. 
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viene  á  ser  un  peenlio,  segnn  las  leyes  españolas,  qne  en  esto 
han  copiado  el  derecho  romano  tal  como  lo  dejó  Justiniano ; 
Que  en  este  caso  de  peculio  según  las  leyes  españolas  que 
forman  el  derecho  común  de  la  República,  y  que  según  ellas 
debe  decidirse  la  presente  cuestión  que  cae  bajo  la  compren- 
sión de  ese  derecho,  sin  que  obste  la  Constitución  Nacional, 
es  indudable:  1^,  porque  cuando  se  enfaregd  j  percibió  el 
legado,  que  fué  el  año  de  1850,  aun  no  rejia  la  Constitución, 
siendo  principio  de  derecho  que  las  leyes  nunca  alteran  los 
derechos  adquiridos^  ni  las  obligaciones  ó  contratos  anteriores 
á  su  promulgación ;  y  2<^,  porque,  aunque  así  no  fuera,  ha- 
biéndose dejado  con  gran  amplitud  por  la  Constitución  al 
derecho  civil  la  patria  potestad  y  los  modos  de  adquirir  el 
dominio ;  haciendo  parte,  y  casi  la  totalidad  de  este  derecho, 
las  leyes  españolas ;  y  no  encontrándose  en  las  referentes  al 
peculio  de  los  hijos  cosa  alguna  que  exceda  esa  amplitud, 
siendo  notable,  en  favor  de  esta  aserción,  %que  el  proyecto 
de  Código  Civil  Argentino^  sin  embargo  de  mejorar  la  eondi* 
eion  de  los  hijos  sobre  los  bienes  que  forman  lo  que  hoy  se 
llama  peculio,  conserva  af  padre,  como  nada  repugnante  á  la 
Constitución,  un  derecho  real  sobre  ellos,  que  es  el  usufructo 
establecido  por  el  Código  Civil  francés;  sucediendo  todo  esto^ 
es  indudable  que  la  Constitución  no  se  opone  á  la  vigencia 
de  las  leyes  españolas  sobre  peculio  de  los  hijos;  Que,  rigiendo 
estas  leyes,  como  acaba  de  demostrarse,  y  siendo  el  peculio  del 
hijo  de  cuatro  especies :  castrense,  causi  castrense,  profectieio 
y  adventicio ;  y  siendo  diferentes  los  derechos  del  padre  según 
la  especie  de  peculio  sobre  que  puede  tenerlos,  es  preciso  esta- 
blecer desde  luego  la  especie  á  que  pertenece  el  que  nos  ocupa^ 
para  saber  si  en  el  tuvo  derechos  el  padre,  y  ouáles,  juzgan- 
do según  ellos  los  actos  que  sobre  él  ejerció;  Que  el  peculio 
de  que  se  trata  no  es  militar^  6  sea  castrense  ó  causi  castren- 
se, es  evidente  por  sf  mismo ;  no  habiendo  que  examinar 
entonces  sino  á  cuál  de  laa  dos  especies  restante  pertenece, 
que  son  las  que  forman  el  pagano,  é  sean  háélprofectidoj 
la  del  adventicio :   Que  para  determinar  este  punió,  de  suyo 
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muy  o«ciuro  sio  un  estudio  hUtórico  de  U  iastilueioa  del  pe^ 
culio  de  los  bijos,  es  preciso  teaer  presente  :  que  el  derecbo 
romano  al  respecto^  sobre  el  que,  como  se  verá  después,  se 
ba  basado  el  español^  tomándolo  tal  oual  lo  dejd  Jastiniano, 
pasd  por  las  siguientes  vicisitudes :  en  tiempo  de  la  república 
cuanto  adquirían  los  hijos  de  familia  eran    para  el  padre; 
durante  el  imperio  se  cerciono  d^  ese  todo,  i^,  lo  que  se  lla- 
mé peculio  castrense^  y  después^  lo  que  se  denominó  peculio 
cuasi  castrense ;  Constantino  anadió  la  escepcion  de  los  bienes 
maternos»  concediendo  la  propiedad  ad  hyo,  y  el  usufru^o 
al  padre ;  Graciano,  Yalenlíniano  y  Teodosio  dispusieron  lo 
mismo  i  cerca  de  los  bienes  maternos,  haciendo  otro  tanto 
Arcadio  y  Honorio,  siendo  ya  esta  la  tercera  escepcion ;  Teo- 
doro y  Yalentiniano,  León  y  Antemio^  estendieron  esto  á  las 
ganancias  nupciales  y  esponsalicias,  siendo  esta  la  cusirta  escep- 
don ;  y  por  último,  Justiniano  dispuso  en  sus  Instituciones, 
después  ds  dsur  por  establecido  el  peculio  militar,  confirmando 
las  otras  escepoiones  y  añadiendo  esplicitamente  á  ellas  otras, 
por  ejemplo 5  las  donaciones  ó  legados  de  amigos  de  los  b^os, 
los  bienes*  adquiridos  por  industria  ó  por  hallazgo  de  estos« 
dispuso,  se  decia,  este  punto  general :  Si  el  hijo  adquiere 
alguna  cosa  por  medio  de  las  del  padre^  pertenecerá  iodo  áesíe^ 
según  la  antigua  costumbre ;  pero  si  el  hijo  de  familia  adquie- 
re  por  otra  causa,  en  lo  adquirido  el  padre  no  tendrá  sino  el 
usufructo^  perteneciendo  la  propiedad  al  hijo :  propuesta  la  cues- 
tión, después  de  esta  decisión  de  eonw  debería  entenderse  lo  que 
d  hijo  adquiriese^  no  por  medio  de  las  cosas  ó  del  patrimonio  del 
padre^  sino  por  cesión  ó  consideración  del  mismo^  los  doctores 
quisieron  también  en  este  caso  se  conceptuase  peculio  profecti* 
dOy  por  Gonsiguiente,  según  la  jurisprudencia,  por  el  jderecho 
romano,  tal  cual  quedó  establecido  por  Justiniano  en  el  pe- 
culio pagano  forma  la  especie  del  profecticio  todo  lo  adquirido 
por  el  hijo  de  familia  con  los  bienes  del  padre,  ó  por  razón 
de  esto,  perteneciendo  al  mismo  padre  en  plena  propiedad ;  y 
forma  la  especie  del  adventicio  todo  lo  demás  que  pertenece 
al  género  da  peculio  pagano»  partepeoiendo  la  j^piísdad  si 
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hijo  y  el  nsnfimcto  al  padre ;  diciendo  Vioiiiios  respecto  de 
esta  especie  de  peculio,  en  el  mismo  logar  citado,  al  n<>  9^: 
d  peculio  adventicio  es  el  que  adquiere  el  hijo^  no  per  medio 
del  padre  ó  por  consideración  de  este^  sino  con  su  trabapo^ 
fuera  de  la  milicia  armada  6  togada^  ó  por  su  fortuna^  por 
ejemplo  por  la  herencia  de  su  madre  6  de  la  familia  de  esta^ 
por  las  ganancias  nupciales,  por  los  legados  ó  herencias  de  sus 
amigos :  Que,  como  se  ha  dicho  ya,  prescindiendo  del  pecu^ 
lio  castrense  y  del  causi  castrense,  qne  ninguna  relación  tic** 
nen  con  el  caso  en  cuestión,  el  profecticio  y  el  adventicio, 
establecidos  por  derecho  romano^  han  sido  adoptados  por  el 
español  tales  cuales  quedaron  fijados  por  Justiniano  ó  por  la 
jurisprudencia  espuebta,  lo  demuestran  los  términos  de  la  ley 
S^,  tít.  17,  P.  4^ :  Que,  encontrando  aqui  su  lugar  la  cues^ 
tion  de  si  un  legado  al  hijo,  proviniente  (el  legado)  de  parte 
ó  pariente  por  la  linea  paterna,  debe  reputarse  comprendido 
en  lo  que  la  jurisprudencia  romana  llamaba  legado  por  con* 
sideración  al  padre,  ó  con  ocasión  del  mismo,  y  que  la  ley  espa* 
ñola  llama  legado  por  la  ratón  dd  padre,  salvo  el  caso  de  opo-^ 
nerse  á  ello  categóricamente  las  palabras  de  la  clánsula  del  le- 
gado ;  d  si  no  deba  reputarse  comprendido  la  decisión  es  afir- 
mativa; l^*,  porque  un  legado  tal,  sin  el  parentesco  del  padre  con 
el  testador,  ese  motivo  ó  ratón  determinante  de  la  dádiva,  no 
habría  tenido  lugar ;  ^,  porque,  como  resulta  de  las  últimas 
palabras  de  Vinnio,  refiriéndose  al  derecho  romano,  y  la  ley  espa^- 
ñola  citada,  del  peculio  pagano  se  asigna  á  la  especie  del  adven- 
ticio, no  los  bienes  dados  al  hijo  por  cualquier  pariente  que 
no  sea  el  padre,  sino  tan  solo  los  dados  por  la  mod^e  ó  por 
los  parierítes  matemos,  incluyendo  así  solo  una  de  las  dos 
líneas  de  parentesco  del  hijo ;  que  es,  la  materna ;  lo  qne  por 
el  principio  de  que  indusio  minus  est  exclusio  altemins, 
quiere  decir:  que  la  inclusión  de  los  bienes  provinientes  de 
la  linea  nuitema,  concretada  aquella  á  esta,  en  el  peculio 
adventicio,  que  es  nno  de  los  dos  miembros  del  peculio  pa- 
gano, importa  la  eselusion  de  los  provinientes  de  la  línea 
paterna,  que,  por  lo  misino,  tienen  que  ser  colocados  en  el 
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Otro  miembro,  en  el  peculio   profecticio,    pues    que  lanío 
estos  como  aquellos  bienes  pertenecen  al  peculio  pagano ;  y 
3^,  porque  la  misma  ley  citada,  hablando  de  las  ganancias 
del  fijo  que  no  saliessen  de  los  bienes  del  pidre^  nin  de  su 
abuelo  {abuelo  paterno)  como  debe  entederse  después  de  la 
disposición  en  contrario  establecida  mas  arriba  por  la  misma 
ley  respecto  de  la  madre  y  délos  parientes  de  ella,  parientes  entre 
los  que  en  primera  línea  figura  el  (abuelo  materno)  clasifica  de 
proiecticias  á  esas  ganancias  venidas  al  hijo,  no  de  un  padre, 
sino  de  un  pariente  por  parte  de  este.  Será  en  virtud  de  esto 
que  Tapia  define  los  bienes  profecücios  los  que  adquieren  (los 
hijos)  con  el  caudal  de  sus  padres,  ó  les  vienen  por  su  respecto 
ó  €lineai^.  (Febrero  Movisimo,  tomo  !<",  libro  l^',  folio  3»,  cap. 
30,  núm.  Íp)  :    Que  aplicando  los  principios   que  acaba  de 
esponerse  y  desenvolverse,  siendo  profecticios  los  bienes  ad* 
quiridos  por  el  hijo  con  los  del  padre,  ó  por  razón  de  este, 
reputándose  por  adquiridos  por  esa  razan  los  que  le  vengan 
de  cualquier  otro  pariente  de  la  linea  paterna,  si  el  que  hace 
la  liberalidad  no  espresa  lo  contrario,  es  indudable  entonces 
que  el  legado  á  D.   Manuel  Antonio  y  D^  Jacoba  Tejada ; 
hecho  por  un  hermano  de  su  padre,   siendo  ellos  hijos  de 
ramilla,  sin  palabras  que  terminantemente  excluyesen  la  con- 
templación del  padre,  pues  que  00  se  reputan  por  tales  estas^ 
contenidas  en  la  cláusula  del  legado  á  los  objetos  que  tenga 
encargado  á  sus  padres,  porque  pueden  interpretarse  tanto  en 
favor  de  los  derechos  de   hijos  como   en  favor   de  los  del 
padre ;  }  percibido  por  este  bajo  las  mismas  condiciones,  ó 
sea,  siendo  ellos  hijos  de   familia;  es  indudable,   vuelve  á 
decirse,  que  ese  legado  es  peculio  profecticio,  resultando  de 
ahí  que  el  padre  pudo  disponer  lejitimamente  de  él,  enage- 
nándolo  eficazmente  en  ifavor  de  Navea  ó  de  cualquier  otro, 
como  cosa  de  su  esclusiva  propiedad ;  y  siendo  inconducente, 
bajo  este  punto  de  vista,  la  cuestión  de  si  el  legado  deba  en- 
tenderse perfeccionado  en  especie  6  en  género ;  Que,  supo- 
niendo, y  no  mas  que  para^  estender  la  demostración,  que  el 
legado  referido  no  perteneciese  al  peculio  profecticio  sino  al 
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adyenticio,  aon  quedaría  subsistente  la  eonclusion,  acabada 
de  deducir,  en  favor  de  la  propiedad  del  padre,  si  bien  con- 
cretada ésta  entonces  á  la  Anca,  resultando  de  ahí  el  perfecto 
derecho  con  que  esta  fué  vendida  y  comprada :  porque,  ha- 
biéndose estimado  la  finca,  y  habiéndola  recibido  el  padre  por 
la  estimación  á  cuenta  del  legado  de  cantidad,  es  decir,  por 
400  pesos  á  cuenta  del  legado  de  600  pesos,  lo  único  que  de  ahí 
resulta  es  que  el  padre,  con  ese  hecho,  se  constituyó  deudor 
á  sus  hijos  de  la  cantidad  de  400  pesos,  adquiriendo  para  él 
la  finca  y  pudiendo  venderla  eficazmente  á  quien  quisiera, 
como  lo  hizo;  del  mismo  modo  que  cuando  cualquier  otro 
representante  legal,  6  nombrado  por  el  interesado,  ó  mera- 
mente oficioso,  recibe  una  especie  por  la  cantidad  debida  á 
su  representado,  sin  ejercer  poder  especial  para  recibir  la  una 
cosa  por  la  otra,  el  representante  se  constituye,  respecto  del 
representado,  deudor  de  la  cantidad,  haciéndose  dueño  de  la 
especie.  A  la  observación  de  que  el  padre,  como  administra*- 
dor  legal  de  los  bienes  adventicios  de  sus  hijos,  tuvo  facultad 
especial  de  adquirir  para  ellos  esa  finca,  en  vez  de  consti- 
tuirse deudor  á  los  mismos  de  los  400  pesos,  se  satisface,  di- 
ciendo :  que,  como  esa  facultad  no  debe  suponerse  seria  nece* 
sario  examinar  los  actos  de  este  para  deducir  si  ella  fué 
ejercida  ó  no ;  resultando  de  ese  examen  de  los  hechos  del 
padre,  producidos  con  intención  de  obligarse,  sin  que  obste 
las  conversaciones  de  contrario,  habidas  sin  esa  intención, 
de  que  hablan  algunos  testigos,  que  su  ánimo  no  fué  de  ejer- 
cer esa  facultad  especial  adquiriendo  la  finca  para  sus  hijos, 
sino,  al  contrario,  no  ejercer  esa  facultad  y  adquirir  la  finca 
para  él ;  siendo  uno  de  esos  hechos  el  de  no  aparecer  el  pa- 
dre en  el  documento  de.í.  1^,  como  representante  ^e  sus 
hijos,  mas  que  por  el  convenio  con  el  albacea  sobre  la  esti- 
mación de  la  finca  y  su  recibo  por  esa  estimación,  figurando 
con  su  esclusiva  personalidad,  para  las  estipulaciones  sobre 
adjudicación,  posesión  y  disfruto  de  la  finca,  de  que  se  habla 
mas  abajo ;  y  siendo  otro  de  esos  hechos  el  de  que,  al  vender 
esta  á'  Navea,  lejos  de  manifestar  que  es  de  sas  bijue^  afirma 
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que  es  esclarivamente  de  él :  Que,  faera  de  estas  demostra- 
deoes,  que  acreditan  que,  respecto  de  los  dos  demandantes, 
el  padre  de  los  mismos  se  constitnyó  dueño  esclusivo  de  la 
finca  en  cuestión,  con  derecho  de  vender  á  cualquier  indivi- 
duo, eicaxniente  respecto  de  ellos,  sea  que  se  considere  el  le* 
gado  referido  como   perteneciente  al  peculio  profecticio,  6 
como  del  peculio  adventicio  de  los  mismos,  hay,  además,  es- 
pecíahnenie  contra  las  pretenciones  de  Don  Manuel  Antonio 
Tejada,  referentes  á  él  solo,  que,  habiendo  confesadoi  y  es- 
tando probado  con  otros  hechos  constantes  de  autos,  que  es 
heredero  de  su  padre,  habiendo   ejercido  actos  de  tal,  no 
puede  intentar  la  nulidad  de  la  venta  á  Navea,  ni  aun  en  el 
supuesto  de  que  la  Anea  hubiera  sido  adquirida  en  especie  por 
él  y  su  hermana,  pues  que  así  lo  dispone  contra  el  hijo  he- 
redero la  ley  24,  tit,  13,  Par.  5^.    Por  estos  y  otros  funda* 
montos,  fallando  definitivamente,  de  conformidad  i  las  dispo- 
siciones legales  mencionadas,  se  declara:  que  Don  Manuel 
Antonio  Tejada  y  Saravia  y  D^  Jaooba  Tejada  de  Ment^gazza 
no  tienen  el  derecho  con  que  han  pretendido  vindicar  de  O. 
José  Ramón  Mavea  la  finca  ubicada  en  Cerrillos,  recibida  por 
su  padre  D.  Saturno  Tejada,  estimada  en  400  pesos,  á  cuenta 
del  legado  de  600  que  les  hizo  su  tio  D.  Juan  Manuel  Tejada, 
y  vendida  por  dicho  padre  al  mencionado  Navea ;  imponién- 
doseles perpetuo  silencio  al  respecto :  repdngase  los  sellos. 

Apolonió  Ormaechea. 
Apelada  esta  sentencia  por  Tejada,  fué  confirmada  por  el 


Falto  de  to  Suprema  Corte 


Buenos  AireSj  llaneo  5  de  1870. 

Vistos,  y  considerando :  Primero,  que  consta  por  confesión 
4e  los  dopanáantes,  Don  ManiMd  AMonÍP  y  Dona  J«0Pte  Te* 


jada^  y  resolta  también  de  las  pruebas  producidas  á  este 
efecto,  que  aceptaron,  y  tomaron  posesión  de  los  bienes  per- 
tenecientes  á  la  herencia  de  su  padre,  Don  Saturnino  Tejada; 
Segundo,  que  es  un  principio  consignado  en  el  prólogo,  y  en 
la  ley  primera  del  título  sesto  partida  sesta^  y  del  cual  son 
una  consecuencia  precisa  otras  disposiciones  de  ese  Código, 
que  el  heredero  que  acepta  la  herencia  sucede  á  su  causante 
no  solo  en  los  derechos,  sino  en  todas  sus  (obligaciones,  de- 
biendo sef  considerados  ambos  jurídicamente  como  una  mis-' 
ma  persona,  según  la  espresion  de  la  ley  trece,  título  nueve, 
partida  sétima ;  Tercero,  que  siendo  esto  así,  los  demandantes 
han  sucedido  á  su  padre  en  la  obligación  de  sanear  la  venta, 
que  de  la  casa  y  terrenos  que  le  fueroo  adjudicados  en  parte 
de  pago  del  legado  que  les  dejó  su  tio  el  Canónigo  Tejada, 
hizo  su  dicho  padre  al  demandado  Don  José  Ramón  Navea ; 
Cuarto,  y  que  por  consiguiente  aun  cuando  la  validez  de  la 
venta  no  estuviese  declarada  en  la  ley  veinticuatro,  título  tre- 
ce, partida  quinta,  la  acción  de  nulidad  que  deducen  debería 
ser  desechada  como  incompatible  eon  aquella  obligación ;  y 
así  lo  enseña  el  principio  de  derecho  citado  por  la  Suprema 
Corté  en  otra  anterior  providencia  recaida  en  este  mismo 
asunto :  quem  de  evioíione  tenet  adió  eundem  agentem  repellü 
excepiio,  que  es  también  la  razón  de  prohibirse  terminante^ 
mente  en  la  citada  ley  veinte  y  tres  á  los  hijos  que  demanden 
sus  bienes  propios  enajenados  por  su  padre,  sin  renunciar  la 
herencia  de  este;  por  estos  fundamentos,  se  conSrma,  con 
costas,  el  auto  apelado  de  foja  doscientos  vuelta ;  y  satisfe- 
chas y  repuestos  los  sellos,  devnélvanse. 

FiuNCisco  nE  LAS  Carreras.— Sal- 
vador M*  DEL  Carril. — Francisco 
Delgado. — ^José  Barros  Pazos. -^ 
Benito  Carrasco 
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CA1J0A    JOL, 


I  Don  Federico  Civils  contra  D.  Eduario  Bonilla, 

^  sobre  préstamo  á  la  gruesa. 


Sumario,  —  l^'  El  fleteador  de  todo  el  casco  de  on  buqae* 
que  lo  subarriendaí  girando  por  su  cuenta  los  conocimientos, 
debe  considerarse  como  armador  en  lo  relativo  á  las  obliga- 
ciones del  buque  en  la  espedicion  marítima  que  ba  corrido 
de  su  cuenta,  art.  1034,  Cdd.  de  Comercio. 

2^  Puede  ser  armador  de  un  buque  él  que  no  sea  su  due- 
ño^ con  tal  que  tenga  las  calidades  requeridas  para  ejercer  el 
comercio,  artículos  1034  y  1048. 

3<»  Armador  en  este  caso  «s  el  que  alquila  un  buque  para 
hacerlo  navegar  de  su  cuenta  y  bajo  su  responsabilidad. 

40  El  art.  1234  no  contradice  esta  calificación,  pues  habla 
solo  de  la  facultad  que  tiene  el  íletador  por  entero  de  ceder 
su  contrato  ó  sub-fleiar,  sin  hacer  depender  de  esto  la  con- 
servación 6  cesación  de  la  calidad  de  armador,  si  la  tuvo. 

5^  Los  objetos  comprendidos  en  el  contrato  á  la  gruesa 
deben  estar  espucslos  á  riesgos  marítimos,  art.  1280. 

&*  Asi  los  fletes  afectos  al  contrato  á  la  gruesa  tomado  en 
el  curso  del  viaje,  son  los  del  viaje  respectivo  que  debe  per- 
cibir el  sulhfletante,  y  no  los  que  ha  percibido  el  dueño  del 
buque,  que  no  esuban  espuestos  á  ningún  riesgo,  art.  1294, 
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1^  El  capitán,  por  ms  saeldos*  eooterva  siempre  el  privilegio 
sobre  el  buque  y  fletes,  art.  1182. 


Caso.  —  El  capilan  Uilrichs  de  la  barca  inglesa  cOcean 
Bell  1  tomó  en  Cádiz  un  préstamo  á  la  gruesa  hipotecando  el 
baque,  sus  aparejos,  flete  y  carga. 

La  póliza  del  préstamo  fué  endosado  á  D.  Federico  Civils, 
quien  la  hizo  protestar,  y  entabló  acción  ejecutiva  por  su  im- 
porte^ intereses  y  costas  contra  Hilríchs,  pidiendo  el  embargo 
del  buque  y  de  la  carga. 

El  juez  llamó  á  juicio  verbal  al  consignatario  D.  Eduardo 
Bonilla  y  á  los  cargadores,  ordenando  en  seguida  la  venta  del 
buque  en  remate  público,  cuyo  producto  liquido  fué  de 
44,015^  m/c. 

Después  de  valias  fases  del  juicio  relativas  al  pago  de  los 
sueldos  del  capitán  y  de  una  cuenta  de  gastos  presentada  por 
el  consignatario,  Civils  insistió  porque  se  pagara  su  crédito;  los 
cargadores  pidieron  que  no  se  pagara  sino  previa  liquidación, 
y  el  juez  proveyó  que,  no  concediendo  la  ley  audiencia  alguna 
al  ejecutado  sino  después  de  la  citación  de  remate,  se  intimara 
al  consignatario  y  cargadores  el  pago  dentro  de  tercer  dia. 

Despachado  el  mandamiento  y  hecha  la  citación  de  remate, 
solamente  Bonilla  se  opuso  á  la  ejecución  alegando  las  escep- 
cienes  de  inhabilidad  del  título,  compensación  y  pago. 

Dijo ;  que  él  habia  pagado  anticipadamente  los  fletes  al  ca- 
pitán; que  esta  paga  anticipada  compensaba  la  acción  que  se 
ejecutaba  contra  él ;  que  era  inhábil  contra  él  el  título  de  un 
préstamo  á  la  gruesa  por  no  haber  él  intervenido  en  el  con- 
trato, ni  ser  dueño  ó  armador  del  buque;  que  este  título 
hábil  contra  el  capitán  y  dueños  del  buque  no  podia  serlo 
contra  él  que  era  consignatario  y  fletador  y  habia  pagado  el 
flete  á  la  persona  legítima. 

Conferido  traslado,  Civils  pidió  que  se  dictara  sentencia  de 
remate  contra  los  cargadores  que  no  habian  deducido  oposición 
T.  vm.  30. 
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7  que  86  recibiera  la  cansa  á  prueba  p<Nr  la  paite  referente  á 
Bonilla. 

El  juez  proveyó  de.  conformidad  dictando  sentencia  de  remate 
contra  los  cargadores. 

Por  la  parte  referente  á  Bonilla  se  abrió  la  causa  á  prueba, 
y  después  de  un  informe  in  voce,  se  dictó  el  siguiente 


Fiülo  del  Jíues  Seceioiuil. 


Buenos  Aires,  Kciembre  5  de  4869. 

Y  Tistes :  estos  autos  ejecutivos  seguidos  por  D.  Federico 
Civils  como  tenedor  de  una  letra  á  la  gruesa  contra  D.  Eduar- 
do Bonilla  como  consignatario  del  bergantin  c  Ocean  Bell  » 
y  considerando :  en  cuanto  á  las  escepciones  de  inhabilidad  del 
titulo,  pago  y  compensación  opuesta  por  el  ejecutado. — i^ 
Que  siendo  Bonilla  fletador  de  todo  el  casco  del  buque  quien 
á  su  vez  lo  sub -arrendó  á  los  cargadores  girando  por  su  cuenta 
los  conocimientos,  debe  considerarse  como  fletante  en  lo  rela- 
tivo á  las  obligaciones  del  buque  en  la  espedicion  marítima 
que  ha  corrido  de  su  cuenta,  árt.  1034  del  Cód.  de  Com. — Sf> 
Que  en  este  concepto  la  circunstancia  alegada  por  Bonilla  de 
haber  pagado  anticipadamente  al  capitán  los  fletes  debidos  por 
el  casco  del  buque  es  sin  consecuencia  alguna  en  la  resolución 
de  la  presente  cuestión  por  cuanto  los  fletes  afectos  al  pago 
de  la  letra  á  la  gruesa  son  los  que  debia  percibir  este  por  las 
mercaderías  cargadas  á  bordo  y  no  las  que  debia  pagar  por  el 
casco  del  buque  por  cuanto  solo  aquellos  estaban  espuestos  á 
riesgos  marítimos,  art.  1280  Cód.  Com. — 3^  Que  aprobadas 
judicialmente  las  cuentas  presentadas  por  el  capitán  y  resultan- 
do de  ellas  que  la  suma  tomada  á  la  gruesa  ha  úáo  invertida 
en  beneficio  del  buque^  no  puede  Bonilla,  que  en  lo  relativo 
á  la  espedicion  del  buque  debe  ser  considerado  como  armador, 
pretender  que  la  letra  de  f.  no  «ea  un  titulo  hábil  contra  él» 
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ait.  1037  y  1107,  Cód.  Com.— y  4oQae  habiéndose  tomado  por 
el  capitán  la  letra  á  la  gruesa  en  el  curso  del  viage  y  compro- 
metido en  ella  los  fletes,  deben  responder  estos  pero  solamente 
los  del  viage  respectivo,  art.  d294;  por  estos  fundamentos  fallo: 
que  se  lleve  adelante  la  ejecución  contra  D.  Eduardo  Bonilla, 
librándose  los  oficios  necesarios  para  el  pago  de  costas,  los 
sueldos  del  capitán  y  la  cantidad  demandada  todo  lo  que  será 
previamente  liquidado  por  el  actuario  con  costas  y  hágase  saber 
reponiéndose  los  sellos. 

Andrés  ügarriza 

« 

Bonilla  apeló  y  concedido  el  recurso  libremente,  espresando 
agravios,  dijo ;  que  la  sentencia  le  consideraba  como  armador; 
que  esto  era  incierto,  pues  él  como  armador  era  consignatario 
del  buque  y  fletador  por  una  cantidad  determinada ;  que  la  cir- 
cunstancia de  haber  sub-fletado  no  alteraba  su  condición  de 
fletador;  que  el  artículo  1034  del  Cód.  de  Com.,  importa  sim- 
plemente que  toda  espedicion  marítima  debe  girar  bajo  el  nombre 
de  un  propietario  partícipe  ó  armador,  y  él  no  emprendió  ningu. 
na  espedicion  marítima  al  ceder  la  parte  fletada  por  él ;  que  los 
fletes  de  la  carga  no  pertenecían  al  capitán  y  no  podían  ser 
afectados  por  el  préstamo  á  la  gruesa ;  que  el  art.  1307  de) 
Cód.  de  Com.  justifica  los  anticipos  hechos  sin  noticia  del 
préstamo  contraído ;  y  pidió  se  revocara  la  parte  de  la  senten- 
cia que  mandaba  la  ejecución  contra  Bonilla,  y  se  ordenara  el 
pago  de  los  sueldos  de  Hilrichs  y  el  prorateo  de  las  averías 
entre  el  buque  y  los  cargadores. 

Conferido  traslado  contestó  Cívils  que  el  capitán  tiene  dere- 
cho de  afectar  al  pago  del  préstamo  á  h  gruesa  todo  valor 
sujeto  á  riesgo,  porque  este  préstamo  es  en  beneficio  de  todo 
lo  que  se  ha  confiado  á  su  buque ;  que  los  fletes  afectados  por 
el  préstamo  foeron  los  correspondientes  á  los  efectos  cargados; 
que  UA  pago  anticipado  de  estos  fletes,  ignorado  por  el  presta- 
mista, so  puede  afectar  sus  derechos ;  que  no  existía  ademas 
la  prueba  de  tal  pago  anticipado ;  que  el  capitán  firmó  un  pagaré 
á  fitvor  de  Bonilla  por  la  suma  lecibida  de  él,  lo  que  demues** 
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ira  qae  no  la  recibid  como  anticipo  de  flete,  es  decir  de  una 
8uma  que  se  le  debía :  que  la  escepcion  de  compensación  fué 
opuesta  separadamente  y  por  consiguiente  la  sentencia  no  pudo 
ocuparse  sino  de  la  escepcion  de  inhabilidad  y  pago;  que 
debia  notarse  por  último  que  el  dinero  depositado  no  podia 
servir  sino  al  pago  del  préstamo  porque  babia  sido  depositado 
para  responder  á  su  ejecución,  y  no  para  el  pago  de  sueldos 
al  capitán. 


WmUo  de  la  Sapream  €?«rSe. 


Buenos  Aires,  Marzo  8  de  i870. 

Visto :  el  presente  recurso  de  apelación  otorgado  libremente 
en  contravención  al  artículo  trescientos  cinco  de  la  ley  de 
procedimientos^  aunque  consentida  esta  forma  por  las  partes, 
y  considerando :  Primero,  que  por  el  artículo  mil  treinta  y 
cuatro^  y  mas  claramente  por  el  mil  cuarenta  y  ocho  del  Có- 
digo de  Comercio  puede  ser  armador  de  un  buque  el  que 
no  sea  su  dueño  6  partícipe  de  la  propiedad,  con  tal  que 
tenga  las  calidades  requeridas  para  ejercer  el  comercio:  Se- 
gxmdo,  que  armador,  en  este  caso,  es  según  la  definición  legal, 
el  que  alquila  un  buque  para  hacerlo  navegar  de  su  cuenta,  y 
bajo  su  responsabilidad ;  y  que  en  este  carácter  aparece  Don 
Eduardo  Bonilla  respecto  del  cOcean  Bell,»  en  su  último 
viage,  que  hizo  sub-fletado  por  él  á  varios  en  su  totalidad,  sin 
que  designe  quien  dio  su  nombre  y  comprometió  su  respon- 
sabilidad para  esta  navegación:  Tercero,  que  el  artículo  mil 
doscientos  treinta  y  cuatro  no  contradice  esta  calificación,  pues 
solamente  declara :  que  el  fletador  por  entero  puede  ceder  á 
otro  su  contrato,  ó  que  puede  sub-fletar  de  su  cuenta,  mante- 
niéndose íntegra  su  responsabilidad  respecto  del  primer  fletan- 
te, sin  hacer  depender  de  estas  circunstancias  la  conservación 
á  la  cesación  de  su  calidad  dci  armador,  si  la  tuvo :  CMrtOy 
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qne,  según  el  arliculo  mil  doscientos  ochenta  los  objetos  com- 
prendidos en  el  contrato  á  la  gruesa  deben  estar  espuestos  á 
riesgo  marítimo,  y  por  esto  y  por  estar  espresamente  desig- 
nados en  la  póliza  el  casco,  pertenencias,  flete  y  carga  de 
dicho  buque  en  su  viage  desde  el  puerto  de  Rio  de  Janeiro 
hasta  el  de  Buenos  Aires,  no  puede  entenderse  que  el  con- 
trato se  hizo  sobre  el  flete  ajustado  por  Bonilla  con  el  capitán 
cuando  lo  tomó  de  su  cuenta  para  armarlo,  y  que  no  estaba 
espuesto  á  ningún  riesgo  marítimo :  Quinto^  y  considerando  : 
por  otra  parte  que  la  declaración  que  pide  Dou  Federico  Civils 
es  contraria  á  lo  mandado  y  consentido  á  foja  ochenta  y  nueve, 
y  á  la  disposición  espresa  del  artículo  mil  ciento  ochenta  y  dos 
que  concede  un  derecho  prívilejiado  sobre  el  buque  y  los  fletes 
al  capitán  por  sus  sueldos ;  por  estos  y  por  sus  fundamentos, 
se  confirma,  con  costas,  el  auto  apelado  de  foja  ciento  cua- 
renta y  uno ;  y  satisfechas  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

Francisco  de  las  Carreras» — Salvador 
M.  del  Carril. — Francisco  Delgado. 
—José  Barros  Pazos. — BENrro  Car- 
rasco. 
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€A1J0A  Tkia. 


El  Dr.  D.  Atnando  Pardo^  contra  D.  Celestino  Zanotia 
por  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 


Sumario.  —  l^  Es  un  deber  de  los  que  contratan  la  cons- 
trucción de  obras  por  un  tanto,  el  hacerlas  con  solidez  y  per- 
fección seguQ  las  reglas  del  arte. 

2<>  Si  la  labor  nueva  se  moviese  dentro  de  los  quince  años 
desde  que  es  hecha,  se  presume  que  esta  falla  proviene  de 
culpa  del  que  la  ejecutó. 

3®  La  estimación  de  los  daños  y  perjuicios  debe  probarse 
por  quien  los  reclame. 

4<>  Corresponde  al  contratista  de  obras  la  prueba  del  ac- 
cidenté fortuito  ó  hecho  de  tercero  alegado  por  ¿1  como  causa 
del  mal  estado  de  la  construcción. 

5^  La  prueba  imperfecta  solo  puede  completarse  por  el 
juramento  supletorio,  en  causas  de  poca  importancia. 


Caso. — El  6  de  Abril  de  1869  se  presentó  al  Juzgado  de 
Sección  de  Buenos  Aires  el  doctor  Don  Amancio  Pardo  espo- 
niendo :  Que  en  Abril  de  1867  habia  convenido  con  Don  Ce- 
lestino Zanotta,  albañil,  la  construcción  de  dos  piezas  en  una 
quinta  de  San  José  de  Flores  y  además  la  ejecución  de  una 
serie  de  trabajos  menos  importantes,  comprometiéndose  tam- 
bién Zanotta  á  reparar  los  techos  y  hacer  otras  composturas 
en  la  parte  ya  edificada. 
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Qae  ése  lra1)ajo  se  convino  en  la  suma  de  2f  ,374  ps.  mo- 
neda corriente  sin  qae  precediese  contrato  escrito :  Que  des- 
pués de  retirarse  Zanotta  dejando  la  obra  imperfectamente 
concluida,  pasó  su  cuenta  por  la  suma  referida  á  cuenta  de  la 
cual  babia  recibido  ya  17,000  ps.,  rehusándose  á  entregarle  el 
saldo  porque  la  construcción  del  nuevo  edificio  era  mala: 
Que  todas  las  obras  eran  imperfectas  y  que  la  casa  principal 
se  babia  llovido  mucho  causándole  perjuicios  de  considera- 
ción ;  que  á  mas  de  los  perjuicios  sufridos  por  la  pérdida  de 
muebles  y  libros  llovidos,  ha  tenido  que  gastar  mucho  para  la 
reparación  de  las  nuevas  piezas  y  el  arreglo  de  las  antiguas. 

Concluye  entablando  demanda  contra  Don  Celestino  Zanotta 
por  la  suma  de  35,000  pesos  en  que  estima  las  pérdidas  y 
perjuicios  sufridos,  con  mas  las  costas  del  juicio. 

Conferido  traslado  á  Don  Celestino  Zanotta,  este  lo  evacuó 
pidiendo  el  rechazo  de  la  demanda  fundándose :  En  que  re- 
cien á  los  veinte  meses  babia  iniciado  su  acción  el  Dr.  Pardo 
y  esto  después  de  haber  sido  requerido  y  condenado  al  pago 
del  saldo  de  las  obras  convenidas.  Pide  se  agregue  el  docu- 
mento que  ha  presentado  firmado  por  el  Dr.  Pardo  y  que  él 
considera  el  único  documento  auténtico  para  resolver  la  cues- 
Iími  destruyendo  por  su  base  la  demanda. 

Concluye  diciendo  que  las  obras  é  innovaciones  hechas  por 
el  Dr.  Pardo  en  su  quinta  ninguna  relación  tienen  con  las  que 
él  hizo  y  entregó  anteriormente  á  satisfacción  del  misnio. 

Agregados  los  autos  ejecutivos  seguidos  por  Zanotta,  contra 
el  Dr.  Pardo  y  recibidas  las  probanzas  que  ambas  partes  pro- 
ikijeron,  se  dictó  este. 


VUto  del  4aes  de  9eeei< 


Buenos  Aires,  Enero  7  de  1870. 

Vista  la  demanda  entablada  por  el  Dr.  D.  Amancio  Pardo, 
ciudadano  arjentino,  contra  el  maestro  albañtl   D.  Celestino 
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Zanotta,  ciudadano  italiano,  reclamando  daños  y  perjuicios  por 
mala  construcción  de  obras  de  albañileria  practicadas  por  Za- 
notta  en  la  casa  que  el  demandante  tiene  en  el  Caballito,  re- 
sultan los  siguientes  hecbos: 

l^  A  principios  del  año  sesenta  y  siete  el  Dr.  Pardo  convino 
con  el  maestro  albañil  D.  Celestino  Zanotta  la  construcción 
de  dos  piezas  en  la  casa  quinta  de  aquel,  sita  en  el  partido 
de  San  José  de  Flores,  frente  á  la  estación  del  Caballito,  las 
que  debian  levantarse  una  á  cada  lado  de  la  que  ya  existia 
para  el  servicio,  cuadrando  el  patio,  haciendo  tabiques,  cer- 
rando la  antigua  letrina  y  construyendo  dos  nuevas.  •-'  Se  con- 
vino además  la  construcción  de  otras  obras  entre  ellas  la 
traslación  de  una  cocina  económica  y  construcción  al  lado  de 
una  cocina  de  oroailas,  la  construcción  de  un  sumidero, 
continuar  el  enladrillado  del  patio  y  tomar  todas  las  goteras  de 
la  casa  principal ;  el  todo  en  la  suma  de  veinte  y  un  mil 
trescie7ito$  setenta  y  cuatro  pesos  moneda  corriente. — Esto 
consta  del  escrito  de  demanda  no  contradicho  en  esta  parte 
en  la  contestación  y  del  documento  de  Toja  primera  ( espediente 
agregado)  presentado  por  Zanotta. 

^  Terminadas  las  obras  el  Dr.  Pardo  otorgó  el  citado  do- 
cumento de  foja  primera  del  espediente  agregado,  declarando 
haber  Zanotta  construídole  y  refaccionado  algunas  piezas  por 
cuyo  importe  le  adeudaba  aun  cuatro  mil  trescientos  setenta  y 
cuatro  pesos  moneda  corriente  —  Documento  citado  de  7  de 
Setiembre  de  1867. 

3^  La  demanda  fué  entablada  en  Abril  de  este  año,  fundán- 
dose en  que  todas  las  obras  habían  sido  pésimamente  cons- 
truidas y  en  que  el  Dr.  Pardo  habia  sufrido  pérdidas  de  con- 
sideración en  los  muebles  de  su  casa  y  libros  de  su  biblioteca 
que  babiau  sido  completamente  deteriorados  á  causa  de  lo  mu- 
cho que  se  llovían  los  techos  compuestos  por  Zanotta. 

4fi  Este  niega  los  hechos  en  que  se  apoya  la  demanda,  agre- 
gando que  después  de  veinte  meses  de  terminada  la  obra  y 
de  haber  el  Dr.  Pardo  otorgado  el  documento  antes  mencio- 
nado, ha  caducado  toda  acción  de  reclamo  por  su  parte. 


.» 
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Recibida  la  cansa  á  proeba,  resultan  justificados' los  signién- 
les  hechos: 

i^*  Las  obras  que  faeron  convenidas  entre  las  partes,  según 
resulta  del  documento  de  foja  primera  del  espediente  agregado 
y  que  fué  presentado  por  Zanotta,  del  presupuesto  de  foja  diez  y 
nueve,  firmado  y  reconocido  por  Zanotta,  hechos  además  cor- 
roborados por  el  silencio  del  último  sobre  este  punto  al  con- 
testar la  demanda^  y  espresamente  al  referirse  á  obras  cons- 
truidas por  él  sin  determinar  c^les  sean  en  caso  del  Doctor 
Pardo. 

^  Que  la  compostura  de  los  techos  fué  mal  hecha,  lo  que 
ocasionó  perjuicios  de  consideración  al  Dr.  Pardo  en  sus  mue- 
bles y  libros  por  lo  mucho  que  se  llovían  en  las  habitaciones, 
y  lo  obligó  á  hacerlas  reparar  por  el  maestro  Don  Bernardino 
Somazzi^  hechos  comprobados  por  las  declaraciones  de  Cefe- 
riño  Acosta,  foja  cincuenta  y  siete,  D.  Remijio  Laguier^  foja 
sesenta  y  cuatro  á  sesenta  y  seis,  y  D.  Fortunato  Meana,  fojas 
setenta  á  setenta  y  dos,  y  confirmadas  por  los  recibos  de  fojas 
diez  y  siete  y  diez  y  ocho  cuya  autenticidad  está  acreditada  por 
las  declaraciones  de  D.  Augusto  Ringuelet,  fojas  cuarenta  y 
ocho  y  cuarenta  y  nueve  y  de  D.  Cristóbal  Encardó  á  fojas 
setenta  y  cuatro  y  setenta  y  cinco. 

3^  Que  la  mala  compostura  á  la  que  fueron  debidos  los 
perjuicios  espresados  provino  de  los  malos  materiales  emplea- 
dos como  se  deduce  de  la  declaración  citada  de  Celestino 
Acosta  que  á  foja  cincuenta  y  seis  dice  que  las  baldozas  del 
techo  se  movian ;  de  la  del  albañil  José  Allegrini  foja  cincuen- 
ta y  dos,  que  refiriéndose  á  los  oficiales,  declara  que  estos  le 
dijeron  que  Zanotta  babia  empleado  malos  materiales. 

4^  Que  las  piezas  construidas  por  Zanotta  así  como  el  sumi- 
dero y  el  enladrillado  del  patio  fueron  mal  construidos^  y 
amenazan  desplomarse  como  resulta  de  las  declaraciones  de  D. 
Fortunato  Meana,  foja  setenta  y  una,  D.  Remijio  Laguier,  foja 
sesenta  y  seis,  Narciso  Espindola  foja  sesenta  y  ocho  vuelta  é 
inspección  ocular  practicada  cuyo  resultado  se  encuentra  en  el 
informe  escrito  de  fojas.... según  el  cual  también  los  rebrofttes 
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eírtán  eayéadose  por  ser  mala  la  mésela,  7  la  campana  de  la 
cocina  está  mal  hecha. 

Y  considerando :  —  i^  Qoe  es  un  deber  de  los  que  contra- 
tan la  construcción  de  obras  por  un  tanto,  el  hacerlas  con 
solidez  7  perfección,  segan  las  reglas  del  arte,  so  pena,  en  caso 
contrario,  de  tener  que  refazerlas  á  su  costo  —  ( Leyes  veinte  7 
una,  título  treinta  7  dos,  partida  tercera,  y  diez  7  seis,  título 
octavo,  partida  quinta. ) 

9f^  Que  con  arreglo  á  la  primera  107  citada,  si  la  lavar  nue^ 
va  se  moviese  dentro  de  los  quince  años  desde  que  fué  hecha^ 
debe  presumirse  que  este  fallo  proviene  de  culpa  del  que  la 
qecutó. 

39  Que  en  el  presenta  caso  solo  hablan  transcurrido  veintiún 
meses  desde  que  la  obra  fué  concluida,  7  que  por  consiguiente 
los  defectos  que  se  encuentran  en  ella  deben  atribuirse  á  su 
mala  construcción  salvo  prueba  en  contrario. 

4^  Que  como  se  ha  demostrado  anteriormente,  la  prueba 
producida  confirma  victoriosamente  la  presunción  legal. 

50  Que  por  consecuencia  el  demandado  es  responsable  de 
su  mala  construcción  7  con  arreglo  á  lar  Ie7es  precedentemen- 
te citadas,  está  obligi^o  á  rehacerla  de  nuevo,  ó  á  tomar  el 
precio  con  los  danos  7  los  menoscabos  —  Le7  diez  7  seis, 
titulo  octavo,  partida  quinta. 

0^  Que  siendo  á  opción  del  arquitecto  el  rehacer  las  obras 
construidas  6  tomar  su  precio,  el  Dr.  Pardo  por  el  hecho  de 
encaifar  la  refacción  de  parte  de  ellas  á  otras  personas,  ha 
renunciado  implícitamente  al  derecho  que  tenia  de  exijir  en 
dicha  parte  el  cumplimiento  de  su  obligación  á  Zanotta.,  pues 
de  lo  contrario  babria  exijido  á  éste  dicha  refacción. 

1^  Que  BO  puede  presumirse  igual  renuncia  respecto  de  las 
demás  obras  que  han  resultado  mal  construidas,  porque  en 
Cinto  á  estas  ha7  siempre  la  oportunidad  de  que  Zanotta 
devuelva  el  precio  6  las  rehaga,  7  porque  tratándose  de  dife- 
renAes  defeclos  en  diversas  reparticiones  de  un  edifldo,  unos 
han  podido  descubrirse  primero  que  los  otros  y  no  puede  pro 
la  renfliKeia  de  dereehoft  eventuales. 
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8^  Que  aunque  está  acreditado  que  el  Dr.  Pardo  sufrid 
daños  de  consideración  en  sus  muebles  y  libros,  perjuicios 
imputables  á  Zanotta  por  provenir  de  hecho  propio  de  él, 
cual  es  la  mala  reparación  de  los  techos,  dichos  daños  no  pue- 
den estimarse  con  exactitud,  y  el  Dr.  Pardo  debe  imputarse 
á  si  mismo  no  haber  oportunamente  pedido  su  reconocimiento 
y  avaluación. 

Por  estos  fundamentos  fallo  condenando  á  D.  Celestino 
Zanotta  á  devolver  al  Dr.  D.  Amancio  Pardo  dentro  del  táf- 
mioo  de  diez  días  el  importe  de  las  obras  espresadas  en  el 
informe  escrito  del  maestro  mayor  D.  Guillermo  Goodman, 
6  á  proceder  inmediatamente  á  la  refacción  de  ellas  i  su  costo, 
dejándolas  sólidamente  construidas,  á  cuyo  efecto  serán  reco- 
nocidas por  peritos  que  nombrarán  las  partes  y  sin  especial 
condenación  en  costas. — Repónganse  los  sellos. 

r 

Manuel  Zavaleta. 

De  esta  sentencia  apelaron  ambas  partes : 

Zanotta  alegó  que  la  prueba  testimonial  no  le  ora  deslavo* 
rabie ;  que  la  inspección  ocular  ningún  valor  tenia  por  haberse 
hecho  sin  su  conocimiento  y  dos  años  después  de  concluidas 
las  obras,  que  el  informe  pericial  carecía  de  fuerza  probatoria 
por  ser  singular,  y  finalmente  que  el  Dr.  Pardo  renunció  sus 
derechos  si  los  hubiese  tenido,  no  haciendo  examinar  la  cons- 
trucción por  peritos  antes  de  recibirla. 

El  Dr.  Pardo  alegó  que  el  juez  no  habia  podido  interpretar 
como  una  renuncia  de  su  parte  la  ejecución  de  algunas  obras 
indispensables  para  evitar  mayor  ruina  y  disminuir  la  indenmi^ 
zacion  á  cargo  de  Zamitta ;  que  á  falta  de  determinacioD  exacta 
del  valor  de  los  perjuicios  suGridos  por  él  y  acneditados  en  la 
prueba,  hay  el  arbitrio  del  juramento  supletorio  que  estaba 
pronto  á  prestar,  y  finalmente  que  no  podia  conformarse  con 
que  Zanotta  hiciera  las  refacciones  que  faltaba  porque  las  baria 
maU  y  seria  esponetse  á  un  nve? o  pleito  qüa  debía  evitarse. 
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Fallo  de  1»  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Mano  10  de  1870. 

Vistos,  y  considerando:  respecto  de  la  apelación  inter- 
puesta por  D.  Celestino  Zanotta :  Primero^  que  no  es  exacto 
que  la  inspección  ocular  del  Juez  a  quo^  acompañado  del 
perito  que  firma  el  informe  de  foja  ciento  tres,  haya  tenido 
lugar  sin  su  noticia ;  pues  á  foja  cien  consta  que  el  cedulón 
en  que  se  le  notificaba  el  decreto  que  la  ordenó,  se  fijó 
en  la  puerta  de  su  domicilio  por  hallarse  él  ausente,  y  no 
querer  recibirlo  las  otras  personas  que  allí  habitaban,  y  se 
encontraban  presentes  cuando  lo  buscó  el  actuario,  y  además 
se  espresa  en  la  dilijencia  de  foja  ciento  dos  que  los  interesados 
asistieron  á  la  rista  de  ojos :  Segundo^  que  el  informe  citado 
tiene  fuerza  probatoria  por  sí  solo^  pues  hace  parte  de  la  ins- 
pección ocular,  y  confirma  el  testimonio  de  personas  que, 
dando  Tazón  cumplida  de  sus  dichos  y  en  número  compe- 
tente, han  declarado  en  esta  causa,  y  Tercero,  que  á  Zanotta 
correspondía  la  prueba,  que  no  ha  producido,  del  accidente 
fortuito  ó  hecho  de  tercero  que  destruyese  la  presunción 
legal  que  atribuye  á  los  defectos  de  la  construcción  el  mal 
estado  actual  del  edificio.  —Y  considerando ,  respecto  de  la 
apelación  del  Dr.  Pardo:  Primero^  que  la  declaración  alter- 
nativa de  deberse  reparar  el  edificio  por  el  mismo  Zanotta, 
ó  pagar  el  valor  de  las  obras  necesarias  al  efecto,  es 
ajustada  á  la  disposición  de  las  leyes  que  cita  el  Juez  de 
Sección;  Segundo^  que  es  también  conforme  á  derecho  la 
interpretación  que  dá  al  hecho  de  haber  encomendado  á  otro 
operario  las  refacciones  que  constan  de  los  documentos  aue 
ha  presentado ;  como  la  consecuencia  que  deduce  de  la  omi- 
sión de  hacer  apreciar  oportunamente  el  valor  de  los  daños 
cansados  en  libros,  muebles  y  alfombras ;  pues  ni  ha  podido 
por  sf   miaino  resolver  la  obligación  de  hacer  impuesta  por 
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la  ley  á  Zanotta  en  una  indemnización  pecaniaria,  ni  com- 
pletar su  prueba  imperfecta  con  el  juramento  supletorio, 
que  no  debe  admitirse,  según  la  ley  dos,  título  once^  par- 
tida tercera,  sino  en  causas  de  poca  importancia,  siendo 
asi  que  la  suma  que  cobra  es  considerable ;  por  estos  y  por 
sus  fundumentos,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja  ciento 
cinco  vuelta,  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos, 
devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carrebas. — Salta- 
dor M.  Carril.— Francisco  Delga- 
do. — José  Barros  Pazos. — ^BENrro 
Carrasco. 


>fi*««i 


CAVftA  Kxn. 


D.  Jwin  Tallan  contra  D.  Rodrigo  Carlas  da  Cámara^ 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario. — 1^  No  puede  hacerse  cargo  á  un  maquinista  que 
se  ha  tomado  para  servir  un  vapor  por  todas  las  horas  del 
dia  y  de  la  noche,  si  se  ha  dormido  ó  ha  cometido  otro 
descuido  inevitable. 
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9p  No  poede  tampoco  hacérselo  cargo  hadliiendo  él  desig- 
Dado  ai  la  cantidad  de  carbón  necesaria  por  un  Tiage  sio 
inconvenientes,  el  capitán  del  buque  no  se  haya  provecido  de 
una  cantidad  mayor  en  previsión  de  los  accidentes  ordina- 
rios que  pueden  retardar  la  navegación. 

S^  No  forma  prueba  de  la  impericia  de  un  maquinista 
la  opinión  de  personas  incompetentes,  máxime  si  estos  no 
son  completamentd  intachables. 


Caso.  —  D.  Juan  Tallón,  ex-maquinista  del  vapor  nacional 
c  Andarahi  > ,  entabló  demanda  contra  D.  Rodrigo  Carlos  da 
Cámara,  capitán  y  dueño  de  dicho  vapor,  por  cobro  de 
384  ps.  fts.  92  cts.  provenientes:  276  ps.  fts.  70  cts.  de  su 
sueldo  del  mes  de  Enero  y  22  dias  de  Febrero,  y  i  18  ps.  92  cts. 
de  jornales  adeudados  á  dos  foguistas  y  dos  carboneros.  Dijo 
que  el  subdelegado  de  marina  del  Tigre  en  í^'  grado  y  la 
Capitania  central  en  2^  hablan  condenado  ya  al  referido  ca- 
pitán por  esta  suma,  y  que  no  queriendo  él  acatar  estos 
fallos,    le   demandaba  ante  el  Juzgado   Nacional. 

Conferido  traslado  contestó  da  Cámara  y  contrademandó 
diciendo;  que  Tallón  había  demostrado  incapacidad  en  su 
profesión ;  pues  en  el  Resano  pidió  solamente  seis  toneladas 
de  carbón  como  las  necesarias  para  el  viaje,  y  este  carbón 
alcanzó  solo  para  14  horas  al  cabo  de  las  cuales  paró  el 
vapor,  causando  daños  á  la  goleta  c  Esperanza  >  que  remol- 
caba ;  que  con  este  motivo  le  habia  causado  un  gasto  inne- 
cesario de  leña,  una  demora  de  seis  dias  en  el  viage;  y 
los  daños  del  carbón  echado  al  agua  para  no  hacer  reven- 
tar la  caldera  y  de  las  averías  de  la  c  Esperanza » ;  que  por 
esto  negaba  á  Tallón  el  abono  de  sus  sueldos  porque  por 
los  referidos  hechos,  en  que  íundaba  su  contrademanda,  Tallón 
habia  de  resultar  su  deudor  por  una  suma  mayor. 

Conferido  traslado  de  la  contrademaoda  dijo  Tallón  que 
los  cargos  eran  infundados,  que  da  Cáuma  habia  sido  ^ 
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condanado  por  el  £iUo   de   la  Capiíanía  del  que  no  había 
apelado. 

Se  abrid  la  eaasa  á  prueba  sobre  el  orígeii  y  eatimacioo 
de  Iqs  referidos  daños  y  se   dietd  el  siguieate: 


B«e»oa  Airas,  Enero  7  de  i870. 

Vista  la  demanda  entablada  por  O.  Joan  Ta^on  contra 
D.  Rodrigo  Carlos  da  Cámara,  capitán  y  propietario  def  va- 
por <  Andarahi  >  ,  por  cobro  de  cantidad  de  pesos  propedentei) 
de  los  sueldos  del  primero  como  maquinista  y  de  los  de 
los  foguistas  empleados  á  bordo  de  dicho  ifapor;  vista  la 
contrademanda  por  daños  y  perjuicios  que  el  dueño  del 
buque  dice  haber  sufrido  por  impericia  del  maquinista  y 
resultando :  1^  Que  el  capitán  ha  reconocido  al  contestar  la 
demanda  los  servicios  que  se  le  cobran ;  2^  Que  en  el  viaje, 
cuyos  sueldos  cobra  Tallón,  se  varó  una  goleta  que  traían  á 
remolque ;  S^  Que  para  dicho  viaje  se  le  preguntó  al  ma- 
quinista en  el  Rosario  la  cantidad  de  carbón  que  necesi- 
taba, y  que  éste  contestó  que  bastaban  6  toneladas  con  la 
lefia  que  traían,  y  que  á  las  ^  horas  mas  ó  menos  dé 
salido  el  vapor,  se  acabó  el  carbón,  á  cuya  falta  atribuye  el 
capitán  el  varamiento  de  la  goleta  remolcada ;  49  Que  reci- 
bida la  causa  á  prueba  á  fin  de  acreditar  si  la  impericia 
del  maquinista  ocasionó  ó  no  perjuicios  y  en  qué  consis- 
tían; las  partes  han  producido  las  pruebas  que  corren  de 
t  57  á  iOO. 

Y  considerando:  —  1^  Que  estando  reconocidos  los  servi- 
cios que  se  cobran  por  el  demandante  y  reconocida  la  cuenta, 
está  justificada  la  demanda,  y  el  único  punto  á  resolver  es 
el  relativo  á  la  contrademanda. 

9f  Que  no  está  jnstiicado  que  el  oíaiguínista  tobiesf  por 
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m  impericia  causado  el  varamiento  de  la  goleta,  pnes  solo 
exsiste  á  esle  respecto  el  juicio  formado  por  el  vaquetoo, 
el  cocinero  y  el  despensero  del  buque  que  lo  atribuyen  á 
la  falta  de  carbón,  y  como  todo  juicio  ú  opinión  no  poede 
revestir  el  carácter  de  verdad  indudable,  tanto  mas  cuanto 
que  el  hecbo  de  ser  cocinero  y  despensero  de  un  buque 
no  es  bastante  para  habilitar  á  formar  juicios  competentes 
sobre  puntos  concernientes  á  la  navegación,  sobre  todo  cuando 
no  dicen  que  el  remolcador  parase  su  marcha,  á  todo  lo  cual 
se  agrega  que  dicha  opinión  está  contradicha  por  las  de- 
claraciones dadas  de  los  foguistas,  los  que  á  f •  61  y  65  dicen: 
uno,  que  el  varamiento  proviene  de  haberse  roto  los  cables 
de  la  goleta  á  consecuencia  de  haber  chocado  con  un  ár* 
bol,  y  el  otro  declara  á  cerca  de  la  verdad  de  dicho  choque, 
agregando  que  el  vapor  continuaba  su  marcha,  todo  lo  cual 
seria  una  prueba  de  que  la  varadura  provino  de  otras  causas 
que  las  determinadas  por  el  capitán,  sin  que  se  oponga 
á  estas  conclusiones  el  hecho  de  ser  los  foguistas  acreedores 
del  maquinista  por  sus  sueldos,  pues  si  estas  circunstancias 
hacen  tachables  sus  declaraciones,  también  lo  son  las  del 
cocinero  y  despensero  del  vapor  como  dependientes  ó  em- 
pleados á  sueldo  del  capitán. 

3^  Que  por  consecuencia  el  capitán  no  ha  probado  como 
probar  debió  la  reconvención,  debiendo  por  tanto  ser  ella 
desechada. 

io  Que  estando  reconocida  la  cuenta  por  sueldos,  debe  ser 
ella  abonada  con  los  intereses  corrientes  á  contar  desdo  la 
mora.  (arts.  il81  y  213,  Cod.  Com.) 

Por  estos  fundamentos  falló,   condenando    á  D.  Rodrigo 

Cario   da  Cámara,  capitán  del  vapor  cAndarahí»  á  pagar  á 

D.   Juan  Tallón  la  cantidad   de  384   pesos   noventa  y  dos 

centavos  fuertes  con  los  intereses  de  Banco  y  las   costas. 

Repónganse  los  sellos. 

Manuel  Zavaleía. 

Apeló  da  Cámara  .y  concedido  el  recuso  libremente  esfure- 
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sando  agravios  dijo :  que  Tallón  babia  admitido  tácitameute 
los  cargos  en  que  se  fundaba  la  contrademanda,  no  ha- 
biéndolos rechazado  en  su  escrito  de  contestación;  que 
ademas  de  esta  implícita  confesión,  los  referidos  cargos 
estaban  plenamente  comprobados  por  las  declaraciones  de 
los  testigos ;  que  no  debía  ser  condenado  en  costas  habiendo 
probado  por  lo  menoi^que  Tallón  faltó  á  sus  deberes. 

Conferido  traslado  y  evacuado  por  Tallón,  se  dictó  el 
siguiente : 

Fallo  4e  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Marzo  15  de  1870. 

Vistos  y  considerando :  que  no  habiendo  el  capitán  Cámara 
lomado  para  el  servicio  del  vapor  mas  de  un  maquinista, 
no  puede  hacerle  cargos  por  haberse  dormido  ó  por  otro 
descuido  inevitable  en  una  pt*rsona  á  la  que  se  le  obliga  á 
trabajar  en  todas  las  horas  del  día  y  de  la  noche ;  ni  por 
haberse  equivocado  en  el  Rosario  sobre  la  cantidad  de  carbón 
que  se  necesitaba  para  llegar  al  Tigre,  dependiendo  de  acci- 
dentes ordinarios  en  la  navegación  el  retardo  de  esta;  lo 
que  debió  decidir  al  capitán  á  proveerse  de  mayor  cantidad 
en  previsión  de  esas  eventualidades^  no  limitando  su  provi- 
sión á  la  cantidad  absolutamente  indispensable  para  un  viaje 
sin  inconvenientes;  por  estos  y  por  sus  fundamentos,  se 
confirma,  con  costas,  el  auto  apelado  de  foja  ciento  trece,  y 
satisfechas  y  respuestos  los  sellos,  devuélvase. 

Francisco  de  las  Carreras — Salva- 
dor María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos.—  Benito  Carrasco. 


T.  vui.  31. 
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CAVftA  Kxai. 


El  Fisco  Nacianalj  emtm  D.  Mariano  Orma^  par  indem^ 

nitacion  de  daños  y  perjuicios. 


Sumario.  —  i^  La  rescisioo  pura  y  simple  de  un  contrito, 
sin  estipularse  espresamente  la  renuncia  á  los  derechos  adqui- 
ridos por  una  de  las  partes  antes  de  la  rescisión,  no  importa 
la  anulación  de  estos,  sino  solo  la  de  las  obligaciones  futu* 
ras. 

2p  Las  convenciones  no  tienen  efecto  retroactivo,  cuando 
no  se  les  ha  dado  espresamente. 


Caso.  ^-  Don  Mariano  Orma  celebró  con  el  Gobierno  Nacio- 
nal un  contrato  para  suministrar  provisiones  á  una  parte  de 
la  guarnición  de  la  frontera.  Se  convino  en  el  contrato  en 
que  Orma  debiera  abonar  en  caso  de  no  cumplimiento  la 
diferencia  en  el  mayor  precio  que  los  jefes  de  frontera  tuvieran 
que  pagar  para  suplirse  de  las  raciones  no  entregadas.  El 
contrato  debia  firmarse  por  el  fiador  aceptado  por  el  gobierno 
y  su  ejecución  debia  empezar  eM<^  de  Junio  de  1865.  Orma 
no  cumplió  con  él  y  después  de  algún  tiempo  pidió  al  go- 
bierno que,  resistiéndose  el  fiador  á  firmar  el  coniraio,  se 
declarara  este  rescindido.  El  gobierno  consintió  en  su  peti- 
ción y  el  ministro  de  la  guerra,  habiendo  ordenado  á  la  con- 
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tadaría  la  liquidación  del  cargo  resultante  contra  Onnai  pasó 
al  Juez  de  Sección  la  cuenta  de  esta  por  la  que  Orma 
adeudaba  ^\  gobierno  la  suma  de  228,406  $  23  cts.  por  la 

diferencia  del  mayor  precio  pagado  por  las  raciones  que  hablan 
tenido  que  comprarse» 

Dádose  vista  al  fiscal^  este  demandó  á  Orma  por  la  referida 
suma,  reservándose  las  acciones  contra  el  flador. 

Conferido  traslado  contestó  Orma  que  debia  rechazarse  la 
demanda ;  l^'  porque  el  contrato  no  podia  decirse  perfecciona- 
do sin  la  firma  del  fiador  que  en  esta  clase  de  contratos  es 
esencial ;  2^  porque  el  contrato  habia  sido  rescindido  por  el 
gobierno  antes  de  tener  principio  de  ejecución  y  sin  reservar- 
se derecho  alguno. 


WmHüm  del  Jues  Secelonal. 


Buenos  Aires,  Diciembre  6  de  1869. 

Y  vistos :  estos  autos  seguidos  por  el  procurador  fiscal  como 
demandante  contra  D.  Mariano  Orma,  cobrando  cantidad  de 
pesos  procedentes  de  la  diferencia  de  precios  á  que  ha  tenido 
que  pagar  el  gobierno  las  provisiones  de  los  indios  amigos 
de  la  frontera  Sud,á  los  que  estaba  obligado  á  proveer  el 
demandado  en  virtud  de  su  contrato  de  Abril  28  del  65;  y 
resultando  de  ellos  que  por  el  decreto  de  la  fecha  arriba  es* 
presada  fueron  aceptadas  las  propuestas  de  Don  Mariano  Orma 
en  las  que  se  espresan  en  el  art.  ?<>  que  será  á  cargo  del 
proveedor  las  diferencias  que  tuviese  que  pagar  el  gobierno  por 
falta  en  la  provisión  ó  por  mala  calidad  de  los  artículos  ofre- 
cidos :  20  que  por  el  decreto  de  Setiembre  9  del  mismo  año 
se  dio  por  rescindido  el  contrato  anterior  por  haberse  negado 
á  firmar  el  fiador  ofrecido  y  la  solicitud  del  mismo  Orma ;  8^ 
que  en  les  meses  trascurridos  entre  el  contrato  y  su  rescisión 
no  habiéndose  presentado  Orma  á  cumplir  sil  contrato  se  pro*-- 
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veyó  por  el  gobierno  con  las  diferencias  que  aparecen  de  la 
cuenta  de  f.;  y  considerando  que  no  habiendo  tenido  principio 
de  oji^cucion  el  contrato  arriba  espresado  ha  podido  rescin- 
dirse por  el  mutuo  discenso  de  los  contratantes  no  habiendo 
en  tal  caso  lugar  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios, 
ni  en  virtud  de  falta  de  cumplimiento  por  parte  de  Orma  ai 
por  la  causa  penal  de  so  contrato  por  cuanto  el  efecto  del 
mutuo  discenso  es  el  de  resolver  los  contratos  como  sino  hu- 
biesen tenido  lugar  nunca;  y  2°,  que  según  aparece  de  los  do- 
cumentos agregados  en  cdpia  á  f.v  el  gobierno  consintió  volun- 
tariamente y  á  solicitud  de  Orma  en  la  rescisión  del  contrato, 
por  estos  fundamentos  absuelvo  á  Don  Mariano  Orma  de  la 
demanda  promovida  contra  61  por  el  procurador  fiscal  y  hágase 
saber  reponiéndose  los  sellos. 

Andrü  Ugarriza. 


Apelada  esta  sentencia  y  concedido  el  recurso  libremente, 
el  Señor  Procurador  general  espresando  agravios  dijo :  que  el 
gobierno  habia  aceptado  la  propuesta  hecha  por  Orma,  y  que 
por  su  falta  de  cumplimiento  con  la  obligación  habia  resoludo 
al  gobierno  el  perjuicio  representado  por  la  suma  demandada ; 
que  la  obligación  de  Orma  duró  hasta  la  rescisión  del  contrato, 
no  pudiendo  el  gobierno  llamar,  antes  de  ella,  á  nuevas  pro* 
puestas ;  que  el  error  de  la  sentencia  estaba  en  haber  consi- 
derado la  rescisión  como  una  revocación  retroactiva;  que  el 
gobierno  habia  rescindido  el  contrato  sin  renunciar  á  los  de- 
rechos que  ya  tenia  adquiridos;  que  nada  importaba  la  falta 
de  la  firma  del  fiador ;  que  el  fiador  habia  ya  aceptado  verbal* 
mente,  y  el  contrato  no  tenia  necesidad  de  escritura. 

Conferido  traslado  contestó  Orma  que  se  rescindió  el  con- 
trato por  mutuo  consentimiento  antes  que  fuera  firmado ;  que 
por  consiguiente  se  habiau  estinguído  sus  obligaciones;  que 
la  rescisión  importa  anulación,  y  anuladas  las  obligaciones, 
l08  contratantes  quedan  desligados  del  vinculo  que  los  une. 
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Fallo  de  to  Suprenm  €)opte. 


Buenos  Aires^  Marzo  15  de  1870. 

Vistos  y  considerando  :  Primero^  que  el  contrato  celebrado 
por  Don  Mariano  Orma  con  el  Gobierno  Nacional  para  au* 
ministrar  provisiones  á  una  parte  de  la  guarnición  de  la  fron- 
tera^ y  corre  testimoniado  á  foja  ocho,  era  plenamente  obli- 
gatorio para  él,  que  lo  aceptó  y  lo  firmó,  adquiriendo  por  su 
medio  la  preferencia  sobre  los  otros  postores  al  remate,  y 
privando  al  gobierno  del  derecho  de  procurar  el  abasto  de  esa 
fuerza  por  otro  contrato  que  le  proporcionara  igual  ventaja  : 
Segundo^  que  la  obligación  de  Orma  empezó  á  hacerse  exi- 
gible  el  primero  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cinco, 
bajo  la  pena  estipulada  espresamente  en  el  mismo  contrato, 
de  abonar  el  contratista  en  caso  de  no  cumplimiento,  la 
diferencia  en  el  mayor  precio  que  los  Géfes  de  frontera  tu- 
vieran que  pagar  para  suplirse  de  las  raciones  que  no  les 
fueran  entregadas,  ó  que  no  fueran  de  la  calidad  convenida : 
Tercero^  que  por  consiguiente  la  no  ejecución  del  contrato 
por  parte  de  Orma,  no  podia  producir  otro  efecto  que  el  de 
obligarlo  á  la  indemnización,  y  no  es  una  razón  para  consi- 
derarlo desligado  de  responder  de  las  consecuencias  de  so 
falta:  Cuarto,  que  cuando  en  Setiembre  del  mismo  año,  el 
Gobierno  Nacional  consintió  en  la  rescisión  pedida  por  Orma, 
que  alegaba  la  imposibilidad  en  que  se  hallaba  para  cumplir 
su  compromiso,  el  derecho  á  los  perjuicios  que  se  detallan 
en  el  informe  de  la  Contaduría  General,  se  habia  adquirido 
por  el  Estado,  y  no  podia  perderlo,  sino  por  una  renuncia  ó 
condonación  que  en  favor  de  Orma  se  hiciera  por  la  autoridad 
competente :  Quinto,  que  prescindiendo  de  la  declaración  so- 
bre si  el  Poder  Ejecutivo  puede  renunciar  ó  condonar  los  de- 
rechos fiscales,  el  hecho  es  que  su  consentimiento  en  la 
rescisión  simple  del   contrato  no  importa  otra  cosa  que  la 
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anulación  de  las  obligaciooes  futnras,  pues  las  conTenciones 
no  lienen  efecto  retroactivo,  cuando  no  se  les  ha  dado  espre- 
samente  dejando  subsistentes  los  derechos  adquiridos,  y  oo 
mencionados  en  el  decreto  aceptando  la  rescisión;  por  estos 
fundamentos,  y  con  arreglo  á  las  leyes  treinta  y  cuatro  y  treinta 
y  cinco,  titulo  once,  partida  quinta,  se  revoca  el  auto  apelado  de 
foja  veinte  y  cuatro,  y  se  declara  que  el  demandado  Don  Mariano 
Orma,  debe  pagar  al  Gobierno  Nacional  en  el  término  de  diei 
días,  la  cantidad  de  doscientos  veinte  y  ocho  mil  cuatrocientos 
seis  pesos  veinte  y  tres  céntimos  moneda  corriente  de  esta 
Provincia,  que  le  cobra  el  Ministerio  Fiscal,  devolviéndose 
satisfechas  que  sean  las  costas  y  repuestos  les  sellos. 

Frarcisgo  de  las  Carreras. — Salva- 
dor M.  Carril.— Francisco  Delga* 
do.  —  José  Barros  Pazos. — Bekito 
Carrasco. 


■I    •!<> 
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CAVftA     %xní. 


D.  J.  W.  Fuchs  capitán  del  buque  alemán  c6ermanta>  con 
ira  los  Señores  Kainack  y  Ca. ,  sobre  pago  de  estadios. 


Sumario.  — i^  No  se  deben  las  estadías  cuando  los  dias 
de  demora  por  los  qae  se  piden  han  sido  cansados  por  la 
omisión  del  capitán  del  buque,  no  entregando  la  carga  á  los 
lanchas  mandadas  para  la  descarga. 

^  Las  costas  causadas  por  autos  impertinentes  á  la  cues* 
tion  han  de  ser  á  cai^o  del  juez  que  los  dictó. 


Caso. — Don  Fernando  Nagel  fletó  el  buque  alemán  cGer- 
mania »  para  un  viage  de  Hamburgo  á  Montevideo  ó  Buenos 
Aires  y  eventualmente  al  Rosario. 

Entre  las  varias  convenciones  establecidas  en  el  flete  se 
convino,  respecto  á  la  descaí^,  que  esta  debia  hacerse  en 
30  dias  útiles,  comenzando  del  dia  en  que  manifestara  el  ca 
pilan  estar  pronto  á  la  descarga,  y  que,  demorándose  mas, 
se  pagarían  4  libras  esterlinas  por  cada  dia  de  demora. 

D.  J.  W.  Fuchs  capitán  del  buque  demandó  á  los  Seño- 
res Kainack  y  C'.  consignatarios,  por  el  pago  de  52  libras 
esterlinas,  intereses  y  costas,  por  haber  estos  incurrido  en 
13  dias  de  estadías. 

Conferido  traslado  contestaron  los  demandados  que  el  bu- 
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que  habia  dado  so  entrada  en  la  aduana  el  7  de  Diciembre 
de  1869;  que  los  días  úiiles  empezaron  á  correr  el  día  9 
por  ser  festivo  el  8;  que  la  descarga  se  concluyó  el  3  de 
Febrero  de  1869;  que  según  el  certificado  que  acompaña- 
ban de  la  capitanía  del  puerto,  desde  el  8  Diciembre  de  1868 
al  3  de  Febrero  de  1869,  habia  habido  37  dias  útiles;  que 
la  demora  de  estos  siete  dias  fué  por  culpa  del  capitán;  que 
por  consiguiente  debia  rechazarse  su  demanda. 

Rectificada  por  el  capitán  la  demanda  limitándola  á  11 
dias  de  estadías,  y  abierta  la  causa  á  prueba^  se  presentó 
esta  por  la  sola  parte  de  los  demandados  con  la  declaración 
de  dos  testigos^  quienes  afirmaron  que  el  capitán  en  varias 
ocasiones  habia  hecho  volver  las  lanchas  ó  vacías  ó  carga- 
das por  mitad,  y  que  por  eso  la  descarga  se  hizo  en  mas 
tiempo  del  necesario. 

Fall9    del  Jívez  Seccional. 

Buenos  Aires,  Febrero  14  de  1873. 

Vistos  estos  autos  seguidos  entre  el  capitán  Fuchs  del  bu- 
que €  Germania  >  y  los  SS.  Kainack  y  G^.  por  cobro  de  so- 
breestadías  y  resultando  : 

1"  Que  es  efectivo  que  la  descarga  del  buque  se  ha  efec- 
tuado en  mas  tiempo  que  el  acordado  en  la  póliza  de  fleta- 
mento, 

2^  Que  está  igualmente  probado  por  las  declaraciones  de 
f  31  á  33,  que  el  capitán  hacia  volver  las  lanchas  de  vacío 
ó  cargadas  solo  hasta  la  mitad,  y  por  consecuencia  que  él 
ha  producido  la  demora,  sin  que  esté  constatado  que  hubie- 
re omisión  por  parte  de  los  cargadores. 

Y  considerando:  —  1®  Que  es  un  principio  umversalmen- 
te admitido  que  el  autor  del  daño  es  quien  debe  indemni- 
zarlo, y  que  cada  uno  debe  imputarse  á  sí  mismo  las  con- 
secuencias de  su  propia  ialia,  principio  que  encuentra  su 
aplicación  natural   en   este   caso    respecto   del    demandante. 
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puesto  que  no  cumplió  el  deber  que  tenia  de  entregar  car- 
ga á  las  lanchas  encargadas  de  verificar  la  descarga,  y  por 
consecuencia  él  es  responsable  de  la  demora  que  bubiere 
sufrido  su  buque  y  él  solo  debe  sufrirla. 

i^  Que  sin  embargo  no  está  probado  que  procediese  de 
mala  íé  al  entablar  esta  demanda,  pues  no  consta  que  todos 
los  dias  de  demora  hubieren  sido  causados  esclusivamentc 
por  él. 

3^  Que  el  auto  de  7  de  Octubre  último  es  de  todo  pun- 
to impertinente  á  la  cuestión  sub  judice,  y  figura  en  estos 
autos  sin  duda  por  una  confusión,  puesto  que  no  habiendo 
el  demandado  deducido  reconvención  contra  el  demandante, 
nada  tenia  que  probarse  con  la  exhibibion  del  conocimiento, 
y  los  costos  han  sido  en  parte  causados  sin  razón.  - 

Por  estos  fundamentos  —  fallo  absolviendo  á  los  SS.  Kai- 
nack  y  G^.  de  la  demanda  interpuesta  por  el  capitán  del 
buque  cGermania»  sin  costas,  y  con  declaración  de  que  las 
costas  de  f.  43,  46  vuelta  y  47  son  á  cargo  del  juez  in- 
frascripto.— Repónganse  los  sellos. 

Manuel  Zavaleta. 

Fucbs  apeló  contra  esta  sentencia  diciendo;  que  el  hecho 
de  no  haber  entregado  la  carga  á  los  lanchero?  no  estaba 
bien  probado ;  que  no  estaba  probado  si  este  hecho  hubie- 
se ienido  lugar  por  culpa  de  él  ó  de  los  lancheros;  que  la 
misma  sentencia  dice  no  estar  probado  que  tpdos  los  dias 
de  demora  hubiesen  sido  causados  por  él. 

Fallo  de  Im  Suprema  Carie. 

Buenos  Aires,  Marzo  17  de  4870. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado 

de   foja  sesenta  y  nueve,  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos 

los     sellos,    devuélvanse. 

FkajScisco  de  las  Carreras — Salvador  Ma- 
ría del  Carril  —  Francisco  Delgado- 
José  Barros  Pazos — Benito  Carrasco. 
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CAUSA  KKT. 


Don  Salvador  Carbó  y  D.   Ezequíel  N.  Paz^  sobre 
cumplimiento  de  un  contrato  y  cobro  de  pesos. 


Sumario. — l^'  En  ud  contrato  sobre  venta  de  pasto  en- 
fardelado, el  comprador  tiene  el  derecho  de  hacerlo  recono- 
cer y  desechar  el  que  no  sea  de  la  calidad  convenida. 

2^  No  siendo  de  la  calidad  convenida,  el  comprador  pue- 
de pedir  la  resolución  del  contrato. 

3^^  Si  el  vendedor  no  se  conforma  con  el  rechazo,  debe 
ponerlo  á  disposición  de  la  autoridad  judicial  y  pedir  su  re- 
conocimiento por  peritos. 

i^  No  procediendo  asi  se  presume  que  consiente  en  la 
rescisión. 

5^  Esta  precaución  destruye  los  fundamentos  de  una  re- 
convención por  daños  y  perjuicios. 

6^  El  deudor,  en  los  contratos  de  comercio,  debe  el  in- 
terés corriente  desde  el  dia  de  la  denjanda,  aunque  haya  li- 
tigado de  buena  fe  y  el  demandante  no  justifique  que  la 
mora    ha  ocasionado   perjuicios. 

7^  Aun  cuando  la  Suprema  Corte  viera  ofensa  á  una  de 
las  partes  en  una  sentencia  del  Juez  Seccional,  debería  abs- 
tenerse de  todo  pronunciamiento  tendente  á  repararla. 

8^  Solo  el  Senado  puede  conocer  de  las  faltas  que  co- 
metan los  jueces  en    el  ejercicio  de  sus  funciones. 
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90  Henos  pnede  la  Suprema  Corte  mandar  testar  palabras 
de  las  sentencias  de  los  Jaeces  de  Sección,  las  coales  son 
instrumentos  auténticos  que  deben  conservar  su  integridad. 


Caso.— En  31  de  Marzo  de  1868,  D.  Ezeqniel  N.  Paz, 
argentino,  y  D.  Salvador  Carbd,  estrangero,  celebraron  un 
contrato  por  el  cual  Paz  vendía  á  Carbó  todos  los  fardos  de 
alfalfa  que  construyese  en  sn  barraca,  los  que  ascenderían  á 
mil  mensuales,  prensa  de  caballo,  y  á  400,  prensa  norte -ame* 
ricana,  y  si  mas  hiciera  tendría  Carbó  la  preferencia,  debien- 
do empezar  la  entrega  el  l^  de  Abril  y  concluir  el  31  de 
Mayo. 

El  precio  de  la  alfalfa  era  5  1/2  rs.  boliviano  la  arroba, 
puesta  en  la  ribera,  debiendo  Carbó  hacer  el  pago,  la  mi- 
tad anticipada  y  la  otra  mitad  al  cumplir  con  la  entrega, 
previa  verificación  de  los  recibos. 

Era  obligación  de  Paz,  cuando  hubiese  una  cantidad  de 
fardos  reunidos  avisárselo  á  Carbó  con  tres  dias  de  antici- 
pación para  su  recibo,  previo  reconocimiento  por  un  perito 
nombrado  por  este. 

En  8  de  Junio  .de  1869,  después  de  varias  actuaciones  se- 
goidas  por  Carbó  para  obtener  el  reconocimiento  de  unos 
recibos  y  dos  cartas,  se  presentó  este  ante  el  Juez  Nacio- 
nal de  Santa  Fé  demandando  á  Paz  por  la  cantidad  de  6652 
pesos  bolivianos. 

Fundó  su  demanda  en  una  cuenta  en  que  aparecen  como 
valores  entregados,  38,600  ^  justificados  con  varios  recibos 
suscritos  unos  por  Paz  y  otros  por  sus  dependientes,  desde 
el  28  de  Marzo  de  1868  hasta  el  21  de  Agosto  del  mismo 
año,  y  la  cantidad  de  2100  0  fuertes  de  otro  recibo  en  ca- 
lidad de  préstamo  suscrito  por  el  dependiente  Carlos  Base- 
vi  el  21  de  Marzo  del  mismo  año;  y  como  valores  entre- 
gados^ la  cantidad  de  34,704  25  es.  en  pastos. 

Esplicando  el  exceso  de  pasto  en  la  cantidad  contratada 
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dice  que  en  esa  época  no  pudo  atender  personalmente  sus 
negocios  á  causa  de  desgracias  de  familia,  y  que  su  encar- 
gado  entregó  mas  dinero  que  el  que  correspondia,  circuns* 
tancia  que  aprovechó  Paz  para  pedir  mayor  suma  de  la  que 
debia  percibir,  remitiéndose  por  Paz  y  recibiéndose  por  el 
encargado  de  Carbó  mayor  número  de  fardos  que  los  contra- 
tados. 

Pero  que  llegó  una  época  en  que  el  pasto  subió  de  pre- 
cio, y  sabiendo  Paz  que  Carbó  lo  necesitaba,  se  negó  á  se- 
guir entregándole  sino  al  precio  corriente^  sin  sujeción  al 
contrato  que  ya  había  concluido,  y  que  así  se  convino;  pe- 
ro sin  sujetarse  á   cantidad    determinada. 

Que  como  á  pesar  de  esto,  Paz  quedase  debiendo  la  can- 
tidad de  6,652  ^bol.^  parte  recibida  á  préstamo  y  parte  re- 
cibida de  mas,  Carbó  exigió  su  devolución  con  el  interés  cor- 
respondiente á  lo  que  se  habia  negado  Paz  pretendiendo  se  le 
recibiese  pasto  inservible  que  ya  no  necesitaba  Carbó,  y  es- 
to, no  al  precio  de  plaza  ni  al  del  contrato  primitivo,  sino 
al  precio  mayor  que  se  había  vendido  tres  ó  cuatro  meses 
antes. 

Que  habiendo  rechazado  Paz  las  propuestas  conciliatorias 
que  le  habia  hecho,  lo  demandaba  por  la  cantidad  de  6652 
pesos  bolivianos,  sus  intereses  y  costas. 

Corrido  traslado,  Paz  pidió  se  rechazase  la  demanda  con 
espresa  condenación  en  costas,  y  se  admitiese  la  conlrade- 
manda  que  instauraba  para  que  en  cumplimiento  del  contra- 
to recibiese  Carbó  945  fardos  de  pasto  á  5  1/2  rs.  arroba  que 
faltan  para. completar  los  2800  fardos  que  se  obligó  á  reci- 
bir hasta  el  31  de  Mayo  según  resulta  de  la  cuenta  adjunta 
que  dice  le  pasó  Carbó,  y  que  reciba*  al  mismo  tiempo  en 
fardos  de  pasto  á  6  rs.  arroba  el  saldo  que  le  cobra  y  que 
tenia  á  su  favor  en  Setiembre  18,  para  serle  entregado  á  ese 
precio,  con  mas  los  daños  y  perjuicios  que  dice  haber  su- 
frido: 1^  por  no  haber  querido  r«*cibir  Carbó  los  2,800  far- 
dos hasta  31  de  M:iyo;  2"  por  no  haber  recibido  después  de 
esa  época  ni  los  945  fardos,  complemento  de   lo  estipulado, 
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ni  tampoco  los  fardos  equivalentes  al  saldo  en  Setiembre  18 
del  dioero  recibido  á  cuenta  del  pasto,  cuyos  daños  y  per- 
juicios, lucro  cesante  etc.  estima  en  3,000  pesos  fuertes. 

Que  según  el  contrato  Cirbó  debió  recibir  2,800  fardos 
desde  el  1^  de  Abril  al  31  de  Mayo,  obligación  que  no  cum- 
plió, según  consta  de  la  cuenta  que  él  le  pasó  el  8  de  Ju« 
lio  y  de  la  que  Paz  le  pasó  en  Setiembre  del  mismo  año^ 
la  que  no  habiendo  sido  observada  se  supone  exacta. 

De  esa»  cuentas  resulla  que  del  21  de  Marzo  hasta  !<>  de 
Abril  recibió  Paz  4^050  ^  á  cuenta  de  pasto  á  6  rs.  arroba, 
habiendo  recibido  Carbó  320  fardos,  cuyo  valor  asciende  á 
3329  ^  46  es.,  quedando  un  saldo  á  favor  de  Carbó  de  721 
^  54  es.  que  se  dicen  posados  á  cuenta  del  noevo  con- 
trato. 

Que  durante  el  contrato  primitivo  con  el  saldo  pendiente 
alcanzó  lo  recibido  por  Paz  á  20,721  ^  5i  es.  á  cuya  cuen- 
ta solo  consiguió  le  recibiese  Carbó  en  pasto  el  valor  de 
16,111  ^  34  es. 

De  manera,  dice,  que  el  1»  de  Junio  después  de  termina- 
do el  plazo  del  contrato,  faltaba  recibirme  945  fardos,  y  yo 
tenia  recibido  á  cuenta  ^  4,609  20  es. 

Del  1^  de  Junio  á  Julio  8  recibí  7,300  ^  á  cuenta  de 
pasto  á  entregar  según  convenio  verbal  á  5  1/2  rs.  arroba, 
según  su  cuenta,  y  desde  8  de  Julio  á  18  de  Setiembre  re- 
cibí 10,000  j$f  mas  á  cuenta  de  pasto;  pero  no  ya  á  5  1/2 
rs.  sino  á  6  á  que  babia  subido  el  precio  de  plasa. 

De  manera  que  estas  cantidades  dejaban  un  saldo  en  con- 
tra una  de  6,6i6  $  56  es.  bolivianos  que  debia  entregar  en 
pasto  á  6  rs.  arroba  precio  convenido  según  la  cuenta  de  í. 
45  que  aceptó  Carbó,  demorando  sin  embargo  el  recibo  de 
600  lardos,  no  obstante  mis  instancias  porque  los  recibiese, 
porque  cada  dia  mermaban  considerablemente  de  peso. 

Que  desesperando  que  Carbó  recibiese  los  fardos  deposi- 
tados, y  cuando  este  le  hizo  saber  que  habia  celebrado  ud 
contrato  para  proveerse  de  alfalfa  nueva,  resolvió  también 
enfardelar  alfalüi  nueva,  y  el  13  de  Noviembre  vendió  los  600 
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fardos  á  5  rs.  arroba  para  eatregarlos  á  mayor  precio  en  el 
Paraguay,  lo  que  prueba  que  el  pasto  no  era  malo,  deste 
que  él  lo  recibió  por  otra  mano  y  en  otro  local  á  mayor 
precio. 

Hace  notar  que  en  el  tiempo  que  han  estado  depositados 
los  fardos  han  bajado  de  4  arrobas  de  peso  cada  uno  que 
con  el  alquiler  de  barraca  cobrado  según  tarifa,  los  600 
fardos  le  han  dado  una  pérdida  de  2,475  ^. 

Pasando  á  contestar  la  demanda  de  Carbó  dice  que  no 
ha  recibido  como  préstamo  los  2,100  ^  fuertes  del  recibo 
otorgado  por  el  dependiente  Baseví :  i^  porque  no  mandd 
pedir  tal  cantidad  con  tal  condición,  puesto  que  Carbó  te- 
nia que  entregarle  anticipado  el  valor  de  los  320  fardos  re- 
cibidos del  27  de  Marzo  al  5  de  Abril ;  2^  porque  ningnn 
dependiente  suyo  ha  tenido  nunca  autorización  para  firmar 
vales  por  cantidades  á  préstamo,  y  á  Baseví,  siempre  le  da- 
ba por  escrito  la  autorización,  cuando  firmaba  vales,  letras 
ó  recibos. 

Respecto  al  dinero  que  se  dice  entregado  en  ausencia  de 
Carbó,  contesta  que  Carbó  jamás  ha  tenido  tal  encargado 
sino  unos  ocho  dias  que  su  hermano  estuvo  en  el  escrito- 
rio, y  el  decir  que  por  descuido  se  le  daba  dinero  y  en 
cantidad  de  21,900  ^,  es  un  cuento  increible  en  el  Rosa* 
rio  donde  un  peso  vale  dos. 

Que  en  el  mismo  escrito  contrario  se  encuentra  una  de- 
claración de  que  los  21,900  ^  recibidos  después  de  vencido 
el  contrato,  lo  fueron  á  cuenta  de  pasto  y  á  precio  corrien- 
te que  era  no  solo  de  6  rs.  que  cobra,  sino  de  un  peso  y 
doce  reales. 

Que  es  verdad  que  no  se  señaló  cantidad  de  fardos  por* 
que  no  se  sabia  el  peso  que  tendrían,  pero  que  todo  el 
mundo  sabe  que  cuando  se  dá  dinero  á  cuenta  de  frutos  ó 
mercaderias,  y  no  se  estipula  precio  ni  cantidad,  está  el 
comprador  obligado  á  recibir  al  precio  corriente,  y  en  can- 
tidad bastante  ó  cbancelar  el  dinero  recibido,  con  la  cir- 
constancia  de  que  sí  no  ha  querido  recibirlas  y  no  ha  fl-> 
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jado  tdrmmo  para  la  entrega,  tiene  que  esperar  á  que  haya 
en  plaza  el  artículo  comprado  para  exijir  al  vendedor  la  en- 
trega. 

Corrido  traslado  de  la  reconvención,  D.  Gregorio  García 
y  Reyna  por  Garbo  dijo  que  siendo  falsos  los  hechos  en  que 
ella  se  funda,  debia  rechazarla  el  Juzgado. 

Que  por  la  premura  del  tiempo  no  puede  contestar  es* 
tensamente  el  escrito,  limitándose  á  decir: 

1^  Que  la  nota  exhibida  por  Paz  como  original  pasada 
por  Garbo  es  una  simple  copia  de  la  nota  que  el  mismo 
Paz  le  pasd  del  pasto  que  le  habia  entregado,  como  se  prue- 
ba, dice,  por  su  mismo  encabezamiento,  y  por  la  palabra  có* 
pía  que  lleva  arriba,  y  además  por  el  verdadero  original  de 
ella  que  ahora  presenta  de  puño  y  letra  del  dependiente 
Basevi. 

2^  Que  no  puede  decirse  que  Garbo  no  ha  recibido  los 
2,800  fardos  de  pasto  á  que  se  reíiere  el  contrato  porque 
de  los  mismos  papeles  y  cuentas  de  Paz,  resulta  que  ha  re- 
cibido mas  de  3,500  fardos.  Que  lo  que  hay  de  verdad  á 
este  respecto  es  que  Paz  no  tuvo  pasto  bueno  para  entre- 
gar la  cantidad  convenida  dentro  del  plazo,  y  que  Garbo  por 
deferencia  le  siguió  recibiendo  fuera  del  plazo,  y  siempre  le 
ha  pagado  adelantado. 

En  seguida  se  puso  la  causa  á  prueba,  y  con  la  produci- 
da por  las  partes  se  dictd  este : 


W9M0  del  Jíues  de  Seeeten. 


Rosario,  Octubre  6  de  1869. 

Y  vistos:  resultando  de  estos  autos:  i^  Que  en  31  de 
Marzo  del  año  ppdo.  se  celebró  entre  las  parles  un  contra- 
to de  compra  de  pasto  en  cantidad  de  2,800  fardos  que  de»- 
bia  entregarse  hasta  el  11  de  Mayo,  esto  es,  1,400  mensui- 
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les,  al  precio  de  cinco  y  medio  reales  arroba,  anticipándo- 
se la  n)itad  del  precio  en  cada  entrega :  —  2^  Qne  la  eje- 
cución de  este  contrato  terminó  en  dos  de  Julio,  sin  que 
hubiesen  surgido  desinteligencia,  ó  reclamo  de  las  partes, 
por  falta  de  cumplimiento  á  alguna  de  sus  cláusulas; — 3^ 
Que  en  8  de  Julio  se  pasó  por  el  vendedor  una  cuenta  cor- 
riente de  esta  negociación,  con  un  saldo  á  favor  del  com- 
prador de  2,867  ^  fts.  17  centavos,  y  se  devolvió  al  ven- 
dedor copia  de  la  misma,,  sin  otra  observación  que  la  re- 
lativa á  un  cambio  que  importaba  6  ^  fts.  25  centavos;  — 
A^  Que  con  fecha  trece  del  mismo  Julio^  se  celebró  un 
convenio  verbal,  por  el  que  debia  entregarse  de  nuevo  una 
cantidad  indeterminada  de  pasto;  no  ya  al  precio  de  5  i/2 
reales,  sino  de  6  por  arroba,  recibiendo  el  vendedor  el  di^ 
catorce,  la  cantidad  de  2,500  ^  plata,  como  ariticipacion  del 
pasto  comprado  por  el  nuevo  convenio,  y  así  sucesivamente, 
hasta  que  en  diez  y  siete  de  Agosto  se  hizo  saber  at  ven- 
dedor que  no  se  le  recibiría  ya  mas  pasto; — 59  Que  pa- 
sados cuatro  dias  y  no  obstante  esa  notiBcacion  se  pidió  por 
el  vendedor  y  fué  entregado  por  el  comprador,  la  suma  de 
2,500  ^  plata,  que  con  las  cantidades  ya  recibidas  por  él 
mismo,  bacian  la  de  10,000  ^  bol.,  formando  asi  el  saldo 
del  nuevo  convenio  con  el  del  anterior,  la  suma  de  6646  ff 
56  centavos  á  favor  del  comprador  D.  Salvador  Carbó;  —  6<^ 
Que  en  su  demanda  pide  este  le  «tea  entregada  en  plata  la 
referida  cantidad,  como  dinero  de  mas  ó  exceso  en  la  entrega 
del  precio  estipulado  en  ambos  contratos,  sosteniéndose  por 
el  vendedor,  que  debe  serle  recibida  en  pasto,  y  al  precio 
de  6  rls.  que  era  el  estipulado  en  el  último  convenio;  fun- 
dándose en  que,  en  los  recibos  parciales  de  esas  sumas, 
otorgados  por  su  dependiente,  con  bastante  autorización,  y 
aceptados  por  Carbó,  consta  que  fueron  recibidos  por  cuen- 
ta de  pasto  á  entregar,  como  se  vé  de  autos;  —  7^  Que  no 
es  este  el  único  punto  á  resolver  en  la  causa,  pues  que 
existiendo  á  f.  25  de  los  autos  un  recibo  por  valor  de  2100 
$  fts.,  otorgado  por  un  dependiente  de  la  casa  de  Paz,  no 
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por  cuenta  de  pasto  á  entre^^ar,  aino  en  calidad  de  presta^ 
mo,  y  que  vá  incluido  en  aquel  saldo,  se  pide  por  Carbó 
que  le  sea  esa  suma  devuelta  en  plata,  con  sus  intereses 
correspondientes;  —  8^  Que  se  pide  igualmente  por  la  parte 
de  Garbo  que  el  saldo  á  su  favor  en  ia  cuenta  de  8  de  Ju* 
lio,  perteneciente  á  la  primera  negociación,  y  que  importa 
2^867  j^  fts.  17  centavos,  le  sea  devuelto  en  dinero  efectivo, 
en  razón  de  que^  sin  su  consentimiento,  no  pudo  ni  debió 
pasar  á  cuenta  de  una  segunda  negociación  de  pasto,  que 
solo  se  inició  en  trece  del  mismo  Julio  y  dio  lugar  á  la  pri- 
mera anticipación  de  dinero  con  fecha  catorce,  esto  es,  al 
dia  siguiente; —  9^  y  último:  Que  el  demandante  pide  la 
devolución  del  dinero  entregado  con  sus  intereses  y  el  de- 
mandado el  pago  de  perjuicios,  en  razón  de  no  habérsele 
recibido  en  pasto  la  ya  enunciado  cantidad  de  6,646  fi  íts. 
56  centavos. 

Y  considerando:  —  1»  Que  el  dinero  entregado  por  cuen- 
ta de  una  especie,  debe  ser '  devuelto  en  esta  y  al  precio  es- 
tipulado en  el  convenio,  sea  escrito  ó  verbal,  pues  desde  la 
celebración  de  este  queda  el  contrato  de  compraventa  per- 
feccionado, aun  que  no  se  haya  entregado  la  cosa,  ni  pa** 
gado  el  precio. — Art.  514  del  Código  Comercial. 

2^  Que  el  uso  y  práctica  en  el  comercio,  es  que,  toda 
anticipación  á  cuenta  de  un  artículo,  cuando  no  hay  otro 
limite  en  cantidad  y  tiempo,  se  entiende  llegar  hasta  donde 
llega  el  valor  anticipado  en  dinero;  pues  de  lo  contrario 
quedarla  el  contrato  de  compraventa  librado  á  las  even- 
tualidades de  la  alza  y  baja  de  precio  y  á  los  perjuicios 
eonsigttientes  á  las  partes^  faltando  así  una  baso  y  regla  ñ- 
ía  para  las  transacciones  contra  lo  dispuesto  en  el  art.  296 
inciso  6^^  que  regla  la  interpretación  de  las  convenciones. 

3<*  Que  la  prueba  del  contrato  y  su  límite  para  el  con- 
venio verbal  están  en  los  recibos  estendidos  por  los  depen- 
dientes de  Paz,  que  corren  de  f.  21  á  24^  y  en  que  se  es- 
presa, que  el  dinero  recibido  es  á  cuenta  de  pasta  á  entre-' 
gar ;  no  apareden4o  en  autos,  ni  comprobidose  de  modo  ak 
T.  viu.  32. 


474       FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

gUDo  que  hubiese  determinado  cantidad,  ni  plazo,  en  la  re- 
ferida negociación,  siendo  por  otra  parle  yerosímil,  que  en 
cuanto  á  las  anticipaciones  de  dinero,  se  requiere  la  regla 
del  contrato  escritc^ ;  esto  es,  i|ue  se  anticipase  la  mitad  del 
precio  de  cada  entrega. 

Considerando  respecto  de  la  suma  de  2^100  fuertes  en- 
tregados por  Carbó  á  Baseví:  —  l^  Que  aunque  como  de- 
pendiente de  Paz,  pidió  á  nombre  de  este  y  estendiendo  el 
recibo  de  aquella  cantidad,  en  calidad  de  préstamo;  sin  em- 
bargo, declara  Paz  á  f.  101,  que  solo  estaba  autorizado  por 
él  para  recibir  dinero  á  cuenta  de  la  negociación  de  pasto: 

—  2^  Que  la  obligación  á  cargo  de  Paz  de  devolver  en  me- 
tálico la  referida  cantidad,  como  préstam4>j  ha  sido  negada 
por  este,  y  debiera  serle  suficientemente  probada  por  quien 
la  afirma,  lo  que  no  aparece  suficientemente  esclarecido  en 
autos,  —  3^^  Que  falta  en  ellos  la  prueba  legal  de  la  auto- 
rización dada  al  mencionado  Baseví,  aunque  aparescan  vehe- 
mentes presunciones  del  préstamo,  en  la  calidad  del  depen- 
diente que  lo  pide,  cde  no  recordar  si  Paz  al  autorizarlo 
usó  de  esa  palabra  ú  otra » ;  en  el  hecho  de  estar  autorizado 
para  pedir  dinero  y  estender  recibos  á  cuenta  y  á  la  circuns- 
tancia de  haberse  pedido  ese  dinero  en  la  forma  de  présta- 
mo, como  condición  requerida  por  el  prestamista  y  en  di- 
fíciles momentos  para  la  casa  de  Paz,  en  cuyo  nombre 
obraba  Basevi,  en  el  hecho  de  ser  utilizado  por  esta  antes  de 
que  se  celebrase  el  contrato  de  31  <?e  Mareo,  ni  otro  algu- 
na entre  las  partes  litigantes; — y  finalmente,  en  el  apoyo 
que  presta  á  esas  presunciones  la  doctrina  del  art.  332,  inc. 
^^  del  Código  de  Comercio,  estableciendo  qw  la  gestión  de 
un  negocio  comercial  ignorátidolo  el  dtienOy  obliga  á  este^ 
cuando  lo  hubiere  aprobado  ó  resultare  una  utilidad  evidente. 

—  4^  Que  el  valor  legal  de  esas  presunciones  y  la  doctri- 
na que  fluye  del  art.  citado,  ceden,  sin  embargo,  en  el  cri- 
terio judicial,  ante  la  falta  de  una  prueba  bastante  á  cons- 
tatar la  autorización  espresa  que  hubiese  dado  Paz  á  su  de- 
pendiente, para  pedir  á  Carbó  ni  otro  alguno  en  esta  plaza 
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dinero  en  calidad  de  préstamo;  á  la  que  se  agrega,  que, 
aun  suponiendo  esta,  y  el  evidente  provecho  que  se  sacó  de 
él,  Carbó  retuvo  la  cuenta  corriente  que  le  pasó  Paz  y  en 
que  incluía  esa  suma,  formando  con  ella  un  saldo  por  di- 
nero dado  á  cuenta  de  la  negociación  de  pasto;  lo  que  no 
rectificó  Carbó,  devolviendo  observada  la  cuenta  en  esa  par- 
te, en  la  forma  y  tiempo  que  lo  establece  el  art.  86  del 

Código  de  Comercio,  para  que  tales  reclamos  surtan  en  las 
operaciones  mercantiles  sus  efectos  legales. 

Y  considerando:  —  1^  Que  el  saldo  de  la  cuenta  de  8  de 
Julio  á  favor  de  Ca^bó,  pioveniente  de  una  negociación  con- 
cluida, constituyó  en  este  el  perfecto  derecho  de  reclamarlo 
y  de  que  le  fuese  devuelta  en  dinero  y  no  en  especie:  — 
2^  Que  aunque  afirma  Paz  que  ese  saldo  pasó  en  cuenta 
del  nuevo  convenio  de  13  de  Julio,  esto  no  está  probado 
en  autos,  pues  Carbó  niega  haber  recibido  la  cuenta  de  18 
de  Setiembre  que  dice  Paz  haberle  pasado^  que  obra  á  f .  45 
de  estos  autos,  y  en  que  se  encuentra  esta  partida  «Julio 
«8 — saldo  de  cuenta  en  esta  fecha,  proveniente  de  pasto 
( recibido  hasta  hoy^  y  pasa  en  cuenta  de  pasto  á  seis  rea- 
des;  pesos  fuertes  dos  mil  ochocientos  setenta  y  tres»— S<> 
Que  aunque  Carbó  no  haya  pedido  entonces  la  referida  su- 
ma, no  puede  presumirse  renunciado  su  derecho,  pues  que 
ni  aparece  prescripta  la  obligación,  ni  consentido  por  Car- 
bó, que  el  saldo  de  esa  cuenta  de  Julio  pasase  como  anti- 
cipación por  cuenta  de  pasto  á  entregar  en  el  convenio  ver* 
l^al  posterior,  no  siendo  tampoco  exacto,  que  hubiese  ma- 
nifestado su  conformidad  con  esa  partida  referente  al  saldo 
en  la  cuenta  de  foja  cuarenta  y  cinco,  pues  que  á  la  pre- 
gunta que  se  le  hizo  á  foja  noventa  y  dos  de  los  autos,  so- 
bre «si  están  conformes  las  fechas  y  partidas  de  pasto  de 
las  cuentas  de  foja  cuarenta,  cuarenta  y  una  y  cuarenta  y 
cinco,  respondió  Carbó  afirmativamente»,  lo  que  no  impor- 
ta su  aquiescencia  á  que  el  saldo  de  una  negociación  pa- 
se á  otra,  ni  su  conformidad  con  una  partida  de  dinero  que 
se  convertía  en  especie  sin  el  consentimiento  del  acreedor. 


476  FALLOS   DE   LA   SUPREMA  CORTE 

quien  por  el  contrario  á  foja  ciento  ochenta  vuelta  afirma 
que  no  ha  recibido  la  cuenta  de  diez  y  ocho  de  Setiembre 
que  no  reconoce,  ni  consiente  de  modo  alguno  en  tal  sus- 
tracción, pidiendo  terminantemente  á  foja  ciento  noventa  y 
cinco  que,  con  arreglo  al  artículo  setecientos  diez  y  ocho, 
inciso  2°  del  Código  de  Comercio,  le  sea  devuelto  con  sus 
intereses,  el  saldo  líquido  de  la  primera  negociación  con- 
cluida en  dos  de  Julio,  pues  que  la  nueva  solo  empezó  en 
trece  del  mismo  mes,  entregándose  al  dia  siguiente,  dos  mil 
quinientos  pesos,  como  dinero  anticipado  á  cuenta  del  nue- 
vo convenio. 

Por  los  fundamentos  que  preceden  y  lo  que  resulta  de 
estos  autos:  —  fallo  ordenando,  que  á  los  veinte  dias  de 
quedar  ejecutoriada  la  resolución  de  este  caso,  sea  entrega- 
do por  Paz  á  Carbó,  en  dinero  efectivo  el  saldo  de  la  cuen- 
ta de  ocho  de  Julio,  importante  la  cantidad  de  dos  mil 
ochocientos  setenta  y  tres  pesos,  cuarenta  y  dos  centavos  bo- 
livianos, con  sus  intereses  desde  el  quince  de  Febrero,  fe- 
cha de  la  demanda:  —  todas  las  demás  sumas  anticipadas  por 
Carbó,  á  cuenta  de  pasto,  según  el  convenio  verbal  de  tre- 
ce de  Julio,  serán  devueltos  á  Carbó  en  pasto  á  seis  reales 
arroba,  dentro  del  mismo  plazo  arriba  enunciado,  y  subor- 
dinándose en  cuanto  á  la  calidad  del  artículo  á  la  estipu- 
lación en  el  contrato  de  treinta  y  uno  de  Marzo,  que  es  ve- 
rosímil haya  servido  para  regir  en  esta  parte,  la  ejecución 
del  convenio  verbal. 

T  atendiendo  respecto  de  los  perjuicios,  á  que  no  se  han 
reclamado  en  la  época  en  que  se  dicen  irrogados,  habiéndose 
arreglado  entonces  amigablemente  toda  diferencia,  según  lo 
declaran  las  partes  á  foja  setenta  y  dos  y  foja  noventa  y  dos 
de  estos  autos,  no  habiéndose  tenido  en  cuenta  las  condicio- 
nes requeridas  por  el  artículo  quinientos  treinta  y  cinco,  dos- 
cientos diez  y  ocho  y  doscientos  trece  del  Código  de  Co- 
mercio, en  relación  á  perjuicios,  y  no  estando  por  último 
debida  y  bastantemente  justificados  los  que  se  reclaman  en 
'esta  causa;  se  declara  no  haber  lugar  á  la  indemnización 
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pedida — y  por  esta  mi  sentencia  definitivamente  juzgando, 
asi  lo  pronuncio  y  mando  sin  especial  condenación  en  cos- 
tas. 

Jo$¿  M.   Zuviria. 


Paz  apeló  de  esta  sentencia  en  la  parte  que  lo  condena 
á  pagar  en  dinero  los  2,873  ^f.  42  centavos  con  sus  inte- 
reses, y  en  la  que  no  hace  lugar  á  sn  acción  por  daños  y 
perjuicios,  y  al  espresar  agravios  pidió  además  á  la  Supre- 
ma Corte  que  mandara  eliminar  de  la  sentencia  de  1^  ins- 
tancia las  palabras  y  en  difíciles  momentos  para  la  casa  de 
Paz^  por  envolver  dichas  palabras  una  gran  ofensa  que  el 
Juez  le  infería  sin  motivo  ni  derecho  alguno. 

Carbó  se  adhirió  á  la  apelación  en  la  parte  que  la  sen^ 
tencia  le  manda  devolver  en  pasto  las  cantidades  entregadas 
por  el  segundo  contrato,  y  en  cnanto  no  se  le  admite  la 
comprobación  del  préstamo  de  2,100  ^U 


Pallo  de  to  Suprema  €?aite. 


Buenos  Aires,  Marzo  17  de  1870. 

Vistos  y  considerando: — primero,  que  la  escepcion  opues- 
ta por  Don  Exequiel  N.  Paz  de  no  estar  obligado  á  pa- 
gar en  moneda  efectiva,  sino  en  pasto  á  seis  reales  bo- 
livianos arroba,  la  suma  de  seis  mil  seiscientos  cincuenta  y 
dos  pesos  del  mismo  cuño  que  le  demanda  Don  Salvador 
Carbó,  con  los  intereses,  se  funda  en  que,  después  de  ven- 
cido^ en  treinta  j  uno  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  siete,  el  contrato  de  foja  catorce,  este  Señor  continuó  ha- 
ciéndole anticipaciones  á  cuenta  de  pasto,  en  virtud  de  un 
convenio  verbal  que  celebraron  y  que  Carbó  confiesa,  de  re- 


478        FALLOS  DE  LA  8UPBEMA  CORTB 

cibirle  todo  el  que  enfardelase  en  sa  barraca  á  razón  de 
seis  reales  arroba,  sin  exijirle  la  devolución  de  los  dos  mil 
cien  pesos  fuertes  que,  abora  dice,  entregó  en  calidad  de 
préstamo ;  y  en  que  aceptó  la  cuenta  de  foja  sesenta  y  una 
que  Paz  le  pasó  incluyendo  esa  suma  enire  las  anticipacio- 
nes por  pasto: — segundo,  que  admitiendo  como  exacta  la 
interpretación  de  los  hecbos  posteriores  al  contrato  escrito, 
que  no  dejó  ninguna  diferencia  pendiente  entre  las  partes; 
pues  Paz  confiesa  á  foja  setenta  y  dos,  absolviendo  la  oc- 
tava posición  deferida  á  él  por  Carbó,  que  jamás  hizo  pro- 
testa contra  este,  porque  siempre  se  arreglaron  amigablemen- 
te, resultaría  que  el  diez  y  ocho  de  Setiembre  de  dicho 
año,  Carbó  debia  recibir  en  pasto  un  valor  igual  á  la  su- 
ma que  demanda,  pagándolo  á  seis  reales  cada  arroba,  y 
que  Paz  debia  entregar  pasto  de  buena  calidad^  lo  que  no 
niega  en  sus  alegatos:  —  tercero,  que  por  la  naturaleza  de 
este  contrato,  Carbó  tenia  derecho  para  hacer  reconocer  el 
pasto,  y  desechar  el  que  no  fuera  de  la  calidad  convenida 
siendo  este  un  motivo  bastante,  según  el  artículo  quinien- 
tos veinte  y  uno  del  Código  de  Comercio,  para  pedir  la  re- 
solución de  su  contrato :  —  cuarto,  que  consta  por  las  decla- 
raciones de  Don  Francisco  Ocampo  y  Don  Sinforoso  Charras 
á  foja  setenta  y  siete  y  setenta  y  ocho,  que  comisionados  por 
Carbó  para  reconocer  el  pasto  que  le  ofrecía  Paz  no  lo  con- 
sideraron de  recibo  por  la  mala  calidad  del  mayor  númerp 
de  fardos  que  componían  la  partida;  y  esto  mismo  se  dedu- 
ce de  la  aserción  de  Paz  de  que  el  pasto  de  buena  calidad 
se  pagaba  en  plaza  hasta  diez  y  medio  reales  arroba,  no  sien- 
do posible  admitir  la  suposición  de  que  Carbón  que  tenia  ne- 
cesidad de  ese  artículo  para  cumplir  su  contrato  de  abasto, 
y  que  habia  adelantado  fondos  á  Paz,  no  lo  recibiese  á  seis 
reales  arroba^  renunciando,  sin  que  se  indique  el  motivo,  á 
tan  considerable  utilidad: — quinto,  que  Paz, sino  estaba  con- 
forme con  el  rechazo  de  Carbó,  debió  usar  de  la  facultad 
que  le  acuerda,  para  obligarlo  al  recibo,  el  artículo  quinien- 
tos treinta  y  cinco  del  citado  Código,  poniendo  el  pasto   ¿ 
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disposición  de  la  autoridad  judicial,  y  pidiendo  con  arreglo 
ai  artículo  quinientos  veinte  y  uno  su  reconocimiento  por 
peritos: — sesto,  que  no  habiendo  procedido  así,  y,  por  e 
contrario,  habiendo  dispuesto  del  pasto  que  tenia  para  en- 
tregar á  Carbó,  cuando  este  le  avisó  que  no  le  recibiria 
mas  en  adelante,  consintió  en  la  rescisión  de  su  contrato, 
según  la  declaración  del  artículo  quinientos  cuarenta,  y  no 
puede  pretender  que  Carbó  le  reciba  pasto  cuando  ya  no 
lo  necesita,  prorogando  á  voluntad,  el  plazo  razonable  de 
la  venta,  que  la  ley  nunca  deja  á  discreción  del  vendedor 
cuando  no  ha  sido  designado,  ó  no  puede  inferirse  de  los 
términos  de  la  estipulación,  fijándolo  ella  misma  como  lo 
verifica  en  el  artículo  quinientos  treinta  del  Código  de  Co- 
mercio:— sétimo,  que  el  hecho  de  haber  Paz  aceptado  táci- 
tamente la  rescisión  de  su  contrato,  y  su  confesión  de  haber 
arreglado  todas  sus  anteriores  diferencias  amigablemente  con 
Carbó,  destruyen  completamente  los  fundamentos  de  su  re- 
convención por  daños  y  perjuicios:  —  octavo,  y  últimamente, 
que  por  los  artículos  doscientos  veinte  y  cinco  y  setecientos 
siete  del  Código,  el  deudor  debe  el  interés  corriente  desde 
el  dia  de  la  demanda,  aunque  haya  litigado  de  buena  fé,  y 
el  demandante  no  justifique  que  la  mora  le  ha  ocasionado 
perjuicios;  por  estos  fundamentos,  se  confirma  el  auto  ape- 
lado de  foja  doscientos  uno  en  la  parte  que  manda  á  Paz 
pagar  con  los  intereses  y  en  dinero  efectivo  el  saldo  de  la 
cuenta  de  ocho  de  Julio,  importante  la  cantidad  de  dos  mil 
ochocientos  setenta  }  tres  pesos,  cuarenta  y  dos  centavos 
bolivianos,  y  en  la  que  no  hace  lugar  á  su  reconvención  por 
daños  y  perjuicios,  revocándose  en  la  parte  que  declara  que 
deben  ser  pagadas  en  pasto  las  demás  sumas  anticipadas  por 
Carbó,  las  cuales  por  el  presente  se  le  condena  á  devolver 
también  en  dinero  efectivo,  con  los  intereses  desde  el  dia  de 
la  demanda ;  todo  en  el  término  de  diez  dias  que  es  el  pla- 
zo legal  de  las  obligaciones  que  no  lo  tienen  estipulado. — 
Y  considerando ,  respecto  de  la  petición  para  que  se  mande 
suprimir  del  auto  del  Juez  de  Sección  la  cláusula  en  que 
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se  dice:  que  la  casa  de  Paz  se  encontraba  én  momentos 
difíciles,  cuando  Baseví  pidió  á  Carbó  los  dos  mil  cien  pesos 
fuertes  en  calidad  de  préstamo,  que,  aun  cuando  la  Suprema 
Corte  viese  en  esas  palabras  la  ofensa  que  supone  Paz,  de* 
beria  abstenerse  de  todo  pronunciamiento  tendente  á  repa- 
rarla, pues  por  el  artículo  cuarenta  y  cinco  de  la  Constitu- 
ción Nacional  solo  el  Senado  puede  conocer  de  las  faltas  que 
cometan  los  Jueces  en  el  ejercicio  de  sus  funciones ;  y  me- 
nos mandaría  testar  un  acto  judicial,  que  es  un  instrumento 
auténtico  que  debe  conservar  su  inte(a*idad ;  por  esto  no  se 
hace  lugar  á  la  dicha  petición;  y  satisfechas  las  costas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse* 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Sal- 
vador M.  DEL  Carril. — Francisco 
^    Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 
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CAViA    %XWE. 


Américo  Ascasubi  y  Ca.  contm  Vicente  Casares  é 
hijos^  par  cobro  de  mercaderías. 


Sumario.  —  No   habiendo  temeridad  en  el  demandante,  no 
puede  ser  condenado  en  costas. 


Caso .  —  Américo  Ascasnbi  y  C^.  demandó  á  Vicente  Casa- 
res é  hijos  por  la  cantidad  de  6,541  ^  m/c.  valor  de  unas 
mercaderías  averiadas  en  el  naufrajio  de  la  lancha  á  vapor 
cRivadavia.  >. 

Que  Casares  pretende  no  estar  obligado  por  haber  ocur- 
rido el  siniestro  por  un  caso  fortuito  ó  fuerza  mayor;  pero 
que  esto  no  es  cierto,  porque  es  un  hecho  notorio  que  el 
dia  del  desembarco  no  hubo  alteración  alguna  en  el  tiem- 
po, ni  vientos  fuertes,  ni  tormentas,  ni  marejada  siquiera. 

Casares  contestó  que  el  siniestro  fué  un  suceso  inevitable 
y  que  no  pudieron  preveer,  á  pesar  de  la  diligencia  y  escru- 
pulocidad  con  que  siempre  proceden  para  cumplir  sus  obli- 
gaciones como   empresarios  de  trasporte. 

Que  la  lancha  era  bien  aparejada,  el  conducter  muy  prác- 
tico; que  el  choque  tuvo  lugar  en  un  andón  de  que  na- 
die tenia  conocimiento,  por  lo  que  ni  el  choque,  ni  las  ave- 
rías de  las  mercaderías  puede  serles  imputable. 
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Con  la  prueba  producida  se  dictd  este: 


Fallo  del  Jues   de  Sección. 


Buenos  Aires,  Febrero  16  de  1870. 

Vistos  estos  autos  seguidos  entre  los  Señores  Américo  As- 
casubi  y  C*.  por  una  parte  y  por  la  otra,  los  Señores  Vi- 
cente  Casares  é  hijos,  por  cobro  del  valor  de  efectos  que  fue- 
ron averiados  á  bordo  de  una  lancha  de  propiedad  de  los  úl- 
timos, y  resultando: 

1^  Que  la  casa  de  Casares  é  hijos  se  encargó  de  la  des- 
carga de  4  buhos  de  mercancías  perteneciente  á  Ascasubi 
y  C^.  llegados  á  este  puerto  por  el  paquete  cBourgogne» 
procedente  de  Marsella; 

2o  Queta  lancha  á  vapor  cRivadavia»,  que  conducia  á 
tierra  dichos  bultos,  se  fué  á  pique  haciendo  agua,  lo  que 
causó  que  los  efectos  detallados  en  la  nota  de  f.  12  per- 
tenecientes al  cajón  marca  A  A  y  C| quedasen  completamente 
averiados,  como  consta  de  los  escritos  de  demanda  y  con- 
testación y  de  la  espresada  nota ; 

3^  Que  Casares  se  escepciona  diciendo  no.  ser  responsa- 
ble de  las  averías,)  por^provenir  estas  de^.un  caso  fortuito, 
cual  es  el  de  haber  la  lancha  hecho  agua  á  consecuencia 
de  un  choque  en  el  fondo)  con  la  uña  de  un  anclote,  obs- 
táculo desconocido  y  sin  señal  que  indicase  su  existencia; 

4^  Que  el  patrón,  ^contramaestre  y  maquinista  de  la  lan- 
cha, en  sus  declaraciones  corrientes  de  f.  40  á  45  dicen 
que  la  avería  provino  de  haber  hecho  agua  la  espresada  lan- 
cha, lo  que  creen,  á  juzgar  por  el  agujero  que  tenia  en  el 
fondo,  que'^hubiese  Rebocado  en  una  ancla  perdida,  aunque 
no  vieroní^esta  por  la  razón  de  haber  de  7  á  8  pies  de  agua, 
agregandog  que  la  lancha  cargada  cala  como  6  y  medio  pies. 

50  Que  el  ingeniero  maquinista  D.  Jorje  Moore  en  so  de- 
claración de  f.  48  y  49  afirma  haber,  á  fines  de  Julio  últi- 
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mo,  reparado  el  ^apór  t  RWadavia »  el  que  tenia  en  el  fon- 
do an  agujero  que  debió  ser  producido  por  la  una  de  una. 
ancla  ú  otro  fierro  agudo,  pues  de  lo  contrario  no  habría 
hecho  agua  aunque  tocase  sobre  arena  ó  tosca,  robustecien- 
do esta  declaración  la  de  los  tripulantes,  á  que  se  refiere 
el  precedente  párrafo; 

&^  Que  es  un  hecho  de  pública  notoriedad,  y  del  que 
dan  testimonio  las  lancheros  Hoevech  y  Langenheim,  D. 
Francisco  Rodríguez  y  D.  Carlos  Guerrero  en  sus  cartas  de 
f.  45  á  48  y  53  y  54,  que  el  puerto  de  Buenos  Aires  con- 
tiene una  multitud  de  obstáculos  no  señalados  por  balizas 
ó  bajos  no  conocidos,  circunstancia  por  la  cual  ocurren  ac^ 
cidentes  que  no  pueden  preveerse  ni  es  posible  evitarlos. 

Y  considerando:  —  l^*  Que  los  demandados  han  reconoci- 
do á  fojas  8  vuelta  y  9  que  están,  con  arreglo  al  art.  168 
del  Código,  exonerados  de  toda  responsabilidad,  toda  vez 
que  acrediten  que  los  daños  ocurridos  provienen  de  fuerza 
roavor  ó  caso  fortuito; 

^  Que  el  choque  de  un  buque  con  un  escollo  no  se- 
ñalado y  desconocido,  es  un  caso  fortuito  que  no  puede 
preveerse  ni  evitarse,  y  es  un  hecho  fácil  de  ocurrir  en  nues- 
tro puerto,  como  lo  atestiguan  los  empresarios  de  traspor- 
tes, cuyas  declaraciones  se  han  resumido  anteriormente; 

3^  Que  aunque  no  existe  la  prueba  directa  de  haber  la« 
lancha  á  vapor  c  Rivadavia  >  que  conduela  los  efectos  que 
se  averiaron,  chocado  con  algún  escollo  desconocido,  pues- 
to que  ninguno  de  los  tripulantes  afirma  el  hecho  del  cho- 
que en  sus  declaraciones  citadas;  esto  está  acreditado  su- 
ficientemente aunque  de  una  manera  indirecta,  como  lo  de- 
muestran las  siguientes  consideraciones: 

i^  El  hecho  de  haber  la  lancha  sido  cargada  sin  irse  á 
pique,  lo  que  prueba  que  no  tenia  el  agujero  que  se  le 
descubrió  después  en  el  fondo  y  al  que  debió  haber  hecho 
agua. 

^  La  imposibilidad  de  haber  sido  producido  el  agujero 
por  otra  causa  que  el  choque  con  algún   obstáculo  deseo- 
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nocido,  p«e$to  qoe  el  faeebo  probiydo  por  las  declaraciones 
del  patrón,  contramaestre  y  maqainisla  de  haber  ei|  el  dia 
del  siniestro  de  7  á  8  pies  de  agua  y  de  calar  la  lancha 
cargada  seis  y  medio  pies,  esclnyo  la  posibilidad  de  haber 
chocado  en  la  tosca  del  rio. 

30  Porqne  el  juicio  de  los  individuos  citados  en  el  pre- 
cedente considerando  de  provenir  el  agujero  de  haber  cho- 
cado con  algún  anclote  está  confimiado  por  el  del  maestro 
que  hizo  las  reparaciones  en  la  lancha,  y  por  consecuencia 
debe  considerarse  como  un  hecho  probado,  sin  que  obste 
la  circunstancia  de  ser  los  declarantes  dependientes  de  Ca- 
sares, con  escepcion  del  último,  puesto  que  en  accidentes 
de  esta  naturaleza  los  tripulantes  son  los  únicos  testigos  po- 
sibles, y  de  varios  artículos  del  Código  se  deduce  ser  hábi- 
les para  dar  testimonio  de  los  hechos  ocurridos  durante  la 
navegación. 

49  Que  por  consecuencia  los  demandados  están  exonera- 
dos de  toda  responsabilidad  en  cuanto  á  la  avería  de  los 
efectos  pertenecientes  á  Ascasubi  y  C^.  tanto  mas  cuanto 
que  estos  no  han  acreditado  con  arreglo  al  art.  1243  del 
Código  que  la  lancha  cRivadavia»  no  estaba  en  estado  de 
navegar  cuando  recibió  la  carga. 

5^  Que  sin  embargo  no  puede  considerarse  temeraria  la 
demanda  puesto  que  ios  mismos  demandados  reconocieron 
que  debian  probar  que  la  avería  fué  producida  por  un  he- 
cho fortuito,  y  no  han  acreditado  que  Ascasubi  y  C^.  tu- 
viesen conocimiento  de  dicho  hecho  al  iniciar  la  demanda,  á 
todo  lo  cual  se  agrega  que  los  demandados  se  limitaron  á 
hacer  la  protesta  por  sí,  sin  que  ni  el  patrón  ni  tripulan- 
tes hicieron  su  declaración.    ' 

Por  estos  fundamentos  fallo  absolviendo  á  los  SS.  Vicen- 
te Casares  é  hijos  de  la  demanda  entablada  por  los  SS.  Amé- 
rico  Ascasubi  y  C^.   sin  costas' — Repónganse  los  sellos. 

Manuel  Zavaleta. 
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De  esta  sentencia  apeló  Casares  é  hijos  por  no  haber  si- 
do condenado  en  costas  so  contrario. 

Que  en  cuestiones  de  hechos  como  la  presente,  hay  siem- 
pre temeridad  en  el  litigante  que  no  ha  averiguado  previa- 
mente la  exactitud  de  lo  que  demanda. 

Que  no  hay  equidad  en  la  sentencia  porque,  estando  toda 
la  razón  de  su  parte,  tiene  qué  pagar  en  gastos  mas  d^  lo 
que  se  le  demandaba. 


FaHo  de  la  Hiipremii  C^rle. 


Buenos  Aires,  Marzo  24  de  1870. 

Vistos:  por  los  fiondamentos  respectivos^  se  conGrma  la 
sentencia  de  foja  sesenta  y  tres  vuelta  en  la  parte  apelada, 
y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras  —  Salva- 
dor Maru   del   Carril.  —  Frah- 

'  CISCO  Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos.—  BEinro  Carrasco. 
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CAVSA  UTIl. 


D.  Nicanor  Cantreras  contra  D.  Julián  Hartóla 
por  cobro  qecuiivo  de  pesos. 


Sumario.  — Un  documento  privado  que   no  es  legalmente 
reconocido,  no  trae    aparejada   ejecncion. 


Caso.  — En  3  de  Julio  del  año  1869,  D.  Nicanor  Con- 
ireras,  chileno,  se  presentó  al  Juzgado  Nacional  de  Mendo- 
za pidiendo  el  reconocimiento  de  un  documento  del  tenor 
siguiente : 

cDebo  7  pagúese  á  la  orden  y  disposición  de  D.  Nicanor 
Contreras  en  todo  el  mes  de  Junio  del  corriente  ano,  la  can- 
tidad de  115  animales  vacunos  de  buena  calidad  y  de  la 
manera  siguiente:  50  vacas  de  matanza,  50  novillos  y  15 
terneros  de  2  años  habiendo  recibido  su  valor  en  dinero 
efectivo  de  mano  de  dicho  Señor,  debiendo  hacer  la  entre- 
ga de  dichos  animales  en  la  Villa  de  San  Rafael  y  en  el 
mes  espresado^  y  si  por  algún  evento  sea  cual  fuese  no  lo 
verificase  en  el  plazo  estipulado  me  obligo  á  pagar  á  mi 
acreedor  cada  un  animal  á  los  precios  siguientes :  por  cada 
una  vaca  14  pesos,  po*r  cada  un  novillo  de  matanza  16  pe- 
sos y  por  cada  un  ternero  8  pesos. 

cAl  cumplimiento  de  lo  espuesto  obligo  mi  persona  y  bic'- 
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nes  en  toda  forma  de  derecho,  y  sin  perjuicio  de  la  vía 
ejecativa  qae  compete  á  mi  acreedor  por  falta  de  cumpli- 
miento.—San  Rafael,  Hayo  21  de  1869. 

€  Julián  Marzola.9 

En  el  reconocimiento  que  se  cometió  al  comisario  de  San 
Rafael  D.  Visitación  Centeno,  por  ser  el  sub-delegado  D. 
Lisardo  Contreras,  hermano  del  demandante,  aparece  haber 
espuesto  Marzola  que  la  firma  era  de  su  puño  y  letra,  y 
que  era  deudor  de  los  animales  espresados;  pero  aparece 
también  que  se  negó  á  firmar. 

La  diligencia  está  suscrita  por  el  comisario  Centeno  y  por 
los  testigos  José  Antonio  y  Gabriel  del  Carmen  Zúniga,  — 
con  el  certificado  del  sub-delegado  Contreras  de  ser  Cente* 
no,  comisario  de  la  Villa. 

Con  este  reconocimiento,  Contreras  pidió  auto  de  solven- 
do  por  los  animales,  el  que  se  dictó,  diciendo  al  Juez  que 
si  el  ejecutado  tuviese  razón  derecha  para  no  pagar,  la  de- 
dujera dentro  de  tercero  dia. 

El  juicio  ejecutivo,  siguió  su  tramitación  hasta  la  citación 
de   remate. 

En  este  estado,  D.  Agustín  Ferreira  por  Marzola  se  opuso 
á  la  ejecución,  deduciendo  las  excepciones  de  falsedad  y  de 
inhabilidad  del  título. 

Fundó  la  primera  en  que  la  firma  del  documento  no  era 
suya  ni  aun  conocia  á  Contreras ;  y  la  segunda  en  que  era 
falso  el  reconocimiento  y  en  que  todo  el  proceso  no  en 
mas  que  una  trama  hurdida  entre  Nicanor  Contreras  y  su 
hermano  Lisardo,  sub-delegado  en  San  Rafael. 

Con  la  prueba  producida  se  dictó  este 

Fallo  úéí  Summ  de  Seceioii. 

Mendoza,  Diciembre  14  de  1869. 

Y  vistos:  estando  habilitado  el  feriado  para  esta  causa. 
D.  Nicanor  Contreras,  ciudadano  Chileno,  que  ba  fallecido 
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en  la  cárcel  pública  (según  parte  que  tengo  del  director 
de  la  Penitenciaria  que  obra  en  otra  causa),  ejecutaba  i  D. 
Julián  Marzola  para  que  este  abonase  el  valor  del  ganado 
al  precio  estipulado  en  el  documento  de  f.  1^.  —  Tramitada 
la  ejecución  hasta  el  acto  de  citación  de  remate,  el  ejecu- 
tado sale  oponiendo  tas  escepciones,  falsedad  del  título,  6 
vice  versa,  simulación  del  contrato,  falta  ó  defectos  que  tie- 
ne el  titulo  para  ser  ejecutivo* 

Considerando:  —  1^  Que  el  cotejo  de  firmas  practicado 
por  dos  calígrafos  que  corre  á  f.  55,  aunque  solo  importa 
en  derecho  un  indicio,  éste  está  agregado  á  las  circunstan- 
cias siguientes:  I®  que  Marzola  sabiendo  firmar,  no  lo  hi- 
zo al  tiempo  del  reconocimiento;  2^  que  quien  certifica  ser 
comisario  D.  Visitación  Centeno  á  f .  3  vuelta  es  D.  Lisar- 
do  Contreras,  hermano  del  finado,  reconocido  parte  interesa- 
da en  un  sumario  que  el  Juez  de  Sección  elevd  al  Tribu- 
nal de  Justicia  Provincial  contra  el  director  de  la  Peniten- 
ciaria por  haber  este  faltado  á  sus  deberes  contra  el  finado 
Contreras  y  en  complacencia  de  Marzola,  y  3<>  esa  variedad 
que  se  advierte  en  el  modo  de  suscribir  el  presunto  comisa- 
rio indicado  al  Juez  como  tal  por  solo  el  ejecutante,  son 
accidentes  que  algo  significan  y  que  alguno  de  ellos  hicie- 
ron vasilar  al  Juez  cuando  espidió  el  auto  de  solvendo  de 
tres  de  Agosto  de  este  año  f.  6  vuelta,  como  es  fácil  com- 
prenderlo por  la  cláusula  que  contiene  dicho  decreto,  y  si 
razón  derecha  tuviere  para  no  hacerlo,  dedúzcala  dentro  del 
propio  término. 

^  Considerando  —  Que  en  la  duda  de  ser  Centeno  co- 
misario, la  afirmativa  corresponde  probar  al  ejecutante,  por 
cuanto  el  ejecutado  le  niega  este  carácter,  y  es  regla  gene- 
ral de  derecho^  que  quien  afirma  es  á  quien  incumbe  la 
prueba. 

30  Que  aparece  constatado  de  autos,  que  Centeno  por 
comisión  conferida  por  este  Juzgado  al  sub-delegado  de  San 
Rafael  D.  Bernardino  Galigniana,  declaró  ante  éste,  ser  suya 
la  finna  que  obfa  en  la  carta  de  t  14^  cuyo  iMcho  im« 
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pKca  ana  contradicción  manifiesta  en  desfavor  de  la  diligen- 
cia de  reconocimiento  que  es  el  tema  principal  de  este 
asante. 

40  Que  la  circunstancia  de  alegar  Centeno  á  f.  96  que 
se  prestó  á  dar  por  cierta  la  carta  citada  porque  ló  irabo' 
jó  dos  dios  D.  Gonzalo  Videla  y  lo  amenazó  el  sub-delega^ 
do  D.  Jacinto  Godoy  con  un  carcelazo,  solo  prueba  falta  de  | 

dignidad  en  el  hombre,  ó  por  lo  menos  una  debilidad  que  I 

se  presta  á  serias  interpretaciones  con  relación  á  la  fé  que  \ 

merece  su  firma,  y  por  consiguiente   la  diligencia  de  reco-  j 

nocimiento.  ¡ 

h^  Que  los  dos  testigos  Zúniga]  que  se  llevaron  de  exprofe- 
so al  reconocimiento,  discordan  con  Centeno  en  el  punto 
muy  principal  por  cierto,  que  los  primeros  dicen  que  quien 
escribió  la  diligencia  de  reconocimiento   fué  el    ejecutante  1 

Contreras,  dando  á  este  presente  en  ella,  mientras  que  Centeno 
asegura  á  f .  96  que  el  reconocimiento  que  hizo  en  un  potrero 
donde  estaba  sembrando  Marzola  sin  estar  allí  presentes  mas 
que  este  y  los  Zúñiga  y  por  vía  de  ratificación  en  el  final 
de  su  declaración  foja  97  vuelta  agrega:  que  también  es- 
tuvo allí  D.  Arcenio  Contreras  hermano  de  D.  Nicanor,  ex- 
cluyendo á  este,  que  según  los  Zúñiga  ejerció  un  acto  tan 
importante  en  aquel  dia. 

6^  Considerando — Que  en  el  ejecutivo  no  se  reconoce 
el  juicio  de  tachas  por  ser  breve  y  sumario  y  que  la  sen- 
tencia dada  en  vía  ejecutiva  no  produce  excepción  de  cosa 
juzgada,  lo  cual  induce  al  Juez  á  desestimar  la  condición 
que  la  mayor  parte  de  los  testigos  presentados  por  el  opo- 
sitor son  peones  y  dependientes  de  Marzola  que  en  concep- 
to de  la  ley  18,  tít.  16,  part.  3»  son  tachables  en  juicio  or- 
dinario. 

70  Considerando — Que  el  punto  sobre  si  Marzola  fué  vi* 
sitado  ó  nó  por  la  comisión  Centeno  Zúñiga,  el  dia  22 
de  Julio  de  este  año,  solo  se  puede  probar  con  los  de  la 
casa,  pues  es  muy  dificil  que  otros  de  fuera  atestigüen  cuan- 
do sale  el  dueño  de  ella. 

T.  vm  33 
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8o  Que  el  testigo  Pedro  José  González  (foja  66),  qie 
no  es  singular,  atestigua;  que  D.  Julián  Maizofai  no  se 
movió  de  la  casa  el  22  de  Julio  dicho^  ni  que  fué  i  ella 
la  comisión  aludida,  dando  la  razón  de  saberlo  por  estar 
alojado  allí,  sin  que  esta  testificación  se  pueda  d\e%Kt  por 
nula^  desde  que  el  testigo  fué  presentado  en  tiempo,  aun* 
que  la  deposición  fué  fuera  del  término  probatorio. 

9^  Considerando :  que  en  el  laberinto  de  contradicciones 
que  se  adviene  en  esta  causa,  debe  predominar  el  principio 
que  en  la  duda  es  mas  acertado,  absolver  que  condenar. 

10.  Considerando  por  último,  que  para  redargüir  de  fiad* 
so  un  documento  simple  bastan  dos  testigos  idóneos  (ley 
il7,  tit.  18,  p.  3^)  mayores  de  toda  escepcion,  estos  m 
los  encuentro  en  autos;  que  desde  luego,  el  pagaré  de  f.  1* 
no  está  destruido  por  el  simple  cotejo  de  firmas,  ni  por  las 
declaraciones  del  capataz  y  peones  de  Marzola  por  ser  con-» 
fusas,  ignorar  lo  mas  esencial,  ni  haber  dado  una  razón  sa^» 
tisfactoria,  ni  tener  conciencia  propia,  que  el  22  de  Mayo 
de  este  año,  D.  Julián  Marzola  no  salió  de  su  casa  para 
ir  á  San  Rafael. 

Por  estos  fundamentos  y  otros  que  se  han  tenido  presen* 
te  en  hecho  y  derecho :  absuelvo  de  la  ejecución  á  D.  Ju* 
lian  Marzola  declarando  probada  la  inhabilidad  del  título  so- 
lamente, con  costas  al  ejecutante  y  reserva  de  an  derecho 
para  el  ordinario  con  arreglo  al  articulo  doscientos  seienta 
y  ocho  de  la  ley  de  procedimientos. 

Juan  Palma. 

Apelada  esta  sentencia  por  D.  Árcenlo  Contreras^  repre- 
sentante provisorio  de  los  hijos  menores  de  D.  Nicanor,  se 
elevaron  los  autos. 

Ante  la  Suprema  Corte  el  representante  del  ejecutado,  prO" 
sentó  un  nuevo  documento  inconducente^  diciendo  haber  lla- 
gado recien  á  su  poder. 
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'nenos  Aires^  Marzo  24  de  1870. 

relativos  á  la  excepción  de 

con  costas,  la  sentencia 

satisfechas  las  de  esta 

.  de  Sección,  y  á  la 

«  no  ser  conducente  para 


Francisco  de  las  Carreras.  —  Sal- 
vador M.  DEL  Carril. — Francisco 

Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 


De  las  Cansas  y  laterias  esiitoiudas  es  d  taM  aetafs. 


Pftfiaw 

Acuerdo  de  la  Saprema  Corte  nombrando  conjueces  para  el 
año  de  1870 5 

Acuerdo  de  la  Suprema  Corte  referente  al  fallecimiento  del 
Presidente  de  la  Suprema  Corte^  Dr.  D.  Francisco  de  las  Carreras.     6 

CAUSA  xcvn. 

El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Santa  Fé  contra  varios 
comerciantes  del  Rosario,  por  cobro  de  derechos  aduaneros. 

Sumario. — 1^  La  clasificación  de  Someno  aplicada  al  asúcar, 
no  pertenece  al  idioma  español,  ni  ha  sido  adoptada  por  la  tarifa 
de  derechos  de  las  Aduanas  Nacionales. 

2o  En  caso  de  duda  respecto  á  la  clasificación  de  un  articulo 
ya  estraido  de  la  Aduana,  debe  darse  crédito  á  la  que  se  ha 
hecho  con  vista  del  articulo  c^n  los  peritos  nombrados  por  el 
Fisco • • 1 

CAUSA  XGVm. 

El  capitán  de  la  barca  inglesa  cSunny  South»  contra  Lezica 
y  Lanus,  sobre  información  ad  perpetuam. 

Sumario,— \^  Antes  de  entablarse  la  demanda  puede  pedirse 
se  reciba  la  información  ad  pérpeíuam  de  testigos  próximos  á 
ausentarse. 
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2o  El  art.  95  de  la  ley  de  procedimiento,  se  refiere  á  las  prae- 
bas  que  hajan  de  rendirse  fuera  de  la  República i3 

CAUSA  xax. 

D.  Anselmo  Rojo  contra  D.  Femando  Correa  sobre  peijnidos 
en  causa  criminal,  por  delito  de  rebelión. 

Sinnarid.— lo  El  que  ha  sido  justamente  absuelto  de  toda  culpa 
y  cargo,  no  yuede  ser  responsable  de  los  perjuicios  ><{ue  sob  son 
consecuencia  del  delito  de  que  se  le  absuelve. 

V  No  resultando  mérito  alguno  del  sumario  contra  el  deman- 
dado, y  pidiéndose  en  consecuencia  el  sobreseimiento  por  el 
Ministerio  Fiscal,  no  se  puede  demandar  la  indemnización  de 
perjuicios  causados  por  A  mismo  delito,  sin  tener  mayores  prue^ 
ins  para  demostrar  la  culpabilidad  del  demandado. 

3<»  El  no  haberlas  presentado  coloca  ^1  querellimte  en  el  caso 
de  la  L.  6,  -til.  23,  P.  3»,  y  debe  eer  este  condenado  en  las  costas.    15 

CAUSA  C. 


D.  Uárcos  L.  Costa  contra  Natti  y  Fiera,  sobre  pago  ejecutivo 
de  fletes. 

Stmmio.**^í^  Es  inhábil  contra  el  ejecutado  el  titulo  que  obli- 
ga á  otro  y  no  á  él. 

2^  El  conocimiento  firmado  por  otra  persona,  y  determmando 
que  la  carga  es  de  cuenta  y  riesgo  de  esta,  indica  que  los  flr» 
mantés  procedieron  por  mandato  de  la  misma. 

3o  la  mandatario  queda  personalmente  obligado  salo  cuando 
contrata  á  nombre  propio. 

.  4fi  Vújbl  evfa  que  no  constituye  el  contrato  de  fletamenio  y 
que  es  anterior  al  conoébniento,  •  no  desvirtúa  lo  que  resolta 
de  este.. 22 

CAUSA  a. 

Valenzuela  hermanos  contra  D«  Agustin  Flores,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumari0*^^{^  El  recurso  de  rescisión  solo  tiene  li\gar  en  al 
procedimiento  en  rebeldí  a. 
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2»  Las  notifieftcidBes  hechas  en  el  domicilio  confltiUiído  por 
la  parte,  son  vUidas. 
3»  Es  prohibida  la  restilucioa  del  término  probatorio 25 

CAUSA  en. 

D.  Antonio  Huggens,  capitán  de  la  barca  belga  cBravo»^  contra 
Woodgate  Hnos.,  sobre  fletes  y  estadías. 

Sumario. — ^i»  No  designándose  en  la  póliza  de  fletamento  el    * 
tiempo  en  que  debe  empezar  la  carga,  este  corre  desde  el  dia 
en  que  el  capitán  avisa  que  esti  pronto  á  recibirla. 

2o  La  cláusula  c  recibirá  el  buque  con  toda  la  conveniente  bre- 
vedad una  completa  carga  i,  no  modifica  la  regla  anterior. 

3^  Esas  palabras  no  espresan  un  plazo  para  poner  el  buque 
en  disposición  de  cargar,  sino  la  dificultad  de  señalarlo. 

4o  Para  fundar  en  ellas  una  reclamación  de  perjuicios  contra 
el  capitán,  es  necesario  probar  la  culpabilidad  del  mismo  en  la 
demora  para  pasar  el  aviso. 

5o  El  haber  los  fletadores  anotado  al  dorso  de  la  póliza  la  fe- 
cha en  que  empezaba  y  concluia  el  tiempo  de  la  carga,  prueba 
que  el  capitán  ha  cumplido  con  las  obligaciones  relativas  á  ella. 

6o  Del  cumplimiento  de  la  obligación  no  puede  resultar  res- 
ponsabilidad para  el  obligado. 

ifo  La  esclusion  de  los  domingos  del  plazo  señalado  para  la 
carga  no  debe  tomarse  por  regla  para  el  cómputo  de  las  estadias. 

S""  Este  comprende  todos  los  perjuicios  que  los  armadores  su- 
fren por  culpa  de  los  cargadores. 

9o  En  ellos  deben  computarse  los  dias  de  fiesta  hábiles  para 
navegar,  y  que  el  buque  ha  perdido  en  el  puerto  p^r  no  haber 
recibido  la  carga  en  el  tiempo  señalado. 

10  Estipulada  la  indemnización  por  las  estadías  sin  limitar  el 
tiempo  que  estas  deben  durar^  no  se  puede  cobrar  mayor  suma 
por  razón  de  sobre-estadías. 

11  Se  llaman  sobre-estadías  los  dias  de  demora  que  exceden 
el  término  fijado  á  las  estadías. 

12  La  condenación  en  costas  solo  se  impone  á  quien  litiga 
sin  ningún  derecho. 
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i  3  Debiéndose  pagar  los  dias  de  demora,  cada  día  yenddo, 
se  incurre  en  mora  no  pagándolos. 

14  La  mora  hace  correr  los  intereses  desde  el  día  de  la  de- 
manda  i 21 

CAUSA  cm. 

D.  Nicolás  Sacone  contra  D.  Vicente  Solari,  por  cobro  de  pa- 
sajes. 

Sumario.— i^  El  contrato  de  trasporte  de  personas  en  un  bu- 
que es  mercantil,  y  su  justificación  debe  hacerse  con  arreglo  al 
Código  |de  Comercio. 

2o  Siendo  de  mayor  cuantía  un  contrato  de  esta  naturaleza  no 
puede  ser  justificado  por  solo  la  prueba  testimonial. 

3^  Aunque  la  confesión  no  está  enumerada  entre  las  pruebas 
admisibles  en  contratos  de  comercio,  sin  embargo  ella  tiene 
tanto  valor  como  la  mas  privilegiada. 

i^  Interrumpiéndose  el  viaje  por  causa  de  fuerza  mayor  el  pa- 
sajero de  un  buque  solo  debe  el  precio  correspondiente  k  la 
distancia  recorrida. 

5o  La  enfermedad  es  causa  de  fuerza  mayor. 

6°  El  demandante  debe  ser  condenado  en  costas,  cuando  el 
demandado  es  condenado  á  pagar  menor  cantidad  de  la  que  ofre- 
cia  antes  de  la  demanda. 

!•  Si  el  demandado  no  consigna  lo  que  reconoce  deber,  debe 
ser  condenado  á  pagar  intereses 34 

CAUSA  CIV. 

D.  Pedro  Punes  con  D.  José  Cándido  Gómez,  sobre  indemniza- 
ción.— Lacidente  sobre  pruebas. 

Sumario. — Durante  el  término  extraordinario,  no  puede  pro- 
ducirse prueba  en  el  Municipio  del  Juzgado^  si  el  término  ordi- 
dinario  ha  vencido 41 

CAUSA  CV. 

D.  Manuel  Cevallos  contra  D.  Augusto  Milberg,  por  cobro  de 
fiel  es. 
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Sumario.^lA  falta  de  personeria  en  el  demandado^  no  es  una 
excepción  delatoría  que  pueda  oponerse  en  el  procedimienU) 
nacional • 43 

CAUSA  CVI. 

D.  Bernardo  Iturraspe  contra  D«  Ponciano  Hontaldo,  sobre 
propiedad  de  un  campo. 

Sumario. --i<»  La  ley  21,  tít.  29,  Part.  3^,  espresamente  se 
opone  á  la  prescripción  ultra  tiMutnj  sin  buena  fé,  á  efecto  de 
poderse  ejercer  la  acción  reivindicatoría,  cuando  se  ha  perdido 
la  posesión  de  treinta  ó  mas  años^  sin  dolo,  fraude  ó  violencia 
del  actual  ocupante  á  titulo  de  dueño. 

Í9  Siendo  la  buena  fé  una  condición  necesaria  para  adquirir  la 
propiedad  por  prescripción,  ella  debe  ser  probada  por  el  que  pre- 
tende pertenecerle. 

3o  Esta  prueba  se  hace  mas  indispensable  cuando  les  títulos 
en  que  se  apoya  la  demanda  arrojan  indicios  de  una  usurpación 
que  vicie  la  posesión  en  su  origen. 

Í9  El  art.  i  7  de  la  Constitución  Nacional  no  prohibe  dictar 
una  ley  señalando  un  término  á  la  prescripción  de  las  acciones ; 
pero  si  despojar  por  una  ley  de  la  propiedad  adquirida  en  virtud 
de  otra  ley  anterior. 

5^  La  ley  de  Santa  Fé  de  31  de  Diciembre  de  1862  que  de- 
clara nulas  las  ventas  de  tierras  hechas  por  el  Gobierno,  apro- 
badas por  la  de  22  de  Octubre  de  1858,  es  contraria  á  la  Cons- 
titución Nacional 45 

CAUSA  CVII. 

Los  herederos  de  D.  Juan  Francisco  Tarragona  contra  la  Pro- 
vincia de  Santa  Fé,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario. — i^  No  puede  pretenderse  se  declare  deudora  á  una 
provincia,  por  empréstito  hecho  para  la  guerra  de  la  Independen-    ' 
cia,  cuando  el  demandante^  habiendo  ocurrido  primero  al  Go- 
bierno de  esa  Provincia,  pidiendo  se  reconociese  legitimo  el  / 
cobro  deducido,  y  exigiendo  el  pago,  no  soto  se  conformó  con 
una  resolución  en  que  se  declaró  que  la  deuda  era  á  cargo  de 


\ 
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la  Nación,  8ia6  <iae  ea  esta  virtud  se  presentó  i  los  poderes 
nacionales  pidiendo  el  abono* 

2<>  Si  el  demandante  cree  qne  es  la  Nación  la  deudora  y  no  la 
Provincia,  no  puede  pretender  que  esta  sea  condenada  al  pago . .    53 

CAUSA  CVffl. 

D.  Eugenio  Bustos  contra  D.  Claudio  Hanterola  y  D.  Gabriel 
Fomes,  por  cobro  ejecutivo  de  pesos. 

Sfmario.'-^hBi  jurisdicción  no  se*  estiende  fuera  del  propio 
territorio. •• ••••••«••« 58 

CAUSA  CK. 

El  Banco  Italiano  contra  D.  Francisco  Arteaga,  sobre  presta- 
don  de  garantía. 

Stmário. — ^Importando  la  petidon  del  demandante  vna  segu- 
ridad que  la  favorece,  y  no  oponiéndose  por  el  demandado  obje- 
dones  que  revelen  un  derecho  desconocido,  i  un  perjuido  cual- 
quiera, debe  hacerse  lugar  &  la  demanda • 60 

CAUSA  ex. 

D.  Tiburdo  Yenegas  contra  D.  Ignado  Estrella  y  otros,  por 
infracción  de  la  ley  nadoial  de  elecciones* 

Sumario. — Siendo  biso  el  fundamento  del  recurso  de  apela- 
cien,  debe  confirmarse  la  sentencia  apelada..  ..v^. .•    63 

CAUSA  CXI. 

Alvares  y  Risso,  y  D.  Domingo  Mascio,  contra  las  Compañías 
cGarantias»  y  cLembrancaí  y  la  cAijentina»  de  Seguros  Maiiti- 
mos,  sobre  abandono  del  vapor  cYí.» 

Sumario.— í^  El  capitán  y  los  consignatarios  de  un  buque,  que 
por  orden  del  propietario  y  declarando  los  seguros  existentes, 
hacen  su  abandono  por  cuenta  de  quien  corresponda,  no  están 
obligados  k  acompañar  las  pólizas  de  los  seguros,  y  por  la  falta 
de  estas  no  pueden  ser  considerados  come  litigantes  temerarios. 
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2«  La  presentación  de  las  pólizaa  es  necesaria  pfara  cobrar  el 
*«aIor del  8q[aro .•,., .«   68 

CAUSA  Gxn. 

D.  Genaro  Harünez  contra  D.  Luis  P.  Razetto,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario. — I""  El  encargo  de  cobrar  nn  decumentOy  y  entregar 
en  valor  á  quien  hace  el  encargo ,  si  se  recibe  aquel,  es  un  ver- 
dadero mandato. 

2<>  El  mandatario  debe  cuinpUr  las  órdenes  del  mandante,  é 
indemnizarle  los  peijuicios  que  le  cause  desviándose  de  ellas. 

3»  El  avise  que  el  mandante  dé  al  deudor  del  documento  de 
haber  ordenado  al  encargado  de  recobrarlo  por  no  haber  sido 
pagado  con  arreglo  k  sus  instrucciones  y  en  la  forma  debida^ 
no  importa  la  renuncia  de  sus  acciones  contra  el  mandatario  que 
ñolas  cumplió 73 

CAUSA  cxm. 

Criminal,  contra  el  presbítero  D.  Máximo  Garramuño,  por  de- 
lito de  rebelión  y  sedición. 

Sumario. — i^  El  haber  levantado  espontáneamente  una  sus- 
cridon  y  ofrecido  su  importe  al  Gefe  de  los  rebeldes  importa  el 
delito  de  complicidad  en  la  rebelión. 

2<*  El  haber  inducido  al  gobierno  rebelde  á  resistir  el  recono- 
cimiento del  vicario  capitular  nombrado  por  la  autoridad  legíti^ 
ma  es  un  acto  de  sedición. 

9*  La  poca  entidad  del  auxilio  prestado  á  los  rebeldes,  y  la 
ialta  de  circunstancias  agravantes,  autorizan  á  imponer  el  mí- 
nimum de  la  pena  establecida  porla  ley •*.•     78 

CAUSA  CXIV. 

D.  Claudio  Manterola,  contra  D.  Eugenio  Bustos,  sobre  autos 
ejecutivos. 

Sumario.— 1«  Resultando  intempestiva  una  ejecución  debe 
alzarse  el  embargo. 
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2<»  No  existiendo  justa  causa  no  se  puede  ordenar  la  mejora  de 
una  garantía  aceptada  por  las  partes • •••••    M 

• 

CAUSA  CXV. 

D.  Claudio  Manterola  contra  D.  Eugenio  Bustos,  sobre  ejecu- 
ción de  sentencias. 

Sumario. — La  demanda  contra  sentencias  pasadas  en  autori- 
dad de  cosa  juzgada  es  inadmisible 86 

CAUSA  CXVI. 

La  Compañía  «Rio  de  la  Platas  propietaria  deWapor  cGuarani» 
contra  D.  Carlos  Watson  capitán  de  la  barca  inglesa  cTiwers  of 
HontríeU^  sobre  averías  y  nulidad  de  un  laudo. 

Sumario. — 1°  Los  jueces  pueden  y  deben  fijar  en  todo  juicio 
las  indemnizaciones  que  se  deben  á  las  partes. 

2o  Los  arbitros  nombrados  para  un  juicio  de  averías  pueden 
fijar  la  indemnización  de  perjuicios,  y  comprender  en  ella  los 
provenientes  de  un  embargo  trabado  bajo  la  responsabilidad  de 
una  de  las  partes. 

3^  Estos  perjuicios  son  á  cargo  de  quien  lo  pidió  y  obtuvo 
bajo  su  responsabilidad. 

i^  La  publicidad  de  las  pruebas  en  juicio  arbitral  no  es  una 
forma  sustancial  cuya  falta  importe  un  vicio  de  nulidad. 

5»  Un  decreto  prorogando  el  término  de  pruebas  dictado  por 
los  dos  primeros  arbitros  sin  la  concurrencia  del  tercero,  citado 
ya  para  laudar,  es  válido,  y  no  vicia  el  laudo. 

6^  La  falta  de  autorización  del  laudo  por  el  escribano  no  cons- 
tituye un  vicio  de  nulidad  insanable. 

7^  El  escribano  interviene  en  los  juicios  para  hacer  saber  á  los 
litigantes  los  autos  pronunciados  por  los  jueces^  dando  fé  que 
estos  son  los  que  los  han  pronunciado. 

8o  Cuando  consta  y  no  se  pone  en  duda  que  los  que  dictaron 
el  laudo  son  los  mismos  arbitros  nombrados  por  las  partes,  no 
es  necesaria  la  intervención  del  escribano  para  dar  fé  de  ello. 

V  Es  en  este  sentido  que  la  ley  exije  la  legalización  del  escri- 
bano para  despachar  la  ejecución  de  un  laudo. 
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10  En  ninguna  ley  se  determina  eomo  causa  de  nulidad  del 
laudo  la  falta  de  autorización  del  escribano. 

11  Machos  menos  pueden  serlo  en  las  causas  que  correspon- 
den á  los  Tribunales  federales,  donde  se  ha  suprimido  la  auten- 
ticación de  las  procidencias  judiciales  por  el  escribano ;  y  en  el 
caso  de  haber  sido  presentado  el  laudo  al  juez,  y  héchose  saber 
á  las  partes  por  su  orden. 

12  Las  cuestiones  provenientes  de  choque  y  abordqes  deben 
ser  resueltas  por  arbitros,  y  de  su  laudo  no  puede  haber  apa- 
ladon  para  ante  los  jueces. ordinarios. 

13  Si  la  hubiese,  serian  estos,  y  no  los  arbitros,  quienes  los 
resolverían  en  definitiva 94 

CAUSA  cxvn. 

D.  Augusto  Tühring  contra  D.  Ángel  Texo,  sobre  fletes. 

Sumario.— í<^  La  ley  no  impone  al  fletante  la  obligación  de 
tener  su  buque  listo  para  recibir  carga  inmediatamente  después 
de  firmado  el  contrato  de  fletamento,  ó  dentra  de  un  breve  tér^ 
mino,  no  existiendo  *  estipulación  espresa  al  respecto. 

2«  Mucho  mas  cuando  de  las  pruebas  resulta  que  en  la  inten- 
ción de  los  contratantes  no  entraba  ta  de  señalar  muy  pocos  días 
para  poner  el  buque  á  la  carga ;  y  que  no  existia  práctica  espe- 
cial en  contrario. 

3®  No  designándose  en  la  póliza  el  tiempo  en  que  deba  empe- 
zar la  carga^  se  entiende  que  este  corre  desde  el  dia  en  que  el 
capitán  avisa  que  está  pronto  á  recibirla. 

4^  La  declaración  de  quedar  nulo  el  contrato  de  fletamento 
vigente  hecha  por  el  fletador,  importa  la  renuncia  al  contrato. 

&>  En  ese  caso  el  fletador  debe  pagar  la  mitad  del  flete,  y  gra- 
tificación. 

^^  En  los  viajes  de  ida  y  vuelta,  cuando  el  fletador  renuncia  al 
contrato  debe  solo  pagar  la  mitad  del  flete  de  ida. 

1*  El  importe  de  dicha  mitad  debe  pagarse  al  renunciarse  al 
contrato^  y  la  tardanza  en  el  cumplimiento  de  esa  obligación  im" 
pone  ki  de  pagar  los  intereses  desde  el  dia  de* la  demanda. 

8®  Habiéndose  demandado  mayor  cantidad  de  la  que  se  admite 
por  la  sentencia,  no  hay  temeridad  en  la  resistencia  del  demaá-' 
dada»  y  este  no  es  responsable  de  las  costas  del  juicio. 105 
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Sumorío.-^V  Es  reo  del  delito  de  rebetion  el  que  se  alia  pú- 
blieamente  y  en  abierta  hostilidad  contra  el  Gobierno  Nacional, 
para  deponer  al  Presidente  de  la  República. 

2^  £1  hecho  de  seducir  tropas  para  engrosar  las  filas  rebeldes 
hace  que  su  autor  sea  reputado  promotor  de  la  rebelión. 

3^  La  pena  de  los  promotores  es  diez  años  de  presidio  y  una 
multa  de  dos  &  seis  mil  pesos  fuertes,  cuando  ha  habido  com- 
bate con  las  fuerzas  fieles  al  Gobierno. 

4®  Los  reos  del  delito  de  rebelión  son  responsables  de  los  da- 
ños y  perjuicios  que  hubiesen,  ocasionado  con  motivo  de  ella. 

&»  Ño  es  un  delito  senrir  en  las  fuerzas  rebeldes  obligado  por 
la  fuerza  y  el  terror 142 

CAUSA  CXXV. 

D.  Benjamín  Sánchez  y  Cs  contra  la  Testamentaria  Hallea  y 
D«  Nicolás  Sotemayor,  sobre  depósito. 

5tfmaWo.»l^' Consentido  un  auto  ordenando  se  saque  de  po- 
der de  uno  un  depósito  de  dinero,  debe  llevarse  á  efecto;  mu- 
cho mas  si  hay  razón  para  temer  dificultades  continuando  el 
depósito  asi. 

Í9  No  es  razón,  para  dejar  sin  efecto  dicho  auto,  la  de  no  po- 
derse depositar  el  dinero  con  seguridad  donde  el  juez  ordenó, 
existiendo  otras  casas  donde  hacerlo 152 

CAUSA  CXXYI. 

D.  Francisco  D.  Oro  Sifón,  contra  D.  Jelon  Martines,  sobre 
cobro  de  impuestos. 

Sumario.—Í^  El  pleito  entre  un  aijentino  y  un  estrangero  cor- 
responde en  1*  instancia  al  juzgado  de  sección,  aunque  pudiera 
su  resolución  afectar  á  una  Provincia  por  la  eviccion. 

2«  Es  necesario  que  esta  figure  como  parle  en  los  autos  para 
establecer  en  el  caso  la  jurisdicción  ordinaria .  de  la  Suprema 
Corte 156 

CAUSA  cxxvn. 

D.  Julio  Doazan,  Cónsul  de  Francia,  contra  D.  Pedro  Duché, 
sobre  recurso  de  queja. 
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SttiiMirto.— El  auto  librando  el  mandamiento  de  embargo  en  el 
procedimiento  ejecutiyo  no  es  apelable 159 

CAUSA  cxxvm. 

D.  Eugenio  Bustos  contra  D.  Claudio  Manterola»  sobre  conde- 
nación de  costiis. 

5ttfiiarfo.— Cuando  en  la  instancia  de  apelación  se  pronuncia 
la  condenación  en  costas,  sin  espresarse  que  esta  se  estiende 
á  las  de  1^  instancia,  se  entiende  aquella  con  relación  á  las  del 
recurso  únicamente •»  161 

CAUSA  CXXIX. 

El  Procurador  fiscal,  contra  el  Dr.  D.  Manuel  Quintana^  sobre 
recursos,  de  rescisión. 

Sumario. — i*  No  justificándose  causa  bastante,  no  se  admite 
el  recurso  de  rescisión. 

2^  La  Suprema  Corte  no  puede  fallar  sobre  capítulos  que  no 
se  hayan  propuesto  á  la  decisión  del  inferior,  sin  que  los  nueva- 
mente aducidos  se  hallen  comprendidos  en  las  escepciones  esta- 
blecidas por  el  art.  224  de  la  ley  de  procedimientos 164 

CAUSA  CXXX. 

D.  Pablo  y  D.  Alberto  Labastie,  contra  D.  Manuel  Aguilar  y 
Sevilla,  por  cobro  de  pesos.— Incidente  sobre  competencia. 

Sumario.— El  juez  competente  para  conocer  de  la  demanda  lo 
es  también  de  la  reconvención^  aunque  esta  no  pueda  ser  enta- 
blada ante  él  como  acción  principal •••••  168 

CAUSA  XXXI. 

Shaws  hermanos,  contra  Powel  y  C^,  por  cobro  de  fletes. 

Sumario. — l^'  El  Código  de  Comercio  solo  exige  que  un  ejem- 
plar del  conocimiento  original  se  acompañe  con  la  demanda  entre 
capitán  y  cargador  para  que  ella  se  admita  en  juicio,  no  siendo 
indispensable  que  el  ejemplar  contenga  todos  los  requisitos  que 
dan  al^conocimiento  fuerza  plenamente  probatoria. 
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albacea  dativo,  cuando  los  herederos  son  estrangeros  y  están 
ausentes . 

5^  Esta  jurisprudencia  escluje  toda  personería  judicial  en  los 
cónsules,  y  es  contraria  á  la  doctrina  Norte-americana. 

6»  Trat&udose  de  la  actual  restitución  de  la  propiedad  recla- 
mada, se  exíje  á  los  cónsules,  aun  por  la  doctrina  Norte-ameri- 
cana, un  mandato  especial. 

1°  El  principio  de  no  tener  los  cónsules  la  personería  de  sus 
compatriotas  se  corrobora  por  el  art.  31  del  Reglamento  para 
los  Cónsules  Arjentinos  de  6  de  Noviembre  de  1862. 

8®  Aunque  los  cónsules  estrangeros  puedan  solicitar  de  los 
Tribunales  medidas  conservatorias  de  los  bienes  de  sus  conciu- 
dadanos^ que  hubieren  quedado  sin  administración,  esta  facultad 
no  se  estíende  hasta  pedir  el  embargo  de  bienes  que  se  hallan  en 
poder  de  terceros  por  título  declarado  válido  por  una  autoridad 
estrangera 1 8i 

CAUSA  CXXXIV. 

El  Fiscal  General  de  la  Provincia  de  Corrientes  contra  D.  Sin- 
foroso  Cáceres,  sobre  daños  y  perjuicios  procedentes  del  delito 
de  traición  á  la  patria. 

Sumario. — l^  Las  acciones  civiles  que  nacen  de  los  delitos 
corresponden  á  los  peijudicados  céntralos  autores  de  aquellos. 

2»  Pueden  ser  ejercidas,  aunque  la  causa  criminal  se  suspen- 
da por  la  ausencia  del  reo. 

3^  En  ese  caso^  el  juicio  en  que  se  trata  de  las  prestaciones 
civiles,  debe  comprender  la  existencia  del  hecho  imputado  y  la 
culpabilidad  del  demandado  para  absolverse  ó  condenarle,  aun- 
que la  acción  civil  se  deduzca  separadamente. 

4^  Solo  la  justicia  que  es  competente  para  conocer  del  de- 
lito, lo  es  para  conocer  de  las  prestaciones  civiles. 

5^  Corresponde  á  los  jueces  de  sección  el  conocimiento  y  cas- 
tigo de  los  crímenes  que  ofendan  la  soberanía  y  seguridad  de  la 
Nación,  siendo  el  mas  grave  el  de  traición  á  la  patria. 

&»  Para  que  la  Suprema  Corte  ejerza  jurisdicción  originaria 
en  los  casos  en  que  una  Provincia  es  parte  contra  un  particular» 
se  requiere  que  esta  sea  estrangero,  ó  vecino  de  otra  Provincia.  •  186 
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CAUSA  CXXXV. 

D.  Rafael  GaUino,  contra  Lanus  hermanos,  por  cobro  de  una 
letra  de  cambio. 

Sutnario.'-Í^  El  art.  23  de  la  ley  de  justicia  nacional  de  16 
de  Octubre  de  1862,  ha  sido  modificado  por  el  art.  14  de  la  de 
14  de  Setiembre  de  1863,  sobre  jurisdicción  y  competencia  de 
los  Tribunales  Nacionales,  que  es  correctiva  de  aquella. 

i^  £1  caso  de  una  ejecución  en  que  una  Provincia  pueda  de- 
ducir tercería  escluyente,  no  está  comprendido  en  ninguno  de 
los  del  art.  14  de  la  ley  de  1863 491 

CAUSA  CXXXVI. 

D.  José  C.  Paz  por  D.  Exequiel  N.  Paz,  quejándose  de  proce- 
dimientos del  Juzgado  Federal  de  Santa  Fé. 

5tfmarJo.— lo  La  provocación  al  duelo  y  las  amenazas  á  los 
magistrados  con  ocasión  de  sus  funciones,  son  crímenes  previstos 
y  penados  por  la  ley  nacional  de  1863. 

2o  La  pena  puede  ser,  según  la  gravedad  del  caso,  corporal  y 
pecuniaria  conjuntamente. 

3®  La  prisión  del  acusado  no  es  ajena  de  estos  juicios  para 
asegurar  la  ejecución  de  la  sentencia. 

4o  Esta  medida  es  indispensable  para  la  defensa  de  la  persona 
y  del  honor  del  juez,  cuando  ha  sido  amenazado  públicamente. 

5o  El  juez  injuriado  puede,  cuando  el  caso  no  es  de  aquellos 
que,  por  su  levedad  y  circunstancias  en  que  se  comete,  debe  re- 
primir por  si  mismo,  levantar  el  sumario,  ordenar  la  prisión  y 
remitir  el  conocimiento  de  la  causa  á  otro  que  sea  competente. 

6o  La  ley  sobre  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales  con* 
cede  á  estos  la  focultad  de  corregir  por  si  mismos  los  desacatos 
que  se  cometan  en  los  alegatos  y  audiencias . . . .  i 195 

CAUSA  cxxxvn. 

D.  José  Canale  contra  D.  Martin  Alzaga,  sobre  cobro  de 
honorarios. 

Sutnario. — lo  Las  tachas  contra  los  testigos  deben  proponerse 
y  probarse  dentro  del  término  probatorio. 
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ip  No  pueden  por  consiguiente  aceptarse  las  propuestas  en  el 
último  día  de  dicho  ténnino •• SOO 

CAUSA  Gxxxvm. 

La  Compañía  Sud-americana  de  Navegación  á  vapor,  contra 
D.  Augusto  de  la  Riostra  y  G^,  sobre  nulidad  de  un  laudo. 

Sumario. — 1<>  El  demandado  que  sin  ser  poseedor  de  la  cosa 
demandada  responde  en  juicio  que  la  tiene,  debe  pechar  al  de- 
mandante, que  prueba  que  la  cosa  es  suya,  el  valor  de  la  misma. 

2*  Por  analogía  de  razón,  los  demandados  que  aceptan  el 
juicio  declarando  ser  dueños  de  un  vapor  responsable  al  pago  de 
averias,  deben  responder  del  resultado  del  juicio. 

30  Mucho  mas  si  habiendo  antes  negado  y  después  aceptado  su 
personería,  separaron  con  su  intervención  al  capitán  del  vapor 
co-dueño  á  la  vez  del  mismo,  tratando  de  presentarle  en  seguida 
como  testigo  en  la  causa. 

^  El  recurso  de  nulidad  de  un  laudo,  fundado  en  la  ilegalidad 
de  sus  propios  actos,  ejecutados  con  la  intención  de  favorecer  á 
otro,  y  no  por  error,  debe  reputarse  temerario,  y  hace  responsa- 
bles á  los  recurrentes  de  todas  las  costas  del  juicio 202 

CAUSA  CXXXIX. 

Benitez  é  hijo,  contra  D.  Roberto  Lange,  sobre  pruebas. 

Sumario. — V  No  es  hábil  para  producir  prueba  dentro  del 
Municipio  un  término  acordado,  para  que  se  produzca  fuera  de  él. 

2^  Un  nuevo  término  de  prueba  puede  abrirse  de  conformi* 
dad  de  partes. 

30  Siendo  el  término  ordinario  para  producir  prueba  dentro 
del  Municipio  el  de  30  dias,  no  debe  entenderse  concedido  uno 
mayor,  si  se  abrió  la  causa  á  prueba  por  quince  dias,  y  se  pro- 
rogó  por  todo  el  de  la  ley,  después  de  vencido  el  primer  plazo, 
pero  consintiéndose  esto  por  las  partes. 

4*  En  este  caso  el  término  de  los  30  dias  debe  contarse  desde 
el  siguiente  á  la  notificación  del  auto  de  prueba,  sin  mas  deduc- 
ción que  de  los  dias  inhábiles  por  la  ley 209 
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CAUSA  CXL. 

D.  Jacinto  Gabred  contra  la  CoiQpaa(a  de  Nayogaóon  á  vapor 
cRio  de  la  Plata»  ^  sobre  averias. 

Sumario. — i^'  Los  daños  causados  sin  derecho  deben  indem- 
nizarse. 

2<>  El  responsable  de  ellos  es  quien  por  sus  actos  da  lugar  al 
hecho  que  los  ocasiona. 

3^  Los  buques  y  sus  dueños  son  responsables  de  los  daños 
causados  por  culpa  del  capitán  ó  de  la  tripulación. 

4»  Uo  daño  ocasionado  á  consecuencia  de  la  volcadura  de  un 
carro,  causada  ésta  por  culpa  del  patrón  de  una  chata,  debe  ser 
indemnizado  por  el  dueño  de  esta iH 

CAUSA  CXLI. 

D.  Francisco  Arrigós  contra  la  Empresa  «Lotería  de  Bttúfi-* 
concia  de  Corrientes»,  por  cobro  de  un  cuarto  billete. 

Sumario. — l^'  Los  billetes  de  loteria  que  circulan  pública- 
camente  deben  reputarse  verdaderos  mientras  la  empresa  no 
acredite  su  falsedad. 

Í9  Comprometiéndose  una  empresa  en  sus  estractos  á  pagar 
en  lugar  determinado  los  billetes  premiados,  no  puede  á  lo  mas, 
sino  tomarse  el  tiempo  bastante  para  pedir  los  talones  y  adquirir 
la  certidumbre  de  si  el  billete  es  bueno  6  nó. 

Z^  En  el  juicio  ejecutivo,  ante  la  Suprema  Corte  no  se  admiten 
pruebas  que  no  consten  de  documentos  públicos 220 

CAUSA  CXLH. 

D.  Manuel  Martínez  Nogueira  contra  D.  Augusto  de  la  Riostra 
y  Cs  por  cobro  de  pesos. 

Sumario.— Por  el  reglamente  de  mil  ochocientos  trece,  el  ar- 
bitramiento solo  es  exijido  cuando  de  la  confrontación  de  las 
diferentes  cuentas  exhibidas  por  las  partes,  resulta  unadifereaciA 
demasiado  dificil  ó  que  no  puede  resolverse  sin  escándalo 224 

CAUSA  cxun. 

D.  Pascual  Rosas  con  D.  Rufino  Guido,  sobre  mejor  derecho 
al  precio  de  un  terreno  espropiado. 
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Sutnario.^i^  Cuando  en  el  óontrato  de  venta  el  vendedor  se 
ha  obligado  expresamente  á  la  evíccion  y  saneamiento  no  puede 
posteriormente,  sin  temeridad,  ejercitar  acciones  que  ataquen  la 
integridad  de  la  cosa  tendida. 

So  El  temerario  litigante  debe  Ser  condenado  en  todas  las 
costas  del  juicio 221 

CAUSA  CXLIV. 

D.  Fuljencio  Godoy,  reclamando  de  una  resolución  [del  Go- 
bierno de  San  Juan.— Incidente  de  competencia. 

Sumario. — El  Juez  de  Sección  es  competente  para  conocer  del 
caso  en  que  se  trate  de  una  condenación  á  servicio  militar,  im- 
puesta por  un  Gobierno  de  Provincia  para>an  cuerpo  dependían* 
de  la  Nación 231 

CAUSA  CXLV. 

El  capitán  del  buque  «Histero»  contra  Soubiron  y  C«,  por 
cobro  de  fletes. 

Stimar id.— Para  que  una  póliza  de  fleCamento  de  un  buque  por 
mes  pueda  servir  de  fundamento  á  una  demanda  ejecutiva,  es 
necesario  que  se  compruebe  que  aun  subsiste  la  obligación  del 
cargador 237 

CAUSA  CXLVI. 

D.  José  H.  Jaramillo  contra  D*  Carlota  Ortiz,  sobre  interdicto 
de  recuperar  la  posesión. 

Sumario. — Para  entablar  el  interdicto  de  recuperar  la  pose* 
sion^  es  necesario  haberla  tenido  al  tiempo  en  que  se  alega  el 
despojo 240 

CAUSA  CXLVn. 

D.  León  Isaac  y  C*,  contra  la  Compañía  Aijentina  de  Seguros 
Harltimos,  sobre  abandono  del  vapor  c  Yaguareté  i  y  cobro  de 
seguros.  .  . 
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Sufnario.'^l^  La  cláusula  de  la  póliza  de  seguro,  por  la  que 
se  limita  este  á  la  navegación  del  Hata  y  sus  aflaentes  hasta 
donde  lo  permite  el  calado  del  buque  asegurado,  importa  una 
restricción  puesta  á  este  para  navegar  en  canales  que  ordina- 
riamente no  tengan  agua  suficiente  para  la  navegación  de  ba- 
ques del  calado  del  asegurado. 

2o  Siendo  el  canal,  donde  tuvo  lugar  el  siniestro,  frecuentado 
por  buques  de  mayor  calado  de  aquel,  no  puede  oponerse  á  la 
demanda  del  asegurado  la  escepcion  fundada  en  la  cláusula 
mencionada. 

3*  Es  temeraria  la  resistencia  del  demandado  fundada  en  la 
ignorancia  de  un  hecho,  lo  que  no  es  posible  presumir. 

4*  Cuando  en  primera  instancia  se  opone  una  escepcion,  y, 
en  la  segunda,  abandonando  aquella,  se  opone  otra  enteramente 
contraria,  no  puede  admitirse  sino  la  prueba  de  escrituras  au- 
ténticas, ó  confesión  de  parte. 

5^  Un  parte  pasado  por  un  gefe  de  la  escuadra  brasilera,  aun 
siendo  certificado,  no  puede  calificarse  de  instrumento  auténtico, 
ni  de  escritura  pública. 

6*  Dicho  parte  no  tiene  otro  valor  que  el  de  un  testimonio  es- 
crito sujeto  á  la  apreciación  del  juez  respecto  de  la  imparcialidad 
ó  no  del  que  lo  suscribe. 

7*  Los  condenados  á  pagar  la  suma  asegurada,  deben  serlo 
también  á  pagar  los  intereses  desde  el  dia  de  la  demanda 244 

CAUSA  CXLVm. 

El  capitán  del  vapor  c  Bismark»  contra  Pini,  Roncoroni  y  C% 
por  cobro  de  fletes. 

Sumario.'-l^  Concluido  un  juicio  ejecutivo,  tanto  el  actor  co- 
mo el  reo  tienen  su  derecho  á  salvo  para  promover  el  ordinario. 

2<>  Debiendo  el  juicio  ordinario  considerarse  como  una  emer- 
Jencia  del  ejecutivo,  el  apoderado  para  este  lo  es  también  para 
aquel. 

3<>  En  los  juicios  en  rebeldía  no  es  posible  admitir  la  prueba 
testimonial 252 
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CATJSA  CXUX. 


•       « 


Los  capitanes  de  los  buques  cPendleton»  y  «Alpha^  contra  D« 
Leopoldo  Arteaga^  por  cobra  de  fletes— Incidente  sobre  embargo. 

Sumario, — Un  decreto  mandando  suspender  los  juicios  se- 
guidos contra  un  comerciante  en  virtud  de  solicitud  de  morato- 
riaS|  no  imj^orta  revocación  de  un  embargo  trabado  anterior- 
mente. •  •  •.•.. 254 

CAUSA  CL. 

D.  Carlos  Hairía  Palacios  contra  el  Fisco  Nacional,  sobre  pér- 
(iidá  dé  efectos  eñ  la  Aduana. 

Sumario,— 'l^  La  anotación  de  no  recibido  puesta  por  el  guarda 
almacén  en  la  papeleta  de  los  efectos  que  se  introducen  á  los 
almacenes  de  aduana,  tiene  la  presunción  de  verdadera.       ^ 

So  La  aduana  no  es  responsable  de  la  pérdida  ó  averia  que  su- 
fran en  los  almacenes  fiscales,  las  mercaderías  que  sean  á  des* 
pacho  directo. 

3<>  Existiendo  presunciones  de  que  la  pérdida  de  mercaderías 
haya  tenido  lugar  en  la  puerta  de  la  aduana,  y  prob&ndose  que 
el  interesado  estaba  ausente  en  el  momento  de  la  descarga,  éste 
pierde  el  derecho  &  reclamar,  y  la  aduana  es  irresponsable  de 
dicha  pérdida • 257 

CAUSA  CU. 

D.  Joaquín  Moreira  contra  de  Mot  y  Cs  por  cobro  de  pesos. 

Stmiano.— En  el  caso  de  jurisdicción  concurrente,  debe  lle- 
varse el  asunto  al  conocimiepto  de  los  Tribunales  de  Provincia, 
si  ambas  partes  están  conformes  al  respecto 261 

♦  »  • 

CAUSA  CLO. 

D.  IfaíniíBl  AaloAio  y  D*  Jaeoba  Tejada  contra  D.  Ramón  J.  JNar 
vea,  sobre  propiedad  de  una  finca.— Incidente  sobre  eviccion. 

iStimorto.-— La  obligación  que  contrae  el  vendedor  de  salir  á  la 
eviccion'y  saneaiiiíeiitOy  se  enüende  para  el  caso  de  que  un  tier- 
T.vm.  35 
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Sumérío.—V  Es  reo  del  delito  de  rebelión  el  que  se  aka  pú- 
blieamente  y  en  abierta  hostilidad  contra  el  Gobierno  Nacional, 
para  deponer  al  Presidente  de  la  República. 

i"*  £1  hecho  de  sedndr  tropas  para  engrosar  las  filas  rebeldes 
hace  qne  sn  autor  sea  reputado  promotor  de  la  rebelión. 

3^  La  pena  de  los  promotores  es  diez  años  de  presidio  y  una 
multa  de  dos  &  seis  mil  pesos  fuertes,  cuando  luí  habido  com- 
bate con  las  fuerzas  fieles  al  Gobierno. 

4*  Los  reos  del  delito  de  rebelión  son  responsables  de  los  da- 
ños y  peijuicios  que  hubiesen,  ocasionado  con  motiTO  de  ella. 

&»  Ño  es  un  delito  servir  en  las  fuerzas  rebeldes  obligado  por 
hi  fuerza  y  el  terror 142 

CAUSA  GXXV. 

D.  Benjamin  Sánchez  y  G%  contra  la  Testamentarla  Hallea  y 
D*  Nicolás  Sotemayor,  sobre  depósito. 

Sumario.— 1^' Consentido  un  auto  ordenando  se  saque  de  po- 
der de  uno  un  depósito  de  dinero,  debe  llevarse  á  efecto;  mu- 
cho mas  si  hay  razón  para  temer  dificultades  continuando  el 
depósito  así. 

2o  No  es  razón,  para  dejar  sin  efecto  dicho  auto^  la  de  no  po- 
derse depositar  el  dinero  con  seguridad  donde  el  juez  ordenó, 
existiendo  otras  casas  donde  hacerlo 152 

CAUSA  CXXYI. 

D.  Francisco  D.  Oro  Sifón,  contra  D.  Jelon  Martínez,  sobre 
cobro  de  impuestos. 

Sumario.^^^  El  pleito  entre  un  arjentino  y  un  estrangero  cor- 
responde en  1*  instancia  al  juzgado  de  sección,  aunque  pudiera 
su  resolución  afectar  á  una  Provincia  por  la  eviccion. 

2«  Es  necesario  que  esta  figure  como  parte  en  los  autos  para 
establecer  en  el  caso  la  jurisdicción  ordinaria  de  la  Suprema 

Corte , ,,./, 156 

.....  •  • 

CAUSA  cxxvn. 

D.  Julio  Doazan,  Cónsul  de  Francia,  contra  D.  Pedro  Duché, 
sobre  recurso  de  queja. 
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Sunuario.^El  auto  librando  el  mandamiento  de  embargo  en  el 
procedimiento  ejecutivo  no  es  apelable 159 

CAUSA  csxvm. 

D.  Eugenio  Bustos  contra  D.  Claudio  Manterola»  sobre  conde- 
nación de  costiis. 

5timar<o.— Cuando  en  la  instancia  de  apelación  se  pronuncia 
la  condenación  en  costas,  sin  espresarse  que  esta  se  estiende 
á  las  de  i*  instancia,  se  entiende  aquella  con  relación  á  las  del 
recurso  únicamente 161 

CAUSA  CXXIX. 

El  Procurador  fiscal,  contra  el  Dr.  D.  Manuel  Quintana^  sobre 
recursos  de  rescisión. 

Sumario. — 1*  No  justificándose  causa  bastante,  no  se  admite 
el  recurso  de  rescisión. 

i^  La  Suprema  Corte  no  puede  fallar  sobre  capítulos  que  no 
se  hayan  propuesto  á  la  decisión  del  inferior,  sin  que  los  nuoTa- 
mente  aducidos  se  hallen  comprendidos  en  las  escepciones  esta- 
blecidas por  el  art.  224  de  la  ley  de  procedimientos 164 

CAUSA  CXXX. 

D.  Pablo  y  D.  Alberto  Labastie,  contra  D.  Manuel  Aguilar  y 
Sevilla,  por  cobro  de  pesos.— Incidente  sobre  competencia. 

5timario.— El  juez  competente  para  conocer  de  la  demanda  lo 
es  también  de  la  reconvención^  aunque  esta  no  pueda  ser  enta- 
blada ante  él  como  acción  principal 168 

CAUSA  XXXI. 

Shaws  hermanos,  contra  Powel  y  C«,  por  cobro  de  fletes. 

Sumatio.^^í^  El  Código  de  Comercio  solo  exige  que  un  ejem- 
plar del  conocimiento  original  se  acompañe  con  la  demanda  entre 
capitán  y  cargador  para  que  ella  se  admita  en  juicio,  no  siendo 
indispensable  que  el  ejemplar  contenga  todos  los  requisitos  que 
dan  al]¡conocimiento  fuerza  plenamente  probatoria. 

T.  Tin  34 
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2^  En  éste  caso  el  conocimiento  vale  solo  como  principio  de 
prueba  por  escrito  qne  autoriza  la  admisión  de  la  testimonial. 

3^  Confesándose  en  juicio  la  verdad  de  un  conocimiento  dis- 
conforme con  las  prescripciones  legales,  él  hace  plena  prueba. 

4«  Para  el  abono  de  los  intereses  en  juicio  se  toma  por  norma 
lo  que  cobra  el  Banco  de  la  Provincia  en  sus  descuentos 1 71 

CAUSA  CXXXII. 

Ferrer  y  C*  contra  Bemberg,  Haymendahl  y  Cs  sobre  estadías. 

Sumarto.— 1<>  Los  cargadores  deben  asegurarse  de  que  el  bu- 
que puede  recibir  la  carga. 

2o  Las  consecuencias  de  su  omisión  al  respecto  les  son  impu- 
tables. 

3»  Pasados  tres  dias  de  estar  una  lancha  al  costado  de  un 
buque,  empiezan  á  correr  las  estadías. 

4<>  Para  eso  no  es  indispensable  protestarlas. 

&»  No  puede  presumirse  de  la  falta  de  protesta  el  que  el  dam- 
nificado haya  renunciado  el  derecho  á  ser  indemnizado  de  las 
estadías. 

6<>  El  silencio  del  demandado  sobre  un  hecho  mencionado  en 
la  demanda,  puede  estimarse  como  confesión  de  su  verdad^  mu- 
cho mas  si  otras  circunstancias  le  hacen  presumir i  76 

CAUSA  cxxxm. 

El  Cónsul  de  Bolivía,  contra  Uriburu  y  C*,  sobre  reivindicación 
de  efectos  y  embargo. 

Sumario. ^í^  La  persona  que  litiga  derechos  que  no  son  pro- 
pios debe  acompañar  á  la  demanda  los  documentos  que  acredi- 
ten su  personalidad. 

2»  La  doctrina  Norte-americana  de  que  los  Cónsules  pueden 
ejercer  la  personeria  en  juicio  de  sus  compatriotas  ausentes^  es 
contraria  á  la  seguida  sobre  este  punto  per  las  demás  naciones. 

3^  No  tiene  por  consiguiente  la  importancia  de  un  principio 
internacional. 

4^  La  intervención  de  los  Cónsules  estrangeros  en  las  suce- 
siones intestadas  de  sus  nacionales,  se  limita  á  poner  los  sellos 
&  los  bienes  muebles  y  papeles  del  finado  y  al  nombramiento  de 
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albacea  dativo,  cuando  los  herederos  son  estrangeros  y  están 
ausentes. 

5*^  Esta  jurisprudencia  escluye  toda  personería  judicial  en  los 
cónsules,  y  es  contraria  á  la  doctrina  Norte-americana. 

6^  Trat&ndose  de  la  actual  restitución  de  la  propiedad  recla- 
mada, se  exije  á  loa  cónsules^  aun  por  la  doctrina  Norte-ameri- 
cana, un  mandato  especial. 

7o  El  principio  de  no  tener  los  cónsules  la  personería  de  sus 
compatriotas  se  corrobora  por  el  art.  31  del  Reglamento  para 
los  Cónsules  Arjentinos  de  6  de  Noviembre  de  1862. 

8®  Aunque  los  cónsules  estrangeros  puedan  solicitar  de  los 
Tribunales  medidas  conservatorias  de  los  bienes  de  sus  conciu- 
dadanos^ que  hubieren  quedado  sin  administración,  esta  facultad 
no  se  estiende  hasta  pedir  el  embargo  de  bienes  que  se  hallan  en 
poder  de  terceros  por  titulo  declarado  válido  por  una  autoridad 
estrangera 181 

CAUSA  CXXXIV. 

El  Fiscal  General  de  la  Provincia  de  Corrientes  contra  D.  Sin- 
foroso  Cáceres,  sobre  daños  y  perjuicios  procedentes  del  delito 
de  traición  á  la  patria. 

Sumario, — ^^  Las  acciones  civiles  que  nacen  de  los  delitos 
corresponden  á  los  perjudicados  contratos  autores  de  aquellos. 

i^  Pueden  ser  ejercidas,  aunque  la  causa  criminal  se  suspen- 
da por  la  ausencia  del  reo. 

3^  En  ese  caso^  el  juicio  en  que  se  trata  de  las  prestaciones 
civiles,  debe  comprender  la  existencia  del  hecho  imputado  y  la 
culpabilidad  del  demandado  para  absolverse  ó  condenarle,  aun- 
que la  acción  civil  se  deduzca  separadamente. 

4<>  Solo  la  justicia  que  es  competente  para  conocer  del  de- 
lito, lo  es  para  conocer  de  las  prestaciones  civiles. 

5»  Corresponde  á  los  jueces  de  sección  el  conocimiento  y  éas- 
tigo  de  los  crímenes  que  ofendan  la  soberanía  y  seguridad  de  la 
Nación,  siendo  el  mas  grave  el  de  traición  á  la  patria. 

&>  Para  que  la  Suprema  Corte  ejerza  jurisdicción  originaria 
en  los  casos  en  que  una  Provincia  es  parte  contra  un  particular» 
se  requiere  que  esta  sea  estrangero,  ó  vecino  de  otra  Provincia. .  186 
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CAUSA  CXXXV. 

D.  Rafael  Gallino,  contra  Lanus  hermanos,  por  cobro  de  una 
letra  de  cambio. 

5timarío.— 1^  El  art.  23  de  la  lej  de  justicia  nacional  de  16 
de  Octubre  de  1862,  ha  sido  modificado  por  el  art.  14  de  la  de 
14  de  Setiembre  de  1863,  sobre  jurisdicción  y  competencia  de 
los  Tribunales  Nacionales^  que  es  correctiva  de  aquella. 

i^  ISI  caso  de  una  ejecución  en  que  una  Protincia  pueda  de- 
ducir tercería  escluyente,  no  está  comprendido  en  ninguno  de 
los  del  art.  14  de  la  ley  de  1863 491 

CAUSA  CXXXVI. 

D.  José  C.  Paz  por  D.  Exequiel  N.  Paz,  quejándose  de  proce- 
dimientos del  Juzgado  Federal  de  Santa  Fé. 

Sumario.— lo  La  provocación  al  duelo  y  las  amenazas  á  los 
magistrados  con  ocasión  de  sus  funciones,  son  crímenes  previstos 
y  penados  por  la  ley  nacional  de  1863. 

i^  La  pena  puede  ser,  según  la  gravedad  del  caso,  corporal  y 
pecuniaria  conjuntamente. 

3^  La  prisión  del  acusado  no  es  ajena  de  estos  juicios  para 
asegurar  la  ejecución  de  la  sentencia. 

4®  Esta  medida  es  indispensable  para  la  defensa  de  la  persona 
y  del  honor  del  juez,  cuando  ha  sido  amenazado  públicamente. 

&>  El  juez  injuriado  puede,  cuando  el  caso  no  es  de  aquellos 
que,  por  su  levedad  y  circunstancias  en  que  se  comete,  debe  re- 
primir por  sí  mismo,  levantar  el  sumario,  ordenar  la  prisión  y 
remitir  el  conocimiento  de  la  causa  á  otro  que  sea  competente. 

6o  La  ley  sobre  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales  con* 
cede  á  estos  la  facultad  de  corregir  por  ú  mismos  los  desacatos 
que  se  cometan  en  los  alegatos  y  audiencias. . ..'. 195 

CAUSA  cxxxvn. 

D.  José  Canale  contra  D.  Martin  Alzaga,  sobre  cobro  de 
honorarios. 

Sumario. — 1»  Las  tachas  contra  los  testigos  deben  proponerse 
7  probarse  dentro  del  término  probatorio. 
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Í9  No  pueden  por  consiguieiite  aceptarse  las  propuestas  en  el 
último  dia  de  dicho  término • SOO 

CAUSA  cxxxvm. 

La  Compañía  Sud-americana  de  Navegación  á  Tapor,  contra 
D.  Augusto  de  la  Riostra  y  C*,  sobre  nulidad  de  un  laudo. 

Sumario. — 1®  El  demandado  que  sin  ser  poseedor  de  la  cosa 
demandada  responde  en  juicio  que  la  tiene,  debe  pechar  al  de- 
mandante, que  prueba  que  la  cosa  es  suya,  el  valor  de  la  misma. 

2^  Por  analogía  de  razón,  los  demandados  que  aceptan  el 
juicio  declarando  ser  dueños  de  un  vapor  responsable  al  pago  de 
averias,  deben  responder  del  resultado  del  juicio. 

3o  Mucho  mas  si  habiendo  antes  negado  y  después  aceptado  su 
personería,  separaron  con  su  intervención  al  capitán  del  vapor 
co-dueño  á  la  vez  del  mismo,  tratando  de  presentarle  en  seguida 
como  testigo  en  la  causa. 

i^  El  recurso  de  nulidad  de  un  laudo,  fundado  en  la  ilegalidad 
de  sus  propios  actos,  ejecutados  con  la  intención  de  favorecer  á 
otro,  y  no  por  error,  debe  reputarse  temerario,  y  hace  responsa- 
bles á  los  recurrentes  de  todas  las  costas  del  juicio 202 

CAUSA  CXXXIX. 

Benitez  ¿  hijo,  contra  D.  Roberto  Lange,  sobre  pruebas. 

Sutnario, — 1^  No  es  hábil  para  producir  prueba  dentro  del 
Municipio  un  término  acordado,  para  que  se  produzca  fuera  de  él. 

2»  Un  nuevo  término  de  prueba  puede  abrirse  de  conformi- 
dad de  partes. 

3o  Siendo  el  término  ordinario  para  producir  prueba  dentro 
del  Municipio  el  de  30  dias,  no  debe  entenderse  concedido  uno 
mayor,  si  se  abrió  la  causa  á  prueba  por  quince  dias,  y  se  pro- 
rogó  por  todo  el  de  la  ley,  después  de  vencido  el  primer  plazo, 
pero  consintiéndose  esto  por  las  partes. 

4*  En  este  caso  el  término  de  los  30  dias  debe  contarse  desde 
el  siguiente  á  la  notificación  del  auto  de  prueba,  sin  mas  deduc- 
ción quédelos  dias  inhábiles  por  la  ley 209 
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CAUSA  CXL. 

D.  Jacinto  Cabred  contra  la  Comp^ñia  de  Ha^^cioQ  á  vapor 
cRio  de  la  Plata»,  sobre  averías. 

Sutnario. — l^  Los  daños  cansados  sin  derecho  deben  indem- 
nizarse. 

2o  El  responsable  de  ellos  es  quien  por  sns  actos  da  lugar  al 
hecho  que  los  ocasiona. 

3^  Los  buques  ;  sus  dueños  son  responsables  de  los  daños 
causados  por  culpa  del  capitán  ó  de  la  tripulación. 

^  Un  daño  ocasionado  á  consecuencia  de  la  volcadura  de  un 
carro,  causada  ésta  por  culpa  del  patrón  de  una  chata,  debe  ser 
indemnizado  por  el  dueño  de  esta 214 

CAUSA  CXLL 

D.  Francisco  Arrígós  contra  la  Empresa  «Lotería  de  Benifi- 
cenda  de  Corrientes»,  por  cobro  de  un  cuarto  billete. 

Sutnario. — i^  Los  billetes  de  loteria  que  circulan  pública- 
camente  deben  reputarse  verdaderos  mientras  la  empresa  no 
acredite  su  falsedad. 

2<>  Comprometiéndose  una  empresa  en  sus  estraetoa  á  pagar 
en  lugar  determinado  los  billetes  premiados,  no  puede  i  lo  mas, 
sino  tomarse  el  tiempo  bastante  para  pedir  los  talones  y  adquirir 
la  certidumbre  de  si  el  billete  es  bueno  6  nó. 

3f^  En  el  juicio  ejecutivo,  ante  la  Suprema  Corte  no  se  admiten 
pruebas  que  no  consten  de  documentos  públicos 220 

CAUSA  CXLH. 

D.  Manuel  Martinez  Nogueira  contra  D.  Augusto  de  la  Riostra 
y  C*,  por  cobro  de  pesos. 

Stunorto.— Por  el  reglamente  de  mil  ochocientos  trece,  el  ar- 
bitramiento solo  es  exijido  cuando  de  la  confrontación  de  las 
diferentes  cuentas  exhibidas  por  las  partes,  resulta  una  diferencia 
demasiado  dificil  ó  que  no  puede  resolverse  sin  escándalo 224 

CAUSA  CXLm. 

D.  Pascual  Rosas  con  D.  Rufino  Guido^  sobre  mejor  derecho 
al  precio  de  un  terreno  espropiado. 
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Sufnario.-^i^  Cuando  en  el  contrato  de  venta  el  vendedor  se 
ha  obligado  espresamente  á  la  eviccion  y  saneamiento  no  puede 
posteriormente^  sin  temeridad,  ejercitar  acciones  que  ataquen  la 
integridad  de  la  cosa  tendida. 

So  El  temerario  litigante  debe  ser  condenado  en  todas  las 
costas  del  juicio 221 

CAUSA  CXLIV. 

D.  Fuljencio  Godoy,  reclamando  de  una  resolución  [del  Go- 
bierno de  San  Juan.— Incidente  de  competencia. 

Sumario. — El  Juez  de  Sección  es  competente  para  conocer  del 
caso  en  que  se  trate  de  una  condenación  á  servicio  militar,  im- 
puesta por  un  Gobierno  de  Provincia  para  >an  cuerpo  dependien- 
do la  Nación • 231 

CAUSA  CXLV. 

El  capitán  del  buque  «Histero»  contra  Soubiron  y  Cs  por 
cobro  de  fletes. 

Sumario. —Para  que  una  póliza  de  fletamento  de  un  buque  por 
mes  pueda  servir  de  fundamento  á  una  demanda  ejecutiva,  es 
necesario  que  se  compruebe  que  aun  subsiste  la  obligación  del 
cargador ¿37 

CAUSA  CXLVI. 

D.  José  H.  Jaramillo  contra  I>  Carlota  Ortiz,  sobre  interdicto 
de  recuperar  la  posesión. 

StfüMno.— Para  entablar  el  interdicto  de  recuperar  la  pos^ 
sion,  es  necesario  haberla  tenido  al  tiempo  en  que  se  alega  el 
despojo.,.. • 240 

CAUSA  CXLVn. 

D.  León  Isaac  y  C*,  contra  la  Compañía  Aijentina  de  Seguros 
Marítimos,  sobre  abandono  del  vapor  c  Yaguareté  i  y  cobro  de 
seguros. 
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Sumario.-^i^  La  cláusula  de  la  póliza  de  seguro,  por  la  que 
se  limita  este  á  la  navegación  del  Plata  y  sus  afluentes  hasta 
donde  lo  permite  el  calado  del  buque  asegurado,  importa  una 
restricción  puesta  á  este  para  navegar  en  canales  que  ordina- 
riamente no  tengan  agua  suficiente  para  la  navegación  de  ba- 
ques del  calado  del  asegurado. 

2»  Siendo  el  canal,  donde  tuvo  lugar  el  siniestro,  frecuentado 
por  buques  de  mayor  calado  de  aquel,  no  puede  oponerse  á  la 
demanda  del  asegurado  la  escepcion  fundada  en  la  cláusula 
mencionada. 

3*  Es  temeraria  la  resistencia  del  demandado  fundada  en  la 
ignorancia  de  un  hecho,  lo  que  no  es  posible  presumir. 

4*  Cuando  en  primera  instancia  se  opone  una  escepcion,  y, 
en  la  segunda,  abandonando  aquella,  se  opone  otra  enteramente 
contraria,  no  puede  admitirse  sino  la  prueba  de  escrituras  au- 
ténticas, ó  confesión  de  parte. 

5^  Un  parte  pasado  por  un  gefe  de  la  escuadra  brasilera,  aun 
siendo  certificado,  no  puede  calificarse  de  instrumento  auténtico, 
ni  de  escritura  pública. 

6*  Dicho  parte  no  tiene  otro  valor  que  el  de  un  testimonio  es- 
crito sujeto  á  la  apreciación  del  juez  respecto  de  la  imparcialidad 
ó  no  del  que  lo  suscribe. 

7*  Los  condenados  á  pagar  la  suma  asegurada,  deben  serlo 
también  á  pagar  los  intereses  desde  el  dia  de  la  demanda 244 

CAUSA  CXLVm. 

El  capitán  del  vapor  «  Bismark  >  contra  Pini,  Roncoroni  y  C; 
por  cobro  de  fletes. 

Sumario. — I»  Concluido  un  juicio  ejecutivo,  tanto  el  actor  co- 
mo el  reo  tienen  su  derecho  á  salvo  para  promover  el  ordinario. 

ip  Debiendo  el  juicio  ordinario  considerarse  como  una  emer- 
Jencia  del  ejecutivo,  el  apoderado  para  este  lo  es  también  para 
aquel. 

3o  En  los  juicios  en  rebeldía  no  es  posible  admitir  la  prueba 
testimonial • 252 


I 
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CAUSA  CXUX. 


k       • 


Los  capitanes  de  los  buques  cPendleton»  y  «Alpha^  contra  D« 
Leopoldo  Arteaga,  por  cobra  de  fletes— Incidente  sobre  embargo. 

Sumario, — Un  decreto  mandando  suspender  los  juicios  se- 
guidos contra  un  comerciante  en  virtud  de  solicitud  de  morato- 
rias, no  importa  revocación  de  un  embargo  trabado  anterior^ 
mente 254 

CAUSA  CL. 

D.  Carlos  Hairla  Palacios  contra  el  Fisco  Nacional,  sobre  pér- 
(iidá  dé  efectos  éd  la  Aduana. 

Sumario.—l^  La  anotación  de  no  recibido  puesta  por  el  guarda 
almacén  en  la  papeleta  de  los  efectos  que  se  introducen  á  los 
almacenes  de  aduana,  tiene  la  presunción  de  verdadera. 

i^  La  aduana  no  es  responsable  de  la  pérdida  ó  avería  que  su- 
fran en  los  almacenes  fiscales,  las  mercaderías  que  sean  á  des- 
pacho directo. 

3»  Existiendo  presunciones  de  que  la  pérdida  de  mercaderías 
haya  tenido  lugar  en  la  puerta  de  la  aduana,  y  prob&ndose  que 
el  interesado  estaba  ausente  en  el  momento  de  la  descarga,  éste 
pierde  el  derecho  &  reclamar^  y  la  aduana  es  irresponsable  de 

dicha  pérdida 257 

• 

CAUSA  CLI. 

D.  Joaquín  Moreira  contra  de  Mot  y  Cs  por  cobro  de  pesos. 

Strniario.—En  el  caso  de  jurisdicción  concurrente,  debe  lle- 
varse el  asunto  al  conocimiepto  de  los  Tribunales  de  Provincia, 
si  ambas  partes  están  conformes  al  respecto. ••• 261 

«  *  • 

CAUSA  041. 

D.  Mániffil  AaloAio  y  D*  Jaeoba  Tijada  contra  D.  Ramón  J,  Nar 
vea,  sobre  propiedad  de  una  finca.^Incideüte  sobre  eviccion. 

iSumof^io.-— Le  obligación  que  contrae  el  vendedor  de  salir  á  la 
eviccian'y  saiieaiiiieiito»  se  enüende  pasa  el  caso  de  que  un  tjsr- 
T,  vm.  35 
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cero  demande  la  cosa  vendida^  w>  Jf99%  cuando  el  mismo  ó  sus 
herederos  son  los  demandantes • 264 

ausACun. 

D.  Diego  Thompson  y  C*,  contra  D.  Ernesto  Inguerson^  por 
cobro  de  pesos. 

Sumario.'-i^  No  puede  responsabitizarse  al  comprador  de  una 
parte  del  cafgaménto  k  bordo,  por  estadías:  causadas  por  demora 
en  recibir  la  carga,  si  no  se  prueba  que  ¿1  es  el  único  causante 
de  la  demora. 

2^  El  hecho  de  haber  contribuido  á  causar  la  mora  hace  que 
no  se  juzgue  temeraria  una  demanda  al  respecto.  ^ «..«  Í68 

CAUSA  CUV. 

El  capitán  de  la  goleta  cEmilia»  contra  los  propietarios  del 
▼apor  cEduardEyeret»,  sobre  arbitramienlo. 

Sumario. '--'Ea  la  obligación  que  se  imponen  las  partes  que 
firman  un  compromiso  de  cumplir  lo  que  lauden  los  Irbftros, 
sin  interponer  ningún  recurso  de  su  decisión,  no  se  entiende  re- 
nunciado el  recurso  4e  nulidad 214 

CAUSA  CLV. 

Criminal^  contra  José  Antonio  Domingue^,  por  rebelión  y  cri- 
menes  comunes  durante  día. 

Sumario.— i^  pll  hecho  de  servir  de  ayudante  á  un  gefe  de  la 
rebelión^  constitt^e  á  su  autor  t¡x  h  cla^iflcacfon  eo  primera 
linea  de  los  uleros  ejecutores. 

^  La  pena  en  este  caso  es  de  ciMitro  aft09  de  servicio  militar, 
óuna  miütadeOOO  pesos  fuertes 111 

CAVSk  fSM. 

Criminal,  eettM  ídtúB  Pleréttdaa  Braadaní  por  iwUPieptielpi 
de  correspondencia  pébHea. 

Swmariü.-^n  bedto  4e  detener  un  paquete  Ae  eeivespoMtai» 
da  pdMea»  eeftdteide^  por  o»  eemM)  y  oulUgMtoyeHetie^ 


i 
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mente  $ia  yi^adoo^  «8  uá  iMíio  que  se  oaitige  con  uae  «nlta 
minima  de  50  peaos  fuertes «..•« < 984. 

CAUSA  CLVn. 

,  .  « .  > 

Criminal,  contra  D.  Exequiel  N.  Paz,  sobre  desacato. — ^Inci- 
dente sobre  escarcelacion. 

Sumario.— Debe  concederse  la  escarcelacion  bajo  fianza  en 
caso  de  delito  que  tenga  pena  de  prisión^  cuando  la  que  baya 
de  imponerse  no  pueda  ser  tan  larga  que,  por  evitarla,  se  au- 
sente del  país  para  siempre  un  ciudadano » , S91 

CAUSA  avffl. 

•  •    •  •  •  • 

El  capitán  del  bergantín  «New  Bertha»  contra  D.  Eduardo  Bo- 
nilla, por  cobro  de  fletes.  Incidente  sobre  pruebas. 

SuiMfio.—i^  Todos  los  ejemplares  del  conocimiento  deben 
ser  de  un  tenor  y  cada  parte  debe  muñirse  de  los  suyos. 
2o  j^Q  pueden  alegarse  prácticas  mercantiles  contrarias  ala  ley.  295 

CAUSA  CLIX. 

'    D.  Rufino  Cossio  contra  D.  Domingo  Albarado,  por  cobro  de 
pesos. 

Stimorío.^l^  Hay  presunción  legad  de  que  un  indi^duo  está 
domiciliado  en  el  lugar  donde  tiene  su  familia  y  sus  bienes 
propios • 

V  Er  becbo  dé  arrendar  bienes  raices  en  otra  ptotlñda  con 
el  objeto  de  bacer  el  negocio  de  ganados  con  la  República  de 
Chile^  no  consUtoye  domicilio  para  los  efectos  del  fuero  natío-» 
nal,  el  ^e  no  puede  estar  sin^  en  im  solo  lugar. 

3»  No  pfobáfldeee  la  competencia  del  íbero  nacional,  todd  d 
procedimiento  seguido  ante  un  juez  de  sección  es  nulo t91 

CAUSA  €LX. 

D.  Pedro  Ducbé,  coirtra  D.  JuUo  Doazaní  por  e^bro  áé  peíosw 
;8unaríp,— 1<>  ^\  j^presontante  ¿.mandátaaM  4e  um  SMiedad 
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que  se  rige  por  las  leyes  ;  principios  generales  del  derecho»  obli- 
ga por  sus  actos  á  los  mandantes ;  y  no  se  obliga  él  mismo  cuan- 
do procede  dentro  de  los  líiníles  del  mandato. 

Í¡^  Es  inhábil  para  ejecutar  al  maadalarío  un  titulo  que  se 
funda  en  una  sentencia  dictada  contra  ¿1  como  tal  mandatario. . .  299 


CAUSA  CLXI. 

D.  José  Crovetto  contra  D.  Hilario  Pavón,  sobre  cumplimiento 
de  un  contrato  de  compra  de  un  buque. 

Sumario. — Presentado  k  embargo  un  buque  vendido  antes  en 
público  remato  sin  haberse  estendido  la  escritura  de  venta,  se 
supone  esta  rescindida  por  parte  del  vendedor • 303 


Sro     18 


CAUSA  I. 

• 

Criminal,  contra  los  ex-empleados  nacionales  D.  Justo  Gomeii 
D.  Celso  Garcia  y  D.  Guillermo  Gibaon,  por  delito  de  falsedad  y 
sustracción  de  rentas  públicas.  ' 

Sumario.^ I"»  La  mayor  pena  que  por  los  ails*  18  y  i4  de  ley 
penal  se  impone  á  los  autores  de  delitos  comunes,  se  refiere 
solo  á  los  cometidos  durante  la  sedición  ó  rebelión,  é  coa  oca* 
sion  de  estas. 

2o  No  debe  darse  á  las  leyes  penales  una  interpretación  os- 
tensiva, en  peijuicio  del  acusado. 

3°  Es  permitido  combinar  el  principio  que  motiva  la  disposi- 
ción de  los  artículos  citados,  con  el  que  prescribe  se  atienda  & 
las  circttfista&das  alennautes.,,.* < 310 
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CAUSA  n. 

D.  Juan  Vitorini  contra  los  Sres.  Lesica  y  Laiiiis,  por  cobro 
de  pesos. 

Sttmano.— 1«  Los  tripulantes  heridos  en  servicio  del  baque 
tienen  el  derecho  á  ser  asistidos  por  cuenta  de  este. 

2<>  Los  foguistas  son  considerados  como  tripulantes.  , 

3^  La  separación  del  servicio  del  buque  por  hecho  propio  no 
estingue  aquel  derecho,  si  al  pedir  su  despedida  el  herido  se  lo 
reservó. 

A^  La  obligación  que  corresponde  en  este  caso  á  los  dueños 
del  buque  es  prestar  la  asistencia  que  sea  de  práctica. 

5^  En  Buenos  Aires  la  práctica  es  que  los  tripulantes  heridos 
sean  asistidos  en  el  hospital  general  de  hombres. 

&>  Mientras  no  sean  mandados  por  los  dueños  al  hospital,  estos 
deben  pagar  los  gastos  de  mantención  y  curación. 

7o  El  tripulante  herido  en  servicio  del  buque  tiene  derecho  al 
sueldo  mientras  dure  su  enfermedad. 

%o  {¡se  derecho  se  acuerda  como  una  indemnización  del  daño 
que  recibe  por  no  poder  trabajar. 

Qo  El  recibo  de  los  sueldos  dado  por  el  tripulante  hasta  el  dia 
de  su  separación  del  empleo,  no  importa  la  renuncia  á  ese  dere* 
cho ;  y  solo  fija  el  dia  desde  que  deben  abonársele  los  sueldos. 

10  La  enfermedad  se  considera  haber  durado  hasta  el  dia  en 
que  el  tripulante  salió  del  hospital • 81^ 

CAUSA  ni. 

D.  Agustín  Ferreyra  contra  la  testamentaria  de  D.  Benjamín 
Sánchez,  sobre  ejecución  de  una  sentencia. 
Sumario.— -La  cosa  juzgada  no  puede  sufrir  modificación 325 

CAUSA  IV. 

Criminal,  contra  D.  José  Maris  Baca,  por  delito  de  rebelión  y 
daños  y  peijuicios. 

Sumario.  -  La  carencia  de  voluntad  en  cometer  el  delito  y  la 
imposición  de  la  fuerza  para  ello,  exonera  de  toda  tmpot»Ulida4 
criminal,  y  sos  eoBsecuenñai  civiles «••••• 330 
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CAUSA  V. 

D.  Ifatnttel  Ignacio  Lagraña  *  contra  D*  Beatrit  Saldada,  por  de- 
volución de  cantidad  de  pesos. 

Sumarto.^í^  Uno  de  los  caracteres  de  la  sociedad  en  parti- 
cipación es  la  reserva. 

2o  Por  esto  no  obliga  sin6  &  los  que  la  celebran,  y  no  á  terce- 
ros que  la  ignoran. 

3^  P&ra  estos,  cada  socio  tiene  la  representación  individual  de 
su  persona,  y  responsabiliza  los  bienes  que  administra,  como  si 
fueran  suyos,  aun  por  sus  obligaciones  personales. 

A^  La  marca  en  los  animales  es  un  signo  de  propiedad. 

b^  El  acreedor  que  recibe  de  buena  fé  el  pago  de  su  crédito 
con  dinero  que  no  era  del  deudor,  no  está  obligado  á  restituirlo. 

6®  La  buena  fé  no  puede  ser  destruida  por  un  hecho  que  ha 
podido  razonablemente  interpretarse  como  un  medio  empleado 
por  el  deudor  para  frustrar  el  derecho  del  acreedor 335 

CAUSA,  VI. 

La  compañía  de  navegación  á  vapor  cRio  de  la  Plata»  contra 
D.  Guillermo  Matti,  sobre  pago  de  una  multa  y  rescisión  de 
contrato. 

Sumario:^i^  No  estando  claro  el  sentido  de  un  convenio  en 
una  parte*/ debe* buscarse  este  BU  su  contesto  general,  y  en  los 
hechos  subsiguientes  de  los  interesados  con  relación  á  él. 

i^  La  omisión  de  las  formas  puede  afectar  la  validez  de  un 
contrato^  pero  no  autoriza  para  suponer  en  las  partes  u^a  volun- 
tad diferente  de  la  que  tuvieroa  al  celebrarlo. 

3o  Henos  autoriza  para  imponer  una  multa  que  no  resulta  jus- 
tificada por  el  tenor  claro  y  preciso  de  la  estipulación •  • . .  343 

CAUSA  vn. 

Criminal,  contra  D.  José  Ignacio  Flores,  por  delito  de  rebelión 
y  querella  civil  promovida  oo&Ira  el  mismo  por  D.  Federico  fiay, 
por  ladeiumaoMMn  «de  daftos  y  perjuicios. 
(    SufMrÍQ.'-i9.  La  aceptación. del  cargo  de  GobmMdor  pvoyíeo- 
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rio  dé  una  prdviñtílá,  floriibradD  por  lA  le^Mürtí  ét  lá  cir<9i>fM^ 
Uncía  de  una  iavasion  de  rebeldes,  y  toú  el  objeto  de  evfiar  lo& 
males  aMenáXá^o^s  pot  ésHos,  no  conslitüye  deK(^  4é  rebéKon, 
ni  cotfipHtidSd  tsh  ^. 

^  Tampoco  constitaye  -ese  delito  ó  compUeidad  en  él,  el  hecho 
de  haber  el  Gobernador  provisorio  asi  nombrado,  formado  una 
comisión  que  recolectara  fondos  pa^á  los  rebeldes,  nombrando 
empleados,  mandando  recojer  las  armas  del  estado,  firmado  el 
cúmplase  til  decreto  de  ira  propia  destitución,  éuattdo  sé  ptttébe 
que  la  recolección  de  los  fondos  fné  para  evitar  el  s^aqúod^  (¡té 
los  empleados  no  fueron  nombrados  para  fórvir  i  los  rebeldes, 
que  el  fécojer  Ifó  armas  era  una  meühia  política  trécésaria,  f  qtié 
fué  obtigádb  por  la  iuei^a  á  firmar  el  acta  de  su  destitüdon. 

3o  Estt)6  hechos  no  pueden  compararse  con  los  dé  otros,  qtre 
prestaron,  ya  como  autores  ó  ejecutores,  verdaderos  servicios 
voluntarios  á  la  rebelión. 

A""  Es  temeraria  la  demanda  con  que  se  pretende  que  el  Go- 
bernador de  una  provincia  por  haber  ejercido  el  gobierno  IS  diás 
en  virtud  del  nombramiento  de  la  legislatura  con  6  sin  él  nú- 
mero legal  con  sus  miembros,  responda  con  sus  bienes  por 
daños  inferidos  por  fhér^as  rebeldes,  después  dé  su  lepálTádott 
del  empleo. 

5«  Ett  tát  caso  4ébén  ser  i  cargo  del  demandante  lái^  costas  dé 
toda  la  causa,  como  también  los  daños  y  peijuicios  que  {iuédá 
haber  ittférfdó  al  déiMandado  el  embargo  de  sus  bienes,  solici- 
tado y  obtenido  bajo  la  responsabilidad  del  itáñúíó  SénMiñdante . .  SSI 

CAUSA  Yffl. 

D.  Eugenio  Bustos  contra  D.  Claudio  Hanterola  y  D.  Gabriel 
Fornes,  por  cobro  ejecutivo  de  pesok» 

Sumario.'-^lA  confesión  judicial  tiene  fuerza  plenamente  pro- 
batoria^ y  es  por «onsígiiiente  irrevocable*.. .••••.•  372 

ÚAUSA  K. 

TeffceHa  de  H.  Aiitotíio  Üri^ar  Garfias  eli  «jecuciotí  de  ttou 
Eugenio  Bustos,  contra  D.  Claudio  Hanterola  y  su  fiador  D.  Ga- 
briel Pornes. 
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Sumario* — 1^  Una  cesión  hecha  por  ua  deudor  interdicto  ea 
fraude  de  un  embargo  judicial  es  nula. 

i^  El  pago  de  una  deuda  cierta,  hecha  por.  un  deudor  inter- 
dicto, de  otro  modo  que  en  dinero  ó  papeles  de  comercio,  es 
nulo 376 

CAUSA  X-     • 

La  Compañía  de  Seguros  Marítimos  contra  la  Compañía  de 
navegación  «Rio  de  la  Plata>,  por  pago  de  gastos  de  salvamento 
de  un  buque.— Sobre  término  estraordinario. 

Sumario, ^La  próroga  del  término  probatorio  extraordinario 
debe  pedirse  dentro  del  plazo  acordado  por  el  inciso  3  del  art.  95 
de  la  le;  de  procedimientos 382 

CAUSA  XI. 

Criminal,  contra  D.  Marcos  Antonio  Lloverás,  ex-ministro  del 
Gobernador  de  hecho  de  la  Provincia  de  San  Juan  D.  José  B. 
Molina,  por  delito  de  rebelión. 

Sumario.- i"*  El  hecho  de  haber  cooperado  aun  cambio  poli- 
tico  en  favor  de  la  rebelión,  y  haber  aceptado  puestos  subalter- 
nos en  el  Gobierno  revolucionario,  constituye  complicidad  en  el 
delito  de  rebelión. 

2®  Al  reo  de  ese  delito  debe  imponérsele  la  pena  señalada  por   . 
el  art.  10^  de  la  ley  jiacional  penal. 

3^  La  escepcion  de  miedo  grave  y  de  violencia  deben  probarse 
por  hechos  especiales  y  capaces  de  inducir  al  agente  á  cometer 
el  crimen  sin  libertad 384 

CAUSA  xn. 

Los  Sres^  D.  Enrique  -  Jonkinson  y  D.  Buríque  H.  Wjgait 
Smith  con  la  Municipalidad  de  Córdoba,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario.^í^  Los  vales  al  portador  son  actos  exclusivamente 
mercantiles,  no  reconociendo  el  derecho  civil  obligaciones  al 
portador.  > 

2o  Los  vales  al  portador  que  no  son  susceptibles  en  derecho 
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de  producir  acción  judicial,  no  confieren  á  sus  tenedores,  per- 
sonería lejitíma  para  reclamar  su  importe  en  juicio . « *  •  •  •  3S9 

CAUSA  xin. 

D.  Miguel  6;  Moyano  con  1o«;  Sres:  Solanos  y  C«,  sobre  comiso.  ' 

Sumario.'--^  El  conocimiei^to  y  resolución  definitiva  de  los 
juicios  administrativos  en  los  casos  de  contrabando,  corresponde 
á  los  administradores  de  aduana. 

2o  El  art.  1129  délas  ordenanzas  de  aduana  establece  clara* 
mente  que  cuando  estas  resoluciones  sean  absolutorias.no  bay  de 
ellas  recurjso  alguno. 

3^  Ni  este  articulo  ni  el  1131  violan  ningún  precepto  consti- 
tucional, liallándose  en  el  caso  de  las  demás  leyes  sobre  tér- 
minos fatales  poniendo  un  limite  al  ejercicio  de  los  derechos,  que 
no  pueden  conservarse  indefinidamente  sin  perjuicio  del  orden 
y  de  las  conveniencias  públicas. 

V  fil  caso  de  Benilez  y  C^,  resuelto  por  fallo  de  la  Suprema 
Corte  de  21  de  Setiembre  de  186(,  no  se  refiere  al  de  uñare- 

ucion  absolutoria. 

5*^  No  puede  dejarse  de  aplicar  una  ley,  cuyo  texto  es  claro  y 
preciso,  por  la  consideración  de  los  perjuicios  á  que  se  supone 
que  pued^  dar  lugar  su  aplicación.  .    '    r- 

6^  El  denunciador  no  es  parte  por  la  ley  en  el  juicio  de  con-, 
trabando \  393 

CAUSA  XIV. 

D.  Francisco  Harini  contra  Palma  Hermanos,  sobre  danos  y 
perjuicios. 

Sumarío.-^í^  Los  contratos  mercantiles  de  mayor  cuantia  no 
pueden  probarse  por  testigos  w^  que:  se  presente  al  menos  un 
principio  de  prueba  por  escrito. 

9^  l}o,esti«  «X4)eptvado$  d/».98ta  regla  lee  cotlratoe  desaltra-  ' 
mentó. 

3^  Son  principio  de  prueba  per  escrito  loa  docuntentoa  que 
emanan  del  adversaña  ó  de  parte  intei^sada  ó.  que  tendría  ín^rés^ 
en  el;pleito  ai  vivíeae, .««»»•..«••.»;•...« « . .^  .«* •  •  400 
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í)o&a  Carmen  Burgos  contra  D.  José  ttonteayaro,  sobre  cum- 
plimiento de  un  contrato. 

Sutnario.--'^o  probando  él  actor  su  demanda,  el  reo  debe  ser 
absueltQ..,^ * é«.^.« «•  —  •..^ «   410 

CAUSA  XVI. 

El  capitán  del  buque  belga  «Carlota»  tohtn  Cettbg  y  i>,  por 
cobro  de  Seteá. 

Suúutríó.-'i^t^n  los  contratos  de  comefcid,  eldet^dolr  ádb^ 
intereses  en  todos  los  casos  de  morúj  aunque  el  áólreddór  pida 
mas,  no  Justifique  perjuicios,  la  deuda  sea  ilfquida  jr  aunque  él 
obligado  tréa  de  buena  fS  no  ser  deudor. 

2o  fin  las  obligaciones  de  pagar  una  suma  dé  dinero,  la  bi- 
demhizacióá  de  daños  y  peijuicios  por  raison  de  ttóra,  no  debe 
exceder  del  interés  corriente. 

Z»  Cobrando  el  demandante  mas  dé  lo  que  sé  le  debe,  pierde 
el  derecho  á  ser  indemnizado  de  las  costas. «•••« Hi 

CAUSA  xvn. 

D.  Julio  Doazan  contra  D.  Pedro  Duché,  Sübre  pago  de  eoiítas 
de  un  Jtticio  dé  éjtetícion. 

5umaHb.—f^  No -habiendo  condenación  en  costas,  se  entreilde 
que  cada  parte  debe  satisfacer  las  que  le  corresponden. 

2<»  El  actor  que  no  ha  sido  déclátfadd  t^sponsable  de  todas  las 
costas,  ni  temerario  litigante,  no  responde  por  los  intereses  de 
un  depósito  ordenado  judicialmente  al  demandado^  y  que  por 
sentencia  final  se  le  manda  deyoWer. .  • 42t 

CAüsi  mn. 

El  Fiteo  Nacional  eouira  6.  Attleuov  VMkái^  p^  eelm>  de 
derechos  de  aduana. 

Sumart»^^^'^  La  fiatuia  AMla  para  responder  tote  loe  Tribtttta- 
les  del  piis  por  él  ^^bligedo  «uMutu  en  e)  e^Mflgere,  y  éé 
itusncomunsí'  in  soMmn  «c*r  -eete,  no  puede  •  tener  lATO  objMv 


HR:  JOBTIOIA  NAAlONAb.     '    '  523 

PfcfiMf 


que  faeOitar  al  acreedor  en  el  país  el  eobro  de  su 
siendo 'este  probado,  «a  la  persona  y  bienes  del  fiador. 

2^  E2  dendor  solidario  puede  ser  demandado  con  preferencia 
á  los  otros  co-deudores. 

3^  El  simple  fiador,  en  materia  comeroial,  puede  sivb  tam- 
bién con  |««fere&cia  al  deudor  principal. 

4*  Solo  puede  exijir  la  justificación  de  haber  sido  este  inler- 
pelada  judicialfflentc. 

5^  La  facultad  que  tiene  el  fiador  de  presentar  al  embargo  los 
bienes  del  de«dor,  hace  innecesaria  la  escuaion. 

6o  £1  reconocimiento  de  la  obligación  del  fiador  da  4  la  acción 
deducida  coAtra  el  co-obligado  i»  solidum  al  ear^ter  de  eje- 
cutiva. 

7o  La  circunstancia  de  ser  un  tercero  el  deudor  originario  no 
desvirtúa  su  fuerza,  desde  que  el  co-fiador  haya  tomado  sobre  si 
toda  la  responsabilidad  y  colocádose  en  su  lugar  haciéndose  so-  , 
darío  de  la  obligación. 

8o  La  entrega  de  documentos  al  deudor  para  que  pague  su  va* 
lor  en  otro  lugar  no  puede  importar  remisión  de  la  deuda  . . , . «  424 

CAUSA  XIX. 

j 

«  «rft*  0  '•  •• 

D.  Manuel  Antonio  y  D«  Jacoba  Tejada,  contra  D.  José  Ramón 
Navea,  sobre  reivindicación  de  una  finca. 

Sumario, — 1®  El  heredero  que  acepta  la  herencia,  suciede  á  au 
causante  no  solo  en  los  derechos  sino  en  todas  sus  obligaciones, 
debiendo  ser  considerados  arabos  jurídicamente  como  una  misma 
persona. 

2o  El  ^heredero  tiene,  por  consiguiente,  eT  deber  de  sanear 
una  venta  hecha  por  el  causante. 

3*  Los  hijos  ño  pueden  demandar  sus  bienes  propios  enage- 
nados  por  éi  padre  sin  renunciar  la  herencia  de  este • . .  42$ 

•      '  'i 

CAOSA  XX. 

D.  Fedériou  Cívila  contra  D.  Eduardo  Bonilla,  sobra  prtstamo 
á  la.graeiBa. 
Sttmario.--lo  El  fletador  de  todo  el  casco  de  un  buqtte^  ii«ie 
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lo  snbarriendaí  girando  por  su  cuenta  los  conodmientos^  debe 
considerarse  como  armador  en  lo  relativo  i  las  jobUgaciones  del 
buque  en  la  espediciou  marítima  que  ha  corrido  de  su  cuenta, 
art.  1034,  Cód.  de  Comercio. 

i^  Puede  8«r  armador  de  un  buque  él  que  no  sea  su  dueño, 
con  tal  que  tenga  las  calidades  requeridas  para  ejercer  el  comer*- 
cío,  articnlos  Í0S4  7  1048. 

3®  Armador  en  este  caso  es  el  que  alquila  un  buque  para  ha* 
cerlo  navegar  de  su  cuenta  y  bajo  su  responsabilidad. 

4<»  El  art.  1234  no  contradice  esta  calificación,  pues  habla  solo 
de  la  facultad  que  tiene  el  fletador  por  entero  de  ceder  su  con- 
trato ó  8ub*fletar,  sin  hacer  depender  de  esto  la  conservación  6 
cesación  de  la  calidad  de  armador,  si  la  tuvo. 

50  Los  objetos  comprendidos  en  el  contrato  á  la  gruesa  deben 
estar  espuestos  á  riesgos  marítimos,  art.  1280. 

6*  Asi  los  fletes  afectos  al  contrato  á  la  gruesa  tomado  en  el 
curso  del  viaje,  son  los  del  viaje  respectivo  que  debe  percibir  el 
süb-fletante,  y  no  los  que  ha  percibido  el  dueño  del  bnque,  que 
no  estaban  espuestos  á  ningún  riesgo,  art.  1294. 

70  El  capitán,  por  sus  sueldos,  conserva  siempre  el  privilegio 
sobre  el  buque  y  fletes,  art.  1182 440 

CAUSA  XXI. 

El  Dr.  D.  Amando  Pardo  contra  D.  Celestino  Zanotfa,  por  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios. 

Sumario. — !<>  Es  un  deber  de '  los  que  contratan  la  construc- 
ción de  obras  por  un  tanto,  el  hacerlas  con  solidez  y  perfección 
según  las  reglas  del  arte. 

2^  Si  la  labor  nueva  $e  moviese  dentro  de  loa  quince  años 
desde  que  es  hecha,  se  presume  que  esta  falla  proviene  de  culpa 
del  que  la  ejecutó. 

3^^  La  estimación  de  los  daños  y  perjuicios  debe  probarse  por 
quien  los  reclame. 

4q  Corresponde  al  contratista  de  obras  la: prueba  del  accidente 
fortuito  ó  hecho  de  tercero  alegado  por  él  como  causa  del  mal 
estado  de  la  construcción. 
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5<>  íjM  prueba  imperfecta  solo  puede  completarse  por  el  jva^ 
mentó  supletorio,  encausas  de  poca  importancia «^ 446 

CAUSA  xxn. 

D.  Juan  Tallón  contra  D.  Rodrigo  Carlos  da  Cámara,  por 
cobro  de  pesos. 

Sumario. — l^'  No  puede  hacerse  cargo  á  un  maquinista  que 
se  ha  tomado  para  servir  un  vapor  por  todas  las  horas  del  día 
y  de  la  noche,  si  se  ha  dormido  ó  ha  cometido  otro  descuido 
inevitable. 

2*"  No  puede  tampoco  hacérsele  carga  habiendo  él  designado 
si  la  cantidad  de  carbón  necesaria  por  un  viaje  sin  inconvenien- 
tes, el  capitán  del  buque  no  se  haya  proveído  de  una  cantidad 
mayor  en  previsión  de  los  accidentes  ordinarios  que  pueden  re- 
tardar la  navegación. 

3»  No  forma  prueba  de  la  impericia  de  un  maquinista  la  opi- 
nión de  personas  incompetentes,  máxime  si  estos  no  son  com- 
pletamente intachables 453 

CAUSA  xxm. 

El  Fisco  Nacional  contra  D.  Mariano  Orma,  por  indemizacioii 
de  daños  y  perjuicios. 

5t»t9Mirto.— lo  La  rescisión  pura  y  simple  de  un  contrato,  sin 
estipularse  espresamente  la  renüacia  á  los  derechos  adquiridos 
por  una  de  las  partes  antes  de  la  rescisión,  no  importa  la  anu- 
lación de  estos,  sino  solo  la  de  Idifi  obligaciones  futuras. 

2»  Las  convenciones  no  tienen  efecto  retroactivo,  cuando  no 
se  les  ha  dado  espresamente •..•••#••#••••••  458 

CAUSA  XXIV. 

D.  J.  W.  Fuchs,  capitán  del  htíqué  alemán  «Germaniat  contra 
los'  Sres.  Kainack  y  C«,  sobre  pago  de  estadías. 

SuTñario.-^í^  No  se  deben  las  estadías  cuando  los  dias  de 
demora  por  los  que  se  piden  ban  sido  causados  por  la  omisión 
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del  capiluí  del  buque»  no  entregaaiU  U  carga  á  las  laacbas  mvk- 
dadas,  para  k.  descaí^.  . 

2<>  Las  costas  causadas  por  autos  impertinentes  á  la  cuestión 
han  de  ser  á  cargo  del  juez  qve  los  dictó 463 

CAUSA  XXV. 

D.  Salvador  Garbo  y  D.  Ezequiel  N.  Paz,  sobre  cumplimiento 
de  un  contrato  y  cobro  de  pesos. 

Sumario, — l^^  En  un  contrato  sobre  venta  de  pasto  enfarde- 
ladO|  el  comprador  tiene  el  derecho  de  hacerlo  reconocer  y  de- 
sechar el  que  no  sea  de  la  calidad  convenida. 

1^  No  siendo  de  la  calidad  convenida,  el  comprador  puede 
pedir  la  resolución  del  contrato. 

Z^  Si  el  vendedor  no  se  conforma,  con  el  rechazo,  debe  po- 
nerlo á  disposición  de  la  autoridad  judicial  y  pedir  su  reconoci- 
miento por  peritos. 

io  Ko  procediendo  así  se  presume  que  consiente  en  la  resci- 

So  Esta  precaución  destruye  los' fundamentos  de  una  reconven- 
ción por  daños  y  perjuicios. 

6«  El  deudor,  en  los  contratos  de  comercio,  debe  el  interés 
corriente  desde  el  dia  de  la  demandaí  aunque  baja  litigado  de 
.  buena  fé  y  el  demandante  no  justifique  que  la  mora  ha  ocasiona- 
do perjuicios. 

1^  Aun  cuando  la  Suprema  Corte  viera  ofensa  á  una  de  las 
partes  en  una  sentencia  del  Joez  Seccional,  deberia  abstenerse 
de  todo  pronunciamiento  tendente  á  repararla. 

8*  Solo  el  Senado  puede  conocer  de  las  faltas  que  cometan  los 
jueces  en  el  qerclcio  de  sus  funciones. 

9»  Menos  puede  la  Suprema  Corte  mandar  testar  palabras  de 
las  sentencias  de  los  Jueces  de  Sección,  las  cuales  son  instru- 
.  montos  auténticos  que  deben  conservar  su  integridad 466 

GADSA  XXVI: 

Amarice  Ascasubi  y  C*,  contra  Vicente  Casares  é  hijos,  por 
cobro  de  mercaderías. 
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iih                        SiMMand.— No  habiendo  temeridad  en  el  demandante»  no  pue- 
de ser  condenado  en  coatas t 481 

.  ^  CAUSA  xxvn. 

D.  Nicanor  Centraras  contra  D.  Julián  Marzola,  por  cobro  eje- 
cutivo de  pesos. 

SwMrío. — ^Un  documento  privado  que  no  es  legabnente  reco- 
nocido» no  trae  aparejada  ejecución 486 
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